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Introducción

Miguel Ángel Sánchez Rafael
Centro de Investigaciones y Estudios Superiores
en Antropología Social (ciesas), Unidad Sureste

Este libro es uno de los resultados del proyecto papiit in402624, 
«Chiapas en México: la anexión en 1824 y sus implicaciones, so�-

ciales, políticas, económicas y territoriales en el siglo xix». Entre los 
objetivos del proyecto se encuentra el examen y el esclarecimiento de 
los cambios y las continuidades en los mecanismos tributarios de Chia-
pas, Centroamérica y otros estados mexicanos. 

A partir de las discusiones que se sostuvieron en dos reuniones de 
trabajo, los autores y autoras se propusieron analizar distintos procesos 
relacionados con la construcción y el desarrollo de los mecanismos tri-
butarios en Chiapas, el sur sureste mexicano y Centroamérica, y con esa 
finalidad establecieron cuatro vías de análisis: las políticas fiscales impe-
riales y nacionales, el impacto de las políticas impositivas nacionales en 
la esfera estatal, la construcción y defensa de la fiscalidad municipal y la 
administración tributaria como espacio de negociación y de contención 
del contrabando. Las cuatro abarcan distintos órdenes —económico, ad-
ministrativo, legislativo, jurídico y agrario— y se ciñen a una tempora-
lidad reconocida como el largo siglo xix. Ese amplio marco temporal 
nos permite distinguir lazos, similitudes y diferencias que explican cómo 
los Estados gestionaron los impuestos y establecieron los mecanismos de 
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recaudación.1 Además, es útil para que los trabajos aquí incluidos refuer-
cen la comprensión de tres puntos presentes en una parte de la histo-
riografía fiscal. Primero, que el proceso reformador hacendario, cuyo 
cometido era la consolidación de la administración tributaria y de los 
mecanismos de recaudación, siguió un camino sinuoso desde el periodo 
colonial, el siglo xix e incluso un poco más adelante. Segundo, que los 
procesos implicados en el ejercicio de la fiscalidad de una amplia geo-
grafía —Chiapas, Centroamérica y el sur sureste mexicano— estuvieron 
relacionados con los intereses estatales y particulares que guiaron —o 
intentaron hacerlo mediante prácticas de negociación— el diseño de la 
normatividad impositiva y los modelos administrativo-jurídicos de la fis-
calidad. Tercero, que lo dicho en los puntos anteriores se desarrolló en 
un escenario en el que no faltaron tensiones entre los ámbitos nacional, 
estatal y local. Por lo anterior, consideramos que los trabajos contenidos 
en este libro favorecen la discusión acerca de los estudios sobre Chiapas, 
México y Centroamérica, enriquecen los ejes mencionados y por mo-
mentos llevan más lejos el horizonte de los planteamientos presentes en 
la historiografía que los antecede. 

1 En la última década se han realizado distintas revisiones de los ejes de la historio-
grafía fiscal de Centroamérica y México. Entre ellas se encuentran los siguientes trabajos: 
Ernest Sánchez Santiró, María del Pilar Martínez López-Cano y Matilde Souto Mantecón, 
«Introducción», en La fiscalidad novohispana en el Imperio español. Conceptualizaciones, 
proyectos y contradicciones, coordinado por María del Pilar Martínez, Ernest Sánchez y 
Matilde Souto (México: Instituto Mora / iih-unam, 2015); Ana María Parrilla Albuerne 
y Javier Guillén Villafuerte, «Los propios, arbitrios y los bienes de comunidad del Reino 
de Guatemala. Una aproximación historiográfica», Cuadernos de Intercambio sobre 
Centroamérica y el Caribe 19, núm. 1 (2022); Aaron Pollack y Juan Carlos Sarazúa Pérez, 
«La fiscalidad en la historia de Centroamérica y Chiapas: trayectorias historiográficas y 
posibles caminos, 1760-1840», Cuadernos Inter.c.a.mbio sobre Centroamérica y el Caribe 
19, núm. 1 (2022); Coralia Gutiérrez, «Centroamérica también existe: apuntes acerca de la 
historiografía sobre fuerzas armadas y fiscalidad en el siglo xix», en Diálogo historiográ-
fico Centroamérica-México siglos xviii-xix, coordinado por Brian Connaughton (México: 
Gedisa / uam-Iztapalapa, 2017); Juan Carlos Sarazúa Pérez, Recolectar, administrar y defen-
der: la construcción del Estado y las resistencias regionales (tesis de doctorado, Barcelona, 
Universidad Pompeu Fabra, 2013); Fernando Soria Soria, La hacienda pública municipal del 
Campeche porfiriano (en prensa); Celaya Nández, véase el décimo capítulo de este libro.
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A continuación, presentamos el diálogo que los capítulos de este li-
bro entablan con los estudios sobre México y Centroamérica. Antes de 
ello, es necesario mostrar de manera sucinta algunos aspectos centrales 
del panorama político en el que se enmarcan estos trabajos.

Desde el siglo xvi, y durante más de 300 años, el Estado español fue 
adaptando el gobierno político administrativo en sus posesiones ameri-
canas. Para mantener en pie su dominio accionó reformas de índole ad-
ministrativa, fiscal y militar.2 Respecto a las dos primeras, las más cono-
cidas se realizaron en el siglo xvii y en la segunda mitad del xviii.3 Con 
tendencia a centralizar o descentralizar distintos aspectos de la adminis-
tración, esas reformas contribuyeron a erigir una maquinaria administra-
tiva tributaria eficaz y capaz no solo de sostener al Estado imperial, sino 
también de equilibrar los ingresos con los gastos públicos.4 Los resulta-
dos fueron loables, a tal grado que en los últimos lustros del siglo xviii 
era evidente la capacidad exactora que la Corona tenía tanto en Nueva 
España como en el Reino de Guatemala. Sin embargo, en términos polí-
ticos se vivían tiempos difíciles. España estaba enfrascada en guerras con 
Francia e Inglaterra y, por lo tanto, necesitaba cada vez más recursos. 
Así, no hubo otra opción que ejercer mayor presión tributaria sobre las 
colonias mediante una fiscalidad extraordinaria que suscitó descontentos 
en varios sectores de la población. 

Cuando despuntó el siglo xix esa enorme capacidad de recauda-
ción ya estaba severamente trastocada. En ese escenario, Nueva España 

2 Ernesto de la Torre Villar, «Época colonial. Siglos xvi y xvii», en Historia documental 
de México 1, editado por Miguel León-Portilla (México: iih-unam, 2013), 455-471; Xiomara 
Avendaño Rojas, «El gobierno provincial en el Reino de Guatemala, 1821-1823», en La 
Independencia en México y el proceso autonomista novohispano, 1808-1824, coordinado por 
Virginia Guedea (México: Centro de Investigaciones Históricas-unam / Instituto Mora, 
2001), 327; Luis Jáuregui, La Real Hacienda de Nueva España. Su administración en la época 
de los intendentes: 1786-1821 (México: unam, 1999), 31-32.

3 Jáuregui, La Real Hacienda, 23-53.
4 Carlos Marichal, «Una difícil transición. Del régimen colonial al México indepen-

diente, 1750-1850», en De colonia a nación. Impuestos y política en México, 1750-1860, com-
pilado por Carlos Marichal y Daniela Marino (México: Colmex, 2001), 24-29; Jáuregui, La 
Real Hacienda, 23-53.
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y Guatemala declararon su ruptura con la Corona española. Hoy sabe-
mos que los procesos de independencia en esas regiones fueron varia-
dos y complejos. En el caso del Reino de Guatemala —marco de pug-
nas entre distintas localidades e intereses— hubo una tendencia a la 
fragmentación.5 

Grosso modo, las autoridades, algunas de ellas integrantes conserva-
doras de la elite comercial de la Ciudad de Guatemala, como la familia 
Aycinena, se pronunciaron a favor de la incorporación al Imperio mexi-
cano encabezado por Agustín de Iturbide. Estos grupos, motivados por 
las garantías y ventajas económicas que dicho imperio podía ofrecerles,6 
vieron en esta adhesión una oportunidad para preservar sus privilegios 
económicos, asegurar la estabilidad política y proteger sus rutas comer-
ciales en un periodo de gran incertidumbre tras la independencia. Pero 
no todos suscribieron el Plan de Iguala, así que la idea de los iturbidistas 
guatemaltecos de sumarse al imperio quedó en suspenso. En ese marco, 
la presión de Iturbide sobre la Junta Provisional Consultiva de Guatemala 
y el pronunciamiento de Quezaltenango desembocaron en una consul-
ta a los ayuntamientos acerca de si se aceptaba o no el Plan de Iguala.7 
Se aceptó y con ello Guatemala pasó a formar parte del imperio. Casi 
al mismo tiempo, en las provincias de Chiapas, Honduras y Nicaragua 
varios ayuntamientos, diputaciones y comerciantes declararon su ruptura 
con la capital y se adhirieron al Plan.8 

5 Avendaño Rojas, «El gobierno provincial», 323.
6 Miles Wortman, «Legitimidad política y regionalismo. El Imperio mexicano y 

Centroamérica», Historia Mexicana 26, núm. 2 (1976); Clara Pérez Fabregat, El proceso 
de construcción del Estado de El Salvador. Una mirada desde el Oriente, 1780-1865 (tesis de 
doctorado, Barcelona, Universitat de Barcelona, 2015), 190-192.

7 Mario Vázquez Olivera, «El Plan de Iguala y la independencia guatemalteca», en 
La independencia en el sur de México, coordinado por Ana Carolina Ibarra (México: 
iia- unam / Fideicomiso Felipe Teixidor y Monserrat Alfau de Teixidor, 2017), 389, 394-411.

8 En San Salvador, en cambio, se suscitaron respuestas airadas en contra de la incorpo-
ración al imperio recién establecido. Esta provincia comulgaba con la idea de formar una 
república y hasta aspiraba a ser parte de la república del norte. Mario Vázquez Olivera, El 
Imperio mexicano y el Reino de Guatemala. Proyecto político y campaña militar, 1821-1823 
(México: fce, 2009), 85-113; Avendaño Rojas, «El gobierno provincial», 332-333.
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Por su parte, Nueva España —cuyas provincias mostraban mayor co-
hesión e intereses en común— logró mantener cierta unidad e incluso 
incorporó a Chiapas —en un primer momento sin Soconusco—, que ha-
bía sido parte de la Audiencia de Guatemala. Ello revela un claro interés 
por sumar territorios y extender las fronteras del imperio, muy conve-
niente y urgente en ese momento, aunque al final esa actitud anexionis-
ta suscitó descontentos porque en ocasiones contravenía la voluntad de 
los pueblos centroamericanos. Aun así, las reacciones contrarias duraron 
poco, pues el imperio de Iturbide se vino abajo en marzo de 1823, con lo 
que finalizó la unión con México.9 

Cuando el imperio de Iturbide se derrumbó, los dirigentes de Gua-
temala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y Costa Rica tomaron la de-
cisión de formar una república federal —en Guatemala no faltaron pro-
puestas centralistas—.10 La Constitución se promulgó casi al finalizar el 
año 1824, pero el proyecto federal centroamericano sobrevivió solo algu-
nos lustros debido, en buena medida, a las rivalidades entre facciones y a 
la tirantez entre el gobierno nacional y los estados —sin olvidar el clima 
de guerra civil—.11 

9 Arturo Taracena Arriola, La primera guerra federal centroamericana, 1826-1829. 
Nación y estados, republicanismo y violencia (México: uam / unam / Universidad Rafael 
Landívar, 2015), 171-174.

10 Sarazúa Pérez, Recolectar, 19-21; José Gámez, Historia de Nicaragua. Desde los 
tiempos prehistóricos hasta 1860, en sus relaciones con España, México y Centro América 
(Managua: Tipografía de El País, 1889), 467.

11 Esta tensión entre el centro y los estados emanaba del hecho de que la soberanía 
sería detentada por una autoridad central, lo que parecía implicar repercusiones no fa-
vorables para la soberanía de los estados federados y los intereses particulares. Ralph 
Woodward «Cambios en el Estado guatemalteco en el siglo xix», en Identidades nacionales 
y Estado moderno en Centroamérica, coordinado por Arturo Taracena Arriola y Jean Piel 
(México: Centro de Estudios Mexicanos y Centroamericanos / flacso / Universidad de 
Costa Rica, 2015); Clara Pérez Fabregat, «Guerra y deuda en El Salvador: una revisión de la  
Hacienda pública (1826-1835)», Revista de Historia, núm. 69 (2014), 61; Arturo Taracena 
Arriola, «Nación y república en Centroamérica (1821-1865)», en Identidades nacionales y 
Estado moderno en Centroamérica, coordinado por Arturo Taracena Arriola y Jean Piel 
(México: Centro de Estudios Mexicanos y Centroamericanos / flacso / Universidad de 
Costa Rica, 2015). 
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México, por su parte, también se convirtió en una república federal. 
Su andar por el sistema republicano no fue cómodo porque sufrió una 
serie de invasiones extranjeras, guerras civiles, descalabros financieros, 
resistencia de la ciudadanía a pagar contribuciones para sostener al go-
bierno nacional, tensiones con los estados federados y con los grupos de 
poder que los controlaban, fricciones entre los mismos estados por asun-
tos de soberanía, intentos de ruptura con la Iglesia, desorden administra-
tivo en todos los niveles de gobierno, conflictos agrarios y otros proble-
mas —plagas, enfermedades, hambrunas— que mermaron la población 
y de paso afectaron el ánimo político. Al final, y a pesar de todas esas 
circunstancias y adversidades, la república se mantuvo en pie.

Entonces, una vez concluida la fase iturbidista, México y las naciones 
centroamericanas no volvieron a compartir objetivos políticos ni proyec-
tos administrativos. Cada país erigió una forma de gobierno, con osci-
laciones entre una república federal o una central, y cada uno asumió y 
sostuvo —a veces con alfileres— su propia soberanía. Los resultados de 
ambas experiencias fueron muy diferentes: México formó una república 
que fluctuó entre el federalismo y el centralismo, mientras que en Cen-
troamérica se organizó una república federal que no tardó en dividirse 
en cinco repúblicas independientes: El Salvador, Honduras, Nicaragua, 
Costa Rica y Guatemala.12 

Pero, a pesar de que a partir de 1823 los destinos político-adminis-
trativos de México y los países centroamericanos tomaron rumbos dife-
rentes, a lo largo de la centuria compartieron prácticas administrativas, 
tributarias e instituciones impositivas de raigambre colonial. Además, en 
el interior de esos países surgieron o se avivaron tensiones por las potes-
tades fiscales, alentadas por el marco constitucional gaditano y la posi-
bilidad de un gobierno soberano.13 Así, la historia de esas naciones — en 

12 El Salvador, Honduras y Nicaragua realizaron un nuevo intento, entonces como pro-
yecto confederal, pero al final no funcionó.

13 No existe un criterio único para definir la potestad fiscal —posibilidad jurídica, po-
der tributario o poder jurídico—. No obstante, hay consenso acerca de que cualquier en-
foque utilizado conduce a entender dicha potestad como la facultad del Estado para exigir 
tributos a las personas o sobre bienes ubicados dentro de su jurisdicción, una exigencia 
que debe sujetarse a los límites marcados por la Constitución y las disposiciones legales. 



19

Introducción

concreto la historia de sus finanzas y sistemas impositivos— estuvo em-
parentada por el modelo fiscal heredado del antiguo régimen que había 
impulsado el liberalismo. Adicionalmente, se observan similitudes en los 
debates legislativos y en las discusiones entre los actores económicos, 
pues giraron en torno a temas y problemas como la defensa de las po-
testades fiscales, la centralización de las rentas municipales, las alcabalas 
—que afectaban al comercio—, así como el proyecto que sugería sustituir 
estas por contribuciones directas —sin que ese cambio afectara significa-
tivamente a los erarios que dependían de las primeras y sin que la pobla-
ción rechazara las segundas—.

¿Qué más podemos decir de los paralelismos o diferencias en el pro-
ceso de construcción de las fiscalidades en esas naciones? La historiogra-
fía ha avanzado un tramo en el estudio de las similitudes sobre la fisca-
lidad chiapaneca y la centroamericana, y en algunos trabajos se percibe 
que los intentos de justificación de los proyectos impositivos implicaron 
un proceso de tirantez y negociación entre los intereses del Estado y los 
de los gobernados. Este libro aspira a ampliar esa agenda investigativa, 
por lo cual incluye la visión de un espacio más extenso: Chiapas, Cam-
peche, El Salvador, Honduras, Guatemala, Oaxaca, Tabasco y Veracruz. 
Consideramos que esto aportará algunos elementos para responder la in-
terrogante anterior y reforzará los enfoques con los cuales se analizan la 
construcción de la fiscalidad, las potestades fiscales, las tensiones entre 
ellas, las respuestas de los contribuyentes, la relación tierra-fiscalidad, la 
administración tributaria y el contrabando. 

Políticas fiscales imperiales y nacionales

Dos trabajos de este libro atienden este eje de análisis. El primero, de tri-
ple autoría, se refiere a El Salvador, abarca los años previos a la crisis de 
la monarquía española y analiza una vertiente del financiamiento de la 
Corona: la Consolidación de los vales reales en la provincia de Sonsona-
te. El segundo texto se centra en los años posteriores a la independencia 
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centroamericana; en concreto, se ocupa del lapso que va desde el esta-
blecimiento de la República Federal de Centroamérica hasta los primeros 
años de la nación hondureña. Su tema central es la tensión entre el go-
bierno de la República Federal y las autoridades estatales por el control 
de dos fuentes de ingresos fiscales: los puertos de Omoa y Trujillo.

El primero de esos trabajos, elaborado por Sajid Herrera, Julián 
González y Leonel Hernández, participa en la discusión acerca de los su-
cesos de la segunda mitad del siglo xviii y su impacto en la administra-
ción y las finanzas del Reino de Guatemala y Nueva España. Distintos 
estudios coinciden en que, con la puesta en marcha de las reformas im-
pulsadas por los Borbones, la administración tributaria colonial adquirió 
un considerable nivel de eficacia, hasta alcanzar una recaudación abun-
dante y estable. Además, con el establecimiento de las intendencias —San 
Salvador, Honduras, Chiapas y Nicaragua—, la administración regia tuvo 
mayor control sobre los ingresos y llevó a cabo acciones que limitaron el 
poder de los comerciantes y del ayuntamiento de Guatemala. Estas medi-
das se adoptaron en un contexto de paulatino crecimiento económico.14 

Por otro lado, en Nueva España las reformas propiciaron que la fis-
calidad centrada en las actividades minera y comercial favoreciera el au-
mento de los ingresos de la tesorería real respecto del periodo 1760-1779, 
pues arrojaron un promedio anual de casi 17 millones de pesos. En ese 
contexto, las tesorerías locales y las cajas regionales regularmente presen-
taron superávits, que se enviaban a la caja matriz en México o se remi-
tían a otras cajas regionales.15 

Pero, a pesar de que el Estado español obtenía jugosas rentas del 
Reino de Guatemala y Nueva España, al final una serie de factores 

14 Pérez Fabregat, El proceso de construcción, 38-40. Bernabé Fernández Hernández, 
«El establecimiento del estanco de aguardiente en el Reino de Guatemala, 1753-1803» 
Mesoamérica, núm. 55, 2013; Pablo Rodríguez Solano, La cuestión fiscal y la formación del 
Estado de Costa Rica, 1821-1859 (San José: Editorial Universidad Costa Rica, 2017), 39-53; 
Sarazúa Pérez, Recolectar, 33-46. Dicho crecimiento derivó del cultivo y la exportación de 
añil —sobre todo en El Salvador—, además del comercio de mercaderías europeas y el ta-
baco. Sara Herrera Alfaro y María Eugenia Rojas Rodríguez, «El añil en Centroamérica, 
siglos xvii-xviii», Revista Estudios, núm. 14-15 (1997), 51.

15 Jáuregui, La Real Hacienda, 153-156; Enrique Cárdenas Sánchez, El largo curso de la 
economía mexicana. De 1780 a nuestros días (México: Colmex / fce, 2015), 62.
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habría de cambiar ese panorama. Primero, las guerras entre España e In-
glaterra, y luego con Francia. La beligerancia entre esas potencias es un 
factor que explica por qué la situación de la administración tributaria y 
de las rentas de origen fiscal se volvió lastimosa desde el cierre del siglo 
xviii y el inicio del siguiente. Además de las guerras, otro factor a tener 
en cuenta es que en ese mismo lapso se registró un descenso en la eco-
nomía basada en el añil y surgieron problemas en el ámbito agrario.16 En 
ese escenario, lo más urgente era reunir recursos para defender el impe-
rio. La Corona intentó apuntalar los ingresos reales mediante el estanco 
de aguardiente, pero solo suscitó revueltas sociales y alentó el contraban-
do de bebidas alcohólicas.17 Entonces, buscó otras vías para ejercer pre-
sión fiscal sobre la sociedad centroamericana y novohispana; por ejem-
plo, apostó por el requerimiento de préstamos forzosos y voluntarios.18 
Pero nada fue suficiente: el déficit asomó y empezó a volverse un tema 
preocupante.

El quebranto financiero generado por la defensa del imperio y las for-
mas en que se solventó se ha estudiado con detenimiento para el caso de 
Nueva España. En varios trabajos se ha analizado el origen del financia-
miento de la Corona española en un periodo de crisis y guerras, y lo que 
se destaca es la relevancia de los préstamos de la Iglesia, así como de co-
merciantes y mineros. En otras ocasiones vemos que en el centro de esos 
análisis se encuentra la apropiación de fondos que pertenecían a cuerpos 
civiles y eclesiásticos y la Consolidación de vales reales. En algunos es-
tudios se explica que el Real Decreto para la Enajenación de Fincas de 
Obras Pías, aplicado en las posesiones de América a partir de 1804, tuvo 

16 Sarazúa Pérez, Recolectar, 36-46.
17 Fernández Hernández, «El establecimiento»; Josselin Linares Acevedo, «Entre la le-

gislación y la criminalidad: el caso del contrabando de ganado, aguardiente y tabaco en la 
Provincia de Sonsonate a finales del periodo colonial», Revista Policía y Seguridad Pública 
2, núm. 2 (2013). 

18 Herbert S. Klein, «Resultados del estudio de las finanzas coloniales y su significa-
do para la historia fiscal republicana en el siglo xix», en Hacienda y política. Las finanzas 
públicas y los grupos de poder en la Primera República Federal Mexicana, de José Antonio 
Serrano Ortega y Luis Jáuregui (México: Colmich / Instituto Mora, 1998), 327-328.
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en la mira los bienes de la Iglesia.19 De este modo, la Consolidación en las 
posesiones americanas fue una solución a las exangües fuentes de ingreso 
de la Tesorería española y a la presión ejercida por Francia. Otras investi-
gaciones señalan que la oligarquía, los propietarios y el pueblo en general 
se opusieron a la política de Consolidación debido a que de alguna mane-
ra todos tenían intereses que resultaban perjudicados.20

En cambio, la historiografía referente a la Consolidación en el Reino 
de Guatemala es escasa.21 Sobre este tema cobra relevancia el trabajo de 
Sajid Herrera, Julián González y Leonel Hernández, titulado «Fiscalidad 
extraordinaria y crédito eclesiástico. La Consolidación de vales reales en 
la Alcaldía Mayor de Sonsonate, 1805-1808», donde los autores indagan 

19 Romeo Flores Caballero, «La Consolidación de vales reales en la economía, la so-
ciedad y la política novohispanas», Historia Mexicana 18, núm. 3 (1969); Cecilia Landa 
Fonseca y Margarita Espinosa Blas, «El impacto de la Consolidación de los vales rea-
les: los efectos en Querétaro y la Habana, 1804-1809», Temas Americanistas, núm. 35 
(2015); Élida María Tedesco, «La fiscalidad eclesiástica frente a las exigencias finan-
cieras borbónicas y la guerra de Independencia: las diócesis de México, Michoacán y 
Guadalajara, 1790-1821», Jahrbuch für Geschichte Lateinamerikas, núm. 48 (2011); Gisela 
von Wobeser, «Gestación y contenido del Real decreto de Consolidación de vales reales 
para América», Historia Mexicana 51, núm. 4 (2002); Gisela von Wobeser, «La ‘consoli-
dación de los vales reales’ en la Nueva España, analizada en el marco de la política des-
amortizadora de los borbones, 1804-1809», Revista de Investigaciones Jurídicas, Escuela 
Libre de Derecho, núm. 20 (1996); Gisela von Wobeser, «La consolidación de vales rea-
les y su repercusión económica en la sociedad novohispana», en Una mujer, un lega-
do, una historia. Homenaje a Josefina Muriel, coordinado por Amaya Garritz (México: 
unam, 2000); Gisela von Wobeser, Dominación colonial. La consolidación de vales reales 
en Nueva España, 1804-1812 (México: unam, 2003); Gisela von Wobeser, «La consolida-
ción de vales reales como factor determinante de la lucha de independencia en México», 
Historia Mexicana 56, núm. 2 (2006).

20 Flores Caballero, «La Consolidación».
21 Christophe Belaubre, «Tierra y crédito en la diócesis de Guatemala a finales de la 

época colonial», Anuario de Historia Regional y de las Fronteras 14, núm. 1 (2009). Lo mis-
mo ocurre en relación con otras partes de América, sobre las que encontramos solo unas 
pocas investigaciones o, en algunos casos, simples menciones. Decsi Arévalo Hernández, 
«Guerra y fiscalidad en el tránsito del Virreinato a la República: Nueva Granada, 1796-
1821», Jahrbuch für Geschichte Lateinamerikas, núm. 48 (2011), 46; Sigfrido Vázquez 
Cienfuegos y Antonio Santamaría García, «Cuba económica en tiempo de las independen-
cias americanas. La Hacienda y la Consolidación de los vales reales en comparación con 
el caso de México», Revista de Historia Económica/Journal of Iberian and Latin American 
Economic History 30, núm. 1 (2011).
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sobre el crédito eclesiástico como la fuente de dinero utilizada para que 
esa provincia cumpliera con sus compromisos ante la Corona española. 
Apoyados en fuentes de archivo y en trabajos realizados principalmente 
sobre Nueva España, los autores logran que la historiografía centroame-
ricana dé un paso adelante, pues proporcionan elementos para conocer 
cuál fue el nivel de participación de Sonsonate en la política de Consoli-
dación en América. 

Hace varios años Gisela von Wobeser apuntó que el total de la re-
caudación derivada de la Consolidación en América y Filipinas fue de  
poco más de 15 millones de pesos. Nueva España aportó 67 % de ese 
total, mientras que Guatemala contribuyó con 10 % —alrededor de 
un millón y medio de pesos—. En vista de ello, el análisis de Herrera, 
González y Hernández permite inferir que, de ese 10 %, la provincia de 
Sonsonate proporcionó alrededor de 0.5 %. Así, el estudio resulta muy 
útil para establecer puntos de comparación con otras partes de América.

Ligado a lo anterior, el estudio ayuda a entender mejor una práctica 
sugerida por Christophe Belaubre relativa a la ocultación de los capita-
les invertidos, esto es, que los particulares entregaron solo una parte del 
crédito con el propósito de proteger sus intereses; o, en otras palabras, la 
baja exacción fue un reflejo del rechazo que la población mostró a la im-
plantación del proceso de Consolidación. 

El periodo que aborda el trabajo de estos tres autores casi roza el 
año en que la Consolidación perdió su vigencia en América, 1809, de 
manera que no alcanza a mostrarnos el desenlace de ese episodio en El 
Salvador. Sin embargo, podemos hacernos una idea a partir de los traba-
jos para el caso novohispano de Gisela von Wobeser, autora que, en sín-
tesis, muestra que durante esa época era evidente el malestar provocado 
por la Consolidación. 

Por otra parte, en ese mismo año —1809— la metrópoli estaba expe-
rimentando una severa crisis financiera como resultado de la caída drás-
tica de los caudales americanos.22 La situación era cada vez más com-
plicada para España, pues no solo le pesaban los acontecimientos que 

22 Von Wobeser, «La consolidación de vales reales». 
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condujeron al vacío de poder y que la obligaron a enfrentar una guerra 
para zafarse del dominio francés, sino que además debió sobrellevar una 
ola de movimientos independentistas en América. En términos financie-
ros, las independencias agravaron los problemas que experimentaban las 
distintas regiones de México y Centroamérica, uno de los cuales se re-
laciona con la tirantez por la asunción de una potestad fiscal, como a la 
que se refiere Ethel García Buchard en el capítulo titulado «Entre el pac-
to federativo, la soberanía estatal y la fiscalidad: administración y control 
de puertos en Honduras, 1824-1844». 

El caso hondureño tiene sus particularidades. En el contexto de di-
solución de la federación centroamericana, Honduras se trenzó en una 
guerra contra El Salvador. Cuando la federación terminó de disolverse, 
debió pagar parte de la deuda que había contraído con Inglaterra. En-
tonces los hondureños se enfrentaron a una situación bastante común 
en esa época: carecían de recursos suficientes para sostener el gobierno 
y defender su soberanía. Una medida adoptada por las autoridades fue 
otorgar concesiones madereras a empresarios ingleses, pero los ingresos 
obtenidos por ese concepto no bastaron para acrecentar los fondos pú-
blicos, y mucho menos para pagar el adeudo mencionado. La solución 
estaba en los ingresos por alcabalas provenientes de los puertos de Omoa 
y Trujillo que, como muestra Ethel García en el capítulo aludido, no 
solo eran una fuente de recursos,23 sino también motivo de disputa entre 
Honduras y Guatemala.24 

Dicho esto, el estudio de García Buchard dialoga principalmente con 
ciertos trabajos en torno a las tensiones entre los gobiernos nacionales y 
los departamentales, en particular aquellas fricciones relacionadas con el 
ejercicio de la soberanía fiscal. Algunos especialistas en historia ya han 

23 El primero aportaba dos terceras partes de los ingresos aduanales. También con-
taba con ingresos del monopolio de aguardiente, el segundo ramo fiscal más importan-
te. Porfirio Pérez Chávez, «Conservadurismo con tinte liberal: la economía política de 
Honduras bajo el general Francisco Farrera, 1840-1844», Mesoamérica, núm. 42 (2001), 18.

24 Darío Euraque, «San Pedro Sula, actual capital industrial de Honduras: su tra-
yectoria entre villorrio colonial y emporio bananero, 1536-1936», Mesoamérica, núm. 26 
(1993), 225-226.
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escrito acerca de la construcción de la Hacienda nacional —mexicana y 
centroamericana—, sus tensiones con los grupos de poder en los esta-
dos, las soluciones políticas a las que llegaron o los impedimentos para 
arribar a ellas. Para estos casos se ha explicado que el pacto político del 
que emanó el Estado federal dio pie a un Estado sin soberanía financie-
ra y sujeto a las veleidades de la oligarquía, los comerciantes e, incluso, 
los prestamistas de las diversas regiones.25 El ejercicio de la soberanía na-
cional parecía imposible, puesto que los estados defendían sus márgenes 
de maniobra en términos de potestad fiscal. Sin embargo, a veces los go-
biernos generales lograban negociar con los grupos de poder económico 
regionales y nacionales y, de ese modo, tejían alianzas con ellos. Así con-
siguieron que el poder económico no siempre se opusiera a la dinámica 
de los Estados, sino que incluso la apoyara.26

En ese diálogo participa el trabajo de García Buchard. Su análisis 
abarca el periodo que va desde la República Federal de Centroamérica 

25 Xiomara Avendaño Rojas, «Fiscalidad y soberanía: dos puntos críticos del gobier-
no federal centroamericano; 1824-1838», Relaciones 17, núm. 67/68 (1996), 106-115; Sarazúa 
Pérez, Recolectar, 236-239; Antonio Ibarra, «Reforma y fiscalidad republicana en Jalisco: 
ingresos estatales, contribuciones directas y pacto federal, 1824-1835», en Hacienda y polí-
tica. Las finanzas públicas y los grupos de poder en la Primera República Federal Mexicana, 
coordinado por José Antonio Serrano Ortega y Luis Jáuregui (México: Colmich, 1998), 
133-135; Barbara Tanenbaum, «Sistema tributario y tiranía: las finanzas públicas durante el 
régimen de Iturbide, 1821-1823», en Las finanzas públicas en los siglos xviii-xix, coordina-
do por Luis Jáuregui y José Antonio Serrano Ortega (México: Instituto Mora / Colmich 
/ Colmex / iih-unam, 1998); Marcelo Carmagnani, «Finanzas y Estado en México, 1820-
1880», en Las finanzas públicas en los siglos xviii-xix, coordinado por Luis Jáuregui y José 
Antonio Serrano Ortega (México: Instituto Mora / Colmich / Colmex / iih-unam, 1998); 
Ernest Sánchez Santiró, «Fiscalidad, administración y territorio. La renta de alcabalas en el 
tránsito de la Colonia a la Independencia (1754-1838)», Historias, núm. 58 (2004).

26 José Antonio Serrano Ortega, «Tensiones entre potestades fiscales: las elites de 
Guanajuato y el gobierno nacional, 1824-1835», en Finanzas y política en el mundo ibe-
roamericano. Del antiguo régimen a las naciones independientes, coordinado por Ernest 
Sánchez, Luis Jáuregui y Antonio Ibarra (México: Universidad Autónoma de Morelos / 
Instituto Mora / unam, 2001); José Antonio Serrano Ortega, «El humo en discordia: los 
gobiernos estatales, el gobierno nacional y el estanco del tabaco, 1824-1836», en Hacienda 
y política. Las finanzas públicas y los grupos de poder en la Primera República Federal 
Mexicana, coordinado por José Antonio Serrano Ortega y Luis Jáuregui (México: Colmich 
/ Instituto Mora, 1998).
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hasta los primeros años de Honduras como nación independiente. En el 
marco del pacto federal centroamericano hubo fricciones y negociacio-
nes entre el gobierno central y el estado de Honduras por el control y 
la administración de las aduanas de los puertos de Omoa y Trujillo. Un 
punto de acuerdo entre distintos autores que abordan el tema, incluida 
García Buchard, es que el gobierno federal centroamericano no solo no 
llevó la Hacienda pública a un nivel rentable —sus ingresos dependieron 
de la voluntad de los estados—, sino que además se tuvo que enfrentar 
al hecho de que Centroamérica llegaba a la vida independiente con una 
enorme deuda sobre sus hombros, con las exportaciones afectadas por la 
guerra civil y sin la posibilidad de costear una fuerza armada propia de 
forma permanente.27 Al final, se evidenció la falta de fuerza y legitimidad 
del ejecutivo federal y luego sobrevino el resquebrajamiento del pacto 
federal.28 

Resta decir que los dos capítulos anteriores, que se centran en El Sal-
vador y Honduras, ayudan a ampliar la comprensión de las problemáti-
cas relacionadas con la fiscalidad en las postrimerías del periodo colonial 
y el albor republicano en Centroamérica; sin embargo, ha quedado sin 
atender el momento previo al establecimiento de la República Federal, 
esto es, el breve periodo durante el cual Centroamérica se unió al impe-
rio de Iturbide. Por lo tanto, sigue haciendo falta que otros historiadores 
amplíen el diálogo historiográfico sobre fiscalidad.

27 Robert Smith, «Financing the Central American Federation, 1821-1838», Hispanic 
American Historical Review 43, núm. 4 (1963), 484-488; Julio Pinto Soria, «La indepen-
dencia y la federación (1810-1840)», en Historia general de Centroamérica. De la Ilustración 
al Liberalismo, t. iii, editado por Héctor Pérez (San José: flacso, 1993), 110-113, 118; Pérez 
Fabregat, «Guerra y deuda», 70-73.

28 Marvin Barahona, «Honduras. El Estado fragmentado (1839-1876)», en Identidades 
nacionales y Estado moderno en Centroamérica, coordinado por Arturo Taracena Arriola 
y Jean Piel (México: Centro de Estudios Mexicanos y Centroamericanos / flacso / 
Universidad de Costa Rica, 2015).
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El impacto de las políticas impositivas nacionales 
en la esfera estatal 

Este libro incluye dos capítulos que giran alrededor de la Hacienda pú-
blica estatal en el sur sureste mexicano. Uno de ellos se centra en la pri-
mera mitad del siglo xix y aborda las tensiones entre dos entidades veci-
nas, Chiapas y Tabasco, surgidas a raíz del ejercicio de la soberanía fiscal 
y el cobro de alcabalas; el otro se sitúa en los años treinta y cuarenta del 
siglo xx y hace referencia al restablecimiento de las alcabalas en Campe-
che como recurso para apuntalar las finanzas estatales. 

Esos trabajos son un reflejo de la orientación que desde los años no-
venta del siglo pasado ha tomado el estudio de la historia de las Hacien-
das públicas nacionales y su relación con los estados o departamentos. 
En México, el interés en esa línea de investigación ha sido reforzado por 
algunos grupos académicos, lo que sin duda ha redundado en una can-
tidad considerable de trabajos.29 Uno de los puntos de confluencia de los 
estudios sobre la fiscalidad decimonónica en México es el señalamiento 
de que los gobiernos estatales enfrentaron dificultades políticas al mo-
mento de erigir un aparato hacendario. Entre las adversidades políticas 
que se han analizado se encuentra, además del tironeo protagonizado 
por los estados y el gobierno nacional a raíz de la división de rentas y la 
definición de las potestades fiscales,30 la inestabilidad política después de 
la independencia y el surgimiento de autonomías regionales que llegaron 
a afectar la organización hacendaria de distintas entidades.31

29 Véase en este libro la parte introductoria del capítulo de Yovana Celaya Nández.
30 Con dicha división el gobierno federal se quedó con los derechos de aduanas, los 

monopolios del tabaco, de la pólvora de detonación y de las salinas, el correo, la lotería, 
los bienes nacionales y las rentas de los territorios de Tlaxcala y Baja California, mientras 
que a los estados les correspondió el resto de los impuestos, tanto directos como indirec-
tos. Carmagnani, «Finanzas y estado», 139. Para el caso de Guatemala, véase Sarazúa Pérez, 
Recolectar, 55-67.

31 Manuel Miño Grijalva, «Fiscalidad, Estado y Federación. El Estado de México en 
el siglo xix», en El primer siglo de la Hacienda Pública del Estado de México, de Carlos 
Marichal, Manuel Miño Grijalva y Paolo Riguzzi (México: El Colegio Mexiquense / 
Gobierno del Estado de México / Secretaría de Finanzas y Planeación, 1994). 
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Más recientemente, se han empezado a realizar estudios históri-
cos sobre la fiscalidad de los estados del sur, y derivado de ello se están 
planteando nuevas interrogantes, ahora relacionadas con las trabas de or-
den institucional, social y político, como la ausencia de una burocracia 
fiscal especializada, el personal insuficiente y la intervención de la auto-
ridad política en funciones hacendarias.32 También se han publicado es-
tudios en los que se analiza la resistencia de algunos grupos de poder 
regionales, la dificultad de atraer a los contribuyentes de los pueblos,33 
los obstáculos al pretender mejorar los sistemas rentísticos —alteración 
social, cambios de regímenes (federalismo y centralismo), incertidumbre 
sobre los derechos de propiedad—,34 así como los reiterados proyectos 
—a veces infructuosos— para sustituir el impuesto sobre las mercancías 
en circulación, es decir, las alcabalas, por contribuciones directas.35

Ahora bien, esa diversidad de problemáticas no siempre está presente 
en los estudios sobre Centroamérica. Si bien se han elaborado trabajos 
como los de Robert S. Smith, Reinhard Liehr, Darío A. Euraque, Anto-
nio Acosta, y recientemente los de Leticia González Sandoval, Clara Pé-
rez Fabregat, Carlos Sarazúa y Pablo Rodríguez, la mayoría de ellos no 
se centra en la fiscalidad estatal o departamental, sino en la Hacienda 
pública nacional. Sin embargo, cabe decir que en los estudios de los úl-
timos tres autores es posible apreciar incursiones en el tema de la admi-
nistración de rentas de los estados o departamentos. En este sentido, un 

32 Para el caso de la Hacienda pública de Yucatán, véase María Cecilia Zuleta, De cul-
tivos y contribuciones. Agricultura, Hacienda estatal en México en la «época de la prosperi-
dad». Morelos y Yucatán, 1870-1910 (México: uam-Iztapalapa, Departamento de Filosofía, 
2006), 247-256. 

33 Barbara Corbett, «Soberanía, elite política y espacios regionales en San Luis Potosí 
(1824-1828)», en Las finanzas públicas en los siglos xviii-xix, coordinado por Luis Jáuregui 
y José Antonio Serrano Ortega (México: Instituto Mora / Colmich / Colmex / unam, 
1998).

34 Esperanza Donjuan Espinoza y Zulema Trejo Contreras, «Panorama de los avatares 
de la estructura administrativa de la Hacienda pública en Sonora, 1830-1876», Secuencia, 
núm. 73 (2009).

35 Benito Antonio Navarro González, «La Hacienda pública de Tamaulipas durante la 
Primera República Federal en México, 1824-1836», Humanitas, núm. 46 (2019).
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punto que tienen en común las investigaciones de Pérez Fabregat, Sa-
razúa y Rodríguez es que, cuando se centran en el aspecto de las cuestio-
nes fiscales del periodo federal, les interesa indagar sobre la tensión en-
tre la federación y los estados, y cómo las economías y haciendas locales 
contribuyeron a la cimentación de la Hacienda nacional.36 

Esta misma discusión también ha estado presente en los exámenes 
sobre México, y lo vemos claramente en los trabajos acerca del contin-
gente fiscal, la contribución federal y el impuesto del timbre. Pero no va-
mos a internarnos en este asunto, ya que lo que nos interesa es señalar 
que, pese a las escasas investigaciones en torno a la zona centroamerica-
na, es posible hallar paralelismos entre una y otra historiografía. Los dos 
trabajos que se describen en este apartado —sobre Chiapas, Tabasco y 
Campeche— muestran que las correlaciones se localizan en al menos dos 
ejes temáticos: las fricciones derivadas de la forma como se ejerció la so-
beranía fiscal y el restablecimiento de las alcabalas sobre las mercancías. 

36 Por ejemplo, Pablo Rodríguez hace un breve recorrido por la Hacienda estatal de 
Costa Rica cuando esta formaba parte de la federación centroamericana. Su interés es ex-
plicar los cambios operados en la relación estado-federación en cuanto a la distribución 
de las rentas, así como la reorganización de la administración tributaria costarricense. 
Destaca el hecho de que el gobierno de Costa Rica pudo tomar el control de los ingresos 
de las aduanas que estaban en manos de la federación, mientras que las alcabalas por com-
praventa de artículos las administraban los municipios. Por su parte, el estudio elaborado 
por Clara Pérez Fabregat, acerca del Oriente salvadoreño, nos ayuda a entender cómo se 
configuró el espacio económico entre el puerto de La Unión y San Miguel, y cómo ese 
proceso influyó en el desarrollo económico a escala nacional. Por último, Juan Carlos 
Sarazúa Pérez explica el intento del Estado guatemalteco por ordenar y controlar el terri-
torio mediante el establecimiento de cajas departamentales. Su trabajo resalta la relevancia 
que tuvo para los departamentos el cobro de impuestos directos —capitación y censo— e 
indirectos —alcabalas interiores— recaudados entre 1814 y 1839, en especial de Guatemala 
y Sacatepéquez. Pablo Rodríguez Solano, Cambio y continuidad: la Hacienda pública 
como factor de construcción estatal, Costa Rica, 1812-1859 (tesis de doctorado, Barcelona, 
Universitat Pompeu Fabra, 2013), 224-251; Juan Carlos Sarazúa Pérez, «Finanzas estatales 
en Guatemala, 1823-1850», en Independencias, estados y política(s) en Centro América en el 
siglo xix. Huellas históricas del bicentenario, editado por David Díaz y Ronny Viales (San 
José: Universidad de Costa Rica, 2012), 65-87; Clara Pérez Fabregat, «La configuración del 
espacio económico en el marco de la construcción del Estado: el oriente salvadoreño, 1840-
1855», Revista Complutense de Historia de América 38 (2012).
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El capítulo de Miguel Ángel Sánchez Rafael, «Política de fomento a 
la agricultura cacaotera y cobro de alcabalas. Chiapas y Tabasco, 1827-
1880», forma parte de la vertiente investigativa acerca de la inconformi-
dad que generó el ejercicio de la soberanía fiscal en los estados. Dentro 
de esa línea vemos las tensiones que surgieron entre distintos territorios 
soberanos por el establecimiento de impuestos que afectaban el desarro-
llo agrícola, verbigracia, las alcabalas o los impuestos indirectos sobre la 
circulación de mercancías,37 como en los casos de Chiapas y Tabasco; o 
entre un estado y la federación, como en Guatemala, donde las autorida-
des se disputaron el control de las rentas de carácter alcabalatorio.38 

Otras fricciones derivadas del ejercicio de la soberanía fiscal no sur-
gieron por presiones de los estados ni del gobierno nacional, o al menos 
no alcanza a verse que los gobiernos estatales y nacional o los legisla-
dores hayan sido los promotores. En ese caso fueron los contribuyentes 
acomodados quienes alentaron la existencia de las alcabalas, por ejem-
plo, los aguardenteros que vendían al por mayor dentro del estado, de-
bido a que resultaban beneficiados con la protección que representaba 
el cobro de impuestos indirectos a la circulación de bebidas embriagan-
tes foráneas. Cabe decir que no pocas veces las autoridades estatales de-
fendieron —y en muchas ocasiones la prensa las secundó— el cobro de 
contribuciones por el tránsito de mercaderías, pues se consideraba una 
expresión de la soberanía y la independencia de las entidades.39 Desde 
luego que hubo quejas en contra de las alcabalas, pero estas se origina-
ron en el seno de aquellos grupos cuyos productos se vendían fuera de 
su estado, como los cacaoteros, y que resultaban afectados por las con-
tribuciones alcabalatorias, sobre todo cuando la tasa era superior a 4 %, 
que era la más común. 

37 Israel Arroyo, «El ocaso de las alcabalas: el porfiriato», Investigación Económica 58, 
núm. 226 (1998), 131-163.

38 Sarazúa Pérez, Recolectar, 56-63. 
39 María José Rhi Sausi, Breve historia de un longevo impuesto. El dilema de las alcaba-

las en México, 1821-1896 (tesis de maestría, México, Instituto Mora, 1998), 76-88.
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En su texto, Sánchez realiza una revisión de los inconvenientes que, 
a lo largo del siglo xix, representó el cobro de las alcabalas tabasqueñas 
para la economía cacaotera chiapaneca. El autor muestra las fricciones 
entre los productores de cacao de la zona norte de Chiapas y la política 
fiscal adoptada en Tabasco, estado colindante, así como la ausencia de 
una respuesta contundente por parte de los gobiernos nacional y esta-
tales ante la solicitud de los agricultores de Chiapas para que Tabasco 
no estableciera impuestos elevados al cacao. El estudio referido expone, 
desde la perspectiva de ambos estados, una añeja tensión centrada en el 
ejercicio de la soberanía y el control del territorio. El capítulo también 
dialoga con algunos trabajos que hacen referencia a la preocupación que 
expresaron los legisladores del Constituyente de 1856 en torno a los pro-
blemas que representaba el cobro de alcabalas para el desarrollo de la 
economía de aspiración liberal. O con aquellos otros en los que se ex-
plica la defensa de la soberanía fiscal de los estados para que estos pu-
dieran determinar, sin intervención del poder central, el plan hacenda-
rio que mejor se ajustaba a su realidad económica. Se trata de dos vías 
de análisis en las que alcanzamos a ver que en el seno de los estados 
se suscitaba una tensión entre quienes respaldaban la supresión de las 
alcabalas y aquellos que preferían ese impuesto a uno de tipo directo. 
En ese sentido, el trabajo de Sánchez Rafael ejemplifica lo que se ha se-
ñalado en distintos estudios sobre alcabalas, esto es, que la tensión entre 
Tabasco y Chiapas fue resultado del ejercicio de la soberanía fiscal de 
cada entidad y de la escasa capacidad del gobierno nacional para impo-
ner el criterio liberal centrado en la libre circulación de las personas y 
mercancías por cualquier territorio de la federación.

El segundo trabajo acerca de la Hacienda pública estatal, escri-
to por Fernando Soria Soria, gira en torno al ejercicio de la soberanía 
fiscal campechana y el restablecimiento de las alcabalas en la etapa de 
la posrevolución. El autor se desplaza por una vía explorada por otros 
historiadores: el escaso control del territorio, la falta de fuerza del apa-
rato hacendario y la federalización de rentas como factores que men-
guaron los ingresos fiscales y orillaron a que el diseño de los planes 
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hacendarios de las entidades virara hacia las contribuciones de tipo 
alcabalatorio.40 

La importancia de las alcabalas en los erarios de los estados ha sido 
indudable.41 Basta con decir que pasaron de representar poco menos de  
30 % de los ingresos anuales de las entidades mexicanas durante los 
primeros decenios republicanos a significar 60 % y en algunos estados 
incluso 75 % de la captación para el último cuarto del siglo xix.42 Más 
allá de estos datos, nos interesa destacar el diálogo de Soria con Luis 
Aboites, quien ha analizado la reaparición de las alcabalas en los prime-
ros años del siglo xx. El planteamiento central de Soria se enlaza con la 
idea defendida por Aboites, en el sentido de que la reintroducción de 
las alcabalas en las primeras décadas del siglo xx fue una suerte de res-
puesta «moderna» ante el avance de la federalización fiscal —que afectó 
los ingresos tributarios de las entidades—, algo que antecedió a la tran-
sición hacia el sistema de participaciones federales. Es decir que, lejos 
de considerarse un impuesto anacrónico reanimado por los estados, las 
alcabalas reflejan la continuación del proceso de construcción del Esta-
do en el siglo xx, y por ello no sorprende —o no debería— ni el surgi-
miento de una tensión compleja entre la federación y los estados en los 
que se revivieron las alcabalas ni el restablecimiento de un impuesto de 
tipo alcabalatorio orientado a apuntalar las finanzas de los estados des-
pués de 1920 en tanto el sistema de participaciones llegaba en su auxilio.

Soria muestra que Campeche no logró superar los obstáculos a los 
que con frecuencia se enfrentaron las contribuciones directas sobre la 

40 Luis Aboites Aguilar, «Alcabalas posporfirianas. Modernización tributaria y so-
beranía estatal», Historia Mexicana 51, núm. 2 (2001), 370-373; Luis Aboites Aguilar, 
Excepciones y privilegios. Modernización tributaria y centralización en México, 1922-1972 
(México: Colmex, 2003); Sergio Cañedo Gamboa, Suelos alcabalatorios y política fiscal en 
San Luis Potosí, México, 1824-1835 (Madrid: Universidad de Alcalá, 2012).

41 María Cecilia Zuleta, «De viejos y nuevos impuestos: el Estado y los contribuyentes 
frente a la abolición de las alcabalas en México a finales del siglo xix», en Poder y legiti-
midad en México en el siglo xix, coordinado por Brian F. Connaughton (México: uam / 
Porrúa, 2003); Ernest Sánchez Santiró, Las alcabalas mexicanas (1821-1857). Los dilemas en 
la construcción de la Hacienda nacional (México: Instituto Mora, 2009), 86-126.

42 Zuleta, De cultivos y contribuciones, 299-300; Rhi Sausi, Breve historia, 90.
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propiedad, la producción y el comercio; contribuciones que en otras en-
tidades estaban ayudando a superar la insolvencia de las arcas públicas. 
También señala que, mientras el gobierno federal aumentaba su capaci-
dad para centralizar determinadas contribuciones, los ingresos fiscales de 
la Hacienda campechana no fueron suficientes para atender los gastos 
del Estado. Por tal motivo, una vez concluida la fase de mayor belige-
rancia revolucionaria, y a pesar de las disposiciones oficiales que desde 
1896 habían suprimido contribuciones que recaían sobre el tránsito de 
mercancías, el gobierno de Campeche reintrodujo impuestos de tipo al-
cabalatorio, los cuales estuvieron vigentes entre 1920 y 1939. 

La construcción y defensa de la fiscalidad municipal 

El establecimiento de los intendentes y subdelegados impulsó una vi-
gilancia más puntual y un mejor control en el interior de los ayunta-
mientos y sus tesorerías, algo que resultaba mucho más complicado de 
hacer con los pueblos de indios y sus cajas de comunidad. Inicialmente, 
la historiografía le atribuyó a la reforma del régimen de intendencias un 
tono centralizador; sin embargo, este punto ha sido matizado por varios 
historiadores. Hoy se sostiene que también hubo medidas descentrali-
zadoras —por ejemplo, en el tema de la autonomía que tuvieron tanto 
los agentes reales como la elite local para decidir la manera de poner en 
marcha el régimen de intendencias— que resultaron necesarias para for-
talecer al gobierno español.43 Así, resulta más atinado decir que el proce-
so de organización de los recursos fiscales de los ayuntamientos acarreó 

43 Lucrecia Enríquez y Laura Machuca, «El régimen de intendencias: reformas y re-
sistencias. Un balance historiográfico», Historia 396 14, núm. 1 (2024); Lucrecia Enríquez, 
«Reformar para uniformar: la implantación del régimen de intendencias en Chile», en 
Reformar y gobernar la monarquía hispánica. Los agentes políticos y la administración en 
España y América, siglos xvi-xix, coordinado por Michel Bertrand, Francisco Andújar y 
Thomas Glesener (Valencia: Albatros, 2007), 287-303; Sergio Gutiérrez Cruz y Ana María 
Parrilla Albuerne, «Alcaldes y subdelegados de la Intendencia de Ciudad Real de Chiapa: 
autoridades enfrentadas en vísperas de la Independencia», Revista Pueblos y Fronteras 
Digital, núm. 13 (2018).
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tensiones y negociaciones, y que algunas veces eso incrementó los erarios 
locales.44

Tampoco existe consenso con respecto a la uniformidad de la ten-
dencia a la centralización en las posesiones americanas después del cons-
titucionalismo gaditano. Es cierto que a partir de la reunión de las Cor-
tes españolas de 1812 hubo un mayor interés en reducir las atribuciones 
de los cuerpos capitulares y considerarlos instancias administrativas su-
peditadas a una autoridad intermedia o superior, pero los estudios regio-
nales muestran numerosos matices. 

El eco de la centralización cobró fuerza entre algunos autores y au-
toras que estudian la fase posterior a las independencias mexicana y cen-
troamericanas. Por ejemplo, el marco constitucional de México y Centroa
mérica daba por hecho que la institución municipal era parte del régimen 
interior de las entidades y que, por lo tanto, quedaba supeditada al eje-
cutivo estatal. Parte de la historiografía sobre los municipios del siglo xix 
—principalmente en México— muestra que los legisladores de los estados 
recién creados tomaron como referente el punto de vista de los diputados 
mexiquenses plasmado en la Constitución del Estado de México, en la que 
se establecieron límites representativos y políticos a las corporaciones edi-
licias porque se consideró que, si bien eran la base de la representación 
política y de la gestión administrativa —impuestos, justicia, elecciones 
y milicias—, solían estar integradas por individuos sin preparación su-
ficiente que se atribuían facultades ajenas a la esfera de sus competen-
cias, atropellaban frecuentemente sus propias funciones y fomentaban el 
desorden en sus localidades.45 Argumentos parecidos fueron utilizados 
por los legisladores de varios estados para restringir la autoridad de los 

44 Yoyana Celaya Nández y Ernest Sánchez Santiró, «Hacienda e instituciones: histo-
riografía y ejes de análisis en los erarios regio, eclesiástico y municipal de Nueva España», 
en Hacienda e instituciones. Los erarios regio, eclesiástico y municipal en Nueva España: coe-
xistencia e interrelaciones, coordinado por Yovana Celaya Nández y Ernest Sánchez Santiró 
(México: Instituto Mora / Universidad Veracruzana, 2018).

45 Hira de Gortari Rabiela, «Las maquinarias estatales y los ayuntamientos: un siste-
ma a prueba (1824-1835)», en Ensayos sobre la nueva historia política de América Latina, 
siglo xix, coordinado por Guillermo Palacios (México: fce, 2007), 294-297. Otros autores 
han corregido la idea de los diputados mexiquenses; véase, por ejemplo, Peter Guardino, El 
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ayuntamientos, sin alterar su carácter electivo, al grado de hacerlos de-
pender directamente del ejecutivo en cada entidad. Por esa vía se fue des-
dibujando la anhelada autonomía municipal que había entusiasmado a 
los diputados americanos que participaron en las Cortes de Cádiz.46 No 
obstante, y en esto coinciden varios historiadores, los ayuntamientos —
particularmente los que estaban conformados por indígenas— siguieron 
teniendo una participación relevante en el cobro de algunos impuestos,  
lo que denota que fueron parte fundamental de la estructura administrati-
va que mantenía a flote las finanzas de los estados. 

Esta situación no fue tan diferente en Centroamérica. En Honduras, 
en la etapa de la federación centroamericana y luego en su propia fase 
republicana, las municipalidades fungieron como espacios de delibera-
ción política,47 pero pronto los límites representativos se llevaron hasta 
el punto de contravenir el principio liberal de igualdad ciudadana. Con-
cretamente, los derechos ciudadanos los gozaron las personas alfabetas 
y propietarias o quienes tuvieran un medio de subsistencia conocido o 
bien ejercieran una profesión. Con tales criterios, una buena parte de 
la población hondureña quedó excluida de los cargos municipales y, en 
cambio, propietarios, ganaderos, comerciantes e individuos de otros sec-
tores obtuvieron prerrogativas y cargos públicos.48

En lo que concierne a las finanzas de las municipalidades, vemos al-
gunas similitudes con México. Las municipalidades hondureñas tuvieron, 
hasta antes de 1843, un claro margen de maniobra, sobre todo para de-
cretar sus propias contribuciones; pero a partir de ese año el gobierno 
inició un proceso de centralización y con ese fin emitió un reglamento 

tiempo de la libertad. La cultura política popular en Oaxaca, 1750-1850 (México: uam / uabj 
/ Colmich / Colsan / Congreso del Estado de Oaxaca, 2009), 374-380.

46 Manuel Chust Calero, «La revolución municipal, 1810-1823», en Ayuntamientos 
y liberalismo gaditano en México, editado por Juan Ortiz y José Antonio Serrano Ortega 
(México: Colmich / Universidad Veracruzana, 2007). 

47 Ethel García Buchard, «Las disputas por el poder durante la primera etapa del 
proceso de construcción estatal en Honduras (1839-1845)», Cuadernos Inter.c.a.mbio sobre 
Centroamérica y el Caribe, núm. 5 (2007), 58.

48 Baharona, «Honduras». 



36

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

para unificar los propios y arbitrios.49 Por su parte, en El Salvador las 
municipalidades no tuvieron autonomía en la administración de sus re-
cursos —gestión y recaudación de impuestos— debido a que dependían 
completamente de la Asamblea Legislativa y del gobernador.50 

Ahora bien, los balances historiográficos realizados por Ana Parrilla 
y Javier Guillén han mostrado que los temas fiscales a nivel municipal en 
Centroamérica apenas empiezan a ser objeto de análisis.51 Por su parte, 
Beatriz Rojas y, más recientemente, Gisela Moncada han expresado que 
la situación no es tan diferente para el caso mexicano.52 Sin embargo, 
es un hecho que el corto número de trabajos centrados en la fiscalidad 
municipal ha abierto una vía —con mayor amplitud en México— para 
entender que los ayuntamientos y cabildos jugaron un papel clave en la 
construcción de los aparatos hacendarios, del sostenimiento de la tropa 
y del gobierno, y que en definitiva desempeñar dicho papel no fue fácil, 
puesto que las municipalidades enfrentaron tensiones, ya con instancias 
superiores durante la gestión de sus arbitrios y sus propios —inicialmente 
tierras de cultivo, montes y dehesas, y más tarde los derechos de consu-
mo— que les daban un margen de autonomía, ya con personas con inte-
reses particulares que buscaban evadir el pago de contribuciones locales.53

49 Pérez Chávez, «Conservadurismo», 29-31.
50 Pérez Fabregat, El proceso de construcción, 92. 
51 Parrilla Albuerne y Guillén Villafuerte, «Los propios». 
52 Beatriz Rojas, El «municipio libre». Una utopía perdida en el pasado. Los pueblos 

de Zacatecas, 1786-1835 (México: Instituto Mora / Instituto Cultural de Aguascalientes / 
Colegio de Bachilleres, 2010); Gisela Moncada, «La hacienda municipal de la Ciudad de 
México durante la primera mitad del siglo xix», en La fiscalidad del municipio: institucio-
nes, impuestos y jurisdicciones en México, siglos xviii-xx, coordinado por Yovana Celaya 
Nández y Ana María Parrilla Albuerne (México: unicach, 2021), 148.

53 Luis Arrioja Díaz y Carlos Sánchez Silva, «Pueblos, reformas y contrariedades agra-
rias: Oaxaca, 1742-1857», en Conflictos por la tierra en Oaxaca. De las reformas borbónicas 
a la reforma agraria, coordinado por Luis Arrioja Díaz y Carlos Sánchez Silva (México: 
Colmich / Universidad Autónoma Benito Juárez, 2012), 21-42; Martha Leticia Espinoza 
Armendáriz, «Las reformas político-administrativas en el ayuntamiento de la Ciudad de 
México. 1765-1813», Secuencia, núm. 94 (2016), 81-86, 90 y 96; Yovana Celaya Nández y 
Ana María Parrilla Albuerne, coords., La fiscalidad del municipio: instituciones, impuestos 
y jurisdicciones en México, siglos xviii-xx (México: unicach, 2021); Miguel Ángel Sánchez 
Rafael, «Reformas y finanzas en la esfera municipal. Chiapas, 1881-1915», en Ayuntamientos 
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En ese sentido, se trae a colación el diálogo sobre fiscalidad muni-
cipal que cuatro capítulos de este libro sostienen con la historiografía. 
Los primeros dos abordan el proceso de construcción de la fiscalidad 
por parte de los ayuntamientos y la defensa de los intereses de los in-
dios de Comitán y Quetzaltenango, en un lapso que abarca los últimos 
años del periodo colonial y los primeros intentos republicanos en Cen-
troamérica y México. Son dos textos que ponen de relieve las relacio-
nes, a veces tensas, entre los capitulares y los intereses de la población 
nativa. En el primero de ellos, «De tierras del común a propios: el fon-
do de tierras en Comitán en el contexto del Reino de Guatemala (1795-
1830)», Ana María Parrilla opta por explorar una problemática ligada 
al concepto de «propios» del municipio, o bien, al cobro de derechos 
sobre la tierra de común que, en ese caso, estaba en manos de españo-
les y mestizos. El texto muestra los distintos procesos relacionados con 
la construcción de los erarios municipales y, de manera particular, per-
mite entender de qué manera el cabildo de indios de Comitán intentó, 
aunque infructuosamente, recuperar su patrimonio, convertirlo en su 
fondo de propios y obtener de él una renta que sirviera para realizar 
obras públicas, para enfrentar los destrozos, las plagas y la situación de 
hambre en malos tiempos de cosecha o para pagar el tributo. 

En el mismo tono, en el segundo trabajo de esta parte, titulado «La 
construcción de una hacienda municipal: el ayuntamiento de Quetzal-
tenango y su fondo de propios, 1806-1827», José Javier Guillén muestra 
que en Quetzaltenango sucedió algo diferente. Allí, la iniciativa del ayun-
tamiento quetzalteco, también conformado por españoles y ladinos, por 
hacerse del control de las tierras de comunidad y el producto de su al-
quiler, se detuvo ante la posibilidad de que los indígenas respondieran de 
forma violenta, como lo habían hecho en el pasado. A pesar de ello, los 
capitulares pudieron obtener ingresos mediante el cobro a los indios por 
concepto de ventas en la plaza pública.

chiapanecos: fiscalidad, elecciones, ciudadanía y defensa de bienes de comunidad desde la 
colonia hasta el inicio de la Revolución en Chiapas, coordinado por Rocío Ortiz (México: 
Colmich / unicach, 2018), 141-169.
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Los argumentos de Parrilla y de Guillén dialogan entre sí y tam-
bién se suman a la discusión sobre fiscalidad municipal al menos de tres 
maneras. Primero, apuntalan planteamientos como el de Yovana Cela-
ya en torno a la idea de que, a raíz de algunos espacios de negociación 
utilizados por los ayuntamientos, las autoridades superiores no cerce-
naron los proyectos de las autoridades locales que buscaban establecer 
fuentes de financiamiento, sino que en algunos casos la negociación for-
taleció la capacidad recaudatoria de los ayuntamientos.54 Segundo, pro-
porcionan elementos para seguir ahondando en torno al efecto de la Or-
denanza de Intendentes en Guatemala —Chiapas y Quezaltenango—. Al 
respecto, se sabe que el régimen de intendencias se estableció con alguna 
firmeza en Nueva España y de manera irregular en Centroamérica.55 En 
ese marco, las dinámicas de los indios y las gestiones fiscales de las mu-
nicipalidades en Comitán y Quetzaltenango adquirieron tonalidades di-
versas y complejas. Tercero, abordan uno de los temas más relevantes del 
siglo xix: la propiedad y posesión de la tierra, y al hacerlo desde la pers-
pectiva de la fiscalidad coinciden con aquellos otros estudios referentes a 
la defensa que los ayuntamientos hicieron de sus terrenos, los cuales, al 
darse en arriendo, fueron la fuente de recursos que robusteció las finan-
zas municipales.56 

En cuanto a los siguientes dos capítulos sobre finanzas locales, los 
autores explican lo ocurrido en la esfera municipal en Oaxaca y Chiapas 

54 Yovana Celaya Nández, «Administrar y gobernar la hacienda local: contaduría, in-
tendentes y regidores en el siglo xviii», en Hacienda e instituciones. Los erarios regio, 
eclesiástico y municipal en Nueva España: coexistencia e interrelaciones, coordinado por 
Yovana Celaya Nández y Ernest Sánchez Santiró (México: Instituto Mora / Universidad 
Veracruzana, 2018), 280-285.

55 Enríquez y Machuca, «El régimen de intendencias», 65-98; Pedro Vives, 
«Intendencias y poder en Centroamérica. La reforma incautada», Anuario de Estudios 
Centroamericanos 13, núm. 2 (1987), 37-47. Ese modelo administrativo tenía como objetivo 
eliminar la corrupción de las autoridades provinciales (corregidores, alcaldes mayores, re-
gidores), mejorar la dinámica contable y reforzar el sistema fiscal. 

56 Aquiles Omar Ávila Quijas, «Los derechos de propiedad en Antigua Guatemala, 
siglo xix. Valores liberales en instituciones de Antiguo Régimen», Revista Pueblos y 
Fronteras Digital 12, núm. 24 (2018).



39

Introducción

durante los últimos años del siglo xix, periodo en el que algunas facul-
tades en materia fiscal de los ayuntamientos habían sido trasladadas al 
ejecutivo. De estos dos trabajos cabe decir que aportan elementos para 
entender que, si bien los consistorios se llegaron a considerar entidades 
administrativas bajo el control del ejecutivo, su papel siguió siendo rele-
vante en la recaudación de impuestos, en la construcción de obras públi-
cas y, sobre todo, en la defensa de los intereses del municipio, que se hizo 
cada vez más necesaria en el marco jurídico liberal que arrancó en 1857.

Uno de esos trabajos se ocupa de la ciudad de Oaxaca durante el úl-
timo cuarto del siglo xix y el primer decenio del siguiente. Juan Hugo 
Sánchez García presenta «La hacienda municipal de la ciudad de Oaxaca 
durante el porfiriato». El estudio analiza la manera en que funcionaron 
las finanzas oaxaqueñas en el contexto en que los ayuntamientos de dis-
tintas partes de México perdían atribuciones fiscales y políticas, al punto 
de quedar en calidad de cuerpos administrativos. Sánchez García señala 
que, a pesar de la reducción de atribuciones, el ayuntamiento de Oaxa-
ca logró gestionar recursos mediante los planes de arbitrios municipales. 
Así, discute la idea según la cual las municipalidades llegaron al cierre 
del siglo xix con escasas posibilidades de obtener ingresos por vías fis-
cales debido a un proceso de centralización de impuestos por parte de 
los estados o de la federación. En Oaxaca ocurrió lo contrario, pues-
to que al ayuntamiento se le otorgó autorización para establecer planes 
de arbitrios. De este modo, la propuesta del autor se aleja del plantea-
miento según el cual la administración fiscal de los municipios padeció 
las medidas dictadas por los poderes estatales —como el arancel único o 
el plan de arbitrios general— que buscaban centralizar el control fiscal y 
contable municipal. Con disposiciones semejantes se hubiera eliminado 
la posibilidad de que el ayuntamiento oaxaqueño eligiera las figuras fis-
cales acordes a las condiciones de la población, como ocurrió en Chiapas 
y parcialmente en Yucatán.57 El inconveniente, en todo caso, fue que los 

57 María Cecilia Zuleta, «Hacienda Pública y exportación henequenera en Yucatán, 
1880-1910», Historia Mexicana 54, núm. 1 (2004), 192-203; Sánchez, «Reformas y finanzas», 
141-169.
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ingresos recaudados en Oaxaca no bastaron para emprender obras rele-
vantes para la sociedad del estado, por lo que debió acudir a empréstitos.

Precisamente, el financiamiento privado constituye un aporte rele-
vante del capítulo de Sánchez García, y su análisis también se centra en 
la deuda contraída por el ayuntamiento oaxaqueño en la primera década 
del siglo xx. El autor suscribe y discute la propuesta de otros historia-
dores e historiadoras que han destacado la relevancia de diversas obras 
para el desarrollo de los municipios, como la construcción del mercado 
público, un proyecto que obligó al ayuntamiento a realizar gastos impo-
sibles de cubrir con los ingresos municipales. La edificación, que arrancó 
en 1892, costó poco más de 122 000 pesos, de tal modo que dio inicio a 
una fase de endeudamiento con algunas instituciones de crédito locales, 
nacionales y extranjeras, como el Monte de Piedad, el Banco Nacional, el 
Banco Oriental, el Banco de Oaxaca y la casa Shöndube y Neugeabauer.

El siguiente trabajo sobre la hacienda municipal, «Amparo fiscal y 
condueñazgos en Chiapas, 1896-1910», de Rocío Ortiz Herrera, deja ver 
que, a pesar de que en los últimos decenios del siglo xix los ayunta-
mientos sufrieron la pérdida de algunas atribuciones, su carácter admi-
nistrativo y contencioso fue de gran relevancia para sus finanzas. Para 
explicarlo debemos recordar que al finalizar esa centuria se llegó a una 
convergencia de intereses entre los poderes ejecutivo y judicial; una con-
vergencia necesaria para frenar la evasión y la elusión fiscal. Esto, en el 
fondo, implicó poner en marcha una reforma administrativa que requirió 
dos movimientos: primero, que los contribuyentes pudieran hacer valer 
el medio de control constitucional —el juicio de amparo— para frenar 
las arbitrariedades de los funcionarios de la Hacienda pública —federal, 
estatal o municipal— y, segundo, hacer efectiva la influencia del poder 
judicial federal para que, después del triunfo del liberalismo en 1867, se 
llevara a cabo el reordenamiento de la administración tributaria, pero sin 
que ello afectara sobremanera la relación entre el gobierno nacional y las 
entidades.

Desde el nivel municipal, Ortiz Herrera analiza los efectos que tuvo 
el juicio de amparo en los casos en que los contribuyentes de fincas 
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mancomunadas alegaron que se conculcaban sus garantías. Destaca la 
manera en la que varios ayuntamientos —Tuxtla, Ocosingo y Tapachula— 
se enfrentaron en el Juzgado de Distrito a los finqueros que pretendían 
evitar el pago de contribuciones municipales. Si bien no es algo nuevo 
observar que los ayuntamientos defendían sus intereses en los juzgados, 
resulta interesante saber cómo actuaron en un contexto en el que diver-
sos actores estaban solicitando el amparo de la justicia federal para evitar 
una violación de sus derechos. Para salir airosos en el Juzgado de Distrito, 
los capitulares debían tener un amplio conocimiento no solo de la Ley de 
Amparo, sino principalmente de la larga lista de procedimientos adminis-
trativos y fiscales que debían esgrimir en los juzgados. Si algo generaba 
confusiones entre los ediles eran las múltiples novedades en la adminis-
tración tributaria, que había empezado a ser remozada a partir de 1880. 
Los jueces de distrito, junto con sus asesores, buscaban faltas en los pro-
cedimientos administrativos realizados por los tesoreros municipales, y 
cuando las encontraban no dudaban en otorgar el amparo a los quejosos. 
Es en este punto donde, además de contribuir a la discusión impulsada 
por autores como Yovana Celaya, Dora Sánchez y Carlos Becerril, el ca-
pítulo de Ortiz Herrera aporta una perspectiva para valorar la dimensión 
administrativa y contenciosa de los ayuntamientos en el marco del libera-
lismo jurídico. 

Administración tributaria y contención del contrabando 

Hace pocos años Javier Pérez Siller explicó que en el último cuarto del 
siglo xix tuvo lugar el reordenamiento de la administración fiscal en 
México y que ello facilitó la relación entre el aparato recaudador y los 
contribuyentes, al mismo tiempo que ayudó a definir las potestades fis-
cales de los estados y de la federación.58 Este hecho tuvo efectos favo-
rables, como el florecimiento económico y la distribución de la riqueza, 

58 Javier Pérez Siller, Instauración de un régimen fiscal, base de la oligarquía porfirista 
(México: Secretaría de Cultura / inehrm / buap, 2020), véanse los capítulos ii y iii. 
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pero también se fortalecieron las relaciones y las complicidades entre 
diversos actores y sectores de la sociedad.59 Desde el punto de vista de 
las connivencias entre funcionarios públicos y actores económicos, el tra-
bajo titulado «La historia de un comerciante en apuros: el alemán Car-
los Tetens en el Soconusco, 1885-1889», de Amanda Torres Freyermuth y 
Armando Méndez Zárate, explora un caso en el que asoma la probable 
complicidad entre elementos de la administración fiscal y un comercian-
te alemán. Una complicidad que, en caso de haber sido cierta, habría 
ocasionado la pérdida de ingresos en el nivel federal. 

Debemos advertir que, si bien en su explicación los autores sostie-
nen un diálogo con varios trabajos sobre el contrabando en México y 
Centroamérica, nos interesa destacar su valor como punto de contraste 
respecto de la vertiente vinculada con la forma en que los principios li-
berales, como el derecho a la libertad y a la propiedad, impregnaron la 
administración tributaria del último cuarto del siglo xix. Uno de los 
efectos de esto último fue que se logró mayor eficiencia en el mecanismo 
de recaudación y se mejoró el control administrativo, algo que permitió 
dirimir cada vez con mayor grado de equidad la tensión entre la parte 
gobernante y los gobernados, sin que fuera necesario recurrir a vías ju-
diciales. Y este es el aspecto que merece ponerse en contraste, porque en 
realidad no todos los problemas entre los causantes y el fisco se podían 
resolver por senderos administrativos. Quienes tuvieron acceso a la jus-
ticia en materia de administración tributaria fueron los contribuyentes 
que de alguna manera pagaban sus impuestos. Pero los evasores del fis-
co, particularmente los acusados de mover mercancías de contrabando, 
debieron ser puestos inmediatamente bajo el escrutinio del poder judicial 
de los estados o la federación, según la potestad fiscal que correspondie-
ra. El capítulo de Torres y Méndez va en ese sentido. 

Los autores nos presentan el caso de Carlos Tetens, un comerciante 
alemán vinculado a un par de funcionarios del gobierno federal, los her-
manos Bejarano; uno de ellos era contador de la aduana y el otro cón-
sul de México. En el decenio de 1880 Tetens fue acusado de introducir 

59 Pérez Siller, Instauración de un régimen, 241-242. 
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mercancías de contrabando por el Puerto de San Benito, en Tapachula, 
Chiapas, y tras una averiguación se le sentenció a seis meses de prisión. 
A pesar de la intermediación de los Bejarano y su red de conocidos in-
fluyentes, Tetens no se libró de la cárcel ni pudo evitar la pérdida de una 
parte de su capital. 

El caso es interesante porque dialoga muy bien con los trabajos que 
han empezado a señalar la poca tolerancia del poder judicial federal ha-
cia la evasión fiscal y el contrabando, precisamente en los últimos dos 
decenios del siglo xix, periodo que Pérez Siller considera crucial para las 
reformas administrativas a nivel nacional. Ahora bien, a ese diálogo de-
bemos añadir que el presidente de la Suprema Corte de Justicia (scj), Ig-
nacio Vallarta, defendió la postura de no ceder ante la presión de los ac-
tores económicos que buscaban eludir y evadir impuestos —municipales, 
estatales y federales—, ya fuera mediante el juicio de amparo, la interpre-
tación tendenciosa de la legislación fiscal, o bien con prácticas de comer-
cio ilegal como la atribuida a Tetens. En cierto modo, Torres y Méndez 
confirman que no fue coincidencia que en el decenio de 1880 el contra-
bando se persiguiera con mayor ahínco, precisamente cuando Ignacio 
Vallarta rebatía la supuesta inconstitucionalidad que el jurisconsulto Juan 
N. Rodríguez de San Miguel le atribuía a la facultad económico-coacti-
va. Vallarta fue enfático al señalar que en los casos de contrabando eran 
«forzosas las actuaciones judiciales», no las de instancias administrativas. 

Para finalizar, presentamos el diálogo en el que participa el trabajo 
de Yovana Celaya, titulado «Juntas cuotizadoras y revisoras en la cons-
trucción de la fiscalidad liberal veracruzana, 1870-1890». Este estudio 
muestra la importancia del reordenamiento en la administración tribu-
taria, una condición para que instancias como las juntas cuotizadoras se 
convirtieran en espacios de negociación y resolución de conflictos entre 
el gobierno y los contribuyentes. Varios estudios sobre los estados o de-
partamentos revelan que los primeros resultados de la Hacienda pública, 
muchas veces desfavorables, estuvieron relacionados, entre otros factores, 
con los cambios administrativos del siglo xix. En esa dirección, tanto en 
México como en Centroamérica la escasez de dinero en las tesorerías 
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redundó en un número insuficiente de funcionarios al servicio de la 
administración tributaria, una situación que se prolongó durante dece-
nios.60 De ahí que la recaudación de los impuestos relevantes estuviera 
en manos de particulares —rematantes de impuestos—, municipalidades 
y otras autoridades, y que a cambio de ello recibieran un estipendio pro-
porcional al monto recaudado. La situación, sin embargo, empezó a ser 
algo diferente a partir de la segunda mitad del siglo xix. Durante la Re-
pública Restaurada, y sobre todo después de 1879, se intentó resolver el 
desorden contable, para lo cual fue necesaria la creación de nuevas ofi-
cinas de recaudación y administración de rentas en las cabeceras de dis-
trito, el cuidado de la glosa de las cuentas públicas, la regulación de la 
administración tributaria y la clarificación de sus procedimientos.61 

Por esa misma vía han ido emergiendo trabajos que no solo dan 
constancia de lo dura que resultó la construcción de las instituciones 
hacendarias en el nivel estatal, sino que además se ocupan de la dis-
cusión en torno a las soluciones político-administrativas para desten-
sar la relación entre el fisco y los causantes, así como para legitimar y 
posicionar el plan hacendario ante estos últimos. El estudio de Celaya 
complementa otros trabajos suyos en torno a los mecanismos adminis-
trativos y la negociación entre la autoridad fiscal y los contribuyentes,62 
y además alimenta un diálogo en el que participan autoras como Dora 
Sánchez Hidalgo y Graciela Márquez. Ellas tres han optado por presen-
tar explicaciones, desde la gestión administrativa de la fiscalidad, acerca 
de la tensión existente en la relación entre el fisco y las personas suje-
tas al pago de los impuestos de patentes, fincas rústicas y predios urba-
nos. Lo interesante, en el caso de Celaya Nández y Sánchez Hidalgo, es 

60 Para el caso de Guatemala véase Juan Carlos Sarazúa Pérez, «Oficinas, emplea-
dos y recaudación: el papel de la Hacienda pública en la organización del territorio de 
Guatemala (1826-1850)», Revista de Historia, núm. 69 (2014), 41-55.

61 Zuleta, De cultivos y contribuciones, 137-162.
62 La eficiencia en la administración en María José Rhi Sausi, «¿Cómo aventurarse a 

perder lo que existe? Una reflexión sobre el voluntarismo fiscal mexicano del siglo xix», 
en Penuria sin fin. Historia de los impuestos en México, siglos xviii-xx, coordinado por Luis 
Aboites Aguilar y Luis Jáuregui (México: Instituto Mora, 2005).



45

Introducción

que demuestran que las reformas fiscales en Veracruz, si bien suscitaron 
tensiones con los contribuyentes, fueron necesarias para crear o reforzar 
los espacios de negociación.63 Y un elemento importante es esa suerte de 
confianza que los contribuyentes dirigieron hacia el desempeño de las 
autoridades fiscales. ¿Cómo se consiguió que confiaran en la Tesorería 
veracruzana? Las dos autoras mencionadas incursionan en el estudio del 
desarrollo de la administración tributaria a partir del análisis del impues-
to de patente en el municipio de Veracruz. Uno de los ejes que articula 
sus reflexiones tiene que ver con el desempeño de las juntas calificado-
ras y las revisoras como factor para suscitar la confianza de los causan-
tes en la autoridad fiscal. Consideran que ambas instancias jugaron un 
papel importante en esa confianza porque fueron las responsables de 
examinar, aprobar o modificar las cuotas asignadas a los contribuyentes, 
de tal modo que el grado de inconformidad no alcanzara niveles preocu-
pantes.64 En ello reside la trascendencia de las juntas cuotizadoras y re-
visoras, las que Celaya considera como espacios de negociación entre el 
fisco veracruzano y los causantes, aunque, como ella misma reconoce, no 
siempre lograron disipar el malestar de los contribuyentes.

63 Yovana Celaya Nández, «El impuesto a fincas rústicas y urbanas en el siglo xix ve-
racruzano: reformas, contribuyentes y catastro», en Legislación fiscal y conflicto: actores, 
entornos y administración hacendaria en México, siglos xix y xx, coordinado por María 
Eugenia Romero Ibarra y María del Ángel Molina Armenta (México: unam, 2020); 
Graciela Márquez Colín, «Entre el privilegio y la legitimidad. Luis Terrazas como con-
tribuyente, 1911-1913», en De contribuyentes y contribuciones en la fiscalidad mexicana, si-
glos xviii-xx, coordinado por Yovana Celaya Nández y Graciela Márquez Colín (México: 
Colmex / Universidad Veracruzana, 2018), 249-267; Dora Sánchez, «De pequeños comer-
ciantes establecidos a contribuyentes en el puerto de Veracruz de 1872-1886», en De con-
tribuyentes y contribuciones en la fiscalidad mexicana, siglos xviii-xx, 122-140.

64 Yovana Celaya Nández, «El derecho de patente en Veracruz: un nuevo impuesto 
para viejos y nuevos contribuyentes, 1906-1908», en De contribuyentes y contribuciones en 
la fiscalidad mexicana, siglos xviii-xx, 200.
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Introducción

En diversas ocasiones, la fiscalidad extraordinaria fue el recurso uti-
lizado por la Corona española para dar un respiro a sus exhaustas 

finanzas. Mediante la presión fiscal sobre sus colonias, la metrópoli les 
solicitaba o exigía la transferencia de capitales en calidad de donativos, 
subsidios y préstamos. Sin duda alguna, uno de los mejores ejemplos 

1 Este capítulo es parte de un proyecto de investigación más amplio titulado «El fi-
nanciamiento de los imperios. El pago de los vales reales en El Salvador: endeudamiento 
y crisis económica, 1804-1808», que se realizó con los fondos de investigación 2023-2024 
otorgados por la Universidad Centroamericana José Simeón Cañas (uca) de El Salvador. 
Agradecemos la colaboración del estudiante de tercer año de economía de la uca, 
Eduardo José Godines Mena, en la búsqueda y fotografía de fuentes en el Archivo General 
de Centroamérica. Agradecemos también los atinados comentarios hechos a los avances 
del texto por los colegas del Seminario sobre Fiscalidad y Sociedad en Centroamérica y 
el Sur Sureste de México, llevado a cabo de manera híbrida desde San Cristóbal de Las 
Casas, Chiapas, en marzo y octubre de 2023, en particular los comentarios de José Antonio 
Serrano Ortega, Víctor Hugo Acuña, Javier Guillén Villafuerte y Ethel García.
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fue la Consolidación de vales reales, puesta en marcha en América en-
tre 1804 y 1808. Los vales reales fueron títulos de deuda creados en 1780, 
durante el reinado de Carlos III, con la idea de sostener la guerra con-
tra Gran Bretaña. Sin embargo, debido a la devaluación de las distintas 
emisiones de estos bonos, la Corona española buscó, primero, su respal-
do financiero a través del Banco de San Carlos, creado en 1782, y, desde 
1798, por medio de la enajenación de los bienes eclesiásticos y de capi-
tales pertenecientes a cofradías, hospitales y fundaciones piadosas exis-
tentes en la península. Años más tarde, y ante la exigencia de Napoleón 
Bonaparte a la Corona española de que le pagara mensualmente 264 mi-
llones de reales, en virtud de un tratado suscrito entre España y Francia 
en 1803, los ministros de Carlos IV trasladaron la deuda a sus colonias 
americanas. De esa forma, la exorbitante deuda imperial sería financiada 
por sus súbditos en las colonias.

En algunos lugares de la América española, la Consolidación de 
vales reales sangró la economía de múltiples actores e instituciones, así 
como las redes crediticias de las cuales formaban parte. Al igual que en 
la península, en la América hispana fueron los bienes y capitales ecle-
siásticos los que serían enajenados o, dicho en palabras de la normativa, 
estarían puestos a crédito para la Corona con el fin de respaldar finan-
cieramente los vales reales —aunque, de manera secreta, las autoridades 
sabían que en realidad se trataba de saldar la deuda mensual contraída 
con Napoleón—. En este capítulo pretendemos estudiar dicho proce-
so de exacción por su impacto económico y fiscal, el cual fue tan gra-
ve que en ciertas regiones comenzó a debilitarse el vínculo político que 
unía a la Corona con sus colonias,2 y porque, hasta el día de hoy, no se 
ha estudiado con detenimiento qué ocurrió en lo que ahora es El Sal-
vador.3 Examinaremos, entonces, tanto el proceso de depósito en la caja 

2 Gisela von Wobeser, «La consolidación de vales reales como factor determinante de 
la lucha de independencia en México», Historia Mexicana 56, núm. 2 (2006), 273-425.

3 Hay dos estudios que revisan este proceso de manera global: G. A. Cabat, «The 
Consolidation of 1804 in Guatemala», The Americas 28 (1971), 20-38, y R. Hernández 
y Norma Ramírez Juárez, La Real Hacienda y las políticas borbónicas en el Reino de 
Guatemala, 1731-1821 (Ciudad de Guatemala: Universidad de San Carlos de Guatemala, 
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de Consolidación de Sonsonate como también el origen de esos fondos. 
Sostendremos que el crédito eclesiástico fue la fuente principal con la 
que aquella provincia saldó las deudas y los compromisos políticos con-
traídos por la Corona española.4

Hasta el momento, la historia económica y fiscal que ha fijado su 
mirada en los inicios del siglo xix de lo que ahora es El Salvador ha 
atendido o está comenzando a atender importantes procesos como la 
producción y el mercado regional e internacional del añil y su impacto 
social, así como el régimen de estancos de aguardiente y de tabaco, la 
circulación de monedas, el problema de la tierra, el poder económico 
de las cofradías y el crédito otorgado por los clérigos.5 Sin embargo, no 

Escuela de Historia / Instituto de Investigaciones Históricas, Antropológicas y 
Arqueológicas, 1997). Otros trabajos que abordan la temática de manera particular son los 
de Javier Guillén Villafuerte, Auxilios para el rey de España. Fiscalidad extraordinaria y so-
ciedad en una época de guerras atlánticas. La Intendencia de Chiapas, 1780-1821 (tesis de 
licenciatura, Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, Puebla, 2018), 155-160, 216-222, 
y Javier Guillén Villafuerte, «Fiscalidad extraordinaria en una época de guerras atlánticas: 
los donativos y préstamos de la Intendencia de Chiapas, 1780-1813», América Latina en la 
Historia Económica 26, núm. 3 (2019). El libro más reciente de Sajid Herrera retoma dicho 
proceso y muestra cómo en algunos pueblos los caudales de comunidad terminaron tam-
bién en la caja de Consolidación. Sajid Herrera Mena, Los ahorros del imperio. Los fondos 
de comunidad de los pueblos de indios: El Salvador, 1776-1808 (San Cristóbal de Las Casas: 
cimsur-unam / Colmich / Universidad Rafael Landívar, 2024), 247-263.

4 Por economía del lenguaje utilizaremos en este trabajo el término «crédito eclesiásti-
co» para referirnos a los capitales concedidos a particulares no solo por los conventos o los 
clérigos, sino también por las capellanías y las cofradías. Generalmente fueron prestados a 
través de un tipo de censo denominado depósito irregular o usura pupilar.

5 Héctor Lindo, La economía de El Salvador en el siglo xix (San Salvador: Dirección 
de Publicaciones e Impresos, 2002); Antonio Acosta, Los orígenes de la burguesía de El 
Salvador. El control sobre el café y el Estado, 1848-1890 (Sevilla: Aconcagua Libros, 2013); 
José Antonio Fernández Molina, Pintando el mundo de azul. El auge añilero y el mercado 
centroamericano, 1750-1810 (San Salvador: Dirección de Publicaciones e Impresos, 2003); 
Pedro Antonio Escalante Arce y María Eugenia López Velásquez, Los estancos, las prác-
ticas monopólicas y las rentas del estado en El Salvador (San Salvador: Superintendencia 
de Competencia, 2008); José Heriberto Erquicia Cruz, Añil, demografía y poder en San 
Vicente y San Miguel de la Provincia de San Salvador del Reino de Guatemala (1750-1810) 
(tesis de doctorado, Universidad Pablo de Olavide, Sevilla, 2018); Roberto Jovel, Las mone-
das que circularon en El Salvador durante la época colonial española, siglos xvi a xix (San 
Salvador: s.e., 2018); William Pleités, La economía salvadoreña después de la independen-
cia. ¿Por qué estamos como estamos? (San Salvador: Ministerio de Educación, 2022); Julián 
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se ha reparado en un proceso de exacción como el de la Consolidación 
de vales reales, el cual constituye un interesante laboratorio para anali-
zar la interconexión de dinámicas locales, regionales y mundiales. Este 
texto busca aportar en ese sentido. El traslado de la deuda de la metró-
poli española a sus colonias en concepto de Consolidación se debió al 
desastre financiero ocasionado por su participación militar en las guerras 
imperiales atlánticas. Pero la Consolidación también ayuda a explicar el 
ascenso de un imperio, el de Napoleón, y el nuevo orden mundial que 
este impondría con la inicial alianza hispana y los fondos americanos. 
Igualmente, la historia refleja los múltiples escenarios de pago de aquella 
deuda —así como de las consecuencias de ello—, que los vasallos ame-
ricanos tuvieron que asumir a través de préstamos forzosos al monarca.6

Para acercarnos a este proceso de exacción hemos hecho uso de 
fuentes como los libros contables de Sonsonate, las órdenes expedidas 
por la junta subalterna de Sonsonate sobre el capital entregado en Con-
solidación, el libro de la caja matriz de Consolidación de Guatemala y la 

González Torres, «Vida material y espiritual en los curatos de San Salvador y Sonsonate en 
el último cuarto del siglo xviii», Revista Pueblos y Fronteras Digital 17 (2022), 1-31.

6 La Consolidación significó «una verdadera deuda imperial», una movilización de 
fondos de las colonias a la metrópoli sin precedentes. Sergio Solbes Ferry, Jöel Félix y 
Agustín González Enciso, «Crédito y deuda de los erarios regios», en Erarios regios. El go-
bierno de las Reales Haciendas de la monarquía española y la monarquía francesa en el siglo 
xviii. Una visión comparada, coordinado por Anne Dubet y Ernest Sánchez Santiró, 181-
238 (México: Instituto Mora / Colmich, 2022), 236; Carlos Marichal, «Deudas coloniales en 
Nueva España a fines del siglo xviii. Fiscalidad extraordinaria en épocas de guerras en el 
mundo atlántico», en La fiscalidad novohispana en el Imperio español. Conceptualizaciones, 
proyectos y contradicciones, coordinado por María del Pilar López Cano, Ernest Sánchez 
Santiró y Matilde Souto Mantecón, 69-103 (México: unam, 2015). Las transferencias de 
dinero desde América a España a través de donativos, subsidios y préstamos fueron fre-
cuentes desde el siglo xvi. Loris de Nardi, «Los donativos voluntarios: un aspecto poco 
estudiado de la política americana de los Habsburgo de España (siglos xvi-xvii)», América 
Latina en la Historia Económica, núm. 25 (2018); Arrigo Amadori, «No es menos servicio 
el diferir que el ejecutar. El programa fiscal de Felipe IV para el Perú y la gestión del virrey 
Chinchón (1629-1641)», Historia 1, núm. 46 (2013); Elienahí Nieves, «El donativo de los 
hacendados de Nueva España para financiar la guerra de Sucesión española, 1709-1716», 
América Latina en la Historia Económica, núm. 28 (2021); Carlos Marichal, La bancarrota 
del virreinato. Nueva España y las finanzas del Imperio español, 1780-1810 (México: Colmex, 
1999), 96-139; Marichal, «Deudas coloniales». 
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visita pastoral del arzobispo de Guatemala Luis Peñalver y Cárdenas. El 
capítulo está dividido en tres partes. En la primera, exponemos sucinta-
mente en qué consistió la Consolidación de vales reales y examinamos 
la situación socioeconómica de la alcaldía mayor. Luego, revisamos el 
funcionamiento de la caja de Consolidación en Sonsonate y los depósi-
tos hechos entre 1805 y 1808. Para finalizar, estudiamos el origen de los 
capitales depositados, a fin de poner de relieve la riqueza de una Iglesia 
provinciana a partir de los fondos pertenecientes a clérigos, conventos, 
capellanías, hospitales y cofradías que, por estar puestos a crédito, dina-
mizaban la economía.

La Consolidación de vales reales y la provincia de Sonsonate

Los vales reales emitidos en 1780, durante el reinado de Carlos III, como 
un recurso para financiar la guerra contra Gran Bretaña, fueron un im-
portante medio de pago utilizado en la península. El Banco de San Car-
los, creado en 1782, fue la institución que los respaldó. Posteriormente, 
en la década de 1790, Carlos IV recurrió a estos certificados de deuda 
para sostener la guerra contra la Francia revolucionaria. Sin embargo, 
debido a sus continuas devaluaciones y para evitar un escenario fiscal 
catastrófico, los responsables de las finanzas regias consideraron respal-
darlos o «consolidarlos» por medio de la enajenación de los bienes ecle-
siásticos y los capitales piadosos de la península. Así se dispuso en el real 
decreto de 19 de septiembre de 1798, que ordenaba enajenar los bienes 
raíces y capitales líquidos de instituciones como hospitales, cofradías, 
conventos, capellanías, etc. Lo interesante del caso es que esta experien-
cia peninsular fue el antecedente de lo que ocurriría unos años después 
en América. En efecto, con el tratado de neutralidad firmado en 1803 en-
tre España y la Francia napoleónica —conocido también como «de su-
ministros»—, la nación ibérica se comprometía a pagar mensualmente a 
la segunda la cantidad de 264 millones de reales; pero, ante la necesidad 
de contar con suficiente capital para honrar esa deuda acordada más la 
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deuda acumulada, el ministro Cayetano Soler decidió extender la Conso-
lidación a las colonias.7

La metrópoli hispana trasladó su endeudamiento a sus colonias a 
partir del real decreto de 28 de noviembre de 1804. De acuerdo con Von 
Wobeser, la instrucción para el cumplimiento del decreto de 1804 —de 
26 de diciembre del mismo año— dejaba en claro que la Corona vigi-
laría que sus órdenes se acataran escrupulosamente. ¿Qué instituciones 
y corporaciones bajo el rango de «obras pías» estaban involucradas en 
esta medida de exacción? Se entendía que iban incluidos en ella santua-
rios, catedrales y parroquias, así como conventos, colegios, hospitales, 
casas de misericordia, cofradías, terceras órdenes, hermandades y cape-
llanías de religiosos —colativas— y laicales. Los bienes a enajenar serían 
los inmuebles adquiridos después de la fundación de alguna de esas ins-
tituciones, ya fuera por donación, herencia o compra y, en segundo lu-
gar, el dinero líquido guardado en sus arcas, junto con los fondos colo-
cados en forma de crédito a particulares o instituciones.8 Es más, como 
parte de los capitales depositados en Consolidación ingresaron algunos 
cuya entrega quedaba bajo el consentimiento de ciertas corporaciones, 
como ocurrió con los fondos de comunidad de los pueblos de indios. 
Así, en el obispado de Chiapas se trasladó a la caja de Consolidación la 
cantidad de 97 648 pesos y cuatro reales de aquellos capitales.9

No solo se trataba, entonces, de amortizar con dinero americano 
las deudas adquiridas por las emisiones de vales reales en las décadas 

7 Véase también Gisela von Wobeser, Dominación colonial. La consolidación de vales 
reales en Nueva España, 1804-1812 (México: unam, 2014); Peer Schmidt, «Los vales reales 
y la desamortización de Carlos IV en España (1798-1808). Una perspectiva desde Cádiz, 
Sevilla y el Reino de Sevilla», en Memorias del Segundo Congreso de Historia Económica. 
La historia económica hoy, entre la economía y la historia, 1-19 (México: Asociación 
Mexicana de Historia Económica / unam, 2004); Pedro Damián Cano Borrego, «La crea-
ción de los vales reales», Pecvnia, núm. 22 (2016); Marichal, La bancarrota, 140-210; Pedro 
Voltes Bou, «Las emisiones de vales y la fundación del Banco de San Carlos», Revista de 
Economía Política, núm. 40 (1965), 5-8; Pedro Tedde de Lorca, «Los negocios de Cabarrús 
con la Real Hacienda (1780-1783)», Revista de Historia Económica, núm. 3 (1987), 533.

8 Von Wobeser, «La consolidación», 804-813.
9 Guillén Villafuerte, Auxilios para el rey, 213.
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precedentes, sino también se buscaba una fuente accesible de efectivo 
para pagar cada mes la exorbitante suma que exigía la Francia napoleó-
nica debido al Tratado de Suministros de 1803. La Consolidación fue en 
la práctica un préstamo forzoso a la Corona por el que esta pagaría 5 % 
de interés anual a sus acreedores. Ello afectó a ciertos capitales y bienes 
raíces de instituciones eclesiásticas, como dinero y bienes inmuebles (tie-
rras, edificaciones, etc.), que no estaban ociosos, sino puestos en diferen-
tes circuitos crediticios y productivos, lo cual dinamizaba la economía. 
Por este motivo, la medida no impactó solamente a clérigos, cofradías o 
conventos, sino a un amplio número de personas y corporaciones de la 
sociedad colonial americana a las que se les habían otorgado préstamos.

Los capitales afectados por la medida ingresarían en unas cajas desti-
nadas para ello, denominadas cajas de Consolidación, con contabilidad y 
administración aparte de las tesorerías de la Real Hacienda. El virreinato 
de la Nueva España fue el que más transfirió dinero a la península por 
concepto de Consolidación —más de nueve millones de pesos, de los 
cuales 923 700 pesos se ocuparon para gastos de administración de las 
cajas—. La remesa total hecha desde América y Filipinas sobrepasó los 12 
millones de pesos entre 1805 y 1810. El Reino de Guatemala se situó en 
un segundo lugar, dejando abajo a otro importante virreinato, el de Perú. 
En el caso de Guatemala se recaudaron 1 561 673 pesos. De estos, solo lle-
garon a la península 1 422 685 pesos, pues 138 988 fueron utilizados para 
gastos operativos, como el pago a los encargados de la recaudación.10 De 

10 Von Wobeser, «La consolidación», 379; Marichal, La bancarrota, 171. La junta su-
perior de Guatemala logró, entre 1806 y 1811, recaudar 1 207 222 pesos, según Hernández 
y Ramírez Juárez, «La Real Hacienda», 94-95. Sobre los efectos de la Consolidación 
en la Nueva España, además de los trabajos de Von Wobeser y Marichal, pueden ver-
se: Francisco Javier Cervantes Bello, «Los proveedores de recursos: la Iglesia y la 
Consolidación de Vales Reales. Una perspectiva desde una junta subalterna», en El sustento 
económico de las revoluciones en México, coordinado por Leonor Ludlow, 31-50 (México: 
iih-unam, 2013); Diana González Arias, «Entre el recelo y la rebeldía: el cabildo eclesiástico de 
México frente a la Consolidación de vales reales» (ponencia presentada en las xvi Jornadas 
Interescuelas, Departamentos de Historia, Universidad Nacional de Cuyo, Mendoza, 2013); 
Cecilia Landa Fonseca y Margarita Espinosa Blas, «El impacto de la Consolidación de 
los vales reales: los efectos en Querétaro y la Habana, 1804-1809», Temas Americanistas, 
núm. 35 (2015); Águeda Jiménez Pelayo, «Trascendencia de la Cédula de Consolidación de 
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ello fueron responsables las juntas creadas expresamente en los arzobis-
pados y obispados de los virreinatos y las capitanías generales.

Se crearon juntas superiores, supeditadas a la suprema de Madrid, 
en México, Lima, Santafé, Buenos Aires, Filipinas, Chile, Cuba y Caracas. 
En el Reino de Guatemala hubo también una en la capital —compuesta 
por el capitán general, el arzobispo, dos miembros de la Audiencia y un 
secretario—, mientras que en los demás obispados —Chiapas, Honduras 
y Nicaragua— y en las otras provincias —alcaldías mayores e intenden-
cias— hubo juntas subalternas.11 Ese fue el caso de la alcaldía mayor de 
Sonsonate.

La alcaldía mayor de Sonsonate limitaba al oeste con la provincia de 
Escuintla, al este con la Intendencia de San Salvador, al norte con esta 
última y con el Corregimiento de Chiquimula y al sur con el océano Pa-
cífico. Por su puerto, denominado Acajutla, esta provincia era estratégica 
en el Reino de Guatemala debido al flujo de mercancías, personas y di-
nero que movía anualmente. Hacia finales del siglo xviii tenía una po-
blación de 24 684 individuos: 8 189 españoles y ladinos y 16 495 indios.12 
Los 21 pueblos de indios creados desde el siglo xvi proveían de mano de 
obra a las haciendas y de productos agrícolas y artesanales a los circuitos 
comerciales, al igual que contribuían con la entrega anual de tributos a la 
Corona. De acuerdo con el censo de 1797, de la población indígena esti-
mada, 4 698 eran tributarios.13

La capital provincial era la villa de Sonsonate, sede de las autorida-
des españolas —alcalde mayor y oficiales reales encargados de la tesore-
ría—, así como del ayuntamiento. Según Juarros, a inicios del siglo xix, 
vales en el obispado de Guadalajara», Revista Interamericana 5, núm. 3 (2012); Élida María 
Tedesco, «La fiscalidad eclesiástica frente a las exigencias financieras borbónicas y la guerra 
de Independencia: las diócesis de México, Michoacán y Guadalajara, 1790-1821», Jahrbuch 
für Geschichte Lateinamerikas, núm. 48 (2011).

11 Cabat, «The Consolidation».
12 Rodolfo Barón Castro, La población de El Salvador (San Salvador: Dirección de 

Publicaciones e Impresos, 2002), 236.
13 Barón Castro, La población, 236; Aaron Pollack, Dividir y cobrar, unir y cobrar. 

Categorías fiscales y sociales en Chiapas y Guatemala, 1800-1850 (San Cristóbal de Las 
Casas: cimsur-unam, 2021), 124.
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se contaban 3 421 habitantes en esta villa, de los cuales 441 eran espa-
ñoles, 2 795 ladinos y 185 indios.14 En términos eclesiásticos, la alcaldía 
mayor pertenecía a la Arquidiócesis de Guatemala y todo su territorio 
constituía una vicaría que se dividía en ocho curatos: Sonsonate, Dolo-
res Izalco, Asunción Izalco, Nahuizalco, Apaneca, Caluco, Guaymoco y 
Ateos. La iglesia parroquial de la villa de Sonsonate, bajo la advocación 
de la Santísima Trinidad, contaba con cinco clérigos, quienes, asimismo, 
atendían cuatro pueblos circunvecinos que estaban sujetos a su adminis-
tración eclesiástica. En la villa se ubicaban, además, cuatro conventos de 
religiosos: dominicos, franciscanos, mercedarios y los frailes de san Juan 
de Dios.15

Mapa 1.1. La alcaldía mayor de Sonsonate a inicios del siglo xix

M a p a

Fuente: Mapa elaborado por Gerardo Meléndez.

14 Domingo Juarros, Compendio de la historia del Reino de Guatemala, 1500-1800 
(Ciudad de Guatemala: Piedra Santa, 1981), 19.

15 Juarros, Compendio de la historia, 19, 60.
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A inicios del siglo xix se cultivaba algodón, azúcar, cacao, añil y 
arroz, se elaboraban productos artesanales y se extraían resinas como el 
bálsamo. Para esa época, solo quedaba en el recuerdo la bonanza econó-
mica que llegó a generar el cacao que antaño se producía en las hacien-
das y en las tierras de comunidad de los indios. Sin embargo, esta pro-
vincia, al igual que el resto del reino, sufrió los efectos de un conjunto de 
fenómenos naturales que incidieron notablemente sobre la agricultura y 
el comercio, por lo que se elevaron los precios de los alimentos o hubo 
escasez de estos, se produjeron epidemias y se registraron migraciones. 
Por ejemplo, entre 1796 y 1802 la provincia experimentó una prolonga-
da sequía que afectó la producción agrícola. También el volcán de Izal-
co perjudicó la vegetación circundante y los cultivos, con sus continuas 
erupciones y expulsiones de ceniza ocurridas entre 1770 y 1805. Por si lo 
anterior fuera poco, desde 1800, la Intendencia de San Salvador y la al-
caldía mayor de Sonsonate padecieron las devastaciones que causaron las 
plagas de langostas en los sistemas agrícolas de subsistencia y comercia-
les. El exterminio de estas «manchas» de insectos que tanto perjudicaron 
al Reino de Guatemala no fue una tarea fácil.16 A este contexto de crisis 
económica y social se sumó la Consolidación de vales reales.

El funcionamiento de la caja de Consolidación en Sonsonate

La junta subalterna de consolidación de Sonsonate dependió de la junta 
superior de Guatemala. Estuvo integrada por el alcalde mayor Lorenzo 
Ximénez Rubio y, en ocasiones, por su sustituto, Jacinto Villavicencio, así 
como por un diputado de la comisión gubernativa local, Casimiro José 
Cuéllar, y por los miembros de la tesorería real de Sonsonate, Bernardo 
Domínguez, Casimiro José Cuéllar y Pedro Campo (interino). Salvo Xi-
ménez Rubio y Domínguez, los otros integrantes de la junta pertenecían 

16 Luis Arrioja Díaz Virruel, Bajo el crepúsculo de los insectos. Clima, plagas y trastor-
nos sociales en el Reino de Guatemala (1768-1805) (Zamora: Colmich / Universidad de San 
Carlos de Guatemala / Universidad Autónoma de Honduras, 2019), 76, 104-105, 152 y ss.
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a las familias principales de la villa, quienes, asimismo, ocupaban y se-
guirían ocupando los oficios concejiles del lugar. También hubo auxilia-
res de la junta superior de consolidación en poblaciones clave de la alcal-
día mayor, denominados tenientes diputados. Tenemos noticias de uno 
en Ahuachapán, cuya actuación nos revela, al igual que sucedió en la vi-
lla de Sonsonate, la íntima relación que hubo entre la junta, los ayunta-
mientos, las familias principales de las localidades y los miembros de las 
instituciones eclesiásticas.17 Nos centraremos ahora en los caudales depo-
sitados en el arca subalterna de consolidación.

Hasta donde los datos permiten conocer, el monto total con el que la 
alcaldía mayor de Sonsonate contribuyó a la consolidación de vales rea-
les fue de 7 263 pesos. La gráfica 1.1 muestra el desglose de dicha suma 
por años; allí se puede comprobar que, de acuerdo con las fuentes a las 
que tuvimos acceso, durante 1807 se obtuvo la mayor recaudación. Ahora 
bien, no es que en 1805 el ingreso a la caja subalterna de Sonsonate haya 
sido nulo; más bien, los registros contables muestran que los depósitos 
hechos se trasladaron a la caja matriz de Guatemala y fueron ocupados 
para pagos administrativos. Así, se ingresaron 4 162 pesos que pertene-
cían a las comunidades de indios, pero que por órdenes de la junta su-
perior tuvieron que trasladarse a la caja matriz de Guatemala. Al parecer, 
este monto era la suma de tres créditos que habían recibido de dichos 
fondos Josep de Ysasi (1 000 pesos), Juan Bautista Marticorena (3 000 pe-
sos) e Hilario Rivas (141 pesos, cuatro reales) y que, por órdenes supe-
riores, debían reintegrarse en la caja subalterna de Sonsonate, para luego 
transferirse a la capital. Además, por la contabilidad de este proceso, Pe-
dro Campo recibió 20 pesos y cinco reales por concepto de honorarios.18 
Al final, los montos ingresados en esta caja subalterna, por año y en pe-
sos, fueron: en 1806, 3 220 pesos; en 1807, 3 798, y en 1808, 245 pesos.

La información de las entregas a la caja subalterna de Consolida-
ción se registró en hojas sueltas denominadas órdenes y también en los 
libros contables manejados por la tesorería provincial. En las órdenes se 

17 Archivo General de Centroamérica (en adelante, agca), A3 (3), leg. 527, exp. 5870.
18 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3644, ff. 30-30v; y agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3646, s. f.



70

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

especificaba lo siguiente: a) el nombre de los individuos que depositaban, 
ya fuera de manera personal o a través de representantes; b) la cantidad 
a ser depositada en la caja subalterna de Consolidación; c) si el monto 
era una parte —o la totalidad— de un crédito otorgado por una institu-
ción eclesiástica al individuo depositante; d) el bien del depositante —ha-
cienda, molino, casa, solar, etc.— sobre el que estaba impuesto el crédito, 
y e) que se darían dos recibos: uno al depositante, para que le sirviera de 
carta de pago, y otro a la institución prestamista para que, al presentarlo 
ante el presidente de la junta superior, obtuviera la escritura de imposi-
ción. Debemos apuntar que las órdenes elaboradas por los tesoreros de 
Sonsonate se caracterizan por llevar un registro desordenado, disperso y, 
en muchos casos, escueto.

Gráfica 1.1. Capitales depositados en la caja de Consolidación de Sonsonate 1805-1808 (en pesos)

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f. 

Por otro lado, hay que advertir que el monto recaudado en la pro-
vincia de Sonsonate pudo haber sido más alto, no solo por lo que men-
cionamos antes, es decir, porque los ingresos de 1805 —correspondientes 
al aporte de los fondos de comunidad de los pueblos de indios— fue-
ron transferidos a Guatemala, sino también porque hubo una serie de 
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partidas administrativas que fueron pagadas de aquella suma. Así, el 31 
de diciembre de 1806, Pedro Campo recibió 16 pesos y tres cuartos de 
real como honorarios por la recaudación de los fondos de Consolida-
ción. El 31 de diciembre de 1807 se le pagó a dicho tesorero interino la 
cantidad de 18 pesos y tres cuartos de real por el mismo motivo.19 En 
otros casos se transfirieron caudales de una caja a otra por tratarse de 
dinero ya comprometido. Por ejemplo, por órdenes de la junta superior, 
Pedro Campo trasladó 500 pesos de la caja subalterna de Consolidación 
de Sonsonate a la caja de la Real Hacienda, porque era un fondo destina-
do por su dueño —ya fallecido— a las urgencias de la Corona.20

Además, los libros contables revelan que hubo movimientos de cau-
dales entre la caja de Consolidación de la capital del reino y la subalter-
na de Sonsonate, tal como se hacía en las cajas reales, con el propósito 
de transferir capitales personales de manera segura, en lugar de trasladar 
físicamente el efectivo de un lugar a otro.21 Así, el 6 de mayo de 1807, 
Sebastián Melón entregó 700 pesos en la caja de Consolidación de Gua-
temala, señalando que el depósito se hacía en calidad de reintegro por 
la caja subalterna de Sonsonate, a partir de los capitales de obras pías y 
capellanías allí existentes. El 11 de mayo del mismo año, Pedro Campo 
pagó aquella cantidad al representante de Melón en Sonsonate, Casimi-
ro Cuéllar, luego de que este último le presentara el documento elabora-
do por los ministros de la Real Hacienda de Guatemala. Igualmente, el 9 
de octubre de 1807, se egresaron de la caja subalterna de Sonsonate 2 500 
pesos en calidad de reintegro a Manuel Pavón, otro miembro de las fa-
milias notables guatemaltecas.22

19 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3646, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651.
20 agca, A3 (3), leg. 344, exp. 3648, f. 34; agca; A3 (3), leg. 347, exp. 3645, s. f.
21 Véase al respecto Javier Guillén Villafuerte y Ana María Parrilla Albuerne, «La 

Caja Real de Chiapas. Aproximaciones a las finanzas de un erario provincial en el Reino 
de Guatemala, 1792-1819», en Guatemala y Chiapas en una época de transición, 1750-1860. 
Horizontes historiográficos y nuevos caminos, coordinado por Juan Carlos Sarazúa Pérez y 
Aaron Pollack (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2022), 75-106.

22 agca, A3.1, leg. 1340, exp. 22500, f. 32v; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.
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Cuadro 1.1. Los montos de mayor cuantía depositados 
en la caja de Consolidación de Sonsonate (1806-1808)

Depositante Vecindad Monto entregado 
(en pesos)

Ocupación

Alejo Vega Dolores Izalco 1 000 ¿?

Ramón Borica Sonsonate 740 Regidor sencillo del ayuntamiento 
de Sonsonate (1795)

Eugenio Rascón Sonsonate 500 Alcalde primero (1809) y regidor 
del ayuntamiento 

Casimiro Cuéllar Sonsonate 450 Alcalde primero (1811) y regidor del 
ayuntamiento 

José Domingo 
Méndez

Sonsonate 300 Cura coadjutor de Sonsonate (1803)

Clemente Najarro ¿? 300 ¿?

Juan Velado Sonsonate 250 Cura coadjutor de Sonsonate (1803)

Enrique Meza ¿? 250 ¿?

Anastacio 
Matamoros

¿? 250 ¿?

Bernarda Rivas ¿? 160 ¿?

Manuel Pérez 
Folgar

Sonsonate 150 Cura rector y vicario provincial de 
Sonsonate (1803)

Pedro Campo Sonsonate 150 Tesorero interino (1805-1808)

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A1.40, leg. 1763, ff. 169v-170; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3651; Archivo Histórico Arquidiocesano de Guatemala (en adelante, ahag), Fondo Diocesa-
no, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 38, ff. 208-208v; Sajid Alfredo Herre-
ra Mena, El ejercicio de gobernar. Del cabildo borbónico al ayuntamiento liberal. El Salvador colonial, 
1750-1821 (Castelló de la Plana: Universitat Jaume I, 2013), 159.

Por su lado, los registros contables de Sonsonate revelan a 64 depo-
sitantes, 43 hombres y 21 mujeres. El cuadro 1.1 tan solo ilustra los nom-
bres de los vecinos de la alcaldía mayor que entregaron de 150 pesos en 
adelante. Un primer aspecto que llama la atención es que fueron hom-
bres los que depositaron las mayores cantidades de dinero, lo que pone 
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de manifiesto que se trataba de una sociedad patriarcal, en la que el po-
der económico era un rasgo distintivo de la jerarquía social o familiar. 
Algunos de estos hombres pertenecían al grupo de los notables de la vi-
lla, pues habían sido, eran o serían miembros del ayuntamiento, aunque 
también encontramos a eclesiásticos. De otros ha sido difícil determinar 
sus oficios, incluso su vecindad. En cualquier caso, las cuentas permiten 
observar que contribuían familias, como ocurrió con los Mencía: Andrés, 
Mariano, Miguel y Dionisio (probablemente hermanos) que hicieron de-
pósitos modestos de 25 y 50 pesos, o los Arévalo: Francisco y Cayetano, 
que efectuaron un depósito colectivo de 50 pesos. Ahora bien, no todos 
contribuyeron con una sola entrega de dinero. Por ejemplo, Alejo Vega 
lo hizo en dos de 500 pesos cada una. Igual sucedió con Borica, Rascón, 
Cuéllar y Velado. Otros, como Campo, Méndez, Pérez o Najarro, lo hi-
cieron en una. En el caso de las mujeres, cabe destacar que, salvo cinco 
de ellas, la mayoría entregó menos de 100 pesos, ya que sus depósitos 
fluctuaron entre 10 y 50. Solo Bernarda Rivas contribuyó con 160 y Juana 
Valverde y Calvo con 125, mientras que Baltasara Zelaya, Dolores Valien-
te y Josefa Cuéllar aportaron 100 cada una (véase cuadro 1.2). Las razo-
nes de la disparidad en los depósitos pueden ser varias —aplicables tam-
bién para los hombres—, como la diferencia social entre unas y otras, el 
monto de los créditos por los que fueron beneficiadas y el celo, o el des-
interés, por ayudar al monarca.

Sin embargo, el dinero entregado por estas 65 personas no era real-
mente de ellas, sino que se trataba de un capital dado a crédito por con-
ventos, capellanías, clérigos y cofradías, tanto de la provincia como de 
San Salvador y Guatemala, como anticipamos en un inicio. Las órdenes 
y los libros contables dejan en evidencia que entre los primeros y los se-
gundos se había generado un lazo de dependencia económica muy im-
portante a través del censo o el crédito. Aunque no en todos los registros 
contables se especifica, en varios de ellos se menciona que el censo otor-
gado se caracterizaba por la usura pupilar o el depósito irregular. Esta 
forma de crédito, muy común en la época, se caracterizó por estipular a 
través de un documento jurídico un plazo determinado para pagarlo, así 



74

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

como por exigir un fiador y un bien de respaldo, bajo el cobro de una 
tasa de interés de 5 %.23

Cuadro 1.2. Mujeres de la alcaldía mayor de Sonsonate que contribuyeron con la Consolidación

Monto 
del 

crédito

Bien 
gravado

Prestamista Monto 
dado a 
Conso-
lidación

Año de 
depósito 
a Conso-
lidación

Petrona Puente ¿? Casa de 
morada

Párrocos de 
Sonsonate

50 1806

Gertrudis Morales 100 Casa de 
morada

Convento Santo 
Domingo Sonsonate

20 1806

Dolores Valiente 600 Casa de 
morada

Capellanías de 
Juana Gálvez y José 
Guevara

100 1806

Secundina Guinea ¿? Solar Convento La Mer-
ced de Sonsonate

30 1806

Baltasara Zelaya 820 Casa de 
morada

Convento San Fran-
cisco de Sonsonate

100 1806

Estefanía Guevara 100 Casa de 
morada

Convento Santo 
Domingo Sonsonate

25 1806

Rosalía Évora 50 Casa de 
morada

Convento Santo 
Domingo Sonsonate

20 1806
y 1808

Juana Calvo ¿? Casa de 
morada

Convento La Mer-
ced de Sonsonate

50 1807

23 Algunos trabajos en los que se estudia el crédito eclesiástico son los siguientes: Gisela 
von Wobeser, El crédito eclesiástico en la Nueva España, siglo xviii (México: unam, 2010); 
Christophe Belaubre, «Tierra y crédito en la diócesis de Guatemala a finales de la épo-
ca colonial», Anuario de Historia Regional y de las Fronteras 14 (2009); Carolina Abadía 
Quintero, «Crédito eclesiástico y sistema de empréstitos de la catedral de Popayán, 1632-
1790», Fronteras de la Historia 27, núm. 1 (2022); Guillermina del Valle Pavón, «‘Lucro cesante 
y daño emergente’: Los fondos de capellanías en el financiamiento de los mercaderes de la 
Ciudad de México a fines del siglo xviii», Varia Historia, Belo Horizonte 36, núm. 72 (2020).
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Monto 
del 

crédito

Bien 
gravado

Prestamista Monto 
dado a 
Conso-
lidación

Año de 
depósito 
a Conso-
lidación

Marcelina Rivas 40 Casa de 
morada

Párrocos de 
Sonsonate

30 1807

Josefa Cuéllar 500 Casa de 
morada

Capellanía de Ber-
nardo Martínez

100 1807

Anacleta Martínez 40 Casa de 
morada

Cofradía de Ánimas 
de Sonsonate

10 1807

María del Pilar 
Arauz

100 Casa de 
morada

Párrocos de 
Sonsonate

50 1807

Leandra Rivas y 
Micaela Trejo

60 Casa de 
morada

Convento La Mer-
ced de Sonsonate

10 1807

Viuda de Teodoro 
Corleto

50 ¿? Convento La Mer-
ced de Sonsonate

10 1807

Viuda de Pedro 
Luna

250 Labor Capellanía de Jacin-
to Villavicencio

50 1807

Rosa Pérez 100 Sitio Párrocos de 
Ahuachapán

20 1807

Bernarda Rivas 160 Casa de 
morada

Párrocos de 
Sonsonate

160 1807

Bernarda Magaña 250 Casa de 
morada

Convento San Fran-
cisco de Sonsonate

25 1807

Clara Martínez 120 Casa de 
morada

Convento Santo 
Domingo Sonsonate

20 1807

Feliciana Zepeda 200 Casa de 
morada

Convento Santo 
Domingo Sonsonate

25 1807

Juana Valverde y 
Calvo

125 Casa de 
morada

Convento La Mer-
ced de Sonsonate

125 1807

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3(3), leg. 349, exp. 3660, s.f.; agca, A3(3), leg, 347, exp. 
3645, s.f.; agca, A3(3), leg, 347, exp. 3651, s.f.; agca, A3(3), leg. 349, exp. 3656, s.f.
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Gráfica 1.2. Capitales depositados y no depositados en la caja de Consolidación, 1805-1808

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.

Resulta importante destacar, tal como se muestra en la gráfica 1.2, 
que tan solo 37 % de los recursos puestos a crédito por los conventos, 
las cofradías, las capellanías y el clero se depositó en la caja de Conso-
lidación, al menos partiendo de las fuentes a las que tuvimos acceso. 
Este porcentaje es muy alto en comparación con lo que fue entregado 
en otros lugares, como en Cuba, donde solo se ingresó el 3 % debido a 
que las autoridades no «mostraron voracidad recaudatoria ni intención 
de medrar».24 De hecho, estas llegaron a apoyar a los afectados cuando 
elevaron sus quejas al rey por las pérdidas que causaría la Consolidación 
en sus economías. Además, una parte importante de lo entregado a la 
Consolidación fue utilizado en forma discrecional por las autoridades de 
la isla para compensar el déficit de transferencia del situado de la Nueva 
España con el cual se pagaría a las milicias locales. Por otra parte, y no 
menos importante, el sistema crediticio isleño no se sustentaba, como en 
otras partes, en los préstamos eclesiásticos, sino en el capital mercantil.25

Ahora bien, el monto del crédito particular o a particulares —63 %— 
supera aún más al del entregado a la Consolidación debido a que en 
las órdenes y en los libros contables en algunos casos no se especifica

24 Sigfrido Vázquez Cienfuegos y Antonio Santamaría García, «Cuba económica en 
tiempo de las independencias americanas. La Hacienda y la Consolidación de los vales 
reales en comparación con el caso de México», Revista de Historia Económica, Journal of 
Iberian and Latin American Economic History 30, núm. 1 (2011), 117.

25 Vázquez Cienfuegos y Santamaría García, «Cuba económica», 91-124.
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cuánto habían recibido los particulares de las instituciones eclesiásticas, 
del clero o de las cofradías. Más que un descuido en los registros de los 
miembros de la junta subalterna y del tesorero, todo apuntaría a que se 
trataba de una estrategia para ocultar la cuantía de los montos disfruta-
dos en calidad de préstamo. De esa manera, los particulares no se ve-
rían compelidos a entregar la totalidad de su crédito —o lo que les res-
taba por pagar— y evitarían así dañar tanto su economía como la de sus 
acreedores. Al observar la gráfica 1.3, nos damos cuenta de que la mayor 
parte de los bienes sobre los que se imponía el crédito correspondían a 
las casas de los deudores, denominadas en la información contable como 
casas de habitación o de morada. Probablemente muchas de ellas eran 
tiendas que aprovechaban la cercanía del puerto de Acajutla para surtir-
se de abarrotes. Por otra parte, en algunos casos, los censuarios o deu-
dores tuvieron varios bienes hipotecados. Por ejemplo, Ramón Borica, el 
segundo que más aportó a la Consolidación en Sonsonate, tenía gravados 
por distintos créditos una chacra y un molino, y Casimiro Cuéllar, por 
su lado, un mesón y una casa. Veamos ahora con mayor detenimiento 
cuál fue el crédito eclesiástico de la provincia que se vio afectada por la 
Consolidación de vales reales.

Gráfica 1.3. Bienes hipotecados por los deudores

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.
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El crédito eclesiástico de Sonsonate  
bajo el impacto de la Consolidación

En este apartado nos interesa explorar los montos del crédito eclesiástico, 
así como sus prestatarios, que fueron comprendidos dentro de la Conso-
lidación. Para ello, ha sido necesario cruzar la información contable ge-
nerada por la junta subalterna con los datos ofrecidos por la visita del 
arzobispo de Guatemala, Luis de Peñalver y Cárdenas, a Sonsonate en 
1803, así como con otras fuentes. La gráfica 1.4 ilustra los montos de los 
capitales eclesiásticos que estaban puestos a censo o crédito cuando ini-
ció la Consolidación, de acuerdo con la tesorería de Sonsonate. Observa-
mos que el importe más bajo —25 pesos— era el del Hospicio u Hospital 
San Juan de Dios y se le había concedido a Jacinto Aráuz, para lo que 
este se vio obligado a hipotecar su chacra.26 A continuación revisaremos 
someramente los otros renglones señalados en la gráfica.

Gráfica 1.4. Créditos eclesiásticos otorgados previo a la Consolidación (en pesos)

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.

26 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f. El hospicio estaba regentado por fray Pedro 
Patiño y fray José López.
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a) Las capellanías

Las capellanías de misas fueron obras piadosas creadas para interceder, 
por medio de la celebración de una cantidad anual de misas y de otros 
rituales, por la salvación del alma del fundador de esa obra piadosa y las 
de sus familiares, concretamente con el objeto de abreviar su paso por el 
purgatorio. Asimismo, era una forma de sostener a clérigos de la iglesia 
—incluso antes de serlo, puesto que una capellanía podía financiar los 
estudios eclesiásticos—, ya que el capellán, quien por lo general era pa-
riente cercano del fundador, asumía el compromiso de oficiar las misas 
y el resto de actos religiosos a cambio de percibir la renta de la cape-
llanía.27 A través de un testamento, el fundador estipulaba una cantidad 
de dinero que debía ponerse a crédito para que el capellán percibiera el 
pago de los réditos, que solían ser de 5 % anual. Si no disponía de dine-
ro contante y sonante, el fundador podía proceder de dos formas. Cedía 
uno o varios de sus bienes para subastar públicamente y con el dinero 
obtenido la capellanía se ponía en funcionamiento, o también recurría a 
un crédito por el que gravaba uno de sus bienes y de esa manera el ca-
pellán se sustentaba con los réditos de dicha carga.28

27 Cuando la capellanía se fundaba para el clero regular, no era un pariente cercano del 
fundador quien asumía el rol de capellán, sino que la institución religiosa receptora ad-
ministraba los réditos del capital fundante y cumplía con los oficios religiosos respectivos. 
Un ejemplo de este tipo fueron las capellanías en favor de la Orden del Carmen Descalzo 
(carmelitas), en Nueva España. Véase Marcela Rocío García Hernández, «Las capellanías 
fundadas en los conventos de religiosos de la Orden del Carmen Descalzo. Siglos xvii y 
xviii», en Cofradías, capellanías y obras pías en la América colonial, coordinado por Pilar 
Martínez López-Cano, Gisela von Wobeser y Juan Guillermo Muñoz, 211-228 (México: iih-
unam, 1998), 211-228.

28 María Isabel Sánchez Maldonado, «La capellanía en la economía de Michoacán en 
el siglo xviii», en Iglesia, Estado y economía. Siglos xvi al xix, coordinado por María del 
Pilar Martínez López-Cano, 119-129 (México: iih-unam, 1995); Abadía Quintero, «Crédito 
eclesiástico», 202-229; Del Valle Pavón, «‘Lucro cesante’», 607-638; Gisela von Wobeser, 
«Las capellanías de misas: su función religiosa, social y económica en la Nueva España», 
en Cofradías, capellanías y obras pías en la América colonial, coordinado por Pilar Martínez 
López-Cano, Gisela von Wobeser y Juan Guillermo Muñoz, 119-130 (México: unam, 1998).
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Por ejemplo, la visita pastoral al curato de Dolores Izalco en 1803 da 
cuenta de la existencia de una capellanía fundada por Juan Urbina, excu-
ra de los izalcos.29 El capital con el que se fundó fue de 2 200 pesos y los 
réditos quedaron en manos de los padres coadjutores

con la carga de aplicar anualmente cincuenta y dos misas cantadas con tres 
responsos, en sufragio de su alma, la de sus padres parientes y bienhechores, 
y que hubieren de celebrarse en el Altar de Ánimas de esta Parroquia, cuyas 
misas las dotó por la limosna de dos pesos cada una.30

La clave para que la capellanía perdurara era que el capital funda-
cional no se extinguiera. Si el interesado la creaba estando con vida, se 
convertía en fundador y patrón; si no, quedaba como fundador y el tes-
tamento indicaba quién sería el patrono. El principal deber de este era 
velar por el cumplimiento de las cláusulas de la capellanía, y el trabajo 
del capellán era cumplir con los oficios religiosos consignados. Por lo ge-
neral, las capellanías se dividían en colativas —eclesiásticas— y laicales.31 

La contabilidad de la Consolidación pone al descubierto que una 
capellanía de los curas de Sonsonate le había prestado 150 pesos a Ma-
riano Chávez. En cambio, Dolores Valiente había recibido 600 pesos del 
patrono de dos capellanías pertenecientes a Juana Gálvez y a José Tomás 
de Guevara. En ambos casos, Chávez y Valiente hipotecaron sus casas 

29 Antes de 1745, Dolores Izalco y Asunción Izalco eran una sola parroquia. Véase 
Selvin Chiquín Enriquez, Entre pueblos y haciendas: territorio y economía parroquial en 
la Diócesis de Guatemala, Sonsonate y San Salvador, 1680-1750 (tesis de maestría, ciesas, 
Mérida, 2022), 112-125.

30 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 
38, f. 159.

31 Cynthia Montero Recorder, «La capellanía: una de las prácticas religiosas para el más 
allá», en Cofradías, capellanías y obras pías en la América colonial, coordinado por Pilar 
Martínez López-Cano, Gisela von Wobeser y Juan Guillermo Muñoz, 131-142 (México: 
iih-unam, 1998); Abelardo Levaggi, «Papel de los patronos en las capellanías. Cuestiones 
suscitadas a su respecto en el Río de la Plata», en Cofradías, capellanías y obras pías en la 
América colonial, 143-154; Consuelo Castro Pérez, Mercedes Calvo Cruz y Sonia Granado 
Suárez, «Las capellanías en los siglos xvii-xviii a través del estudio de su escritura de fun-
dación», Anuario de Historia de la Iglesia, núm. 16 (2007); Belaubre, «Tierra y crédito», 143.
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habitación. Por otro lado, no se especificó el monto del crédito recibi-
do de una capellanía que benefició a Miguel Godoy.32 De acuerdo con 
la contabilidad de la Consolidación, las capellanías ocuparon un tercer 
lugar en el crédito otorgado dentro de la alcaldía mayor de Sonsonate, 
aunque todavía está por investigarse si una parte de lo que figura como 
crédito entregado por clérigos era más bien de capellanías. En todo caso, 
no hay duda de que esta institución se convirtió en una importante fuen-
te de préstamo en Sonsonate. Sobre la fundación de capellanías, de si 
eran laicales o religiosas y sobre las rentas que producían solo se podrá 
profundizar con otro tipo de fuentes, por ejemplo, los protocolos produ-
cidos por esta institución.

b) Cofradías y hermandades

Las cofradías y las hermandades fueron asociaciones laicas en las que la 
devoción religiosa sirvió de base para construir una relación socioeco-
nómica muy importante en los curatos. Reunieron dinero a partir de las 
cuotas por ingreso —y periódicas también— de los cofrades, de los es-
quilmos procedentes de haciendas y ganados, de los réditos por créditos 
otorgados y de las donaciones que hacían algunos particulares, así como 
de la administración de capellanías. Entre las más conocidas estaban 
la del Santísimo Sacramento y la de las Benditas Ánimas. No obstante, 
hubo una variedad de advocaciones vinculadas a los santos de la Iglesia, 
la Virgen María, Jesucristo y la Santa Cruz. En el transcurso del año li-
túrgico sostenían el culto de muchas formas: pagaban misas, alimentaban 
a los párrocos e invertían en los accesorios sacros para la práctica de un 
ritual decente. Además, practicaban la caridad y la asistencia social me-
diante visitas a enfermos, el suministro de sustento en cárceles y hospita-
les y la provisión de funerales dignos para los más pobres.33

32 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.
33 Sobre el importante soporte económico de las cofradías y hermandades en doc-

trinas y parroquias consúltese: Rodolfo Aguirre Salvador, Cofradías y asociaciones de 
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Unos 15 años antes de la Consolidación, las fuentes revelan que en la 
alcaldía mayor de Sonsonate existían cerca de 173 cofradías y hermanda-
des, con un capital de 27 731 pesos y 964 cabezas de ganado.34 Respecto 
a su rol crediticio es importante advertir que es difícil precisar a cuán-
to ascendían los montos concedidos y quiénes eran los beneficiarios. La 
gráfica 1.5 muestra que, según la contabilidad de la Consolidación, la Ar-
chicofradía del Santísimo había otorgado 330 pesos en concepto de cré-
dito a un vecino de la capital provincial de nombre Dionisio Mencía. No 
obstante, el cura párroco precisó que dicha corporación tenía 2 538 pesos 
puestos a réditos y 331 «decaídos en deuda» —seguramente, los presta-
dos a Mencía—.35 Además, Manuel Pérez y Pedro Campo también reci-
bieron préstamos, pero desgraciadamente no se revelan los montos.36 La 
otra cofradía que tenía prestados ciertos capitales a particulares, según 
los registros de la Consolidación, fue la de Ánimas de Sonsonate. Los be-
neficiados fueron Anacleta Martínez y Gerardo de la Paz, con 40 y 300 
pesos, respectivamente, y para ello hipotecaron sus viviendas.37

Las rentas fijas por cofradías y hermandades que percibió la parro-
quia de Sonsonate fueron de dos tipos. En primer lugar, estas corpora-
ciones pagaban al cura un número regular de misas al mes que, por lo 
general, costaban dos pesos. La Archicofradía del Santísimo Sacramento, 

fieles en la mira de la Iglesia y de la Corona: arzobispado de México, 1680-1750 (México: 
iisue-unam, 2019); David Carbajal, Cuerpos profanos o fondos sagrados. La reforma de co-
fradías en Nueva España y Sevilla durante el Siglo de las Luces (México: Página Seis, 2017); 
María Dolores Palomo Infante, Juntos y congregados. Historia de las cofradías en los pueblos 
de indios tzotziles y tzeltales de Chiapas (siglos xvi al xix) (México: ciesas, 2009); Clara 
García Ayluardo, El privilegio de pertenecer. Las comunidades de fieles y la crisis de la mo-
narquía católica (México: cide, División de Historia, 2005); Asunción Lavrin, «Cofradías 
novohispanas: economías material y espiritual», en Cofradías, capellanías y obras pías en la 
América colonial, coordinado por Pilar Martínez López-Cano, Gisela von Wobeser y Juan 
Guillermo Muñoz, 49-64 (México: unam, 1998); Claudia Quirós, «Las cofradías indígenas 
en Nicoya», Revista de Historia, núm. 36 (1997), 37-77.

34 González Torres, «Vida material y espiritual», 28.
35 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 38, 

f. 219; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.
36 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3645, s. f.
37 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.
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la misma que había concedido 330 pesos en concepto de crédito, pagaba 
cinco misas cada mes, a dos pesos cada una, por lo cual abonaba un to-
tal de 120 pesos al año. En segundo lugar, desembolsaban pagos más ge-
nerosos por festividades especiales. La del Santísimo Sacramento daba al 
cura párroco seis pesos con cuatro reales «por el Sermón del mandato y 
la misa de Resurrección». La información es sumamente variada en cada 
pueblo cabecera o parroquia, así como en cada uno de los pueblos ane-
xos. En aquella misma parroquia, en San Antonio del Monte, la cofradía 
de San Antonio pagaba al año 22 pesos con cuatro reales, monto con el 
que se cubría la festividad del santo, la misa de aniversario y un total de 
12 misas meseras.38 En síntesis, en la parroquia de Sonsonate, las cofra-
días y hermandades aportaron la cantidad más elevada de rentas fijas al 
año para el sustento de los curas: 853 pesos. El segundo lugar lo ocupa-
ron las capellanías, con 373 pesos con cuatro reales, y el sínodo quedó en 
tercer lugar, con 183 pesos con cinco reales.

Gráfica 1.5. Créditos otorgados por cofradías de la villa de Sonsonate 
previo a la Consolidación (en pesos)

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.

38 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 38, 
ff. 210 y 211. En relación con otros aportes económicos que hacían las cofradías y herman-
dades, véase el trabajo ya referido de González Torres, «Vida material y espiritual».
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c) Crédito otorgado por clérigos

Adelantamos en el párrafo anterior que los curas percibían rentas o in-
gresos fijos, pero, además, contaban con otro tipo de ingresos denomina-
dos «accidentales».39 Las rentas fijas procedían de las capellanías, de las 
cofradías y hermandades, y del pago del sínodo que hacía la Real Caja 
de la Villa de Sonsonate. Los ingresos procedentes de las capellanías, por 
ejemplo, se contabilizaron de acuerdo con el pago que recibían por las 
misas oficiadas al año, cuyo monto y número de oficios quedaban esti-
pulados cuando se fundaba la capellanía. Ahora bien, se denominaban 
ingresos accidentales aquellos que la feligresía aportaba en concepto de 
primicias, así como por el pago de bautismos, casamientos y entierros. 
Respecto de las primicias, el cura párroco detalló en su informe que la 
cantidad recaudada al año ascendía a 200 pesos.40 Los otros servicios 
—bautismos, casamientos y entierros— sumaron un total de 1 143 pesos 
con cuatro reales por año. Al juntar las rentas fijas y las accidentales, el 
párroco reportó ingresos anuales de 2 753 pesos con cinco reales.41

Las rentas mencionadas anteriormente representaban solo una 
parte de lo que llegaba a los bolsillos de los clérigos y, según diversos 

39 De acuerdo con Rodolfo Aguirre, en las diócesis novohispanas, los curas seculares y 
los frailes doctrineros dividían sus ingresos en los de «pie de altar» y los «accidentes». Los 
primeros eran fijos y abarcaban «todo un grupo de partidas cuya recaudación era cíclica y 
anual, con montos preestablecidos que los curas esperaban cobrar en las mismas fechas del 
año». Los «accidentes» se circunscribían al pago de bautismos, matrimonios y entierros. 
Rodolfo Aguirre Salvador, «La diversificación de ingresos parroquiales y el régimen de sus-
tento de los curas. Arzobispado de México, 1700-1745», Relaciones. Estudios de Historia y 
Sociedad 36, núm. 142 (2015), 211.

40 Parecido al diezmo, la primicia era un tipo de ingreso ligado a las cosechas de la fe-
ligresía, pero ingresaba de manera directa en la parroquia, y aunque no era una renta ele-
vada, no dejó de tener valor para los curas. Selvin Chiquín ha demostrado que, en 1714, en 
la alcaldía mayor de San Salvador 15 % de los ingresos del cura de San Vicente procedían 
de las primicias. Chiquín Enriquez, Entre pueblos, 239. Véase también Adriaan van Oss, 
Catholic Colonialism. A Parish History of Guatemala, 1524-1821 (Cambridge: Cambridge 
University Press), 1986, 92.

41 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 38, 
ff. 210-212.
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estudios,42 constituían además una importante fuente de crédito. En la 
gráfica 1.6 se puede observar que los párrocos de Sonsonate otorgaron 
créditos cuyo monto total ascendió a casi 6 000 pesos. Lamentablemente, 
la contabilidad de la Consolidación no especifica con nombre y apellido 
quién era el eclesiástico que había otorgado el préstamo, con las excep-
ciones de Isidro Sicilia e Isidro Díez Clemente, pero sus montos no son 
representativos. Los párrocos de Sonsonate en esa época eran Manuel 
Pérez Folgar —cura beneficiado o rector— y Juan Velado —coadjutor—. 
Sicilia y Díez estaban adscritos a dicho curato.43

Bajo la categoría de «Párrocos de Sonsonate», la contabilidad de la 
Consolidación registra que, por ejemplo, Eugenio Rascón, un prominen-
te vecino de la capital provincial, se benefició de un crédito de 500 pe-
sos concedido por aquellos. Por su lado, Gerardo de la Paz recibió un 
préstamo de 60 pesos del clérigo Isidro Díez Clemente.44 Si observamos 
con detenimiento la gráfica 1.6, constatamos que solo los curas de la Vi-
lla de Sonsonate cubrieron más de 50 % del monto global por concepto 
de créditos otorgados por clérigos, seguidos por los de Izalco. Conviene 
comentar que, de esos casi 6 000 pesos, solo el padre coadjutor de Son-
sonante, Juan Velado, se había beneficiado con dos préstamos que su-
maban un total de 1 900 pesos. Los créditos estaban distribuidos del si-
guiente modo: 1 700 pesos gravados sobre su hacienda El Rosario y 200 
pesos gravados sobre su casa de habitación. Del primer crédito entregó 

42 Robert W. Patch, «Cura y empresario: los préstamos financieros de Mateo Cornejo y 
la producción de añil en El Salvador, 1764-1780», Mesoamérica, núm. 48 (2006), 47-67.

43 La iglesia parroquial de la Villa de Sonsonate tenía cuatro pueblos sujetos: Santa 
Isabel Mexicanos, San Miguel Sonzacate, San Antonio del Monte y San Francisco 
Tacuzcalco. La feligresía estaba bajo el gobierno espiritual de cinco eclesiásticos: Manuel 
Pérez Folgar, cura rector y vicario provincial; Juan Velado, coadjutor; José Domingo 
Méndez, acerca del cual se afirma que estaba enfermo; Pedro Sicilia, de quien se declara 
que en ese momento se encontraba en el curato de San Pedro Caluco, ya que el cura de 
esa parroquia había enfermado, y José María Díez Clemente, quien había vivido en la villa, 
pero en ese momento se desconocía su paradero. ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de 
Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 38, ff. 208-208v.

44 agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.
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200 pesos a la Consolidación y del segundo dio 50.45 La posesión de una 
hacienda por parte de Velado refuerza lo que ya comentábamos: que 
además de las rentas fijas y accidentales, muchos clérigos disfrutaban de 
otros bienes que les generaban ingresos y que esos también pudieron ha-
berse puesto a crédito.46

Además, el caso de Velado revela un hecho interesante: la relación 
crediticia endogámica entre los clérigos de la alcaldía mayor. Él recibió 
dos préstamos de su mismo curato, probablemente del rector, Manuel 
Pérez Folgar. Por otro lado, este último había recibido uno de 500 pe-
sos de los párrocos de Izalco, e Isidro Díez Clemente se benefició con 
otro de 268 pesos concedido por su compañero de curato, Isidro Sicilia. 
Los párrocos del pueblo de Ahuachapán, en cambio, concedieron présta-
mos a particulares, como los hermanos Arévalo, Rosa Pérez y José Aza-
graz, que sumaron un total de 800 pesos.47

Con todo, es importante acotar que es casi seguro que una buena 
parte de los créditos otorgados por los párrocos de Sonsonate, Izalco y 
Ahuachapán (véase gráfica 1.6) procedieran de capellanías.48 Este fue el 
caso, a manera de ejemplo, de los 1 200 pesos del crédito otorgado por 
los párrocos de Izalco, según la contabilidad de la Consolidación, a Alejo 
Vega, en favor de su hacienda Los Lagartos, situada entre Dolores Izal-
co y Guaymoco.49 Los informes de la visita obispal realizada a Dolores 
Izalco en abril de 1803 revelan que los 1 200 pesos gravados sobre aquella 
hacienda correspondían a la capellanía fundada por Juan Urbina, antiguo 
párroco del lugar, en beneficio de los padres coadjutores. El préstamo 
principal con el que se fundó la capellanía fue de 2 200 pesos. A la fecha 
de la visita, los restantes 1 000 pesos se habían trasladado a la hacienda 

45 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.
46 Es algo que ya señala Chiquín Enriquez, Entre pueblos, 200.
47 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.
48 En 1791, cuando la parroquia de Sonsonate fue visitada por el entonces arzobispo 

Cayetano Francos y Monroy, según un informe del mismo cura Manuel Pérez, las cape-
llanías le aportaban a la parroquia 7 822 pesos. ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de 
Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 37, f. 341v.

49 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.
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El Rosario, situada en Usulután, cuyo propietario era José Santín del 
Castillo, vecino de la Villa de San Vicente. En los documentos se afirma 
que los beneficiarios cobraban los réditos respectivos de dicha capella-
nía, hecho que confirmó la visita a la parroquia vecina de Asunción de 
Izalco.50 Desde 1745, cuando el pueblo se fragmentó en dos parroquias —
Dolores y Asunción—, los réditos de la capellanía se repartían en partes 
iguales entre los padres coadjutores. Por último, llama la atención que no 
se ha encontrado otro crédito otorgado a nombre de «Párrocos de Izal-
co»; sí aparece uno por 500 pesos, pero fue concedido por los «Párrocos 
de Dolores Izalco». Curiosamente, el beneficiario de dicho crédito fue el 
cura rector de la Villa de Sonsonate, Manuel Pérez Folgar, gravado sobre 
su casa de habitación. De dicho monto, Manuel Pérez entregó 150 pesos 
a la Consolidación.

Gráfica 1.6. Créditos otorgados por clérigos previo a la Consolidación (en pesos)

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.

50 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 
38, ff. 159-159v.
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d) Los conventos

Hacia 1803, existían en la Villa de Sonsonate cuatro conventos: Santo Do-
mingo, San Francisco, La Merced y el de los frailes de san Juan de Dios.51 
La documentación primaria y secundaria revisada ofrece una aproxima-
ción muy general sobre el nivel de riqueza de esas corporaciones religio-
sas y, por consiguiente, sobre su papel como agentes de crédito. Lamen-
tablemente, la mayor parte de la información se refiere a los dominicos. 
De hecho, Christophe Belaubre ha señalado que ellos lograron un poder 
económico superior al de las otras órdenes en el Reino de Guatemala.52 
En cualquier caso, un primer aspecto a considerar para entender el ori-
gen de sus capitales es el de sus propiedades. Belaubre lista un total de 
siete haciendas en manos de los dominicos solo en la Diócesis de Gua-
temala: San Jerónimo, Palencia, Anís, Rosario, Chácara, Llano Grande y 
Cerro Redondo. En total sumaban 1 276 caballerías de tierra. Las hacien-
das mejor valoradas eran tres: San Jerónimo en 201 418 pesos, Palencia 
en 28 075 pesos y Cerro Redondo en 12 416 pesos. Con todo, la primera 
constituía el tesoro más preciado. Desde que la recibieron en donación, 
en 1579, esa hacienda se había caracterizado por su actividad ganadera, 
pero gracias al dinero procedente de capellanías, la convirtieron en un 
importante ingenio de caña.53

51 El prior del convento de Santo Domingo era fray Cosme Alonso, y el guardián del 
convento de San Francisco, fray José María Berneto. En el informe de la visita del arzobis-
po de 1803 no figura el nombre del comendador del convento de La Merced. ahag, Fondo 
Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 38, ff. 208v-209.

52 Los franciscanos tenían prohibido gozar de bienes y propiedades. Véase Jesús 
María García Añoveros, «Las misiones franciscanas de la Mosquitia nicaragüense», en 
Actas del III Congreso Internacional sobre los franciscanos en el Nuevo Mundo (siglo xvii), 
886-921 (Madrid: Deimos, 1991), 258; Christophe Belaubre, «Poder y redes sociales en 
Centroamérica: el caso de la orden de los dominicos (1757-1829)», Mesoamérica, núm. 41 
(2001), 35.

53 Belaubre, «Poder y redes sociales», 45. En palabras del autor: «En poco tiempo hicie-
ron de esa hacienda una joya que producía 3 125 arrobas de azúcar en 1769, y entre 2 800 y 
4 400 arrobas en los primeros años del siglo xix, o sea del 15 al 30 % de la producción total 
del corregimiento del valle de Guatemala», 39.
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En segundo lugar, y estrechamente ligada al trabajo en las hacien-
das, la mano de obra esclava contribuyó a acrecentar las rentas de dicha 
orden. Recién proclamada la independencia, los dominicos tenían unos 
800 trabajadores en esta condición solo en la provincia de Guatemala, 
por lo que la abolición de la esclavitud en 1824 fue un golpe significativo 
para la economía de los religiosos.54 Por su lado, los indios contribuye-
ron a engrosar las rentas dominicas no como esclavos, pero sí prestando 
«servicios» o «faenas».55 Un caso de 1803 revela que el prior del convento 
de Sonsonate, fray Cosme Alonso, tras el supuesto incumplimiento de las 
faenas acostumbradas por parte de los indios del Barrio del Rosario en 
los días de la Semana Santa, Corpus Cristi, Santo Domingo y la festivi-
dad del Rosario, procedió a medir los solares que aquellos ocupaban y 
estableció un pago según las medidas obtenidas a fin de remplazar las 
faenas por pagos en efectivo. Se tasaron 14 solares y el importe del cobro 
sumó 11 pesos.56 Muy a pesar de los deseos de fray Cosme, los justicias 
y principales indios del Barrio del Rosario presentaron una queja ante el 
alcalde mayor, Martín Albores, en la que afirmaron que era una «gravo-
sa pencion [impuesta por el religioso, sic] p.[o]r nuestra suma pobreza, 
el t[iem]po. tan angustiado con los abastos caros, los tributos recrecidos, 
sin tener tierras en que trabajar».57 El alcalde falló en favor de los indios, 
por lo que la medida del fraile quedó sin efecto. Ciertamente, se trata 
este de un caso puntual y por un capital aparentemente sin importancia: 

54 Belaubre, «Poder y redes sociales», 52-54.
55 Ciudad Suárez habla del trabajo de los indios en el sistema de repartimiento. En sus 

palabras: «A pesar de las continuas prohibiciones del repartimiento de indios, éstos con-
tinuaron en Guatemala durante toda la época colonial, como ya se ha señalado, pues esta 
mano de obra, casi esclava, era muy necesaria para los intereses de los hacendados —tanto 
laicos como eclesiásticos—». Milagros Ciudad Suárez, Los dominicos, un grupo de poder en 
Chiapas y Guatemala. Siglos xvi y xvii (Sevilla: Escuela de Estudios Hispano-Americanos, 
1996), 262-263.

56 agca, A1 (3), leg. 643, exp. 5895, s. f. Los afectados con la medida del prior fueron 
Sebastián Fabián, Juan Santos, Felipa Benicia, José Ylario, María Andrea, Juan Victoriano, 
Vicente Mártir, Nicolás Maximiliano, Alejandro Mártir, María Clara, Estanislao Obispo, 
Yldefonso Timoteo, Nicolás Obispo Martín y Manuel Ascencio Galicio.

57 agca, A1 (3), leg. 643, exp. 5895, s. f.
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11 pesos en total. No obstante, constata que los conventos se beneficiaron 
de la mano de obra india y demuestra que no solo la fuerza de traba-
jo del indio podía estar a merced de los religiosos, pues también podían 
imponer medidas con el objeto de cobrar dinero en efectivo.

En tercer lugar, y no por eso de menor valor, figuraban las capella-
nías de misas. El caso de la Nueva España arroja luces para entender lo 
ocurrido en el Reino de Guatemala. Para el tema en discusión, Marce-
la García explica muy bien cómo los conventos de carmelitas descalzos 
—San Ángel, Toluca y Orizaba, en Nueva España— lograron riquezas y 
bienes inmuebles gracias a la fundación de capellanías.58 En el caso de 
la Diócesis de Guatemala, Belaubre menciona que, hacia 1740, los domi-
nicos pagaban los réditos correspondientes por un capital de 22 430 pe-
sos conformado por capellanías.59 En este punto debemos recordar las 
tres formas en las que los religiosos podían involucrarse: alguien donaba 
una cantidad de dinero al convento para la fundación de una capellanía; 
a falta de liquidez, la persona legaba bienes muebles o inmuebles y los 
religiosos procedían con el remate respectivo para luego crearla; o conce-
dían un crédito al interesado en fundar la capellanía. En cuanto a las pri-
meras dos formas, los frailes evaluaban cómo invertir el dinero recibido, 
y una de las modalidades para hacerlo era precisamente mediante la con-
cesión de créditos. Si el censuario (deudor) no cumplía con los réditos, 
el acreedor exigía el principal, y si el deudor tampoco cumplía, entonces 
los religiosos podían quedarse con el bien gravado que, por lo general, 
ponían posteriormente a remate.60

Una última forma de manejar riquezas era por medio de cofradías. 
En la información consultada no se ha encontrado un número conside-
rable de estas, tampoco de montos, pero las pocas mencionadas demues-
tran que dichas asociaciones formaron parte de los conventos. Hacia 
1791, en el informe de la visita pastoral del arzobispo Cayetano Francos 
y Monroy a Sonsonate figura que en el convento de Santo Domingo 

58 García Hernández, «Las capellanías fundadas», 211-228.
59 Belaubre, «Poder y redes sociales», 42.
60 Ciudad Suárez, Los dominicos voluntarios, 272 y 275.
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existía la cofradía de Nuestra Señora del Rosario, aunque sin principal; 
el de San Francisco reportó la del Señor del Calvario, con 119 pesos, y 
la de Santa Lucía, que en 1787 informó tener 60 pesos; el convento de 
La Merced tenía la cofradía de Nuestra Señora de la Esclavitud, con 500 
pesos, y la de San Ramón, con 242 pesos.61 Doce años después, en 1803, 
los dominicos reportaron de nuevo que la de Nuestra Señora del Rosario 
no tenía principal; los franciscanos dieron por perdidas la del Señor del 
Calvario y la de Santa Lucía, y los mercedarios, por su lado, confirmaron 
que la cofradía de Nuestra Señora de la Esclavitud poseía 519 pesos y la 
de San Ramón Nonato, 266 pesos.62

Gráfica 1.7. Créditos de conventos antes de la Consolidación (en pesos)

Convento San Francisco 2 790 p.

Convento Santo Domingo: 3 115 p.

Convento de La Merced: 1 390 p.

Fuente: elaboración propia a partir de agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3660, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, 
exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 349, exp. 3656, s. f.

61 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 37, 
f. 341v.

62 ahag, Fondo Diocesano, Secretaría de Gobierno Eclesiástico, Visitas pastorales, t. 
38, ff. 219v-220. Una idea general acerca de cómo los franciscanos obtenían ingresos nos la 
ofrece García Añoveros, con la aclaración de que su estudio se sitúa hacia finales del siglo 
xvii, es decir, unos 100 años antes de las fechas aquí estudiadas: «Las tres fuentes económi-
cas con que se sustentaban los franciscanos y mantenían sus conventos, especialmente el de 
San Francisco de Guatemala, provenían de los sínodos reales, las raciones y servicios que 
de los indios recibían los doctrineros y las limosnas y donaciones en especie o en dinero 
que percibían o recababan los frailes». García Añoveros, «Las misiones franciscanas», 898.



92

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

La gráfica 1.7 muestra una comparación de los créditos otorgados 
por los tres conventos de Sonsonate. Los de La Merced fueron montos 
pequeños, salvo el concedido por el convento de Guatemala, que no apa-
rece contabilizado en la ilustración. Así, Mateo Bernal y Juan García se 
beneficiaron con cantidades de 50 y 35 pesos, respectivamente, para lo 
cual hipotecaron sus casas de habitación. En cambio, Braulio Pérez re-
cibió del convento mercedario de Guatemala 1 000 pesos gravados sobre 
su hacienda. Por su lado, los préstamos del convento de San Francisco 
se repartieron entre pocos individuos, seis en total; sin embargo, en dos 
casos encontramos créditos muy altos, como el entregado a Baltasara 
Zelaya, de 820 pesos, o el concedido a Joaquín Sosa, de 920 pesos. Por 
esa razón, en la suma, los franciscanos aparecen en segundo lugar en la 
gráfica, a diferencia de los dominicos. El convento dominico fue el que 
más créditos concedió, con montos muy variados. Por ejemplo, encon-
tramos unos muy bajos, como el de Rosalía Évora, quien había recibido 
40 pesos, pero otros elevados, como los 700 pesos otorgados a Ramón 
Borica.63

Hubo vecinos importantes que se endeudaron con más de un con-
vento, como Casimiro Cuéllar, quien hipotecó un mesón a partir de un 
crédito de 250 pesos concedido por una capellanía de los dominicos de 
Sonsonate y de un préstamo de los mercedarios de San Salvador. De los 
primeros recibió 100 pesos y de los segundos, 150. Con respecto a los re-
gistros de la Consolidación, en algunos casos no quedó especificado el 
lugar del convento del que procedía el dinero prestado. Así sucedió con 
dos individuos cuyos créditos fueron al parecer concedidos por el con-
vento de los dominicos —no se sabe si Sonsonate, San Salvador o Gua-
temala—, uno de 100 y otro de 80 pesos. En otros, los registros indican 
que los conventos prestamistas se ubicaban fuera de Sonsonate, como en 
el caso de los dominicos de San Salvador, que habían prestado 100 pesos, 
mientras que los conventos de La Merced de San Salvador y de Guate-
mala tenían financiadas cantidades de 150 y 1 000 pesos, respectivamente. 

63 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3645, s. f.; agca, A3 
(3), leg. 349, exp. 3656, s. f.
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Por otra parte, y como ya habíamos anticipado, hubo casos en los que en 
la contabilidad se omitió la información del monto prestado. Así, no se 
registraron datos de Andrés Mencía ni de Marcos Melgar, quienes hipo-
tecaron una labor y una casa, respectivamente. Sus prestamistas fueron 
los franciscanos de Sonsonate.64

Conclusiones

La Consolidación de vales reales pretendió que las parroquias, conven-
tos, catedrales, obras pías y cofradías, entre otras instituciones religiosas 
de América, drenaran dinero efectivo a una caja o tesorería denominada «de 
Consolidación», creada para ese efecto. La Consolidación mostró, por un 
lado, el fracaso de la utilización del papel moneda en la península ibé-
rica como una deuda a corto plazo y bajo el respaldo del primer banco 
nacional español, el Banco de San Carlos. También, expuso una de las 
consecuencias de las guerras imperiales, en el sentido de que se trasla-
dó la deuda metropolitana a las colonias para que estas la auxiliaran por 
medio de una modalidad de fiscalidad extraordinaria, el préstamo forzo-
so. Pero, asimismo, evidenció ser un eslabón en un largo proceso de ena-
jenación de los bienes eclesiásticos iniciado varios años antes y que sería 
una bandera del proyecto modernizador de las repúblicas independientes 
en América Latina ya bien entrado el siglo xix.

Los bienes enajenados por la Consolidación procedieron de diversas 
fuentes: préstamos, arrendamientos o ahorros. Según lo estipuló el real 
decreto de 1804, la transferencia se realizaría bajo la modalidad de prés-
tamo a la Corona —un préstamo forzoso—, por el que los acreedores re-
cibirían un rédito de 5 %. En el Reino de Guatemala se dispuso que de la 
recaudación fiscal procedente del monopolio de tabaco se pagara el prés-
tamo hecho, así como los intereses. El problema era que muchos de esos 
fondos ya estaban hipotecados. No fue extraño, entonces, que a pocos se 

64 agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3645, s. f.; agca, A3 (3), leg. 347, exp. 3651, s. f.; agca, A3 
(3), leg. 349, exp. 3656, s. f.
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les haya restituido de manera parcial o total el valor de sus bienes enaje-
nados. Por ejemplo, a los dominicos de Guatemala solo se les restituyó 
20 % de sus censos declarados.65

Todavía no contamos con estudios generales que nos permitan di-
mensionar el impacto de la Consolidación sobre las diversas actividades 
económicas en el reino, aunque algunos trabajos sobre casos particulares 
reportan, por ejemplo, subastas de tierras y ganado de cofradías en Costa 
Rica, las cuales beneficiaron a las familias notables de esa provincia, o el 
destino de importantes caudales de comunidad de Quetzaltenango, San 
Salvador y Chiapas a las arcas de Consolidación.66 Por este motivo, se 
requieren más estudios particulares para ir armando el rompecabezas de 
esta medida fiscal. 

Desde la perspectiva mencionada, este texto pretende constituirse 
en una primera aproximación al estudio del establecimiento de la Con-
solidación de vales reales en la provincia de Sonsonate durante los años 
comprendidos entre 1805 y 1808. Por medio del análisis realizado hemos 
podido comprender el funcionamiento de una junta subalterna, de sus 
logros en orden a satisfacer las urgentes necesidades de la Real Hacien-
da metropolitana y del mercado de capitales que movían las redes cre-
diticias eclesiásticas con los particulares. Además, nos percatamos de las 
prácticas económicas de los grupos de poder de Sonsonate, así como de 
las medidas discrecionales tomadas tanto por la junta subalterna como 
por ciertas familias de Guatemala para defender sus intereses. Con todo, 
las fuentes consultadas no nos proporcionaron información sobre la ve-
cindad de la mayoría de los depositantes, sobre varias de las cantidades 
otorgadas a crédito ni sobre el pago del rédito de 5 % a los acreedores 

65 Belaubre, «Tierra y crédito», 153.
66 Lowell Gudmunson, «La expropiación de los bienes de las obras pías en Costa Rica, 

1805-1860: un capítulo en la consolidación económica de una elite nacional», Revista de 
Historia, núm. 7 (1978); Selvin Chiquín Enriquez, «Administración y gasto de las cajas 
de comunidad en la Audiencia de Guatemala: el corregimiento de Quetzaltenango, 1790-
1820», Estudios de Cultura Maya, núm. 57 (2021); Herrera Mena, Los ahorros del imperio; 
Javier Guillén Villafuerte, Las comunidades de indios. Tierras, fianzas y crédito en los pue-
blos de Chiapas y Guatemala, 1560-1810 (tesis de doctorado en Historia, Colmex, México, 
2024), 492-498.



95

Capítulo 1. Fiscalidad extraordinaria y crédito eclesiástico

del rey o las reacciones de los sujetos y las corporaciones que se vieron 
afectadas por la Consolidación. Asimismo, tampoco nos ha sido posible 
determinar o cuantificar los efectos sobre los vasallos y sus actividades 
económicas. 

Al percatarnos de que muchos de los bienes gravados por el crédito 
sobre los que impactó la Consolidación en Sonsonate fueron las casas de 
morada o de habitación de los vecinos, colegimos que la medida fiscal 
metropolitana afectó considerablemente al comercio. Esta alcaldía mayor 
poseía un importante puerto en la Mar del Sur, por lo que muchos de 
sus habitantes se beneficiaron de las continuas transacciones de diver-
sos productos y artefactos que llegaban desde el exterior. En ese sentido, 
pensamos que la actividad comercial minorista o mayorista a través de 
las casas de habitación, como las tiendas, debió asumir la parte más pe-
sada de la medida fiscal. Confiamos en que nuevos acercamientos al pro-
ceso en cuestión puedan profundizar en estas particularidades provincia-
les, permitan establecer interesantes comparaciones con otras partes del 
reino y posibiliten encontrar respuestas a las aristas que aún quedan pen-
dientes por dilucidar. 
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Introducción

El 1º de julio de 1823 el Congreso Constituyente decretó que las pro-
vincias que formaban el antiguo Reino de Guatemala serían libres e 

independientes no solo de España, sino también de cualquier otro país 
extranjero, así del antiguo como del Nuevo Mundo, siendo cada una li-
bre en su gobierno y administración interior. Un año más tarde se creó 
la República Federal de Centroamérica, cuando se promulgó su Consti-
tución Política el 22 de noviembre de 1824. 

Con la formalización de estas decisiones, las sociedades que integra-
ban esa instancia político-administrativa se encontraron frente a varias 
esferas de poder con las que tuvieron que coexistir y a las que se había 
ido dotando de cierta autonomía a partir de los sucesos ocurridos tras 
la crisis del Imperio español y el constitucionalismo gaditano, los cua-
les llevaron a la reconfiguración de distintos espacios territoriales que se 
disputaban el control jurisdiccional. 
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Nos encontramos con un gobierno central federal en un extremo y 
en el otro con la administración de un conjunto de provincias, conside-
radas ellas mismas soberanas y autónomas, pero que a la vez contenían 
en su interior una variedad de poblaciones y ciudades principales, rodea-
das de distintos pueblos que también defendían y reclamaban derechos y 
privilegios propios. En ese contexto, no debe sorprendernos la existencia 
de un equilibrio inestable en las relaciones entre los distintos espacios, 
en un entorno de cambio constante que ya había iniciado durante las úl-
timas décadas del siglo anterior, en un permanente juego de asimetrías 
entre diferentes escalas y esferas de poder.

Es conocido que los tránsitos de provincia a Estado en las socieda-
des iberoamericanas fueron procesos difíciles, tortuosos y conflictivos.1 
En este marco, en los territorios centroamericanos, tras la creación de la 
República Federal resurgieron viejas disputas, pero también nuevos dile-
mas dentro de cada una de las provincias que habían formado parte del 
Reino de Guatemala. 

La decisión de constituir un Estado federal en una sociedad corpo-
rativa y con fuerte tradición pactista, en un momento en el que la ex-
periencia constitucional gaditana había fortalecido la autonomía local y 
provincial, fue uno de los principales retos que tuvieron que enfrentar 
estas nuevas entidades políticas. Asimismo, el control y la administración 
de las rentas provenientes de los monopolios y de las alcabalas marítimas 
constituyeron uno más de los ejes de esta disputa entre las jurisdicciones 
federal, estatal o provincial y local. 

A fin de explicar este entramado de poderes que coexistían en ten-
sión en los territorios que formaban parte de la República Federal de 
Centroamérica, es necesario centrar la atención en los nuevos Estados 
en construcción, para entender esa larga transición de provincia a Es-
tado federado como un proceso de búsqueda constante de un sistema 

1 Una de las publicaciones más recientes para el caso mexicano es la obra colectiva 
coordinada por Graciela Bernal Ruiz y Mariana Terán Fuentes (eds.), Después de la guerra 
el comienzo (Madrid: Sílex Ultramar, 2021); véase también Mariana Terán Fuentes, De pro-
vincia a entidad federativa: Zacatecas, 1786-1835 (Zacatecas: Tribunal de Justicia del Estado 
de Zacatecas, 2007).



105

Capítulo 2. Entre el pacto federativo, la soberanía estatal y la fiscalidad

representativo en una sociedad corporativa. En otras palabras, se trata 
de comprender y explicar el reto de constituir un Estado en una repú-
blica federal, captando las contradicciones, alianzas y conflictos tanto en 
el seno de los distintos grupos como entre ellos. En síntesis, es evidente 
que la reasunción de la soberanía territorial favoreció la recomposición 
de las cabeceras y los distritos, y en muchos casos derivó en tendencias 
autonomistas.

Es claro que el problema de la soberanía no puede limitarse a un 
asunto de orden político y que la discusión sobre el poder supone el tra-
tamiento de los asuntos financieros; de hecho, muchos de los desacuer-
dos entre el gobierno federal y los Estados comenzaron a partir de las 
disputas por la soberanía, ya que todos reclamaban para sí la titularidad 
de tal potestad,2 que a su vez implicaba el control de los recursos exis-
tentes en esos territorios, e incluso continuaron al iniciar el proceso de 
construcción estatal tras la disolución del pacto federal.

El estudio de la continuidad o los cambios en la fiscalidad de los 
territorios coloniales en su tránsito a Estados republicanos ha atraído la 
atención de algunos investigadores e investigadoras durante los últimos 
años, quienes han centrado su atención en la importancia de las contri-
buciones directas —especialmente para el caso de Guatemala y Chiapas 
durante los años posteriores a las independencias— y en su relación con 
los empréstitos, la alcabala, los estancos del tabaco y del aguardiente, así 
como con la historia social de la fiscalidad; en otras palabras, en las polí-
ticas fiscales aplicadas en los distintos momentos y espacios, al igual que 
las respuestas de los sectores sociales.3 

Durante el periodo de tránsito hacia los nuevos Estados, los asun-
tos de las rentas y los ingresos constituyeron factores esenciales en 
toda entidad política. En ese contexto, el análisis de la continuidad o 

2 Xiomara Avendaño Rojas, «Fiscalidad y soberanía: dos puntos críticos del gobierno 
federal centroamericano; 1824-1838», Relaciones 17, núm. 67/68 (1996), 105-106.

3 Es el caso de las investigaciones de Aaron Pollack, «Nuevas fronteras y nuevas po-
líticas fiscales. Las primeras contribuciones directas en Guatemala y Chiapas», Estudios 
Digital 6, núm. 16 (2018), y Dividir y cobrar, unir y cobrar. Categorías fiscales y sociales en 
Chiapas y Guatemala, 1800-1850 (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2021).
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discontinuidad colonial, al igual que la dependencia de los impuestos in-
directos como el estanco del tabaco y la alcabala, se vuelven relevantes 
y han llamado la atención de historiadores como Juan Carlos Sarazúa y 
Pablo Rodríguez, quienes han analizado en sus trabajos la hacienda y las 
finanzas estatales durante la primera mitad del siglo xix.4

También han sido objeto de estudio en investigaciones recientes los 
caminos seguidos por las nuevas entidades políticas en construcción, así 
como los espacios regionales que constituyeron sus principales focos de 
desarrollo. Es el caso de la investigadora Clara Fabregat, quien llama la 
atención sobre la posición privilegiada del oriente salvadoreño, tanto por 
su cercanía al puerto de La Unión —clave en el papel que desempeñó 
San Miguel como motor económico en la fase inicial del proceso de for-
mación estatal en El Salvador—,5 como por su vinculación histórica con 
diversas poblaciones del territorio hondureño.

En el marco de los espacios de poder mencionados, este texto se 
centra en reconstruir las disputas y negociaciones relacionadas con 
la administración y el control de los puertos de Omoa y Trujillo, en el 
contexto del tránsito del territorio de Honduras de provincia a Estado 
federado durante el primer quinquenio posterior a la disolución de la 
República Federal. Para ello es necesario analizar la importancia del con-
trol y la apropiación efectiva de los ingresos provenientes de las alcabalas 
marítimas de estos puertos por parte de las autoridades tanto federales 
como estatales y locales, al igual que su papel como espacios de inter-
cambio en el interior de las regiones y hacia el exterior. Todo esto con 

4 Juan Carlos Sarazúa Pérez, «Finanzas estatales en Guatemala, 1823-1850», en 
Independencias, estados y política(s) en Centro América en el siglo xix. Huellas históricas 
del bicentenario, editado por David Díaz Arias y Ronny Viales Hurtado, 68-87 (San José: 
Universidad de Costa Rica, 2012), 68-87. Juan Carlos Sarazúa Pérez, Recolectar, adminis-
trar y defender: la construcción del Estado y las resistencias regionales (tesis de doctorado en 
Historia, Universidad Pompeu Fabra, Barcelona, 2013). También Pablo Rodríguez Solano, 
La cuestión fiscal y la formación del Estado de Costa Rica, 1821-1859 (San José: Editorial 
Universidad de Costa Rica, 2017).

5 Clara Pérez Fabregat, «La configuración del espacio económico en el marco de la 
construcción del Estado: el oriente salvadoreño, 1840-1855», Revista Complutense de 
Historia de América 38 (2012).
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el fin de identificar y explicar cómo se manifestaron estos conflictos, así 
como de reconstruir su dinámica a lo largo del tiempo. Esto, a su vez, 
permitirá comprender el despliegue de los distintos espacios de poder in-
volucrados en el proceso de formación estatal.

Para reconstruir algunos de los procesos señalados anteriormente se 
analizaron los fondos del Archivo Nacional de Honduras, que incluyen 
documentos correspondientes a este periodo, especialmente el Fondo Fe-
deral y el de documentos clasificados, que contienen correspondencia, 
decretos e informes de autoridades estatales y locales relacionados con 
estos puertos, muchos de los cuales se enfocan en temas y problemas 
vinculados con el sostenimiento militar, el abastecimiento de esas plazas 
y puertos, la administración de los ingresos provenientes de la entrada y 
salida de mercaderías y el control de la evasión.

Las primeras decisiones centralizadoras 

Uno de los objetivos prioritarios de la política de los Borbones consis-
tía en transformar el imperio en un Estado territorial, que reclamaba la 
soberanía sobre todos sus súbditos, pero también sobre los espacios ju-
risdiccionales que integraban el Imperio español. En otras palabras, pro-
yectaban convertir el territorio en un espacio económico único, mediante 
una política mercantilista y un gobierno territorial eficaz y, con ello, eli-
minar los circuitos comerciales paralelos sin control real y fiscal.6 Con 
las reformas se pretendía, por un lado, retirar a los actores del gobier-
no superior —virreyes y capitanes generales— de la superintendencia de 
Hacienda, para crear así una separación de esferas de competencia. De 
esta forma, la administración de la Hacienda estaría bajo la autoridad del 
intendente o del superintendente, que solo tendría que rendir cuentas al 
secretario de Indias. Por otro lado, la creación de las intendencias im-
plicó también una reorganización territorial, en la que estas se situaban 

6 Horst Pietschmann, «Las reformas fiscales novohispanas del siglo xviii en sus dimen-
siones históricas múltiples», Tempus. Revista Historia General, núm. 14 (2016), 207-208.
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entre los corregimientos o las alcaldías mayores, y el intendente ejercía el 
gobierno superior en su jurisdicción, es decir, era quien concentraba las 
competencias del virrey a nivel local.7 

En el aspecto económico, la reforma de intendentes, aplicada a partir 
de 1786, delegó en los cabildos la administración de los monopolios del 
aguardiente, el tabaco y la pólvora. Desde el punto de vista fiscal y co-
mercial, la Corona centralizó la recaudación y administración de las alca-
balas marítimas y terrestres, al igual que otros impuestos administrados 
hasta entonces por los cabildos, que eran muy sensibles a los fraudes; se 
crearon así administraciones y oficinas recaudadoras en las ciudades, los 
puertos y las villas más importantes del reino.

En el marco de las reformas comerciales, Omoa y Trujillo8 fueron 
considerados puertos menores, lo cual les proporcionó ciertas oportu-
nidades mercantiles, pero también permitió la administración y el con- 
trol de sus ingresos y recursos desde Guatemala. Con ello, estos puertos 
quedaron bajo la custodia del capitán general en 1782, cuando se lanzó 
una ofensiva para desalojar a los ingleses de la costa caribeña;9 desde en-
tonces, también pasaron a ser plazas y puntos estratégicos militares.

En el contexto de la crisis monárquica, el ascenso del poder pro-
vincial fue cobrando mayor fuerza10 y se expresó en distintos conflictos 
surgidos durante los procesos de independencia como los siguientes: la 
instalación de las diputaciones provinciales, la creación de ayuntamien-
tos constitucionales, la representación y la obligación política, así como 

7 Philippe Castejón, «Reformar el imperio: el proceso de toma de decisiones en la crea-
ción de las intendencias americanas (1765-1787)», Revista de Indias 77, núm. 271 (2017), 
795-796.

8 Ethel García Buchard, De una elite regional a una fracción política. Un viaje a los orí-
genes de los grupos de poder en Honduras, 1786-1842 (Tegucigalpa: Subirana, 2021), 107-108.

9 Xiomara Avendaño Rojas y Norma Hernández Sánchez, ¿Independencia o 
autogobierno? El Salvador y Nicaragua, 1786-1811 (Managua: Lea Grupo Editorial, 2014), 113.

10 Xiomara Avendaño Rojas, «El gobierno provincial en el Reino de Guatemala», en La 
Independencia en México y el proceso autonomista novohispano, 1808-1824, coordinado por 
Virginia Guedea, 321-354 (México: Centro de Investigaciones Históricas, unam / Instituto 
Mora, 2001), 321.
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la recaudación y administración de los ingresos fiscales, incluidas las al-
cabalas marítimas y terrestres.

También se otorgó a las autoridades coloniales residentes en Gua-
temala mayores potestades relacionadas con la administración y gestión 
de los puertos existentes en su jurisdicción; con ello, se hizo evidente la 
tensión en el cobro de las cargas fiscales, al igual que la pugna entre los 
oficiales de la Caja Real y los intereses locales y regionales.

La era constitucional y la apertura hacia un sistema representativo 
abrieron paso a una nueva geografía política y, en ese contexto, la forma-
ción de ayuntamientos y diputaciones provinciales, así como la elección 
de los representantes a las Cortes, fortalecieron el proceso autónomo ge-
nerado por el sistema político monárquico. Al respecto, se ha demostra-
do que la reasunción de la potestad soberana ante la crisis monárquica 
inició dos movimientos políticos, uno que desintegró el reino y otro que 
dividió el espacio en el interior de cada provincia.11 Este proceso de inte-
gración/desintegración se expresó en conflictos territoriales y conflictos 
fiscales, en otras palabras, en disputas jurisdiccionales o espacios sobre 
los cuales ejercer soberanía.12

Es conocido que Comayagua, la capital provincial de Honduras, fue 
la primera región del antiguo Reino de Guatemala que se separó a prin-
cipios de 1820, cuando el jefe político José Tinoco y Contreras promovió 
la creación de la diputación provincial de Comayagua y asignó represen-
tantes de las distintas jurisdicciones de la provincia ante dicha diputa-
ción, pero también estableció aduanas primarias en los puertos de Omoa 
y Trujillo, con lo cual eliminó la obligación de llevar todos los bienes a 
la capital antes de exportarlos.13 Esta medida favoreció la posición de los 
comerciantes del interior de la provincia, que deseaban evitar el mono-
polio de la capital y de los comerciantes de Guatemala, especialmente de 
la familia Aycinena.

11 Avendaño Rojas, «El gobierno provincial», 323-324.
12 Avendaño Rojas, «Fiscalidad y soberanía», 106.
13 Miles Wortman, Gobierno y sociedad en Centroamérica, 1680-1840 (San José: Banco 

Centroamericano de Integración Económica, 1990), 285-287.
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Es importante recordar que los puertos constituyen puntos de con-
tacto tanto hacia el interior como hacia el exterior, en lo que se refiere 
al intercambio de productos y la articulación de redes sociales, sin con-
tar con su dimensión fiscal, militar y estratégica, lo cual explica el inte-
rés por su administración y control por parte de las autoridades federa-
les, provinciales o estatales, pero también de las locales y de los distintos 
grupos económicos presentes en cada uno de estos espacios. 

En el caso de la provincia de Honduras,14 el puerto de Omoa conta-
ba con una amplia área de influencia dada su localización geográfica en 
el golfo de Honduras, a la vez que conectaba hacia el interior con Coma-
yagua, San Pedro Sula y los Llanos de Santa Rosa, desde donde se podía 
acceder a los pueblos de la provincia de Guatemala y del oriente salvado-
reño, en una relación constante que se volvía más dinámica durante las 
ferias de San Miguel.

Por otro lado, el puerto de Truxillo tenía un territorio interior más 
limitado a la región de Olancho, una zona dedicada a la actividad gana-
dera; en términos generales, era un puerto regional y fronterizo15 y, como 
tal, mantenía un estrecho contacto con autoridades y grupos de poder de 
las ciudades y los pueblos que formaban parte de sus redes económicas 
y de su área de influencia, que incluso llegaba hasta la zona minera de 
Tegucigalpa, a la vez que se conectaba directamente hacia el exterior con 
Belice e incluso con La Habana, como se puede observar en el mapa 2.1.

En la convocatoria a Cortes de 1810 resultó electo por Comayagua el 
licenciado Francisco Morejón, quien inició sus funciones el 11 de junio 
de 1811. Las instrucciones que le fueron encomendadas incluían la reali-
zación de gestiones para la devolución de los puertos de Omoa y Truji-
llo a la jurisdicción de Comayagua. Pero también se dieron instrucciones 
desde la gobernación de Costa Rica para que se solicitara la elimina-
ción del estanco y la apertura del comercio ya que, ante la posibilidad 

14 Ethel García Buchard, Dinámica política y construcción nacional estatal en Honduras 
(1838-1872) (tesis de doctorado en Historia, Universidad de Costa Rica, 2007), 86-89.

15 Elizet Payne Iglesias, El puerto de Truxillo. Un viaje hacia su melancólico abandono 
(Tegucigalpa: Guaymuras, 2007), 370-372.
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de producir más tabaco para otros virreinatos, era urgente la creación de 
puertos. En este caso, la respuesta fue el reconocimiento de los puertos 
de Matina y Puntarenas.16 

Mapa 2.1. Vías de comunicación terrestre en la provincia de Honduras, inicios del siglo xix

Fuente: tomado de Ethel García Buchard, De una elite regional a una fracción política. Un viaje a los 
orígenes de los grupos de poder en Honduras, 1786-1842 (Tegucigalpa, Subirana, 2021), 73.

Las peticiones del diputado Morejón también tuvieron éxito porque, 
en una resolución comunicada por real cédula el 4 de agosto de 1813, se 
ordenaba separar ambos puertos de la dependencia del capitán general; 
sin embargo, la respuesta llegó cuando Morejón había concluido el pe-
riodo para el cual fue electo. Nuevamente, los electores de Comayagua 
le dieron instrucciones al diputado recién electo, José Santiago Milla, 
para que continuara con las gestiones anteriores, pero este arribó a Es-
paña cuando ya se habían disuelto las Cortes. De esta manera, fue nece-
sario esperar hasta el 16 de diciembre de 1815 para que la contaduría del 

16 Avendaño Rojas y Hernández Sánchez, ¿Independencia o autogobierno?, 111-113.
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Consejo de Indias aprobara las reiteradas solicitudes de los habitantes de 
la provincia de Honduras, quienes argumentaban que esos puertos siem-
pre habían formado parte de esa jurisdicción administrativa.17 

Pese a lo anterior, la dependencia de Guatemala no se disolvió con la 
conformación de la República Federal. Fue el 22 de mayo de 1833, en el 
contexto de la crisis del pacto federal y de la discusión sobre la reforma 
a la Constitución, cuando el Estado de Honduras anunció que, sin sus-
traerse del pacto federal, reasumiría las rentas de las aduanas marítimas 
de los puertos de Omoa y Trujillo, al igual que la renta de tabaco.18 Sin 
embargo, el gobierno federal no lo aceptó fácilmente y al año siguien-
te, el 22 de noviembre de 1834, a solicitud del presidente de la Repúbli-
ca Federal de Centroamérica, el general Francisco Morazán, se derogó el 
acuerdo y se devolvieron estas rentas a la administración federal.

De esta manera, la recuperación legal de la potestad del Estado de 
Honduras sobre sus puertos llegó en noviembre de 1838, fecha en la que 
la Asamblea Constituyente del Estado de Honduras decretó que ese Es-
tado se haría cargo de la administración de los puertos ubicados en su 
territorio;19 sin embargo, esta decisión no necesariamente significó que 
disminuyeran los problemas y los reclamos de las poblaciones y de las 
autoridades locales debido a la reducida capacidad del nuevo Estado para 
territorializar su poder y ejercer autoridad.

Los conflictos de poder 

Durante la última década del dominio colonial español ya había alre-
dedor de 35 establecimientos comerciales que importaban mercade-
rías directamente de Cádiz a través del puerto de Omoa, en la Bahía 

17 Rómulo Ernesto Durón, Bosquejo histórico de Honduras (Tegucigalpa: Publicaciones 
Ministerio Educación Pública, 1956), 183-186.

18 Pedro Chamorro, Historia de la Federación de la América Central (1823-1840) 
(Madrid: Editorial Cultura, 1951), 341.

19 Payne Iglesias, El puerto de Truxillo, 163.
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de Honduras, y desde allí eran enviados al Golfo Dulce para luego ser 
transportados a Guatemala. También se importaban productos mercanti-
les desde La Habana hasta los puertos de Omoa y Trujillo. Sin embargo, 
los comerciantes españoles fueron encontrando, poco a poco, una com-
petencia cada vez mayor con los ingleses, quienes gozaban de la aproba-
ción de las autoridades coloniales.20

El comercio con Belice fue de tal intensidad que hacia finales del si-
glo xviii dejó de ser un establecimiento maderero y bucanero y se fue 
convirtiendo en una importante plaza comercial intermediaria entre 
Guatemala e Inglaterra.21 En las relaciones controversiales entre ambos 
países destacó el comerciante Marshall Bennett como uno de los perso-
najes de primera línea. 

Entre las décadas de 1830 y 1850, el puerto de Omoa se fue consoli-
dando como la vía de importación y exportación para los departamentos 
de Gracias, Santa Bárbara, Comayagua y Tegucigalpa, pero también fun-
cionó como punto de entrada y salida para los productos que se comer-
ciaban en las ferias de El Salvador. Al respecto, el agente estadounidense 
Ephrain Squier relató que: «Por Omoa es por donde los comerciantes de 
Gracias, Santa Bárbara, Comayagua y Tegucigalpa hacen sus introduccio-
nes de mercancías, y además, hay agencias en el puerto. También se in-
troducen efectos que pasan a El Salvador y Guatemala».22 

Esta situación aún persistía a mediados de siglo, cuando en 1854 el 
austriaco Carl Scherzer atravesó gran parte del territorio centroamericano 
en su viaje hacia California desde San Juan del Norte. Tras su paso por 

20 Robert Naylor, Influencia británica en el comercio centroamericano durante las prime-
ras décadas de la Independencia (1821-1851) (Antigua, Guatemala: Centro de Investigaciones 
Regionales de Mesoamérica, 1988), 7.

21 Ralph Lee Woodward, «Orígenes económicos y sociales de los partidos políti-
cos guatemaltecos, 1773-1823», en Lecturas de historia de Centroamérica, editado por Luis 
René Cáceres (San José: Banco Centroamericano de Integración Económica, 1989), 294; 
véase también Héctor Pérez Brignoli, Breve historia de Centro América (Madrid: Alianza 
Editorial, 1985), 44. 

22 Ephraim George Squier, Honduras. Descripción histórica, geográfica y estadística de 
esta República de América Central (Tegucigalpa: Publicaciones de Bandera Liberal, 1908), 
76 y 77.
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Honduras, constató que la mayor parte del comercio externo se realizaba 
desde Belice, se introducía por los puertos de Omoa y Trujillo,23 y más 
tarde se trasportaba en bestias de carga hasta las ciudades del interior. La 
travesía hasta Tegucigalpa tenía una duración aproximada de un mes.24 

El viajero estadounidense William Wells también visitó Honduras a 
mediados de la década de 1850 y, en el relato de su viaje al departamen-
to de Olancho, describió el regreso de don Toribio Zelaya a su hacienda 
en Lepaguare. Escribió que ese terrateniente olanchano, tras permanecer 
dos meses en el puerto de Trujillo, se abasteció de un surtido general de 
mercaderías importadas destinadas a la venta entre los comerciantes del 
interior. Estas habían sido adquiridas con las ganancias obtenidas por 
productos derivados de la industria ganadera y fueron trasportadas en 
un tren de 20 mulas hasta la costa norte.25

Con relación a esta actividad comercial, es importante señalar que, 
desde las primeras décadas del siglo xix, fue notoria la importancia de 
las alcabalas en el sostenimiento de la Hacienda, pero también fueron 
constantes las quejas relacionadas con su recaudación, pues se expresaron 
tensiones y disputas casi desde el momento en que esas ciudades portua-
rias pasaron a formar parte de la jurisdicción del Reino de Guatemala, a 
finales del siglo xviii. 

Al respecto, en un informe de su visita a la provincia de Honduras, 
fechado el 20 de febrero de 1816, el gobernador intendente Juan Anto-
nio de Tornos afirmaba que, si bien podían introducirse reformas en al-
gunos ramos de la Hacienda, ninguno las requería con mayor urgencia 
que el de alcabalas, cuyos empleados subalternos podrían reducir signi-
ficativamente el contrabando si cumplieran con sus obligaciones. Según 
este informe, los intendentes no tenían intervención alguna, ni siquiera 

23 García Buchard, Dinámica política, 278 y 279.
24 Carl Scherzer, «Viaje Nicaragua, Yuscarán, Tegucigalpa, 1857», en Extranjeros hacia 

Tegucigalpa (1857-1928), compilado por Ramón Rosa Izaguirre (Tegucigalpa: Multigráficos 
Flores, 2007), 24 y 25

25 William Wells, Exploraciones y aventuras en Honduras (Tegucigalpa: Banco Central 
de Honduras, 1969), 259.
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reconocimiento, en el nombramiento de las receptorías en sus provincias, 
ni tampoco en el puerto de Truxillo.26

Esta situación aún persistía en el momento de la configuración del 
pacto federal y se mantuvo a lo largo de todo el periodo. En este sentido, 
se ha afirmado que, al revisar la historia de las finanzas de la federación 
centroamericana, lo más destacado no es la falta de fuentes de ganancia, 
sino la ineptitud para recolectar los impuestos existentes. Aunque tras un 
periodo de incertidumbre se resolvió que las ganancias pertenecían a la 
federación, el gobierno central tuvo que confiar en los Estados para su 
recaudación y posterior envío al tesoro federal. En la práctica, en repeti-
das ocasiones se ignoraron las solicitudes de contabilizar los ingresos fe-
derales y, finalmente, los Estados terminaron apropiándose de ellos para 
fines propios, con la excepción del Estado de Guatemala, que regular-
mente ponía los fondos a disposición del gobierno federal.27 

Para comprender los factores que conforman la Hacienda como ins-
titución estatal y captar su cambio en el tiempo, es necesario considerar 
el territorio delimitado y sus recursos, así como la población y sus rela-
ciones socioeconómicas y políticas, tanto dentro como fuera del territo-
rio, al igual que la institucionalidad que nació de la relación entre terri-
torio y población.28 Es claro que, durante el periodo federal, no se logró 
organizar un sistema fiscal federal; por el contrario, la estructura tributa-
ria permaneció en manos de las ciudades cabeceras, y algunos renglones 
eran administrados por particulares.29

Lo anterior explica la importancia estratégica de los puertos y de su 
administración por parte de una instancia política en construcción y, en 

26 Tornos, Gobernador Intendente, «Informe visita a provincia de Honduras, 1816», en 
Documentos coloniales de Honduras, compilado por Héctor Leyva, 293-303 (Tegucigalpa: 
Centro de Publicaciones Obispado de Choluteca, 1991), 295..

27 Robert Smith, «El financiamiento de la Federación Centroamericana, 1824-1838», en 
Lecturas de historia centroamericana, editado por Luis René Cáceres, 439-468 (San José: 
Banco Centroamericano de Integración Económica, 1989), 443.

28 Pablo Rodríguez Solano, Cambio y continuidad: la Hacienda pública como factor de 
construcción estatal, Costa Rica, 1812-1859 (tesis de doctorado, Universitat Pompeu Fabra, 
Barcelona, 2013), 1.

29 Avendaño Rojas, «Fiscalidad y soberanía», 106.



116

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

este caso particular, el interés del Estado de Honduras por los puertos 
ubicados en su territorio, los cuales continuaron siendo objeto de tensión 
entre las distintas esferas de poder a lo largo del periodo federal. En este 
sentido, las quejas eran frecuentes, e incluso se presentaron situaciones 
de rebeldía por parte de las autoridades locales frente al poder estatal, 
hecho que muestra la incapacidad de esta provincia-Estado para ejercer 
autoridad y hacerse oír y obedecer. 

Tal fue el caso ocurrido en 1829, cuando, en el contexto de los le-
vantamientos de Olancho, algunas poblaciones de este departamento 
desconocieron la autoridad del gobierno del Estado de Honduras. En 
el mismo periodo también se declararon en rebeldía las autoridades de 
los puertos de Omoa y Trujillo, al extremo de que los diputados de la 
Asamblea Extraordinaria del Estado, considerando que la posición de los 
pueblos de Omoa y Trujillo no podía observarse con indiferencia, emi-
tieron un decreto en el que instaban por última vez a las autoridades de 
estos puertos: 

para que reconocieran la del gobierno y se sujetaran a las leyes de la Asam-
blea del Estado; que en caso de negarse se pondrían garitas en San Pedro 
Usula y Olanchito, donde se sacarían listas de los efectos que se introdujeran 
al interior y se deberían pagar las alcabalas marítimas en las aduanas de Co-
mayagua, Tegucigalpa y los Llanos de Santa Rosa, en cuyos puntos se darían 
las correspondientes tornaguías.30 

Además, advertían que, si esa determinación llegara a alterar el co-
mercio, se autorizaba la habilitación de un nuevo puerto en las costas del 
norte con el fin de proporcionar la seguridad y respetabilidad necesarias.

Para garantizar el cumplimiento del decreto anterior se decidió insta-
lar una comisión en San Pedro y Olanchito con el fin de determinar fis-
calmente los puertos de Omoa y Trujillo. Aunque el conflicto no llegó a 
más y unos días más tarde las autoridades de Trujillo reconocieron a las 

30 Decreto Asamblea Extraordinaria Estado Honduras, Comayagua, 24 de marzo de 
1829, Archivo Nacional de Honduras (en adelante anh), Fondo Federal, caja 16, carpeta 1.
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autoridades centrales de Honduras,31 esta situación constituye una mues-
tra de la incapacidad y las dificultades del gobierno central para ejercer 
su autoridad.

A fin de mantener controlada la situación, el diputado por el depar-
tamento de Yoro, José María Cacho, propuso establecer una guarnición 
de 100 hombres en la población de Triunfo de la Cruz para que se co-
brara la alcabala marítima y, al mismo tiempo, se contuvieran los exce-
sos que pudiesen cometer los habitantes, pero también las autoridades 
locales. Sin embargo, pese a esas pretensiones, lo cierto es que el mismo 
Congreso reconocía que el gobierno central:

no disponía de los recursos necesarios para evitar futuros actos de disiden-
cia y que quienes habitaban esta costa decidieran formar sociedad y crear 
municipalidad, aunque según se afirmaba en el informe de la comisión que 
analizó la propuesta, era de esperar que mientras estuviesen sujetos al jefe in-
tendente de Yoro, se irían suavizando las costumbres de dichos habitantes, ya 
que estaban habituados a vivir sin subordinación.32

Esta permanente situación de inestabilidad generó a su vez múltiples 
quejas de las poblaciones situadas en las inmediaciones de las ciudades 
puertos de Omoa y Trujillo debido a la carga económica que represen-
taba la obligación de entregar víveres para el sostenimiento de la tropa 
encargada de resguardar dichos puertos, pero también fueron frecuentes 
los reclamos por los abusos cometidos por las autoridades militares. 

Al respecto, en 1833, con fecha 16 de marzo, el intendente del depar-
tamento de Santa Bárbara envió una nota al ministro general del Estado 
en la que indicaba lo siguiente: 

que los vecinos de Quimistán se presentaron a esa intendencia reclamando 
una res que les había obligado a entregar al comandante para el sustento de 
la tropa que marchaba al puerto de Omoa e indicaba que había otros vecinos 

31 anh, Fondo Federal, año 1829, caja 21, carpeta 2.
32 Tegucigalpa, 2 de mayo de 1829, anh, Fondo Federal, año 1829, caja 21, carpeta 1.
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perjudicados en aquellos pueblos. También informaba que ya le había mani-
festado al comandante sobre dicha queja y que le había entregado cincuenta 
pesos para compensar a los afectados y que a su vez el comandante le había 
presentado la lista del ganado y plátanos que ha pedido a los pueblos sin ha-
ber pagado un maravedí.33

También era palpable la falta de presencia efectiva sobre el territorio 
ante la ausencia de resguardo militar permanente. En 1834, el gobierno 
político e intendencia del departamento de Santa Bárbara le solicitó al 
comandante general del Estado de Honduras que formara un batallón en 
ese departamento porque no había en él más milicias que las de San Pe-
dro, que estaban bastante desorganizadas, ya que el comandante del ba-
tallón, el teniente coronel Maradiaga, se había llevado a los mejores sol-
dados y oficiales para la ejecución de un negocio urgente. Con el fin de 
evitar que se continuaran presentando situaciones similares, le consultaba 
si se podrían nombrar los oficiales, sargentos y cabos que debería tener 
cualquier batallón, ya que en ese momento la plaza de Omoa carecía de 
guarnición por no haber soldados en el departamento que prestaran ese 
servicio, pues la gente que a la fuerza cogían los alcaldes se fugaba des-
pués de haber ocasionado gastos a la Hacienda pública. El gobernador 
político e intendente insistía en que tal desorden solamente podría evi-
tarse si se formaba el batallón, el cual no solo prestaría los servicios de 
la plaza, sino que auxiliaría al gobierno en los casos o situaciones que 
pudieran ocurrir.34 

Sin embargo, los problemas de falta de obediencia y respeto a la au-
toridad central por parte de los funcionarios militares persistieron, agra-
vados con su intervención en asuntos civiles y gubernativos. De esta ma-
nera, el 16 de julio de 1835 la Asamblea Ordinaria del Estado acogió una 
propuesta para que se hiciese entender a los comandantes de Omoa y 
Trujillo que las leyes, órdenes y disposiciones del gobierno del Estado en 
su administración interior eran dignas de todo respeto y consideración, 

33 Santa Bárbara, 9 de marzo de 1833. anh, Fondo Federal, año 1833, caja 3, carpeta 5.
34 anh, Fondo Federal, 7 de abril, ano 1834, caja 3, carpeta 19.
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que su cumplimiento no estaba sujeto a la voluntad de tales funciona-
rios y que oponerse a ellas acarreaba responsabilidades. También se les 
ordenaba no intervenir en ningún caso ni por pretexto alguno en lo que 
correspondía a asuntos políticos civiles y gubernativos de aquellos luga-
res.35 Al respecto, se consideraba urgente contener el absolutismo de los 
comandantes de esos puertos, que despreciaban la autoridad del gobier-
no del Estado. La distancia a la que se encontraban estos funcionarios, 
sumada a la debilidad de los vecinos y a la independencia que tenían o 
creían tener del gobierno del Estado,36 demostraba que mientras no se 
adoptaran medidas para eliminar esos factores, se continuaría a merced 
de la ambición de dichos funcionarios locales y resultaría difícil ejercer 
autoridad sobre esos territorios.

Capacidad para ejercer control sobre el territorio y las rentas 
fiscales al finalizar el periodo federal 

Con la disolución de la República Federal, a las dificultades para ejercer 
control sobre el territorio se sumó, en el caso de Honduras, la escasez de 
recursos provenientes de ingresos ordinarios, lo cual se convirtió en un 
fuerte obstáculo y en un reto para los diferentes gobiernos a lo largo del 
periodo posterior a la disolución del pacto federal.37 Es evidente que un 
poder político determinado no puede llevar su capacidad impositiva más 
allá de los límites de las posibilidades de obtención de recursos que el 
sistema económico está en condiciones de ofrecer.38

35 Comayagua, 24 de julio de 1835, anh, Fondo Federal, año 1835, caja 5, carpeta 17.
36 Comayagua, 24 de julio de 1835. anh, Fondo Federal, año 1835, caja 5, carpeta 17.
37 Véase Darío Euraque, «Los recursos económicos del Estado hondureño (1830-1979)», 

en Identidades nacionales y Estado moderno en Centroamérica, compilado por Jean Piel y 
Arturo Taracena, 135-150 (San José: Editorial Universidad de Costa Rica, 1995), 137-138.

38 Para un análisis de las finanzas públicas y del presupuesto en la economía de los 
Estados en formación véase la obra de Marcello Carmagnani, Estado y mercado. La econo-
mía pública del liberalismo mexicano, 1850-1911 (México: Colmex / Fideicomiso Historia de 
las Américas / fce, 1994) y el artículo de Luis Salas, «La fiscalidad, el estado moderno y la 
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Según el historiador liberal Lorenzo Montúfar, durante los últimos 
días de la federación la economía hondureña vivía la más completa de-
cadencia. El mal estado de las rentas se debía, entre otros factores, a las 
constantes revueltas locales. Al respecto, consideraba que las veleidades 
políticas y parlamentarias, así como el fanatismo de muchas poblaciones 
hondureñas, contribuían a incrementar esta crisis y a hacer más conflic-
tiva la vida política.39 

Este historiador también insiste en que las decisiones erróneas en 
materia fiscal vinieron a agravar la situación. Sobre el asunto afirmaba 
que, si bien se suprimieron los diezmos pues se consideraban ruino-
sos —especialmente en Honduras, donde la fuente principal de riqueza 
provenía de la producción ganadera—, esta decisión no se mantuvo du-
rante mucho tiempo ya que, en palabras de Montúfar, el fanatismo los 
restableció.40 

A la situación anterior se agregó que, a finales del año 1837 e ini-
cios del siguiente, el territorio de Honduras sufrió la arremetida del có-
lera y, junto con el saldo de muertes que se producía con el paso de la 
epidemia, se divulgó la noticia de que dicha enfermedad era el resultado 
del envenenamiento de las aguas por parte de los liberales, al igual que 
había ocurrido en Guatemala. La epidemia recorrió algunas poblaciones 
hondureñas, pero fue en el departamento de Gracias41 donde al parecer 
cobró más víctimas: más de 4 000 defunciones, y el mal se propagó con 
tal rapidez que al año siguiente ya había llegado a Tegucigalpa y a la cos-
ta norte.42 Desde el poblado de San Pedro, don Vicente de Paz informó 
que había recibido una carta del comandante de Omoa fechada el 6 de 
febrero de 1838 en la que le comunicaba que en aquella plaza estaban 

historiografía nobiliaria: estados fiscales y nobleza castellana (siglos xvi y xvii)», Tiempos 
Modernos 3, núm. 8 (2002). 

39 Lorenzo Montúfar, Reseña histórica de Centroamérica, t. III (Guatemala: El Progreso, 
1878-1887), 1879, 276.

40 Montúfar, Reseña histórica, 277. 
41 García Buchard, Dinámica política, 74.
42 anh, colección de documentos correspondientes al año de 1838. Comunicado de la 

Municipalidad de Tegucigalpa a las otras del departamento, 27 de julio de 1838, folio 1.
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padeciendo la fuerte enfermedad del cólera, por la que habían muerto 
cuatro hombres en dos días, entre quienes se encontraba Juan Márquez, 
hijo del finado coronel José Antonio Márquez, y que el contagio atacaba 
con tal fuerza que los enfermos no duraban seis horas. También le so-
licitaba al alcalde que de inmediato se pusieran guardias en el Rancho 
Grande para vigilar que quienes salieran de Omoa guardaran una cua-
rentena de ocho días y que no se permitiera el paso de nadie hacia el 
puerto.43 

Mientras eso ocurría la Asamblea Constituyente, que había sido 
convocada mediante decreto de 16 de junio de 1838, sesionaba para re-
visar y reformar la Constitución promulgada en 1825. Dicha asamblea se 
reunió el 7 de octubre de 1838 y el 26 se emitió un decreto mediante el 
cual se declaraba al Estado de Honduras libre e independiente. La dis-
posición fue ratificada unos días más tarde, el 5 de noviembre del mis-
mo año. Una comisión de seis diputados se encargó de presentar ante el 
ejecutivo el ejemplar de la nueva Constitución política. Según lo previs-
to, al día siguiente concurriría al salón de sesiones el jefe supremo del 
Estado de Honduras, acompañado de los miembros del Consejo de Go-
bierno y los ministros de la Corte de Justicia, con el fin de prestar el ju-
ramento de ley en unión de los diputados. A ese acto también asistirían 
las corporaciones y los empleados públicos de la capital. Al finalizar la 
ceremonia de juramentación pasarían a la catedral, donde se oficiaría 
una misa de acción de gracias. El jefe supremo recibiría el juramento 
del pueblo y de la tropa, reunidos en la plaza. En las cabeceras de de-
partamento el acto estaría presidido por los jefes intendentes, y en los 
demás pueblos del Estado se realizaría esta solemnidad ante las respecti-
vas municipalidades.44

La determinación de la Asamblea Constituyente de separarse del 
pacto federal desencadenó reacciones diversas y una serie de movimien-
tos a favor o en contra, e incluso en algunos pueblos se llegó al extremo 

43 San Pedro, 7 de febrero de 1837, anh, Fondo Federal, año 1837, caja 1, carpeta 2.
44 Rómulo Ernesto Durón, Joaquín Rivera y su tiempo, vol. 2 (Tegucigalpa: 

Publicaciones del Ministerio de Educación Pública, 1965), 43.
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de decidir la separación de esta instancia política y mantenerse unidos a 
otros Estados de la federación. Fue el caso de la municipalidad de Tegu-
cigalpa, donde se decidió desconocer tanto al gobierno nacional como al 
del Estado de Honduras aun antes de que se anunciara la separación del 
pacto federal. Al mismo tiempo, la municipalidad se puso bajo la pro-
tección del gobierno de Nicaragua hasta que no se decretara la indepen-
dencia del Estado de Honduras y se tomara posesión de los puertos y 
de las rentas. El ministro general del Gobierno Supremo consideraba que 
ese pronunciamiento de la municipalidad de Tegucigalpa y, sobre todo, 
su decisión de segregarse del Estado desconociendo a sus legítimas au-
toridades, aleccionaría a los demás pueblos y evitaría que dieran un paso 
tan precipitado.45 

La Asamblea Constituyente también decretó que el Estado se haría 
cargo de la administración de los puertos ubicados en su territorio; sin 
embargo, esto no significó que disminuyeran los problemas ni los recla-
mos de las poblaciones y de las autoridades locales; al contrario, con la 
crisis federal, las tensiones se multiplicaron.

Las dificultades del nuevo Estado para territorializar su poder se hi-
cieron evidentes en este contexto de inestabilidad y ausencia de una au-
toridad central, lo que se reflejó en las diversas decisiones que tomaron 
algunos pueblos al momento de la ruptura de la federación. 

En lo que se refiere a la fiscalidad y la recaudación de las ren-
tas provenientes de los ramos de alcabala y de los estancos del tabaco, 
la pólvora y el papel sellado, su recaudación se continuó delegando en 
los comerciantes mediante remates al mejor postor. Se trataba de proce-
dimientos similares a los utilizados durante el periodo colonial, con el 
agravante de que tanto las adjudicaciones como los arrendamientos se 
convirtieron en procedimientos engorrosos que implicaban trámites ad-
ministrativos muy lentos, lo cual daba como resultado que la captación 

45 Manifiesto de la Municipalidad de Santa Bárbara, noviembre 1838. Documentos para 
Historia de Texiguat, rabn, t. xxiii, 9 y 10, marzo y abril de 1945, 487.
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de esas rentas por parte de las autoridades centrales resultara bastante 
difícil.46

Al iniciar la década de 1840 aún se mantenía la tradición colonial re-
lacionada con la obtención de los ingresos y persistían los monopolios, 
los cuales representaban un porcentaje sustancial de las rentas del nuevo 
Estado, especialmente aquellos procedentes del aguardiente, el tabaco, la 
pólvora, el papel sellado y los diezmos. Las alcabalas marítimas y terres-
tres representaban más de 40 % del total de los ingresos estatales durante 
el primer quinquenio de la década de 1840. 

Pero, al mismo tiempo que esto ocurría, las contribuciones y los im-
puestos directos se convirtieron en la fuente principal de los recursos 
para hacer frente a las constantes necesidades y urgencias financieras. 
Asimismo, se implementaron otras soluciones fiscales basadas en présta-
mos exigidos a la población, aunque no sin enfrentar la resistencia de las 
comunidades afectadas por dichas exacciones. 

De esta forma, los empréstitos forzosos se implantaron con mayor 
frecuencia en momentos de conflicto, aunque se presentaron otras cir-
cunstancias que hicieron necesario su cobro. En la mayoría de los casos 
prevaleció el cobro selectivo, que recaía en determinados departamentos 
o en algunos comerciantes o terratenientes.47 

Esta fue una de las principales razones de las quejas de los propie-
tarios a quienes se les imponía dicha carga. Al mismo tiempo, revela la 
creciente dependencia de la hacienda pública respecto de los ingresos 
provenientes de los empréstitos forzosos y la consecuente debilidad ins-
titucional. Ello nos permite recordar que, más que una oposición entre 
dos formas de fiscalidad aparentemente excluyentes —por un lado, las 
contribuciones directas, que gravan la riqueza del contribuyente y se uti-
lizan para la financiación de los gastos públicos, y por otro los emprés-
titos forzosos, entendidos como una forma de crédito obligatorio que se 
solicita en situaciones excepcionales—, lo que se produjo en ese periodo 

46 Memoria presentada por el ministro de Estado y del Despacho General en el año de 
1848, 619.

47 García Buchard, Dinámica política, 109-114.
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fue una coexistencia, y en muchos aspectos una superposición, entre am-
bas.48 Esta articulación fiscal se convirtió en un factor que incidió direc-
tamente en la lentitud del proceso de centralización y nacionalización del 
territorio de un Estado en construcción.

Conclusiones

Es evidente que durante el periodo federal no se logró organizar un sis-
tema fiscal estatal coherente. La administración y la recaudación perma-
necieron en manos de las ciudades cabeceras, y en muchos casos que-
daron sujetas a la voluntad de funcionarios civiles, y en algunos casos 
militares. Además, algunos renglones de recaudación estaban en poder 
de particulares. Esta dificultad para ejercer la autoridad sobre el territo-
rio se expresó con singular intensidad en las zonas costeras y portuarias.

Aún más evidente fue la debilidad del Estado para ejercer control so-
bre sus territorios e instituciones, así como su limitada capacidad para 
utilizar medios coercitivos orientados a preservar el orden dentro de su 
comunidad política.49

Al finalizar el periodo federal, el proceso de desplazamiento hacia el 
Pacífico, iniciado años atrás, se afianzaba cada vez más, y el 19 de abril 
de 1847, Amapala —ubicado en la Isla del Tigre y creado en la década 
anterior— se declaró puerto franco de depósito.50 Según un informe 
oficial, este nuevo puerto experimentó un rápido crecimiento y generó 
grandes expectativas, ya que «se forman ya en ella los establecimientos 
mercantiles que no poco fruto producirán al Estado».51 

48 Pilar López Bejarano, «¿Contribuyentes o prestamistas? Diseños fiscales y prácticas 
financieras del Estado decimonónico en Colombia», Revista Uruguaya de Historia 
Económica 7 (2015), 11-26.

49 Quentin Skinner, El nacimiento del Estado (Buenos Aires: Gorla, 2003), 32-34.
50 García Buchard, Dinámica política, 102-106.
51 Francisco Zelaya, «Memoria presentada a las Cámaras Legislativas correspondiente 

al año de 1848», Revista Archivo y Biblioteca Nacionales V, núm. 19 y 22 (1909), 609-610.
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Veinte años más tarde, hacia la década de 1870, el puerto de Ama-
pala se había consolidado como la aduana que generaba los mayores in-
gresos para el gobierno. Uno de los factores que explica tan rápido creci-
miento es que por ese puerto se introducían los principales productos de 
consumo provenientes del exterior.52
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Capítulo 3. Política de fomento a la agricultura 
cacaotera y cobro de alcabalas.
Chiapas y Tabasco, 1827-18801

Miguel Ángel Sánchez Rafael
ciesas, Unidad Sureste

Introducción

Después de la independencia de México, las haciendas tabasqueñas 
productoras de cacao —que desde la colonia se habían establecido 

en las zonas de Teapa, Cunduacán, Jalpa, Tacotalpa, Jalapa y Macuspa-
na—, junto con las de la zona norte de Chiapas —principalmente en Pi-
chucalco e Ixtacomitán—, continuaron la dinámica colonial de vender 
esa almendra en los mercados interno y externo.2 Hacerlo, sin embargo, 
no fue fácil debido a la competencia que desde tiempo atrás represen-
taban los cacaos de Guatemala, de Venezuela (Maracaibo) y de Ecuador 
(Guayaquil), cuyos precios gozaban de buena fama. 

1 Esta investigación forma parte del proyecto que actualmente desarrollo en mi estan-
cia posdoctoral en el Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología 
Social (ciesas). Agradezco a la Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e 
Innovación (Secihti) el apoyo brindado para desarrollarla. 

2 Los cacaos de esas zonas pagaron impuestos a la Hacienda novohispana median-
te igualas y alcabalas. Esto fue más evidente después de 1774, cuando se levantó la pro-
hibición impuesta desde la metrópoli, y luego por los efectos de las reformas borbónicas. 
Manuel Miño Grijalva, El cacao Guayaquil en Nueva España, 1774-1812 (política imperial, 
mercado y consumo) (México: Colmex, 2013). 
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Por su alta demanda, el cacao estuvo sujeto a diversos impuestos; 
por ejemplo, pagó las alcabalas estatales y los derechos de introducción 
en los municipios, así como derechos nacionales por su exportación, y 
también por su importación en el caso del que provenía de Maracaibo, 
Caracas y Guayaquil. Aunado a esto, generalmente no contaba con la 
protección de las leyes nacionales, de manera que no se prohibía la in-
troducción de almendras extranjeras que competían con las cosechadas 
en Tabasco, Chiapas y Veracruz.3 En el caso de los productores y comer-
ciantes de cacao de los municipios de Pichucalco e Ixtacomitán, desde 
1827 hicieron patente su desazón ante el escenario poco promisorio de la 
economía cacaotera chiapaneca. Distintos factores pueden explicar el len-
to desarrollo de la agricultura de este producto en Chiapas, pero, a juicio 
de quienes lo cosechaban y de las autoridades estatales, el más perjudi-
cial era el cobro de alcabalas en Tabasco. 

El objetivo de este capítulo es indagar sobre la relevancia que tuvo 
la producción cacaotera de Chiapas en comparación con la de Tabasco, 
cuál fue el peso de las alcabalas tabasqueñas sobre el producto chiapane-
co y cómo se desarrolló la tensión entre ambas entidades en torno a ese 
impuesto aplicado al cacao. Esto permitirá presentar algunas conclusio-
nes acerca de los efectos del cobro alcabalatorio sobre los productos de la 
tierra chiapanecos que atravesaban el territorio tabasqueño; no obstante, 
aún harán falta nuevas investigaciones para analizar con mayor profundi-
dad las tensiones derivadas de las políticas fiscales de esas entidades.

Las explicaciones presentadas en este capítulo parten de cuatro es-
cenarios. En primer lugar, antes de concluir el siglo xviii el comercio de 
cacao de la zona norte de Chiapas tuvo un cierto dinamismo que impac-
tó favorablemente en la economía privada y en el erario real —median-
te alcabalas—,4 pero esa dinámica no era equiparable a la de Tabasco, 
pues es claro que ya en el arranque del siglo xix, en concreto durante el 

3 Véase por ejemplo el artículo 9 del decreto del 4 de octubre de 1845 en Manuel 
Dublán y José María Lozano, Legislación mexicana, t. V (México: Imprenta del Comercio, 
1876), 40-42.

4 Incluso en la renta anual del diezmo.
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periodo de 1800 a 1819, las transacciones por concepto de cacao de esta 
provincia representaban hasta ocho veces más de lo que comercializaba 
la zona de Pichucalco e Ixtacomitán.5 Incluso cuando la producción em-
pezó a decaer, las cantidades cosechadas en Tabasco fueron superiores a 
las que se registraron en el norte de Chiapas.

En segundo lugar, no sabemos hasta qué punto los productores de 
Chiapas desconocían la relevancia que desde el periodo colonial había 
tenido el cacao para la economía tabasqueña y sus finanzas —mediante 
alcabalas—. Lo que sí puede observarse es que en el periodo republi-
cano surgió en Chiapas el ánimo de responsabilizar a la política fiscal 
alcabalatoria de Tabasco de la postración en que se hallaba la agricul-
tura cacaotera chiapaneca. Es posible que los productores del estado del 
sur sobredimensionaran —quizá deliberadamente— el papel que podían 
desempeñar en el mercado nacional e internacional.

En tercer lugar, la actitud adoptada por los comerciantes, los cose-
cheros y las autoridades superiores chiapanecas respecto de las alcabalas 
tabasqueñas era en buena medida un reflejo de la situación en torno a la 
pervivencia de las alcabalas y la rivalidad entre estados vecinos, la cual 
fue expuesta en el Congreso Constituyente de 1856.6 Desde esta óptica, 
observamos que entre Tabasco y Chiapas se suscitó una tensión que, en 
parte, derivaba de la forma en que se ejercía la soberanía fiscal de cada 
entidad y cómo se entendía la facultad para establecer las contribuciones 
que se ajustaban a su realidad o las que protegían y alentaban el desa-
rrollo de la agricultura local.7 En el periodo que abarca este capítulo, la 
defensa del régimen interior de los estados pudo llevar a varios de estos 

5 Véase Carlos Ruiz Abreu, «La economía de Tabasco en la Colonia», en Historia gene-
ral de Tabasco, vol. 2, coordinado por Rosa María Romo López (Villahermosa: Gobierno 
del Estado de Tabasco / Secretaría de Educación, Cultura y Recreación, 1994), y José 
Ramírez Nárez, El comercio de cacao en el partido de Ixtacomitán, 1800-1818 (tesis de licen-
ciatura, unach, 2021).

6 María Eugenia Romero Sotelo y Luis Jáuregui, Las contingencias de una larga recupe-
ración: la economía mexicana, 1821-1867 (México: unam, 2003), 191-192. 

7 En este mismo libro Ethel García Buchard ofrece un panorama de esta tensión desde 
la perspectiva hondureña. 
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a enfrascarse en tensiones no solo con las entidades colindantes, sino 
también con el gobierno nacional. Dichas tensiones, en concreto las re-
lacionadas con las soberanías fiscales de los estados, surgieron desde el 
pacto federal y la división de rentas pertenecientes a los estados y al go-
bierno nacional que se realizó en 1824.8 A partir de esa diferenciación se 
suscitaron fricciones entre ambas esferas de gobierno, las cuales perdu-
raron hasta la segunda mitad del siglo xix.9 En este trabajo se considera 
que el argumento de la soberanía fiscal fue recurrente y que Tabasco se 
apoyó en él para establecer los ramos de ingreso de su erario, aunque a 
veces también sirvió para desoír la recomendación del gobierno nacional 
de no cobrar alcabalas a las mercancías que estaban en tránsito por sus 
territorios. 

Y, por último, resulta necesario mencionar que, si bien la zona ca-
caotera a la que nos referiremos corresponde a las entidades de Chiapas 
y Tabasco, conviene considerarla como una misma región, no solo por-
que hasta antes de 1908 los límites entre ambos estados no habían sido 
bien definidos, sino principalmente porque la almendra de cacao de uno 
y otro lugar solía tomarse como una misma, y de ese modo en periodos 

8 Marcello Carmagnani, «Finanzas y Estado en México, 1820-1880», en Las finan-
zas públicas en los siglos xviii-xix, coordinado por Luis Jáuregui y José Antonio Serrano 
(México: Instituto Mora / Colmich / Colmex / iih-unam, 1998), 139.

9 Carmagnani, «Finanzas y Estado de México», 140; Antonio Ibarra, «Reforma y fis-
calidad republicana en Jalisco: ingresos estatales, contribuciones directas y pacto fede-
ral, 1824-1835», en Hacienda y política. Las finanzas públicas y los grupos de poder en 
la Primera República Federal Mexicana, coordinado por José Antonio Serrano y Luis 
Jáuregui (México: Colmich, 1998), 133-135; Barbara Tanenbaum, «Sistema tributario y tira-
nía: las finanzas públicas durante el régimen de Iturbide, 1821-1823», en Las finanzas pú-
blicas en los siglos xviii-xix, coordinado por Luis Jáuregui y José Antonio Serrano Ortega 
(México: Instituto Mora / Colmich / Colmex / iih-unam, 1998); Ernest Sánchez Santiró, 
«Fiscalidad, administración y territorio. La renta de alcabalas en el tránsito de la Colonia 
a la Independencia (1754-1838)», Historias, núm. 58 (2004). Una de las conclusiones sugie-
re que la soberanía y las finanzas de la federación resultaron menoscabadas desde el ini-
cio; en cambio, la autonomía fiscal de los estados se fortaleció, pues defendieron su so-
beranía y sus recursos. María Luna Argudín, El Congreso y la política mexicana, 1857-1911 
(México: Colmex / fce, 2006), 40; Josefina Vázquez, «El federalismo mexicano, 1823-1847», 
en Federalismos latinoamericanos: México, Brasil, Argentina, coordinado por Marcello 
Carmagnani (México: Colmex / fce, 1993).
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de excepciones fiscales fue posible eludir las alcabalas de Tabasco e in-
cluso las de estados como Oaxaca. Si lo observamos desde esa perspec-
tiva, se nota que, desde la segunda mitad del siglo xviii y hasta buena 
parte del siguiente, la región cacaotera que abarca Chiapas y Tabasco po-
día ser considerada un solo foco productivo, aunque su relevancia estuvo 
por debajo de Maracaibo y Guayaquil; sobre todo esta última zona, que 
entre 1770 y 1812 registró un crecimiento en su producción que la cata-
pultó al escenario internacional.10

La zona cacaotera aludida se encuentra al norte de Chiapas. Ahí se 
localizan las tierras de Ixtacomitán y la Ribera del Blanquillo, aledañas a 
los terrenos de Pichucalco, Solosuchiapa, Ixtapangajoya y Chapultenan-
go. Un poco más al norte se localizan, del estado de Tabasco, las tierras 
de la Chontalpa, junto con Huimanguillo, Teapa, Tacotalpa y Macuspana 
(véase mapa 3.1). En el siglo xix, los límites entre ambos estados no apa-
recían claramente definidos, lo que dio lugar, sobre todo al mediar esa 
centuria, a fricciones entre los gobiernos.11 

Medidas para impulsar la agricultura cacaotera 
en Chiapas durante la primera mitad del siglo xix

Entre 1825 y 1828, un sector pudiente de la población señaló que la 
economía de Chiapas no estaba reportando los beneficios que se ha-
bían pronosticado cuando esa provincia se adhirió a la recién estable-
cida nación mexicana.12 Los cosecheros, por ejemplo, señalaron que la 

10 Miño Grijalva, El cacao Guayaquil. 
11 Esposición, 1856, en José Luis Capdepont Ballina, ed., Exposición del representante del 

gobierno de Tabasco en la controversia sobre límites con Chiapas (Villahermosa: Grupo dg, 
2013).

12 Incluso antes de que se publicaran en la prensa esos comentarios, Cayetano Robles, 
miembro fundador de la Sociedad Económica de Amigos del País en Chiapas, expuso 
que los proyectos de esa sociedad no recibían apoyo del gobierno capitalino. Jan de Vos, 
Oro verde. La conquista de la Selva Lacandona por los madereros tabasqueños, 1822-1949 
(México: fce, 1994), 42-50; Mario Vázquez Olivera, «Un remedo de antiguos atenien-
ses. Los ayuntamientos de Chiapas en la proclamación de la independencia y la unión a 
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agricultura se hallaba postrada debido a factores como la falta de ca-
minos y puertos funcionales,13 el elevado costo de los fletes, la dificul-
tad para acceder a la tierra, la inseguridad de los derechos de propiedad 
y la supuesta indolencia de los trabajadores indígenas, así como por las 
alcabalas que se pagaban en los estados vecinos.14 El ejecutivo, en cam-
bio, opinaba que había algunos cultivos de provecho para los cosecheros, 
como el cacao de Pichucalco e Ixtacomitán, el añil de Tonalá y el tabaco 
de Simojovel. Esos y otros productos salían por las fronteras de Chiapas 
con destino a otras entidades o hacia Guatemala.15 Es decir que, desde el 
punto de vista oficial, las actividades económicas no estaban en una si-
tuación de desfallecimiento, como apuntaban algunos cosecheros. 

En medio de ese escenario, el gobierno nacional planteó medidas 
para favorecer la agricultura, algunas de las cuales acarrearían beneficios 
a los cosecheros de Chiapas. Por ejemplo, tras la caída del imperio de 
Iturbide, el primer gobierno nacional emitió el decreto del 8 de octubre 
de 1823, mediante el cual autorizó que por 10 años se liberara de diez-
mo, primicias, alcabalas y «cualquier otro derecho cualquiera que fuere 
su denominación» a los plantíos novales de café, cacao, viñas, olivos, la 
seda cosechada en el país, el lino, el cáñamo y la cera de colmenas.16 El 
México», en Chiapas, años decisivos. Independencia, unión a México y Primera República 
Federal (Tuxtla Gutiérrez: unicach, 2010), 73-76. 

13 El tema de los caminos que facilitarían el comercio entre Chiapas y Tabasco se em-
pezó a tratar desde 1825 sin que los resultados fueran satisfactorios. Decreto 19 de 17 de 
abril de 1825, 1828; El Noticioso Chiapaneco, 1848, 8.

14 Argumentos semejantes, salvo el asunto de los puertos, estaban presentes también en 
el discurso de la elite y las autoridades de Tabasco. 

15 Justus Fenner, coord., Memorias e informes de los gobernadores de Chiapas, 1826-1900 
(San Cristóbal de Las Casas: unicach / proimmse-iia-unam), 2010, 1830. Esos productos 
fueron: el tabaco de Simojovel —cuya importancia era mayor antes que se estancara—, el 
cacao de Ixtacomitán y la zarzaparrilla, así como efectos de la pequeña industria, como 
telares burdos que elaboraban ropa de manta, que se llevaban hasta Guatemala, Oaxaca 
y otros puntos. Además, la zarzaparrilla —palo de tinta, también conocido como palo de 
Campeche— rendía sumas considerables de dinero, así como el añil de Tonalá, el aguar-
diente y los tejidos de Comitán, y los petates. La Campana Chiapaneca, 30 de agosto de 
1828. El Pararrayo, 24 de junio de 1828. 

16 Colección de decretos y órdenes del soberano Congreso Constituyente Mexicano 
(México: Imprenta del Supremo Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 1825).
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gobierno de la entidad chiapaneca respaldó el decreto anterior a través 
de la disposición estatal del 3 de junio de 1825 y mediante la nota expli-
cativa del 11 de febrero de 1828.17 La información de archivo revela que, 
debido a la puesta en marcha del decreto del 8 de octubre de 1823, en Ix-
tacomitán se experimentó, a partir del segundo quinquenio de 1820, una 
resistencia pacífica, pero firme, en contra del diezmo por parte de los ca-
caoteros,18 la cual ocasionó una disminución importante en el producto 
anual sobre la renta decimal por cacao, que ya venía en declive por lo 
menos desde el decenio de 1790.19 

Mas, la situación fue diferente cuando se trató de la parte de ese 
mismo decreto que se centraba en las alcabalas, pues el cobro de ese im–
puesto continuó realizándose.20 Es decir que, gracias a la suspensión par-
cial del diezmo ordenada en 1823 y su posterior supresión en octubre de 
1833, la preocupación de los cacaoteros de la zona de Ixtacomitán y Pi-
chucalco ya no fue el peso que representaba la renta decimal,21 sino el de 
las alcabalas, en este caso las establecidas por el estado vecino de Tabas-
co. A la luz de los estudios en torno a la relevancia de las alcabalas du-
rante el siglo xix se comprende la actitud de las autoridades tabasqueñas, 

17 El decreto del 3 de junio de 1825, 1828.
18 Ejemplos de esto se encuentran en el Archivo Histórico Diocesano de San Cristóbal 

(ahdsc), carpeta 1119, exp. 20, año 1830; carpeta 1385, exp. 4, año 1825; carpeta 1455, exp. 2, 
año 1825.

19 Por ejemplo, para el trienio 1825-1827, el postor en el remate de diezmos ofreció re-
caudar 4 500 pesos en Ixtacomitán, pero el colector enfrentó obstáculos porque los cose-
cheros ya no quisieron pagar por el cacao. ahdsc, carpeta 1119, exp. 23. ahdsc, carpeta 
1119, exp. 20. Esto se acentuó en el periodo comprendido entre 1828 y 1830, pues los diez-
mos de Ixtacomitán y la Ribera del Blanquillo se remataron en apenas 500 pesos anuales. 
ahdsc, carpeta 1118, exp. 10, testimonio de Manuel Zepeda al cabildo eclesiástico para se-
ñalar que no ha cobrado más diezmos que los que ha pagado. Se decía que en tiempos 
pasados el diezmo de cacao se llegaba a rematar en 13 000 o 14 000 pesos, pero es difícil 
corroborar esta afirmación. ahdsc, carpeta 1119, exp. 20, año 1830. 

20 Quizá obedeció a que el decreto no se refería a los frutos o a los plantíos en general, 
sino únicamente a los «plantíos novales».

21 ahdsc, carpeta 1688, exp. 32 y 33; carpeta 3527, exp. 49.
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puesto que difícilmente podían renunciar a cobrar ese impuesto cuyo 
producto anual era de gran ayuda para sus finanzas.22 

En Chiapas, a diferencia de buena parte de las entidades, las alcaba-
las mostraban un rendimiento bastante pálido; no obstante, hubo quie-
nes las impulsaron a sabiendas de que este impuesto no tendría un im-
pacto favorable en la Hacienda pública y que iba a contracorriente de lo 
estipulado en el decreto del 8 de octubre y otras disposiciones naciona-
les. Obviamente, lo que buscaban los defensores de las alcabalas era pro-
teger los frutos y productos locales mediante el cobro de impuestos indi-
rectos sobre el tránsito de mercancías, el derecho de peaje, de carretas y 
otros de índole similar.23 Con estas medidas pretendían que el comercio 
y la agricultura interior se desarrollaran, puesto que los productos forá-
neos competirían en condiciones poco favorables debido a los impuestos 
que pesarían sobre ellos.24 Los que comulgaron con este planteamiento 
fueron cosecheros de caña dulce y productores de panela, azúcar, mieles 

22 Miño Grijalva et al., citados en Luz María Uhthoff, «La difícil concurrencia fiscal 
y la contribución federal, 1861-1924. Notas preliminares», Historia Mexicana 54, núm. 213 
(2006), 140.

23 El tema de la protección a los cultivos en México ha sido abordado por Ernest 
Sánchez Santiró. Este autor ha mostrado que después de la guerra insurgente, la recu-
peración de la agroindustria azucarera, como fue el caso de las haciendas azucareras del 
distrito de Cuernavaca, obedeció a un conjunto de factores entre los que se incluía una 
política fiscal proteccionista del imperio y la Primera República, que acarreó efectos favo-
rables, pues mantuvo lejos del mercado mexicano al dulce foráneo. Ernest Sánchez Santiró, 
Las alcabalas mexicanas (1821-1857). Los dilemas en la construcción de la Hacienda nacional 
(México: Instituto Mora), 2009, 235; Ernest Sánchez Santiró, «Recuperación y expansión de 
la agroindustria azucarera mexiquense en un contexto de crisis (1821-1854)», Investigaciones 
de Historia Económica, núm. 6 (2006), 45. 

24 La percepción de que la economía local estaba en declive debido a la introducción 
de mercancías de origen externo fue expuesta por la Sociedad Económica de Amigos del 
País de Chiapas en 1821. Los integrantes de dicha sociedad responsabilizaban al libre co-
mercio de la situación de mendicidad a la que habían sido reducidos los tejedores de man-
tas y enaguas chiapanecas, porque entonces se preferían los tejidos más vistosos provenien-
tes del extranjero. Archivo Histórico del Instituto Nacional de Antropología e Historia, 
Biblioteca Manuel Orozco y Berra (inah-bmob), 641-645. Para la elaboración del presente 
trabajo se utilizó la versión en formato pdf de este archivo, por lo tanto, cuando en este 
escrito se haga referencia al Archivo Histórico del inah, los números de páginas siempre 
corresponderán con dicha versión.
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y aguardiente; en Tabasco, como se dijo, fueron los cacaoteros.25 Así, ante 
la necesidad de «tomar en consideración el estado triste de los tres ra-
mos (agricultura, comercio e industria) y dictar medidas capaces de dar-
les el impulso que necesitan»,26 las autoridades chiapanecas descartaron 
en 1827 la idea de eliminar las alcabalas.27 

Pocos años después, el gobierno de la primera república central puso 
en marcha otra medida para alentar la producción agrícola, concreta-
mente la chiapaneca. Mediante el decreto de 27 de abril de 1838 conce-
dió la excepción de derechos fiscales durante siete años por el tránsito 
de frutos naturales e industriales a los cosecheros y comerciantes de 
Chiapas.28 Esta medida generó reacciones en Oaxaca, sobre todo en 1845, 
cuando estaba con concluir el plazo concedido, pues ese año un grupo 
de diputados del Congreso General había propuesto que la excepción 
concedida a Chiapas se ampliara por otro periodo igual. La Asamblea 
de Oaxaca solicitó que dicha propuesta no fuera admitida, porque de lo 
contrario al erario oaxaqueño se le privaría hasta 1852 de los recursos fis-
cales cobrados a los frutos chiapanecos. 

La propuesta de los ocho diputados no fue aprobada. Entre los argu-
mentos presentados por la Asamblea de Oaxaca cabe resaltar el que te-
nía que ver con el cacao, que era uno de los productos que se llevaban 
—libres de impuestos por tránsito— desde Chiapas hacia Tehuantepec, 
Oaxaca. La Asamblea señaló que, mediante certificaciones oficiales de  
las autoridades chiapanecas, el cacao de Tabasco se hacía pasar como  
de Chiapas y de esa manera se libraba del pago de derechos. Una expli-
cación de esta práctica se relaciona con el hecho de que, ante los eleva-
dos derechos de introducción y extracción que cobraba el fisco tabasque-
ño, los comerciantes tanto de Chiapas como de Tabasco decidían mover 

25 También solían estar en ese grupo que prefería las alcabalas los trigueros y los que 
elaboraban harina.

26 Fenner, Memorias e informes, 1828, «Agricultura, comercio e industria».
27 Debe considerarse que los legisladores quizá contemplaron que, como sucedía con la 

capitación, las alcabalas no representarían enormes gastos en la recaudación.
28 «Cámara de Diputados», Diario del Gobierno de la República, núm. 3600, t. 32, 11 de 

mayo de 1845. 
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el producto por los caminos que iban desde la zona cacaotera —Teapa, 
Cunduacán, Jalpa, Tacotalpa, Jalapa, Macuspana, Ixtacomitán y Pichucal-
co— hacia Oaxaca, y de ahí a otras partes de México.

Si bien en 1845 no se aprobó que continuara por otros siete años la 
excepción concedida a Chiapas, dos años más tarde, en 1847, parece ha-
berse aceptado una propuesta del diputado de Tabasco para proteger el 
cacao tabasqueño, chiapaneco y veracruzano, con la exención de alcabalas 
y con un incremento porcentual de estas sobre el cacao de Maracaibo. La 
propuesta constituye un indicio de que los legisladores de Tabasco alcan-
zaban a ver que la verdadera amenaza para el desarrollo de la agricultu-
ra cacaotera no provenía de los estados vecinos, sino del exterior, espe-
cíficamente de Maracaibo y Guayaquil, cuya producción, que era mucho 
más abundante y menos costosa, permitía que el precio de su produc-
to, ya puesto en el puerto de Veracruz, resultara más atractivo para los 

Mapa 3.1. Zona cacaotera entre Chiapas y Tabasco

Fuente: El Tabasqueño, Periódico Oficial, t. 2º, núm. 117, 14 de enero de 1849. Con la colaboración 
de Rigoberto Flecha Gutiérrez.
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consumidores —más adelante volveremos sobre este punto—. Al final, la 
vigencia de esa medida fue corta, porque en 1848 Tabasco estableció, de 
nuevo, un derecho sobre cualquier cacao que transitara por esa entidad, 
incluido el que se cosechaba en los estados vecinos. Es posible que en  
esto tuviera algo que ver el grupo de comerciantes de la capital, que saca-
ba provecho con los precios del cacao extranjero.29 

El cacao en Chiapas y Tabasco

El departamento de Pichucalco y las tierras adyacentes del estado vecino 
de Tabasco eran idóneos para la crianza de ganado vacuno y aves de co-
rral, así como para cultivar maíz, frijol, arroz, añil, caña dulce y cacao.30 
Los dos últimos cultivos fueron fuentes de riqueza privada y constituye-
ron un factor que motivó el incremento de la propiedad rústica y su va-
lor fiscal.31 En el caso del cacao de Chiapas, desde el periodo colonial la 
zona de Ixtacomitán tuvo buena reputación; no obstante, las cantidades 
cosechadas de las que existen registros estuvieron por debajo de la pro-
ducción de Tabasco. La gráfica 3.1 ayuda a comprender estas diferencias 
en el periodo comprendido entre 1800 y 1821.

De la gráfica 3.1 cabe hacer varias precisiones: primero, las cantidades 
mencionadas probablemente no fueron las totales, ya que al parecer se 

29 En un estudio aparte se deberá analizar cuáles fueron los intereses opositores a la 
medida proteccionista sobre el cacao nacional. 

30 A partir del siglo xvii los españoles comenzaron a establecer importantes fincas de 
cacao, un cultivo que había estado en manos de los indios de la región. Paulatinamente, los 
no indios fueron engrosando el padrón de habitantes de Ixtacomitán. Juan Pedro Viqueira, 
Cronotopología de una región rebelde. La construcción histórica de los espacios sociales en la 
alcaldía mayor de Chiapas (1520-1720) (material inédito, s. f.), 186-190. 

31 Gloria Pedrero Nieto, La nueva estructura agraria de Chiapas, 1853-1910 (tesis de doc-
torado, uam, 2009), 83. Con respecto al incremento de la propiedad privada, la autora in-
dica que en 1837 se registraban solo 126 y para 1909 había 1 241. Javier Guillén Villafuerte, 
Auxilios para el rey de España. Fiscalidad extraordinaria y sociedad en una época de gue-
rras atlánticas. La Intendencia de Chiapas, 1780-1821 (tesis de licenciatura, Benemérita 
Universidad Autónoma de Puebla, Puebla, 2018), 92-93; Viqueira, Cronotopología, 186.
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tomó en cuenta únicamente la producción anual de la que había registros; 
segundo, en el caso de Tabasco es posible que la información haga refe-
rencia solo a las cantidades remitidas a España desde el puerto de Vera-
cruz; tercero, por el momento no hay manera de saber qué porcentaje del 
cacao chiapaneco se hizo pasar como almendra de Tabasco o viceversa, 
una práctica conocida desde el periodo colonial y que en el siglo xix se 
denunció en distintas ocasiones,32 y cuarto, conforme se acercaba el mo-
mento de la ruptura definitiva entre Chiapas, Guatemala y España, ob-
servamos que se registró una caída más marcada de la producción. Algo 
semejante estaba ocurriendo en Tabasco en el tránsito hacia la indepen-
dencia de México, lo cual tiene que ver con que se había perdido uno de 
los mercados importantes: España. Aunado a esto se registró una dismi-
nución de los precios que ocasionó desaliento y un abandono parcial de 
este cultivo. En tal sentido, recuperar el nivel de producción de los mejo-
res momentos del siglo xviii tomó algunas décadas.33 

Unos años después de haber arrancado el periodo republicano se re-
animó la demanda de cacao, sobre todo en el centro de México,34 aun-
que en términos de cantidad de producción pervivieron las diferencias 
entre Chiapas y Tabasco. Resulta que no bastaba con que Pichucalco e 
Ixtacomitán estuvieran cerca del puerto de Tabasco —que se aprovecha-
ba por su conexión con Tampico y Campeche— para que aquella zona 

32 Enriqueta Quiroz, «Circulación y consumo de cacao en la Ciudad de México en el 
siglo xviii», Secuencia, núm. 88 (2014), 51; L. A. Torre, Tabasco y su agricultura (México: 
Castañeda y Rodríguez, 1873); Diario del Gobierno de la República, núm. 3610, t. 32, 11 de 
mayo de 1845.

33 Los datos presentados contradicen a Humboldt, quien, en el albor de la década de 
1800, cuando pasó por Tabasco, dijo que, a pesar de que el cultivo de cacao era la prin-
cipal actividad económica de esa zona, no estaba en su mejor momento. No obstante, 
debe decirse que este viajero alemán tenía como punto de contraste la alta producción 
de Guayaquil y Maracaibo. Alexander Humboldt, Ensayo político sobre la Nueva España 
(París: Casa de Jules Renouard, 1827), 377; Juan Antonio Ortega y Medina, «Estudio pre-
liminar», en Ensayo político sobre el Reino de la Nueva España, por Alexander Humboldt 
(México: Porrúa, 2011), 262.

34 Manuel Miño ha señalado que desde el periodo colonial la Ciudad de México 
fue uno de los centros de consumo de cacao más importantes. Miño Grijalva, El cacao 
Guayaquil.
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hiciera valer su potencial cacaotero.35 Algunos datos hallados en el archi-
vo son de utilidad para dibujar esas diferencias. Por ejemplo, la rique-
za derivada del cacao en el partido de Ixtacomitán se generaba en unas 
cuantas haciendas —en contraste con las más de 100 que se contabili-
zaron al cerrar el periodo colonial—.36 Gloria Pedrero identificó 16 ca-
caotales,37 y aunque desconocía su extensión, pudo precisar que varias de 
estas tierras pertenecían a las familias prominentes de la región, como la 
finca La Candelaria, de Manuel Esponda y Oleachea.38 A esos datos se 
suman otros más que recuperamos del Archivo Diocesano de San Cris-
tóbal. Estos apuntan que entre 1821 y 1823, en Ixtacomitán se contaban 
20 haciendas en la Ribera del Blanquillo;39 las más grandes eran las de 
Nicolás Alvarado, Jaime M., Francisco Costa (diputado en el congre-
so estatal), Juan Gutiérrez, Agustín Teo y Antonio Azmitia. Además, 

35 La demanda nacional no se cubría con la producción de Chiapas y Tabasco, por lo 
que era necesario importar cacao desde Guayaquil, Ecuador, y Caracas, Venezuela. Juan 
Carlos Rodríguez Álvarez, Los chocolates de México. Un proceso de modernidad e identidad 
culinaria, 1831-1917 (tesis de doctorado, ciesas, México, 2017), 49.

36 Ramírez Nárez, El comercio de cacao, 138. El caso de Soconusco no se toma en cuen-
ta porque en esos años seguía sin incorporarse a Chiapas.

37 Si bien se trata de un número bastante corto de haciendas cacaoteras, debe decirse que 
no existe información estadística de esa época sobre Ixtacomitán y sus riberas, como padro-
nes de finqueros, cacaotales y hacendados cacaoteros. Esa falta de información tiene que ver, 
en parte, con el hecho de que, al momento de organizar la Hacienda pública, en 1825, el go-
bierno y los legisladores del estado decidieron no establecer ningún impuesto sobre la agri-
cultura ni sobre la tierra, y optaron por hacer de la capitación la base del erario chiapaneco.

38 Pedrero Nieto, La nueva estructura, 83; ahdsc, carpeta 1146, exp. 20.
39 Algunos indicios, que deben tomarse con alguna reserva, señalan que esas haciendas 

producían alrededor de 690 cargas de cacao. No se ha localizado la equivalencia de una 
carga de cacao en kilogramos, pero en los planes de arbitrio se menciona que equivalía a 
60 libras. Al respecto, los trabajos de Janine Gasco y Héctor Vera pueden brindar una idea 
adicional. De acuerdo con Gasco, una carga de cacao «consistía en 24 000 granos con un 
peso aproximado de 50 libras». Janine Gasco, «Una visión de conjunto de la historia demo-
gráfica y económica del Soconusco colonial», Mesoamérica 10, núm. 21 (1989), 388. Por su 
parte, Héctor Vera señala que una carga podía tener diferentes equivalencias; la primera es  
el peso que un indígena podía transportar sobre su espalda durante toda una jornada,  
es decir, aproximadamente 23 kilos; la segunda, el peso que cargaba un burro o mula, a sa-
ber, 130 kilos; por último, el que podía transportarse en carreta: 500 kilos. Héctor Vera, A 
peso el kilo. Historia del sistema métrico decimal en México (México: Libros del Escarabajo, 
2007), 74.
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estaban las haciendas de cacao de las riberas de San Vicente, Pueblo 
Nuevo Potrero, la de Jana y la del Azufre. Es posible que en conjunto es-
tas tierras produjeran alrededor de 1 080 cargas de cacao al año —quizá 
un poco más—, que equivalían aproximadamente a 32.4 toneladas.40

No obstante, ya desde 1818 la producción y el comercio basado en la 
almendra de cacao empezó a decaer en Tabasco —así como en Chiapas, 
véase la gráfica 3.1— como consecuencia de la ruptura con España, uno 
de sus mercados más importantes. Lamentablemente, no contamos con 
suficiente información cuantitativa para el siglo xix; sin embargo, pode-
mos inferir que la producción paulatinamente se recuperó, como ocu-
rrió con otras regiones cacaoteras, e incluso pudo aumentar conforme se 
restablecían las relaciones entre México y Europa.41 Según la estadística 
de la época, esta recuperación quedó patente al contarse en 1831 más de 
1 300 haciendas de cacao en Tabasco, que constituían el eje de su econo-
mía. Es importante hacer notar que para ese año la información estadís-
tica era más detallada, lo cual tenía que ver con el interés del gobierno 
tabasqueño por conocer el número de haciendas y su vocación agrícola y 
ganadera para fines fiscales. 

En cuanto a Tabasco, la información sugiere que el mayor impulso 
cacaotero en ese estado posiblemente comenzó después de la primera 
mitad del siglo xviii.42 Concretamente, durante el periodo comprendi-
do entre 1784 y 1819 la producción tabasqueña ocupó un lugar destacado 
entre las provincias y reinos que enviaban cacao a Veracruz. En esos 35 
años, Tabasco remitió un total de 9 208 toneladas, mientras que Guaya-
quil mandó 20 673 toneladas, las provincias de Maracaibo 15 016 tonela-
das y Caracas 4 800 toneladas.43 

40 ahdsc, carpeta 1117, exp. 21, año 1821. 
41 Para el caso de Ecuador véase Juan Maiguashca, «La incorporación del cacao ecua-

toriano al mercado mundial entre 1840 y 1925, según los informes consulares», Procesos. 
Revista Ecuatoriana de Historia, núm. 35 (2012).

42 Enriqueta Quiroz muestra que a mediados del siglo xviii Tabasco había aumenta-
do su producción, lo que se reflejaba en los envíos hacia la Ciudad de México. Quiroz, 
«Circulación y consumo», 59. 

43 Ruiz Abreu, «La economía de Tabasco», 9-10.
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Gráfica 3.1. Producción (toneladas) de cacao en Chiapas y Tabasco, 1800-1821

Fuente: Carlos Ruiz Abreu, «La economía de Tabasco en la Colonia», en Rosa María Romo López 
(coord.), Historia General de Tabasco, t. II (Villahermosa: Gobierno del Estado de Tabasco, Secretaría 
de Educación / Cultura y Recreación), 11; José Ramírez Nárez, El comercio de cacao en el partido de 
Ixtacomitán, 1800-1818 (tesis de licenciatura, Tuxtla Gutiérrez, unach, 2021); Comercio de Veracruz du-
rante 1803 y formada por el Consulado en cumplimiento de las órdenes del rey. Importación y ex-
portación general de España y América, Centro de Estudios de Historia de México (en adelante cehm), 
Fondo cclxxxvii Lucas Alamán 1706-1951, clasificación 090: cclxxxvii.3.149.1; Comercio de Veracruz 
durante 1805 y formada por el Consulado en cumplimiento de las órdenes del rey. Importación y 
exportación general de España y América, cehm, Fondo cclxxxvii Lucas Alamán 1706-1951, clasificación 
090: cclxxxvii.3.158.1; Comercio de Veracruz durante 1806 y formada por el Consulado en cumpli-
miento de las órdenes del rey. Importación y exportación general de España y América, cehm, Fondo 
cclxxxvii Lucas Alamán 1706-1951, clasificación 090: cclxxxvii.3.166.1.

Ahora bien, para la segunda mitad del siglo xix solo se cuenta con 
datos de producción para los años de 1854, 1857, 1860 y 1877, y aunque 
son pocos, en ellos vemos una tendencia de recuperación en Tabasco44 
respecto del periodo 1800-1821.45 También contamos con información 
para la década de 1890, en la cual se aprecia un nuevo descenso en 
las toneladas anuales cosechadas. A pesar de ello, al cerrar el siglo xix 

44 El dato de 1857 en Gil y Sáenz, Compendio histórico, 252.
45 Al inicio de la década de 1850 los comerciantes de cacao más destacados fueron: 

Manuel Payró, Juan Ruiz, Francisco Maldonado, Francisco Pérez, Pablo Canezza, Román 
Romano, Balvino Fernández, Román Ajarin, Benito Aznar. Véase El Tabasqueño, núm. 339, 
16 de marzo de 1851; El Tabasqueño, núm. 329, 2 de febrero de 1851.
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Tabasco producía más que el promedio registrado en 1800-1819, cuando 
experimentó buenos años de cosechas. Posteriormente, tuvo otro mo-
mento de recuperación a comienzos del siglo xx (gráfica 3.2). 

Gráfica 3.2. Producción de cacao en Tabasco 1854-1903 en toneladas

Fuente: gráfica realizada con información citada en: Miguel Ramírez Martínez, Ambiente, cultura y 
sociedad: los productores de cacao de pequeña escala de José María Pino Suárez, Comalcalco, Tabasco 
(tesis de doctorado, Universidad Iberoamericana, 2007), 222; Manuel Gil y Sáenz, Compendio histórico, 
geográfico y estadístico del estado de Tabasco (Villahermosa: Tipografía de José M. Abalos, 1872), 252. 
El dato de 1903 en E. Balcázar Antonio, Tabasco en sepia. Economía y sociedad, 1880-1940 (México: 
Universidad Juárez Autónoma de Tabasco, 2003), 84.

Sin embargo, en términos generales, ¿qué ocurrió al cierre de la dé-
cada de 1890, precisamente cuando la producción registró una caída sig-
nificativa? ¿Cuál era entonces el lugar de Chiapas y Tabasco en el esce-
nario cacaotero internacional? De momento mencionaremos dos puntos 
que permiten aclarar parcialmente estas cuestiones. En primer lugar, en la 
segunda mitad del siglo xix se produjeron cambios en la preferencia de 
los cultivos, hecho que se constata en el auge que cobraron en Tabasco y 
Chiapas la caña de azúcar y los productos derivados de ella —aguardien-
te, azúcar y panela—, así como el enorme impulso que ese ramo recibió 
del gobierno, al menos en Chiapas. La caña de azúcar prometía ganan-
cias jugosas a los tabasqueños, mientras que en Chiapas hacía años que 
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se apostaba por ese cultivo. También podemos observar que en el último 
cuarto de esa centuria se experimentó un furor por la agricultura cafeta-
lera no solo en Chiapas, sino también en otras partes del continente, lo 
que ocasionó un crecimiento en el valor de las fincas rústicas en zonas 
como el Soconusco, mayor presencia de mano de obra e inversión en fe-
rrocarriles, puertos, caminos y otros sectores de la administración pública. 

Cuadro 3.1. Actividades económicas en las haciendas de Tabasco en 1831

Partidos Haciendas
de cacao

Sitios de 
caña

Sitios de 
ganado
mayor

Plantíos 
de café

Cortes 
de palo 
de tinte

Cor-
tes de 

pimienta
San Juan 
Bautista

80 40 34 - 11 -

Nacajuca - 50 7 - - 2
Usumacinta 2 11 11 - 7 -
Tacotalpa 31 15 3 - - -
Teapa 200 64 4 - - -
Jalapa 68 78 22 - - -
Macuspana 56 298 51 - 7 -
Cunduacán 528 03 13 02 - -
Jalpa 215 35 24 08 - 3
Aynto. de San 
Antonio

143 11 3 - - -

Totales 1 323 605 172 10 25 5

Fuente: El Tabasqueño, Periódico Oficial, t. 2º, núm. 117, 14 de enero de 1849.
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En segundo lugar, debe decirse que, en contraste con Chiapas y Ta-
basco, algunos países como Brasil,46 Ecuador,47 Venezuela,48 República 
Dominicana y Trinidad, que desde el periodo colonial y buena parte del 
siglo xix habían sido zonas productoras de cacao,49 estaban elevando de 
manera importante su producción, o por lo menos mantenían un ritmo 
que les permitió, en el arranque del siglo xx, liderar la producción mun-
dial, de acuerdo con los datos estadísticos de 1907; sin embargo, México 
—Tabasco y Chiapas— no apareció en estos datos. 

En la gráfica 3.3 se observa que mientras el cacao de Venezuela y 
Ecuador seguía ocupando un lugar sobresaliente en la producción mun-
dial, otras naciones comenzaban a destacar con fuerza. No fue ese el 
caso de México —Tabasco y Chiapas—, lo cual se explica, en parte, por 
el hecho de que ni el gobierno mexicano ni los gobiernos de los estados 
aludidos tomaron en cuenta los escasos análisis de la época, como el del 
diputado tabasqueño que, en 1847, solicitó protección para los cacaos de  
Tabasco, Chiapas y Veracruz; o el de Alberto Correa, quien en 1899 ad-
virtió que el problema de la agricultura cacaotera no se debía únicamen-
te a adversidades internas como la falta de caminos, el alto costo de los 

46 Entre 1905 y 1910 Brasil produjo 200 000 toneladas de grano de cacao. Rosana Lins 
Calmon da Conceição et al., «Especialización y competitividad: análisis de las exportacio-
nes brasileñas de cacao en grano y productos», Revista Mexicana de Ciencias Agrícolas 11, 
núm. 6 (2020), 1027.

47 Ecuador pasó de exportar 7 737 toneladas entre 1861 y 1870 a 36 796 toneladas entre 
1911 y 1920. Manuel Chiriboga, «Auge cacaotero y economía regional: la costa ecuatoriana 
a inicios del siglo xx», en Estados y naciones en los andes. Hacia una historia comparati-
va: Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú, compilado por Jean-Paul Deler e Yves Saint-Geours 
(Lima: Instituto de Estudios Peruanos / Institut Français d’Études Andines, 2014). 

48 Frédérique Langue, «Orígenes y desarrollo de una élite regional. Aristocracia y cacao 
en la provincia de Caracas, siglos xvi-xviii», Tierra Firme, Revista de Historia y Ciencias 
Sociales, núm. 34 (1991).

49 Osicleide de Lima Bezerra, «Notas sobre la historia del trabajo en Brasil: su consa-
gración en hechos, valores y canciones», Estudios Sociológicos, núm. 90 (2012); Theotonio 
Dos Santos, Brasil: orígenes y perspectivas de una crisis (Chile: Universidad de Chile, 
1972); Aura Delgado, «Los productores de cacao en Venezuela: de la esclavitud al coope-
rativismo», Observatorio Laboral Revista Venezolana 1, núm. 2 (2008); Gonzalo Barrios 
Ferrer, Venezuela: cambio social y modernización política (tesis de doctorado, Universidad 
Complutense de Madrid, 2015).
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fletes, la escasez de mano de obra y el cobro de derechos fiscales eleva-
dos, sino principalmente a la competencia que representaba el cacao ex-
tranjero y al rápido aumento de su producción que, aunque era conside-
rada de menor calidad que la de Tabasco y Chiapas, estaba inundando 
los mercados internacionales por su bajo precio y su capacidad para cu-
brir la demanda.50 Correa llamó la atención en el sentido de que en Ta-
basco no se estaban tomando acciones para elevar la producción.51 

Gráfica 3.3. Producción mundial de cacao en 1907 en toneladas

Fuente: Cacao (Washington, D. C.: Government Printing Office, 1909), 473.

Al parecer, no hubo una reacción del Estado en ese sentido. Sin em-
bargo, la atención se centró en las tensiones suscitadas entre estados ve-
cinos —en este caso, Chiapas y Tabasco— en torno a la cuestión de las 

50 Alberto Correa, Reseña económica del Estado de Tabasco (México: Secretaría de 
Fomento, 1899), 81-82.

51 Debe mencionarse que tampoco se hacía mucho por mejorar las técnicas agrícolas 
y aplicar tecnología emergente para reducir los costos del cacao. Además, otras acciones 
llegaron tarde, como la apertura de mejores caminos, más puertos y la supresión de las 
alcabalas hasta 1896.
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alcabalas y la defensa de sus regímenes interiores, como se analizará en 
la siguiente sección.52 

La garra del fisco53

De acuerdo con lo referido, en los periodos 1825-1837 y 1848-1896 los co-
secheros de cacao de Chiapas debieron lidiar con el cobro de alcabalas 
en Tabasco.54 En contraparte, los gobiernos nacional y estatal intentaron, 
mediante distintos decretos, alentar la agricultura cacaotera; por ejemplo, 
los productores dejaron de dar el diezmo desde 1823, con lo que tuvieron 
más posibilidades de invertir en la tierra. Además, por lo menos entre 
1838 y 1845 estuvieron exentos del pago de derechos al transitar por Oa-
xaca y Tabasco y, mediante otras disposiciones, también quedaron libres 
de contribuir a la Tesorería general por las ventas que realizaban en el 
interior de sus fincas. Pero todas estas medidas no eran suficientes para 
el sector, porque desde su perspectiva el cobro de alcabalas tabasqueñas 
afectaba mucho el comercio basado en la almendra de cacao. En las si-
guientes páginas se exponen las inconformidades que expresaron ante 
la presión tributaria de las autoridades tabasqueñas. Antes, es necesario 
mencionar que las alcabalas y el derecho de extracción estaban presentes 
en los planes de Hacienda de Tabasco desde la primera mitad del siglo 
xix, lo que significa que los productores de esa entidad estaban sujetos a 
esas dos contribuciones. Las alcabalas y el derecho de extracción debie-
ron representar una carga fiscal significativa, o eso es lo que León Alejo 

52 Tabasco defendió su régimen interior e incluso amagó con separarse de México 
cuando las circunstancias políticas y bélicas afectaron al estado. Chiapas, por su parte, 
aparentemente mucho más dócil con el gobierno nacional, también defendió su soberanía 
cuando el gobierno de Tabasco pretendió arrebatarle una parte importante de su territorio.

53 Torre, Tabasco y su agricultura, 9.
54 Las referencias a los caminos por donde se movía el cacao entre Chiapas y Tabasco 

en Carlos Ruiz Abreu, «Rutas, impuestos y productos comerciales de Tabasco en el siglo 
xviii», Antropología. Boletín Oficial del Instituto Nacional de Antropología e Historia, núm. 
66 (2002), 41-44.
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Torre dejó ver en 1873, cuando escribió, a propósito de la situación de 
la agricultura en Tabasco, que «en el fondo de cuadro tan sombrío, se 
destaca la garra del fisco pronta a arrebatarle el fruto de sus sudores». Es 
importante mencionar esto porque lo que analizaremos a continuación 
refleja el punto de vista de los cacaoteros y las autoridades de Chiapas, 
quienes soslayaron completamente las repercusiones de esas dos cargas 
fiscales sobre la economía cacaotera tabasqueña.

Tensiones por las alcabalas sobre el cacao

Desde la incorporación de Chiapas a México, los productores y comer-
ciantes de cacao de la zona de Ixtacomitán y Pichucalco, que acostumbra-
ban cruzar las tierras de Tabasco en busca de mercado, se vieron obliga-
dos a soportar una renovada presión fiscal por parte de las autoridades de 
ese estado: 6 % de alcabala a los frutos y efectos que transitaban por ese 
territorio.55 En el marco del decreto nacional del 8 de octubre de 1823, que 
liberó por 10 años del diezmo, primicias y alcabalas a los nuevos plantíos 
de cacao, los cosecheros de Ixtacomitán no dudaron en resistirse a pagar; 
sin embargo, los resultados no fueron favorables, en parte porque las au-
toridades tabasqueñas adujeron el tema de la soberanía para hacer valer el 
cobro, y además porque el 6 % constituía uno de los pilares de la Hacien-
da pública tabasqueña al que difícilmente iban a renunciar, sobre todo en 
el contexto de conflictos armados y amenazas de invasión extranjera.

El criterio de soberanía fiscal fue recurrente entre los estados y se 
apoyaron en él para establecer los ramos de ingreso de sus erarios, in-
cluso en ocasiones sirvió para desatender la recomendación del gobierno 
nacional de no cobrar alcabalas a las mercancías que estaban en tránsi-
to por sus territorios. En esto tuvo mucho que ver el pacto federal y la 
división de rentas pertenecientes a los estados y al gobierno nacional.56 
Esa diferenciación originó fricciones no solo entre esas dos esferas de 

55 El Tabasqueño, núm. 117, 14 de enero de 1849.
56 Carmagnani, «Finanzas y estado de México», 139.
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gobierno, sino también entre entidades vecinas. Las tensiones entre Ta-
basco y Chiapas por el cobro de las alcabalas son un ejemplo al respecto. 
Ya en algunos estudios se explica lo difícil que resultó para el gobierno 
nacional imponer una política antialcabalas sobre las entidades, por lo 
menos hasta la década de 1890.57 

¿Qué ocurrió entre Tabasco y Chiapas ante la recomendación del go-
bierno nacional de eliminar las trabas al comercio entre entidades, sobre 
todo en el momento en que estaban vigentes otras disposiciones estata-
les y nacionales cuyo objetivo era impulsar la agricultura y su comercia-
lización? Los cacaoteros de Ixtacomitán, Pichucalco y sus riberas, junto 
con los comerciantes de ese ramo, alzaron la voz desde el segundo quin-
quenio de 1820 en contra de los elevados derechos que se cobraban en 
Tabasco, pues el cacao chiapaneco solamente iba de paso hacia el puer-
to.58 Productos chiapanecos como el cacao dependían principalmente 
del puerto de Tabasco para asegurar su comercio, pues la otra vía por la 
que podían transportarse atravesaba parte de la serranía del área zoque, 
un tramo más largo y costoso en términos de esfuerzo y fletes, ya que 

57 En parte fue así porque, hasta el inicio de ese decenio, algunas entidades, además 
de ejercer una autonomía que les permitió resistirse a eliminarlas, mantuvieron una alta 
dependencia del producto anual de ese impuesto. Luis Jáuregui «Los orígenes de un ma-
lestar crónico. Los ingresos y los gastos públicos de México, 1821-1855», en Penuria sin fin. 
Historia de los impuestos en México, siglos xviii-xx, coordinado por Luis Aboites Aguilar 
y Luis Jáuregui (México: Instituto Mora, 2005), 102-110; Marcello Carmagnani, «Federación 
y estados: espacios políticos y relaciones de poder en México (siglo xix)», en Economía y 
política. México y América Latina en la contemporaneidad (México: Colmex, 2011), 157-158.

58 En la prensa local podían leerse expresiones como la siguiente: «Gravar demasiado 
los artículos de comercio es ponerle trabas y hacer pagar a los consumidores mayor can-
tidad de la que antes daban para subvenir a sus necesidades. Si el comerciante utiliza, ha 
de ser sacando los derechos que se le exigen del que le compre sus efectos o frutos; si el 
lucro no le proporciona medios, abandona aquel tráfico y resultan perjudicados el Estado, 
productos y consumidor. Estos son males de mucha consideración y que por desgracia 
parece que bajo este principio ruinoso se van estableciendo las alcabalas en los estados 
limítrofes nuestros»; La Campana Chiapaneca, 17 de octubre de 1827, 47; «Honorable 
Congreso», El Guardia Nacional, núm. 16, 1 de julio de 1851; Miguel Ángel Sánchez Rafael, 
«Las alcabalas en Chiapas durante el siglo xix: ¿obstrucción o protección al comercio y la 
agricultura?», en Historias e historiografías del siglo xix en Chiapas y Guatemala, coordi-
nado por Aaron Pollack, Amanda Torres, Carlos Sarazúa y Dolores Palomo, 479-504 (San 
Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2020), 495.
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implicaba cruzar la sierra sobre los hombros de cargadores indígenas, 
para que después se embarcara en Quechula en pequeñas canoas, y de 
ahí se trasladara hacia otras regiones.59 O bien, podía pasar por Oaxaca, 
lo que también representaba un trayecto largo y difícil.

Las quejas de los cosecheros y comerciantes de Chiapas termina-
ron en una solicitud dirigida al Congreso de la Unión para que actuara 
como árbitro y decretara la tasa máxima de los derechos de consumo 
que cada estado podía imponer a los frutos, efectos y manufacturas na-
cionales, así como a los extranjeros.60 Pero las autoridades de Tabasco 
atendían a las necesidades de su erario y según la apreciación que te-
nían de su propia soberanía fiscal, pues el cobro que en 1827 realizaba 
la Hacienda pública de Tabasco se respaldaba en el decreto de ese es-
tado del 12 de septiembre de 1825, que establecía el pago de derechos 
a los frutos chiapanecos «que de tránsito pasan por allí para su expor-
tación».61 No obstante, esa disposición desconocía abiertamente las ór-
denes nacionales expedidas el 8 de octubre de 1823 y el 10 de mayo de 
1826. La primera eximía de ese y otros derechos a varios cultivos, entre 
los que se contaba el cacao, y la segunda prohibía el cobro por tránsito 
a «todos los géneros, frutos y efectos nacionales».62 

No ha sido posible localizar documentación que aclare el desenlace 
de ese enredo entre ambos estados. Lo que sí puede señalarse es que, a 
raíz del decreto nacional de 27 de abril de 1838 referido anteriormente, 
que autorizó la exención de derechos a los frutos naturales e industriales 

59 Sánchez Rafael, «Las alcabalas en Chiapas», 495-496.
60 Sánchez Rafael, «Las alcabalas en Chiapas», 497. 
61 La Campana Chiapaneca, 17 de octubre de 1827, 47; Sánchez Rafael, «Las alcabalas 

en Chiapas», 497.
62 El decreto de 10 de mayo de 1826 señalaba que: «Todos los géneros, frutos y efec-

tos nacionales que se exporten, serán libres de todos derechos; y ni los estados por don-
de transiten, ni los litorales, podrán imponérselos bajo ninguna denominación». En esta 
disposición no quedaron incluidos el oro ni la plata. Véase Manuel Dublán y José María 
Lozano, Colección completa de las disposiciones legislativas expedidas desde la Independencia 
de la República (México: Imprenta del Comercio, 1876); Ernest Sánchez Santiró, Las al-
cabalas mexicanas (1821-1857). Los dilemas en la construcción de la Hacienda nacional 
(México: Instituto Mora, 2009), 123. 
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de Chiapas por un lapso de siete años, hubo una pausa en las tensiones 
derivadas del cobro de alcabala. En consecuencia, para el periodo 1838-
1845 no se han identificado quejas formuladas en Chiapas en contra del 
cobro de derechos en Tabasco. 

Recuérdese que en 1845 un diputado por Oaxaca en el Congreso Ge-
neral expresó que no convenía a las finanzas de esa entidad ni a los co-
merciantes de Tehuantepec extender la vigencia del decreto nacional de 
27 de abril que beneficiaba a Chiapas, como lo solicitaron varios legisla-
dores en la Cámara de Diputados,63 porque los cacaoteros tabasqueños 
lo aprovechaban para hacer pasar el cacao de Tabasco como chiapaneco 
y de ese modo enviarlo a Oaxaca sin que lo afectaran las cargas alcaba-
latorias. Es muy probable que haya sido así. Los productores de cacao ta-
basqueños también se oponían a ciertos impuestos establecidos por los 
legisladores de su entidad, pero no tenían más remedio que pagarlos, por 
lo que es posible que aprovecharan el decreto de 27 de abril de 1838. No 
sería extraño que entre 1838 y 1845 se hubieran realizado esfuerzos para 
hacer pasar el cacao tabasqueño como chiapaneco con el fin de eludir las 
alcabalas y el derecho de extracción.

Si bien los efectos del decreto de 27 de abril terminaron en 1845, aca-
so se extendieron un poco más gracias a una medida legislativa impul-
sada en el Congreso General por un diputado por Tabasco, de apellido 
Zapata, quien propuso en 1847 una acción para proteger la producción 
de cacao del sur sureste mexicano y liberarla de cargas fiscales alcaba-
latorias. Su iniciativa contemplaba la producción de Tabasco, Chiapas y 
Veracruz. Estaba consciente de que el erario tabasqueño resultaría afec-
tado y por ello alentó el aumento de la carga fiscal sobre los tejidos de 
algodón, los paños, rebozos, la cera «y otros diversos artefactos o pro-
ductos de la república». En síntesis, la preocupación de este diputado se 
centraba en la poca capacidad de los cacaoteros de esos tres estados para 
que los precios nacionales compitieran con el de Maracaibo. A su jui-
cio, el precio del cacao mexicano colocado en el puerto de Veracruz, con 

63 «Cámara de Diputados», Diario del Gobierno de la República, núm. 3610, t. 32, 11 de 
mayo de 1845. 
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alcabalas y fletes, era de 16 pesos y dos reales por cada carga, mientras 
que el de Maracaibo era apenas de 13 pesos y un real. Así, solicitó au-
mentar en seis centavos el derecho de importación sobre «toda clase de 
cacao extranjero, excepto el de Guayaquil».64 La inquietud del legislador 
desaparecería si se aceptaba la propuesta.65 

La moción fue admitida por los legisladores y enviada a la Comisión 
de Hacienda, pero no sabemos si se aprobó, en cuyo caso no debió de 
estar vigente más que algunos meses, pues en 1848, en medio de la com-
plicada situación que representaba la competencia de Maracaibo para el 
cacao tabasqueño, resurgieron los problemas entre Chiapas y Tabasco. 
En esa última entidad se impuso nuevamente una política de alcabala, 
en defensa de su soberanía. Las autoridades tabasqueñas decretaron un 
impuesto de cuatro reales —50 centavos— por cada carga de cacao —60 
libras, equivalentes a 30 kilos aproximadamente—66 que se extrajera del 
estado, así como al cacao de los estados vecinos que estuviera de paso 
por la entidad. El propósito de ese impuesto era que su recaudación 
amortizara la deuda del estado.67 

Si los cacaoteros de Chiapas se molestaron por esta medida, el ma-
lestar fue mayor a partir de 1850, cuando el decreto del 21 de diciembre 
de ese año, expedido por la legislatura de Tabasco, gravó al doble —a ra-
zón de un peso por cada 60 libras— todo el cacao que se extrajera de 
esas tierras o que transitara por ellas.68 

Una comisión del Congreso de Chiapas se encargó de analizar dicho 
decreto y reconoció que «la vida de este comercio, no hay duda al asegu-
rarlo, depende exclusivamente de la extracción de los cacaos por el puer-
to de Tabasco».69 A su juicio, el decreto de la legislatura de Tabasco ases-
tó «el golpe más atroz al ramo único que con el tiempo podría formar 

64 La excepción al cacao de Guayaquil obedecía a que era el que consumían las perso-
nas pobres. Miño Grijalva, El cacao de Guayaquil, 13.

65 «Congreso General», El Monitor Republicano, 23 de enero de 1847.
66 La equivalencia de las libras en Vera, A peso el kilo, 32, 118.
67 La referencia a este decreto en El Tabasqueño, núm. 320, 26 de diciembre de 1850.
68 El Tabasqueño, núm. 320, 26 de diciembre de 1850.
69 El Guardia Nacional, núm. 16, 1 de julio de 1851.
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una de las fuentes de riqueza pública de las Chiapas». Según una de sus 
observaciones, en Tabasco ese fruto podía llegar a producir entre 40 000 
y 50 000 pesos por pago de derechos.70 No obstante, los diputados no 
advirtieron que, si ese llegaba a ser el caso, sería principalmente por la 
producción de cacao de Tabasco, que históricamente había sido mayor 
que la de Chiapas. Aun así, cabe decir que el resultado de su análisis no 
estaba tan alejado de la realidad, pues un año después de haber apareci-
do el decreto en cuestión, la Hacienda pública tabasqueña recaudó casi 
22 000 pesos tan solo por extracción de cacao, cifra que representó un 
tercio del ingreso anual.71 

La comisión alegó que el decreto tabasqueño del 21 de diciembre de 
1850 se oponía al arancel general de 1845, en el que se estipulaba, entre 
otros puntos, que en las aduanas marítimas y fronterizas se cobrara un 
impuesto —ley del 4 de octubre de 1845—, pero que los géneros, frutos 
y efectos de exportación no serían gravados, bajo ninguna denomina-
ción, en los territorios por donde transitaran —artículo 112—.72 El punto 
es que esta disposición nacional había sido emitida durante la Segunda 
República Central y la instrucción estaba dirigida a los departamentos y 
territorios; por lo tanto, en 1850, ya restablecido el federalismo, las auto-
ridades tabasqueñas decidieron desconocer el arancel. Así, el decreto de 
Tabasco del 21 de diciembre se puso en práctica, a pesar de que los ca-
caoteros de Chiapas aseguraban que su objetivo era detener el flujo del 

70 «Honorable Congreso», El Guardia Nacional, núm. 16, 1 de julio de 1851; Sánchez 
Rafael, «Las alcabalas en Chiapas», 498.

71 El Tabasqueño, núm. 382, 14 de agosto de 1851; El Tabasqueño, núm. 416, 11 de di-
ciembre de 1851; El Constitucional. Periódico Oficial del Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos, núm. 172, 2 de abril de 1852.

72 La ley del 4 de octubre de 1845 en Dublán y Lozano, Legislación mexicana, 40. En 
1846 habrían podido aducir en su favor lo dispuesto en el decreto de 10 de octubre de ese 
año 1846, mediante el cual se suprimieron las alcabalas en el territorio nacional y se susti-
tuyeron por impuestos directos. Sin embargo, el decreto mencionado tuvo una corta exis-
tencia, así que recurrieron al decreto nacional de 1845. El decreto de 10 de octubre de 1846 
en Sergio Alejandro Cañedo Gamboa, Comercio, alcabalas y negocios de familia en San 
Luis Potosí, México. Crecimiento económico y poder político, 1820-1846 (México: El Colegio 
de San Luis / Instituto Mora, 2015), 124.
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cacao de Pichucalco, al que supuestamente los productores de Tabasco 
veían como su competencia, cuando en realidad el verdadero competidor 
era el cacao de Maracaibo. 

Los legisladores chiapanecos consideraron que el decreto era «impo-
lítico, injusto y arbitrario», y no estuvieron de acuerdo en que mediante 
el criterio de soberanía se pretendiera apuntalar su Hacienda y afectar el 
desarrollo agrícola de los estados vecinos.73 Por este motivo, decidieron 
elevar el reclamo al Senado para que se le diera solución, pero el pro-
blema no se resolvió y prevaleció más allá de la primera mitad del siglo, 
a pesar de que la Constitución de 1857 estipuló que el Congreso general 
impediría que el comercio entre estados se viera afectado por «restriccio-
nes onerosas».74 

La tensión persistió al menos dos décadas más. El 2 de mayo de 1868 
el gobierno nacional hizo un nuevo llamado para que no se gravaran los 
productos nacionales en tránsito, pero las autoridades tabasqueñas si-
guieron cobrando altos derechos al cacao de Chiapas. Poco después, en 
1872, el secretario de gobierno señaló que el cacao de Pichucalco «no 
puede negociarse por las fuertes alcabalas conque está gravado [el cacao] 
en el Estado de Tabasco, cuya Legislatura contraviene el artículo 124 de 
la Constitución federal, y por los crecidos impuestos que se le cobran 
por simple tránsito». Ese año, varios individuos acomodados de Pichu-
calco solicitaron la intervención del gobierno chiapaneco para que exhor-
tara a las autoridades tabasqueñas a respetar «las garantías y prerrogati-
vas que les consagra nuestro Código fundamental».75 Pero los resultados 
no fueron los esperados.

Finalmente, los cosecheros chiapanecos recuperaron los ánimos unos 
años más tarde, cuando el gobierno nacional emitió los decretos de 17 
de mayo de 1882 y 26 de noviembre de 1884, que anunciaban la extin-
ción de las alcabalas. En la prensa se dijo que «la supresión de las alca-
balas que pronto va a llegar a alcanzarse nos traerá directamente ventajas 

73 «Honorable Congreso», El Guardia Nacional, núm. 16, 1 de julio de 1851. 
74 Constitución de 1857 (artículo 72, fracción IX; artículo 112, fracción I): web.
75 Fenner, Memoria e informes, 1872, 23-24.
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importantes, entre ellas la de que nuestra agricultura y comercio no en-
contrarán en su camino el grave obstáculo de los impuestos indirectos».76

Conclusiones 

Poco tiempo después de que Chiapas se incorporara a México, los cacao
teros de esa entidad denunciaron que la política fiscal del estado de Ta-
basco entorpecía el desarrollo de la economía cacaotera de la zona de Ix-
tacomitán. Los cosecheros de este producto reiteradamente manifestaron 
que las alcabalas recaudadas por el fisco de Tabasco afectaban la agri-
cultura y el comercio de la almendra de cacao, pues consideraban que 
la política impositiva de esa entidad jugaba un papel negativo para este 
sector de la economía de Chiapas. Llegaron incluso a expresar que las 
autoridades de Tabasco habían decidido establecer impuestos alcabalato-
rios para proteger los intereses de los cosecheros de cacao de ese estado 
y perjudicar a los chiapanecos. 

La documentación señala que por más de medio siglo, salvo mo-
mentos excepcionales, no hubo manera de que el gobierno nacional y el 
ejecutivo chiapaneco contrarrestaran la decisión de las autoridades tabas-
queñas. La solución a ese problema no estaba al alcance de ninguno de 
esos dos gobiernos, y el de Tabasco no tenía la voluntad de erradicar el 
cobro alcabalatorio. Esto resulta comprensible si se considera que en esa 
época los tesoros públicos atravesaban momentos difíciles derivados tan-
to de la amenaza de invasión extranjera como de los obstáculos a los que 
se enfrentaba constantemente la incipiente administración tributaria. No 
resulta extraño entonces que los legisladores locales solieran desacatar la 
orden nacional de no establecer impuestos por la circulación de mercan-
cías. Esto orilló al ejecutivo de la nación a lidiar con autoridades estatales 
y grupos regionales de poder económico que defendían su soberanía fis-
cal, alentaban la protección de productos locales e insistían en establecer 
alcabalas, como lo hicieron los tabasqueños. 

76 «Alcabalas», El Pueblo Libre, núm. 30, 26 de julio de 1882. 
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Existe otra lectura de ese mismo problema, la cual se relaciona con 
la situación económica del propio estado de Tabasco, una situación que 
claramente los cacaoteros chiapanecos no tomaron en cuenta al elaborar 
sus denuncias. Es decir, para los tabasqueños el cacao había sido la base 
de su economía desde el periodo colonial, lo que puede explicar el tesón 
con que defendieron su producción frente a la competencia que repre-
sentaban otros estados y países. En cambio, y en esto el caso de Tabas-
co llama la atención, a diferencia de lo ocurrido en otras entidades, los 
hacendados —los cacaoteros en particular— accedieron a pagar no solo 
alcabalas al erario tabasqueño, sino también un impuesto a la produc-
ción de cacao. Esto fue decisivo para que las autoridades de ese estado 
se sobrepusieran a las dificultades que implicaba el sostenimiento de un 
gobierno. 

No obstante, debemos señalar que no todos en esa entidad estaban 
de acuerdo con gravar el cacao. Un ejemplo es el diputado de Tabasco en 
el Congreso de la Unión, León Alejo Torre, quien en 1873 reveló que la 
agricultura cacaotera de ese estado se encontraba paralizada debido, en-
tre otras razones, a la falta de caminos y trabajadores,77 la ausencia de 
asociaciones entre propietarios y el cobro de derechos de exportación y 
las alcabalas. En cuanto a los impuestos de Tabasco, denunció que afec-
taban seriamente a los cosecheros y comerciantes de cacao tanto de esa 
entidad como de Chiapas. 

Sin embargo, más allá de apreciaciones de ese tipo, la documenta-
ción sobre Chiapas y Tabasco revela un problema adicional que merece 
estudiarse con mayor detenimiento, a saber: que mientras los cosecheros, 
las autoridades y los legisladores de ambos estados se aferraron a las vie-
jas ideas acerca del origen de la parálisis de la economía cacaotera, no 
pudieron percibir que era urgente impulsar acciones legislativas para fo-
mentar la agricultura y plantear un escenario en el que los precios del 
cacao del sur sureste pudieran competir con los del cacao proveniente de 
Maracaibo y Guayaquil, que a nivel internacional representaba una fuerte 

77 La falta de mano de obra se menciona también en El Tabasqueño, núm. 340, 20 de 
marzo de 1851.
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competencia debido a su menor costo y aspiraba a dominar los merca-
dos de Estados Unidos y Europa.
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Capítulo 4. Las alcabalas campechanas: 
 características, origen y controversias
durante el periodo posrevolucionario, 

décadas de 1920 y 19301

Fernando Soria Soria
Centro de Investigaciones Históricas y Sociales  

de la Universidad Autónoma de Campeche

Introducción

El objetivo de esta investigación consiste en examinar un aspecto de la 
fiscalidad posrevolucionaria: la reinstalación de los tributos alcabala-

torios en Campeche durante los decenios de 1920 y 1930. En este sentido, 
se sostiene que la vigencia e imposición de dichas cargas sobre la intro-
ducción y circulación de mercancías respondían a factores y circunstan-
cias diversas,2 y entre los eventos que las impulsaron descolló la penuria 

1 Esta investigación forma parte de mi proyecto de estancia posdoctoral en la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, titulado: «Estructura tributaria y gasto 
público en el Campeche posrevolucionario, 1916-1947: el diseño y los resultados con el siste-
ma de participaciones», financiado por la Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e 
Innovación. Agradezco a la Casa de Hidalgo las facilidades para su concreción.

2 Lo anterior a partir de la propia armazón del sistema fiscal estatal, que carecía de la 
capacidad de gravar la generación de riqueza patrimonial. Sobre los defectos de las im-
posiciones directas a partir de la norma y su aplicación en el estado de Campeche, véa-
se Moisés de la Peña, Campeche económico, 2 t. (Campeche: Gobierno Constitucional 
del Estado, 1942), t. ii, 1942, 253, 276-286. Asimismo, hacia 1927 la administración estatal 
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constante de los erarios estatal y municipales, dependientes y empobre-
cidos ante los ciclos económicos de los bienes forestales y agroindustria-
les principales que se extraían del campo en el estado.3 Esta situación fue 
atizada, además, por los actos de corrupción detectados durante el perio-
do de análisis. 

Asimismo, un ingrediente más se sumó al resurgimiento de las alca-
balas: el proyecto «socialista» a partir del gobierno de Ramón Félix Flores 
(1921-1923), quien durante su mandato se enfocó en gravar e inspeccionar 
los productos comerciales que llegaban al territorio con el ánimo de ge-
nerar ingresos tributarios y, a la par, absorber una no menor sangría fis-
cal de los principales mayoristas y hacendados regionales que ostentaban 
el capital comercial. Así se secundó el planteamiento político de dicha fi-
liación en el poder, que buscaba un reparto equitativo de las riquezas.4 

En este sentido, las alcabalas posrevolucionarias5 en Campeche es-
tuvieron lejos de representar una respuesta moderna o soberanista de la  
administración estatal y las corporaciones edilicias ante el proceso de 
concentración de la riqueza impositiva impulsado por el gobierno federal 

señaló la carencia de expedientes prediales para imponer las contribuciones, lo que resaltó 
a partir de los estragos que generaron la rebelión y ocupación delahuertista de 1923. Sobre 
este tema véase Gobierno del Estado de Campeche, «Decreto del H. Congreso del Estado», 
Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Campeche, 9 de julio de 1927, 2. 

3 Es decir, el henequén agroindustrial en primer lugar, y después la resina del chicoza-
pote, el chicle, este último un bien forestal, ambos apreciados especialmente por la deman-
da especulativa norteamericana.

4 Sin embargo, el gravamen no fue diferencial y se generalizó. Omar May González, 
Los primeros años de la posrevolución en Campeche (1921-1929) (México: Instituto Mora, 
2013), 68-69. Por su parte, el «socialismo» propuesto en la época y en Campeche, más san-
simoniano que marxista, se entendió como una doctrina de fraternidad y hermandad para 
la sociedad.

5 Una definición amplia de «impuestos alcabalatorios» para el siglo xx fue construida 
por María José Rhi Sausi y María del Ángel Molina Armenta, El mal necesario. Gobierno y 
contribuyentes ante el dilema de las alcabalas, siglos xix y xx (México: uam-Azcapotzalco, 
División de Ciencias Sociales y Humanidades, 2014), 156. Estos impuestos integraron no 
solo las cargas fiscales sobre la extracción e internación mercantil, sino también contribu-
ciones sobre la producción y la compraventa que operaban o funcionaban como alcabalas. 
En esta investigación se consideró oportuno el empleo indistinto de términos como alca-
balas, imposiciones o tributos alcabalatorios para el periodo analizado. 
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mexicano.6 De hecho, los sistemas de participaciones sobre los rendi-
mientos de cargas federales7 pusieron fin a una dilatada etapa de auste-
ridad presupuestaria en los programas de egresos de la entidad, la cual 
arreció con la gestión de Benjamín Romero Esquivel (1931-1935) debido 
a la incertidumbre y la especulación ante el presunto ocaso de la acti-
vidad extractiva chiclera a inicios del decenio de 1930.8 De forma sig-
nificativa, los rendimientos sobre participaciones federales a partir del 
capítulo forestal proporcionaron «oxígeno» a las finanzas locales. Poste-
riormente, la administración que encabezó Héctor Pérez Martínez9 (1939-
1943) promovió cambios en el diseño de dichas figuras ante el ejecutivo 
federal, precisamente con el propósito de obtener de estas mayores in-
gresos para el erario estatal.10 De tal manera, hacia la década de 1940 las 

6 Luis Aboites Aguilar, «Alcabalas posporfirianas. Modernización tributaria y soberanía 
estatal», Historia Mexicana 51, núm. 2 (2001), 365; Rhi Sausi y Molina Armenta, El mal ne-
cesario, 167, 171-172. 

7 Se trataba de convenios entre el gobierno federal y los estados, en los cuales estos 
últimos cedían el gravamen para la potestad del primero y a cambio las entidades obte-
nían un porcentaje de los rendimientos del tributo. Para el caso campechano, estos con-
venios databan para el apartado forestal desde 1936, por ser la principal base de los ingre-
sos públicos del estado: véase al respecto De la Peña, Campeche económico, t. ii, 249-250. 
Previamente, el estado de Campeche percibía y continuó cobrando la participación federal 
sobre la explotación de bosques nacionales. Es conveniente indicar que la federalización 
del impuesto sobre la producción de sales marinas y respecto al consumo de gasolina se 
concretó en 1933; finalmente, la participación sobre el tributo a la energía eléctrica se aplicó 
a partir de 1935. Asimismo, este proceso debe verse como una expansión federal, tal como 
se entendía en la época. Véase Luis Aboites Aguilar, «La construcción del centro político 
en México. Un acercamiento a partir de la extinción de la contribución federal (1948)», 
Historia Mexicana 67, núm. 4 (2018), 1804. 

8 Gobierno del Estado de Campeche, Informe leído por el ciudadano Benjamín Romero 
Esquivel, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Campeche, ante la H. 
xxxiii Legislatura del mismo Estado, el día 7 de agosto de 1933 y respuesta del C. diputa-
do Ignacio Reyes O., presidente de la propia Cámara (Campeche: Gobierno del Estado de 
Campeche, 1933). 

9 Periodista, literato y odontólogo campechano, Pérez Martínez era descendiente de la 
familia Martínez Alomía, una estirpe distinguida y reconocida en el medio político e inte-
lectual. 

10 En algunas otras entidades, el efecto de federalizar ciertos tributos resultó contra-
producente para los erarios locales. Véase al respecto: Aboites Aguilar, «Alcabalas pospor-
firianas», 371, 384. Más adelante, a finales de la década de 1940, el gobierno campechano 
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participaciones federales representaban arriba de 40 % de los instrumen-
tos presupuestales de gastos para el estado de Campeche.11 Sin embargo, 
los subsidios chicleros negociados por medio del canal de los aprovecha-
mientos12 tendieron a engrosar un reglón importante de los ingresos pú-
blicos frente a las participaciones federales. 

En contraste con los rendimientos percibidos por las participaciones 
derivadas de cargas forestales federalizadas, las alcabalas campechanas 
no se reactivaron sobre los bienes principales extraídos del campo, a pe-
sar de que estos últimos ofrecían un importante sostén a las endebles 
finanzas locales. Por ello, no existían alcabalas específicas sobre la pro-
ducción chiclera como ha señalado la historiografía,13 sino una invasión 
en materia legislativa debido a que las entidades federadas carecían de 
facultades constitucionales para imponer dichas normas tributarias;14 no 
obstante, la privación de tales recursos precipitaría el colapso financiero 
de la entidad, de ahí la importancia del arreglo impositivo que federali-
zó y otorgó participaciones y subsidios provenientes del sector forestal 
extractivista. 

promovió la imposición estatal sobre el chicle. Véase Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, Tercera convención nacional fiscal. Memoria (México: Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, 1947), 66-67.

11 Luis Aboites Aguilar, Excepciones y privilegios. Modernización tributaria y centraliza-
ción en México, 1922-1972 (México: Colmex, 2003), 276-277.

12 Desde los últimos años del periodo cardenista, el gobierno de Campeche gestionó el 
aumento del subsidio por cada quintal de la goma exportada y la percepción captada por 
los erarios estatal y municipales frente al federal. Véase Héctor Pérez Martínez, Presidencia 
de la República (Manuel Ávila Camacho), Campeche, 2 de septiembre de 1941, Archivo 
General de la Nación (en adelante agn), ramo Presidentes, Fondo Manuel Ávila Camacho, 
caja 594, exp. 523.1/6. 

13 Aboites Aguilar, «Alcabalas posporfirianas», 376.
14 Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Segunda convención nacional fiscal. 

Memoria (México: Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1947), t. iii, 499. Por otra 
parte, para ciertos autores, el hecho de gravar la producción y no la circulación o el comer-
cio establecía las condiciones para fijar una carga especial y no una alcabala, como sucedió 
en Campeche con los productos del campo de principal demanda y otros para abastecer 
el mercado interno, como el maíz y la producción de cocos. Véase De la Peña, Campeche 
económico, t. ii, 292. 
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Entonces, conviene en primer lugar identificar cuáles eran dichas fi-
guras alcabalatorias reintroducidas, pero, además, cuánto representaban 
en términos cuantitativos para los ingresos del erario estatal y, de ser 
posible, cuánto para los municipios; más aún, cómo, por qué y durante 
cuánto tiempo se mantuvieron vigentes dentro de la maquinaria tributa-
ria-exactora de Campeche. Adicionalmente, será pertinente localizar las 
respuestas de los contribuyentes con respecto a la aplicación de dichos 
gravámenes presuntamente alcabalatorios, para lo cual son útiles las con-
troversias disponibles que hayan conocido los tribunales competentes y 
las autoridades administrativas. 

De esta manera, resulta necesario precisar que se examinarán las al-
cabalas como derecho positivo, es decir, como normas emitidas y difun-
didas por los poderes legislativo y ejecutivo del estado legalmente consti-
tuidos. Sin embargo, no se desconoce que también se aplicaron alcabalas 
extralegales,15 las cuales estuvieron vigentes en diversos periodos y se 
analizarán en esta investigación. 

En la historiografía, las alcabalas en el periodo colonial y el siglo xix 
constituyen un problema de investigación muy presente. Se cuenta inclu-
so con un examen puntual sobre el espectro, los orígenes y las caracte-
rísticas específicas de las alcabalas en Campeche, elaborado por Santiago 
Martínez Zorraquín en 1877,16 y otro más con alcance nacional a partir 
de un examen constitucional y económico realizado en 1886.17 En ambos 
se detallaron los argumentos que justificaban su supresión, se sugirieron 
métodos para una reforma escalonada y se propusieron alternativas para 

15 Véase también Rhi Sausi y Molina Armenta, El mal necesario, 157. Se consideró apro-
piado el empleo de alcabalas «extralegales» en lugar de «ilegales», utilizado por estas últi-
mas autoras. 

16 Santiago Martínez Zorraquín, «Las alcabalas en Campeche», en Campeche. Textos de 
su historia 1, compilado por Alejandro Negrín, 352-380 (México: Instituto Mora / Gobierno 
del Estado, 1991), 352-380. Martínez Zorraquín fue un prominente político y jurista campe-
chano, uno de los artífices de la erección del estado campechano, además de patriarca de la 
familia Martínez Alomía, una de las más destacadas en el medio político e intelectual. 

17 Santiago Martínez Zorraquín, «Estudio sobre las alcabalas. Consideradas bajo 
el punto de vista económico, y bajo el punto de vista constitucional». El Economista 
Mexicano. Semanario de Asuntos Económicos y Estadísticos, 20 y 27 de mayo de 1886.
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sustituir el gravamen, todo ello antes de su eliminación definitiva en la 
norma hacendaria estatal promulgada en 1896. 

Sin embargo, se ha omitido el examen de las alcabalas reintroduci-
das durante la etapa posrevolucionaria. Algunos trabajos no han centra-
do su atención en este aspecto impulsado por los gobiernos de la época, 
aunque sí han destacado los actos de corrupción detectados durante el 
periodo,18 lo cual es importante debido a que la reinstalación de las al-
cabalas se ha asociado con la inestabilidad política e institucional.19 Esta 
relación, que evidentemente explica su restauración, por lo menos desde 
el plano extralegal, exige centrar la atención en los espacios específicos 
donde se aplicaron. Así, surge la interrogante siguiente: ¿fueron las alca-
balas posrevolucionarias una consecuencia de la inestabilidad política e 
institucional, o más bien constituyeron el eje vertebrador de las finanzas 
gubernamentales, independientemente de la inalterabilidad o no en el te-
rreno público?

En el mismo sentido, se ha colocado sobre la palestra el modelo de 
economía protegida para explicar el móvil posrevolucionario para instau-
rar las alcabalas en las entidades federativas.20 Ello también es susceptible 
de confrontarse desde los estudios regionales debido a que tradicional-
mente se considera que la eliminación de las imposiciones alcabalatorias 
era exigida por todos los sectores económicos, afectos a la competencia 
y al librecambismo, aunque se prescinde del efecto proteccionista y de la 
oposición para la liquidación del gravamen,21 particularmente en activi-

18 José Alberto Abud Flores, Después de la revolución. (Los caciques y el nuevo Estado: 
Campeche 1923-1943) (tesis de doctorado, unam, México, 2002); Emilio Rodríguez Herrera, 
Campeche en la posrevolución (México: Poder Legislativo, 2010); May González, Los pri-
meros años; asimismo, véase la propuesta metodológica sugerida por Aboites, «Alcabalas 
posporfirianas», 388-389.

19 Paolo Riguzzi, «Revolución y finanzas públicas. El caso del Estado de México, 1910-
1928», Política y Cultura, núm. 16 (2001), 8. 

20 Abel Padilla Jacobo, La hacienda pública de Michoacán, 1920-1944. Economía regional 
y reorganización hacendaria en México (Zapopan: Universidad de Guadalajara, 2020), 118, 
nota 5. 

21 Miguel Ángel Sánchez Rafael, «Las alcabalas en Chiapas durante el siglo xix: ¿obs-
trucción o protección al comercio y la agricultura?», en Historias e historiografías del 
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dades como la agricultura y el comercio ante la introducción de produc-
tos foráneos. 

Esta investigación está dividida en tres apartados. En el primero se 
presentarán las figuras alcabalatorias positivizadas en la norma hacenda-
ria, sin omitir las gabelas extralegales, considerando sus orígenes y perio-
dos de vigencia, y se analizarán los mecanismos que las impulsaron en 
el contexto económico y social del momento. En un segundo bloque se 
analizará, a partir de las cuentas de la tesorería estatal, la importancia de 
los ingresos alcabalatorios captados por el erario con el objeto de apre-
ciar la relevancia de este reglón tributario. Finalmente, se explorarán las 
controversias judiciales y administrativas localizadas con el objetivo de 
identificar tanto el procesamiento de las contribuciones inconstituciona-
les como los medios de resistencia empleados por los causantes.22 

Las alcabalas en el cuadro impositivo

Las imposiciones alcabalatorias posrevolucionarias respondieron a un 
periodo específico de emisión y vigencia, y algunas de ellas tendieron a 
normalizarse, aunque no escaparon a la resistencia ejercida por los con-
tribuyentes renuentes. Una vez ubicadas dichas figuras tributarias, es 
posible caracterizarlas y clasificarlas de acuerdo con su procedimiento 

siglo xix en Chiapas y Guatemala, coordinado por Aaron Pollack, Amanda Torres, Carlos 
Sarazúa y Dolores Palomo, 479-504 (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2020), 
482, 493 y 504. 

22 Las restricciones de la norma fundamental del Estado mexicano de 1917 se encuen-
tran en el artículo 73, fracción IX, en relación con la facultad concedida al Congreso mexi-
cano para impedir las restricciones en el comercio interestatal; el artículo 117, fracción V, el 
cual prohibió a las entidades federativas gravar directa o indirectamente la entrada en su 
territorio, y la salida de él, a ninguna mercancía nacional o extranjera; la fracción VI del 
mismo artículo, el cual obligó a los estados a no gravar la circulación ni el consumo de 
efectos nacionales o extranjeros con impuestos o derechos cuya exención se efectuara por 
aduanas locales, requirieran inspección o registro de bultos o exigiera documentación que 
acompañara a la mercancía; y el artículo 131, que estipuló la facultad privativa de la federa-
ción para gravar las mercancías que se importaran o exportaran o que pasaran de tránsito 
por el territorio nacional.
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de implementación, los actores emisores y, en general, sus efectos en 
el andamiaje tributario. Se emplearon así las alcabalas que denominaré 
«aplicadas al procedimiento», cuyo objetivo consistió en apuntalar la re-
caudación de un tributo a partir de la norma hacendaria, por medio de 
un método recaudador idéntico al descrito en la legislación reformada o 
adicionada, aunque sin corresponder necesariamente con el objeto fiscal, 
es decir, con el hecho o la actividad que daba origen a la imposición. En 
este nivel se puede identificar la contribución general sobre las ventas 
al por mayor y al menudeo, la cual fue rediseñada en el procedimiento 
recaudador. Esta contribución tuvo como objetivo gravar e inspeccionar 
las introducciones mercantiles en cualquier punto de ingreso al terri-
torio, aunque su propósito no fuera estrictamente comercial.23 Véase al 
respecto el cuadro 4.1 (en anexo), donde se localizan las alcabalas posi-
tivizadas durante el periodo examinado con su fundamento legal y las 
causales de exención, así como su objeto, sujeto y cuotas impositivas.

En torno al tributo sobre las ventas, que databa del periodo porfiria-
no y que precisamente se diseñó para sustituir las alcabalas, cabe decir 
que desde los primeros cinco días de iniciado el gobierno socialista es-
tatal, que presidió el carrillista Ramón Félix Flores (1921-1923),24 se adi-
cionó el procedimiento fiscalizador de los ingresos comerciales con el 
ánimo notorio de impulsar la recaudación, aunque sin fines proteccio-
nistas para alguna industria específica o de producción local. A la par, 
desde el discurso oficial, la administración buscaba promover una ma-
yor contribución fiscal de los comerciantes y acaparadores; sin embar-
go, los detractores del régimen expresaron lo siguiente: «con lo cual [se] 
tiene aniquilado no solo al comercio sino a las clases proletarias por el 

23 Buenaventura Jiménez, Presidencia de la República (Emilio Portes Gil), Ciudad 
del Carmen, 9 de noviembre de 1929, agn, Dirección General de Gobierno (dgg), ramo 
2.127.1. (2), caja 1135, exp. 10. El ocursante, quien se resistía al pago de la imposición por 
introducir mercancías sin fines comerciales (17 láminas galvanizadas para su trabajo de ho-
jalatero), declaró lo siguiente: «Casos, como el mío (que no soy comerciante ni he recibido 
efectos para su venta, sino materiales para las obras propias de mi oficio) se repiten a dia-
rio en todo el Estado, sin que hasta la fecha se le haya puesto coto al abuso».

24 Es decir, afines al líder del Partido Socialista del Sureste, Felipe Carrillo Puerto, y 
eventual gobernador constitucional de Yucatán (1922-1924). 
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encarecimiento de la mercancía».25 Este impuesto fue impulsado como 
respuesta a la caída de los precios del henequén al final de la Primera 
Guerra Mundial provocada por el producto acumulado y la consiguiente 
depreciación de la fibra. También pudo haber influido el fracaso de otras 
medidas dirigidas a elevar el precio del sisal durante el gobierno de Fé-
lix Flores,26 así como la presión ejercida por las compañías chicleras ex-
tranjeras para reducir la carga impositiva vigente desde el gobierno ante-
rior de Enrique Gómez Briceño.27 Tales compañías fueron determinantes 
para mantener la alcabala aplicada a esta carga, la cual no solo enfrentó 
la oposición de diversos sectores, sino que además generó un rosario de 
controversias que fueron atendidas por las vías administrativa y judicial. 

Entonces, se podría sugerir que esta alcabala era necesaria para acei-
tar las finanzas públicas, algo que el propio Gómez Briceño desmintió 
en una misiva dirigida al presidente de la República, Pascual Ortiz Ru-
bio (1930-1932). Según su versión: «el objeto que se persigue con el cobro 
de las alcabalas es el de sostener [un] mayor número de empleados para 
mantener en pie una especie de claque que aplauda todos sus actos».28 
Tal argumento está conectado irremisiblemente con el accionar corrupto 
del gobernador Ángel Castillo Lanz (1923-1927),29 personaje que poste-
riormente, como diputado y hombre fuerte del estado,30 «hizo viaje ex-
preso a la capital [de la República] para taparle la boca con dinero a un 

25 José Certucha y Francisco Field Jurado, Presidencia de la República (Álvaro 
Obregón), Ciudad de México, 10 de octubre de 1922, agn, ramo Presidentes, Fondo 
Obregón-Calles, caja 171 exp. 428-C-20, f. 8. 

26 Domingo Diego y sucesores, Juez de distrito (Marcos Zapata Barrera), Campeche, 8 
de abril de 1922, Archivo Histórico de la Casa de la Cultura Jurídica en Campeche (en ade-
lante ahccj), Amparo, caja 49, exp. 22. 

27 May González, Los primeros años, 88-89. Enrique Gómez Briceño fue gobernador 
desde febrero hasta agosto de 1921. 

28 Enrique Gómez Briceño, Presidencia de la República (Pascual Ortiz Rubio), Ciudad 
del Carmen, 10 de septiembre de 1930, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 9.

29 Respecto a los actos de corrupción del gobierno de Castillo Lanz, véase el trabajo de 
Abud Flores, Después de la revolución, 139-141, 254. 

30 Véase el trabajo de May González, Los primeros años. Ángel Castillo Lanz se distin-
guió por su influencia. 
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empleado de esa Secretaría [de la Economía Nacional] quien archivó el 
documento» respecto al fenómeno alcabalatorio.31 

Específicamente, la alcabala aplicada a las ventas en modalidad ma-
yorista se mantuvo hasta que entró en vigor la nueva ley hacendaria 
promulgada en el segundo semestre de 1942,32 durante el gobierno de 
Héctor Pérez Martínez (1939-1943). Los efectos de esa figura tributaria 
permitieron que otras alcabalas campechanas se afianzaran —como las 
municipales—, y de forma indirecta sufragaran el costo de los actos de 
corrupción, tal como se acreditará más adelante.

Otra de las gabelas aplicadas al procedimiento consistió en la con-
tribución de la producción maicera y de cocos, esta última para fines 
copreros, pues la imposición recayó sobre quienes enviaran sus produc-
tos fuera de las zonas productivas. En cambio, la primera tuvo un pre-
cedente extralegal, pues durante la gestión en el ejecutivo estatal del ca-
rrancista Joaquín Mucel Acereto (1914-1919) se instauró el gravamen a 
los granos, un procedimiento sin sustento legal33 que le permitió a di-
cho personaje captar para su peculio una media de 60 000 pesos anuales, 
según cálculos,34 solo por este renglón y sin computar, desde luego, las 
ganancias percibidas por sus actividades en el comercio clandestino de 
bebidas alcohólicas.35 En consecuencia, ciertos personajes del mucelismo, 
como Francisco Field Jurado y Alfonso Quintana Pérez, «vendían permi-
sos a los agricultores para sacar maíz del Estado con destino a Yucatán, 
cobrando a razón de un peso por cada sesenta litros».36 Curiosamente, 
estos mismos individuos, que ocupaban escaños en el Senado de la 

31 «Un ciudadano campechano» (anónimo), ministro de Gobernación, Ciudad de 
México, 5 de diciembre de 1933, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 15. 

32 La de menudeo se derogó previamente en enero de 1940. Véase De la Peña, 
Campeche económico, t. ii, 287.

33 Salvador Dondé, Procurador General de la República, Campeche, 14 de agosto de 
1920, ahccj, Penal, caja 77, exp. 32, f. 5. 

34 Juan Góngora Martínez, secretario de Guerra y Marina, Campeche, 15 de junio de 
1920, ahccj, Penal, caja 77, exp. 32, f. 73. 

35 Véase el trabajo de May González, «Los Sucesos», 2016. 
36 Juan Góngora Martínez, secretario de Guerra y Marina, Campeche, 15 de junio de 

1920, ahccj, Penal, caja 77, exp. 32, f. 73.
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República, fueron posteriormente los encargados de denunciar el cobro 
de las alcabalas, aunque habían sido formalizadas durante la gestión de 
Félix Flores, como se señaló.

Concluido el quinquenio mucelista, la alcabala extralegal sobre los 
cereales cesó, pero fue reinstalada posteriormente a partir de la norma 
hacendaria durante la administración de Gómez Briceño, en 1921. Preci-
samente, esta norma, aplicada al procedimiento que luego reprodujo su 
sucesor, Félix Flores, dio la pauta para que su vigencia se prolongara has-
ta la década de 1930, lo que afectó, por supuesto, a los productores cam-
pesinos, quienes la calificaron como un «descuento ilegal».37 

Una situación similar en cuanto a procedimiento se produjo en rela-
ción con la producción de cocos, la cual, a partir del gobierno de Rome-
ro Esquivel, fue gravada con 40 % ad valorem para la exportación, lo que 
hacía incosteable la actividad. Al respecto, la administración de Romero 
alegó que se favorecería a los cosecheros agrupados en cooperativas, con 
la expectativa de protegerlos de los especuladores, pues solo pagarían la 
quinta parte de la alcabala.38 Dicha carga, sin embargo, fue fácilmente 
eludida por todos los productores.39 

En cambio, las gabelas no aplicadas al procedimiento, como el caso 
de la contribución sobre el comercio de tabaco labrado y en rama, se im-
pulsaron en 1927, año en el que fueron reformadas. Esto resulta significa-
tivo, dado que dicha alcabala se aplicó pocos días después de la salida de 
Castillo Lanz del ejecutivo. En ese contexto, resaltan los negocios mer-
cantiles que emprendió uno de sus cercanos, el veterano delahuertista 

37 Tiburcio Puerto y Juan Osorio, presidente de la República (Emilio Portes Gil), 
Tenabo, 10 de octubre de 1929, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 9; L. Mayoral 
Pardo (Oficial Mayor), secretario de Gobernación, Ciudad de México, 25 de julio de 1934, 
agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 15.

38 Esta alcabala fue generada en un contexto de incertidumbre para los principales bie-
nes del campo extraídos a inicios del decenio de 1930, como se ha precisado. Benjamín 
Romero Esquivel, Eduardo Vasconcelos (subsecretario de Gobernación), Campeche, 24 de 
junio de 1931, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 12. 

39 De la Peña, Campeche económico, t. ii, 290. Para este autor no se trataba de una 
alcabala, sino que solo lo parecía, y lo consideró por sus características un impuesto es-
pecial. 
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Ramiro Bojórquez Castillo, quien ocupó en ese tiempo la magistratura 
estatal (1928-1931). Él y su socio Víctor M. Pavón Abreu40 capitalizaron 
dicho gravamen para encarecer los tabacos que introducía su competi-
dor, la compañía cigarrera El Águila, de la cual era agente exclusivo para 
toda la península el antiguo patrón de Bojórquez, Víctor Sáinz. Este últi-
mo señaló al respecto que: «aprovechando las investiduras que goza [Bo-
jórquez], recibe mercancías sin pagar derechos e impuestos alcabalatorios 
decretados por dicho Estado en contra de los cigarros y otras mercan-
cías, mismo decreto que me aplica, y que para mí sí existe».41 

Por otro lado, en cierto modo se trataba de una alcabala que se con-
solidó, e incluso se justificó, debido a que «la simpatía de la finalidad 
[gravar un vicio] contrarresta la antipatía del procedimiento».42

A la par, en esta última clasificación, es decir, en relación con las 
gabelas no aplicadas al procedimiento, se encuadró el impuesto a la cer-
veza, pues se debía gravar el «consumo», pero al no existir producción 
fabril de este producto en la entidad, se fiscalizaba su ingreso. Al res-
pecto, el gobierno estatal presidido por Ramiro Bojórquez argumentó 
que la alcabala cervecera era simplemente un impuesto por adquisición 
y que no se inspeccionaba la circulación mercantil, pese a la renuencia 
de la Asociación Nacional de Fabricantes de Cerveza, la que a su vez 
acreditó el gravamen alcabalatorio por medio de facturas y recibos. De 
esta manera, para Bojórquez este tributo significaba una entrada nece-
saria y justificada para el erario debido «hoy más que nunca a que atra-
viesa el Estado por [una] agobiante crisis ocasionada por la depresión 

40 La sociedad se denominó Víctor M. Pavón y compañía y sus únicos socios fueron 
Pavón y Bojórquez; véase Víctor Pavón y Ramiro Bojórquez, Víctor Sáinz, Campeche, 7 
de febrero de 1929, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 7. Bojórquez se halló empa-
rentado por afinidad con la familia Pavón, uno de ellos, su cuñado Silvestre Pavón Silva se 
desempeñó como gobernador (1927-1928). Véase al respecto, May González, Los primeros 
años, 267 nota 47.

41 Víctor Sáinz, Presidencia de la República (Emilio Portes Gil), Mérida, 6 de enero de 
1930, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 7.

42 De la Peña, Campeche económico, t. ii, 292. Desde luego, la finalidad era gravar un 
vicio extendido. 
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del precio que ha sufrido en el mercado el henequén, y las dificultades 
con que han tenido que tropezar los explotadores de chicle».43 

Cabe señalar que esta figura se incorporó dentro del renglón de los 
ingresos etílicos por su venta, lo que dificulta su identificación especí-
fica en la documentación de la tesorería. La recaudación corrió a cargo 
de personal ajeno a esta última, debido a los señalamientos recurrentes 
relacionados con los remates de los tributos alcabalatorios, estuvieran o 
no en la norma.44 El mismo gobernador Eduardo Mena Córdova (1935-
1939) lo reconoció y puso fin a dichas concesiones al inicio de su man-
dato, en 1935.45 

En cuanto a las alcabalas según sus emisores, se conocen, por su-
puesto, las estatales, ya referidas, así como las emitidas y aplicadas por 
las corporaciones edilicias a partir de las modificaciones inconstituciona-
les a la norma secundaria, esto es, la Ley Orgánica de la Administración 
Interior del Estado46 de 1921. Esta última constituyó una oportunidad le-
gal para dotar de facultades tributarias a los municipios, al concederles la 

43 Ramiro Bojórquez, Eduardo Vasconcelos (Oficial Mayor de la Secretaría de 
Gobernación), Campeche, 30 de octubre de 1930, agn, dgg, ramo 2.127.1, caja 1135, exp. 5. 

44 Véanse los diversos señalamientos en: V. Sánchez y otros, secretario de Gobernación, 
Ciudad del Carmen, 12 de enero de 1929, agn, dgg, ramo 2.127.1, caja 1135, exp. 6; también 
se señaló de tener rematadas las rentas alcabalatorias al gobernador Bojórquez, confrón-
tese: Víctor Sáinz, Presidencia de la República (Emilio Portes Gil), Mérida, 6 de enero de 
1930, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 7; por su parte, Lorenzo Mayoral Pardo 
indicó que José María Sansores y a Venancio Baeza se les remataron estas contribuciones, 
véase Lorenzo Mayoral Pardo, secretario de Gobernación, Ciudad de México, 15 de agosto 
de 1933, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 15; Enrique Gómez Briceño, volante, 
Ciudad del Carmen, 31 de agosto de 1930, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 9; en 
el mismo tenor, Antonio Góngora precisó que el masón de origen ibérico Emilio Marcos 
Peris y dos congresistas: Víctor Vázquez Marina y Joaquín Rodríguez Ara, conformaron 
el comité recaudador de alcabalas, véase Antonio Góngora, ministro de Gobernación, 
Campeche, 30 de abril de 1927, agn, dgg, ramo 2.127.1. (6-3), caja 1135, exp. 2.

45 Eduardo Mena Córdova, secretario de Gobernación (Silvano Barba González), 
Campeche, 20 de septiembre de 1935, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 15.

46 Manuel Repetto Niévez, Juez de distrito (Prudencio López Moreno), Ciudad del 
Carmen, 27 de diciembre de 1924, ahccj, Amparo, caja 59, exp. 38. Respecto a la fecha 
de emisión del decreto reformatorio de la ley orgánica de la administración interior del 
Estado, véase el cuadro 4.1. 
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potestad de expedir sus propias leyes de presupuestos de ingresos y egre-
sos, lo que contravenía la Ley Fundamental del Estado mexicano de 1917, 
en su numeral 115, fracción ii, pese a los discursos de reivindicación de 
la potestad fiscal municipal.47 

Este recoveco legal, que permitió a dichas instituciones implementar 
un impuesto a las ventas con un procedimiento idéntico al estatal, pero 
además a la gasolina que ingresaba en la entidad, e imponer alcabalas a 
la producción pesquera, cesó en 1928 a consecuencia de la presión ejer-
cida por los causantes y a los exhortos del gobierno federal.48 Lo signi-
ficativo de este asunto es que esas alcabalas se emitieron hasta después 
de que el gobierno estatal de Ángel Castillo Lanz entrara en funciones, 
presumiblemente para financiar las extracciones intermitentes que el eje-
cutivo estatal realizaba en las arcas de los municipios.49 

Si bien se hicieron cambios en la legislación secundaria para impedir 
que los municipios impusieran esos tributos, continuó operando la mo-
dalidad alcabalatoria en el impuesto a las ventas y los granos,50 pues se 
recaudaban conforme a lo dispuesto por la norma hacendaria municipal, 
la cual solo reproducía los procedimientos de la estatal. 

47 Mientras los ayuntamientos porfirianos, reducidos a «instancias administrativas», se 
volvieron dependientes de las subvenciones estatales, operaba un marco de centralización 
fiscal en la federación y en las entidades como eje para modernizar la Hacienda pública 
desde la gestión ministerial de Matías Romero Avendaño a partir de la República restaura-
da; pese a las proyecciones para recobrar viejas atribuciones, empero, los gobiernos muni-
cipales posrevolucionarios continuaron siendo dependientes de las asignaciones tributarias 
definidas por las legislaturas estatales; véase una discusión al respecto en Yovana Celaya 
Nández, «La hacienda municipal: ejes de análisis, trayectoria institucional e historiogra-
fía», en La fiscalidad del municipio: instituciones, impuestos y jurisdicciones en México, si-
glos xviii-xix, coordinado por Yovana Celaya Nández y Ana María Parrilla Albuerne, 9-50 
(México: unicach / Universidad Veracruzana, 2021), 32, 36. 

48 José Jesús Cauich, Gumersindo Dzib, Pantaleón Mis, Sixto Sosa y Felipe Cobos, 
secretario de Gobernación, Campeche, 7 de mayo de 1928, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), 
caja 1135, exp. 4; Ángel Castillo Lanz, Oficial Mayor de la Secretaría de Gobernación, 
Campeche, 11 de octubre de 1926, agn, dgg, ramo 2.127.1, caja 1135, exp. 1. 

49 «El gobierno de Campeche ha conquistado su independencia absoluta del sistema 
de cacicazgos que imperó en el Estado», Diario del Sureste (1 de mayo de 1943): 1, 7, 10-15. 

50 Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Segunda convención, t. iii, 500. 
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Simultáneamente a la operación de las alcabalas positivizadas en 
conjunto, durante el periodo estudiado se registró la presencia de otras 
gabelas extralegales, algunas de las cuales solo tenían fines políticos 
orientados a desacreditar a la administración en turno, aunque sin con-
tar con elementos de convicción ante la autoridad, o posiblemente por 
no tener acceso al material probatorio correspondiente. En torno a estas 
figuras, se generó una polémica que fue expuesta por el coronel Carlos 
Góngora Gala en 1936.51 Este político señaló que el gobierno estatal re-
caudaba alcabalas por las salidas de la producción sombrerera, las cuales 
se exigían a los tejedores organizados en cooperativas asentados en Bécal 
y Calkiní,52 al noreste de la entidad; sin embargo, el ocursante no pro-
porcionó más elementos que su palabra, lo cual restaba credibilidad a sus 
pretensiones. 

En este punto, puede decirse que el gobierno estatal cuidó de aplicar 
normas tributarias positivizadas debido a que los causantes tenían a la 
mano medios legales para controvertir y oponerse a cualquier obligación 
fiscal.53 No obstante, el hecho de rematar la recaudación de las cargas al-
cabalatorias en distintas etapas puede suscitar cuestionamientos sobre la 
legalidad de su imposición fuera de la norma tributaria vigente. Enton-
ces, cabría preguntarse si las alcabalas extralegales operaron únicamente 
en periodos de inestabilidad política y financiera para los erarios, fue-
ran municipales o en la órbita estatal, o si, por el contrario, se recauda-
ron de forma menos transitoria para fines distintos y no necesariamente 
para aliviar las penurias ocasionadas por los altibajos comerciales de los 
productos extraídos del suelo campechano. En este último escenario se 

51 Carlos Góngora Gala también fue senador, y posteriormente contendió sin éxito por 
la gubernatura en 1939 frente a Pérez Martínez. 

52 Carlos Góngora Gala, secretario de Gobernación, Campeche, 3 de octubre de 1936, 
agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 15.

53 En la vía ordinaria figuraba lo previsto en la ley hacendaria; administrativamente, los 
cuestionamientos se canalizaban a la Secretaría de Gobernación, instancia que conocía de 
las controversias y conformaba expedientes de seguimiento. Desde luego, los contribuyen-
tes disponían del juicio de amparo, y en lugar de cuestionar su eficacia, es necesario anali-
zar cómo los quejosos y sus defensores articularon sus demandas. 
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aplicaron las alcabalas maiceras extralegales durante el lustro mucelista 
ya referidas; sin embargo, quedan interrogantes sobre la implementación 
de otras gabelas sin ningún sustento normativo, probablemente motiva-
das por los desfalcos en las arcas municipales. Esta es una cuestión pen-
diente que solo un estudio específico centrado en este nivel de gobierno 
podrá esclarecer, partiendo de la hipótesis de que eran precisamente las 
corporaciones edilicias las que sufragaban las eventualidades ante la dis-
minución de los fondos estatales. 

De manera provisional, y desde la perspectiva legal aquí explorada, 
las alcabalas positivizadas por emisores estatales o municipales respon-
dían a una lógica recaudatoria, y no estaban diseñadas para proteger la 
producción de alguna industria local —prácticamente incipiente y limita-
da en el estado— ni para apoyar el comercio o la agricultura domésticos 
frente a la entrada de productos foráneos. De hecho, la producción inter-
na de maíz, caña, arroz y frijol se consideraba insuficiente para el abas-
tecimiento interno,54 lo cual se atribuye a las mejores oportunidades que 
ofrecían las actividades extractivas forestales, principalmente. 

En cuanto a la primera actividad, el terreno campechano se dedi-
có en mayor medida al cultivo del maíz; sin embargo, los rezagos en las 
técnicas y los métodos que empleaban los agricultores impedían la ex-
plotación plena de los campos, ya que estos se etiquetaban como im-
productivos cada dos años, y eso ocasionaba que los campesinos los 
abandonaran.55 Esto último, combinado con la falta de una política de 
créditos adecuada y suficiente para las personas del campo, desincentivó 
esta opción económica más allá del autosustento. 

54 De la Peña, Campeche económico, t. i, 97, 114, 145, 151 y 154; históricamente, el grane-
ro campechano se desarrolló en la región de Los Chenes y el Camino Real, en el noreste 
de la entidad; la producción cañera declinó a finales del siglo xix, y, tras la Revolución 
mexicana, los pocos ingenios fracasaron al libertarse los trabajadores y elevarse los salarios. 

55 El procedimiento, a partir del legado maya, consistió en tumbar, quemar y rozar 
el bosque, para después sembrar a estaca, de esta manera se tenían cosechas menguadas 
que obligaba a los campesinos a abandonar la tierra, debido a que se consideraba que 
el terreno estaba exhausto. Véase Eduardo Lavalle Urbina, Presidente de la República 
(Manuel Ávila Camacho), Programa de gobierno, Campeche, agn, ramo Presidentes, fon-
do Manuel Ávila Camacho, caja 716, exp. 544.2/3. 
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Además, debe considerarse el panorama agrícola de Campeche y su 
incapacidad para abastecerse de productos de primera necesidad como 
el azúcar o el arroz. Aunque el estado fue un exportador importante de 
estos bienes en el siglo xix, su producción disminuyó significativamente. 
Como resultado, Campeche dependió constantemente de la importación 
de azúcar de Cuba durante el siglo siguiente. El arroz, que se planteó 
como una alternativa al maíz en épocas de escasez, tampoco logró cubrir 
la demanda estatal hacia la década de 1940. No obstante, en esa misma 
época, y a pesar de la reciente disminución de la producción de copra, la 
industria del cocotero se consideró un posible detonante para la agricul-
tura local, con el objetivo de que las familias rurales no dependieran solo 
de la extracción aleatoria de recursos del suelo.56 

En suma, las alcabalas tenían una finalidad meramente recaudatoria 
y servían como un medio para ocultar los desfalcos y actos corruptos 
derivados del mal uso de los recursos presupuestales, lo cual fue par-
ticularmente evidente durante la gestión de Castillo Lanz en el ejecuti-
vo estatal.57 Esta situación resulta explicable si se considera que el es-
tado fue incapaz de consolidar otras figuras tributarias que gravaran 

56 David S. Ibarra, Tres cultivos de importancia económica para Campeche (Campeche: 
Consejo Mixto de Economía Regional, 1942), ii y 106. 

57 El móvil de Ángel Castillo Lanz, hombre fuerte de la entidad con influencia y de-
cisión en la vida pública campechana posterior a su salida del ejecutivo hasta el gobierno 
de Héctor Pérez Martínez, ha sido acreditado en diversos estudios al respecto; véase Abud 
Flores, Después de la revolución, 128, 133, 139-140; May González, Los primeros años, 268-
293; Rodríguez Herrera, Campeche en la posrevolución, 150. En un informe confidencial 
que remitió Silvestre Pavón Silva, sucesor de Castillo Lanz en el ejecutivo estatal, al presi-
dente Plutarco Elías Calles (1924-1928), respecto a la administración que recibió, se men-
cionan el caos financiero, los despilfarros, y el déficit presupuestal superior a los 140 000 
pesos en ocho meses, «los impuestos del Estado en manos de un grupo de sus íntimos 
bajo el nombre de «Comité Recaudador de Impuestos» que constituía un verdadero bal-
dón para la administración pública»; además, relató «las últimas “sangrías” (en la víspera 
de su salida del cargo) de sus amigos a las Cajas y al crédito de la Tesorería» para adquirir 
automóviles que regaló a su círculo cercano; véase Silvestre Pavón Silva, Presidente de la 
República (Plutarco Elías Calles), Campeche, 3 de julio de 1928, agn, ramo Presidentes, 
Fondo Obregón-Calles, caja 171, exp. 428-C-11, ff. 180-183. No fue sino hasta septiembre de 
1935 cuando el gobierno campechano informó sobre la anulación de concesiones relativas 
al remate de determinados impuestos municipales y estatales; véase agn, ramo Presidentes, 
Fondo Lázaro Cárdenas, caja 1005, exp. 564.1/506. 
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el patrimonio de los contribuyentes. A esto se sumó la volatilidad del 
mercado agroexportador mexicano, de cuyos ingresos dependía la enti-
dad. A pesar de esto, ciertas figuras alcabalatorias continuaron vigentes 
en la década de 1930, como se ha identificado a partir de los siguientes 
factores: 1) la persistente penuria del erario, y 2) que las proyecciones 
para su derogación en esa década terminaban postergadas58 debido a la 
incapacidad de imponer una reforma hacendaria que replanteara la base 
tributaria e innovara en las figuras impositivas y en los procedimientos. 
Esa tarea, no exenta de fricciones y cuestionamientos, solo se concretó 
a partir del gobierno de Pérez Martínez. Por lo anterior, si el propósito 
era la recaudación, resulta conveniente evaluar la participación de las al-
cabalas en los ingresos captados por la tesorería. 

Participación alcabalatoria en los ingresos estatales

Uno de los aspectos poco explorados en el estudio de las alcabalas del 
siglo xx tiene que ver con calcular, o por lo menos esbozar, el tamaño de 
la aportación de sus ingresos para los erarios,59 una cuestión a la que se 
intentará una aproximación con el objetivo de estimar la importancia tri-
butaria de esta figura. Al respecto, se propone que los gravámenes alca-
balatorios sí fueron significativos para los ingresos de la tesorería estatal, 
a consecuencia de que ciertos procedimientos de exacción transformaron 
el tributo en cuestión en una alcabala, como ocurrió con el impuesto so-
bre las ventas al mayoreo y al menudeo, debido a que el pago se exigía 
en cualquier punto de introducción en el territorio o al momento de re-
cibir la mercancía, tomando como base su valor en factura, y no confor-
me a las manifestaciones de las ventas efectivamente realizadas.60 

58 Jorge de León, «Los ejecutivos de Campeche y Durango ofrecieron establecer ciertas 
franquicias en sus respectivas entidades y ayudar a las industrias», Diario de Yucatán, 4 de 
diciembre de 1933.

59 Aboites Aguilar, «Alcabalas posporfirianas», 388.
60 Para una evaluación de esta imposición, el cuestionamiento sobre su naturaleza al-

cabalatoria o no, así como su pertinencia ante otros tributos como el de patente, véase De 
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En el caso de los municipios, estos ingresos —solo por el tributo a 
las ventas— constituían en la segunda mitad del decenio de 1930 una 
aportación de 25 a 30 % para la capital política, mientras que para el 
ayuntamiento de Carmen osciló de 8 a 15 % debido a que estaba vincu-
lado con la derrama de participaciones federales forestales.61 A reserva 
de un estudio pormenorizado sobre la fiscalidad municipal posrevolu-
cionaria, en este apartado nos proponemos examinar la participación 
monetaria de las alcabalas en los ingresos del tesoro estatal, aprovechan-
do el acceso a las fuentes disponibles para el periodo. Por otro lado, no 
todas las alcabalas tuvieron vigencia y operaron de forma sincrónica, 
por lo que no es posible estimar una aportación monetaria o porcen-
tual en conjunto, aunque sí determinar las dimensiones generales de su 
representatividad. 

Lo anterior cobra relevancia si se consideran los intereses involucra-
dos en la persistencia de dichas figuras, los cuales fueron defendidos di-
rectamente por personajes como Castillo Lanz durante el lapso estudia-
do. Es cierto que una de las principales alcabalas examinadas, la relativa 
a las ventas, se originó durante el periodo socialista, con los propósitos 
expuestos y en un contexto coyuntural para las finanzas de la entidad. 
Sin embargo, las cifras reconstruidas a partir de los ingresos tributarios 
de la tesorería estatal, correspondientes a nueve años discontinuos en-
tre 1920 y 1940, demuestran que dicha gabela se consolidó como un pi-
lar del erario. Desde 1922, comenzó a registrar una mayor contribución 
monetaria y porcentual para las finanzas del estado en términos nomi-
nales.62 De hecho, como puede visualizarse en el cuadro 4.2 (en ane-

la Peña, Campeche económico, t. ii, 287. Al respecto, este autor concluyó lo siguiente en una 
de sus investigaciones: «Sin embargo, no son las manifestaciones de ventas aludidas sobre 
las que se calcula y efectúa el cobro, sino sobre cada operación de mercaderías que entran 
o salen al y del Estado y municipios».

61 De la Peña, Campeche económico, t. ii, 255, 257.
62 Debido a la carencia de una serie de precios homologada que abarque el periodo 

aquí examinado, y que permita deflactar los ingresos nominales por valores reales, se optó 
por trabajar con los números nominales reportados por la tesorería dados los objetivos de 
esta investigación. 
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xo), esta alcabala equivalió a un quinto de los ingresos tributarios ya 
entrada la segunda mitad de la década de 1930, esto sin contar los in-
gresos por participaciones federales procedentes del capítulo forestal. En 
consecuencia, dicha carga se consolidó como un referente para el sostén 
del presupuesto, y alcanzó un nivel no menor si se considera la incerti-
dumbre que afectó al sector primario extractor durante todo el periodo 
examinado. Puede afirmarse que, ante tal estado de cosas, esa alcabala 
generó ingresos que otros tributos directos, como las imposiciones terri-
toriales en conjunto, no lograron aportar debido a una incapacidad es-
tructural para gravar el patrimonio. 

Por su parte, la alcabala sobre el tabaco no solo impulsó la recau-
dación derivada de la introducción de esta mercancía, sino que propició 
un mayor control del intercambio sin necesidad de las manifestaciones 
de los comerciantes. Esto a su vez redujo, al menos en parte, el contra-
bando. Por lo anterior, puede verse con claridad cómo antes de la refor-
ma de 1927, los ingresos por este ramo se mantenían en niveles ínfimos, 
y partir de entonces comenzaron a crecer hasta representar arriba de 
5 % de la recaudación tributaria, sin contar las participaciones federales. 
Una situación aparentemente similar se puede reconocer en la alcaba-
la sobre el coco, aunque es preferible tomar con cautela estos números, 
ya que no está claro si el aumento fue resultado de una mayor recauda-
ción o si se debió a que el gobierno ofreció descuentos a las cooperativas 
recolectoras. 

En cuanto a la alcabala sobre la cerveza, conviene precisar que esta 
ingresó por la partida de contribución sobre el ingreso y la venta de al-
cohol, lo cual dificulta su apreciación específica. Sin embargo, en con-
junto puede afirmarse que el impuesto etílico configuraba «cierto tipo de 
alcabala»,63 admitido implícitamente por gravar un consumo socialmente 
cuestionado, como en el caso del tabaco, lo que permitía un control más 
efectivo del gravamen. Además, dado que en la entidad únicamente se 
producían de forma incipiente aguardientes y la panela, y que la mayoría 
de los licores, vinos y cervezas eran de manufactura foránea, el impuesto 

63 De la Peña, Campeche económico, t. ii, 291. 
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adquiría una justificación adicional. En definitiva, los ingresos que gene-
raba eran significativos para el erario estatal y, si se agregan los muni-
cipales, tenían una gran relevancia tributaria. A ello deben añadirse las 
percepciones por el concepto de patente etílica que debían satisfacer los 
comerciantes establecidos.

En términos generales, para un erario como el campechano, con ca-
racterísticas y constitución endeble en materia de recaudación directa so-
bre el patrimonio y la renta, las alcabalas reintroducidas y positivizadas 
en diversos tramos del periodo posrevolucionario —o posporfiriano, si-
guiendo a Luis Aboites— cumplieron una función importante en los in-
gresos, independientemente de sus posibles objetivos para favorecer las 
ambiciones de un grupo enquistado en el poder, mantener la nómina y 
el gasto corriente, o solventar los déficits de la tesorería debidos a los ac-
tos de corrupción evidenciados.

Así las cosas, más allá de la nada insignificante contribución mone-
taria de las alcabalas a las arcas del estado y los municipios, solo hasta 
iniciado el proceso de federalización de los principales tributos forestales 
comenzó el fin de este tipo de impuestos,64 teniendo como punto culmi-
nante la reforma hacendaria de 1942, al menos desde el ámbito legal. De 
hecho, el fin de las alcabalas se promovió como un signo de vanguardia 
legislativa en Campeche, y así fue divulgado en medios oficiales y me-
diante anuncios pagados en los rotativos yucatecos.65 

Sin embargo, en una entrevista concedida en 1977 a un prestigiado 
semanario político de circulación nacional por José Ortiz Ávila, quien 
se desempeñó como gobernador de la entidad durante el periodo de 
1961 a 1967, es posible identificar algunos de los entresijos del móvil 

64 Además, en el capítulo denominado «impuestos alcabalatorios» de 1947 para los tra-
bajos de la Tercera Convención Nacional Fiscal, Campeche ya no figuró como una de las 
entidades con estas cargas en su cuadro tributario. Véase Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, Tercera convención, 255-273. 

65 Consejo Mixto de Economía Regional, «En Campeche no se cobran alcabalas», 
Campeche. Agricultura-Ganadería-Industria-Comercio 2 (1942); Jorge de León, «Supresión 
de alcabalas en Campeche» [editorial], Diario de Yucatán, 24 de febrero de 1942.
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alcabalatorio extralegal que, de acuerdo con su testimonio, continuaba en 
operaciones. Al respecto, refirió lo siguiente:

Hasta que yo llegué al gobierno —dice Ortiz Ávila— casi todos los impuestos 
se cobraban por alcabala. Inclusive el cobro de esos impuestos, como el del 
alcohol, el del azúcar, el predial, eran rematados por el gobierno. Pero el re-
glón más favorecido era el del maicito de los campesinos. Y en este Sansores 
Pérez, que se dice ahora protector de los campesinos y líder de los desvali-
dos, obtuvo la concesión para cobrar él, la alcabala del maíz a los campesi-
nos, impuesto que no estaba gravado. Así, Sansores Pérez logra reunir algo 
de dinero y luego traiciona.66

Lo anterior queda, desde luego, a reserva de una investigación par-
ticular que confirme o no dichas afirmaciones. Por lo demás, en este 
marco resulta imprescindible examinar la magnitud de las vías y los me-
dios que los causantes ponían en práctica para resistir y oponerse a tales 
gravámenes.

Las alcabalas y los contribuyentes

Es posible identificar no solo a comerciantes y sociedades mercantiles 
que cuestionaban las resoluciones y los actos de la autoridad fiscal, sino 
también a ciudadanos no dedicados de forma permanente a actividades 
mercantiles o a aquellos que dependían, más bien, de establecimientos de 
comercio minorista. 

66 Elías Chávez, «La negra historia del negro Sansores», Proceso (5 de septiembre de 
1977), 6-7. El autor se refiere a Carlos Sansores Pérez, gobernador de Campeche durante el 
periodo de 1967-1973. Fue un personaje polémico, padrino de diversos cuadros en la pe-
nínsula yucateca, favorecido en distintos cargos públicos por su vinculación con el grupo 
político de Luis Echeverría Álvarez, presidente de México de 1970 a 1976.
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Por sus características, el impuesto a las ventas fue el más impugna-
do en la vía de amparo, pero también la Secretaría de Gobernación67 co-
noció el testimonio de grandes y pequeños causantes en contra de este 
tributo alcabalatorio. La primera opción fue adoptada por comerciantes 
con la capacidad de sufragar los honorarios de un abogado; esta estrate-
gia judicial parecería la más idónea, pero fracasó, según el cúmulo de los 
juicios de garantías aquí revisados. En contraste, en el segundo instru-
mento se incorporaron las voces y los argumentos de un amplio reper-
torio de personajes y corporaciones, además de que contó con la ventaja 
de incluir en algunos casos el dictamen legal del departamento consulti-
vo de adscripción ministerial en relación con el gravamen controvertido, 
así como el seguimiento administrativo por parte de dicha Secretaría de 
Estado y, desde luego, las manifestaciones de las autoridades locales. 

Así, estos expedientes administrativos fueron determinantes para que 
posteriormente la autoridad hacendaria federal formulara informes desti-
nados a la supresión de ciertas figuras tributarias estatales y municipales 
examinadas, varias de las cuales estaban contenidas en las convenciones 
nacionales fiscales efectuadas en la época. 

En cuanto al juicio de amparo, el móvil para enfrentar la imposición 
alcabalatoria presentaba el defecto de no haber agotado previamente el 
medio de impugnación ordinario previsto en la norma hacendaria im-
pugnada. Por ello, el juez de distrito —o, en su caso, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación— al conocer la revisión sobreseyeron las causas, 
toda vez que los actos reclamados no tenían carácter definitivo. No se 
trababa, en absoluto, de que el amparo perdiera eficacia. Esta situación 
la experimentó la sociedad carmelita de Compañ y Gutiérrez,68 a pesar 

67 El sustento legal descansó en el numeral 2° de la ley carrancista de Secretarías de 
Estado del 25 de diciembre de 1917, en la que correspondió a la Secretaría de Gobernación 
conocer de medidas administrativas para el cumplimiento del orden constitucional; por 
otro lado, debe recordarse que el modelo de justicia de lo contencioso administrativo des-
de la órbita del ejecutivo federal fue reintroducido en 1937 con la entrada en vigor de la ley 
de justicia fiscal y su posterior codificación a finales de 1938. 

68 Salvador Compañ Vidal, Juez de distrito (Francisco Montellano Lanz), Ciudad del 
Carmen, 30 de abril de 1929, ahccj, Amparo, caja 79, exp. 11, ff. 53-54.
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de sus argumentos, fundamentados en una estrategia orientada a demos-
trar que el gravamen sobre las ventas se aplicaba a toda mercancía intro-
ducida, lo que permitía cuestionar si su fin era realmente comercial. Una 
estructura semejante la utilizó en sus recursos Elías Rafful, de origen li-
banés, quien incluso ironizó en uno de ellos sobre la sugerencia de ins-
talar aduanas «con solo ponerle un nombre que no quede comprendido 
dentro de las prohibiciones»,69 con el fin de evitar fraudes y dificultades 
en el cobro de esas cargas inconstitucionales. 

Paralelamente, se hicieron valer ciertos amparos que sí entraron en 
el estudio de fondo de la norma o del acto impugnado. Sin embargo, el 
común denominador para negar la protección de la justicia federal fue 
el argumento de que gravar la introducción de mercancías constituía un 
mecanismo utilizado por la tesorería estatal para impedir su ocultamien-
to y, por lo tanto, evitar la evasión tributaria. En esa misma dirección 
iban las demandas de Rafael Chiang, de origen cantonés, en representa-
ción de la sociedad mercantil que conformó al lado de su paisano Ma-
nuel Yir,70 así como los instrumentos accionados por Francisco Herrera 
Lara y su compañía,71 y por Inocencio Campo Peláez,72 este último como 
tenedor de un local textil dedicado al comercio detallista. Ninguno de 
estos amparos prosperaría debido al razonamiento antes citado del juez 
Francisco Montellano Lanz, quien conoció y resolvió dichos expedientes. 
Además, resulta evidente que el juzgador reconoció la presencia de ins-
pecciones fiscales en los puntos de arribo al territorio estatal y que, sin 
embargo, no pudo conceder la protección a los quejosos seguramente de-
bido a la presión ejercida en el ámbito político. 

69 Elías Rafful, Juez de distrito (Francisco Montellano Lanz), Ciudad del Carmen, 24 de 
abril de 1929, ahccj, Amparo, caja 78, exp. 9, ff. 49-50. 

70 Rafael Chiang, Juez de distrito (Francisco Montellano Lanz), Ciudad del Carmen, 25 
de febrero de 1929, ahccj, Amparo, caja 79, exp. 16.

71 Francisco Herrera Lara, Juez de distrito (Francisco Montellano Lanz), Ciudad del 
Carmen, 18 de febrero de 1929, ahccj, Amparo, caja 79, exp. 10. 

72 Inocencio Campo Peláez, Juez de distrito (Francisco Montellano Lanz), Ciudad del 
Carmen, 8 de marzo de 1929, ahccj, Amparo, caja 79, exp. 17. 
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En la vía administrativa se presentaron solicitudes de personas que 
practicaban actividades comerciales menores o simplemente no incursio-
naban en este reglón económico y fueron objeto de la exacción tributa-
ria. En este sentido, resalta la promoción que entabló Francisca Ancona, 
mujer contribuyente y propietaria de una pequeña miscelánea denomina-
da La Abejita en Hecelchakán, al noreste y próxima a la capital política 
de Campeche, pues la dependienta logró acreditar el cobro alcabalatorio 
proporcionando recibos fiscales, pese a que era común «que dicho im-
puesto lo cobra el citado comité [recaudador] sin otorgar ninguna clase 
de recibo»,73 lo cual abonaba al cuestionamiento del gravamen. Esta cau-
sa no pasó inadvertida para la autoridad federal y se agregó a otras más, 
como la que exhibió Buenaventura Jiménez, un hojalatero que, sin ser 
comerciante, fue obligado a pagar la alcabala por insumos para su taller 
de trabajo. En torno a ello, Jiménez declaró que: 

se encuentran a diario todos los señores comerciantes del Estado y no pocas 
personas ajenas al comercio, a quienes constantemente se les molesta para el 
pago de gabelas irritantes y a todas luces ilegales, comprobaremos con asom-
bro el gran número de violaciones a los preceptos de la carta magna que sin 
cesar se cometen por los funcionarios y empleados fiscales de este Estado y 
aún por el Poder Legislativo.74 

Y para rematar sostuvo que las circulares giradas por la Secretaría de 
Gobernación al ejecutivo estatal contribuían poco a suprimir la alcabala 
sobre las ventas. En este sentido, el accionar del contribuyente Jiménez 
consistió en evitar el embargo de sus mercancías por medio del pago del 
impuesto, pero sin retirar su reclamo ante la autoridad federal. 

Una situación similar fue notificada por los pequeños comercian-
tes de Payo Obispo —hoy Chetumal— durante el periodo en que se 
desmanteló el territorio quintanarroense y la franja sureña pasó a la 

73 Francisca Ancona, presidente de la República (Emilio Portes Gil), Hecelchakán, 24 
de mayo de 1929, agn, dgg, ramo 2.127.1. (6-3), caja 1135, exp. 2.

74 Buenaventura Jiménez, presidente de la República (Emilio Portes Gil), Ciudad del 
Carmen, 9 de noviembre de 1929, agn, dgg, ramo 2.127.1. (2), caja 1135, exp. 10.
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soberanía del estado de Campeche entre 1931 y 1935, pues específica-
mente este último exigió el cobro por la introducción de mercancías al 
perímetro de comercio libre, franquiciado por el gobierno federal desde 
1924 con el objeto de aliviar el clima económico calificado como «deses-
perado»,75 y con ello fomentar el desenvolvimiento de la región a través 
de la afluencia de nuevos capitales. El señalamiento fue complementado 
con informes oficiales que ponían al descubierto las quejas y peticiones 
de los causantes, con información que incorporó el nombre de los recau-
dadores y su desempeño como rematadores de las alcabalas. Al respecto, 
algunos comerciantes alegaron que dichos exactores los intimidaron con 
amenazas, pero no aportaron más que sus testimonios, los cuales fueron 
refutados por la autoridad estatal.

Sumado a ello, el entonces gobernador, Enrique Gómez Briceño,  
circuló volantes a finales de agosto de 1930 con la leyenda: «A la posteri-
dad. En México no hay justicia ¡¡Pruebas!!», para exponer la presencia de 
las alcabalas sobre las ventas. El escrito presentaba un amparo promovi-
do por la compañía de los hermanos Field, que no fue concedido por el 
juez de distrito, en el cual se describía la existencia de pruebas apócrifas, 
diligencias simuladas y testigos falsos durante el procedimiento coactivo, 
así como el móvil operado por el comité recaudador de alcabalas a través 
de un informante que, al mismo tiempo, trabajaba como empleado de 
una agencia de vapores y que: «hace mucho tiempo que viene cometien-
do la indiscreción de sacar una lista de todas las mercancías para pasar-
la al comité».76 Esta red contaba además con «socios» que fungían como 
depositarios de los bienes embargados por no pagar las alcabalas a las 
ventas, quienes eventualmente planificaban los remates para sus propios 
intereses. Dicha información, conocida por la Secretaría de Gobernación, 

75 Ulises Irigoyen (oficial mayor de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público), secre-
tario de Gobernación, Ciudad de México, 25 de octubre de 1934, agn, dgg, ramo 2.127.1. 
(2), caja 1135, exp. 15. 

76 Enrique Gómez Briceño, volante, Ciudad del Carmen, 31 de agosto de 1930, agn, 
dgg, ramo 2.127.1.(2), caja 1135, exp. 9. Gómez Briceño cerró así: «Mi denuncia es para la 
posteridad, si la posteridad tiene tiempo de desviar sus ojos del inmenso porvenir, para 
dar una mirada retrospectiva en la cloaca en que hoy nos asfixiamos». 
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fue remitida a las autoridades estatales con el objeto de eliminar tales fi-
guras tributarias; sin embargo, su supresión se postergó a lo largo del si-
glo debido a los problemas de financiamiento ocasionados por los nuba-
rrones en el sector forestal. 

En cuanto a las controversias suscitadas en torno al impuesto alca-
balatorio sobre el coco, resalta la que promovió la sociedad mercantil 
carmelita Compañ y Gutiérrez, pues en esa ocasión presentó por la vía 
administrativa elementos que presumían la existencia de una alcabala ex-
tralegal sobre la extracción de aceite de coco, equivalente a 5 % de su va-
lor. Dicho aceite era obtenido a partir del procesamiento realizado por la 
empresa mediante una máquina importada, que se dedicaría posterior-
mente a la fabricación de jabón. Otra parte del aceite tenía como destino 
el comercio interestatal. Al final, el asunto fue replicado por el goberna-
dor Ángel Castillo Lanz en un escueto informe en el que precisó que tal 
impuesto correspondía a las ventas y no a la salida del producto.77 Para 
la década de 1930, la reforma impositiva impulsada por Romero Esqui-
vel, que estableció un gravamen de 40 % a la producción del coco extraí-
do, fue nuevamente controvertida por Compañ y Gutiérrez. Esta vez, el 
ocurso se apoyó en ejecutorias que facultaban al poder judicial federal 
para examinar los decretos o actos de las legislaturas estatales en materia 
tributaria,78 lo que aceleró el estudio y seguimiento del expediente por 
parte del departamento consultivo de la Secretaría de Gobernación con 
el objeto de suprimir la carga fiscal. El resultado, como se ha menciona-
do, pretendía favorecer a las cooperativas.

77 Ángel Castillo Lanz, secretario de Gobernación, Campeche, 30 de agosto de 1927, 
agn, dgg, ramo 2.127, caja 1135, exp. 1(6-3)-1.

78 Salvador Compañ, secretario de Gobernación, Ciudad del Carmen, 9 de noviembre 
de 1936, agn, dgg, ramo 2.127.1.(2), caja 1135, exp. 13.
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Conclusiones

Puede decirse que durante el periodo examinado los impuestos alcabala-
torios en Campeche no tenían como objetivo generar ingresos tributarios 
para compensar la federalización de ciertas cargas impositivas. Más bien, 
fueron producto de las condiciones propias del andamiaje tributario, tan-
to por su incapacidad para impulsar las imposiciones sobre el patrimo-
nio de forma directa como por la debilidad del erario estatal, anclado 
a los vaivenes del mercado forestal extractivista. Asimismo, como se ha 
acreditado en este trabajo, las figuras alcabalatorias no tenían una finali-
dad proteccionista para alguna industria o producción agrícola específi-
ca, sino que se aplicaron a lo largo del periodo examinado con diferentes 
signos y móviles. 

Uno de estos últimos se inspiró en el ideario socialista reivindicador, 
pero terminó gravando de forma general a los causantes que introdu-
cían sus mercancías en el territorio; incluso, esta alcabala sobre las ven-
tas positivizada en la norma, mediante la reforma del gobierno socia-
lista de Félix Flores, se incorporó como un instrumento que financió a 
las siguientes administraciones hasta su eliminación en 1942. Dicha car-
ga fiscal se sumó, desde luego, a la cuota municipal y permitió costear 
en parte las sangrías ejercidas, al menos durante el gobierno de Castillo 
Lanz, tal como se ha señalado en la historiografía a partir de los actos de 
corrupción detectados durante su gestión al frente del ejecutivo estatal. 
Sin embargo, esta alcabala también se mantuvo vigente, en buena me-
dida gracias a la campaña personal del gobernador Castillo orientada a 
impedir que la Secretaría de Economía Nacional federal interviniera en 
el estudio del gravamen. Esto exhibió los intereses y el trasfondo políti-
co que se hallaban en juego; y al dimensionar la estrechez del erario, se 
puede apreciar la importancia que tenían dichos ingresos provenientes de 
un tributo inconstitucional. En forma adicional, el impuesto alcabalatorio 
a las ventas, por su naturaleza y alcance, fue el más controvertido desde 
los planos administrativo y jurisdiccional.
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Otras alcabalas, como la del tabaco, se establecieron, por ejemplo, 
para bloquear la introducción de productos del competidor mercantil del 
titular del ejecutivo estatal. Por otro lado, el arancel cervecero, impuesto 
durante el cuatrienio de Castillo Lanz, motivó una campaña , promovida 
por las corporativas, para examinar este tributo. Sin embargo, los gobier-
nos posteriores a la década de 1930, con el ánimo de no perder recursos 
vitales, argumentaron que dicho gravamen no era una alcabala, toda vez 
que la derrama que generaba no era despreciable y tendía a aumentar. 

En general, las alcabalas positivizadas se diseñaron para obtener in-
gresos en los momentos de quiebre e incertidumbre en el mercado de los 
bienes naturales que se explotaban en el campo campechano. Durante el 
periodo examinado, las penurias y los altibajos en los ingresos tributarios 
se combinaron con fases de recortes presupuestales en el gasto público al 
inicio del decenio de 1930, lo que en definitiva permitió que se mantuvie-
ran dichas figuras alcabalatorias dentro del cuadro impositivo, mientras 
arreciaban las quejas y controversias contra el erario. Entre estas resaltan 
las protestas relacionadas con el gravamen al coco —de hecho, diseña-
das en esa década—, la alcabala cervecera, probablemente derivada de la  
creciente popularización de esta bebida, y la del tabaco, que junto con  
la anterior fueron «toleradas» y consideradas necesarias para un gobierno 
estatal urgido de recursos. Pero todo comenzó a cambiar con la federali-
zación del impuesto al chicle, desde mediados de la década de 1930. 

En ese sentido, y en contraste con lo propuesto para la mayoría de 
las haciendas públicas estatales mexicanas,79 en Campeche la federaliza-
ción permitió, en primer lugar, que el gobierno estatal estabilizara sus 
finanzas tras un dilatado periodo de recortes en el gasto, para después 
perfilarse hacia la solicitud de mayores ingresos mediante los rendi-
mientos de participaciones federales y de subsidios que ingresaron como 
aprovechamientos, lo cual facilitó garantizar el cese oficial de los impues-
tos alcabalatorios.

Pero esto último no se concretó hasta iniciado el decenio de 1940, 
con la llegada de Pérez Martínez al ejecutivo estatal, un gobernador 

79 Rhi Sausi y Molina Armenta, El mal necesario, 171. 
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intelectual que negoció mayores ingresos para la entidad en los últimos 
meses de la administración de Lázaro Cárdenas y que aprovechó sus 
conexiones políticas con el sucesor, Manuel Ávila Camacho, para con-
solidar esos acuerdos con el gobierno federal, pregonando durante todo 
su mandato el fin de las alcabalas en la entidad. De esta manera, queda 
pendiente investigar la introducción y aplicación del impuesto federal so-
bre ingresos mercantiles (isim) en 1954, un gravamen que federalizó los 
actos de compraventa. Su análisis se torna pertinente y necesario para 
evidenciar el trasfondo de las negociaciones, a menudo conflictivas, en-
tre el gobierno federal y un estado campechano que, en apariencia, había 
dejado de cobrar alcabalas. 

Archivos consultados

agn	 Archivo General de la Nación, México
ahccj 	 Archivo Histórico de la Casa de la Cultura Jurídica en Campeche, 

México

Referencias citadas

Aboites Aguilar, Luis. «Alcabalas posporfirianas. Modernización tributaria y so-
beranía estatal». Historia Mexicana 51, núm. 2 (2001): 363-393.

Aboites Aguilar, Luis. Excepciones y privilegios. Modernización tributaria y cen-
tralización en México, 1922-1972. México: Colmex, 2003.

Aboites Aguilar, Luis. «La construcción del centro político en México. Un 
acercamiento a partir de la extinción de la contribución federal 
(1948)». Historia Mexicana 67, núm. 4 (2018): 1779-1810. https://doi.
org/10.24201/hm.v67i4.3569



197

Capítulo 4. Las alcabalas campechanas: características, origen y controversias

Abud Flores, José Alberto. Después de la revolución. (Los caciques y el nuevo Es-
tado: Campeche 1923-1943). Tesis de doctorado, unam, México, 2002.

Celaya Nández, Yovana. «La hacienda municipal: ejes de análisis, trayectoria ins-
titucional e historiografía». En La fiscalidad del municipio: instituciones, 
impuestos y jurisdicciones en México, siglos xviii-xix, coordinado por 
Yovana Celaya Nández y Ana María Parrilla Albuerne, 9-50. México: 
unicach / Universidad Veracruzana, 2021.

Chávez, Elías. «La negra historia del negro Sansores». Proceso, 5 de septiembre 
de 1977.

Consejo Mixto de Economía Regional. «En Campeche no se cobran alcabalas». 
Campeche. Agricultura-Ganadería-Industria-Comercio 2 (1942): 8-9.

«El gobierno de Campeche ha conquistado su independencia absoluta del sis-
tema de cacicazgos que imperó en el Estado». Diario del Sureste (1 de 
mayo de 1943): 1, 7, 10-15.

Gobierno del Estado de Campeche. «Decreto del H. Congreso del Estado». Pe-
riódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Campeche, 9 
de julio de 1927, 2-5.

Gobierno del Estado de Campeche. Informe leído por el ciudadano Benjamín Ro-
mero Esquivel, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano 
de Campeche, ante la H. xxxiii Legislatura del mismo Estado, el día  
7 de agosto de 1933 y respuesta del C. diputado Ignacio Reyes O., presi-
dente de la propia Cámara. Campeche: Gobierno del Estado de Cam-
peche, 1933.

Ibarra, David S. Tres cultivos de importancia económica para Campeche. Campe-
che: Consejo Mixto de Economía Regional, 1942.

León, Jorge de. «Los ejecutivos de Campeche y Durango ofrecieron establecer 
ciertas franquicias en sus respectivas entidades y ayudar a las indus-
trias». Diario de Yucatán, 4 de diciembre de 1933, 4.

León, Jorge de. «Supresión de alcabalas en Campeche» [editorial]. Diario de Yu-
catán, 24 de febrero de 1942, 3.

Martínez Zorraquín, Santiago. «Estudio sobre las alcabalas. Consideradas bajo el 
punto de vista económico, y bajo el punto de vista constitucional». El 



198

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

Economista Mexicano. Semanario de Asuntos Económicos y Estadísticos, 
20 y 27 de mayo de 1886, 183-186, 199-208.

Martínez Zorraquín, Santiago. «Las alcabalas en Campeche». En Campeche. Tex-
tos de su historia 1, compilado por Alejandro Negrín, 352-380. México: 
Instituto Mora / Gobierno del Estado, 1991.

May González, Omar. Los primeros años de la posrevolución en Campeche (1921-
1929). México: Instituto Mora, 2013.

May González, Omar. «Los sucesos de Campeche y su guerra contra Joaquín 
Mucel (1918-1919)». Signos Históricos, núm. 35 (2016): 134-158.

Padilla Jacobo, Abel. La hacienda pública de Michoacán, 1920-1944. Economía re-
gional y reorganización hacendaria en México. Zapopan: Universidad 
de Guadalajara, 2020.

Peña, Moisés de la. Campeche económico. Vol. 1 y 2. Campeche: Gobierno Cons-
titucional del Estado, 1942.

Rhi Sausi, María José, y María del Ángel Molina Armenta. El mal necesario. Go-
bierno y contribuyentes ante el dilema de las alcabalas, siglos xix y xx. 
Ciudad de México: Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Az-
capotzalco, División de Ciencias Sociales y Humanidades, 2014.

Riguzzi, Paolo. «Revolución y finanzas públicas. El caso del Estado de México, 
1910-1928». Política y Cultura, núm. 16 (2001): 1-18.

Rodríguez Herrera, Emilio. Campeche en la posrevolución. México: Poder Legis-
lativo, 2010.

Sánchez Rafael, Miguel Ángel. «Las alcabalas en Chiapas durante el siglo xix: 
¿obstrucción o protección al comercio y la agricultura?». En Historias 
e historiografías del siglo XIX en Chiapas y Guatemala, coordinado por 
Aaron Pollack, Amanda Torres, Carlos Sarazúa y Dolores Palomo, 479-
504. San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2020.

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Segunda convención nacional fiscal. 
Memoria. Tomo iii. México: Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
1947.

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Tercera convención nacional fiscal. Me-
moria. México: Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 1947.



199

Capítulo 4. Las alcabalas campechanas: características, origen y controversias
A

ne
xo

s
Cu

ad
ro

 4
.1

. 
Al

ca
ba

la
s 

ca
m

pe
ch

an
as

 p
os

iti
vi

za
da

s 
en

 l
a 

no
rm

a 
ha

ce
nd

ar
ia

, 
19

21
-1

93
6

No
m

br
e

Su
jet

o(
s) 

fis
ca

l(e
s)

 
pa

siv
o(

s)
O

bj
et

o 
fis

ca
l

Cu
ot

as
Fu

nd
am

en
to

 le
ga

l
Ca

us
al

es
 d

e e
xe

nc
ió

n

Co
nt

rib
uc

ió
n 

so
br

e v
en

ta
s a

l 
po

r m
ay

or
 y

 
m

en
ud

eo
. *

Co
-

no
cid

o 
tam

bi
én

 
co

m
o 

im
pu

es
to

 
ge

ne
ra

l a
 la

s 
ve

nt
as

.

a)
 P

ro
pi

et
ar

io
s d

e 
es

ta
bl

ec
im

ien
to

s 
m

er
ca

nt
ile

s, 
in

du
s-

tri
ale

s, 
ag

ríc
ol

as
 o

 
de

 cu
alq

ui
er

 cl
as

e.
b)

 P
er

so
na

s s
in

 
es

ta
bl

ec
im

ien
to

 
fij

o. 

Ac
to

s d
e i

n-
ter

na
ció

n 
de

 
m

er
ca

nc
ías

.

1 %
 (m

en
ud

eo
).

2 %
 (m

ay
or

eo
) a

 p
ar

tir
 

de
 d

ici
em

br
e d

e 1
92

1. 
La

 c
uo

ta
 d

e 1
91

8 
er

a 
de

l 
2 %

 g
lo

ba
l p

ar
a 

ac
to

s d
e 

m
en

ud
eo

 y
 m

ay
or

eo
, 

re
pa

rti
do

 el
 1.

25
 %

 
pa

ra
 el

 E
sta

do
 y

 0
.75

 %
 

pa
ra

 el
 m

un
ici

pi
o 

co
rre

sp
on

di
en

te.
*P

re
vio

 a
 su

 el
im

in
a-

ció
n,

 se
 ta

só
 la

 co
m

pr
a-

ve
nt

a 
de

 p
rim

er
a 

m
an

o 
de

: p
etr

ól
eo

 y
 d

er
iva

do
s 

(2
 %

), 
ar

tíc
ul

os
 d

e p
ri-

m
er

a 
ne

ce
sid

ad
 (2

.5 
%)

, 
de

 u
so

 co
m

ún
 (3

 %
) y

 
de

 lu
jo

 o
 su

nt
ua

rio
s 

(4
 %

). 

Ar
tíc

ul
o 

38
 d

e l
a 

Le
y 

de
 H

ac
ien

da
 d

el 
Es

ta
do

 d
el 

4 
de

 en
er

o 
de

 19
18

. 
Re

fo
rm

ad
a 

y 
ad

ici
on

ad
a 

el 
30

 d
e 

no
vie

m
br

e d
e 1

92
1. 

Pu
bl

ica
da

 el
 3 

de
 

di
cie

m
br

e d
e d

ich
o 

añ
o 

en
 el

 im
pr

es
o 

of
ici

al 
(n

úm
. 3

87
2)

. D
er

og
ad

a 
la 

co
n-

tri
bu

ció
n 

al 
m

en
ud

eo
 p

or
 d

ec
re

to
 d

e 
en

er
o 

de
 19

40
 y

 la
 d

e m
ay

or
eo

 a
 p

ar
-

tir
 d

e l
a 

en
tra

da
 en

 v
igo

r d
e l

a 
Le

y 
de

 
H

ac
ien

da
 d

el 
1 d

e j
ul

io
 d

e 1
94

2. 
*P

or
 d

ec
re

to
 d

el 
15 

de
 a

go
sto

 d
e 

19
24

 el
 ay

un
tam

ien
to

 d
e C

ar
m

en
 

(4
23

9)
 em

iti
ó 

es
ta

 im
po

sic
ió

n 
pa

ra
 

su
s p

ro
pi

as
 a

rc
as

 co
n 

un
a 

ta
sa

 d
el 

2 %
 y

 re
fo

rm
ó 

la 
Le

y 
de

 H
ac

ien
da

 
M

un
ici

pa
l e

n 
vir

tu
d 

de
 la

s f
ac

ul
ta

de
s 

ot
or

ga
da

s a
 p

ar
tir

 d
e l

a 
m

od
ifi

ca
ció

n 
al 

ar
tíc

ul
o 

44
 fr

ac
ció

n 
ii 

de
 la

 L
ey

 
O

rg
án

ica
 d

e l
a 

Ad
m

in
ist

ra
ció

n 
In

te-
rio

r d
el 

Es
ta

do
 (2

6 
de

 a
br

il 
de

 19
21

). 
Se

 d
ec

lar
ó 

sin
 ef

ec
to

s e
ste

 g
ra

va
m

en
 

m
ed

ian
te 

el 
de

cr
eto

 d
el 

23
 d

e m
ay

o 
de

 19
28

 (4
82

7)
.

1) 
Es

tab
lec

im
ien

to
s c

on
 

ve
nt

as
 in

fer
io

re
s a

 lo
s 

60
 a

l m
es

; 2
) v

en
ta

s d
e 

im
pr

en
ta

s y
 li

br
er

ías
, 

sin
 ex

ce
de

r 2
00

 a
l m

es
; 

3)
 c

ar
ne

s, 
m

ar
isc

os
, 

leñ
a, 

ca
rb

ón
 v

eg
eta

l y
 

leg
um

br
es

 ex
pe

nd
id

os
 

en
 m

er
ca

do
s s

in
 su

m
ar

 
10

0 
po

r o
pe

ra
ció

n;
 4

) 
pr

od
uc

to
s d

e l
as

 fi
nc

as
 

rú
sti

ca
s q

ue
 p

ag
ue

n 
el 

pr
ed

ial
; 5

) o
br

as
 d

e l
os

 
ta

lle
re

s c
on

 a
rte

sa
-

no
s s

in
 o

pe
ra

rio
s; 

6)
 

ex
pe

nd
io

s a
l m

en
ud

eo
 

de
 b

eb
id

as
 em

br
iag

an
-

tes
 y

 d
e t

ab
ac

o, 
pe

ro
 sí

 
lo

 c
au

sa
n 

po
r v

en
ta

s a
l 

m
ay

or
eo

.
As

im
ism

o, 
es

tab
an

 
ex

im
id

os
 lo

s p
ro

du
cto

s 
de

l c
am

po
: h

en
eq

ué
n,

 
co

pr
a 

y 
ch

icl
e. 



200

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

No
m

br
e

Su
jet

o(
s) 

fis
ca

l(e
s)

 
pa

siv
o(

s)
O

bj
et

o 
fis

ca
l

Cu
ot

as
Fu

nd
am

en
to

 le
ga

l
Ca

us
al

es
 d

e e
xe

nc
ió

n

Co
nt

rib
uc

ió
n 

so
br

e p
ro

du
c-

ció
n 

de
 m

aíz
.

Ag
ric

ul
to

re
s.

Ac
to

s d
e 

ex
tra

cc
ió

n 
y 

co
m

er
cio

.

Po
r c

ad
a 

24
0 

lit
ro

s d
el 

gr
an

o: 
0.

60
 p

ar
a 

el 
Es

ta
do

 y
 0

.60
 a

l m
un

i-
cip

io
. C

ua
nd

o 
el 

pr
ec

io
 

er
a 

de
 lo

s 4
 p

or
 c

ad
a 

60
 li

tro
s. 

D
es

pu
és

 se
 

m
od

ifi
có

 la
 c

uo
ta

 p
or

 
un

a 
es

ca
la 

a 
pa

rti
r d

el 
pr

ec
io

 co
m

er
cia

l.

Ar
tíc

ul
o 

54
 fr

ac
ció

n 
iii

 d
e l

a 
Le

y 
de

 
H

ac
ien

da
 d

el 
Es

ta
do

, r
efo

rm
ad

o 
el 

28
 d

e a
br

il 
de

 19
21

. P
ub

lic
ad

o 
en

 el
 

im
pr

es
o 

of
ici

al 
el 

19
 d

e m
ay

o 
de

 19
21

 
(3

78
7)

. O
tra

s r
efo

rm
as

 p
ub

lic
ad

as
 en

 
lo

s a
ño

s 1
92

1 (
38

72
) y

 19
30

 (5
22

4)
. 

Ta
m

bi
én

 p
re

vis
to

 p
or

 la
 L

ey
 d

e H
a-

cie
nd

a 
M

un
ici

pa
l d

el 
31

 d
e d

ici
em

br
e 

de
 19

29
 (5

08
2)

.

«Q
ue

da
 ex

ce
pt

ua
do

 
el 

m
aíz

 q
ue

 se
 d

es
tin

e 
ex

clu
siv

am
en

te 
al 

co
n-

su
m

o 
de

l l
ug

ar
 en

 q
ue

 
se

 p
ro

du
zc

a»
.

Co
nt

rib
uc

ió
n 

so
br

e c
om

er
cio

 
de

 ta
ba

co
 en

 
ra

m
a 

y 
lab

ra
do

.

Co
m

er
cia

nt
es

.
Ac

to
s d

e i
n-

ter
na

ció
n 

de
 

m
er

ca
nc

ías
.

D
es

de
 el

 p
er

io
do

 
m

uc
eli

sta
 (1

91
4-

19
19

) 
se

 p
ag

ó 
el 

im
pu

es
to

 d
e 

pa
ten

te 
ún

ica
m

en
te.

 
D

es
pu

és
 se

 a
gr

eg
ar

on
 

tar
ifa

s p
or

 k
ilo

gr
am

o 
en

 ra
m

a 
(4

 ce
nt

av
os

 re
-

pa
rti

do
s a

 la
 m

ita
d 

pa
ra

 
el 

Es
ta

do
 y

 m
un

ici
pi

o)
, 

po
r p

ur
o 

o 
tab

ac
o 

(2
.4 

ce
nt

és
im

os
. d

e c
en

ta
-

vo
s),

 p
or

 c
aji

lla
s y

 p
or

 
gr

am
os

 p
ar

a 
pr

ep
ar

ar
 

(p
ip

as
 o

 m
as

ca
r).

Le
y 

Re
gla

m
en

tar
ia 

pa
ra

 el
 C

om
er

-
cio

 y
 C

on
su

m
o 

de
 ta

ba
co

 d
el 

9 
de

 
no

vie
m

br
e d

e 1
91

7 
(32

36
). 

Ar
tíc

ul
o 

54
 fr

ac
ció

n 
IV

 d
e l

a 
Le

y 
de

 H
ac

ien
da

 
de

l E
sta

do
, r

efo
rm

ad
o 

el 
28

 d
e a

br
il 

de
 19

21
. A

di
ció

n 
al 

nu
m

er
al 

35
 d

e l
a 

Le
y 

de
 H

ac
ien

da
 M

un
ici

pa
l y

 re
fo

r-
m

a 
al 

ar
áb

igo
 54

 fr
ac

ció
n 

iv
 d

e l
a 

ley
 

es
tat

al,
 co

n 
fec

ha
 8

 d
e s

ep
tie

m
br

e d
e 

19
27

 (4
71

5)
.

No
 ap

lic
ó.



201

Capítulo 4. Las alcabalas campechanas: características, origen y controversias
No

m
br

e
Su

jet
o(

s) 
fis

ca
l(e

s)
 

pa
siv

o(
s)

O
bj

et
o 

fis
ca

l
Cu

ot
as

Fu
nd

am
en

to
 le

ga
l

Ca
us

al
es

 d
e e

xe
nc

ió
n

Co
nt

rib
uc

ió
n 

so
br

e e
xt

ra
cc

ió
n 

de
 co

co
.

Pr
od

uc
to

re
s.

Ac
to

s d
e 

ex
tra

cc
ió

n 
y 

co
m

er
cio

.

D
e a

cu
er

do
 co

n 
la 

ley
 d

e 1
91

8, 
se

 p
ag

ab
a 

po
r m

ill
ar

 co
n 

un
a 

es
ca

la 
tar

ifa
ria

 d
eb

id
o 

al 
va

lo
r c

om
er

cia
l d

el 
pr

od
uc

to
; a

 p
ar

tir
 d

e 
19

32
 se

 im
pu

so
 la

 c
uo

ta
 

de
l 4

0 %
 so

br
e e

l v
alo

r 
de

l p
ro

du
cto

, l
ue

go
 

es
ta

 c
uo

ta
 d

es
de

 19
36

 
se

 re
ali

zó
 en

 ra
zó

n 
de

l 
8 %

 so
br

e e
l i

m
po

rte
 d

e 
ca

da
 m

ill
ar,

 te
ni

en
do

 
co

m
o 

ba
se

 el
 v

alo
r d

e 
la 

to
ne

lad
a. 

As
im

ism
o, 

se
 a

gr
eg

ó 
un

 2
5 %

 d
e l

a 
cu

ot
a 

es
tat

al 
pa

ra
 lo

s 
fo

nd
os

 m
un

ici
pa

les
 (l

ey
 

de
 19

18
).

Ar
tíc

ul
o 

52
 d

e l
a 

Le
y 

de
 H

ac
ien

da
 d

el 
Es

ta
do

. R
efo

rm
ad

o 
el 

12
 d

e m
ar

zo
 

de
 19

32
 (5

42
0)

; 8
 d

e s
ep

tie
m

br
e d

e 
19

33
 (p

ub
lic

ad
o 

ha
sta

 el
 14

 d
e e

se
 

m
es

, n
úm

. 5
65

6)
 y

 2
6 

de
 se

pt
iem

br
e 

de
 19

36
 (7

03
1).

 L
ey

 d
e H

ac
ien

da
 

M
un

ici
pa

l d
e 2

9 
de

 n
ov

iem
br

e d
e 

19
18

 (3
40

8)
. R

ati
fic

ad
a 

en
 la

 L
ey

 d
e 

H
ac

ien
da

 M
un

ici
pa

l d
el 

31
 d

e d
ici

em
-

br
e d

e 1
92

9 
(50

82
).

«N
o 

se
 c

au
sa

rá
 p

or
 el

 
co

co
 q

ue
 co

ns
um

a 
en

 
el 

Es
ta

do
, c

ua
lq

ui
er

a 
qu

e s
ea

 el
 u

so
 q

ue
 se

 le
 

de
sti

ne
».

*L
os

 p
ro

du
cto

re
s d

e 
co

co
 co

ns
tit

ui
do

s 
en

 co
op

er
ati

va
, s

ol
o 

pa
ga

ría
n 

la 
qu

in
ta

 p
ar

te 
de

l i
m

pu
es

to
 co

nf
or

m
e 

al 
de

cr
eto

 d
el 

8 
de

 se
p-

tie
m

br
e d

e 1
93

3 (
56

56
). 

M
ás

 a
de

lan
te 

se
 ex

im
ió

 
de

l p
ag

o 
pr

ed
ial

 a
 

lo
s c

au
sa

nt
es

 d
e e

sta
 

im
po

sic
ió

n.
 

Im
pu

es
to

 a
 la

 
ce

rv
ez

a.
Co

m
er

cia
nt

es
 e

 
in

tro
du

cto
re

s.
Ac

to
s d

e i
n-

ter
na

ció
n 

de
 

m
er

ca
nc

ías
.

4 
ce

nt
av

os
 p

or
 li

tro
 

pa
ra

 el
 es

ta
do

 y
 2

 ce
n-

tav
os

 p
ar

a 
el 

m
un

ici
pi

o. 
D

ifi
rió

 en
 C

iu
da

d 
de

l 
Ca

rm
en

. 

Ar
tíc

ul
os

 2
° d

e l
a 

ley
 d

e 2
5 d

e 
di

cie
m

br
e d

e 1
91

7 
y 

el 
22

 fr
ac

ció
n 

xi
 d

e l
a 

Le
y 

de
 A

lco
ho

les
 d

el 
21

 d
e 

ag
os

to
 d

e 1
92

0;
 a

br
og

ad
a 

el 
17

 d
e 

en
er

o 
de

 19
21

; p
or

 lo
 q

ue
 se

 a
di

cio
nó

 
a 

la 
ley

 h
ac

en
da

ria
 en

 su
 n

um
er

al 
54

, 
in

cis
o 

ii,
 fr

ac
ció

n 
E 

(re
fo

rm
ad

o 
el 

11 
de

 n
ov

iem
br

e d
e 1

92
4, 

nú
m

. 4
27

2)
. 

Ar
tíc

ul
o 

32
 in

cis
o 

e)
 d

e l
a 

Le
y 

de
 

H
ac

ien
da

 M
un

ici
pa

l. 

No
 ap

lic
ó. 



202

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

Cu
ad

ro
 4

.2
. 

In
gr

es
os

 t
ri

bu
ta

ri
os

 e
st

at
al

es
, 

19
20

-1
94

0

Fu
en

te
: 

el
ab

or
ac

ió
n 

pr
op

ia
 c

on
 b

as
e 

en
 e

l 
Pe

rió
di

co
 O

fic
ia

l 
de

l 
Go

bi
er

no
 C

on
st

itu
ci

on
al

 d
el

 E
st

ad
o 

de
 C

am
pe

ch
e,

 1
92

0-
19

40
. 

Im
po

sic
ión

19
20

 a
%

19
21

%
19

22
%

19
23

 a
%

19
36

%
19

37
%

19
38

%
19

39
%

19
40

%

Co
nt

rib
uc

ion
es 

so
br

e e
l p

at
rim

on
io

Pr
op

ied
ad

 rú
sti

ca
28

 84
0

7.7
24

 90
6

7.2
21

 26
9

6.5
12

 48
1

5.2
19

 85
8

5.6
19

 07
1

4.9
17

 86
9

5
17

 28
6

5
17

 86
8

4.2

Pr
op

ied
ad

 ur
ba

na
19

 52
2

5.2
17

 62
3

5.1
16

 42
4

5.0
7 7

89
3.3

20
 83

7
5.9

19
 64

7
5.0

17
 17

1
5

16
 18

9
5

21
 02

7
4.9

Co
nt

rib
uc

ion
es 

so
br

e l
a r

en
ta

Gi
ro

 co
m

er
cia

l
28

 20
8

7.6
26

 66
8

7.7
21

 79
3

6.6
15

 57
8

6.5
26

 83
8

7.6
27

 23
1

7.0
27

 69
5

7
26

 45
8

7
37

 39
4

8.7

Oc
up

ac
io

ne
s 

lu
cr

ati
va

s
48

7
0.1

32
2

0.1
0

0.0
80

0.0
11

1
0.0

42
0.0

1
0

2
0

10
7

0.0

Am
bu

lan
tes

1 8
17

0.5
18

5
0.1

15
2

0.0
47

0.0
N/

A
N/

A
N/

A
N/

A
N/

A

Al
co

ho
l (

pa
ten

te)
37

 14
7

9.9
68

 21
8

19
.8

27
 00

4
8.2

22
 35

6
9.4

30
 58

1
8.7

34
 29

7
8.8

37
 41

4
10

29
 82

2
8

35
 59

5
8.3

He
re

nc
ias

 y 
leg

ad
os

2 9
79

0.8
69

5
0.2

2 9
76

0.9
3 3

62
1.4

21
2

0.1
46

1
0.1

2 1
94

1
3 6

20
1

6 6
67

1.6

Co
nt

rib
uc

ion
es 

so
br

e e
l c

on
su

m
o (

in
ter

no
)

Ve
nt

as
 al

 m
en

ud
eo

N/
A

N/
A

16
 46

4
5.0

10
 51

5
4.4

18
 76

6
5.3

18
 71

8
4.8

19
 28

7
5

17
 74

0
5

11
1

0.0

Ve
nt

as
 al

 po
r m

ay
or

36
 45

7
9.8

37
 29

1
10

.8
57

 38
4

17
.5

44
 22

9
18

.6
74

 65
9

21
.1

86
 61

4
22

.2
78

 44
3

21
67

 66
0

19
10

2 1
45

23
.8

Ve
nt

as
 ev

en
tu

ale
s

43
9

0.1
88

0.0
59

0.0
N/

A
N/

A
N/

A
N/

A
N/

A
N/

A

Ta
ba

co
7 4

60
2.0

3 4
95

1.0
66

2
0.2

83
8

0.4
20

 16
2

5.7
20

 37
2

5.2
22

 50
6

6
21

 28
3

6
26

 56
5

6.2

Al
co

ho
l (

in
tro

du
cc

ió
n 

y v
en

ta)
20

 93
1

6.4
17

 66
2

7.4
34

 65
2

9.8
47

 12
3

12
.1

46
 98

7
13

64
 13

5
18

18
15

.9

Ju
eg

os
 líc

ito
s

1 8
95

0.5
1 9

80
0.6

1 1
20

0.3
36

0
0.2

2 7
30

0.8
2 9

49
0.8

2 9
52

1
3 0

11
1

3 2
02

0.7

Ca
rn

es
27

 98
0

7.5
31

 37
7

9.1
28

 02
3

8.5
18

 93
9

7.9
24

 27
9

6.9
23

 91
3

6.1
25

 20
5

7
22

 80
2

6
28

 07
9

6.5



203

Capítulo 4. Las alcabalas campechanas: características, origen y controversias

Im
po

sic
ión

19
20

 a
%

19
21

%
19

22
%

19
23

 a
%

19
36

%
19

37
%

19
38

%
19

39
%

19
40

%

Co
nt

rib
uc

ion
es 

so
br

e l
a e

xt
ra

cc
ión

 d
e b

ien
es 

de
l s

ue
lo 

y a
gr

oin
du

str
ia

M
aíz

N/
A

2 1
10

0.6
0

0.0
0

0.0
5 5

15
1.6

11
 80

7
3.0

1 8
19

0
7 6

59
2

8 6
93

2.0

He
ne

qu
én

52
 06

9
13

.9
29

 79
0

8.6
20

 03
1

6.1
23

 62
0

9.9
27

 98
5

7.9
20

 45
8

5.2
14

 00
9

4
12

 05
0

3
12

 03
0

2.8

Sa
l

70
2

0.2
64

5
0.2

1 0
27

0.3
58

7
0.2

Se
 fe

de
ra

liz
ó d

es
de

 19
33

 y 
su

s i
ng

re
so

s s
e c

an
ali

za
ro

n 
po

r e
l s

ist
em

a d
e p

ar
tic

ip
ac

io
ne

s.

Ch
icl

e
11

1 5
98

29
.9

92
 86

3
26

.9
86

 12
5

26
.3

56
 34

2
23

.6
Se

 fe
de

ra
liz

ó d
es

de
 19

36
 y 

su
s i

ng
re

so
s s

e c
an

ali
za

ro
n 

po
r e

l s
ist

em
a d

e p
ar

tic
ip

ac
io

ne
s.

Co
co

s
2 3

71
0.6

3 0
90

0.9
1 8

96
0.6

2 0
68

0.9
19

 01
0

5.4
25

 43
9

6.5
30

 83
1

8
19

 27
2

5
23

 75
2

5.5

Pa
lo 

de
 ti

nt
e

1 9
66

0.5
1 4

89
0.4

1 3
81

0.4
39

6
0.2

N/
A

N/
A

N/
A

N/
A

N/
A

M
iel

 de
 ca

ña
 y 

pa
ne

la 
(a

zú
ca

r s
in

 
re

fin
ar

)
N/

A
N/

A
N/

A
60

40
1.7

7 7
90

2.0
6 8

24
2

6 6
63

2
11

 60
9

2.7

M
ad

er
as

 pr
ec

io
sa

s
11

 56
6

3.1
2 4

56
0.7

3 0
60

0.9
1 0

49
0.4

N/
A

N/
A

N/
A

N/
A

N/
A

Ot
ro

s

6 %
 pa

ra
 ca

rre
ter

as
 b

N/
A

N/
A

N/
A

N/
A

21
 11

1
6.0

24
 37

2
6.2

23
 48

3
6

21
 11

3
6

25
 79

6
6.0

Su
m

as
:

37
3 5

07
10

0
34

5 2
91

10
0

32
7 7

83
10

0
23

8 2
97

10
0.0

35
3 3

48
10

0
39

0 3
03

10
0

37
4 6

90
10

0
35

6 7
68

10
0

42
8 8

84
10

0

a 
Añ

os
 in

co
m

pl
et

os
. 

b 
Se

 a
pl

ic
ó 

un
 6

 %
 s

ob
re

 t
od

as
 la

s 
co

nt
rib

uc
io

ne
s 

vi
ge

nt
es

 e
n 

la
 L

ey
 d

e 
H

ac
ie

nd
a,

 o
pe

ró
 a

 p
ar

tir
 d

el
 1

 d
e 

no
vi

em
br

e 
de

 1
92

9.
 

N
/A

, n
o 

ap
lic

ó.
 

N
ot

a:
 u

n 
as

pe
ct

o 
qu

e 
de

be
 t

om
ar

se
 e

n 
cu

en
ta

 e
s 

qu
e 

lo
s 

co
rt

es
 d

e 
ca

ja
 d

e 
la

 t
es

or
er

ía
 e

st
at

al
 d

ej
ar

on
 d

e 
pu

bl
ic

ar
se

 c
on

 r
eg

ul
ar

id
ad

 a
 p

ar
tir

 d
el

 g
ob

ie
r-

no
 d

e 
Án

ge
l C

as
til

lo
 L

an
z.

Fu
en

te
: 

el
ab

or
ac

ió
n 

pr
op

ia
 c

on
 b

as
e 

en
 l

os
 c

or
te

s 
de

 c
aj

a 
pu

bl
ic

ad
os

 e
n 

el
 P

er
ió

di
co

 O
fic

ia
l 

de
l 

Go
bi

er
no

 C
on

st
itu

ci
on

al
 d

el
 E

st
ad

o 
de

 C
am

pe
ch

e,
 1

92
0-

19
40

 y
 D

e 
la

 P
eñ

a,
 C

am
pe

ch
e 

ec
on

óm
ic

o,
 t

. i
i, 

25
1-

25
2.

 





Parte III 
 

Construcción y defensa de la fiscalidad municipal





[207]

Capítulo 5. De tierras del común a propios: 
el fondo de tierras en Comitán en el contexto 

del Reino de Guatemala (1795-1830)

Ana María Parrilla Albuerne
Facultad de Humanidades

Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas (unicach)

Introducción

Desde los inicios de la colonización, la monarquía española puso en 
práctica un proceso para la apropiación de riquezas que partió de 

imponer su soberanía sobre las tierras, los pastos, los montes y las aguas 
localizados en las Indias. Ahora bien, en el caso de las Indias, convivien-
do con las tierras de la monarquía existían otras que se reconocieron, en 
principio, como patrimonio de los naturales; es decir, aquellas que les 
pertenecían a título personal.

El rey tenía la potestad de ceder el usufructo de sus dominios a dife-
rentes grupos o corporaciones, convirtiéndolos en vinculados, método por 
el cual justificaba su ocupación e imponía su soberanía.1 Fue así como la 
tierra —junto con su titularidad y posesión— se convirtió en uno de los 
asuntos más importantes de la economía, pero también de la sociedad.

1 Sergio Carrera Quezada, «Las composiciones de tierras en los pueblos de indios en 
dos jurisdicciones coloniales de la Huasteca, 1672-1720», Estudios de Historia Novohispana, 
núm. 52 (2015), 29.
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En la segunda mitad del siglo xviii se conjugaron dos factores que 
hicieron posible la aplicación de cambios que venían fraguándose desde 
los siglos anteriores. No en vano en la Recopilación de las Leyes de los 
Reynos de Indias, de 1680, ya se vislumbraba la opinión de la monarquía 
en cuanto a la forma de organizar la propiedad de las tierras y su fis-
calización; sin embargo, el sistema polisinodial aplicado por los Austrias 
hacía difícil su total empleo.2 Con la llegada de los Borbones la situación 
cambió, pero no porque sus ideas fueran nuevas, sino porque su concep-
ción de una monarquía hegemónica y centralizada permitió, por fin, su 
aplicación. De esta forma, dos aspectos se pondrán de relieve: por un 
lado, quizá el más evidente y práctico, que la monarquía debía buscar la 
manera de hacer frente a sus graves problemas económicos y, por el otro, 
que los proyectos fisiocráticos y liberales emanados del pensamiento ilus-
trado propugnaban ciertos principios considerados como dogmas que 
sirvieron para justificar y argumentar transformaciones, abriéndose paso 
en el nuevo contexto, como el fortalecimiento de instituciones públicas, 
el control de las viejas corporaciones, tanto civiles como religiosas, y el 
ordenamiento y saneamiento de las finanzas, entre otros. Aquí retomare-
mos algunas de las medidas que se adoptaron con la finalidad de reducir 
los privilegios corporativos de los ayuntamientos y que permitieron, a su 
vez, una readecuación de los sistemas fiscales que redundara en una ma-
yor recaudación.3 

2 Durante la etapa de los Austrias la administración central de la monarquía hispana se 
organizó en torno a varios consejos o juntas que tenían dos competencias: elevar informes 
al monarca, para que este tomara la decisión oportuna, y resolver los asuntos de su juris-
dicción por delegación del rey.

3 Scarlett O’Phelan Godoy, «Las reformas fiscales borbónicas y su impacto en la socie-
dad colonial del Bajo y Alto Perú», Historia y Cultura, núm. 16 (1983), 113-128; Luis Arrioja 
Díaz Viruell, «Entre costumbres y leyes: las tierras del común repartimiento en una región 
indígena de México», Letras Históricas, núm. 10 (2014), 39-75; Luis García Ruiz, «Propios, 
bienes de comunidad y arbitrios. De la uniformidad ilustrada al orden constitucional, 1765-
1823», en Rompiendo el nudo gordiano. Régimen municipal y fiscalidad en Guatemala y 
México, 1750-1850, coordinado por Ana María Parrilla Albuerne, 289-312 (España / México: 
Sílex / unicach), 2022, 289; Ernest Sánchez Santiró, Corte de caja. La Real Hacienda en 
Nueva España y el primer reformismo fiscal de los Borbones (1720-1755). Alcances y contra-
dicciones (México: Instituto Mora, 2013), entre otros.
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Durante la etapa colonial existían tres tipos de tierras vinculadas:4 las 
manos muertas de la Iglesia, conocidas hasta 1810 como tierras amorti-
zadas;5 el mayorazgo, del cual en Chiapas solo se conoce el caso de los 
Ortés de Velasco,6 y los comunes. Fueron estas últimas las que la admi-
nistración pasó a manos de los cabildos.

En este texto centramos la atención en el último tipo de tierras vincu- 
ladas: los bienes comunales. La intención es reflexionar en torno al proce-
so de desvinculación7 de tierras del común de indios de Comitán y com-
pararlo con lo sucedido en otros pueblos del Reino de Guatemala. ¿Por 
qué los indios de Comitán solicitaron que sus tierras comunes pasaran a 
integrar los propios? ¿A quién se rentaron esas tierras? ¿Para qué se desti-
nó su recaudación, si es que la hubo? ¿Qué sucedió con ellas una vez es-
tablecido el ayuntamiento constitucional? Para responder a estas y otras 
preguntas presentamos no solo el caso de Comitán, sino cómo se produ-
jo ese tránsito en otros pueblos del Reino de Guatemala, más específica-
mente en San Andrés Villaseca y Santiago Zambo, ambos de la alcaldía 

4 Eran tierras cultivables que no podían ser vendidas a pesar de que sus dueños, en 
muchas ocasiones corporaciones, disponían libremente de los frutos y rentas que en estas 
se producían. 

5 Nos referimos a 1810, año en que se convocan las Cortes en Cádiz, porque a partir de 
entonces se aprecia en los diccionarios de la época un cambio interesante en la definición 
de la palabra «amortizar». En Real Academia Española, Diccionario de la lengua castella– 
na de 1803 (Madrid: Viuda de Ibarra) se define como: «Pasar o transferir bienes raíces de 
manos de seglares a alguna comunidad eclesiástica que no los puede vender, por lo que 
quedan como muertos», pero en el de 1817 la definición varió: «Pasar bienes a manos 
muertas, que no los pueden enajenar, vinculándolos en una familia o en algún estableci-
miento» (énfasis añadido).

6 Martha I. Nájera Coronado, La formación de la oligarquía criolla en Ciudad Real de 
Chiapa: el caso de los Ortés de Velasco (México: Centro de Estudios Mayas-Instituto de 
Investigaciones Filológicas-unam, 1993). 

7 Aunque el proceso de desvinculación comenzó en 1805, tras la promulgación de la 
Constitución de Cádiz se hizo evidente el interés por desvincular dichas tierras; es decir, 
repartir individualmente las posesiones corporativas y, a pesar de que las medidas no se 
llevaron a cabo en todas las ocasiones, podemos apreciar cómo se sentaban las bases para 
la desamortización posterior. Diana Birrichaga Gardida, Administración de tierras y bienes 
comunales: política, organización territorial y comunidad de los pueblos de Texcoco, 1812-1857 
(tesis de doctorado, Colmex, México, 2003).
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de Suchitepéquez. Así, dividimos nuestro texto en cinco apartados. En el 
primero abordamos de forma sucinta las peculiaridades de la legislación 
emanada al tenor de las tierras del común y las de propios a finales de la 
Colonia. En segundo lugar, describimos las tierras del municipio. Poste-
riormente, situamos nuestra área de estudio y desgranamos el proceso de 
desvinculación y privatización que se produjo en Comitán. En un cuarto 
apartado presentamos los dos casos de la alcaldía de Suchitepéquez para 
comprender cómo se produjo el cambio de tierras comunales a tierras de 
propios en estos pueblos a finales de la etapa colonial. Y, por último, hace-
mos referencia a la forma en que el fondo de tierra de Comitán, usufructo 
de las rentas, fue asimilado por el ayuntamiento constitucional, ya en el 
periodo independiente, para pasar a ser absorbido como propiedad plena 
del nuevo municipio. 

Solo cabe comentar, para concluir esta introducción, que el estudio 
de las tierras comunales en la historiografía guatemalteca para el periodo 
que proponemos ha sido escaso, y cuando se ha tratado, ha sido como 
parte de temáticas más amplias, como la propiedad de la tierra y, en me-
nor medida, como parte de los medios para engrosar las cajas de comu-
nidad.8 En el caso de México se cuenta con algunos otros trabajos, pero, 
aun así, tampoco ha sido un tema ampliamente estudiado en el país.9

8 Javier Guillén Villafuerte, «Los indios contra sus milpas de comunidad. Provincia de 
Chiapas y Guatemala, 1660-1730», Relaciones Estudios de Historia y Sociedad 44, núm. 174 
(2023); Selvin Chiquín Enriquez, «Administración y gasto de las cajas de comunidad en 
la Audiencia de Guatemala: el corregimiento de Quetzaltenango, 1790-1820», Estudios de 
Cultura Maya, núm. 57 (2021), 202; Anne Collins, Colonial Jacaltenango, Guatemala: The 
Formation of a Corporate Community (tesis de doctorado, Tulane University, New Orleans, 
1980); Sajid Herrera Mena, Los ahorros del imperio. Los fondos de comunidad de los pue-
blos de indios: El Salvador, 1776-1808 (San Cristóbal de Las Casas, Chiapas: cimsur-unam 
/ Colmich / Universidad Rafael Landívar, 2024); Tania Sagastume Paiz, Las propuestas ilus-
tradas sobre la propiedad corporativa, 1750-1811 (Guatemala: Universidad de San Carlos, 
2013); Tania Sagastume Paiz, «Introducción al estudio de la legislación sobre bienes y tie-
rras de los pueblos indígenas en Guatemala, 1750-1812», Anuario Estudios (2015). 

9 Birrichaga Gardida, Administración de tierras; Diana Birrichaga Gardida, «Una mi-
rada comparativa de la desvinculación y desamortización de bienes municipales en 
México y España, 1812-1856», en La arquitectura histórica del poder. Naciones, nacionalis-
mos y estados en América Latina. Siglos xviii, xix y xx, coordinado por Antonio Escobar 
Ohmstede, Romana Falcón y Raymond Buve, 137-156 (México: Colmex / cedla, 2010); 
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Antecedentes legislativos de desamortización 
o desvinculación de tierras comunales

Es importante señalar, antes de abordar este apartado, que nuestra inten-
ción no es hacer un estudio histórico a profundidad de lo que implica 
lo común, lo comunal y los bienes comunales, tal y como lo hicieron 
Escobar y Martín, quienes emitieron observaciones muy pertinentes en 
torno a las realidades sociales rurales a lo largo del siglo xix y princi-
pios del xx.10 La intención aquí no es más que presentar algunos apun-
tes que permitan conocer los antecedentes de los ejemplos que queremos 
analizar.

Las tierras comunales en España se encontraban amenazadas desde 
el siglo xvi y siempre por el mismo motivo, el interés de la monarquía 
por obtener de estas importantes ingresos. Por poner un ejemplo, en 1592 
se pueden encontrar algunas recomendaciones dirigidas al rey en las  
que se mencionaba la necesidad de vender los bienes comunales de los 
pueblos de la península, idea que fue retomada unos años después, en 
1615, por el Consejo de Hacienda.11 A lo largo del siglo xvii los reyes 
adoptaron una posición cambiante con respecto a la protección dispen-
sada a los bienes comunes: por una parte, se dictaban disposiciones di-
rigidas a mantenerlos y, por otra, se tomaban decisiones contrarias, dado 
que las tierras del común limitaban los ingresos en la Caja Real. 

Carrera Quesada, «Las composiciones de tierras»; Sergio Carrera Quesada, Sementeras de 
papel. La regularización de la propiedad rural en la Huasteca serrana, 1570-1720 (México: 
Colmex / ciesas, 2018); Felipe Castro Gutiérrez, «Los ires y devenires del fundo le-
gal de los pueblos de indios», en De la historia económica a la historia social y cultural. 
Homenaje a Gisela von Wobeser, coordinado por María del Pilar Martínez López-Cano, 
69-104 (México: unam, 2016); Emilio Kouri, «Sobre la propiedad comunal de los pueblos. 
De la Reforma a la Revolución», Historia Mexicana 66, núm. 4 (2017); Antonio Escobar 
Ohmstede y Marta Martín Gabaldón, Una relectura sobre cómo se observa a lo(s) co-
mún(es) en México. ¡Cambios en una transición del siglo xix al siglo xx?, o ¿una larga con-
tinuidad?, Documentos de trabajo del Instituto Universitario de Investigación en Estudios 
Latinoamericanos (Alcalá de Henares: Universidad de Alcalá, 2020).

10 Escobar Ohmstede y Martín Gabaldón, Una relectura, 12.
11 Margarita Serna Vallejo, «Estudio histórico-jurídico sobre los bienes comunes», 

Revista Aragonesa de Administración Pública, núm. 3 (1993), 213.
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Durante el siglo xviii, en España, Campomanes propuso que, con el 
permiso de los ayuntamientos, se distribuyeran las tierras del común en-
tre quienes las solicitaran para trabajarlas, reservando algunas para pas-
tos y dando preferencia a los vecinos pobres, pero en caso de no haber-
los, podían concederse también a los ricos que las quisieran explotar.12 
Por su parte, Melchor Gaspar de Jovellanos defendió la división de las 
tierras comunales en España, y en su Informe sobre la Ley Agraria se 
advierte claramente cómo achacaba la falta de progreso económico a la 
acumulación de tierras inalienables en manos del clero y los mayoraz-
gos.13 En ambos casos, aunque se perciben posturas contrarias a la per-
manencia de ciertas formas de propiedad común, ninguno de los dos 
hizo alusión explícita a las tierras de los pueblos de indios. En relación 
con el último caso, José de Campillo y Cossío, secretario de Hacienda de 
Felipe V, en 1789 expresó su sentir al respecto:

Me hago cargo de que por ley tienen nuestros indios uno y otro. Esto es, en 
propiedad algunas tierras, y en pacífica posesión los frutos de su trabajo. 
Que son libres y que nadie puede privarlos de sus haciendas ni de su liber-
tad. ¿Pero de qué sirve esto si la práctica es contra la ley? Esta se lo permite 
todo, mas el hecho es que comúnmente, aunque tengan propiedad, no tienen 
seguridad de nada para sí ni para sus descendientes, ni fomento para cosa al-
gunas; y hemos de considerar que una procesión precaria no es una posesión 
que alienta al hombre a trabajar como la que es segura; pues en esta trabaja 
con la certeza de que cuantas mejoras logre la posesión, quedará inviolable-
mente a beneficio de sus hijos y nietos.14

12 Pablo Luna, «El intocable dominio y las reformas de posesión: los planteamientos de 
Campomanes», Tiempos Modernos 4, núm. 12 (2005).

13 Gaspar Melchor de Jovellanos, Informe sobre la Ley Agraria (Madrid: Imprenta de I. 
Sancha, 1820).

14 Joseph Campillo y Cossío, Nuevo sistema de gobierno económico para la América. 
Con males y daños que le causa el que hoy tiene, de los que participa copiosamente España; y 
remedios universales para que la primera tenga considerables ventajas, y la segunda mayores 
intereses (Madrid: Imprenta de Benito Cano, 1789), 86-87.
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También Bernardo Ward expresó sus ideas con relación a los pro-
blemas indígenas en el Nuevo Mundo,15 los cuales retomó el obispo de 
Michoacán, Manuel Abad y Queipo, quien en 1799 defendió la división 
de las tierras comunales entre los vecinos.16 Ahora bien, en el caso de las 
Indias, la aplicación entrañaba mayor dificultad, puesto que la propiedad 
de la tierra y su titularidad estaban normadas, como se puede consul-
tar en las recopilaciones de las leyes de Indias. Sin embargo, la semilla 
estaba plantada y, así, observamos cómo a partir del siglo xviii se co-
menzaron a apreciar una serie de transformaciones sobre la propiedad y 
titularidad de la tierra que motivaron largas negociaciones y pugnas en 
las que intervinieron los poderes locales de ambas repúblicas, indios y 
españoles.

Los contextos fueron cambiando, al igual que las nuevas formas de 
concebir el Estado mexicano. En realidad, la diferenciación entre los dis-
tintos tipos de propiedad pública no se logró en el siglo xix y el patri-
monio que había sido del rey pasó a ser de la federación, los estados, 
los municipios, los cantones o la república de manera no muy clara, por-
que la discusión se centraba justamente en la forma que debía adoptar 
el Estado mexicano.17 Con la Constitución de 1857 se consagró la pro-
piedad privada con las peculiaridades derivadas de la Ley de Desamor-
tización de Corporaciones Civiles y Eclesiásticas de 25 de junio de 1856, 

15 Existe un debate interesante sobre la autoría de la obra de Bernardo Ward, Proyecto 
economico en que se proponen varias providencias dirigidas á promover los intereses de 
España con los medios y fondos necesarios para su plantificación (Madrid: Joachín Ibarra, 
1782) y la de Campillo y Cossío, Nuevo sistema, así como la propuesta de la imposibili-
dad de la autoría de Campillo de los exordios y distintos capítulos del Nuevo sistema. Para 
más información a este respecto, consultar las obras de Luis Navarro García, «Campillo 
y el Nuevo sistema: una atribución dudosa», Temas Americanistas, núm. 2 (1983), y Luis 
Navarro García, «El falso Campillo y el reformismo borbónico», Temas Americanistas, 
núm. 12 (1995). 

16 Donald Fraser, «La política de desamortización en las comunidades indígenas, 1856-
1872», Historia Mexicana 21, núm. 4 (1972), 618.

17 María del Refugio González, «Del señorío del rey a la propiedad originaria de la na-
ción», Anuario de Historia del Derecho, núm. 5 (1993), 143.
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esto es, restringiendo la propiedad de dichas corporaciones a solo «los 
edificios destinados inmediata y directamente al servicio u objeto de la 
institución». 

Ya desde finales del siglo xix autores como Wistano Luis Orozco 
apuntaban que la soberanía sobre la tierra competía a la federación y no 
a los estados «soberanos».18 El asunto solo quedó resuelto y claramente 
definido cuando se elaboró el artículo 27 de la Constitución de 1917, en 
cuyo primer párrafo se dice que: «La propiedad de las tierras y aguas 
comprendidas dentro de los límites del territorio nacional corresponde 
originalmente a la nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de trans-
mitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad 
privada».19

Al otorgarle a la nación los bienes que habían sido del señorío del 
rey de España, aquella se volvió, por fin, como quería el Plan de Igua-
la, «señora de sí misma». Por otra parte, en relación con la soberanía, 
el texto constitucional recuperó la amalgama entre la nación y el pueblo 
presente en la Constitución de 1857, y al respecto prescribió en su artícu-
lo 39: «La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pue-
blo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio 
de este. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar 
o modificar la forma de su gobierno».20

Las tierras de los municipios: propios y comunes

Según la legislación, durante la etapa colonial, y aun en las etapas poste-
riores, los pueblos estaban compuestos por: un fundo legal, espacio ocu-
pado por los habitantes y sus casas; un ejido, que normalmente se usaba 

18 Wistano Luis Orozco, Legislación y jurisprudencia sobre terrenos baldíos (México: 
Imprenta de El Tiempo, 1895).

19 Constitución Política de la República Mexicana. Diario Oficial (5 de febrero de 1917).
20 Constitución Política de la República Mexicana (México: Congreso Constituyente, 

1857).
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para el pastoreo y otros usos públicos; los terrenos de repartimiento, 
constituidos por parcelas individuales que se otorgaban a los pobladores 
para su usufructo; propios, compuestos por bienes raíces que pertenecían 
al pueblo, y tierras del común, que en principio se trabajaban de forma 
comunal.21

Los bienes derivados de la explotación de estas tierras se introducían 
en las cajas de comunidad con la finalidad de que de ellas se dispusiera 
lo necesario para cubrir las necesidades de la población, pagar los tribu-
tos, realizar obras públicas o hacer frente a los destrozos provocados por 
fenómenos naturales, entre otros. Así, durante la etapa colonial, los po-
deres locales contaban con un patrimonio que les permitía cumplir con 
las diversas actividades propias de sus funciones. 

Este modelo, generalmente asumido, no puede aplicarse a la realidad 
colonial de lo que entonces constituía el Reino de Guatemala. En un tra-
bajo reciente, Guillén Villafuerte nos ha ilustrado sobre cómo uno de los 
bienes que en teoría constituía el mayor ingreso para las cajas de comu-
nidad, las milpas de comunidad, se transformó a finales del siglo xvii 
en: «el pago de cuotas individuales en especie o en dinero».22 

En otros espacios se ha constatado que las principales fuentes de fi-
nanciamiento de los pueblos de indios eran los bienes raíces, en calidad 
de propios y tierras de comunidad o tierras del común,23 a los que se 
unían los arbitrios, en Chiapas conformados por bienes de consumo y 
comercializables. Sin embargo, desde finales del siglo xvii, en el caso de 
varios pueblos de Chiapas y Guatemala, no era el trabajo comunal el que 
alimentaba las cajas de sus bienes, sino el trabajo individual.

En realidad, la diferencia entre bienes comunes y propios se refería 
más a la titularidad que a la propiedad de los terrenos. Con frecuencia se 
ha sostenido que, en América, la propiedad comunal constituía un factor 
distintivo de la vida comunitaria; sin embargo, este tipo de propiedad ya 

21 Recopilación de las Leyes de los Reynos de Indias (Madrid: Viuda de Joaquín Ibarra, 
1680); Fraser, «La política de desamortización», 623.

22 Guillén Villafuerte, «Los indios contra sus milpas».
23 García Ruiz, «Propios, bienes de comunidad», 289.
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existía en España desde principios del medievo. Posteriormente, con la 
reconquista, se hizo necesario otorgar tierras de subsistencia a los habi-
tantes asentados en los territorios repoblados, de tal forma que el común 
de los vecinos aprovechara los recursos naturales. Posteriormente, estas 
tierras pasaron a ser administradas por los órganos rectores de las villas  
y ciudades, los ayuntamientos, que comenzaron a otorgar parte de ellas 
en arrendamiento a particulares con la finalidad de hacer frente a los gas-
tos concejiles; fue así como algunos comunes se convirtieron en propios.24 
Este fue el principio básico que dio origen a los bienes de propios, aunque 
posteriormente se aplicaron otros mecanismos para la consecución de es-
tos bienes, como las mercedes otorgadas por el rey o la compra directa 
realizada por el cabildo o ayuntamiento. Es decir, la diferencia entre unos 
y otros se circunscribe a la utilización directa o no por parte de los veci-
nos de una localidad.25 El esquema se complejiza un poco más cuando se 
trata de los baldíos, pero ese tema lo dejaremos para otro momento.

En los casos de Chiapas y Guatemala, esta diferenciación no deja de 
tener importancia porque, si bien comunes y propios pueden parecer si-
milares, en realidad cada uno de ellos tenía una utilidad claramente de-
finida. Como indica Guillén Villafuerte en su trabajo sobre las milpas de 
comunidad, cuando los indios de diferentes pueblos señalaban que no 
poseían bienes de comunidad, lo que estaban diciendo era «que el erario 
de sus pueblos, es decir, su comunidad, carecía de bienes»;26 que no po-
seían propios —para mayor claridad, que no poseían tierras que engro-
saran el erario o la caja de comunidad— que permitieran hacer frente a 
gastos concejiles como los derivados de festejos, caridad ante problemas 
de epidemias o desastres naturales, salvaguarda de su jurisdicción, inten-
tos de usurpación de tierras o problemas de límites. Estas erogaciones, 
en mi opinión, aún se deben conocer mejor. 

En realidad, antes de la desamortización llevada a cabo en 1856, pro-
pios y comunes eran una masa indiferenciada de tierras que a veces se 

24 Serna Vallejo, «Estudio histórico-jurídico», 208.
25 Serna Vallejo, «Estudio histórico-jurídico», 210.
26 Guillén Villafuerte, «Los indios contra sus milpas», 32.
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usaban para la obtención de rentas concejiles —entonces se denomina-
ban propios—, y en otras eran aprovechadas por el vecindario —enton-
ces se convertían en comunes—.27 De esta manera, no podemos afirmar 
que un pedazo de tierra era propio o común, porque a veces era una 
cosa y a veces otra. Ahora bien, es de esta complejidad de donde parti-
remos para comprender por qué el pueblo de Comitán solicitó que parte 
de sus comunes fueran reconocidos como propios.

Comitán y la creación del fondo de tierras

Al principio del siglo xviii, debido al crecimiento de población que se 
experimentó en Chiapas, la economía de la entonces alcaldía mayor de 
Ciudad Real, a la que pertenecía el pueblo de Comitán, comenzó a girar 
en torno a las haciendas, lo que convirtió este enclave en el más pobla-
do de la alcaldía. El aumento demográfico de Comitán en modo alguno 
retrata la realidad de toda la región de los Llanos, donde el hambre y las 
enfermedades redujeron drásticamente la población de ciertas localida-
des; incluso se sabe que en 1774 habían desaparecido 11 de las 25 pobla-
ciones que conformaban esta provincia.28 Evidentemente, los habitantes 
de otros poblados se dirigieron a la cabecera de la provincia de los Lla-
nos con la esperanza de encontrar un pedazo de tierra que les permitiera 
subsistir o al menos ocuparse como jornaleros. Esto, sin duda, aumentó 
significativamente la presión sobre la tierra del pueblo y su anexo, Zapa-
luta, pero también supuso una mayor cantidad de jornaleros disponibles 
para el trabajo en las haciendas de dominicos y particulares.

Comitán era un espacio que, por sus condiciones geográficas, conta-
ba con tierras ricas para la siembra de maíz y frijol. El pago del tributo 

27 Nieto, Bienes comunales, 1964, 3, citado en José Piqueras Arenas (coord.), Bienes 
comunales: propiedad, arraigo y apropiación (Madrid: Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación, 2002), nota 14, 18.

28 Manuel García de Vargas y Rivera, Relación de los pueblos que comprehende el obis-
pado de Chiapa, 1772-1774 (México: Patronato Fray Bartolomé de las Casas, 1988), 34-35. 
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se hacía en mantas de algodón y textiles realizados con lana de ove-
ja. Aunque se hablaba tojolabal, muchos vecinos conocían el castellano, 
puesto que algunos ladinos,29 llegados de Ciudad Real, se asentaron ahí 
después de que la plaga de langosta y el hambre por falta de alimentos 
habían diezmado a la población en 1771. La población de ladinos había 
aumentado mucho en el partido de Llanos desde tiempo atrás; aunque es 
un proceso que aún está por investigarse, sabemos que el incremento de 
ladinos en este territorio se produjo principalmente en las haciendas fun-
dadas por eclesiásticos y civiles. Así lo expresaba el asesor letrado: «a su 
muerte reparten [los capataces o dueños de las haciendas] a los ladinos 
sus hijos [de los indios] o estos toman en pago de las deudas de sus pa-
dres, y como en los pueblos no hay noticia de ellos, toman el nombre de 
ladinos».30 El pueblo anexo a Comitán, Zapaluta, por el contrario, estaba 
poblado mayoritariamente por indios.31

El sostenido aumento de población experimentado en Comitán a lo 
largo de toda la segunda mitad del siglo xviii condujo a una serie de 
conflictos en torno a la propiedad y tenencia de la tierra. A modo de re-
sumen, los problemas podrían clasificarse en: pugnas entre hacendados, 
conflictos entre Iglesia y propietarios de haciendas, solicitudes de los in-
dios para la medición de sus ejidos y ocupación de baldíos. Es decir, el 
territorio pasó de tener suficientes tierras a constituirse en un espacio de 
lucha por determinar la titularidad.

Diferentes acontecimientos en el Camino Real —como la despobla-
ción de algunos pueblos de indios, por ejemplo, Coneta, o la dificultad 
cada vez mayor de atravesar diferentes áreas, así como la caída del co-
mercio hacia Oaxaca— llevaron a la búsqueda de nuevas vías de co-
mercio. En 1788, el primer intendente accidental, Francisco de Saavedra 

29 Se conoce como ladinos, en el Reino de Guatemala, a los habitantes que no eran ni 
indios ni españoles, pero que poco a poco fueron integrándose con los españoles en un 
nuevo grupo poblacional. Tadashi Obara-Saeki, Ladinización sin mestizaje: historia demo-
gráfica del área chiapaneca, 1748-1813 (Tuxtla Gutiérrez: coneculta, 2010), 13. 

30 Informe del asesor letrado Mariano Valero, Ciudad Real, 5 de junio de 1803. Archivo 
General de Centro América (en adelante agca), A1, Chiapas, leg. 2, exp. 31, f. 16r.

31 García de Vargas y Rivera, «Relación de los pueblos», 1988, 35.
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Carvajal, solicitó permiso para levantar la prohibición del comercio entre 
Campeche y Chiapas; en su informe indicó:

como que efectivamente ofrece proporciones para hacerlo florecer por el giro 
de la Laguna de Términos e introducción a las Playas de Catazajá vecinas a la 
población de Palenque que dista de esta ciudad [Ciudad Real] sesenta leguas, 
a distinción de los puertos de Veracruz y Omoa que según sus rumbos pasan 
de doscientas.32

Este proyecto fue retomado con gran ímpetu por el intendente Agus-
tín de las Cuentas Zayas, una vez implantada la Ordenanza de Intenden-
tes, de manera que observamos cómo en 1794 De las Cuentas fundó el 
pueblo llamado Salto de Agua, muy cercano a Palenque. De esta manera 
se atendía uno de los sectores que la monarquía consideraba indispensa-
ble para multiplicar su riqueza: el comercio.

Ahora bien, este programa requería la creación de toda una estructu-
ra administrativa, que ponía el foco de atención en Comitán, un pueblo 
de indios que, por aquel entonces, ya contaba con una población con-
siderable no solo de indios, sino también de españoles y ladinos, como 
mencionamos con anterioridad. Por todo ello, Agustín de las Quentas 
Zayas y su mano derecha, Rafael de Tovar y Gimbarda, se dieron a la 
tarea de transformar Comitán. El mismo intendente lo señaló en una de 
sus cartas: «que, si se abre el comercio por el Salto de Agua, es de ne-
cesidad que Comitán tenga una aduana abierta».33 Esto no deja de ser 
sorprendente, porque se trataba de la propuesta de establecer un puerto 
seco, es decir, una aduana interior, cuando estas instituciones habían sido 
eliminadas progresivamente durante el periodo de los Borbones.

Pero retrocedamos algunos años. En 1792, el comisario subdelega-
do del partido de Comitán, Claudio Ruiz, escribió al intendente para 

32 Francisco de Saavedra a Joseph de Estachería. Duplicado de varios intendentes. 
Ciudad Real, 4 de junio 1788, Archivo General de Indias (en adelante agi), 721.

33 Carta de Cuentas Zayas a Rafael de Tovar, Ciudad Real, 24 de junio de 1799, Archivo 
Histórico Diocesano de San Cristóbal de Las Casas (en adelante ahdsc), carpeta 4898, 
exp. 68, f. 1.
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expresarle la limitación que suponía la escasez de habitación que exis-
tía en el pueblo para albergar al «viajante que comúnmente sin cesar 
transita».34 Ya el intendente le había contestado con anterioridad que la 
intendencia no contaba con fondos para sufragar los gastos, por lo que 
le solicitaba que investigara si en el lugar había algún arbitrio propio 
para el efecto. El comisario indicó que no existían tales arbitrios, sino 
un pedazo de sitio que se vendió por 350 pesos, aunque se necesita-
ban 600 más, y agregaba que había un sitio «propio del común» que 
nombraban de los Reverendos Padres y que estaban dispuestos a que se 
vendiese;35 es decir, se trataba de tierras del común.

En 1795, los indios de Comitán hicieron una solicitud para que el 
intendente Agustín de las Cuentas Zayas permitiera que los vecinos es-
pañoles y ladinos, que se valían de sus tierras de común, pagaran una 
renta: «mucho español, mucho ladino, mucho mestizo en este pueblo ya 
tiene mucho su yegua, su burro, su caballo, su ganado, todo en su tierra 
de este pueblo, por eso que ya puede dar su paga de nuestra tierra y con 
eso ya ay dinero para hacer tu mesón».36 Para conocer la cantidad de es-
pañoles y ladinos que ocupaban terreno del común, el teniente Gabriel 
Ortiz y dos hacendados realizaron un censo que incluyó a 83 personas, 
entre las que se encontraban varios de los propietarios, ladinos o españo-
les, más importantes de Comitán, por ejemplo, Pedro Argüello, José Pé-
rez Pulido, Juan de Alfaro y Antonio Domingo de Solórzano.

Ese mismo año, el intendente De las Cuentas inició una averiguación 
para conocer los motivos por los cuales los indios de Llanos y Zendales 
se habían atrasado en el pago de sus tributos, y descubrió como causa 
principal la epidemia de viruela que había asolado las provincias nom-
bradas, por lo que declaró: «la comunidad de indios debe tener su casa 
para recoger los productos que le rindan las tierras arrendadas, los de la 

34 Carta de Claudio Ruiz al gobernador intendente, Agustín de las Cuentas Zayas, 1792, 
ahdsc, carpeta 2711, exp. 1.

35 Carta de Claudio Ruiz al gobernador intendente, Agustín de las Cuentas Zayas, 1792, 
ahdsc, carpeta 2711, exp. 1.

36 Sobre arbitrios para sacar de la pobreza en que se hayan los indios de Santo 
Domingo Comitán, Comitán, 1795, agca, A1, Chiapas, leg. 308, exp. 2123, f. 1.
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hacienda de ganado que los tiene, aunque corta y cuales, para otro este 
fondo».37 Durante esta investigación se hizo evidente que el crecimien-
to demográfico experimentado en el territorio aledaño a Comitán ejerció 
una presión importante sobre la explotación de la tierra, de forma que 
los terrenos comunales del cabildo de indios estaban siendo usados por 
españoles y ladinos para la cría de ganado sin que los indios percibieran 
nada a cambio.38

Un par de años antes, en 1792, los naturales de Socoltenango ha-
bían rentado a Pedro de Argüello un terreno cercano al Río Grande. El 
arriendo se había estipulado por nueve años, con un pago anual de 50 
pesos. Asimismo, en el pacto de palabra se había definido que Argüello 
utilizaría las tierras para que pastara su ganado, mientras que permitiría 
a los indios del pueblo que las emplearan para sembrar sus sementeras 
y extraer madera; es decir, que continuaran con el uso común de ellas. 
Sin embargo, los padres de Santo Domingo reclamaron esas tierras como 
propias, aunque no existía registro de una solicitud de composición por 
su parte. Ante tal intromisión en lo pactado entre Argüello y los habi-
tantes de Socoltenango, ambas partes acudieron ante las autoridades para 
exponer el perjuicio que el ganado del convento de Comitán provocaba 
en el terreno.39 Lo importante en este caso es que, pese a que no conta-
mos con evidencia de cómo en esa oportunidad terminó la relación en-
tre los indios y el arrendatario, lo que sí sabemos es que posteriormente 
ese mismo arrendatario les usurpó unas tierras de la hacienda Yachic.40

37 Sobre arbitrios para sacar de la pobreza en que se hallan los indios de Santo 
Domingo Comitán, Comitán, 1795, agca, Chiapas, A1, leg. 308, exp. 2123.

38 Ana María Parrilla Albuerne, «De alcaldías ordinarias a ayuntamiento constitu-
cional: Comitán 1800-1821», en Rompiendo el nudo gordiano. Régimen municipal y fis-
calidad. Guatemala y México, 1760-1850, coordinado por Ana María Parrilla Albuerne 
(Madrid / México: Sílex / unicach, 2021), 148.

39 Exposición de José Escaray en la que hace saber que los naturales del pue-
blo de Socoltenango dieron en arriendo sus tierras al señor Pedro Argüello, Santa Cruz 
Socoltenango, 1792, ahdsc, carpeta 5752, exp. 3.

40 Carta de Quentas Zayas a Rafael de Tovar en la que le informa que le remite el ex-
pediente de Yachic, Ciudad Real, 1797, ahdsc, carpeta 4409, exp. 20.
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Lo que pedían los justicias indios, seguramente cansados de que les 
sustrajeran sus tierras del común, era que parte de ellas pasaran a cons-
tituir los propios, y así lo entendió el intendente, quien comentó al res-
pecto: «ya la comunidad de indios debe tener su casa para recoger los 
productos que rindan las tierras arrendadas, las de la hacienda de gana-
do, este fondo supondrá alivio para los gastos de fiesta, obvenciones al 
cura, reparos de cabildo, mesón, fuente y obra pública».41 Para fiscalizar 
esos bienes, entonces bajo el control de la corporación, el intendente pro-
puso la creación de un fondo que recogiera el producto de los arrenda-
mientos, el fondo de tierras, pero también los réditos de las haciendas de 
ganado «que los más tienen aunque cortas». En efecto, nos encontramos 
ante una fiscalización de los recursos derivados del usufructo de los bie-
nes del común, lo que los redefinía como bienes de la comunidad; en 
este sentido, hasta entonces el intendente no tenía conocimiento de ellos 
porque, en principio, no se trataba de bienes pertenecientes a la caja de 
comunidad. 

El contador del Tribunal de Cuentas de Guatemala y rector de la 
Mesa de Propios, Tomás de Moreda, solicitó información sobre los terre-
nos que se encontraban ocupados por ladinos y españoles, y preguntó si 
el terreno en cuestión se estaba dividido en solares o si, por el contrario, 
era un terreno en el que las reses pastaban sin control. De ocurrir el pri-
mer caso, continuó, las tierras debían medirse, sacarse a pregón y otor-
garse en uso por cinco años aquellas que tuvieran mejor pasto. Además, 
indicó que si esta práctica estaba extendida en los pueblos de la Inten-
dencia, debía aplicarse el mismo procedimiento. Es decir, el terreno pasó 
a ser fiscalizado por la Mesa de Propios y Arbitrios de Guatemala42 y se 
constituyó a continuación el Fondo de Tierras de Comitán.

En 1798 se anunció la llegada del nuevo asesor letrado, José Ma-
riano Valero, a la Intendencia de Ciudad Real; uno de los puntos para 

41 Sobre arbitrios para sacar de la pobreza en que se hayan los indios de Santo 
Domingo Comitán, Comitán, 1795, agca, A1, Chiapas, leg. 308, exp. 2123, f. 6.

42 Sobre arbitrios para sacar de la pobreza en que se hayan los indios de Santo 
Domingo Comitán, Comitán, 1795, agca, A1, Chiapas, leg. 308, exp. 2123, f. 8.
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pernoctar en su viaje fue precisamente Comitán. Para esa fecha se ad-
vierte que ni el mesón ni la casa real eran suficientes para alojar a su ex-
tensa familia, «aunque se le agregue el cuartito que ocupaban los indios, 
por lo que se pide se aliste la casa grande de Don Santiago y que los 
criados podían alojarse en la posada y casa real que es adyacente».43 En 
ese entonces, el mesón o posada aún no había sido construido. 

Apenas un año después de constituido el fondo de tierras, en 1799, 
bajo el amparo del artículo 11 de la Ordenanza de Intendentes se solici-
tó el nombramiento de dos alcaldes ordinarios en el pueblo de indios de 
Comitán, bajo la justificación de mejorar el cobro de tributos y la apli-
cación de una justicia expedita. El artículo 11 de la Ordenanza de Inten-
dentes establecía que, conforme quedaran vacantes los corregimientos y 
las alcaldías mayores en los pueblos de españoles que tuvieran vecindario 
suficiente, contaran o no con ayuntamiento, se deberían elegir dos alcal-
des ordinarios con competencia en asuntos de justicia y hacienda y se 
prohibía nombrar tenientes en dichos lugares. En el caso de Comitán, 
lograron nombrar un síndico procurador y un mayordomo de propios, 
quienes, a falta de regidores, cumplían dos papeles muy importantes: la 
recaudación y la intermediación. Ahora bien, lo que aquí nos interesa es 
que, a partir de ese momento, el fondo de tierras pasó a ser controlado 
por la recién constituida alcaldía ordinaria,44 y su caudal en teoría fue 
utilizado para sostener el Hospital de Pobres de Comitán.45

En 1802, los indios de Zapaluta atrasados en el pago de sus tributos 
y tercios, debido a que hacía tiempo que no se realizaba el conteo y ha-
bían muerto muchos, decidieron acudir directamente a Guatemala a fin 
de solicitar el uso de su fondo de tierras para cubrir la deuda; sin embar-
go, desde Guatemala se ordenó a las autoridades de Ciudad Real: «que 
del dinero de tierras y demás fondos de este cabildo de ninguna manera 

43 Carta remitida a Rafael de Tovar y Guimbarda en que el remitente sugiere que ni el 
mesón ni la casa real son lugares adecuados para alojar al asesor pues son muy pequeñas 
para la extensa familia del asesor, Comitán, 1798, ahdsc, carpeta 2694, exp. 40.

44 No podemos hablar de ayuntamiento porque no fueron nombrados regidores.
45 Carta de Ramón Correa Benavides a Rafael Tovar y Guimbarda, Comitán, 13 de 

agosto de 1802, ahdsc, carpeta 4787, exp. 1.
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se les supliese nada a los indios a menos que no fuese por una quema-
zón de la iglesia, hambre o peste».46 En ese momento, Manuel Ulloa y 
Ramón Correa eran responsables del fondo de tierras, del cual suplían 
mensualmente al hospital: 

el mejor arbitrio que yo he encontrado es que de aquí a diciembre, faltan 
cuatro meses para fin de año, puédense remitir de allí doscientos pesos para 
estos 4 meses, se le entreguen al administrador de dicho hospital y que dé el 
recibo por completo, que en eso se ahorra usted muchas molestias y no se 
padece detrimento alguno, en atención a que dicho administrador tiene dada 
fianza de quinientos pesos, este es mi parecer.47

A la pregunta de si los indios lograron tener el control sobre el fon-
do de tierras, la respuesta es que no. Los fondos de tierras en la Inten-
dencia de Ciudad Real parecen no haber tenido ningún efecto, salvo en 
el caso de Comitán. 

Los fondos de tierras en la alcaldía mayor de Suchitepéquez48

Ahora bien, la constitución de los fondos de tierras no fue un asunto 
exclusivo de la Intendencia de Ciudad Real; por el contrario, el arren-
damiento de tierras fue muy común en los pueblos del Reino de Gua-
temala, como lo demuestra lo acontecido en la alcaldía mayor de 
Suchitepéquez.

En 1801, Luis de Balladares, vecino de Cuyotenango, era un propie-
tario con experiencia que había arrendado tierras en el pueblo de San 
Francisco Zapotitlán. El compromiso se extendía por nueve años, en 

46 Carta de Ramón Correa Benavides a Rafael Tovar y Guimbarda, Comitán, 13 de 
agosto de 1802, ahdsc, carpeta 4787, exp. 1.

47 Carta de Ramón Correa Benavides a Rafael Tovar y Guimbarda, Comitán, 13 de 
agosto de 1802, ahdsc, carpeta 4787, exp. 1.

48 Agradezco a José Javier Guillén Villafuerte el haberme proporcionado estos expe-
dientes.



225

Capítulo 5. De tierras del común a propios: el fondo de tierras en Comitán

cada uno de los cuales debía entregar 25 pesos a los justicias del pue-
blo; es más, al inicio del contrato Balladares adelantó la cantidad de 225 
pesos, que fueron depositados en la cajuela de comunidad. El contrato 
fue tan beneficioso para ambas partes, que decidieron extenderlo por 
seis años más, descargando al arrendatario de la obligación de entregar 
una ternera gorda cada año. Sin embargo, no corrió tanta suerte con el 
arriendo realizado en el pueblo de San Andrés Villaseca.

En 1807, siendo gobernador Tomás Mollinedo, se realizaron dos es-
crituras públicas en las que se formalizaba el arriendo de los terrenos 
pertenecientes a dos poblaciones de la alcaldía mayor —San Andrés Vi-
llaseca y Santiago Zambo—, siendo el arrendador, una vez más, Luis de 
Balladares. En el primero de ellos, se le alquilaron tierras de la comuni-
dad por un periodo de tres años, a razón de 30 pesos cada año, dine-
ro que sería entregado a los alcaldes y justicias «en mano propia». En el 
segundo caso, se le cedieron tierras por un plazo de nueve años, con un 
pago de 50 pesos anuales.

Transcurridos los primeros años del trato, Balladares decidió sa-
car sus ganados de los terrenos arrendados en el pueblo de San Andrés 
puesto que, según aducía, había ladinos asentados en el mismo terreno, 
lo que le provocaba incomodidad. Por ello, solo había entregado 20 pe-
sos a cuenta del arrendamiento del año que había cumplido, los cuales 
habían utilizado los justicias para completar los tributos del tercio de San 
Juan del año anterior. Los justicias, por su parte, alegaron que, cuando 
se hizo la escritura de arriendo, Balladares ya sabía que tres labradores 
antiguos cultivaban la tierra y que estos habían construido cercas para 
defender sus labores del ganado que él mismo poseía; «si después se han 
introducido otros lo ignoran».49 

Ante la situación suscitada, los justicias de Santiago Zambo decla-
raron que Luis de Balladares les había entregado sin atraso los 50 pesos 
del año cumplido y que el dinero se había utilizado para: «completar el 

49 Consulta al alcalde mayor de Suchitepéquez, Mazatenango, 1808, agca, A1, 
Guatemala, leg. 394, exp. 8233, f. 3.
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tributo por los tributarios muertos, limosnas para misas y festividades, 
dos manteles misales, y unos manteles para su iglesia».50

En ese caso, a diferencia de Comitán, contamos con la escritura de 
arriendo de las tierras en el pueblo de Santiago. ¿Cuáles eran los moti-
vos que habían llevado a los naturales a rentar parte de sus tierras co-
munales? Entre 1798 y 1806, el Reino de Guatemala se vio asolado por 
una plaga de langosta que afectó sobremanera a las tierras bajas, desde 
Costa Rica hasta la Intendencia de Ciudad Real.51 Esta situación provocó 
un descenso importante de población en algunos pueblos, lo que pare-
ce haber sido el caso de Santiago Zambo, puesto que en la escritura de 
arrendamiento señalaban: «no tener proporción de cultivarlas, motivo a 
la decadencia y falta de naturales», pero, aun así debían hacer frente a las 
«cargas propias de sus antiguas costumbres».52 Por ese motivo habían de-
cidido arrendárselas a Luis de Balladares, cuyo pueblo era colindante con 
las tierras alquiladas; e incluso puede ser que, de esta forma, Balladares 
estuviera extendiendo su propiedad, como lo demuestra el hecho de que 
unos años más tarde, en 1811, denunciara los terrenos de Zambo.53 Ade-
más del precio estipulado, Balladares debía regalar al pueblo cada año en 
su fiesta titular una ternera buena para que se sacrificara y se repartiera 
entre todos los habitantes.

Para aclarar el incumplimiento de contrato de Luis de Balladares en 
el pueblo de San Andrés, en 1808 se tomó declaración a varias personas, 
entre ellas a Teodoro de Gálvez, quien dijo que, al igual que cobraban el 

50 Consulta al alcalde mayor de Suchitepéquez, Mazatenango, 1808, agca, A1, 
Guatemala, leg. 394, exp. 8233, ff. 6v-7.

51 Luis Arrioja Díaz Viruell, «Guatemala y Nueva España: historia de una plaga com-
partida, 1798-1807», Historia Moderna, núm. 33 (2015), 310. 

52 Consulta al alcalde mayor de Suchitepéquez, Mazatenango, 1808, agca, A1, 
Guatemala, leg 394, exp. 8233 (b), f. 2. Parece ser que, en 1788, pocos años antes de los 
sucesos que estamos tratando, Santiago Zambo contaba con 147 tributarios, frente a los 27 
que tenía San Andrés Villaseca. Agradezco a Aaron Pollack esta última información. 

53 Gustavo Palma Murga (ed.), Índice general del archivo del extinguido Juzgado 
Privativo de Tierras depositado en la Escribanía de Cámara del Supremo Gobierno de la 
República de Guatemala (México: Centro de Estudios Mexicanos y Centroamericanos, 
1991), 367. 
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arrendamiento a don Luis, también se lo cobraban a los demás labrado-
res, aunque en el caso de estos últimos el arriendo se reducía a 10 reales. 
De esa manera, lo que se descubrió fue que los indios de San Andrés de-
jaban a los forasteros ingresar en sus tierras con la única finalidad de co-
brarles 10 reales anuales de terrazgo, y lo llevaban haciendo ya por algu-
nos años, de manera que los justicias del pueblo, lejos de expulsar a las 
personas que se establecían en sus tierras, fomentaban su establecimiento 
con la finalidad de sacar el mayor provecho posible. 

En este proceso quedó claro que los justicias del pueblo de San An-
drés habían conformado una red de terrazgueros vinculados a ellos a tra-
vés del trabajo, de ahí que se indicase que, cuando los ocupantes de las 
tierras tenían la intención de abandonarlas, los justicias «se lo impedían» 
mediante el cobro por adelantado de «10 reales anuales a cada uno de 
terrazgo»54 y algún otro tipo de extorsión que aún no hemos podido de-
tectar. Además, contraviniendo la normatividad, permitían su estancia a 
pesar de haber arrendado la tierra a otra persona. De esta forma el cabil-
do, representado por los justicias, había transformado tierras comunales, 
por más que siguieran denominándolas como tales, en tierras de propios, 
puesto que el usufructo no repercutía en la comunidad, sino en los te-
rrazgueros, de manera que se fomentaba la explotación individual. A la 
par que esto sucedía, los justicias se reservaban el dominio pleno y li-
bre de ellas, puesto que los inmigrantes, llamémoslos así, carecían en ese 
caso de la estructura necesaria para reclamar sus derechos. ¿Era esto una 
novedad? Parece que no.

En el caso particular de Suchitepéquez aún no hemos podido con-
sultar la información que permita comprender cómo evolucionó la pro-
piedad de la tierra comunal y se fue transformando en tierra individual. 
Sin embargo, sí nos gustaría comentar la falta de estudios a este respec-
to. Uno de los escasos textos que hacen referencia al tema indica que la 
transición institucional de tierras comunales a títulos individuales duró 
varios años, hasta 1830. A partir de ese año se utilizó la forma de censo 

54 Representación de Valerio Ignacio de Rivas, Mazatenango, 14 de enero de 1809, 
agca, A1, Guatemala, leg 394, exp. 8233 (b), f. 1.
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enfitéutico para que vecinos y forasteros ocuparan la tierra en pequeña 
escala, como un paso intermedio hacia la propiedad individual. 55 

Aun así, podemos afirmar que los fondos de tierras sí se crearon en 
el caso de varios pueblos pertenecientes al Reino de Guatemala y sirvie-
ron para proteger, de alguna manera, la propiedad sobre las tierras de los 
embates de personas que las pretendían. Sin embargo, esas tierras fue-
ron pronto administradas por los cabildos indígenas y el usufructo que 
de ellas emanaba ya no pasaba a formar parte de los bienes de comu-
nidad, sino de los bienes municipales, es decir, de la corporación insti-
tucionalizada. Seguramente con la creación de los ayuntamientos cons-
titucionales, como veremos en el caso de Comitán, el usufructo de la 
renta de tierras pasó a considerarse de propios y, posteriormente, estos 
ayuntamientos coadyuvaron en la privatización de los terrenos al tener 
que venderlos para hacer frente a los gastos municipales a principios del 
periodo independiente, cuando las haciendas municipales quedaron des-
asistidas, al tratarse de un periodo de construcción de las nuevas nacio-
nes centroamericanas.

En un documento de 1813 dirigido al gobierno peninsular y «muy re-
servado» se aconseja: 

Abrir las fuentes de riqueza pública para desterrar la miseria que dispone a 
los que la sufren a revoluciones en que esperan variar de suerte; multiplicar 
el número de propietarios para aumentar el de verdaderos ciudadanos [...] 
Proteger liberalmente a los indios, clase la más numerosa y recomendable, al 
mismo tiempo que por su sencillez es la más expuesta a ser seducida.56

Claro, el ejemplo que aquí hemos utilizado no puede ser extra-
polado a lo que acontecía en todo el territorio de la Audiencia de 

55 Lowell Gudmunson, «Tierras comunales, públicas y privadas en los orígenes de la 
caficultura en Guatemala y Costa Rica», Mesoamérica 17, núm. 31 (1996), 44-56. 

56 Documento citado por Ángel Palma Cruz, La desigualdad en la tenencia de la tierra 
en Guatemala. Ley de reforma agraria Decreto 900. Análisis y vigencia de las causas que la 
motivaron (tesis de licenciatura, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad de 
San Carlos, Guatemala, 2007), 18.
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Guatemala. Como indicaron Palma, Taracena y Baumeister, el oriente de 
Guatemala siempre fue un territorio con una relativa ocupación, a di-
ferencia del Altiplano, donde habitaba 60 % de la población en la etapa 
colonial. Mientras que en el primer caso la presión sobre la tierra estaba 
equilibrada, no ocurría lo mismo en el segundo, por lo que los indios 
del Altiplano «desarrollaron constantes estrategias para aumentar las ex-
tensiones de sus propiedades comunales (hubo pueblos que llegaron a 
poseer hasta 600 caballerías de tierra comunal), en el Oriente fue esa 
población variopinta —no indígena en su mayoría— la que ocupó ‘ma-
sivamente’ el espacio».57 

En el caso de Guatemala, una vez instaurada la independencia, las 
primeras tierras afectadas por las políticas liberales de propiedad, o 
apropiación privada de la tierra, fueron las baldías,58 que por decreto de 
la Asamblea Legislativa de 27 de enero de 1825 se ordenaba que se con-
virtieran en propiedad particular. En dicha ley se exceptuaron los ejidos 
y las tierras comunales. Es más, se incentivaba a los pueblos a denun-
ciar los baldíos para comunes de pueblo en caso de que no contaran 
con ejido o tierras suficientes, e incluso podían arrendarlas si, como se 
expresaba en un decreto posterior, no se solicitaban los ocho reales de 
licencia, gallinas y otros frutos ni los seis días de trabajo gratuito.59 Sin 
embargo, esa legislación que apoyaba la adquisición de terrenos comu-
nales por los pueblos se vio interrumpida en 1835, cuando se ordenó 
que los ejidos no debían exceder la legua cuadrada, pues de otra ma-
nera se verían obligados a pagar la contribución territorial. Finalmen-
te, en 1836 los pueblos fueron autorizados a vender sus ejidos e, inclu-
so, las tierras de cofradía, dando preferencia a quienes las aprovechaban 

57 Gustavo Palma Murga, Arturo Taracena Arriola y Eduardo Baumeister, Cambio en 
la tenencia de la tierra: tendencias históricas (Guatemala: Sistema de Naciones Unidas en 
Guatemala, 2004).

58 Estas estaban conformadas por las que anteriormente se denominaban tierras rea-
lengas y pertenecían a la monarquía, después de la independencia al Estado, y que estaban 
sin uso. Manuel Pineda de Mont, Recopilación de las Leyes de la República de Guatemala, t. 
1 (Guatemala: Imprenta de la Paz, 1979), 658.

59 Pineda de Mont, Recopilación de las Leyes, 663.
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mediante censo enfitéutico. De esta forma, se desarticulaban las tierras 
ejidales y se fortalecía la lógica liberal.60

De comunes a propios en Comitán

Durante el siglo xviii se produjeron cambios significativos con la fina-
lidad de aumentar las arcas de la monarquía; entre ellos, se considera-
ba que la dotación de tierras a las comunidades y el fomento de la agri-
cultura redundarían en pingües beneficios. A nivel local, en términos 
generales se produjo una importante recuperación de la población en 
la Intendencia de Ciudad Real. En el caso de Comitán, como se puede 
observar en el cuadro 5.1, entre 1759 y 1824 la población creció más de 
71.1 %, y aunque es cierto que más de 70 % de la población era indígena, 
sí se aprecia un ligero descenso sostenido en favor de las personas ladi-
nas o mestizas: en 1778 el porcentaje de mestizos registrado fue de 15.7 %, 
pero ya para 1813 se computaba 26 % de ladinos. 

Cuadro 5.1. Evolución demográfica de la población de Comitán

Suma 1759 Suma 1778 Suma 1796 Suma 1819 Suma 1824
Comitán 4 243 5 502 8 174 9 447 15 000

Fuente: elaboración propia con base en información presentada por Tadashi Obara Saeki y Juan Pe-
dro Viqueira, El arte de contar tributarios. Provincia de Chiapas, 1560-1821 (México: Centro de Estu-
dios Históricos-Colmex), Cuadro general de población.

De esta forma, la presión sobre la tierra se incrementó considera-
blemente y el cabildo indígena comenzó a conceder tierras a personas 
que carecían de ellas o necesitaban mayor extensión para que sus bestias 
pastaran.

En 1812, tras la aplicación de la Constitución de Cádiz, los pueblos o 
repúblicas de indios experimentaron cambios aún mayores. Con la car-
ta gaditana desaparecieron las repúblicas con personalidad jurídica y se 

60 Palma Murga, Taracena Arriola y Baumeister, Cambio en la tenencia, 65-68.
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implantaron los ayuntamientos constitucionales como nueva instancia 
de gobierno local; sin embargo, en el caso de la Intendencia de Ciudad 
Real, solo la cabecera nombró nuevo ayuntamiento en ese primer perio-
do constitucional; el resto de los pueblos habrían de esperar hasta 1820 o 
1821 para que el cambio se produjera. Ahora bien, esos cambios no fue-
ron tan expeditos, sino que muchos pueblos continuaron funcionando 
como repúblicas, como lo indica el informe de gobierno de 1829.61

El ayuntamiento constitucional de Comitán se formó en 1820, con 
independencia del cabildo de indios existente en la población. Así, du-
rante unos escasos meses ambos estuvieron vigentes hasta que la Audien-
cia de Guatemala decidió disolver las alcaldías ordinarias que se habían 
formado en 1801. En efecto, cuando se presentaron los propios cobra-
dos por el ayuntamiento de Comitán, en 1821, se comentó lo siguiente: 
«el pago que muchos vecinos hacen en razón de piso de tierras comunes 
que rinden anualmente ciento veinte y ocho pesos, cuatro reales».62 Esta 
aparente contradicción, relacionada con el cobro del usufructo emanado 
del alquiler de las tierras del común por parte del ayuntamiento consti-
tucional, se explica por la situación que se suscitó en Comitán a la hora 
de elegir ayuntamiento constitucional, de forma que durante un tiempo 
indeterminado convivieron dos ayuntamientos.63 Frente a este escenario, 
el intendente Batres reconoció que: «el establecimiento de dos Ayunta-
mientos mucho más gozando de idénticas atribuciones funcionando so-
bre un mismo vecindario y fijando su residencia en igual población», no 
dejaba de ser monstruoso.64 De esta forma, nos encontramos ante una 

61 Decreto de 1829, Tuxtla, 1829, Archivo Histórico del Estado de Chiapas, Centro 
Universitario de Información y Documentación-Universidad de Ciencias y Artes de 
Chiapas (en adelante ahech, cuid-unicach), Archivo Orozco y Berra, Fondo Chiapas, 
t. iii, doc. 50.

62 Documentos que manifiestan el estado de los fondos municipales de algunos ayun-
tamientos del partido de Chiapa, Ciudad Real, 1821, agca, A1, Chiapas, leg. 7, exp. 126, f. 2.

63 Sergio Nicolás Gutiérrez Cruz y Ana María Parrilla Albuerne, «Alcaldes y subdele-
gados de la Intendencia de Ciudad Real de Chiapa: autoridades enfrentadas en vísperas de 
la Independencia», Revista Pueblos y Fronteras Digital, núm. 13 (2018), 15.

64 El señor intendente de esta ciudad consulta sobre haber instalado dos ayuntamientos 
en el pueblo de Santa María Comitán, 18 de enero de 1821, agca, A1, Chiapas, leg. 6, exp. 99.
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situación transitoria: la tierra seguía siendo del común, pero su usufructo 
había pasado a constituirse como propio.

Este estado parece haberse mantenido durante unos años más. En 
1829, se realizó una nueva división poblacional del territorio chiapaneco, 
que quedó conformado por tres departamentos, además del partido de la 
capital: el primero, denominado del Sur, estaba compuesto por el parti-
do de Llanos y Ocosingo, con cabecera en Comitán; el segundo, denomi-
nado del Oeste, estaba formado por los partidos de Tuxtla, Ixtacomitán 
y Tonalá, con capital en Tuxtla, y el tercero, llamado del Norte, estaba 
compuesto por Palenque, Tila y Coronas, con capital en Tila.65 La cabe-
cera del primer partido, Comitán, volvió a presentar un plan de propios 
y arbitrios, compuesto por 46 artículos con sus correspondientes impues-
tos. No vamos a desgranar aquí ese decreto emanado por el Congreso 
del Estado, sino que nos centraremos en aquellos que hacen referencia a 
los terrenos comunales y al hospital de pobres de Comitán, que recibía 
parte de ese dinero. En un primer apartado se hace referencia a las «se-
menteras, repastos o crianzas de ganado mayor o menor de toda especie, 
[que] ocupen los terrenos de propiedad común, que son: Zimol, Marga-
ritas, y el Potrero». Esta ocupación derivaba en el pago de un arrenda-
miento de piso y del usufructo del terreno fijado por el ayuntamiento. La 
elección de los arrendadores estaría marcada por cierto orden o reglas: se 
priorizaba a quienes no tuvieran terreno propio, y se establecía una sepa-
ración entre terrenos de labranza y de ganadería con el fin de evitar por 
todos los medios los problemas recurrentes entre hacendados y labrado-
res. Es interesante señalar aquí la separación que se comenzaba a perci-
bir entre ganaderos y agricultores. Pero no solo eso, sino que la casa del 
hospital —es decir, la casa que había donado Gandulfo para la fundación 
del Hospital de Pobres de Comitán y que había sido sostenida en parte 
por el dinero recolectado en el fondo de tierras— también había pasa-
do para entonces al control del municipio, como quedó estipulado en el 

65 División provisional del terreno, 27 de julio de 1829. Archivo General de la Nación 
(en adelante agn), Gobernación sin sección, caja 115, exp. 2, ff. 12-13.
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artículo 3 del plan de propios y arbitrios: «El alquiler de la casa hospital 
a juicio del ayuntamiento mientras se resuelve otra cosa».66

Conclusiones

El crecimiento demográfico experimentado en algunos pueblos pertene-
cientes al Reino de Guatemala, sobre todo ocasionado por el movimiento 
de poblaciones derivado de algunos factores naturales —terremotos, pla-
gas, sequías o exceso de lluvias— que se produjeron en el periodo estu-
diado, provocó un aumento de la presión sobre la tierra. En pueblos o 
regiones específicas, el crecimiento poblacional condujo a una fuerte de-
manda de tierras.

La constitución del fondo de tierras en los pueblos de Guatemala, al 
menos en el caso de los pueblos analizados de la alcaldía mayor de Su-
chitepéquez, fue un medio por el cual los justicias de los cabildos de in-
dios tomaron el control del usufructo de la renta de tierras del común. 
Aunque el resultado de esas rentas fue utilizado por los mismos justicias 
para implementar estrategias de enriquecimiento propio, también sir- 
vió para defender las tierras del común frente al embate de los intere- 
ses de adquisición por parte de españoles y ladinos.

En el caso de la Intendencia de Ciudad Real, la creación del fon-
do de tierras se trató de aplicar a todos los pueblos de la jurisdicción, 
pero solo en Comitán se logró constituir. Sin embargo, a diferencia de 
lo ocurrido en los pueblos de Suchitepéquez, en Comitán se aprovechó 
esta circunstancia para solicitar, mediante la aplicación del artículo 11 de 
la Ordenanza de Intendentes, la creación de dos alcaldías ordinarias —a 
las que se sumaron un procurador síndico y un mayordomo— ocupadas 
por españoles y ladinos que pronto tomaron el control de los réditos de-
vengados del alquiler o renta de las tierras del común de indios. De esta 

66 Plan de propios y arbitrios para la municipalidad de la Ciudad de Comitán, 22 de 
julio de 1829, agn, Gobernación sin sección, caja 115, exp. 2, ff. 12-13.
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forma, los ladinos y españoles controlaron el usufructo de las tierras del 
común de indios, que debió cobrar su cabildo.

La aplicación de la Constitución de Cádiz y la conformación de 
ayuntamientos constitucionales tuvieron respuestas disímiles en los pue-
blos. Aunque somos conscientes de las diferencias existentes entre el pue-
blo de Comitán, con una población elevada y una economía consolidada 
basada en haciendas ganaderas, y los ejemplos utilizados para referirnos 
a Suchitepéquez, dos pequeños pueblos con escasa población y una eco-
nomía más precaria, la comparación nos permite hacer algunas observa-
ciones tentativas. Mientras en Guatemala muchos de esos pueblos indios 
reclamaron la elección de sus ayuntamientos constitucionales y fueron 
los propios justicias indios quienes ocuparon las alcaldías y regidurías, en 
Comitán el nuevo ayuntamiento fundado en 1820, que tenía como an-
tecedente la constitución de alcaldías ordinarias, estaba encabezado por 
españoles y ladinos. Así, en los ejemplos de Guatemala, las tierras co-
munales pasaron a propios de los ayuntamientos constitucionales cuyos 
cargos concejiles estaban ocupados por los mismos indios, a diferencia 
de lo ocurrido en Comitán, donde el usufructo de las tierras comunales 
pasó a engrosar los propios del ayuntamiento encabezado por españoles 
y ladinos.

Con la llegada de la independencia y las ideas liberales, la tendencia 
a convertir las tierras de las corporaciones en propiedad privada se hizo 
más evidente. En Comitán, las fincas arrendadas siguieron esa dirección, 
pasando a conformar los propios del nuevo ayuntamiento constitucional, 
situación que llegó a su punto crítico en 1829. En Guatemala, por otro 
lado, el cambio de propiedad de las tierras comunales fue más comple-
jo y pasó por mayores vicisitudes, pues de una legislación que protegía 
los terrenos comunales y ejidos de las comunidades se transitó a una 
que restringía por completo la propiedad de los pueblos indios sobre sus 
tierras.67

67 Quisiera agradecer a Aaron Pollack y Miguel Ángel Sánchez Rafael la lectura acucio-
sa de este texto, así como sus pertinentes comentarios y recomendaciones.
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Introducción

El 10 de enero de 1806, los alcaldes y regidores del recién creado 
ayuntamiento de españoles y ladinos de Quetzaltenango nombraron 

a un mayordomo de propios.1 La persona designada para ocupar el cargo 
llevaría a cabo una tarea muy concreta, pero relevante. A la brevedad, 
debía elaborar un plan de arbitrios —es decir, de impuestos que habrían 
de cobrarse a nivel local—2 con la finalidad de que el ayuntamiento 

1 Acta 3. Quetzaltenango, 10 de enero de 1806. Archivo Histórico de Quetzaltenango 
(en adelante ahq), Actas de cabildo, libro 1, f. 3. El ayuntamiento había sido establecido 
apenas siete días antes, el 3 de enero de 1806. Aunque el artículo 36 de la Ordenanza 
de Intendentes de la Nueva España ordenaba a los ayuntamientos formar una Junta de 
Propios, el de Quetzaltenango solo nombró a un mayordomo para que encargarse de esta 
materia.

2 La definición de lo que era un arbitrio varió de un lugar a otro. En gran parte del 
Reino de Guatemala se entendió como una contribución —que podía ser directa o indi-
recta— de carácter permanente que los ayuntamientos recaudaban para atender sus gastos 
ordinarios —como pagar los sueldos de sus empleados— y extraordinarios —por ejemplo, 
realizar alguna obra pública—.

* Programa de Becas Posdoctorales en la unam, Becario del cimsur, asesorado por 
el Dr. Justus Fenner.
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tuviese un fondo de propios —esto es, una hacienda municipal— para 
atender «las necesidades públicas» de su vecindario.3

La urgencia de los capitulares por levantar los cimientos de su era-
rio se debió a que gobernar Quetzaltenango no resultaría barato. Entre 
las décadas de 1770 y 1800, este pueblo se convirtió en un populoso y 
próspero asentamiento. Durante esos años, el número de sus habitan-
tes pasó de 7 093 a 9 465.4 De hecho, el ayuntamiento que nos ocupa se 
creó porque muchas de esas personas —casi 40 % de la población total— 
eran ladinos y españoles que se fueron avecindando en Quetzaltenango, 
lo que hacía necesario el establecimiento de autoridades que los gober-
nasen.5 En gran medida, ese notable crecimiento demográfico obedeció 
al auge económico que Quetzaltenango experimentó en el último tercio 
del siglo xviii. Gracias al repunte de su agricultura —en especial del cul-
tivo de trigo— y de su producción de textiles —tanto de lana como de 
algodón—, dicho pueblo se convirtió en uno de los principales exporta-
dores de granos y de ropa hacia otros lugares del Reino de Guatemala, 
en especial hacia las ricas provincias añileras de Sonsonate y San Salva-
dor.6 Por ello, lugareños y extraños acudían a diario a la plaza pública 
de Quetzaltenango —que era donde estaba el mercado— para comprar y 
expender distintos géneros.

3 En la Nueva España solía llamarse «propios» a los bienes inmuebles —casas alquila-
das, tierras dadas en enfiteusis, molinos— que los ayuntamientos poseían para engrosar 
los caudales de su erario. En el Reino de Guatemala, sin embargo, se llamaba «propios» a 
todas las rentas que tuviesen como fin cubrir los gastos de los ayuntamientos. Así, los pro-
pios podían ser bienes inmuebles, pero también impuestos sobre el comercio o sobre otras 
actividades económicas y sociales.

4 Jorge González Alzate, La experiencia colonial y transición a la independencia en el 
occidente de Guatemala. Quetzaltenango: de pueblo indígena a ciudad multiétnica, 1520-1825 
(Mérida: unam, 2015), 77.

5 Arturo Taracena Arriola, Invención criolla, sueño ladino, pesadilla indígena. Los 
Altos de Guatemala: de región a Estado (1740-1871) (Guatemala: Centro de Investigaciones 
Regionales de Mesoamérica, 1999), 70-72; González Alzate, La experiencia colonial, 168-175.

6 Taracena Arriola, Invención criolla, 23-42; Greg Grandin, La sangre de Guatemala. 
Raza y nación en Quetzaltenango, 1750-1954 (Guatemala: Universidad de San Carlos 
de Guatemala / Centro de Investigaciones Regionales de Mesoamérica, 2007), 43-64; 
González Alzate, La experiencia colonial, 79-98.
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Así, al tomar posesión de sus cargos, los miembros del nuevo ayun-
tamiento comprendieron que era menester realizar varias obras a fin de 
mantener el decoro de un pueblo tan grande y dinámico. Entre estas, se 
encontraban el arreglo de calles y caminos, la construcción de un nuevo 
sistema de agua potable, la apertura de escuelas de primeras letras y la 
contratación de un médico que conservase el fluido de la vacuna contra 
la viruela.7

El objetivo de este ensayo es estudiar cómo se fue construyendo la 
hacienda municipal del ayuntamiento de Quetzaltenango entre los años 
1806 y 1827. El argumento que defendemos es que la formación del fon-
do de propios de Quetzaltenango estuvo atravesada por una serie de ne-
gociaciones —muchas de ellas fallidas— y conflictos que el ayuntamien-
to tuvo que enfrentar. Como iremos viendo, los ediles ladinos debieron 
apelar a otros ámbitos de gobierno a fin de conseguir la autorización 
para obtener recursos de la población, pues tanto en el periodo colonial 
como en la época independiente existieron instituciones que acotaron 
sus facultades para imponer contribuciones. Asimismo, a nivel local, es-
tos tuvieron que sortear distintos obstáculos para hacer efectivas sus po-
testades fiscales. Entre los inconvenientes que enfrentaron estuvieron la 
negativa a pagar impuestos que en ocasiones manifestaron las personas 
pobres, y el hecho de que los indios del pueblo —que tenían su propio 
erario— no siempre quisieron aportar dinero para la hacienda municipal 
de los ladinos.

Un largo tiempo de penurias

El 13 de enero de 1806, tres días después de haber sido nombrado, el ma-
yordomo de propios de Quetzaltenango, Juan Crisóstomo Alegría, ya te-
nía una propuesta para la dotación del erario municipal de los españoles 

7 Informe del mayordomo de propios, Quetzaltenango, 13 de enero de 1806, Archivo 
General de Centro América (en adelante agca), A1, leg. 390, exp. 8112, f. 1.
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y ladinos.8 La rapidez con la que realizó su trabajo no solo obedeció a 
que el ayuntamiento necesitaba numerario para pagar los salarios de sus 
empleados —un par de porteros, dos maceros, un escribano y un alcai-
de—, sino también a que comprendió que era mejor enviar el documen-
to cuanto antes a la Ciudad de Guatemala. La razón era que, a conse-
cuencia de la aplicación de la Ordenanza de Intendentes, el trámite que 
los gobiernos locales debían realizar para la aprobación de sus planes de 
arbitrios se había vuelto lento. Estos tenían que conseguir que su alcalde 
mayor, corregidor o subdelegado, según fuera el caso, respaldara la pro-
puesta. Si recibían el visto bueno, podían remitirla a la Real Audiencia. 
Luego, este tribunal turnaba el expediente a la Contaduría de Propios, 
Arbitrios y Bienes de Comunidad, cuyo titular se encargaba de revisar-
lo y de elaborar un parecer. Y una vez concluido este procedimiento, el 
fiscal de la Audiencia, siguiendo el dictamen del contador de propios, 
anunciaba si el plan había sido aprobado o rechazado.9

La caja de comunidad de ladinos

Sabedor de que la Real Audiencia demoraba en avalar los planes de arbi-
trios, Juan Crisóstomo planteó que de forma temporal «se crease fondo 
público de comunidad de ladinos» para atender las necesidades públicas 
del vecindario.10 En este sentido, al igual que los indios tributarios, cada 

8 Informe del mayordomo de propios, Quetzaltenango, 13 de enero de 1806, agca, A1, 
leg. 390, exp. 8112, f. 1.

9 Al respecto, véase Ana María Parrilla Albuerne, «Propios y arbitrios del ayuntamien-
to de Ciudad Real. Un pulso entre el poder local y los nuevos funcionarios de la inten-
dencia, 1786-1812», en Ayuntamientos chiapanecos: fiscalidad, elecciones, ciudadanía y de-
fensa de bienes de comunidad desde la Colonia hasta el inicio de la Revolución en Chiapas, 
coordinado por María del Rocío Ortiz Herrera, 17-48 (Tuxtla Gutiérrez: unicach / 
Colmich, 2018) y Ana María Parrilla Albuerne «La fiscalidad municipal en los albores de la 
Independencia: Chiapas (1800-1830)», en Historias e historiografías del siglo xix en Chiapas 
y Guatemala, coordinado por Aaron Pollack, Amanda Úrsula Torres, Juan Carlos Sarazúa, y 
María Dolores Palomo, 423-449 (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2020).

10 Informe del mayordomo de propios, Quetzaltenango, 13 de enero de 1806, agca, A1, 
leg. 390, exp. 8112, ff. 1-1v. 
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varón ladino y español mayor de 18 años pagaría cuatro reales anuales 
que se depositarían en un arca que sería custodiada y administrada por 
el ayuntamiento.11 Esta propuesta no fue nada original, pues a mediados 
de la década de 1790 se habían creado fondos de comunidad en las nu-
merosas parcialidades y pueblos de ladinos que existían en la Intenden-
cia de San Salvador.12 

Como consecuencia de esta reforma, los hombres de calidades mez-
cladas debieron sufragar «una fanega de maíz o cuatro reales en dinero 
al año» con la finalidad de contar con recursos para establecer escuelas 
de primeras letras, comprar tierras comunales y reparar sus iglesias.13 En 
vista del éxito que tuvo el establecimiento de estas cajas de comunidad, 
en diciembre de 1805 la Audiencia determinó que esto mismo debía ha-
cerse en «todos los pueblos, villas y lugares del reino» donde hubiese po-
blación ladina.14 En las alcaldías mayores y corregimientos que confor-
maron el territorio de la República de Guatemala,15 la ejecución de esta 
disposición tuvo resultados muy desiguales. Si bien en Escuintla, donde 
había una población numerosa de mestizos, pardos y mulatos, el proyec-
to funcionó,16 en otros partidos ocurrió lo contrario. Por ejemplo, los la-
dinos de la Verapaz se rehusaron a entregar la fanega de maíz o los cua-
tro reales que les exigían, y lo mismo hicieron los de Suchitepéquez. Por 
su parte, los de Totonicapán —que en un inicio aceptaron contribuir con 

11 El mayordomo de propios no estimó el número de personas que pagarían la cuota 
para la caja de comunidad. González Alzate, La experiencia colonial, 77, indica que en 1804 
vivían en Quetzaltenango 3 568 españoles y ladinos; sin embargo, el autor no divide esta 
cifra por grupos de edad o género, de modo que resulta imposible saber cuántas personas 
fueron obligadas a pagar la cuota para la caja de comunidad.

12 Sobre este punto remito a María Eugenia López Mejía Velásquez, Pueblos de indios, 
de ladinos y de mulatos en San Salvador y Sonsonate en tiempos de reformas y transiciones 
políticas (1737-1841) (tesis de doctorado, Colmich, Zamora, 2017).

13 Auto, Nueva Guatemala, 20 de diciembre de 1805, agca, A1, leg. 382, exp. 7955, ff. 
1-2v.

14 Acuerdo, Nueva Guatemala, 20 de diciembre de 1805, agca, A1, leg. 390, exp. 8112, 
ff. 6-7v.

15 Estos eran las alcaldías mayores de Chimaltenango, Escuintla, Sololá, Sacatepéquez, 
Suchitepéquez y Verapaz; y los corregimientos de Chiquimula y Quetzaltenango.

16 Auto, Nueva Guatemala, 4 de enero de 1806, agca, A3, leg. 1493, exp. 24700, f. 57v.
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cuatro reales— terminaron rechazando el pago de la comunidad con el 
argumento de que todo se trataba de una estrategia de la Real Hacienda 
para convertirlos en «tributarios como a los indios».17

En el pueblo de Quetzaltenango, la creación de la caja de comunidad 
de ladinos y españoles corrió la misma suerte que en la mayoría de las 
provincias guatemaltecas.18 En marzo de 1806, el síndico del ayuntamien-
to pidió a la Real Audiencia que desechara la propuesta del mayordomo 
de propios. De acuerdo con su opinión, era un disparate demandar la 
misma cuota «a pudientes y a míseros», pues, aunque los primeros no 
tendrían problema en pagarla, a los segundos les resultaría gravosa. De 
hecho, afirmó que exigir los cuatro reales a «la clase de necesitados» po-
dría resultar nocivo «al sosiego público».19 Para dar sentido a esto últi-
mo, recordó que dos décadas atrás, en 1786, la «plebe de este pueblo» se 
amotinó en contra del establecimiento del estanco del aguardiente debi-
do a que mucha gente se vio afectada por la prohibición de fabricar y 
expender dicha bebida.20 Advirtió, pues, que si los ladinos pobres eran 
obligados a alimentar la caja de comunidad podrían «temerse las mismas 
malas resultas que tuvo aquella prohibición».21

17 Informe del alcalde mayor de la Verapaz, Cobán, 1 de agosto de 1806, agca, A1, leg. 
382, exp. 7955, f. 15; Oficio del alcalde mayor de Totonicapán, San Miguel Totonicapán, 20 
de abril de 1808, agca, A1, leg. 6110, exp. 56045, ff. 33-33v; Consulta del alcalde mayor de 
Suchitepéquez, Quetzaltenango, 6 de septiembre de 1817, agca, A1, leg. 394, exp. 8249.

18 Grandin, La sangre de Guatemala, 102, indica que «el ayuntamiento [de 
Quetzaltenango] obtuvo permiso para establecer una caja de ladinos […] que funcionaría 
paralelamente a la tesorería indígena», sin embargo, como se verá en seguida, dicha corpo-
ración se rehusó a instaurar esta nueva arca comunal.

19 Informe del ayuntamiento de Quetzaltenango. Quetzaltenango, 7 de marzo de 1806. 
agca, A1, leg. 390, exp. 8112, ff. 18-19. 

20 Sobre el motín de 1786, véase Jorge González Alzate, «State Reform, Popular 
Resistance and the Negotiation of Rule in Late Bourbon Guatemala. The Quetzaltenango 
Aguardiente Monopoly, 1785-1807», en Politics, Economy, and Society in Bourbon Central 
America, 1759-1821, editado por Jordana Dym y Christophe Belaubre, 119-155 (Boulder: 
University of Colorado Press, 2007) y Jorge González Alzate, «Reforma militar borbónica, 
etnicidad y la formación de la élite hispana de Quetzaltenango, 1766-1806», en La época colo-
nial en Guatemala. Estudios de historia cultural y social, coordinado por Robinson A. Herrera 
y Stephen Webre, 99-131 (Guatemala: Universidad de San Carlos de Guatemala, 2013).

21 Informe reservado, Quetzaltenango, 5 de marzo de 1806, agca, A1, leg. 390, exp. 
8112, ff. 22v-23.
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Para evitar problemas, el síndico planteó a la Real Audiencia que el 
fondo de propios del ayuntamiento se formara con impuestos obtenidos 
«solo de los pudientes». Su propuesta, enviada a la Ciudad de Guatemala 
en marzo de 1806, consistió en demandar un peso mensual a los ladinos 
y españoles dueños de panaderías, en exigir a las personas de dichas ca-
lidades «que tienen o ponen músicas privadas» un real por cada músico 
que llegase a sus fiestas, y en cobrar por una sola vez un real por cada 
«cien varas cuadradas superficiales de los solares de casas» de ladinos y 
españoles.22

El síndico involucró al ayuntamiento de Quetzaltenango en el lío del 
que el mayordomo de propios había intentado zafarlo. Mientras que el 
establecimiento de la caja de comunidad tomaría poco tiempo porque 
era una medida que ya se había sancionado, la aprobación de los arbi-
trios demoraría, pues la Audiencia necesitaba que la Contaduría Gene-
ral de Propios dictaminara el proyecto. Y así sucedió. Tras conocer del 
asunto, el fiscal determinó que el examen de la propuesta «exigía diverso 
curso y sustanciación», de modo que turnó el expediente a la «mesa res-
pectiva para que exponga lo que estime conducente».23 Por lo tanto, la 
formación del fondo de propios de Quetzaltenango quedó en vilo.

El compás de espera de los primeros planes de arbitrios

Mientras que el expediente sobre la creación de su fondo de propios 
permanecía empantanado, el ayuntamiento comenzó a endeudarse para 
cubrir algunos gastos ineludibles. Entre 1806 y 1808, los ediles quedaron 
a deber 144 pesos a los porteros de la casa donde realizaban las sesiones 
de cabildo, pidieron al alférez que prestara 85 pesos para la confección 
del pendón real, y ellos mismos costearon las misas por el cumpleaños 

22 Informe del ayuntamiento, Quetzaltenango, 7 de marzo de 1806, agca, A1, leg. 390, 
exp. 8112, ff. 18v-19.

23 Pedimento del fiscal, Nueva Guatemala, 4 de agosto de 1806, agca, A1, leg. 390, exp. 
8112, f. 25v.
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del rey (24 pesos), distintas causas judiciales (511 pesos), los refrescos 
que se ofrecían en la elección anual de los alcaldes (88 pesos) y el nuevo 
padrón de los españoles y ladinos que habitaban el pueblo (50 pesos), 
todo esto en el entendido de que los recursos invertidos les serían re-
embolsados cuando se estableciera el fondo de propios.24

Sabedores de que su ayuntamiento se desintegraría si no asumían 
ellos esos gastos, pero conscientes de que a largo plazo esta forma de fi-
nanciar el gobierno local era insostenible, los alcaldes y regidores deci-
dieron presentar un nuevo plan de arbitrios con la esperanza de que este 
sí fuese aprobado por la Real Audiencia.25

El nuevo plan de arbitrios se elaboró con la intención de recaudar 
más de 1 300 pesos anuales, suma que se consideró suficiente para cu-
brir gastos y saldar deudas. Este dinero se obtendría gravando varias de 
las actividades comerciales que se llevaban a cabo a diario en el pueblo, 
lo que no resultaba poca cosa dada la centralidad de Quetzaltenango en 
la vida económica del occidente de Guatemala. A tal efecto, se pretendía 
imponer impuestos a la venta de trigo, panela, azúcar, cerdos, cacao, al-
godón, pescado y carneros, y se buscaba fijar un arbitrio anual sobre los 
puestos de ropa instalados en la plaza pública, las pulperías, las panade-
rías y los estanquillos de aguardiente.26 

Pero la fortuna no estaba del lado del ayuntamiento. Si bien la Con-
taduría de Propios recibió su nuevo plan de arbitrios, el expediente se 
extravió y durante años fue imposible «saber su paradero a pesar de las 
eficaces diligencias que [se] ha[n] practicado».27

24 Deudas del cabildo, Quetzaltenango, 25 de agosto de 1810, agca, A1, leg. 390, exp. 
8119, ff. 28-29.

25 Acta 92, Quetzaltenango, 25 de agosto de 1807, ahq, Actas de cabildo, libro 1, f. 29v.
26 Lista de los arbitrios que el cabildo de Quetzaltenango ha propuesto, Quetzal– 

tenango, 25 de agosto de 1810, agca, A1, leg. 390, exp. 8119, ff. 26-27.
27 Carta del cabildo, Quetzaltenango, 27 de septiembre de 1810, agca, A1, leg. 390, exp. 

8119, f. 18.
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El gobierno de la fiscalidad local

En gran medida, el atolladero en el que se hallaba el expediente sobre la 
creación del fondo de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango res-
pondía a la enorme carga de trabajo que pesaba sobre la Contaduría Ge-
neral de Propios, Arbitrios y Bienes de Comunidad de Guatemala.

Desde su creación en 1806, esta oficina atendía una gran cantidad 
de asuntos. El contador de propios revisaba y fenecía las cuentas de los 
erarios de todos los pueblos, villas y ciudades del reino, una tarea que 
debía ser muy laboriosa, pues para 1810 solo había despachado 89 de las 
283 cuentas recibidas. Asimismo, supervisaba las inversiones que las cajas 
de comunidad de indios y de ladinos realizaban desde finales del siglo 
xviii para financiar préstamos a particulares y a la Corona.28 Además, 
evacuaba los informes relativos a los gastos extraordinarios que los 
cabildos querían llevar a cabo con el dinero de sus erarios. Y a todo esto 
se sumaba la obligación de aprobar los planes de arbitrios presentados 
por los ayuntamientos surgidos en las últimas dos décadas, como el de 
Quetzaltenango, el de Santa Ana y el de Nueva Segovia.29

Para colmo de males, la promulgación de la Constitución de Cádiz pa-
ralizó temporalmente el gobierno de las haciendas municipales. Según la 
carta gaditana, las diputaciones provinciales serían las encargadas de au- 
torizar los arbitrios que fuera necesario para alimentar los fondos públicos  
de los pueblos, villas y ciudades.30 Por ello, en octubre de 1812, el secretario  
del Despacho de Gobernación de Ultramar, Ciriaco González, comunicó  
al jefe político de Guatemala, José de Bustamante, que todos los expedien- 
tes relativos al manejo de esos caudales debían pasar de la Contaduría de 

28 Sobre este tema, consúltese Javier Guillén Villafuerte, «Las comunidades y los 
censos. Los pueblos de indios y el crédito en el Reino de Guatemala, 1770-1810», en 
Rompiendo el nudo gordiano. Régimen municipal y fiscalidad: Guatemala y México, 1760-
1850, coordinado por Ana María Parrilla Albuerne, 365-389 (Madrid: Sílex, 2021).

29 Representación del contador de propios, Nueva Guatemala, 19 de abril de 1809, 
agca, A1, leg. 221, exp. 5199, ff. 2-7v. 

30 Constitución Política de la Monarquía Española, promulgada en Cádiz a 19 de marzo 
de 1812 (Cádiz, 1812), artículos 321-323 y 335.
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Propios a las diputaciones de Guatemala o de Nicaragua, según fuera el 
caso, para su revisión.31 Al ayuntamiento de Quetzaltenango esta reforma 
debió caerle como un balde de agua helada. Ya que la Diputación Provin-
cial de Guatemala inauguró sus sesiones en septiembre de 1813, la revisión 
de su plan de arbitrios quedó detenida, al menos, durante un año.32

En caso de que la diputación guatemalteca hubiera atendido los 
asuntos financieros de los ayuntamientos, es evidente que no solucionó 
las demandas de los capitulares quetzaltecos, pues para 1815 estos seguían 
sin tener un fondo de propios.

Las necesidades locales

Para el ayuntamiento de Quetzaltenango la aprobación de su plan de 
arbitrios era urgente porque tenía en mente emprender una serie de re-
formas en beneficio de su vecindario. En 1809 consideró impostergable 
abrir «una clase de gramática» para que los párvulos ladinos y españo-
les que egresaran de la escuela de primeras letras pudieran continuar su 
educación.33 Ese mismo año aceptó contribuir a la reedificación de las 
Casas Reales del pueblo por hallarse las existentes muy deterioradas.34 En 
1811 comenzó un ambicioso proyecto para rehacer el sistema de agua po-
table, el cual tardó varios lustros en concluirse.35 En 1812 se propuso ini-

31 Decreto del secretario del Gobierno de Ultramar, Cádiz, 23 de octubre de 1812, agca, 
A1, leg. 222, exp. 5220, f. 25. En el Reino de Guatemala se crearon dos diputaciones pro-
vinciales. La primera fue la de Guatemala, a la que estuvieron sujetas las intendencias de 
Chiapas, Comayagua y San Salvador, las alcaldías mayores de Chimaltenango, Escuintla, 
Sololá, Sonsonate, Sacatepéquez, Suchitepéquez y Verapaz; y los corregimientos de 
Chiquimula y Quetzaltenango. La otra fue la de Nicaragua, que se conformó por la inten-
dencia de León y el gobierno de Costa Rica. Mario Rodríguez, El experimento de Cádiz en 
Centroamérica, 1808-1826 (México: fce, 1984), 148.

32 Rodríguez, El experimento de Cádiz, 159-163.
33 Acta, Quetzaltenango, 15 de diciembre de 1809, ahq, Actas de cabildo, libro 1, f. 68v.
34 Consulta del corregidor, Quetzaltenango, 7 de octubre de 1809, agca, A1, leg. 390, 

exp. 8116, f. 15.
35 Providencia, Quetzaltenango, 10 de mayo de 1811, ahq, Actas de cabildo, libro 1, f. 112.



251

Capítulo 6. La construcción de una hacienda municipal: el ayuntamiento de Quetzaltenango

ciar la construcción de sus casas consistoriales, pues a los capitulares les 
pareció humillante que los indios tuvieran un edificio propio para cele-
brar sus sesiones de cabildo y ellos no.36 Y en 1814, atendiendo un decre-
to de las Cortes de Cádiz, determinó comprar un terreno en las afueras 
del pueblo para establecer un cementerio, con lo cual se esperaba deste-
rrar la costumbre de que los difuntos se inhumaran en los atrios y altares 
de las iglesias.37

Todavía sin fondo de propios, los capitulares tuvieron que idear dis-
tintas estrategias para financiar estas reformas. A fin de subvenir la re-
modelación de las cañerías y arcos que llevaban agua hasta el pueblo, 
propusieron un plan que, en un inicio, parecía fácil de ejecutar. En mayo 
de 1811, acordaron que se haría una milpa de comunidad, al estilo de las 
que antiguamente hacían los indios. Asimismo, convinieron que duran-
te dos años se gravaría con un real cada arroba de carne de res que se 
vendiera en la carnicería del pueblo. Y, por último, pactaron que a los 
labradores ladinos y españoles se les exigiera 1 % del trigo o del maíz que 
obtuvieran en la cosecha siguiente, que a los empleados públicos se les 
solicitara el mismo porcentaje de sus salarios, y que a cada mercader de 
géneros ultramarinos se le pidiera un donativo de tres pesos.38

Aunque la Real Audiencia aprobó este plan, su ejecución naufragó. 
Lo de hacer una milpa de comunidad fue más difícil de lo esperado, 
pues las parcelas seleccionadas en un inicio resultaron ser de mala cali-
dad y ningún ladino aceptó acudir a la siembra ya que no se les ofreció 
pago por su trabajo.39 Y lo de exigir a los labradores 1 % de sus cosechas 
se suspendió luego de que un temporal arruinó a muchas familias que 
vivían de la agricultura.40

36 Carta de José de Bustamante, Guatemala, 6 de agosto de 1812, agca, A1, leg. 390, 
exp. 8125, f. 1.

37 Representación, Quetzaltenango, 12 de agosto de 1814, agca, A1, leg. 390, exp. 8131, f. 2.
38 Acta, Quetzaltenango, 10 de mayo de 1811, ahq, Actas de cabildo, libro 1, ff. 116v-117.
39 Acta, Quetzaltenango, 13 de septiembre de 1811, ahq, Actas de cabildo, libro 1, f. 126. 
40 Informe del cabildo, Quetzaltenango, 23 de octubre de 1811, agca, A1, leg. 390, exp. 

8119, f. 39v.
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Por otra parte, el ayuntamiento echó mano de las cajas de comu-
nidad de los indios del corregimiento de Quetzaltenango para realizar 
algunos proyectos. En 1806 solicitó en calidad de préstamo 500 pesos 
para invertirlos en la apertura de una zanja que serviría para desaguar 
la laguna que se formaba en las cercanías de la iglesia de El Calvario. La 
Real Audiencia aprobó su petición en vista de que los ediles prometieron 
reintegrar esta suma cuando se les concedieran los arbitrios que habían 
propuesto, y pagar durante ese tiempo un interés de 25 pesos anuales a 
las comunidades.41

Si bien el ayuntamiento intentó extraer más recursos de las cajas de 
comunidad, sus planes se frustraron. A causa de la política fiscal que la 
monarquía aplicó en el Reino de Guatemala con el fin de extraer recur-
sos para sus guerras imperiales, entre 1805 y 1809 las cajas de comunidad 
del corregimiento de Quetzaltenango tuvieron que transferir a la Real 
Hacienda y a la Caja de Consolidación de Vales Reales unos 16 000 pe-
sos, por lo que perdieron así más de 70 % del capital que poseían.42 Así, 
en 1812, cuando el ayuntamiento requirió 4 000 pesos de las comunida-
des de indios para la fabricación de sus casas consistoriales, la petición 
fue rechazada con el argumento de que ese fondo estaba exhausto.43

Sin la posibilidad de echar mano de las cajas de comunidad, los edi-
les solicitaron a la Real Audiencia la aprobación de ciertas gabelas para 
cubrir gastos muy puntuales. En 1811 propusieron exigir por una sola vez 
a los españoles y ladinos del pueblo un impuesto de 1 % sobre el valor 
de sus casas con el objetivo de reunir dinero para reformar el sistema de 
agua potable.44 La propuesta era innovadora: se produjo un año antes de 
que en la Nueva España se cobrara la llamada «contribución de fincas», 
por la cual el Erario Regio percibió un 10 % sobre el arrendamiento de 

41 Providencia, Quetzaltenango, 10 de mayo de 1811, ahq, Actas de cabildo, libro 1, f. 112.
42 Selvin Chiquín Enriquez, «Administración y gasto de las cajas de comunidad en 

la Audiencia de Guatemala: el corregimiento de Quetzaltenango, 1790-1820», Estudios de 
Cultura Maya, núm. 57 (2021), 231-232.

43 Respuesta del fiscal, Nueva Guatemala, 5 de noviembre de 1812, agca, A1, leg. 390, 
exp. 8125, f. 4.

44 Auto, Nueva Guatemala, 12 de noviembre de 1811, agca, A1, leg. 390, exp. 8119, f. 41.



253

Capítulo 6. La construcción de una hacienda municipal: el ayuntamiento de Quetzaltenango

casas;45 era prometedora: se esperaba obtener más de 530 pesos anuales;46 
y era fácil de recaudar: bastaba con actualizar un padrón de 1799 que 
consignaba el número y valor de las fincas urbanas del pueblo.47 Aun así, 
su cobro fracasó. Los causantes argumentaron que no podían sufragar el 
impuesto porque sus giros comerciales estaban paralizados, porque sus 
cosechas se habían malogrado o porque sus casas yacían en ruinas luego 
de la última inundación.48

En este mismo sentido, en 1812 el ayuntamiento pidió autorización 
para cobrar por tiempo indefinido un tostón sobre cada carga de panela 
vendida en el pueblo con el objetivo de costear la remodelación de las 
Casas Reales y el salario del alcaide de la cárcel.49 Contrario a lo que su-
cedió con el impuesto de casas, el cobro de este arbitrio resultó un éxi-
to, y entre octubre de 1812 y diciembre de 1813 rindió 1 114 pesos. Con 
ese dinero, el ayuntamiento no solo costeó los gastos mencionados, sino 
que también pagó el salario del maestro de latinidad, saldó algunas deu-
das50 y reunió un capital de 700 pesos con el que compró la casa don-
de se almacenaban los granos que los labradores de la zona diezmaban 
a la catedral de Guatemala, de tal suerte que en lo venidero recibiría los 
100 pesos anuales que el cobrador de diezmos pagaba por alquilar dicho 
inmueble.51 

Así, para 1814, tras ocho años de existencia, el ayuntamiento de 
Quetzaltenango al fin poseyó algo parecido a un fondo de propios.

45 José Antonio Serrano Ortega, Igualdad, uniformidad, proporcionalidad. 
Contribuciones directas y reformas fiscales en México, 1810-1846 (México: Instituto Mora / 
Colmich, 2007), 27-32.

46 Lista de los arbitrios que el cabildo propone, Quetzaltenango, 25 de agosto de 1810, 
agca, A1, leg. 390, exp. 8119, ff. 26-27.

47 Providencia, Quetzaltenango, 10 de mayo de 1811, ahq, Actas de cabildo, libro 1, f. 112.
48 Sobre la crisis económica que Quetzaltenango vivió hacia 1810, véase González 

Alzate, La experiencia colonial, 184-194.
49 Acta, Quetzaltenango, 21 de mayo de 1813, ahq, Actas de cabildo, libro 1, ff. 190v-191. 
50 Cuentas del ayuntamiento de Quetzaltenango, Quetzaltenango, 9 de agosto de 1814, 

agca, A1, leg. 2168, exp. 15651, ff. 1-1v. 
51 Auto, Nueva Guatemala, 23 de septiembre de 1816, agca, A1, leg. 391, exp. 8141, f. 8.
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El cimiento de la nueva hacienda municipal

En 1815, la situación política del Reino de Guatemala era más serena que 
en los años anteriores. Tras el regreso de Fernando VII al trono español, 
las reformas proclamadas por las Cortes de Cádiz fueron revertidas, con 
lo cual el gobierno y la administración del reino volvieron al estado que 
tenían antes de 1810. Los levantamientos populares que se produjeron en 
las intendencias de San Salvador y León se sofocaron por completo, lo 
que afianzó la autoridad del capitán general José de Bustamante. Por otra 
parte, la campaña contrainsurgente recién iniciada en la Nueva España 
desterró la posibilidad —latente hasta 1813— de que los rebeldes trataran 
de invadir el territorio guatemalteco a través de la Intendencia de Chiapas.

Aprovechando que las aguas habían vuelto a su cauce, el contador 
de propios, Fernando Palomo, se propuso ordenar los asuntos de su ofi-
cina. Una cuestión lo inquietaba en particular: el arreglo de los fondos 
de propios de las ciudades y villas de españoles y ladinos. Por un lado, 
esos erarios mantenían una serie de deudas con la Real Hacienda, por 
ejemplo, los sueldos de los diputados que participaron en las Cortes de 
Cádiz y los gastos de escritorio de la Junta Central de Vacunación que se 
estableció en 1810 para inmunizar a los niños contra la viruela. Por otro 
lado, varios ayuntamientos necesitaban con urgencia que se les aproba-
ran arbitrios para hacer frente a las necesidades de su población.

Fue en ese contexto que el ayuntamiento de Quetzaltenango consi-
guió la aprobación de su plan de arbitrios.

El reglamento de propios de 1816

A inicios de 1815 se ordenó al corregidor de Quetzaltenango que elabo-
rara a la brevedad un nuevo plan de arbitrios para el ayuntamiento de 
ese pueblo. Sin dilación, este cumplió con el encargo y el 16 de junio 
hizo llegar a la Ciudad de Guatemala el documento. Aunque los capitu-
lares quetzaltecos pidieron a la Audiencia que apurara la aprobación del 
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proyecto porque necesitaban recursos para socorrer a las familias afecta-
das por una nueva epidemia de viruela, el trámite tardó año y medio.52

Por fin, el 10 de diciembre de 1816 la Real Audiencia —luego de que 
el contador de propios hiciera algunas modificaciones a la propuesta ori-
ginal— promulgó el reglamento de propios que habría de estructurar las 
finanzas del ayuntamiento de Quetzaltenango.

El reglamento se componía de tres capítulos en los que se precisa-
ba la composición de los gastos ordinarios y de los ingresos atribuidos 
al ayuntamiento. En cuanto a los egresos, el reglamento indicaba que el 
dinero del fondo de propios se distribuiría, en general, en dos renglones. 
El primero cubriría el pago de salarios a distintos empleados de esa cor-
poración, como el escribano de cabildo, el alcaide de la cárcel, los dos 
maceros, los maestros de primeras letras y de latinidad de la escuela para 
ladinos y españoles y el mayordomo de propios. Y el segundo tenía que 
ver con la cobertura de una serie de obligaciones que recaían sobre el 
ayuntamiento por órdenes de la Corona, entre estas, el sueldo del «facul-
tativo conservador del fluido de la vacuna», la dotación del corregidor 
del partido y la paga de los oficiales de la Contaduría de Propios. Se se-
ñalaba, asimismo, que los alcaldes y regidores solo podrían destinar 40 
pesos para gastos extraordinarios, de modo que para hacer un desembol-
so mayor tendrían que pedir la autorización de la Audiencia.53 En rela-
ción con los ingresos, se estipuló que la hacienda local se alimentaría de 
una serie de impuestos sobre distintas actividades económicas y sociales. 
Sin embargo, el ayuntamiento pronto se dio cuenta de que tendría que 
sortear algunos obstáculos para poder recaudar todas las gabelas que se 
le habían asignado.

52 Real provisión, Nueva Guatemala, 10 de diciembre de 1816, ahq, Manuscritos e im-
presos, caja 4, exp. 15, ff. 1-1v; e Informe de Fernando Palomo. Nueva Guatemala, 25 de 
noviembre de 1815. agca, A1, leg. 390, exp. 81314, f. 4.

53 Reglamento de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango, Nueva Guatemala, 10 
de diciembre de 1816, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, exp. 15, ff. 4-5v.
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La jurisdicción fiscal: el territorio

El ayuntamiento quetzalteco recibió autorización para gravar la matan-
za de reses, cerdos y carneros destinados al consumo público, para co-
brar un impuesto a la introducción de panela, azúcar, cacao, queso, sal, 
pescado, trigo y chile, y para exigir una contribución a los dueños de 
pulperías, tabernas de licores ultramarinos, puestos en la plaza pública, 
carnicerías, mesas de trucos y billares, así como a cualquier persona que 
solicitara «licencia para diversiones públicas» (véase cuadro 6.1).54

Lo que resultó muy novedoso fue la demarcación del territorio sobre 
el cual se recaudarían varias de estas cargas. Si bien en su plan de 1807 el 
ayuntamiento indicó que su jurisdicción fiscal se reduciría a los alrede-
dores de su pueblo, el reglamento de 1816 le permitió extenderla a todo 
el corregimiento de Quetzaltenango. Por ello, la cobranza de los arbitrios 
sobre la matanza de reses, cerdos y carneros, sobre la apertura de mesas 
de juego, y sobre la entrada de panela, azúcar, quesos, trigo y chile se lle-
varía a cabo en los 28 pueblos que componían el distrito.55

Aunque esto incrementaría los ingresos del ayuntamiento, también 
le planteaba un desafío mayúsculo. Para hacer efectivos los cobros, de-
bía instalar guardas en las entradas y salidas de todos los pueblos y ven-
cer la resistencia que opondrían los indios y ladinos que los habitaban, 
a quienes seguramente no agradaría el hecho de volverse causantes del 
erario quetzalteco.56 De hecho, el mayordomo de propios pidió en varias 
ocasiones a los regidores que se establecieran más garitas, pues «muchos 
efectos que debían satisfacer derechos municipales pasan sin pagarlos».57

54 Reglamento de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango, Nueva Guatemala, 10 
de diciembre de 1816, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, exp. 15, ff. 3-4.

55 Reglamento de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango, Nueva Guatemala, 10 
de diciembre de 1816, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, exp. 15, ff. 3-4.

56 En la vecina intendencia de Chiapas, el ayuntamiento de Ciudad Real padeció este 
problema. Ya que su jurisdicción fiscal se extendía a toda esa provincia, tuvo que enfren-
tarse a los cabildos de algunos pueblos que rechazaron contribuir a sus finanzas. Parrilla 
Albuerne, «Propios y arbitrios», 40-41.

57 Acta, Quetzaltenango, 23 de enero de 1824, ahq, Actas de cabildo, libro 3, f. 101v. 
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Cuadro 6.1. Ingresos asignados al ayuntamiento de Quetzaltenango en el reglamento de 1816

Producto, bien o 
actividad gravada Carga impuesta Lugar donde se ha de recaudar

Arrendamiento de 
los ejidos

No se detalla Pueblo de Quetzaltenango

Alquiler de tiendas 
de los portales

No se detalla Pueblo de Quetzaltenango

Uso de las pajas de 
agua

No se detalla Pueblo de Quetzaltenango

Mesas de trucos o 
billares

12 reales por cada una al 
año

Todos los pueblos del corregimiento

Por el reconoci-
miento y arreglo de 
pesos y medidas en 
las tiendas

Cuatro reales por semestre Pueblo de Quetzaltenango

Alquiler de la casa 
comprada por el 
ayuntamiento

100 pesos al año Pueblo de Quetzaltenango

Reses matadas en el 
rastro

Un real por cada una Todos los pueblos del corregimiento

Pulperías y puestos 
de la plaza

Se dejó al corregidor la 
tarea de fijar la cuota

Pueblo de Quetzaltenango

Tabernas de 
ultramarinos

12 reales al año cada una Pueblo de Quetzaltenango

Panela Un real por carga Todos los pueblos del corregimiento
Cacao de la tierra Un real por carga Todos los pueblos del corregimiento
Cacao Guayaquil Cuatro reales por quintal Todos los pueblos del corregimiento
Quesos Un real por carga Todos los pueblos del corregimiento
Sal Un real por quintal Todos los pueblos del corregimiento
Cerdos y carneros Medio real por cada uno 

que se comercie o extraiga
Todos los pueblos del corregimiento

Licencia para diver-
siones públicas

Ocho reales por cada una Todos los pueblos del corregimiento

Pescado Un real por carga Todos los pueblos del corregimiento
Trigo Un real por carga Todos los pueblos del corregimiento
Chile Un real por carga Todos los pueblos del corregimiento

Fuente: Reglamento de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango, Nueva Guatemala, 10 de di-
ciembre de 1816, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, exp. 15, f. 3v.
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Mapa 6.1. El corregimiento de Quetzaltenango y las jurisdicciones vecinas

Fuente: Javier Guillén Villafuerte, Las comunidades de indios. Tierras, fianzas y crédito en los pueblos 
de Chiapas y Guatemala, 1560-1810 (tesis de doctorado en Historia, México, Colmex), mapa 6.

La jurisdicción fiscal: los causantes

Aunque el ayuntamiento de Quetzaltenango indicó, en todos los pla-
nes de arbitrios que presentó, que su erario se sostendría únicamente 
de gabelas cobradas a ladinos y españoles, la Real Audiencia le permitió 
gravar una parte sustancial del comercio indio. Y es que casi todos los 
puestos que se montaban en la plaza pública, en los que se realizaban 
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«vendimias de carneros, marranos, jabón, tortillas y otras cosas», eran 
propiedad de indios, tanto de ese pueblo como de los asentamientos ve-
cinos, al tiempo que los naturales eran también quienes introducían la 
mayor parte del trigo, el chile, el pescado y la sal que se expendían en el 
mercado local.58

Este asunto provocó cierta ansiedad en los miembros del ayunta-
miento y el corregidor del partido. Tenían buenos motivos. Los indios 
jamás habían pagado impuestos sobre los frutos que comerciaban, así 
que no les agradaría convertirse en causantes de la nueva hacienda mu-
nicipal. De ello los ediles estaban seguros, pues era vox populi que los 
naturales «por punto general comprenden que pagando tributo, comuni-
dad y sustento [para su párroco] ya están eximidos de cualesquiera otra 
contribución».59 Temerosos, pues, de que los indios iniciaran «motín o 
movimiento sedicioso», el corregidor y los capitulares decidieron no im-
ponerles «la contribución de puestos de la plaza y la de [la] carga de tri-
go» hasta que la Real Audiencia, tomando en consideración «el carácter 
altanero que siempre han tenido los [naturales] de este pueblo», determi-
nara si debían o no pagar esas cargas.60

La Audiencia no tardó en responder. Al decir de ese tribunal, «los 
indios deben ser comprendidos» en el cobro de las cargas referidas, ya 
que la fiscalidad local, según «lo prevenido por las leyes de partidas y 
de Castilla», debía imponerse con base en un principio de universali-
dad. Por consiguiente, todos los vecinos de Quetzaltenango, sin impor-
tar su calidad, estaban obligados a contribuir al erario municipal. Sin 
embargo, señaló al ayuntamiento que, para evitar «murmullos y altera-
ciones», las cuotas «que paguen [los indios] debe[n] ser menor[es] que 
la[s] de los españoles, mestizos y mulatos», de modo que le delegó la 

58 Consulta del ayuntamiento, Quetzaltenango, 10 de enero de 1817, agca, A1, leg. 391, 
exp. 8143, ff. 2-2v. 

59 Consulta del ayuntamiento, Quetzaltenango, 10 de enero de 1817, agca, A1, leg. 391, 
exp. 8143, f. 2.

60 Oficio, Quetzaltenango, 10 de enero de 1817, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, 
exp. 15, ff. 6-6v.



260

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

responsabilidad de tasar los arbitrios que pesarían sobre ese sector de la 
población.61

Con el correr de los años, el ayuntamiento logró que los naturales 
pagaran por los frutos que expendían en el pueblo y sus cercanías. Prue-
ba de ello son las denuncias que se presentaron por los cobros indebidos 
que les hacían. En enero de 1821, varios indios del curato de Santa Ma-
ría Nebaj, de la provincia de Totonicapán, se quejaron de que uno de los 
guardas contratados por el mayordomo de propios de Quetzaltenango les 
exigía «cierto impuesto» por los «efectos [que llevaban consigo, a pesar 
de] que no [los] introducen en este pueblo», pues «sólo transitan por él 
[…] para expenderse en los [pueblos] de la costa» de Suchitepéquez.62

La jurisdicción fiscal: el choque con el cabildo de indios

El reglamento de 1816, que contenía tres artículos cuya ejecución po-
dría poner al ayuntamiento de Quetzaltenango en aprietos, indicaba que 
el mayordomo de propios estaba facultado para cobrar el arrendamien-
to de ejidos, el derecho que pagaban las personas que gozaban de pajas 
de agua para sus casas y el alquiler de las tiendas situadas en los por-
tales de la plaza pública.63 El problema con estas disposiciones era que 
invadían la jurisdicción fiscal del cabildo de indios. Desde hacía mucho 
tiempo, eran los naturales, por medio de sus autoridades, quienes admi-
nistraban y hacían usufructo de los ejidos del pueblo y las tiendas ubicadas 
alrededor de la plaza. En 1784, el párroco de Quetzaltenango escribió que

En este pueblo hay tierras de comunidad muy latas, que son cargo […] de los 
justicias y principales antiguos. Más no siembran de comunidad, sino que al- 

61 Parecer del fiscal, Nueva Guatemala, 21 de marzo de 1817, agca, A1, leg. 391, exp. 
8143, ff. 3v-4.

62 Oficio del alcalde mayor de Totonicapán, Huehuetenango, 22 de febrero de 1821, 
ahq, Manuscritos e impresos, caja 5 A, exp. 1, ff. 1-2v.

63 Reglamento de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango, Nueva Guatemala, 10 
de diciembre de 1816, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, exp. 15, f. 3v. 
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quilan las tierras a los ladinos y [las] dan también a los hijos del pueblo que  
[…] no tienen propias. Estos alquileres y los de 15 tiendas y dos casas  
que tienen en la plaza las cobra el mayordomo de cabildo de ellos. Y [de 
esto] sacan para dar el sustento de 25 pesos al convento, componer cañerías y 
[realizar] obras públicas.64

A corto plazo, el ayuntamiento no logró incorporar esos bienes a su 
patrimonio. Los indios rechazaron tajantemente cederles el control de los 
ejidos65 y mantuvieron en su poder las tiendas de la plaza66; y los ediles 
tampoco lograron percibir la cuota que se pagaba por el uso de las pa-
jas de agua.67 Sin embargo, tras la consumación de la Independencia el 
ayuntamiento al fin logró apoderarse de algunos de esos bienes.

Un tiempo de conflictos políticos y sociales. 
La fragilidad de las finanzas municipales

A mediados de la década de 1820, las finanzas del ayuntamiento quetzal-
teco no gozaban de cabal salud. En 1825 recibió 3 546 pesos que provinie-
ron principalmente de los arbitrios sobre la entrada de panela, quesos, 
sal, cerdos, carneros, pescado, chile y algodón, de las licencias para la 
matanza de reses y del alquiler de las tiendas de los portales (véase cua-
dro 6.2). Mas, ese dinero apenas le alcanzó para financiar todas sus obli-
gaciones, pues en aquel año invirtió 3 645 pesos en pagar sueldos, reparar 
edificios públicos, gratificar a los guardas de las garitas y saldar deudas.68

64 Informe del párroco de Quetzaltenango, Quetzaltenango, 13 de octubre de 1784, 
Archivo Histórico del Arzobispado de Guatemala (en adelante ahag), Fondo Diocesano, 
Secretaria, Vicaría de Quetzaltenango, leg. 1, exp. 1, f. 5v. 

65 Acta, Quetzaltenango, 7 de octubre de 1825, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 10v. 
66 Parecer del contador de propios, Nueva Guatemala, 18 de diciembre de 1817, agca, 

A1, leg. 390, exp. 8137, f. 6. 
67 Reglamento de propios del ayuntamiento de Quetzaltenango, Nueva Guatemala, 10 

de diciembre de 1816, ahq, Manuscritos e impresos, caja 4, exp. 15, f. 3v.
68 Estado del fondo de propios y arbitrios en 1825, Quetzaltenango, 2 de junio de 1826, 

ahq, Manuscritos e impresos, caja 7, exp. 1, f. 1.
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Cuadro 6.2. Ingresos del fondo de propios en 1825

Rubro de ingreso Monto Porcentaje
Cobrado de pajas de agua 15.00 0.42
Cobrado del piso de tiendas del portal 385.50 10.87
Cobrado de las tiendas de la Casa Nacional 81.50 2.30
Cobrado de las tiendas de carnicerías 170.00 4.79
Cobrado de los baños de Almolonga 89.00 2.51
Cobrado de tiendas de pulperia 18.50 0.52
Cobrado de puestos de la plaza pública 12.50 0.35
Permisos para expendio de caldos ultramarinos 34.00 0.96
Cobrado de reconocimiento de pesos y medidas 12.50 0.35
Cobrado de billares 10.00 0.28
Arbitros a la venta de panela, azúcar, cacao, sal, cerdos, 
carneros, pescado, trigo, chile, algodón

2,677.00 75.50

Cobrado de puestos de efectos ultramarinos 30.50 0.86
Cinco puertas viejas de la Casa Nacional que se vendieron 9.50 0.27
Total 3,545.50 100

Fuente: Estado del fondo de propios y arbitrios en 1825, Quetzaltenango, 2 de junio de 1826, ahq, 
Manuscritos e impresos, caja 7, exp. 1, f. 1.

Sin excedentes para costear las eventualidades que se iban presentan-
do, los capitulares debieron buscar ayuda financiera. En 1821 convencie-
ron a don Cirilo Flores de que prestara 357 pesos para la construcción 
de los baños de Almolonga, por cuyo uso el ayuntamiento cobraría un 
derecho aplicado al fondo de propios; lograron en 1822 que don Mariano 
Gálvez les prestara 600 pesos para reparar las carnicerías; obtuvieron en 
1823 de don José Suasnávar 300 pesos para arreglar un desperfecto en las 
cañerías que surtían la pila de la plaza pública,69 y en 1824 tomaron 880 
pesos de las cofradías del Tránsito y de San José —ambas integradas 
por ladinos— para invertirlos en la construcción de unas tiendas en el 

69 Estado del que tiene el fondo de propios y arbitrios en 1825, Quetzaltenango, 2 de 
junio de 1826, ahq, Manuscritos e impresos, caja 7, exp. 1, f. 1.
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edificio de la antigua cárcel, con el propósito de alquilarlas y adjudicar su 
producto al erario local.70

Al ayuntamiento no le resultó fácil pagar sus deudas. Como muestra, 
podemos señalar que, en 1827, don José Martínez pidió a las autoridades 
del Estado de Guatemala su intervención para que se le devolviera el su-
plemento de 50 pesos que dio en 1821 para pagar el jornal de los opera-
rios que trabajaron en la obra de los baños de Almolonga.71

Es muy probable que esos adeudos obedecieran a la creciente preca-
riedad de las finanzas del ayuntamiento. A mediados de 1825, el alcalde 
primero comunicó al jefe político de Quetzaltenango que la recaudación 
de los principales ramos de la hacienda municipal había decaído.72 Aun-
que los documentos que la municipalidad envió a la Contaduría Mayor 
de Cuentas de Guatemala —institución que asumió las funciones de la 
Contaduría de Propios y Arbitrios en 1824—73 no nos permite determi-
nar de qué tamaño fue la disminución de los ingresos, hay indicios de 
que fue colosal. De hecho, ante «la escasez de fondos» públicos, el ayun-
tamiento no tuvo más remedio que vender algunos bienes, como mobi-
liario y herramientas,74 y solicitar la ayuda de los pueblos vecinos para 
realizar obras públicas. Así, en abril de 1826 pidió a las autoridades de 
San Francisco El Alto que aportaran «algunas arrobas de cal» para 

70 Acta, Quetzaltenango, 20 de julio de 1824, ahq, Actas de cabildo, libro 4, ff. 9v-10; y 
Estado del fondo de propios y arbitrios en 1825, Quetzaltenango, 2 de junio de 1826, ahq, 
Manuscritos e impresos, caja 7, exp. 1, f. 1.

71 Certificación de Manuel de los Monteros, Nueva Guatemala, 14 de septiembre de 
1827, ahq, Manuscritos e impresos, caja 11 A, exp. 2, f. 2.

72 Acta, Quetzaltenango, 30 de agosto de 1825, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 3.
73 La Asamblea Constituyente de las Provincias Unidas de Centroamérica conside-

ró «que la Contaduría de Propios, Arbitrios y Bienes de Comunidad es innecesaria y que 
puede suprimirse con ahorro y sin perjuicio de aquellos caudales públicos». A tal efecto, 
decretó que «las existencias de bienes de comunidad pasen a tesorería, y las cuentas de este 
ramo y las de propios y arbitrios a Contaduría Mayor de Cuentas». Decreto, Guatemala, 23 
de agosto de 1824, agca, B7, leg. 94, exp. 2579, f. 6.

74 Acta, Quetzaltenango, 28 de febrero de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 46.
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fabricar «en el río contiguo a esta ciudad un puente capaz de evitar las 
desgracias que se originan en tiempo de [lluvias]».75

La decadencia del fondo de propios de Quetzaltenango obedeció a la 
confluencia de dos factores.

Por un lado, la evasión fiscal fue un lastre para las finanzas locales. 
En enero de 1825, el mayordomo de propios comunicó a la municipali-
dad que «en las entradas a esta ciudad desde San Mateo se introducían 
dulces, y que estos no pagaban al fondo por no haber quien les cobre».76 
Y un año después, en febrero de 1826, le «hizo presente que en el camino 
de Pajicoh, que es por donde extravían la panela que entra a esta ciudad, 
no había rancho donde durmiese guarda».77 Pero la evasión no solo se 
producía en los caminos, también tenía lugar en el pueblo. En 1824, el 
fiel ejecutor descubrió que un español de apellido Goyre era dueño de 
una vinatería que jamás había pagado el impuesto correspondiente al 
erario local,78 y en 1827 el síndico denunció que un tal Calixto Aguilar  
«no ha pagado ningún año» el derecho de pajas de agua, a pesar de  
que «no sólo tiene pila en su casa, sino [que también tiene] abierta la ca-
ñería que pasa por su patio de donde se surten los de afuera».79

Asimismo, la hacienda municipal resintió los cambios jurídicos que 
se produjeron tras la promulgación de la Constitución del Estado de 
Guatemala en 1825. Ya que la carta magna disponía que «las contribucio-
nes e impuestos municipales se decretarán […] por el cuerpo legislativo; 
y las municipalidades sólo tienen el derecho de proponer arbitrios para 
los gastos de utilidad común en sus territorios respectivos»,80 el ayunta-
miento de Quetzaltenango tuvo que solicitar la ratificación de su regla-
mento de propios. Para su desgracia, la Asamblea abolió parte de los 
arbitrios que se le atribuyeron en 1816, de ahí que el mayordomo de pro-

75 Acta, Quetzaltenango, 18 de abril de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 55.
76 Acta, Quetzaltenango, 18 de febrero de 1825, ahq, Actas de cabildo, libro 4, f. 65.
77 Acta, Quetzaltenango, 28 de febrero de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 46.
78 Acta, Quetzaltenango, 24 de septiembre de 1824, ahq, Actas de cabildo, libro 4, f. 4v.
79 Acta, Quetzaltenango, 9 de enero de 1827, ahq, Actas de cabildo, libro 6, f. 46.
80 Constitución Política del Estado de Guatemala, 1825, artículo 232.
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pios escribiera que por «haberse suprimido los ramos de sal, chile, cerdos 
y algodón […] ha sido la decadencia de fondos municipales».81 Esta afir-
mación no fue exagerada: hasta 1824 dichos arbitrios aportaban 16 % de 
los ingresos del erario local.

Esto último debió enrarecer aún más la relación entre la elite quet-
zalteca y el gobierno guatemalteco.

La lucha contra la Ciudad de Guatemala

Desde los últimos años de la época colonial, la elite española de Quet-
zaltenango se mostró decidida a obtener un mayor grado de autonomía 
frente a las autoridades de la Ciudad de Guatemala.82 En 1814, el ayun-
tamiento de Quetzaltenango pidió a su diputado en las Cortes de Cádiz, 
José Cleto Montiel, que emprendiera las gestiones necesarias para con-
vertir dicho pueblo en cabecera de una intendencia, un obispado y una 
Audiencia.83 Aunque ese proyecto fracasó, el ímpetu autonomista de la 
elite quetzalteca no decayó; por el contrario, cobró nuevos bríos luego 
de que el Reino de Guatemala declarara su independencia de España. 
En noviembre de 1821, sus integrantes decidieron anexionarse al Impe-
rio mexicano, encabezado por Agustín de Iturbide. Y lo hicieron con va-
rias finalidades: liberarse de la tutela del gobierno guatemalteco; conso-
lidar el control político que, de facto, ya ejercían sobre la región de Los 
Altos —es decir, sobre el territorio occidental de la actual República de 
Guatemala—, y de que el Congreso mexicano, al cual enviaron al médico 
Cirilo Flores como su representante, aprobara medidas para rescatar su 
economía.84

81 Acta, Quetzaltenango, 21 de febrero de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 43.
82 Sobre la génesis y el desarrollo del separatismo quetzalteco, véase Taracena Arriola, 

Invención criolla.
83 Rodríguez, El experimento de Cádiz, 172.
84 González Alzate, La experiencia colonial, 246-253.
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Conscientes de que los impuestos que recaudaban eran insuficientes 
para realizar las obras que tenían en mente, como la construcción de los 
baños de Almolonga y la reforma al sistema de agua potable, las auto-
ridades ladinas de Quetzaltenango aprovecharon su anexión al Imperio 
mexicano para buscar nuevas fuentes de ingreso.

Con el argumento de que ya no se encontraba bajo el mando de la 
Ciudad de Guatemala, el ayuntamiento de Quetzaltenango se apoderó de 
los estancos que la hacienda pública guatemalteca administraba dentro 
de su territorio. El 5 de enero de 1822, el factor del tabaco de Quetzal-
tenango informó al jefe político de Guatemala, Gabino Gaínza, que, un 
día antes, un grupo de notables quetzaltecos, entre los que se encontra-
ban Fernando Peláez, José Marroquín, Narciso Escobar y Prudencio de 
Cozar, acudieron a sus oficinas y le presentaron «un oficio en que el se-
cretario del noble ayuntamiento me comunica la orden […] de que en-
tregue a los señores expresados el íntegro pecuniario del producto de las 
rentas de todos los ramos que son a mi cargo».85 Si bien el factor advir-
tió a los capitulares que no tenían facultades para despojar al gobierno 
guatemalteco de ese dinero, que ascendía a 16 000 pesos, estos respondie-
ron que dichos fondos les pertenecían, pues «no viniendo ya tabaco de 
Guatemala a esta ciudad, debe darse por concluida la factoría».86 Segu-
ros de que Iturbide apoyaría las medidas que estaban tomando, los ladi-
nos del ayuntamiento volvieron a la carga seis meses después. En junio, 
acordaron «que el producto del [estanco del] aguardiente sea para fondo 
de propios, en virtud de no alcanzar éste para los precisos gastos que [el 
ayuntamiento] tiene». De esta forma, el gobierno quetzalteco empezó a 
expedir «boletos para la venta lícita de aguardiente» a pesar de la airada 
protesta de la hacienda pública de Guatemala.87

85 Consulta del factor de las rentas del tabaco y pólvora, Quetzaltenango, 5 de enero de 
1822, ahq, Manuscritos e impresos, caja 5 B, exp. 8, ff. 1-2v. 

86 Oficio del ayuntamiento, Quetzaltenango, 15 de enero de 1822, ahq, Manuscritos e 
impresos, caja 5 B, exp. 8, f. 3.

87 Acta, Quetzaltenango, 4 de junio de 1822, ahq, Actas de cabildo, libro 3, f. 14.
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Para infortunio de las autoridades quetzaltecas, todo el numerario 
que habían obtenido al incautar el producto de la renta del tabaco les fue 
arrebatado. En enero de 1822, el Congreso mexicano les ordenó entregar 
esos 16 000 pesos al brigadier Vicente Filisola «a fin de que los emplee 
en socorro de la División Auxiliar» que Iturbide envió bajo su mando 
para afianzar la integración del Reino de Guatemala al Imperio.88

En un nuevo intento por robustecer su fondo de propios, el ayun-
tamiento buscó apoderarse de otra importante fuente de recursos: el 
dinero de las extintas cajas de comunidad. En efecto, tras el restableci-
miento de la Constitución de Cádiz en 1820, las cajas de comunidad fue-
ron abolidas89 y, en consecuencia, sus caudales debían ser entregados a 
los ayuntamientos constitucionales de los pueblos.90 El problema fue que 
gran parte de los haberes de las cajas de comunidad estaban invertidos 
en préstamos que se concedieron tanto a particulares como a la Corona 
a finales de la época colonial.91 Desde la consumación de la Independen-
cia, y valiéndose de que su reglamento de propios les daba jurisdicción 
fiscal sobre los 27 pueblos que integraron su antiguo corregimiento, el 
ayuntamiento de Quetzaltenango pugnó para que las autoridades guate-
maltecas le devolvieran los capitales que pertenecían a dichos pueblos o, 
en todo caso, que le pagaran los intereses correspondientes.

En un primer momento, el ayuntamiento decidió buscar el apoyo del 
gobierno mexicano para conseguir el reintegro de los fondos de comu-
nidad. En agosto de 1822, envió a la Ciudad de México una relación de 
«los agravios recibidos del gobierno de Guatemala». En ella, los regido-
res expusieron al Congreso que su pueblo padecía «varias necesidades 
públicas de la mayor urgencia como son la introducción del agua por 

88 Oficio de Agustín de Iturbide al ayuntamiento de Quetzaltenango, México, 15 de 
enero de 1822, ahq, Manuscritos e impresos, caja 5 B, exp. 6, ff. 1-1v. Sobre la expedición 
militar que Iturbide envió a Guatemala. véase Mario Vázquez Olivera, El Imperio mexicano 
y el Reino de Guatemala. Proyecto político y campaña militar, 1821-1823 (México: fce, 2009).

89 Dorothy Tanck de Estrada, Pueblos de indios y educación en México colonial, 1750-
1821 (México: Colmex, 2010), 563-570.

90 Parrilla Albuerne, «La fiscalidad municipal», 437-442.
91 Guillén Villafuerte, «Las comunidades y los censos», 377-389.
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taujía, un cementerio fuera de poblado y la fábrica de cárcel por hallar-
se ésta en un deplorable estado». Al respecto, indicaron que el gobierno 
guatemalteco era el principal responsable de que estas necesidades aún 
no hubiesen sido atendidas. La razón era que se había negado a devol-
verles los más de 64 000 pesos que las comunidades de los pueblos del 
corregimiento de Quetzaltenango prestaron a «varias familias de aquella 
capital».92 

Con la esperanza de que las autoridades mexicanas los ayudarían, los 
capitulares no aguardaron a que llegara la respuesta del Congreso y so-
licitaron a Gabino Gaínza que entregara «alguna cantidad del fondo de 
comunidades de esta provincia que se halla a réditos entre algunos veci-
nos de aquella capital para comenzar la obra» del camposanto que pre-
tendían construir en las cercanías de la iglesia de El Calvario.93

No obstante, tanto el gobierno mexicano como el guatemalteco igno-
raron sus reclamos.

Para esas fechas, los quetzaltecos comenzaron a darse cuenta de que 
la unión a México estaba resultando decepcionante y gravosa; en prin-
cipio, porque las autoridades mexicanas no estaban interesadas en apo-
yar sus demandas y, además, porque los obligaban a financiar las tropas 
de Filisola.94 Por consiguiente, la elite ladina de Quetzaltenango no tuvo 
más remedio que replantearse el proyecto político que había adoptado. 
En este sentido, decidió participar en la Asamblea Nacional Constituyen-
te que las provincias de Guatemala, San Salvador, Comayagua, Nicaragua 
y Costa Rica formaron a mediados de 1823.95 Una vez que la Asamblea 
declaró la separación definitiva de México y proclamó la fundación de 
una república federal que llevó por nombre Provincias Unidas de Cen-
troamérica, los quetzaltecos intentaron desvincularse de Guatemala a fin 

92 Relación de los agravios recibidos del gobierno de Guatemala, Quetzaltenango, 9 de 
agosto de 1822, ahq, Manuscritos e impresos, caja 5 B, exp. 30, f. 1.

93 Acta, Quetzaltenango, 1 de octubre de 1822, ahq, Actas de cabildo, libro 3, f. 25v.
94 Taracena Arriola, Invención criolla, 87-89; González Alzate, La experiencia colonial, 

252-257.
95 Vázquez Olivera, El Imperio mexicano, 247-260.
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de que su pueblo se convirtiera en la cabecera de una nueva entidad que 
englobaría los partidos de Sololá, Suchitepéquez y Totonicapán, es decir, 
la región de Los Altos.96 Sin embargo, sus esfuerzos no prosperaron. Por 
ende, Quetzaltenango —elevado al rango de ciudad en 1825— quedó su-
peditado al Estado de Guatemala durante la década de 1820.

Poco después de haberse unido a la República Federal de Centroa-
mérica, el ayuntamiento volvió a exigir el reintegro de los fondos de co-
munidades. En septiembre de 1823, el síndico instruyó a su representante 
ante la Asamblea Nacional Constituyente para: «Que ocurriese al supe-
rior gobierno suplicándole que de las cantidades pertenecientes al fondo 
de comunidades que se hallaban impuestas a usura en algunos particula-
res, se concediesen a esta municipalidad las que se juzgasen competentes 
para los gastos de la introducción del agua».97

Sin embargo, el Estado de Guatemala no accedió a la demanda, de 
entrada, por considerarla desproporcionada. En los archivos de la anti-
gua Contaduría de Propios constaba que los pueblos del corregimiento 
de Quetzaltenango solo prestaron a la Real Hacienda y a distintos par-
ticulares poco más de 20 000 pesos.98 Y, además, porque el reintegro de 
esas cantidades o el pago de los réditos atrasados resultaba impracticable 
debido a los graves problemas que enfrentaban las finanzas públicas en 
aquellos años.99

A pesar de sus fracasos, los capitulares no se dieron por vencidos. 
En octubre de 1824 pidieron a la Asamblea Legislativa que se les devol-
viera ese dinero para atender las necesidades del pueblo,100 pero obtuvie-
ron una respuesta negativa. En enero de 1826, tras recibir un oficio en el 
que se les pidió establecer arbitrios «para el pago de las dietas y viáticos 

96 Taracena Arriola, Invención criolla, 91-98; González Alzate, La experiencia colonial, 
258-260.

97 Acta, Quetzaltenango, 12 de septiembre de 1823, ahq, Actas de cabildo, libro 3, f. 56v.
98 Guillén Villafuerte, «Las comunidades y los censos», 386, nota 62.
99 Sobre este punto, véase Juan Carlos Sarazúa Pérez, Recolectar, administrar y defen-

der: la construcción del Estado y las resistencias regionales (tesis de doctorado en historia, 
Universidad Pompeu Fabra, Barcelona, 2013).

100 Acta, Quetzaltenango, 23 de octubre de 1824, ahq, Actas de cabildo, libro 4, f. 30v.
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de los representantes en las legislaturas del Estado», respondieron que 
no estaban dispuestos a imponer cargas a su vecindario, pues esos gastos 
podrían cubrirse «de los réditos atrasados de los bienes de comunidad 
[de este partido] que existen en la corte».101 Su propuesta fue rechazada 
y, cuatro meses después, hicieron «ocurso al gobierno pidiendo se fran-
queasen los réditos de comunidades que existen en la corte de Guate-
mala, pues de otra manera será imposible conseguir la introducción del 
agua».102 Ya ni siquiera les respondieron.

Al tiempo que intentaba quedarse con ese dinero, el ayuntamiento 
emprendió otra estrategia para robustecer sus finanzas: adueñarse de los 
bienes comunales de los indios de Quetzaltenango.

La apropiación del patrimonio de los indios

En 1820 el gobierno de Quetzaltenango experimentó un cambio de gran 
relevancia. Como resultado de la restauración de la Constitución de Cá-
diz, el cabildo de los naturales y el de los ladinos se fusionaron.103 Así, 
en las dos décadas siguientes, el ayuntamiento quetzalteco tuvo una com-
posición mixta, de tal modo que los indígenas —como se llamó a los 
indios luego de la Independencia— ocuparon una de las tres alcaldías y 
cuatro de las ocho regidurías.104

Pese a que la convivencia entre indios y ladinos al interior del nuevo 
ayuntamiento no estuvo exenta de fricciones, con el tiempo unos y otros 
lograron establecer acuerdos que les permitieron convivir de forma más 
o menos tranquila. Uno de los más relevantes fue que los indígenas con-
tinuarían administrando los ejidos del pueblo.105

101 Acta, Quetzaltenango, 31 de enero de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 39.
102 Acta, Quetzaltenango, 23 de mayo de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 66.
103 Grandin, La sangre de Guatemala, 113-117 y 150-162, analiza este punto.
104 Respuesta del síndico, Quetzaltenango, 12 de febrero de 1827, ahq, Manuscritos e 

impresos, caja 11 A, exp. 1, f. 4. 
105 Grandin, La sangre de Guatemala, 113-114.
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Sin embargo, los alcaldes y regidores ladinos se dieron cuenta de que 
esos cambios les facilitaban llevar a efecto una parte de su reglamento de 
propios que permanecía como letra muerta. Como se recordará, aunque 
la Audiencia de Guatemala asignó al erario quetzalteco los ingresos pro-
venientes del derecho de pajas de agua, el arrendamiento de los ejidos 
y el alquiler de las tiendas de los portales, los capitulares renunciaron a 
esas concesiones ya que el cabildo de indios usufructuaba esos arbitrios. 
Pero como entonces existía un solo gobierno municipal, los ladinos deci-
dieron que había llegado el momento de adjudicárselos. Si bien desistie-
ron de apoderarse de los ejidos, hincaron el diente sobre lo demás. Para 
agosto de 1824, el fondo de propios ya recibía lo que se cobraba por el 
uso de las pajas de agua, que le aportaba 15 pesos anuales, y por el alqui-
ler de los comercios de los portales y de la Casa Nacional, que sumaba 
467 pesos cada año.106 Esto último no agradó nada a los principales indí-
genas. En 1827 el síndico informó a la Asamblea Legislativa del Estado de 
Guatemala que estos «creen que el haber aplicado el producto del piso 
de los portales y de esta Casa Nacional a los fondos municipales es un 
robo que se les hace».107

Con todo, algunos capitulares consideraron que seguía siendo posi-
ble apoderarse de los ejidos. En septiembre de 1825, el alcalde primero 
expuso que el estado deplorable en el que se hallaban las finanzas de la 
hacienda local ameritaba «tomar el arbitrio de que el ejido de esta pobla-
ción pague canon a esta municipalidad».108

Pero llevar a cabo esta reforma era muy difícil porque las autorida-
des indígenas se negaban con vehemencia a presentar los títulos de los 
ejidos, lo que hacía imposible conocer el tamaño, los linderos y el valor 
de todos los terrenos comunales.109

106 Estado del fondo de propios y arbitrios en 1825, Quetzaltenango, 2 de junio de 1826, 
ahq, Manuscritos e impresos, caja 7, exp. 1, f. 1.

107 Respuesta del síndico, Quetzaltenango, 12 de febrero de 1827, ahq, Manuscritos e 
impresos, caja 11 A, exp. 1, f. 4.

108 Acta, Quetzaltenango, 20 de septiembre de 1825, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 7. 
109 Informe del escribano del cabildo, Quetzaltenango, 11 de noviembre de 1825, ahq, 

Manuscritos e impresos, caja 9, exp. 35, ff. 4-4v.
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No obstante, la posibilidad de vencer este obstáculo se presentó ese 
mismo año porque, en enero de 1825, la Asamblea Legislativa de Gua-
temala aprobó una ley agraria mediante la que se ordenaba a los ayun-
tamientos que integraran un expediente sobre la ubicación, extensión, 
límites, calidad, aprovechamientos y valor de sus ejidos.110 Con base en 
la nueva legislación, el 21 de julio de 1826 los capitulares quetzaltecos pu-
blicaron un bando para que quienes ocupasen tierras comunales a título 
de arrendamiento o de enfiteusis se presentaran ante ellos con el obje-
tivo de «formar el canon» que debían pagar, «pues de otra manera esta 
municipalidad jamás se verá con fondos para poder subvenir a tantas 
atenciones».111

Tan ambiciosos planes se truncaron de forma abrupta y sangrienta. 
El 13 de octubre de 1826, una muchedumbre enardecida dio muerte en 
la iglesia parroquial de Quetzaltenango al varias veces mencionado Ci-
rilo Flores, quien en ese momento fungía como jefe de gobierno interi-
no del Estado de Guatemala.112 En gran medida, el descontento popular 
que condujo al linchamiento de Flores estuvo motivado por una serie de 
reformas emprendidas por el gobierno guatemalteco, entre las que se en-
contraban la citada ley de ejidos, el cobro de la capitación y la incauta-
ción de los fondos piadosos administrados por el clero.113 Lógicamente, 
tras meditar sobre las causas de esa tragedia, el ayuntamiento de Quet-
zaltenango abandonó la idea de adjudicarse el usufructo de las tierras 
ejidales.

De hecho, lo ocurrido a Cirilo Flores anuló todo intento de expan-
dir la capacidad de exacción fiscal del ayuntamiento de Quetzaltenango a 
costa de la población indígena.

110 «Decreto de la Asamblea Constituyente», 1825, artículos 14, 54.
111 Acta, Quetzaltenango, 21 de julio de 1826, ahq, Actas de cabildo, libro 5, f. 83.
112 Jorge González Alzate, «‘¡Mueran los herejes, viva la religión!’ Cirilo Flores: ¿hereje 

o mártir? 1804-1826», en Historias e historiografías del siglo xix en Chiapas y Guatemala, 
coordinado por Aaron Pollack, Amanda Úrsula Torres, Juan Carlos Sarazúa y María 
Dolores Palomo, 529-556 (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2020).

113 González Alzate, «¡Mueran los herejes!», 550-553.



273

Capítulo 6. La construcción de una hacienda municipal: el ayuntamiento de Quetzaltenango

Claras señales de ello aparecieron en enero de 1827. En esas fechas, 
la Asamblea Legislativa de Guatemala decretó el restablecimiento de las 
cajas de comunidad en todos los pueblos, villas y ciudades del Estado. 
Esas arcas se alimentarían con una contribución de tres reales que serían 
pagados por «todo ciudadano incluso en la contribución directa», es de-
cir, por los que erogaban el impuesto de capitación, que en su mayoría 
eran indígenas.114 Los encargados de recaudar y administrar los fondos 
serían los ayuntamientos, los cuales invertirían el dinero preferentemen-
te en habilitar escuelas de primeras letras.115 Al enterarse, la respuesta 
del ayuntamiento de Quetzaltenango no se hizo esperar y, en voz de su 
síndico, sostuvo que la iniciativa no era mala. Aunque la ciudad contaba 
con una escuela de primeras letras, tenía necesidades que no había aten-
dido a causa del «déficit de los fondos municipales», entre las que se en-
contraban la «introducción del agua, que es escasísima en este basto ve-
cindario», y la construcción de un hospital, «que es exigido porque […] 
mueren los hombres sin los auxilios de la medicina». Empero, alegó que 
costear esas obras exigiendo contribuciones a los indígenas era inconve-
niente. Según los capitulares, «ellos pagarían con gusto su comunidad si 
la administraran ellos solos», el problema era que «la ley quiere que la 
municipalidad la cobre y administre». De ello podría surgir un gran con-
flicto, primero, porque considerarían un robo la exacción ya que «desde 
que se estableció este ayuntamiento han visto como usurpado el gobier-
no municipal que creen pertenecerles» y, segundo, porque, como «acaba 
de pasar una revolución» —así llamaban al motín que desembocó en el 
asesinato de Flores—, podrían usar como pretexto el nuevo cobro para 
sublevarse con el fin de «quedarse solos en el pueblo sacando a los ladi-
nos». Por lo antedicho, el ayuntamiento consideró «perjudicial al orden 

114 Sobre el cobro del impuesto de capitación en Guatemala y en Chiapas, véase el exce-
lente libro de Aaron Pollack, Dividir y cobrar, unir y cobrar. Categorías fiscales y sociales en 
Chiapas y Guatemala, 1800-1850 (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2021), 212-218.

115 Oficio del jefe político de Quetzaltenango, Quetzaltenango, 27 de enero de 1827, 
ahq, Manuscritos e impresos, caja 11 A, exp. 1, ff. 1-2.
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público» que los indígenas fuesen obligados a rescatar las maltrechas fi-
nanzas de su hacienda municipal.116

Conclusiones

Durante largo tiempo, las capacidades financieras del ayuntamiento de 
españoles y ladinos de Quetzaltenango no se correspondieron con la ri-
queza de los individuos que lo integraban. Si bien estos conformaban 
una de las elites políticas y económicas más pujantes de Guatemala, la 
corporación municipal que los gobernaba vivió en un estado de penuria 
desde su fundación en 1806 hasta finales de la década de 1820.

El ayuntamiento quetzalteco enfrentó dos grandes problemas para 
consolidar su hacienda municipal. Por un lado, la Audiencia de Gua-
temala tardó 10 años —de 1806 a 1816— en aprobar los arbitrios que 
habría de recaudar para hacer frente a sus gastos ordinarios y extraor-
dinarios. En esos difíciles años, los ediles, así como los demás vecinos 
prominentes del pueblo, no tuvieron más remedio que asumir los gastos 
del gobierno municipal, ya fuera concediendo préstamos que casi nunca 
les fueron devueltos, o bien donando el dinero o los materiales que eran 
menester para emprender obras públicas.

Por otro lado, a los capitulares quetzaltecos no les resultó senci-
llo hacer valer sus potestades fiscales. Muchos ladinos y españoles —en 
especial los más pobres— veían como algo indeseable pagar impuestos 
locales, de modo que la resistencia y la evasión fiscal fueron problemas 
recurrentes. Lo más delicado, sin embargo, fue lidiar con los indios del 
pueblo, en principio porque eran ellos quienes vendían muchos de los 
productos gravados con arbitrios y, además, porque eran los poseedores 
de los bienes que mayores recursos hubiesen podido aportar a la hacien-
da municipal: nos referimos a los ejidos.

116 Respuesta del síndico al oficio del jefe político, Quetzaltenango, 12 de febrero de 
1827, ahq, Manuscritos e impresos, caja 11 A, exp. 1, ff. 3-4v.
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Si bien con el paso de los años el ayuntamiento logró que muchos 
comerciantes indios pagaran arbitrios por los productos que vendían en 
la plaza pública, no consiguió el control de las tierras comunales, las cua-
les siguieron siendo administradas por los principales quichés.

La casi permanente penuria de su hacienda municipal fue el precio 
que la rica elite criolla y ladina de Quetzaltenango tuvo que pagar para 
evitar desatar un conflicto intestino con sus conciudadanos mayas; con-
flicto que habría socavado el proyecto autonomista que fraguaron duran-
te años y que se vio consumado con la creación del efímero Estado de 
Los Altos en 1838.
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Capítulo 7. La hacienda municipal 
 de la ciudad de Oaxaca durante el porfiriato

Juan Hugo Sánchez García1

Centro Universitario de Tonalá, Universidad de Guadalajara

Introducción

El estudio de la «experiencia municipal» de las ciudades mexicanas to-
davía es un tema poco explorado. Un referente de esta línea de in-

vestigación es el libro de Ariel Rodríguez Kuri sobre la Ciudad de Mé-
xico, publicado en 1996.2 Habría que destacar, también en relación con 
la Ciudad de México, los aportes de Sergio Miranda, autor para quien 
estudiar la administración municipal de las ciudades mexicanas implica 
comprender la construcción de las urbes modernas —que experimenta-
ron la industrialización, la urbanización y la dotación de nuevos servi-
cios públicos— y de los Estados nacionales modernos.3

1 Este capítulo se basa en la tesis Gobierno municipal, relaciones ciudad-campo y moder-
nidad: Oaxaca, 1890-1912, que defendió el autor en 2013 para obtener el grado de doctor en 
Historia por El Colegio de Michoacán.

2 Ariel Rodríguez Kuri, La experiencia olvidada. El ayuntamiento de la ciudad de 
México: política y gobierno, 1876-1912 (México: uam-Azcapotzalco / Colmex, 1996).

3 Sergio Miranda, «Urbanización, servicios públicos y gestión municipal en el Distrito 
Federal durante el porfiriato», en Servicios urbanos en las ciudades mexicanas de los si-
glos xix y xx, compilado por María Esther Sánchez y María del Carmen Bernárdez, 15-33 
(México: uam-Azcapotzalco, 2016), 21-40. 
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Bajo este enfoque, el estudio de las finanzas municipales reviste im-
portancia para analizar la capacidad de los ayuntamientos en la gestión 
del espacio y la política local. Aunque se ha señalado que durante el si-
glo xix los gobiernos municipales experimentaron un proceso de debili-
tamiento de sus funciones políticas ante el gobierno federal y los gobier-
nos de las entidades, José María Castillo Velasco señaló hacia la década 
de 1870 que el ayuntamiento decimonónico era diferente a los cabildos 
coloniales, ya que debía establecer una nueva relación con las institucio-
nes republicanas. En este marco, su papel había perdido la importancia 
política de antaño, pero no así la administrativa. Por lo tanto, sus atri-
buciones tenían dos fines medulares: la gestión económica de la riqueza 
municipal y el «gobierno del pueblo» o la satisfacción de las necesida-
des básicas de los gobernados por dicha institución. Esto debía lograrse a 
partir de una relación armónica con los otros poderes constituidos.4 Los 
gobiernos estatales consideraron los ayuntamientos como instrumentos 
administrativos bajo supervisión sobre la forma de administrar el dinero 
público.5

No es casualidad que los estudios sobre la hacienda municipal se ha-
yan concentrado en analizar la trayectoria de los ingresos y egresos, la 
dependencia de los recursos aportados por los gobiernos centrales o por 
las instituciones de crédito —especialmente durante el porfiriato— y las 
estrategias que las corporaciones establecieron para sortear los nuevos 
retos que implicaron las reformas fiscales y la necesidad de financiar la 
modernización material de las ciudades, al menos en parte y a un costo 

4 José Castillo Velasco, Ensayo sobre el derecho administrativo mexicano, vol. 1 (México: 
unam, 1994), 123. 

5 Yovana Celaya Nández, «La hacienda municipal: ejes de análisis, trayectoria institu-
cional e historiografía», en La fiscalidad del municipio: instituciones, impuestos y jurisdiccio-
nes en México, siglos xviii-xix, coordinado por Yovana Celaya Nández y Ana María Parrilla 
Albuerne, 9-50 (México: unicach / Universidad Veracruzana, 2021), 40. Nuevamente el 
caso de la Ciudad de México durante el porfiriato es el más representativo de dicho proce-
so. Véase Sergio Miranda, «La hacienda municipal del Distrito Federal. Historia mínima de 
un conflicto secular, 1824-1929», en Nación y municipio en México, siglos xix y xx, coordi-
nado por Sergio Miranda, 267-304 (México: unam, 2012), 288. 
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muy alto para esas instituciones.6 Algunos casos de estudio muestran 
cómo ciertos ayuntamientos experimentaron la sustracción de funciones 
y la limitación de la potestad municipal sobre conceptos que les permi-
tían captar recursos,7 pero al mismo tiempo existen otras investigaciones 
que muestran que en ese marco las corporaciones también hicieron se-
rios intentos por negociar su nueva posición en el entramado político y 
económico.8 

A la luz de los aspectos mencionados, en este capítulo nos propone-
mos analizar el funcionamiento de la hacienda municipal de la ciudad 
de Oaxaca durante el porfiriato. Para ello parto de una reflexión sobre la 
legislación que propició que los ayuntamientos se concibieran como ins-
trumentos administrativos supeditados tanto al Congreso estatal como a 
los gobernadores, por medio de las autoridades intermedias. En tal con-
texto, es claro también que las leyes estatales crearon vías para una me-
jor gestión de la ciudad, como se reflejó en la creación de un plan de 
arbitrios municipal que expandió su base impositiva en 1890 gracias al 
discurso que recordaba que los gobiernos locales tenían un papel funda-
mental en la modernización material de las urbes. Dado esto, nos dete-
nemos en el análisis de los impuestos más importantes para las finanzas 
municipales a partir de 1890 con el objetivo de detectar las fortalezas y 
debilidades del gobierno local.

Por último, abordamos la distribución del gasto a partir de los ren-
glones más destacados. Asimismo, nos concentramos en el papel que tu-
vieron los empréstitos en la construcción de las obras más relevantes del 
porfiriato. Como se podrá observar, el balance de la hacienda municipal 

6 Francisco Téllez y Elvia Brito, «La hacienda municipal de Puebla en el siglo xix», 
Historia Mexicana 39, núm. 4 (1990), 951-978; Leticia Gamboa Ojeda, «El financiamiento 
de la urbanización. La deuda interior del Ayuntamiento de Puebla en los mercados extran-
jeros, 1907-1914», Secuencia, núm. 23 (1992), 99-124; Gerardo Martínez Delgado, «La era de 
las redes: servicios públicos, grandes empresas y finanzas internacionales en las ciudades 
mexicanas a principios del siglo xx», Historia Mexicana 70, núm. 4 (2021), 1599-1660.

7 Rodríguez Kuri, La experiencia municipal, 146; Julio Contreras, «Las finanzas muni-
cipales de San Cristóbal de las Casas, Chiapas, durante el Porfiriato», Ulúa, núm. 3 (2004), 
99-137.

8 Celaya Nández, «La hacienda municipal».
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sugiere que sus recursos fueron insuficientes para financiar la moderni-
zación material de la ciudad de Oaxaca.

Autoridades intermedias y atribuciones municipales

La subordinación política de los ayuntamientos se convirtió en un ele-
mento fundamental para garantizar el éxito del Estado republicano desde 
principios del siglo xix. Si bien es cierto que esto solo se logró de ma-
nera plena hasta el porfiriato, también es verdad que durante la primera 
mitad de dicho siglo se sentaron las bases. Los gobiernos estatales, como 
ocurrió en el caso de Oaxaca, tuvieron como figuras claves de este pro-
ceso a las autoridades intermedias dependientes del poder ejecutivo: los 
gobernadores de departamento, entre 1825 y 1857 —prefectos durante el 
centralismo, de 1836 a 1845— y los jefes políticos hasta 1915. A estas au-
toridades correspondió controlar el territorio, que incluía acciones como 
garantizar la seguridad pública, ejecutar las leyes estatales, cobrar los im-
puestos estatales, supervisar las elecciones locales y fiscalizar las hacien-
das municipales.9 

Bajo la supervisión de dichas autoridades locales, los ayuntamientos 
continuaron, no obstante, como encargados de diversas actividades vita-
les en el ámbito local, entre las que se incluía la recaudación del impues-
to más relevante para la hacienda pública estatal durante el siglo xix: el 
impuesto de capitación, así como la recaudación, administración e inver-
sión de sus propios y arbitrios.10 Hacia mediados del siglo, el gobierno 
del estado reforzó el control político de los ayuntamientos al prohibirles 

9 «Primera parte de la ley orgánica para el Gobierno del estado», Colección de leyes y 
decretos del Estado libre de Oaxaca (México: Imprenta del Estado, 1879), 31; «Ley que arre-
gla el Gobierno económico de los departamentos y pueblos del estado, capítulo IV y V», 
Colección de leyes y decretos, 1879, 214. 

10 «Artículo 162. Las atribuciones de los Ayuntamientos. Fracción quinta», Las cons-
tituciones políticas de Oaxaca (México: Congreso del Estado de Oaxaca / Universidad 
Autónoma Benito Juárez de Oaxaca, 2001), 95; «Ley que arregla el Gobierno económico de 
los departamentos y pueblos del estado, capítulo I y II», 212, Colección de leyes y decretos, 
1879. 
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su injerencia en asuntos de orden político y religioso. Sus labores se de-
bían centrar en formar sus ordenanzas, administrar los bienes munici-
pales, cuidar del ramo de policía, establecer escuelas de primeras letras, 
cuidar y reparar caminos, calzadas y puentes vecinales, vigilar y sostener 
las cárceles, establecer cementerios, cuidar de la salubridad, conservar el 
pus vacuno y definir los impuestos necesarios para las obras de «utilidad 
pública», siempre bajo la aprobación del Congreso del estado.11

A partir del triunfo de la facción liberal, las atribuciones de los jefes 
políticos se fortalecieron como representantes del gobierno estatal. De-
bían supervisar el funcionamiento de los ayuntamientos y, por lo mismo, 
podían presidir las sesiones de cabildo cuando la tranquilidad pública 
era amenazada. Además, dichas autoridades intermedias comenzaron a 
hacerse cargo de funciones que tradicionalmente estaban asignadas a las 
corporaciones municipales como la aplicación de multas por infracciones 
a los reglamentos de policía, el combate a las enfermedades epidémicas y 
el auxilio de los enfermos.12

Algunos funcionarios municipales de la ciudad de Oaxaca manifes-
taron su preocupación cuando las arcas municipales se resintieron debi-
do a la intervención de las autoridades intermedias. En 1867, el regidor 
Francisco Candiani denunció la sustracción de impuestos y funciones 
municipales. Se trataba de los ingresos por multas y de los derechos por 
la introducción de barriles de aguardiente, que comenzaron a ser cobra-
dos por el jefe político. Asimismo, se refería a la utilización de los presos 
de la cárcel municipal para las obras públicas sin la autorización de la 
corporación y al control del cuerpo de policía municipal que comenzó 
a gestionar dicho funcionario. No es casual que el regidor se refiriera a 
esos hechos como un claro «despojo de poder» a una institución con 
«carácter de popularidad», por lo que se preguntaba: «¿Cómo podrá este 
ayuntamiento llenar debida y honradamente todas las atribuciones que le 
son características y que como representante del pueblo está obligado a 

11 «Ley Orgánica para el Gobierno», 367, Colección de leyes y decretos, 1879. 
12 «Ley Orgánica para el Gobierno», 361, Colección de leyes y decretos, 1879. 
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cumplir en debida justificación de la confianza con que el voto público 
lo ha honrado?».13 

La reacción de Francisco Candiani debe comprenderse a la luz de la 
importancia que tenían para la hacienda municipal los «derechos muni-
cipales», como lo era el ingreso por la introducción de barriles de aguar-
diente. Al igual que otros ayuntamientos de México, el de la ciudad de 
Oaxaca funcionó durante la primera mitad del siglo xix sobre una base 
fiscal de origen colonial. Se esperaba que los propios o los recursos pri-
vativos de que disponían las corporaciones fueran suficientes para el 
cumplimiento de sus funciones, pero, como esto no era seguro, se po-
día disponer de productos eventuales o arbitrios con los que se cubrían 
necesidades urgentes, por lo que se esperaba que la presión fiscal sobre 
la población urbana fuera temporal.14 No obstante, el ayuntamiento de la 
ciudad de Oaxaca solo podía cubrir sus gastos con los ingresos por mul-
tas, con el cobro por la extracción de piedra de las canteras municipales 
y la introducción de semillas a la alhóndiga, con los permisos para las 
diversiones públicas y, fundamentalmente, con el ingreso generado por 
los llamados derechos municipales.15 

Estos últimos eran impuestos que se pagaban al ingresar determina-
dos productos en la ciudad de Oaxaca y eran cobrados por dos funcio-
narios municipales en las garitas que existían extramuros. Entre 1824 y 
1852, los productos más importantes en este renglón fueron las bebidas 
alcohólicas nacionales y extranjeras, y los hilos y tejidos.16 Durante ese 

13 Propuesta del regidor Candiani para que se libere al ayuntamiento de la tutela del 
jefe político, Oaxaca de Juárez, 15 de febrero de 1867, Archivo Histórico Municipal de la 
Ciudad de Oaxaca (en adelante ahmco), Tesorería municipal, l. 9, ff. 422-429.

14 Téllez y Brito, «La hacienda municipal», 961. 
15 Para el caso de Oaxaca, los ingresos por derechos municipales eran superiores a 

otros conceptos. Esto sucedía en otros espacios urbanos, como en la Ciudad de México, 
donde representaron hasta 40 % entre 1867 y 1896. Rodríguez Kuri, La experiencia olvida-
da, 121. 

16 «Se declaran los arbitrios municipales con que debe contar el ayuntamiento de la 
capital, y se le faculta para poner dos comisionados en las garitas a quienes dotará y remo-
verá según lo tenga por conveniente», 156, Colección de leyes y decretos, 1879; «Establece un 
impuesto municipal», 373, Colección de leyes y decretos, 1879; «Impone diez pesos al barril 
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periodo, el único arbitrio municipal que se creó fue el de las tarifas de 
inhumación en el panteón municipal, dada la prohibición de la práctica 
de sepultar cadáveres en los templos porque eran la causa de una mayor 
morbilidad asociada a enfermedades epidémicas como el cólera.17 Enton-
ces los arbitrios, pero especialmente los derechos municipales, se consoli-
daron como la fuente más segura de la hacienda municipal. No extraña, 
pues, como observamos en los argumentos del regidor Francisco Candia-
ni, que la corporación se mostrara firme al momento de defenderlos. 

En contra de los deseos de algunos funcionarios municipales, las 
atribuciones del jefe político se incrementaron. Para el gobierno del esta-
do era necesario acabar con la «inercia municipal» que afectaba la admi-
nistración general de las poblaciones, para lo cual el papel del jefe políti-
co era de suma relevancia. Incluso, se planteó la urgencia de una nueva 
organización municipal a fin de asegurar los intereses de dicha pobla-
ción. Estos deseos se plasmaron en la Ley de Ayuntamientos de 1889, ex-
pedida por el Congreso estatal, en la que se reafirmó que las corporacio-
nes eran entidades locales con tareas administrativas. En ese contexto, se 
reafirmaron sus funciones tradicionales como cuidar de la salubridad, el 
ornato, las obras públicas, el abasto y la beneficencia, pero bajo la estric-
ta vigilancia del jefe político.18 

El Congreso del estado sostenía que los ayuntamientos debían con-
siderarse como menores de edad, por lo que sus contratos y negocios 
tenían que estar regidos por la legislación vinculante. Asimismo, las re-
formas o la creación de nuevos impuestos debían ser aprobadas por el 
gobierno del estado. Además, se estableció que las corporaciones es-
taban obligadas a elaborar su presupuesto de gastos durante el mes de 
noviembre de cada año y sujetarse a dicho presupuesto a menos que 
dos terceras partes del cabildo acordaran modificaciones y pidieran 

de licor extranjero cuyos producto se aplica a los fondos de esta municipalidad, con excep-
ción del vino jerez necesario para celebrar misa», 384, Colección de leyes y decretos, 1879. 

17 «Reglamento para el Gobierno interior del panteón de la ciudad», 409, Colección de 
leyes y decretos, 1879. 

18 «Decreto número 15», en Colección de leyes y decretos del Estado libre de Oaxaca, 
349 (México: Imprenta del Estado, 1891). 
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la autorización del gobierno. Por si esto no fuera suficiente, la cuen-
ta del año anterior debía remitirse en el mes de marzo, tanto al gobier-
no como a la Contaduría de Glosa, para que fuera aprobada. La ley de 
1889 también estableció que entre las atribuciones de los ayuntamientos 
se encontraba la de proponer el plan de arbitrios con impuestos que no 
estuvieran en la órbita de la hacienda estatal, y que podían crear una 
partida de egresos extraordinarios que no debía exceder de 5 % del total 
de ingresos.19 

El plan de arbitrios de 1890: 
un balance de los ingresos municipales

A la luz de la legislación elaborada por el Congreso del estado para su-
pervisar y controlar a los ayuntamientos, se puede observar que el papel 
del jefe político en el gobierno de la ciudad se hizo cada vez más eviden-
te a finales del siglo xix. No obstante, el ayuntamiento capitalino tam-
bién encontró vías en la legislación para fortalecer su marco de acción 
sobre la vida urbana. Para ello recurrió a las normas que tradicionalmen-
te habían guiado su papel: las ordenanzas municipales. No es casual que 
dichas ordenanzas fueran creadas en dos años clave —1868 y 1890—: la 
primera respondió al triunfo del proyecto político de una de las faccio-
nes liberales y la segunda se inscribió en el marco de la centralización 
política que se consolidó mediante la Ley de Ayuntamientos de 1889. 

Entre 1868 y 1890, lejos de desaparecer del escenario político y ad-
ministrativo, el ayuntamiento de la ciudad de Oaxaca amplió su presen-
cia en el espacio urbano. Como muestra de ello, los ramos municipales 
se extendieron notablemente, de manera particular en las áreas de la sa-
lubridad, las obras públicas, el ornato, el abasto y la regulación del co-
mercio. En buena medida, entre algunos funcionarios municipales aún 
se concebía que el ayuntamiento era, como lo señalaron las ordenan-
zas municipales de 1868, un «poder municipal» que debía velar por los 

19 «Decreto número 15», Colección de leyes y decretos, 1891. 
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«intereses comunales». Asimismo, como lo remarcaron las ordenanzas de 
1890, no solo debía cuidar los «intereses comunales», sino también pro-
mover «la mejora, el progreso y el embellecimiento de la ciudad».20 

Al mismo tiempo que el ayuntamiento extendió sus funciones, tam-
bién intentó ampliar su base impositiva, sobre todo para hacer frente a 
la cada vez más evidente desaparición de los antiguos derechos munici-
pales. Los argumentos más relevantes para lograr ese objetivo se basaron 
en el papel de la corporación en la modernización material de la ciudad. 
Con unas arcas pobres, poco podrían contribuir al «progreso» que las 
autoridades tanto anhelaban. Hasta la década de 1880 era perceptible que 
poco se había avanzado en la construcción de una hacienda municipal 
sólida. Por ello, en el Periódico Oficial se señaló en 1884 que la creación 
de arbitrios era una necesidad urgente: «¡Cuántas mejoras no realizarían 
los Ayuntamientos si pudieran consignar en sus presupuestos las sumas 
competentes de numerario que aproximadamente demandan!».21 

La creación de arbitrios era urgente para el ayuntamiento capitali-
no, pues las tareas que este desempeñaba se incrementaban día tras día. 
La ciudad de Oaxaca, al ser el centro político más importante de la en-
tidad, debía satisfacer diversas necesidades que exigía la modernización 
material que se experimentaba durante el porfiriato. Aunque dicha urbe 
estuvo demográficamente estancada durante buena parte del siglo xix, 
incluso con decrecimientos ocasionados por las guerras civiles de media-
dos de ese siglo, entre 1877 y 1910 experimentó un notable crecimiento 
en su contexto, al pasar de 26 000 a 38 000 habitantes. Esto es relevante 
ya que fue la única ciudad en la parte central de la entidad que aumen-
tó su población, mientras que otras localidades urbanas se mantuvieron 
estables.22 

20 Ordenanzas municipales para el gobierno y administración interior del Ayuntamiento 
de Oaxaca, y administración de los diversos ramos que están a su cargo (Oaxaca: s. e., 1868); 
Ordenanzas municipales de la Ciudad de Oaxaca de Juárez (Oaxaca: Imprenta del Estado, 1890).

21 «Arbitrios municipales», Periódico Oficial, t. iv, núm. 1, 4 de enero de 1884, 1.
22 Francie R. Chassen-López, Oaxaca. Entre el liberalismo y la Revolución. La perspec-

tiva del sur (1867-1911) (México: uam-Iztapalapa / Universidad Autónoma Benito Juárez de 
Oaxaca, 2010), 297. 
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En ese marco, el ayuntamiento trató de implantar algunos impues-
tos durante la década de 1880, pero con poco éxito en la recaudación. 
El único relevante fue el impuesto de rodada, que se había establecido 
de manera temporal durante la primera mitad del siglo xix para finan-
ciar la compostura de calles y banquetas. En 1885, el cabildo aprobó un 
gravamen a todos los carros de cuatro ruedas y carretas de dos ruedas  
que ingresaban en la ciudad con productos comerciales, con una tarifa que 
dependía del número de bueyes o mulas que jalaban los vehículos, en el 
entendido de que esto indicaba el peso transportado. Bien podríamos afir-
mar que ese impuesto contravenía las tendencias de la época de no gra-
var la circulación de mercancías; de hecho, aunque al inicio se exceptuaron 
productos de consumo urbano básico, hacia 1890 solo estaba exento de tal 
impuesto el transporte de pasajeros.23 

Los gastos del ayuntamiento se incrementaron en 1889 y 1890 puesto 
que el gobierno del estado determinó que debía encargarse del «socorro 
de los presos», es decir, de la manutención de los reclusos de la cárcel de 
la ciudad de Oaxaca y del cuidado de los jardines públicos. Ante esto, la 
corporación aceptó las nuevas tareas a cambio del respaldo para crear un 
plan de arbitrios más amplio, el cual estuvo vigente hasta la segunda dé-
cada del siglo xx. En un principio, sin embargo, fue difícil aplicar dicho 
plan por la resistencia de los contribuyentes a pagar las nuevas tarifas, lo 
que provocó un déficit cada vez más marcado en el ingreso entre 1893 y 
1896. La crisis financiera llevó al ayuntamiento a establecer un arbitrio 
que solamente se había experimentado al comenzar el siglo xix sin mu-
cho éxito: un impuesto a las fachadas de las casas. 

Este tributo es relevante porque fue el único que gravó efectivamen-
te a la propiedad. La propuesta del presidente municipal, Juan Bravo, 
consistía en que los propietarios de las casas de las tres primeras man-
zanas a partir de la plaza de armas debían pagar seis centavos men-
suales por metro lineal de fachada; las ubicadas en la cuarta manzana, 

23 Expediente relativo a varios impuestos o arbitrios municipales de la ciudad de 
Oaxaca, Oaxaca de Juárez, 1892, Archivo General del Estado de Oaxaca (en adelante 
ageo), Gobernación, documentos sin clasificar. 
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cinco centavos, las de la quinta, tres centavos, y las de la sexta manzana 
en adelante, un centavo. De hecho, para aprobarlo el gobierno del estado 
solo rebajó un centavo para las primeras cinco manzanas y medio cen-
tavo para la sexta. No es casualidad que los propietarios de más de una 
casa fueran los primeros en protestar, la mayoría de ellos poderosos co-
merciantes que rechazaron el gravamen porque ya tributaban ante el go-
bierno del estado el impuesto a las fincas urbanas —de 12.5 % sobre las 
rentas—,24 que ya contemplaba la hacienda estatal.25 

El impuesto a las fincas urbanas era una contribución directa esta-
blecida desde la primera mitad del siglo xix, pero cuya recaudación ha-
bía resultado difícil por la falta de catastros y por la resistencia de los 
propietarios a realizar el pago. Hacia 1888 el gobierno emprendió medi-
das, como el avalúo de las fincas urbanas, en 1889 se expidió la Ley de 
Catastro de la propiedad rústica y urbana, y en 1892 se aplicó un grava-
men de 12.5 % mensual a la propiedad urbana sobre sus rentas o utilida-
des. No obstante, para 1896 se uniformó el impuesto para fincas rústicas 
y urbanas, que fue de 10 al millar. El gobierno del estado pensaba que 
los propietarios terminarían pagando solamente cinco al millar, puesto 
que eran ellos mismos quienes manifestaban el valor de sus fincas, que 
por lo general no correspondía con la realidad.26 

24 El presidente municipal propone que se establezca un impuesto para gravar las fa-
chadas, Oaxaca de Juárez, 1893, ahmco, Secretaría, documentos empastados, t. 3.

25 La hacienda estatal durante el siglo xix tuvo como pilares los impuestos de capi-
tación, alcabala o consumo, portazgo, instrucción pública y la contribución directa sobre 
fincas rústicas y urbanas. Los impuestos más relevantes por el ingreso que reportaban eran 
la capitación y los derechos de alcabala. Con la abolición de las alcabalas en 1896 y la ex-
pedición de una nueva ley de hacienda ese mismo año se esperaba que nuevos graváme-
nes, como el impuesto de 1 % a las ventas, se convirtieran en sustitutos de los impuestos 
indirectos ya abolidos, pero la recaudación fue poco significativa. Ante esto, los impues- 
tos de capitación se ampliaron y se fortalecieron a finales del siglo xix —capitación, ins-
trucción pública, vacuna, policía y estadística—, hasta llegar a representar 60 % de los 
ingresos totales de la entidad. Véase Juan Hugo Sánchez García, «Contribuyentes en 
Oaxaca durante el porfiriato», en De contribuyentes y contribuciones en la fiscalidad 
mexicana, siglos xviii-xx, coordinado por Yovana Celaya Nández y Graciela Márquez 
Colín, 159-189 (México: Colmex / Universidad Veracruzana, 2018), 159-189. 

26 Sánchez García, «Contribuyentes en Oaxaca», 169. 
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A la luz de estos datos se comprende que el Congreso del estado va-
lidara las quejas de los propietarios y comerciantes y decidiera abolir el 
impuesto municipal a las fachadas en 1894 bajo el argumento de que no 
se podía gravar más la propiedad, porque era un impuesto inequitativo 
ya que las fachadas grandes y céntricas pagaban más y debido a que el 
costo lo asumían los inquilinos y no los propietarios, algo que ya ha-
bía denunciado el ayuntamiento.27 En respuesta, el presidente municipal 
acusó que la crisis de la hacienda municipal se debía a la resistencia de 
los propietarios y grandes comerciantes a tributar en bien de la ciudad: 
«[ellos] no han contribuido en lo absoluto en llevar a cabo las mejoras 
de la ciudad y que sin embargo son los más beneficiados con ellas, hoy 
se les señala un cortísimo impuesto, ocurren inmediatamente pidiendo la 
suspensión».28 

Las finanzas municipales llegaron a su punto más crítico en 1896, 
cuando se abolieron las alcabalas. Previamente, en 1881, cuando se creó 
el impuesto de derecho de portazgo y consumo para gravar la introduc-
ción de mercancías nacionales y extranjeras, se estableció que el ayun-
tamiento de la capital recibiría 5 % «sobre lo que en ella se liquide y 
cobre».29 Sin embargo, en 1894 dicho impuesto representaba una pérdi-
da equivalente a 4.77 % de los ingresos totales de la tesorería municipal. 
Ante esto, la corporación implementó un reajuste de los impuestos que 
se consideraban más consistentes para la hacienda: mercados, rodada y 
rastro. Estos, más los gravámenes por mercedes de agua, expendio de 

27 Sobre solicitud de José Zorrilla y socios pidiendo la derogación de un impuesto mu-
nicipal, Oaxaca de Juárez, 1893, ageo, Congreso, documentos sin clasificar. 

28 Presidente municipal propone se establezca un impuesto para gravar las fachadas, 
Oaxaca de Juárez, 1893, ahmco, Secretaría, documentos empastados, t. 3. La respuesta del 
presidente Bravo fue reveladora sobre quiénes consideraba que eran los contribuyentes 
más importantes para las finanzas municipales. Se trataba de «la clase desheredada de la 
ciudad», quienes pagaban sus impuestos sin observaciones. El presidente señaló por lo me-
nos dos impuestos fundamentales vinculados a esa población «patriótica», el impuesto de 
mercados y el de rodada. 

29 «Decreto sobre Derecho de Portazgo y consumo», Colección de leyes, decretos, circu-
lares y otras disposiciones dictadas por el Gobierno del Estado, vol. 11 (Oaxaca: Imprenta del 
Estado en la Escuela de Artes y Oficios a cargo de Ignacio Candiani), 1887, 70. 
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licores y panteones, figuraron como los más relevantes durante el por-
firiato. Cuatro eran considerados propios del ayuntamiento y solamente 
dos eran catalogados como arbitrios, el de rodada y el de expendio de 
licores. Como se puede observar en la gráfica 7.1, se registró un incre-
mento notable en el ingreso, lo que en buena medida tuvo que ver con el 
reforzamiento de la capacidad recaudatoria de la tesorería municipal. 

Conviene, entonces, revisar las características de los gravámenes más 
relevantes para las finanzas. La gráfica 7.1 muestra la trayectoria de estos 
giros durante el porfiriato. Como se puede apreciar, el impuesto más des-
tacado era el de mercados, por lo que nos detendremos un poco más en  
él al finalizar este apartado. Los otros impuestos relevantes no registra
ron ingresos tan elevados a lo largo del porfiriato; sin embargo, su 
aportación debe destacarse en el conjunto de la base impositiva de la 
corporación. 

El impuesto del rastro fue el segundo gravamen más importante du-
rante el porfiriato. Este no figuró en las finanzas municipales sino hasta 
la década de los noventa del siglo xix, lo que probablemente se debió 
a que el control del ayuntamiento sobre el abasto, la distribución y el 
consumo de carne se debilitó a principios del siglo, cuando se desinte-
gró el sistema de abasto de origen colonial.30 No hay evidencias de que 
la corporación hiciera esfuerzos para retomar la administración de este 
importante ramo hasta 1880, cuando las preocupaciones en torno a la hi-
giene urbana se hicieron más patentes. Por ello, se planteó la necesidad 
de construir un rastro para garantizar la salud de la población y de paso 
asegurar nuevos ingresos para la hacienda municipal.31

Este objetivo no se logró sino hasta 1893, cuando el regidor del ramo 
emprendió de manera decidida la reestructuración del rastro. A partir 

30 Luis Arrioja Díaz Virruel, Carlos Sánchez y Juan Hugo Sánchez, «Un acercamiento 
al abasto de carne en la Oaxaca colonial y republicana», en Integración y desintegración del 
espacio económico mexicano. Mercado interno y abastecimiento de las carnes desde la colo-
nia al siglo xx, coordinado por Enriqueta Quiroz, 203-238 (México: Instituto Mora, 2017), 
228. 

31 Bases para el establecimiento del rastro, Oaxaca de Juárez, 1882, ageo, Gobernación, 
Centro, leg. 5, exp. 46.
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de 1894, el ingreso por este concepto se incrementó de manera nota-
ble; mientras que en ese año representó 6.15 % de los ingresos totales, en 
1900 ya representaba 13.71 %. Estos resultados se deben a que se estable-
ció que los carniceros de la ciudad estaban obligados a hacer la matanza 
de los animales en el rastro y que las personas de los pueblos y hacien-
das del entorno solo podían vender en la ciudad ganado bovino, porcino 
y caprino, en pie o en canal, con la certificación de los empleados del 
rastro.32 

Gráfica 7.1. Ramos más importantes de la hacienda municipal, 1888-1911

0

10,000

20,000

30,000

40,000

50,000

60,000

70,000

1888

1891

1892

1893

1894

1895

1896

1897

1898

1902

1904

1909

1910

1911

pe
so

s

Mercados

Rastro

Rodada

Expendio de
licores

Panteones

Mercedes de
agua

Fuente: ageo, Gobernación, documentos sin clasificar, 1894 y 1895; ahmco, Secretaría Municipal, do-
cumentos empastados, 1893, t. 1; ahmco, Secretaría Municipal, documentos con carátula, expediente 
s.n. 1912, 13 de febrero de 1912; Amado H. Santibáñez, Informe presentado por el presidente munici-
pal Amado H. Santibáñez (Oaxaca: Imprenta del Estado, 1911); Cortes de caja mensuales de segunda 
operación de la tesorería municipal, Periódico Oficial, 1888-1911.

Después del impuesto del rastro, destacó el cobro por las merce-
des de agua. El suministro de agua para uso humano también era una 

32 Expediente conteniendo comunicaciones y circulares a los presidentes munici-
pales del Distrito del Centro sobre la salubridad pública, Oaxaca de Juárez, 1894, ageo, 
Gobernación, documentos sin clasificar.
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atribución del ayuntamiento desde el periodo colonial. Se trataba de una 
labor interminable para los funcionarios municipales ya que durante casi 
todo el siglo xix debieron dar mantenimiento a una infraestructura de 
origen colonial: al acueducto que conducía el vital líquido desde el pue-
blo de San Felipe, al norte, hasta las fuentes públicas distribuidas en la 
parte céntrica de la ciudad, y a una red de tuberías de barro que exigían 
reparaciones constantes. 

A finales del siglo xix, gracias a la difusión del higienismo, se puso 
mayor atención al suministro de agua potable, hecho que implicó nuevos 
retos para la administración municipal puesto que debía mejorarse la red  
de distribución de agua potable de acuerdo con los nuevos estándares de  
calidad. A partir de 1895 se comenzaron a plantear diversos proyectos 
de saneamiento de la ciudad, hasta que en 1907 por fin se iniciaron las 
obras para introducir agua potable y construir un sistema de drenaje, 
aunque no se concluyeron durante el porfiriato. Sobre los gastos que esto 
implicó volveremos en el siguiente apartado. 

Es evidente, no obstante, que las mejoras en el sistema de distribu-
ción de agua potable, la difusión de las ideas sobre la higiene y el au-
mento de la población urbana repercutieron también en la expansión de 
la red de distribución de agua. No es casualidad que a partir de 1890 se 
incrementaran gradualmente los contratos por mercedes de agua particu-
lar. Además, los mecanismos municipales para combatir el hurto de agua 
se fortalecieron, al punto de imponerse multas de hasta cuatro veces el 
valor de la tarifa establecida y de autorizarse el ingreso de los encargados 
del ramo en los domicilios para verificar el estado de las tomas.33 A la 
luz de la gráfica 7.1 se comprende mejor que los ingresos de la hacienda 
municipal por mercedes de agua casi se duplicaron hacia 1900, y de he-
cho se triplicaron hacia 1904. Es decir, mientras que en 1894 representa-
ban 1.74 % del total de los ingresos, en 1900 ascendían a 2.76 %, en 1904 a 
5.61 % y, para 1910, a 6.33 %. 

Por otra parte, después del ingreso por mercedes de agua desta-
có el impuesto a los expendios de licores, el cual recayó sobre cantinas, 

33 «Plan de arbitrios», Periódico Oficial, t. x, núm. 102, 25 de diciembre de 1890, 1
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tiendas y vinaterías, y se puede considerar como el único exitoso entre 
los gravámenes que se crearon en el plan de arbitrios de 1890. De mane-
ra particular, pesó sobre las tiendas de recaudería ubicadas en los barrios 
de la ciudad —cuyo número se estimaba en 395 para 1892—, donde se 
vendía sobre todo mezcal y aguardiente.34 Los comerciantes que opera-
ban al por mayor debían pagar 5 % de sus ventas, mientras que a los mi-
noristas se les fijó una cuota de 30 centavos mensuales.35 

Como era de esperarse, algunos comerciantes presentaron resisten-
cias al pago del impuesto en un inicio, especialmente los que se dedica-
ban a la venta al mayoreo de aguardiente o mezcal. Entre estos, algunos 
eran propietarios de haciendas cercanas a la ciudad donde se dedicaban 
al cultivo de caña de azúcar y a la producción de aguardiente. Desde su 
perspectiva, la ciudad era un centro de redistribución del licor, pero no 
de venta en sí.36 A pesar de las protestas, es cierto que el impuesto re-
sultó una fuente importante para la tesorería municipal, ya que llegó a 
representar 5.79 % del ingreso total hacia 1902, cuando su recaudación se 
estabilizó. 

Los ingresos por inhumaciones fueron similares a los que produjo 
el impuesto a los expendios de licores. A partir de 1840, los panteones 
se convirtieron en un ramo importante para el ayuntamiento y, con el 
tiempo, se consideraron como propios del ayuntamiento al ser construi-
dos y gestionados directamente por esa corporación. Según los datos con 
los que se cuenta, entre 1839 y 1890 se habrían sepultado en el panteón 
municipal 25 783 hombres y 23 560 mujeres. Evidentemente, la mortalidad 
jugó un papel importante en momentos clave como las guerras de me-
diados del siglo xix, durante la epidemia de cólera de 1853, y en los años 

34 «Memoria de los principales», Periódico Oficial, t. xiii, núm. 12, 14 de marzo de 1893, 10. 
35 Acuerdo del ayuntamiento de la capital por el que dispuso reformar el artículo 1° del 

capítulo xi del plan de arbitrios vigente, Oaxaca de Juárez, 1893, ageo, Gobernación, docu-
mentos sin clasificar.

36 Los señores Margarito Pérez y socios fabricantes de aguardientes y comerciantes 
de esta plaza solicitan se derogue la reforma que en 13 de octubre del año ppdo. hizo el 
Ayuntamiento de la Capital al art. 1° del capítulo xi de su Plan de Arbitrios, Oaxaca de 
Juárez, 1894, ageo, Gobernación, documentos sin clasificar. 
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de 1873, 1874, 1883, 1885 y 1897, cuando diversas enfermedades impacta-
ron entre la población urbana, como la escarlatina, la difteria, el saram-
pión y la viruela.37

Para generar más ingresos, el ayuntamiento decidió, hacia finales de 
1890, revisar el estado de los nichos del panteón y aplicar una norma 
que establecía que los cadáveres se debían exhumar cada 10 años, a me-
nos que los deudos pagaran una nueva tarifa. En 1899 se acordó enajenar 
los nichos hasta por 99 años, y en cada nicho se podían depositar hasta 
cinco restos o cenizas en cajas de madera o metal. El costo de ese servi-
cio iba de los 25 pesos si el pago se hacía en una única exhibición, hasta 
los 28 si se pagaba un peso durante 28 meses. Gracias a estas medidas, el 
impuesto de panteones se consolidó, al punto de que rebasó al impuesto 
de rodada hacia finales del porfiriato (véase gráfica 7.1).

El impuesto de rodada, como lo señalamos páginas arriba, se conso-
lidó como un impuesto permanente en 1885. Se caracterizaba por gravar 
la circulación de mercancías y recaía sobre una clase bien identificada de 
contribuyentes: los carreteros, que en su mayoría eran población rural 
dedicada a transportar productos desde los pueblos para su comerciali-
zación en la urbe. Se sabe que, hacia 1901, 275 vehículos circulaban con-
tinuamente entre la ciudad y los pueblos. También se conoce que en la 
ciudad de Oaxaca y sus alrededores existían seis carros de cuatro ruedas 
que podían transportar más de una tonelada de carga y requerían seis o 
más mulas como tracción animal. También se contaron 62 carros de dos 
ruedas que podían transportar hasta 900 kilogramos y debían ser jalados 
por cuatro bueyes o cuatro mulas. Por último, existían 586 carretas que 
transportaban cargas menos pesadas y eran jaladas por un buey.38

37 Agustín Domínguez, Constituciones médicas de la ciudad de Oaxaca (tesis de licen-
ciatura, Imprenta del Estado, Oaxaca, 1897), 70. 

38 Expediente formado con motivo de la noticia que pide el superior Gobierno del es-
tado sobre ganado, carros y carretas del distrito del centro, Oaxaca de Juárez, 1899, ageo, 
Gobernación, documentos sin clasificar, 1899; El gobernador del estado pide una noticia 
relativa al número de carros y carretas que entren a la ciudad, el número de hornos y mo-
linos que haya y la cantidad, calidad y naturaleza de las aguas que vienen a la misma ciu-
dad, Oaxaca de Juárez, 1901, ahmco, Secretaría, documentos empastados, t. 3.
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Como se puede imaginar, este era un gravamen de difícil recauda-
ción debido a que existían diversas formas de esquivar a los cobradores 
municipales, por lo que la vía más efectiva para lograr el cobro fue es-
tablecer con los carreteros el pago de una «iguala» mensual de 40 cen-
tavos a las carretas jaladas por un animal. Este gravamen era más alto 
para los vehículos de mayor capacidad. Además, para incentivar el pago 
la corporación alentó a los vecinos con premios económicos a fin de que 
denunciaran o aprehendieran a los evasores del impuesto y fortaleció el 
personal de las garitas para verificar que los carreteros contaban con la 
boleta de pago.39 Aunque el ayuntamiento hizo intentos de incrementar 
el monto de la iguala para los carros que transportaban más de 900 ki-
los, en el entendido de que eran los que más afectaban el pavimento de 
las calles, el gobierno del estado se negó a aprobarlos porque podían ge-
nerarse «trastornos de consideración» en el comercio y porque era evi-
dente que «los dueños de carretas ó no pagarán la cuota y procurarán 
burlar la vigilancia del ayuntamiento ó dejarán el oficio».40 

La estabilidad en la tarifa de este impuesto propició una recaudación 
al alza hasta 1900, ya que pasó de 5.77 % del ingreso total de la hacien-
da municipal en 1894, a 7.18 % en 1900. Aunque a partir de ese año se 
registró un ligero descenso en el porcentaje respecto al total de la recau-
dación, lo que lo hizo pasar del tercer al sexto lugar entre los impuestos 
más relevantes, también es cierto que representa un caso exitoso entre 
los impuestos creados en la década de 1880.

Por último, algunos funcionarios municipales consideraron el im-
puesto de mercados como la «gallina de los huevos de oro del ayunta-
miento».41 No es casualidad que se trate del ingreso principal, ya que la 

39 Expediente relativo a varios impuestos ó arbitrios municipales de la ciudad, Oaxaca 
de Juárez, 1892, ageo, Gobernación, documentos sin clasificar. El C. Tesorero presenta un 
informe sobre las irregularidades del cobro de impuesto de rodada, Oaxaca de Juárez, 1903, 
ahmco, Secretaría, documentos empastados, t. 3.

40 La comisión de paseos y carruajes propone varias reformas al reglamento de rodada, 
Oaxaca de Juárez, 1900, ahmco, Secretaría, documentos empastados, t. 2.

41 Actas de cabildo, Sesión ordinaria de 18 de agosto de 1905, Oaxaca de Juárez, 1905. 
ahmco, libro 89, f. 249. 
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ciudad de Oaxaca era el centro de consumo más importante de la en-
tidad y porque se ha demostrado que los impuestos al consumo y a las 
transacciones comerciales suelen ser exitosos en las urbes.42 

Los mercados o tianguis semanales jugaron un rol significativo has-
ta el siglo xx en la parte central del estado de Oaxaca ya que garanti-
zaban un flujo constante de personas y mercancías entre poblaciones. 
Se trataba de mecanismos económicos organizados de manera cíclica y 
periódica donde diversas unidades productivas podían intercambiar sus 
excedentes.43 El mercado que se realizaba cada sábado en la ciudad de 
Oaxaca era parte de dicho sistema, y su papel era relevante en términos 
fiscales por la gran cantidad de vendedores y consumidores, tanto de la 
ciudad como del campo, que convocaba.

El viajero inglés William E. Carson visitó el mercado sabatino de 
la ciudad hacia 1908 y describió con detalle y asombro la dinámica co-
mercial que colmaba el centro de la ciudad. Señaló que se trataba de un 
espacio: 

lleno con una multitud abigarrada de indios, hombres y mujeres, buscando 
hacer negocios, y el aire estaba lleno de murmullos y rumores… Cerca de la 
entrada, estaban los puestos de los carniceros, pequeñas piezas de un aspecto 
oscuro y con carne bastante alta de color, que eran cortadas y despedazadas 
según el deseo de los compradores. […] Los puestos de los vendedores de 
fruta y vegetales estaban cargados con una variedad tentadora de papas, de-
liciosos tomates, grandes rábanos, chícharos, frijoles y coles. Había naranjas, 
plátanos, piñas, limas y plátanos frescos de tierra caliente así como aguaca-
tes (la ensalada de verduras), granaditas, mangos, granadas, cocos y tunas. La 
fruta y los vegetales estaban vistosamente organizados en pequeños monto-
nes sobre grandes hojas de plátano, mientras las semillas, como los frijoles 

42 Ricardo Gamboa, «Abasto y finanzas de la ciudad de México 1800-1850», en 
Caminos y mercados de México, coordinado por Janet Long y Amalia Attolini, 489-514 
(México: iih-unam / inah, 2009), 489-514.

43 Bronislaw Malinowski y Julio de la Fuente, La economía de un sistema de mercados 
en México. Un ensayo de etnografía contemporánea y cambio social en un valle de México 
(México: enah, 2005), 183. 
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secos, maíz, chiles y huevos estaban esparcidos sobre ropas limpias. En ca-
labazas pintadas alegremente había dulces, ricas conservas y pastel, mientras 
que aquí y allá andaba una india descalza vendiendo queso y bultos de azú-
car morena sin refinar. Había también puestos donde almas sedientas traga-
ban jugo fresco de piña, lima o tamarindo, o bebían tazas llenas de pulque 
mal oliente. Los vendedores se sentaban detrás de pequeños montones de 
mercancía a fumar sus cigarros, estos puestos, con las multitudes empujando 
a su alrededor, hacen el lugar intransitable.44

La administración municipal de los mercados públicos era parte de 
una tradición de origen colonial vinculada a asegurar el abasto de la ciu-
dad. Por lo menos desde 1830, esos espacios eran gestionados por par-
ticulares por medio de arrendamientos quinquenales. Casualmente una 
sola familia se benefició de los contratos de arrendamientos hasta 1892, 
año en que la corporación municipal determinó retomar la administra-
ción directa de los mercados,45 estableciendo una estructura que encabe-
zó el regidor encargado del ramo de mercados y que pasaba por jueces 
de plaza —encargados de vigilar el funcionamiento de esos espacios— y 
recolectores de impuestos, quienes establecieron una relación directa con 
los contribuyentes. 

Durante la mayor parte del siglo xix, el espacio destinado para el 
mercado público semanal —que tenía lugar los sábados— fue la plaza de 
armas, y los comerciantes fijos se establecieron en la plaza del mercado, 
ubicada a una cuadra de aquella.46 Solo hasta finales del siglo xix, cuan-
do el ayuntamiento retomó el control directo de los mercados, se inició 
la modernización material de la plaza del mercado con la construcción 

44 William E. Carson, Mexico. The Wonderland of the South (Nueva York: The 
Macmillan Company, 1909), 269.

45 Juan Hugo Sánchez García, «El mercado público de la ciudad de Oaxaca: ayunta-
miento, política y negocios, 1830-1892», en La ciudad de Oaxaca. Pasado, presente y futu-
ro, vol. 1, coordinado por Carlos Sánchez, 299-323 (México: Universidad Autónoma Benito 
Juárez de Oaxaca, 2016), 209-323. 

46 Carlos Lira, Arquitectura y sociedad. Oaxaca rumbo a la modernidad. 1790-1910 
(México: uam, 2008), 163. 
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de un edificio ad hoc de fierro y mampostería y se consolidaron tres 
nuevos espacios destinados para esa actividad en los barrios, con lo que 
se descentralizó el comercio, se abasteció mejor a la población y, sobre 
todo, se perfeccionó la recaudación del impuesto más importante para la 
hacienda municipal. 

En un inicio, la base para el cobro del impuesto de mercados fue «la 
sombra»; es decir, se daba la autorización al comerciante para vender sus 
productos bajo una «sombra» que era facilitada por los administradores 
del mercado a cambio del pago del gravamen. Hacia finales del siglo xix, 
se estableció que la base para el cobro del impuesto era la dimensión de 
un petate —un metro cuadrado—, pero cuando el nuevo edificio para el 
mercado público entró en funciones en 1892, se determinó que en el in-
terior del mercado los comerciantes debían pagar una cuota fija de siete 
centavos diarios. Las tiendas del interior del mercado pagarían una renta 
fija que, en 1894, oscilaba entre seis y ocho pesos mensuales (véase cua-
dro 7.1).

Hacia 1908 el impuesto de mercados se había diversificado mucho. 
Lo interesante es que el ayuntamiento abarcó todas las actividades co-
merciales que se registraban en el espacio urbano: el comercio fijo y el 
semanal, el ambulante en todas sus versiones y el comercio posicionado 
en zaguanes de casas particulares, especialmente en los alrededores de 
los mercados municipales. Esto quiere decir que el impuesto de merca-
dos era pagado tanto por humildes vendedores, como por comerciantes 
de mayores dimensiones (véase cuadro 7.1).

La inclusión en la base impositiva municipal tanto de los comercian-
tes establecidos en casas particulares como de los ambulantes fue, po-
siblemente, una de las causas del éxito del impuesto de mercados. Para 
lograr lo primero, se tuvo que entablar una disputa con los propietarios 
de las casas aledañas a los mercados, ya que era costumbre que allí se 
diera cobijo a los comerciantes para vender sus productos a cambio de 
una cuota menor a la que pagaban al ayuntamiento. Desde el perio-
do colonial se habían hecho esfuerzos para combatir esas prácticas por-
que se creía que dichas casas no solo servían como mercados alternos,
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Cuadro 7.1. Impuestos municipales por concepto de mercado en la ciudad de Oaxaca

Año Monto del impuesto

1892 Puestos sin sombra en el interior de los mercados y los de fruta que no ocupen más 
de un metro cuadrado en las calles: 0.03 centavos.

Puestos en sombra de un petate y los de las calles que ocupen más de un metro: 0.06 
centavos.

Puestos en sombra de dos petates: 0.13 centavos.
Intercolumnio en las galeras: 0.13 centavos.
Puestos hasta de un metro cuadrado en los portales: 0.13 centavos.

1894 Cuota diaria en el mercado Porfirio Díaz: 0.07 centavos.
Tiendas del ángulo noreste: 8 pesos mensuales.
Tiendas del ángulo noroeste: 7 pesos mensuales.
Tiendas del ángulo sureste y suroeste: 6 pesos mensuales.

1896 Galeras del mercado La Industria: 0.10 centavos.
Intercolumnios del mercado La Industria: 0.20 centavos.

1908 Comerciantes ambulantes que transporten personalmente sus productos: 0.03 centa-
vos (1ª clase).

Los puestos de frutas, dulces y otros que se establezcan en los portales y los comer-
ciantes ambulantes que transporten sus artículos sobre bestias: 0.06 centa-
vos (2ª clase).

Los puestos del Mercado Porfirio Díaz, La industria, Democracia y Sánchez Pascuas 
y puestos de frutas, dulces o cualquier artículo de primera necesidad esta-
blecidos en zaguanes de casas particulares: 0.07 centavos (3ª clase).

Los puestos de maíz del mercado La Industria: 0.10 centavos (4ª clase).
Puestos con sombras de dos petates (2 metros cuadrados); los puestos en sombra es-

pecial de propiedad particular de más de dos metros cuadrados sobre el 
piso en mercados, calles o demás lugares públicos; los puestos de fruta, 
dulces y otros en los portales y que ocupen un metro cuadrado; y los co-
merciantes ambulantes que transporten sus artículos en carros o carretas: 
0.13 centavos (5a clase).

Fuente: Reglamento para la recaudación de mercados de la ciudad, Oaxaca de Juárez, 1892. ahmco, 
secretaría, documentos empastados, t. 2; Los CC Regidores Guillermo Barriga, Octavio Figueroa e Is-
mael Colmenares proponen se refunden en un solo acuerdo todas las disposiciones municipales rela-
tivas al cobro del impuesto sobre Mercados que constituye la tarifa relativa, Oaxaca de Juárez, 1908. 
ahmco, Secretaría, documentos empastados, exp. 35.

sino porque, sobre todo, funcionaban como espacios de acaparamiento 
de mercancías por parte de los propietarios, lo que elevaba los precios 
al consumidor.47 Solo hasta 1903 se planteó la necesidad urgente de que 

47 Josefa Bustamante de Castellanos pide permiso para hacer que los vendedores am-
bulantes se reconcentren en la plaza, ahmco, Secretaría, documentos empastados, 1874. 
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el impuesto de mercados se aplicara en garitas, mesones y casas parti-
culares, con lo que en realidad no desaparecía el problema, sino que se 
le sacaba provecho en términos fiscales.48 El ambulantaje, por otra par-
te, tampoco se combatió, sino que se aprovechó mejor con el estableci
miento de tarifas diversas y el papel más activo de los cobradores del im-
puesto municipal, ya que la calle se convirtió en parte de su jurisdicción.

A la luz de estos datos, se puede comprender la importancia del im-
puesto de mercado para las finanzas municipales. Como se puede corro-
borar en la gráfica 7.1, la recaudación de este gravamen fue ampliamente 
superior a la de los otros impuestos, e incluso se puede decir que era la 
columna vertebral de la hacienda municipal. En 1894 representó 23.7 % 
de la recaudación total; para 1900, gracias a las reformas emprendidas y 
a la modernización de los espacios comerciales, esa cifra casi se duplicó, 
hasta alcanzar 40.95 %, y se mantuvo en niveles similares hasta finales del 
porfiriato; por ejemplo, en 1910 representó 42.6 % del ingreso.

Los gastos, la modernización material y el endeudamiento 

Los egresos de la hacienda municipal evidencian dos áreas que podemos 
considerar prioritarias para el ayuntamiento. En primer lugar, destacan 
aquellos vinculados con los ramos de seguridad de la ciudad: alumbrado, 
cárceles y hospicio. El alumbrado se financió hasta 1896 con el porcenta-
je del derecho de consumo y portazgo que le correspondía a la corpora-
ción. Sin embargo, de forma gradual el gobierno estatal fue absorbiendo 
ese gasto, quizá porque la dotación del alumbrado público para la capital 
se consideró un asunto de mayor importancia.49 Por lo tanto, este des-
cendió gradualmente hasta 1904 —en 1897 representó 8 % de los egresos 

48 El recaudador de mercados remite una lista de los diversos artículos que entran en 
los mercados públicos con expresión del impuesto que a cada uno corresponde, ahmco, 
Secretaría, documentos empastados, 1903, t. 2, ff. 171-176vta. 

49 Presupuesto de egresos, Oaxaca de Juárez, 1891, ahmco, Secretaría municipal, docu-
mentos empastados, t. 2.
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totales y en 1900 solamente 5 %—. Sin embargo, en 1905 el ayuntamien-
to acordó contribuir con el gobierno del estado para el mantenimiento 
del sistema de alumbrado público mediante la erogación de 7 000 pe-
sos anuales (véase gráfica 7.2), una decisión que pudo ser fruto de las 
gestiones de los hermanos Federico y José Zorrilla, quienes, además 
de concesionarios de la luz eléctrica y miembros de una de las fami-
lias más ricas del estado, fueron presidentes municipales en 1901 y 1904. 

Otro de los renglones destacados en el gasto tiene que ver con la 
manutención de los presos de la cárcel municipal, que a partir de 1890 
quedó en manos del ayuntamiento. Este compromiso significó un dolor 
de cabeza para la corporación ya que se debía alimentar a los presos que 
eran insolventes y a los que estaban destinados a obras públicas. Por si 
esto fuera poco, la población carcelaria aumentaba año con año porque 
allí se recluía a presos de todo el estado de Oaxaca y estos solían de-
clararse insolventes o integrarse a los trabajos de las obras públicas para 
tener alimento gratuito. Ante la obligación de alimentar a los presos in-
solventes, de presidio, de obras públicas e incluso a los reos de otros dis-
tritos, la crisis de la hacienda municipal no se hizo esperar, ya que hacia 
1894 la cárcel absorbía hasta 20 % de los fondos municipales. 

El ayuntamiento buscó los medios para aligerar este gasto, y entre 
1890 y 1895 obtuvo una subvención de 800 pesos del gobierno estatal, 
aunque resultó insuficiente para cubrir el déficit. Por ello, en 1894 intro-
dujo una propuesta más osada: en vista de que el ayuntamiento estaba 
alimentando a los reos de todos los distritos, pidió al gobierno del estado 
que turnara una orden a los jefes políticos para que solicitaran a los pue-
blos la suma que importaba el alimento de sus paisanos. Para el gobier-
no del estado, no obstante, la subvención que otorgaba debía considerar-
se como la aportación de los pueblos, pues ese dinero provenía de las 
contribuciones personales que pagaba la población rural.50 La gráfica 7.2  
muestra un descenso en los egresos hasta 1897, posiblemente atribuible a 

50 El ayuntamiento de la Capital manifiesta las circunstancias en que se encuentra el 
erario del mismo para sufragar sus gastos, Oaxaca de Juárez, 1894, ageo, Gobernación, do-
cumentos sin clasificar.
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la reducción del gasto en este ramo por parte de la corporación, en un 
contexto marcado por el escaso éxito del plan de arbitrios de 1890 y la 
desaparición de las alcabalas en 1896. 

Gráfica 7.2. El gasto municipal en la seguridad de la ciudad, 1892-1910
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Fuente: ahmco, Secretaría municipal, documentos empastados, 1893, t. 1; Cortes de caja mensuales 
de segunda operación, Periódico Oficial, 1894, 1897, 1900 y 1904; ageo, Gobernación, documentos 
sin clasificar, 1895; Santibáñez, Informe presentado por el presidente municipal Amado H. Santibáñez.

La segunda área del gasto municipal se centró en lo que podría de-
nominarse la imagen de la ciudad, e incluyó las inversiones destinadas a 
obras públicas y ornato, es decir, a la modernización material del espacio 
urbano, la dotación de algunos servicios públicos y los trabajos de lim-
pieza y recolección de basura. De estas, el suministro de agua potable re-
presentó el ramo de mayor gasto, ya que implicaba mantener un sistema 
de distribución antiguo que, al mismo tiempo, debía renovarse con nue-
vos materiales y tecnología. No extraña que el gasto destinado a la obre-
ría mayor y al ramo de aguas registrara un incremento constante, con la 
excepción de 1896, año en que la abolición de las alcabalas provocó una 
disminución en esos egresos (gráfica 7.3). Sin embargo, a partir de 1897 
el gasto se recuperó rápidamente, de tal modo que en 1900 representaba 
36 % de los egresos. 
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Un gasto que destaca en la gráfica 7.3 es el de mercados, aunque solo 
en 1894 registró un monto excesivo, lo cual se debió a que en 1892 co-
menzó a edificarse una estructura de fierro y mampostería en la plaza 
del mercado, que estuvo a cargo de la empresa inglesa Read Campbell y 
Cia. Sin duda, esta fue una de las grandes obras modernas de ese perio-
do, y no es casualidad que se le pusiera el nombre de Mercado Porfirio 
Díaz. El costo fue de 122 500 pesos. Dado que el ayuntamiento no conta-
ba con esa cantidad, el gobierno del estado prestó el dinero a cambio del 
compromiso de la corporación de integrar 1 500 pesos mensuales hasta 
saldar su adeudo.51 En 1894 el ayuntamiento trató de amortizar su deuda 
pagando el doble de la cifra comprometida y enajenando el edificio de la 
alhóndiga al gobierno del estado en 17 531 pesos.52 Sin embargo, esto im-
plicó destinar demasiados recursos en una coyuntura en que la hacienda 
no pasaba por su mejor momento. De hecho, la deuda por la construc-
ción de ese inmueble fue imposible de saldar durante el porfiriato.

Como lo demostró el caso de la construcción del edificio para el 
mercado, el ayuntamiento no podía financiar grandes obras públicas, de 
tal modo que el gobierno del estado respaldó económicamente a la cor-
poración, como también lo hizo en otros episodios, al menos actuando 
como aval ante otras instancias. Entre 1900 y 1910, buena parte del di-
nero para financiar la construcción de mercados, la pavimentación y las 
obras de drenaje provino de instituciones de crédito locales, nacionales y 
extranjeras.

En primer término, cabe destacar que el Monte de Piedad jugó un 
papel destacado debido a los bajos intereses que cobraba en comparación 
con las instituciones de crédito que existían en Oaxaca: el Banco Orien-
tal y la sucursal del Banco Nacional.53 En 1905, el ayuntamiento solicitó 

51 Notario Manuel Pérez Ortiz, Oaxaca de Juárez, 28 de marzo de 1893. Archivo 
Histórico de Notarías de Oaxaca (en adelante ahno), ff. 135-146.

52 Notario Juan Varela, Oaxaca de Juárez, 3 de febrero de 1894. ahno, ff. 36-39.
53 Proposición del presidente Municipal para que se reciban en calidad de préstamo los 

$ 9 000 que existen en depósito del Monte de Piedad más los 4 000 que ya tiene tomados 
todo del legado Díaz Ordaz, Oaxaca de Juárez, 1900, ahmco, Secretaría municipal, docu-
mentos empastados, t. 2.
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un préstamo de 10 000 pesos al Banco Nacional para culminar algunas 
obras públicas pendientes, aprovechando que el gerente, Guillermo Este-
va —quien había sido concejal—, gestionó una reducción de los intereses 
por tratarse de una inversión destinada a la ciudad.54 

Gráfica 7.3. Gasto municipal en la imagen de la ciudad, 1892-1910
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Fuente: ahmco, Secretaría municipal, documentos empastados, 1893, t. 1; Periódico Oficial, cortes de 
caja mensuales de segunda operación, 1894, 1897, 1900 y 1904; agepeo, Gobernación, documentos 
sin clasificar, 1895; Santibáñez, Informe presentado por el presidente municipal Amado H. Santibáñez.

Entre 1907 y 1908 el ayuntamiento recurrió nuevamente a los em-
préstitos. Primero contrató con el Banco Oriental 16 000 pesos para 
construir un nuevo mercado público al norte de la ciudad, y en 1908 so-
licitó dos préstamos al gobierno del estado con un interés de 4 %: 30 000 
pesos para edificar otro mercado en la plazuela del Carmen y uno más, 
de 10 000 pesos, para culminar las obras del Hospicio de la Vega.55

A la luz de estos datos se comprende que desde 1904 el egreso por 
concepto de pagos por empréstitos alcanzó la cifra de 7 % del gasto ge-
neral. En 1907, el ayuntamiento destinó 11 % de sus egresos para pagar 
a los bancos y otro 6 % para saldar sus compromisos con el gobierno 

54 El tesorero municipal, por razones que expone, propone se tomen prestados $10 000 
de uno de los bancos de esta capital, Oaxaca de Juárez, 1905, ahmco, Secretaría municipal, 
documentos empastados, t. 3.

55 Emilio Pimentel, Mensaje leído por el C. Lic. Emilio Pimentel, gobernador constitucio-
nal del estado de Oaxaca (Oaxaca: Imprenta del Estado, 1908), 42.
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del estado. Las buenas intenciones de la corporación para amortizar las 
deudas que arrastraba desde 1901 se esfumaron con el declive de la re-
caudación durante los años 1911 y 1912. Los empréstitos solicitados a los 
bancos, especialmente el que se gestionó con el Banco de Oaxaca, fueron 
renovados año tras año y los intereses crecían y se volvía imposible pa-
garlos. Las deudas con el gobierno del estado corrieron la misma suer-
te. Según los opositores al gobernador del estado, para 1910 la deuda de 
la corporación municipal con la tesorería estatal alcanzaba una cifra de 
150 000 pesos, la mitad proveniente del préstamo para la construcción 
del Mercado Porfirio Díaz y la otra mitad por los diversos empréstitos 
gestionados a partir de 1907.56 

Por si esto fuera poco, en 1909 se emprendió la obra pública más 
importante de la ciudad: la introducción de agua potable y saneamiento. 
Como se señaló antes, la hacienda municipal dedicaba una cantidad im-
portante para el mantenimiento de la infraestructura destinada al abas-
tecimiento de agua a la ciudad; sin embargo, la recurrente escasez del lí-
quido llevó a los gobiernos municipal y estatal a plantear la necesidad de 
establecer obras mayores. En ese contexto, en 1895 se produjo un intenso 
debate sobre las mejores vías para financiar dichas obras, pero fue solo 
hasta 1907 cuando el Congreso estatal autorizó al gobierno del estado la 
contratación de un empréstito con la casa Shöndube y Neugeabauer, em-
presa que recurrió al Banco Germánico de la América del Sur para ob-
tener 1 800 000 pesos que el ayuntamiento debía amortizar en 50 años.57

Hacia 1910, las fuentes tradicionales de abastecimiento de agua a la 
ciudad eran insuficientes para cubrir sus necesidades, por lo que pri-
mero se debieron comprar las fuentes de agua conocidas como Mo-
lino de Lazo, una propiedad particular del Valle de Etla por la que el 

56 Proceso de la administración del señor Lic. D. Emilio Pimentel (Oaxaca: s. e., 1910), 34.
57 Documentación relativa a las obras de saneamiento de la ciudad de Oaxaca (Oaxaca: 

Talleres de Imprenta y Encuadernación de Julián Soto, 1911), 38. De hecho, según Leticia 
Gamboa, Oaxaca recurrió tardíamente a este tipo de financiamiento, ya que antes, ciuda-
des como Guadalajara, Monterrey, Mérida y Puebla habían comenzado obras de sanea-
miento e introducción de agua potable. Gamboa Ojeda, «El financiamiento de la urbani-
zación».
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ayuntamiento debió erogar 65 000 pesos. Además, para transportar el vi-
tal líquido se debió establecer una tubería de al menos 15 kilómetros. Si 
bien la red de distribución había avanzado significativamente hacia 1911, 
el gobernador interino calculaba que el empréstito sería insuficiente para 
conectar las casas particulares a dicha red, a menos que los propietarios 
asumieran un costo elevado.58 En el contexto de la Revolución, la intro-
ducción de agua y saneamiento quedó inconclusa hasta que los trabajos 
se retomaron en la década de 1930, y culminaron en la de 1940.59 

Conclusiones 

Hacia finales del siglo xix, los ayuntamientos tenían como tarea funda-
mental la gestión de los intereses locales; es decir, eran instituciones ad-
ministrativas que debían jugar un papel clave en la satisfacción de las ne-
cesidades de la población. En este marco, el ayuntamiento de la ciudad 
de Oaxaca negoció la ampliación de su base fiscal para responder a las 
exigencias de modernización material que experimentaron las urbes a fi-
nales del siglo xix. Esto se reflejó en la formación de un plan de arbi-
trios en 1890 mediante el cual se crearon nuevos impuestos y se reforma-
ron los antiguos para hacerlos más productivos. 

El análisis de los ingresos entre 1890 y 1910 muestra que la creación 
de nuevos arbitrios o impuestos contribuyó gradualmente a la confor-
mación de una hacienda municipal más sólida, en un contexto de ne-
gociaciones con los contribuyentes, especialmente con los propietarios y 
comerciantes. De ese modo, la hacienda municipal se fortaleció con los 
ingresos tradicionales, entre los que destacó el impuesto de mercados, lo 
que propició dos condiciones importantes. La primera consistió en que, 
aunque la hacienda municipal siguió la tendencia de otras haciendas 

58 «Mensaje leído», Periódico Oficial, t. xxxi, núm. 76, 27 de septiembre de 1911, 4.
59 Davinia Calderón, Oaxaca, la ciudad renovada. Historia de los procesos de trans-

formación y crecimiento urbano, 1876-1950 (México: Instituto Mora / Secretaría de Arte y 
Cultura del Municipio de Oaxaca de Juárez, 2022), 319.
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locales de expandir los arbitrios, estos no se convirtieron en la columna 
vertebral de las finanzas, sino que fue necesario reforzar los mecanismos 
de recaudación sobre los gravámenes que eran considerados propios; es 
decir, los propios fueron más importantes que los arbitrios en el caso de 
la ciudad de Oaxaca. 

La segunda condición a resaltar tiene que ver con que la economía 
municipal se sustentó principalmente en impuestos que se cobraban a los 
comerciantes al menudeo, quienes abastecían cotidianamente a la ciudad 
de Oaxaca de diversos productos. En este sentido, aunque el aporte de 
la población rural fue clave para la modernización material de la capital, 
resultó insuficiente para cubrir todas las necesidades de la época, por lo 
que la financiación de la modernización urbana dependió en gran medi-
da del gobierno estatal, que también estaba interesado en mejorar la ima-
gen de la ciudad. 
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Capítulo 8. Amparo fiscal y condueñazgos 
 en Chiapas, 1896-1910

Rocío Ortiz Herrera
Facultad de Humanidades, Universidad de Ciencias y Artes de Chiapas

Introducción

Varios autores han señalado la importancia del juicio de amparo 
en la nueva cultura jurídica que forjó el liberalismo del ochocien-

tos mexicano. Con la publicación del Acta Constitutiva y de Reformas 
de Actas de 1847, el juicio de garantías se introdujo como un derecho de 
todos los habitantes del país, gracias al cual actores de distintos niveles 
sociales pudieron acceder a la justicia federal para enfrentar los actos ar-
bitrarios de las autoridades, incluyendo comunidades enteras que apro-
vecharon los resquicios legales para hacer uso de ese instrumento jurídi-
co. Así, y a diferencia del amparo colonial, el juicio de garantías —ahora 
consignadas en la Constitución— fijó nuevas pautas de diálogo entre el 
poder judicial y la sociedad, toda vez que convirtió a los individuos en 
sujetos de derecho y al Estado en una entidad obligada a protegerlos 
cuando sus derechos fueran vulnerados por los agentes del propio Esta-
do. En la medida en que la Suprema Corte de Justicia (scj) se convirtió 
en la entidad intérprete final de la Constitución y en la encargada de de-
cidir sobre los actos de las autoridades de los estados y municipios, va-
rios estudiosos del tema han sostenido que una de las consecuencias del 
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juicio de garantías fue la centralización del sistema judicial mexicano, a 
pesar de que en la Constitución de 1857 se reconoció la autonomía de los 
tribunales locales.1 

En materia fiscal, el amparo se erigió como un recurso de control 
constitucional que los contribuyentes utilizaron para defender sus de-
rechos individuales. Si bien los abusos en el cobro de impuestos y las 
protestas de los contribuyentes son de vieja data, a partir de la década 
de 1840 el amparo dotó a los causantes de una herramienta legal que el 
propio Estado exactor les proporcionó, ya fuera para dejar de pagar im-
puestos que consideraban injustos por violar las garantías de proporcio-
nalidad y equidad, o en lo relativo al «objeto, sujeto, base, tasa, tarifa y 
época de pago»2 de una contribución, así como para liberarse de multas 
exorbitantes, recargos injustificados o la confiscación de bienes. En ese 
sentido, el juicio de garantías se constituyó en una opción legal que tu-
vieron los contribuyentes para alcanzar la justicia tributaria y defender 
los derechos que la Constitución de 1857 les reconoció en su calidad de 
contribuyentes, sobre todo después de 1879, cuando el juicio contencio-
so-administrativo —la otra forma de reclamar actos arbitrarios de las 
autoridades— fue declarado anticonstitucional. El amparo fiscal se con-
virtió, asimismo, en un instrumento jurídico que utilizó la federación 
para recaudar más recursos sin un alto costo político, pues a pesar de 
la libertad que tenían los estados para establecer sus gravámenes, los 
contribuyentes podían contravenirlos apelando a la justicia federal para 
oponerse tanto a las disposiciones fiscales en sí mismas como a los pro-
cedimientos que los funcionarios locales empleaban para cobrar los im-
puestos. De ese modo, en opinión de varios autores, el juicio de garantías 

1 Véase María José Rhi Sausi, «Derecho y garantías: el juicio de amparo y la moder-
nización jurídica liberal», en Nación, Constitución y Reforma, 1821-1908, coordinado por 
Erika Pani, 120-162 (México: fce / cide / conaculta / inehrm / Fundación Cultural de 
la Ciudad de México, 2010), 120-162; Carlos Becerril Hernández, Centralización judicial y 
desempeño económico. El amparo en materia fiscal en México, 1879-1936 (tesis de doctorado, 
Instituto Mora, México, 2016); Miriam Moreno Chávez, «El federalismo mexicano frente 
al amparo decimonónico: Estado de México y Zacatecas (1857-1882)», Korpus 21 2, núm. 5 
(2022), 321-344.

2 Becerril Hernández, Centralización judicial, 286.
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habría contribuido al proceso de centralización fiscal que impulsó el Es-
tado mexicano en esos años, sobre todo durante el porfiriato, cuando el 
sistema fiscal del país logró consolidarse.3 

En el caso de Chiapas, no existen estudios en los que se analicen los 
alcances del amparo fiscal, a pesar de que en las últimas décadas del si-
glo xix y los primeros años del xx se interpusieron demandas para elu-
dir el pago de varios impuestos. Uno de ellos fue el gravamen sobre las 
fincas rústicas mancomunadas o condueñazgos. En el estado, estas fin-
cas abarcaban al menos cuatro tipos de propiedades: fincas que pertene-
cían a familiares o a varios herederos, fincas en manos de campesinos 
comuneros, terrenos adquiridos por vecinos de un pueblo para el usu-
fructo común de sus hijos y propiedades pertenecientes a varios indivi-
duos con lazos comerciales.4 En la frontera de Chiapas con Guatemala, 
específicamente en Comitán, la mayor parte de las fincas mancomunadas 
se conformaron como propiedades pertenecientes a familiares o comer-
ciantes bajo un dominio imperfecto, es decir, una forma de propiedad  
en la que no existía claridad sobre la parte que correspondía a cada uno 
de los condueños.5 Todas esas formas de copropiedad estuvieron exentas 
de impuestos durante buena parte del siglo xix, hasta que en 1895 en-
frentaron por primera vez la presión fiscal por parte del estado chiapa-
neco. En ese año, el congreso local publicó la Ley de Rentas Municipales 
del Estado de Chiapas, la cual obligó a los propietarios de mancomu-
nidades a pagar un impuesto municipal con una tasa de 12 % sobre la 
propiedad, un monto mucho mayor que el aplicado a las fincas rústi-
cas. La alta tasa que se fijó al impuesto a las mancomunidades o fincas 

3 Becerril Hernández, Centralización judicial; Fernando Soria Soria, Finanzas públicas 
y fiscalidad. Campeche, estudio de la evolución de los ingresos, ejecución del presupuesto de 
gastos y controversias de amparo, 1858-1916 (tesis de doctorado, ciesas, México, 2020).

4 Miguel Ángel Sánchez Rafael, Coacción y convergencias políticas. La Hacienda públi-
ca y la administración fiscal en Chiapas, 1824-1913 (tesis de doctorado, Colmich, Zamora, 
2022); Armando Méndez Zárate, «Dinámicas de la propiedad en Chiapas: los condueñaz-
gos de Comitán, 1885-1939», Historia Mexicana 71, núm. 3 (2022), 1235-1270. 

5 Méndez Zárate, «Dinámicas de la propiedad».
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proindivisas ocasionó el descontento de algunos propietarios y la búsque-
da del juicio de amparo para evadir ese pago.

En este trabajo pretendemos aportar elementos que permitan com-
prender la relación entre los contribuyentes de fincas mancomunadas, el 
aparato tributario y la justicia federal. A través de los juicios de amparo 
que interpusieron diversos condueños de Tapachula, Ocosingo y Tuxtla 
Gutiérrez, se mostrará lo complicado que resultó fiscalizar las propieda-
des mancomunadas y la forma en que los contribuyentes pretendieron 
o bien evadir el gravamen a las fincas proindivisas o defenderse de las 
arbitrariedades que llegaron a cometer algunos funcionarios municipales 
a la hora de cobrar el gravamen. Mediante los argumentos legales que 
los copropietarios emplearon en las demandas, se buscará determinar los 
agravios que enfrentaron, ya sea por el cobro del impuesto a la propie-
dad mancomunada —a causa de su desproporción e inequidad— o por 
los procedimientos que las autoridades emplearon para hacer efectivo su 
pago —irretroactividad de la ley, fundamentación legal del procedimien-
to, penas y multas exorbitantes o confiscación de bienes—, además de 
la legislación que impugnaron y los artículos de la Constitución de 1857 
que consideraron violentados. Por el lado de los ediles, se analizarán las 
estrategias argumentativas que usaron para forzar a los copropietarios a 
pagar el impuesto que se fijó a la propiedad mancomunada. Asimismo, 
se buscará establecer en qué sentido el amparo se convirtió efectivamente 
en un instrumento de control constitucional para la defensa de las garan-
tías individuales de los condueños y si la federación ejerció o no un cen-
tralismo judicial en los casos de estudio. Por último, se analizará en qué 
grado el estado chiapaneco logró favorecer la formación de propiedad in-
dividual, ya que este fue uno de los principales objetivos del impuesto 
que se fijó a las mancomunidades.
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Los condueñazgos o mancomunidades: el problema de la 
fiscalización de la propiedad proindivisa

Una de las principales dificultades que enfrentaron los gobiernos chiapa-
necos del siglo xix fue la de fijar un impuesto a los condueñazgos. Los 
copropietarios, en la mayoría de los casos, no tenían claridad acerca de 
la extensión de sus posesiones y, por lo mismo, resultaba difícil calcu-
lar el monto del impuesto que debía pagar cada uno de ellos. La única 
forma en que la hacienda estatal logró establecer un impuesto a la man-
comunidad fue obligando a los condueños a delimitar sus propiedades, 
en un tiempo perentorio, para de ese modo poder realizar el cobro del 
impuesto. Pero ¿qué eran los condueñazgos o mancomunidades?, ¿cuál 
era la situación que guardaban en Chiapas y por qué representaban un 
problema para su fiscalización? La palabra «condueñazgo» se importó 
de España y su uso fue común entre la sociedad novohispana y la del 
siglo  xix, aunque ni en la legislación indiana ni en la del México deci-
monónico se hizo referencia a ese término como una figura jurídica  
—solo aparece el término condueño—, pues se trataba de una forma de 
tenencia de la tierra, es decir, de una práctica concreta que realizaban las 
personas en el campo. De esa manera, el vocablo se utilizó de forma co-
rriente para denominar un bien inmueble que era poseído en calidad de 
propiedad privada por varios individuos o condueños, sin que ello signi-
ficara un modelo de propiedad determinado, ya que de hecho existieron 
distintas formas de copropiedad.6 

Un tipo de condueñazgo fue la propiedad privada unipersonal. Esta 
consistía en una posesión amparada en un título a nombre de una sola 
persona —título primordial—, cuyos herederos la subdividieron de ma-
nera informal y la transmitieron de generación en generación sin reali-
zar los traslados de dominio correspondientes. Esta clase de propiedad 
dio origen a rancherías e incluso a pueblos, y aunque generalmente 

6 Juan Carlos Pérez Castañeda, «Los condueñazgos en México durante el siglo xix», 
Signos Históricos 20, núm. 40 (2018). 
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pertenecía a mestizos y criollos, fue también utilizada por indígenas para 
hacer frente a las disposiciones desamortizadoras.

Otra forma de condueñazgo fueron las copropiedades civiles. Estas 
se caracterizaron por la existencia de una relación jurídica entre varios 
propietarios o condueños a quienes se les confería el dominio pleno so-
bre un inmueble, sin que por ello se convirtieran en dueños de una parte 
definida de la propiedad. Este tipo de posesión cumplió con varios ob-
jetivos. Por un lado, sirvió para recuperar o asegurar el acceso común a 
la tierra por parte de campesinos comuneros o, en el caso de condueños 
que poseían grandes extensiones de tierra, para disminuir cargas fiscales 
Un tercer tipo de condueñazgo que se formó en México, a partir de la 
segunda mitad del siglo xix, fue la propiedad privada societaria, es de-
cir, un bien inmueble rústico que se transfería a una sociedad o persona 
moral. Este tipo de copropiedad fue utilizado por campesinos comune-
ros para aparentar que individualizaban sus tierras comunales al poner-
las en manos de una figura asociativa, pero manteniéndolas indivisas, o 
también como un modo de adquirir personalidad jurídica para defender 
sus posesiones, sobre todo después de la promulgación de la Ley Lerdo 
del 25 de junio de 1856, la cual incapacitó a las corporaciones civiles para 
adquirir o administrar bienes raíces por sí mismas. 

Por último, existían las sociedades civiles, mercantiles y cooperati-
vas, las cuales se conformaban con el capital que aportaba cada uno de 
los socios o accionistas para adquirir algún bien inmueble, y el dominio 
pleno de dicho capital se transmitía a la sociedad. Las superficies que 
formaban parte de las sociedades no se fraccionaban, pero podían ser 
enajenadas y divididas, a diferencia de las tierras comunales, que eran in-
alienables e indivisibles.7

Para el caso de Chiapas, apenas en algunos estudios se ha comen-
zado a identificar el número de condueñazgos que existían y el tipo 
de propiedad que constituían. Armando Zárate, por ejemplo, identifi-
có al menos 33 condueñazgos en la zona de Comitán, algunos de ellos 
registrados con actas notariales y otros documentados por medio de 

7 Pérez Castañeda, «Los condueñazgos».
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referencias localizadas en los juzgados de Primera Instancia de Comitán 
y San Cristóbal de Las Casas. De acuerdo con el autor, los condueñaz-
gos que contaban con actas notariales fueron resultado de la «acción de-
liberada» de los condueños, quienes decidieron adquirir y poseer un bien 
inmueble en común, a diferencia de los condueñazgos de facto, que man-
tenían la tierra indivisa sin ninguna formalización notarial, ya fuera por 
desconocimiento o por negligencia de los propietarios. Los condueñaz-
gos de Comitán —reconocidos por sus propietarios como «mancomu-
nidades»— no tenían la finalidad de conservar el uso común de la tie-
rra, sino que sirvieron para mantener propiedades particulares de forma 
indivisa. Los condueños de esas posesiones, cuyo número variaba desde 
dos hasta 24 y poseían entre cinco y 2 000 hectáreas, tenían intereses co-
merciales comunes o bien pertenecían originalmente a una familia que 
transmitió la propiedad en herencia a las sucesivas generaciones y pos-
teriormente se integraron propietarios externos.8 Esta última forma de 
condueñazgo fue la que se estableció también en los municipios de Tux-
tla Gutiérrez, Tapachula y Ocosingo, que se analizarán en este trabajo. En 
esos casos, la falta de división de límites internos fue la principal razón 
que dificultó el cobro del impuesto predial durante casi todo el siglo xix. 

El impuesto predial a las fincas mancomunadas o condueñazgos 

Antes de analizar los juicios de amparo que interpusieron algunos con-
dueños de los municipios mencionados, es necesario explicar cómo sur-
gió el impuesto a las mancomunidades en Chiapas. El antecedente co-
lonial inmediato de los impuestos sobre la tierra o predial se localiza 
en la «pensión de casas o fincas» decretada por las Cortes de Cádiz en 
1811, adicional al diezmo que los hacendados entregaban a la Iglesia en 
función de sus cultivos y ganado. Esta contribución directa tenía como 
propósito afrontar la crisis financiera de la Real Hacienda derivada 
de los conflictos entre realistas e insurgentes. Tanto los propietarios de 

8 Méndez Zárate, «Dinámicas de la propiedad», 1235-1270. 
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viviendas en alquiler como los inquilinos estaban sujetos a este gravamen 
y, al principio, su recaudación resultó exitosa, en gran parte debido a los 
esfuerzos realizados por las juntas de arbitrios en ciudades, pueblos y vi-
llas.9 Posteriormente, con la independencia de México, los primeros go-
biernos republicanos, inspirados en el Código Napoleónico, que concebía 
la propiedad como un bien intrínsecamente individual, establecieron un 
impuesto aplicable a propiedades rústicas y urbanas. Cada individuo que 
contara con una propiedad privada estaba obligado a cubrir ese impues-
to.10 Sin embargo, a pesar de los intentos de instrumentarlo a partir de 
1836, la ausencia de padrones y catastros complicó su ejecución. En Ve-
racruz, se procuró instaurar el impuesto a propiedades rústicas y urbanas 
con distintos objetivos a lo largo del tiempo. Inicialmente (1830-1850), se 
buscó beneficiar las finanzas municipales; más tarde se aspiró a incre-
mentar los impuestos directos, en línea con lo estipulado en la Constitu-
ción de 1857, y entre 1880 y 1890 se enmarcó dentro de los esfuerzos por 
abolir derechos de consumo, principalmente los alcabalatorios. Las pro-
piedades no individualizadas, como las tierras comunales de los pueblos 
y los condueñazgos, quedaron exentas de esta fiscalización. Ante ello, 
una estrategia que los gobiernos de Veracruz adoptaron para aumentar 
los ingresos de la hacienda estatal fue promover la fragmentación de la 
propiedad comunal, mientras que, en Michoacán, con el mismo objetivo 
las autoridades otorgaron incentivos a los comuneros que decidieran di-
vidir sus tierras, los cuales consistieron en exenciones fiscales temporales 
o permanentes para propiedades valoradas en menos de 100 pesos.11 

9 José Antonio Serrano Ortega, Igualdad, uniformidad, proporcionalidad. Contribucio-
nes directas y reformas fiscales en México, 1810-1846 (México: Instituto Mora / Colmich, 
2007), 26-31.

10 Margarita Menegus Bornemann, «La fiscalidad y la propiedad en Oaxaca en el siglo 
xix», en Cambio institucional y fiscalidad. Mundo hispánico, 1760-1850, editado por Michel 
Bertrand y Zacarías Moutoukias, 255-267 (Madrid: Casa de Velázquez, 2018), 255-267. 

11 Yovana Celaya Nández, «El impuesto a fincas rústicas y urbanas en el siglo xix ve-
racruzano: reformas, contribuyentes y catastro», en Legislación fiscal y conflicto: actores, 
entornos y administración hacendaria en México, siglos xix y xx, coordinado por María 
Eugenia Romero Ibarra y María del Ángel Molina Armenta, 107-163 (México: unam, 
2020), 107-163. 
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En Chiapas, como en otras entidades del país, el impuesto sobre 
fincas rústicas o predial comenzó a cobrarse a partir de 1836, con una 
tasa de tres al millar sobre el valor de la propiedad. El propósito de este 
impuesto directo, que fiscalizaba la riqueza de los contribuyentes, fue el 
de ampliar la base gravable, así como superar la dependencia que tenía 
la hacienda estatal del impuesto per cápita. El cobro de la contribución 
no fue una tarea fácil. Los finqueros se negaban a proporcionar infor-
mación fidedigna acerca de sus cultivos o ganado, además de que se 
carecía del personal administrativo necesario y de un padrón que die-
ra cuenta exacta del número de propiedades, su extensión y su capaci-
dad productiva.12 Debido a esas dificultades, la contribución sobre fincas 
rústicas dejó de cobrarse algunos años, hasta que en 1880 se restableció 
con una tasa de 15 al millar sobre el valor de la propiedad —en 1892 
la tasa se redujo a seis al millar—. A partir de entonces este gravamen 
comenzó a ser redituable para las finanzas públicas, a tal grado que se 
convirtió en la principal fuente de ingresos del erario estatal.13

En un inicio se exentó a las fincas mancomunadas o condueñazgos 
del pago de fincas rústicas. Como se dijo, los gobiernos de esos años 
consideraron la propiedad como necesariamente individual y base del 
progreso económico y de la fiscalidad. En consecuencia, tanto la propie-
dad comunal como la particular proindivisa quedaron fuera de la órbita 
hacendaria. Fue hasta el último decenio del siglo xix cuando el entonces 
gobernador, Emilio Rabasa, en congruencia con el principio de generali-
dad, decretó la Ley de Catastros de 1892, la cual incluyó las fincas man-
comunadas o proindivisas como sujetos de fiscalización, junto con otras 
propiedades que anteriormente no pagaban impuestos, como las fincas 
rústicas establecidas en tierras de ejido o los baldíos que habitaban en al-
guna finca y poseían terrenos con fines ganaderos. De todos los tipos de 
propiedad, las mancomunidades eran las más difíciles de fiscalizar, prin-
cipalmente por el desconocimiento que tenían los condueños de los lími-
tes de sus terrenos y la imposibilidad de manifestar su propiedad ante las 

12 Sánchez Rafael, Coacción y convergencias, 227-230.
13 Sánchez Rafael, Coacción y convergencias, 303-320.
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juntas calificadoras de los departamentos. Aun así, comenzó a cobrarse el 
impuesto a las fincas proindivisas, aunque con escasos resultados en un 
inicio. Debido a ello, el 28 de diciembre de 1895, el gobernador Francisco 
León emitió un nuevo decreto que ordenaba que el gravamen a las fin-
cas mancomunadas pasara a formar parte de las arcas de los municipios 
cabecera. La resolución de los legisladores, en parte, se debía a la necesi-
dad de compensar los ingresos de los ayuntamientos, ya que apenas unos 
años atrás —entre 1892 y 1893—, los cuerpos edilicios no solo habían 
perdido la facultad de diseñar sus planes de arbitrios, sino que además 
se habían suprimido las alcabalas y eliminado el derecho de los ayunta-
mientos de cobrar el impuesto por destilación de aguardiente.14

El nuevo impuesto sobre fincas proindivisas a favor de las arcas mu-
nicipales obligó a los ayuntamientos a formar un padrón de las fincas 
mancomunadas, a cobrar la contribución y a embargar las propiedades 
en caso de que los condueños se resistieran a realizar el pago. Si los fun-
cionarios municipales incumplían con la recaudación del gravamen, el 
decreto establecía una multa de 25 a 100 pesos, de ahí que los munícipes 
no escatimaran esfuerzos para obligar a los copropietarios a cumplir con 
la obligación. La tasa que se fijó al gravamen fue de 12 al millar, el doble 
de lo que tributaban las fincas rústicas de un solo propietario.15 Al pare-
cer, la intención del Congreso estatal de fijar tan elevada tasa fue favo-
recer la división de las mancomunidades, para de esa manera ampliar el 
número de propietarios únicos y obtener ingresos por la vía del impues-
to a fincas rústicas.16

De acuerdo con el decreto del 28 de diciembre de 1895, el impuesto 
a las mancomunidades debía ser pagado por tercios adelantados en las 
tesorerías correspondientes, y los copropietarios estaban obligados a ma-
nifestar sus posesiones ante el presidente municipal cada tres años, de 
lo contrario pagarían una multa de 20 a 200 pesos. La base para cobrar 
el impuesto sería el capital con que cada finca proindivisa apareciera en 

14 Sánchez Rafael, Coacción y convergencias, 320-323.
15 Sánchez Rafael, Coacción y convergencias, 324-325.
16 Sánchez Rafael, Coacción y convergencias, 324-325.
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el catastro del estado. En cuanto a las fincas rústicas que formaran par-
te de una herencia y no estuvieran divididas, el artículo 9 estableció que 
los propietarios debían pagar el impuesto después de dos años a partir de 
la muerte del otorgante de la herencia. Asimismo, el artículo 12 estableció 
que, en el caso de que una finca proindivisa se dividiera entre los copro-
pietarios, debía darse aviso por escrito al presidente municipal respectivo 
para que dejaran de pagar el impuesto de mancomunidades. Finalmente, 
el artículo 11 ordenó que los propietarios que se constituyeran en sociedad 
agrícola quedaban exceptuados de pagar el impuesto de las propiedades 
de dominio común.17 

No se sabe cuántos condueños delimitaron sus terrenos para des-
hacer la mancomunidad o formaron sociedades agrícolas para eludir el 
pago del gravamen; lo cierto es que, en la década de 1910, la contribu-
ción por fincas proindivisas generaba algunos ingresos para los munici-
pios de Comitán, San Bartolomé y Tonalá —entre 13 y 20 % de los ingre-
sos totales—, en contraste con Tuxtla y Tapachula, donde la recaudación 
por el gravamen era mínima.18 Quizás fue esa la razón por la que los 
ayuntamientos de estos dos últimos municipios se esforzaron en exigir el 
pago del impuesto a varios dueños de propiedades de dominio común, 
como veremos a continuación.

El amparo de Teodomiro Palacios por la finca Salinas de Salpuapa, 
del municipio de Tapachula

El primer juicio de amparo que analizaremos es el que interpuso Teodo-
miro Palacios, propietario de la finca rústica Salinas de Salpuapa, situada 
en los límites de un terreno mancomunado denominado El Guamuchal, 

17 Amparo promovido por Teodomiro Palacios contra actos del presidente municipal 
de Tapachula, Tapachula, 20 de julio de 1896, Archivo Histórico del Poder Judicial de la 
Federación / Casa de la Cultura Jurídica (ahpjf/ccjch), Fondo Amparos, 1895-1896, caja 
26, exp. 46.

18 Sánchez Rafael, Coacción y convergencias, 324.
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en el municipio de Tapachula del entonces departamento de Soconusco.19 
El juicio inició en julio de 1896, tan solo unos meses después de haberse 
decretado el impuesto sobre fincas mancomunadas a favor de los muni-
cipios cabecera. El demandante presentó una denuncia ante el Juzgado 
de Distrito de Chiapas en la que acusaba al ayuntamiento de Tapachula 
y a su tesorero por el cobro de 36 pesos correspondientes al segundo ter-
cio del impuesto de fincas mancomunadas, además de una multa de 200 
pesos por la falta de manifestación de su propiedad. Palacios fundaba su 
queja en el hecho de que la finca Salinas de Salpuapa no pertenecía a 
los terrenos de la mancomunidad, sino que era una propiedad particu-
lar heredada de sus padres, razón por la cual había realizado el pago del 
impuesto de fincas rústicas al erario estatal. Consideraba que las autori-
dades municipales violaban las garantías individuales expresadas en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución federal de 1857. En primer lugar, por-
que se le aplicaba una ley que no correspondía a su caso, puesto que su 
finca no pertenecía al mancomún —según su propio testimonio— y, en 
segundo lugar, porque se le exigía el pago de un impuesto del que no era 
causante, lo que implicaba una «molestia» a su persona.20 

Desde un inicio, el señor Palacios exhibió un documento emitido 
por el catastro del estado que certificaba los pagos realizados por la con-
tribución de fincas rústicas. No obstante, el tesorero municipal, haciendo 
caso omiso y sirviéndose de la facultad económica coactiva, requirió al 
señor Palacios, en dos ocasiones, el pago del impuesto por fincas manco-
munadas y de la multa correspondiente. Al no obtener una respuesta fa-
vorable, la tercera vez lo amenazó con embargar la propiedad. De acuer-
do con el presidente municipal de Tapachula, todos los condueños de El 
Guamuchal habían manifestado sus propiedades y habían cubierto el gra-
vamen de fincas mancomunadas con excepción del demandante, cuando 

19 Amparo promovido por Teodomiro Palacios contra actos del presidente municipal 
de Tapachula, Tapachula, 20 de julio de 1896, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1895-1896, 
caja 26, exp. 46.

20 Amparo promovido por Teodomiro Palacios contra actos del presidente municipal 
de Tapachula, Tapachula, 20 de julio de 1896, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1895-1896, 
caja 26, exp. 46.
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era «público y notorio», según dijo el funcionario, que la finca Salinas de 
Salpuapa le pertenecía al quejoso en mancomunidad junto con otras per-
sonas: Lázaro Castañeda, Manuel Ortega y las testamentarias de Carlos y 
Sebastián Escobar.21 

De esa manera, y para evitar que la finca fuera incautada, el señor 
Palacios decidió pagar a la tesorería municipal, en calidad de depósito, 
la cantidad que se le exigió, en tanto el Juzgado de Distrito y la Suprema 
Corte de Justicia (scj) emitían su resolución. En ese trayecto, el ayunta-
miento, de forma extemporánea según el apoderado de Palacios, solicitó 
al Juzgado de Distrito la presentación de testigos. Algunos de ellos eran 
parientes del denunciante, por lo que las autoridades municipales espe-
raban que ellos confirmaran su hipótesis de que la finca Salinas de Sal-
puapa pertenecía a El Guamuchal. Sin embargo, el primer testigo, Ma-
nuel Antonio Fuentevilla, pariente consanguíneo de Teodomiro Palacios, 
confesó que no tenía conocimiento de que la finca Salinas de Salpuapa 
formara parte del terreno mancomunado. Otro testigo aseguró que la 
finca en cuestión no estaba dentro del área mancomunada de El Guamu-
chal y que entre ambas propiedades había incluso una distancia de seis 
a siete leguas. Lázaro Castañeda, por su parte, quien también tenía lazos 
de parentesco con Teodomiro Palacios, refirió que desconocía si la finca 
Salpuapa se localizaba en el mancomún. Lo mismo atestiguó Manuel Or-
tega. Solamente un testigo, Manuel de J. Rodas, también pariente consan-
guíneo del quejoso, expresó que había escuchado que la finca Salpuapa 
pertenecía en mancomún a Teodomiro Palacios y a los señores Escobar.22

Así, con excepción del último testimonio, los testigos que compare-
cieron en el juzgado no lograron asegurar que la finca Salinas de Salpua-
pa formara parte del mancomún. Las autoridades municipales tampo-
co pudieron rebatir las pruebas que más tarde presentó el propio señor 

21 Amparo promovido por Teodomiro Palacios contra actos del presidente municipal 
de Tapachula, Tapachula, 20 de julio de 1896, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1895-1896, 
caja 26, exp. 46.

22 Amparo promovido por Teodomiro Palacios contra actos del presidente municipal 
de Tapachula, Tapachula, 20 de julio de 1896, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1895-1896, 
caja 26, exp. 46.
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Palacios, que consistían en la documentación que demostraba la propie-
dad de su finca, las medidas que de esta se habían realizado y el plano 
que especificaba sus colindancias y mojoneras. A las declaraciones de los 
testigos y la documentación presentada por el demandante, se sumaba el 
certificado expedido por el colector del departamento del Soconusco, que 
demostraba que la finca Salinas de Salpuapa no era proindivisa y que, 
por lo tanto, estaba sujeta al pago del impuesto de fincas rústicas a favor 
de la hacienda estatal. El apoderado de Teodomiro Palacios alegó, inclu-
so, que, aunque la finca Salpuapa estuviera sujeta a una mancomunidad, 
no podía aplicarse al quejoso la ley del 28 de diciembre de 1895, ya que 
el artículo 13 de dicha norma se refería a la sanción a la que estarían su-
jetos los condueños que, al manifestar sus fincas proindivisas, omitieran 
los datos generales del manifestante o de la propiedad —como la locali-
zación exacta y el nombre de la finca, entre otros—, pero no contempla-
ba sanción alguna por la falta absoluta de manifestación. 

Por lo tanto, y tomando en cuenta que la facultad económica coac-
tiva procedía solamente en caso de que la deuda fuera líquida, bien de-
terminada y legalmente procedente, y que de acuerdo con el artículo 3º 
de la ley del 28 de diciembre de 1895, que establecía la obligación de los 
dueños de manifestar las fincas que se encontraran en mancomunidad y 
no a los que no se encontraban en ellas, el juez de distrito, y posterior-
mente la scj, consideraron violados los artículos 14 y 16 constitucionales 
y resolvieron amparar al quejoso.23

En este caso, las pruebas que presentó el dueño de la finca Salpua-
pa fueron determinantes para demostrar que su propiedad no formaba 
parte del mancomún, por lo que no estaba sujeta al pago del impuesto a 
fincas proindivisas. Por otra parte, resulta evidente que el ayuntamiento 
de Tapachula y su tesorero estuvieron dispuestos a imponer sanciones y 
ejercer la facultad económica coactiva para obtener más ingresos munici-
pales, aun sin contar con las pruebas necesarias que fundaran una acción 

23 Amparo promovido por Teodomiro Palacios contra actos del presidente municipal 
de Tapachula, Tapachula, 20 de julio de 1896, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1895-1896, 
caja 26, exp. 46.
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de esa naturaleza. Quizá la hipótesis que elaboraron los munícipes acer-
ca de que la finca Salpuapa formaba parte del condueñazgo se basó en  
el hecho de que Teodomiro Palacios tenía lazos de parentesco con al-
gunos de los condueños de El Guamuchal, por lo que supusieron que 
era un integrante de la familia que originalmente heredó el terreno. De 
cualquier forma, lo anterior es una muestra de la problemática que pre-
sentaba la fiscalización de algunas fincas de dominio común debido a la 
indivisión de los terrenos, lo que originó confusiones con respecto a las 
propiedades colindantes, sobre todo cuando los dueños de estas últimas 
compartían lazos familiares con los propietarios de los condueñazgos. 

Este juicio de amparo pone también de manifiesto que la ley del 28 
de diciembre de 1895 y la Ley de Catastros de 1892, que tuvieron la fi-
nalidad de fiscalizar las fincas mancomunadas, orillaron a condueñazgos 
como El Guamuchal a subdividir las porciones de terreno de los copro-
pietarios, sin que ello significara la desarticulación de la mancomunidad. 
De esa manera, los propietarios lograron garantizar el acceso común a la 
tierra y a los recursos naturales, aun cuando tuvieran que pagar la eleva-
da tasa de 12 al millar. Sin embargo, cabe también la posibilidad de que 
la finca Salinas de Salpuapa, en realidad, sí formara parte de El Guamu-
chal y que, para evadir el impuesto que se fijó a las fincas proindivisas, 
Teodomiro Palacios optó por separarse y registrar su propiedad en el ca-
tastro estatal de fincas rústicas. Esto puede deducirse de los testimonios 
de las personas que comparecieron, puesto que solamente una de ellas 
afirmó que la finca no formaba parte del mancomún. 

El amparo de José Cleofas Ordóñez en contra del tesorero 
municipal de Ocosingo por el embargo de la finca Santa Rosa

A diferencia del caso anterior, el juicio de amparo que tramitó José 
Cleofas Ordóñez fue sobreseído o suspendido, pues se comprobó que el 
quejoso trataba de evadir el pago de la contribución a las mancomuni-
dades y, además, porque la demanda fue presentada fuera del periodo 
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establecido por la ley. El juicio inició en septiembre de 1908, cuando el 
señor Ordóñez acusó al tesorero municipal por haberle sido embargados 
los terrenos proindivisos de la finca Santa Rosa, localizada en el muni-
cipio de Ocosingo, con el propósito de asegurar el pago de la contribu-
ción a las fincas mancomunadas. El demandante era heredero de Juana 
Sánchez y de Cesáreo Ordóñez, fallecidos el 9 de enero de 1854 y el 25 
de octubre de 1885, respectivamente. Después de la muerte de ambas 
personas, los terrenos de la finca Santa Rosa, junto con otra propiedad, 
Suschila, permanecieron indivisos debido a la falta de juicios testamen-
tarios que los representantes de la sucesión, por morosidad, no habían 
realizado.24 De hecho, la propiedad se mantenía en litigio desde 1896. El 
señor Ordóñez consideraba que el embargo de su finca por parte del te-
sorero municipal vulneraba las garantías consagradas en el artículo 14 de 
la Constitución federal, referente a la no retroactividad de la ley, puesto 
que los autores de la herencia habían fallecido mucho antes de 1895, año 
en el que se creó el impuesto a las fincas proindivisas.25 El demandan-
te también sostuvo que las acciones del tesorero violaban el artículo 16 
constitucional debido a las molestias que significaba para su persona la 
imposición de un procedimiento sin fundamento legal. Ordóñez alegó, 
además, que el embargo de la finca se había llevado a cabo cuando él se 
encontraba ausente del lugar en que se verificó el acto, por lo que se vio-
laba el artículo 745 del Código de Procedimientos Federales.26

En el informe que el tesorero rindió para dar respuesta a la demanda 
dejó en claro que la deuda de las fincas Santa Rosa y Suschila, que as-
cendía a un total de 1 634.92 pesos, la había contraído la señora Tiburcia 

24 Amparo promovido por José Cleofas Ordoñez contra el tesorero municipal de 
Ocosingo del departamento de Chilón, Comitán, 9 de septiembre de 1908, ahpjf/ccjch, 
Fondo Amparos, 1908, caja 84, exp. 45. 

25 Recordemos que el artículo 9 del decreto de 1895 establecía que los propietarios de 
fincas rústicas que formaran parte de una herencia y no estuvieran adjudicadas, debían pa-
gar el impuesto de fincas mancomunadas después de dos años a partir de la muerte del 
autor de la herencia.

26 Amparo promovido por José Cleofas Ordoñez contra el tesorero municipal de 
Ocosingo del departamento de Chilón, Comitán, 9 de septiembre de 1908, ahpjf/ccjch, 
Fondo Amparos, 1908, caja 84, exp. 45.
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González, quien aparecía registrada en el catastro como dueña de las 
propiedades. También aclaró que el señor Amado Castellanos había sido 
notificado del adeudo de ambas fincas —desde 1903 hasta 1908—, co-
rrespondiente al impuesto sobre fincas mancomunadas, por ser el propio 
señor Castellanos quien había realizado los pagos de los años anteriores, 
el último de ellos en 1902. En lo referente al embargo, el tesorero muni-
cipal justificó la facultad económica coactiva, consignada en la ley de 18 
de diciembre de 1903, en el hecho de que no se había realizado el juicio 
sucesorio para adjudicar los terrenos de las fincas, razón por la cual estos 
se encontraban en mancomunidad y, por lo tanto, sujetos al pago del im-
puesto correspondiente. Es decir, si las fincas Santa Rosa y Suschila esta-
ban mancomunadas y habían transcurrido los dos años que el decreto de 
28 de diciembre de 1895 concedía para llevar a cabo la adjudicación a los 
herederos, y si los juicios sucesorios no se habían verificado, la manco-
munidad se encontraba en calidad de herencia indivisa y, en consecuen-
cia, se regía por el decreto de 1895.27 

La denuncia fue presentada ante el juez de distrito, pero esta vez la 
resolución no favoreció al denunciante. El juez advirtió que el procedi-
miento llevado a cabo por el tesorero municipal estaba fundado en el de-
creto de 28 de diciembre de 1895 y que, por lo tanto, podía aplicarse la 
facultad económico-coactiva consistente en la incautación de una parte 
de los terrenos de Santa Rosa, para de esa manera liquidar el adeudo que 
tenían los copropietarios por el impuesto a las fincas mancomunadas. En 
su resolución, el juez solicitó la suspensión del embargo con la condi-
ción de que el señor Ordóñez depositara la cantidad a la que ascendía 
el adeudo del impuesto que cobraba la oficina exactora. Ordóñez, incon-
forme con el veredicto, insistió en la irretroactividad de la ley y pidió 
que su caso fuera revisado por la scj. Mientras tanto, el ministerio pú-
blico también ofreció su punto de vista. Afirmó que la retroactividad que 
alegaba el señor Ordóñez no tenía lugar debido a que el señor Amado 

27 Amparo promovido por José Cleofas Ordoñez contra el tesorero municipal de 
Ocosingo del departamento de Chilón, Comitán, 9 de septiembre de 1908, ahpjf/ccjch, 
Fondo Amparos, 1908, caja 84, exp. 45. 
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Castellanos y también la señora Tiburcia Sánchez, viuda de Ordóñez, ha-
bían realizado el pago del impuesto sobre fincas mancomunadas de los 
terrenos de Santa Rosa y Suschila desde 1898 hasta 1902, motivo por el 
cual la retroactividad era inexistente y, por lo tanto, no procedía el am-
paro. Más aún, el ministerio público puso en evidencia que el acto de 
embargo que reclamaba el demandante tenía fecha de 7 de julio de 1908 
y que el amparo había sido solicitado el 8 de septiembre del mismo año, 
es decir, dos meses después de la fecha de ejecución. En ese sentido, de  
acuerdo con el inciso 4 de la fracción v del artículo 774 del Código  
de Procedimientos Civiles Federales, el amparo resultaba procedente con-
tra actos administrativos siempre y cuando se reclamaran dentro de los 
15 días siguientes a la fecha de ejecución; de lo contrario, el juicio que-
daba sobreseído, según lo establecía también la fracción iii del artículo 
812 del Código de Procedimientos Civiles del Estado. Es decir, el amparo 
había sido solicitado fuera del término de ley.28 

No obstante, la demanda fue enviada a la scj para su atención. Pero 
la sentencia de los ministros fue clara: confirmaron la resolución del juez 
de distrito y señalaron que, de acuerdo con el artículo 788 del Código de 
Procedimientos Federales, cuando un amparo se solicitaba en contra del 
pago de un impuesto o multa, podía concederse la suspensión del acto 
«previo depósito de la cantidad que se cobra», como era precisamente el 
caso del demandante, quien, sin embargo, se rehusaba a efectuar el pago. 
Pero lo más importante era que la demanda se interpuso fuera del térmi-
no que establecía el artículo 781 del Código de Procedimientos Federales, 
es decir, en los 15 días siguientes a la fecha de ejecución. Por tal razón, 
y con fundamento, además, en los artículos 101 y 102 de la Constitución 
federal relativos a la intervención de la justicia federal en los actos de 
cualquier autoridad que violaran las garantías individuales y la aplicación 

28 Amparo promovido por José Cleofas Ordoñez contra el tesorero municipal de 
Ocosingo del departamento de Chilón, ahpjf/ccjch, Comitán, 9 de septiembre de 1908, 
Fondo Amparos, 1908, caja 84, exp. 45.
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de procedimientos y normas jurídicas para la revisión de juicios inter-
puestos por los agraviados, la Corte resolvió sobreseer el juicio.29

En la denuncia que presentó José Cleofas Ordóñez vale la pena des-
tacar varios aspectos. El primero de ellos es que, en este caso, como en 
otros que veremos a continuación, los condueños estuvieron en riesgo de 
perder sus propiedades o una parte de estas debido al desconocimiento, 
de ellos y de sus representantes sobre aspectos legales básicos como los 
plazos en los que debía presentarse una demanda, los lineamientos esta-
blecidos en los códigos de procedimientos civiles federal y estatal, o sim-
plemente debido a que, en efecto, los copropietarios pretendían evadir 
el pago del impuesto a las mancomunidades. Pero el principal problema 
que enfrentaron los propietarios de fincas mancomunadas, especialmen-
te las que formaban parte de una herencia y que pretendían ampararse 
para evitar un embargo, fue la irregularidad en que se encontraban esas 
propiedades por estar en litigio, como sucedió con la finca Santa Rosa, o 
porque los juicios sucesorios estaban inconclusos y por ello no se realiza-
ban las adjudicaciones correspondientes, además de que las propiedades 
pasaban de unas manos a otras en compraventa sin que dichos juicios se 
llevaran a cabo. Esa circunstancia condujo a una gran falta de claridad 
acerca de en qué momento y a quién o a quiénes correspondía realizar 
el pago del impuesto sobre las fincas mancomunadas o, directamente, en 
medio de la indefinición los condueños dejaban de pagar el impuesto, 
como parece haber ocurrido también en el caso de las fincas Santa Rosa 
y Suchila. Es muy probable, por otra parte, que el señor Cleofas Ordóñez 
haya podido recuperar la finca Santa Rosa mediante el pago del depósito 
en la tesorería municipal, sobre todo porque la propiedad no se puso en 
subasta pública. De haber sido así, tendría que haber regresado al régi-
men de mancomunidad y el ayuntamiento de Ocosingo pudo beneficiar-
se del cobro del impuesto a las fincas proindivisas. 

29 Amparo promovido por José Cleofas Ordoñez contra el tesorero municipal de 
Ocosingo del departamento de Chilón, Comitán, 9 de septiembre de 1908, ahpjf/ccjch, 
Fondo Amparos, 1908, caja 84, exp. 45.
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La demanda de Manuel Sánchez en contra del tesorero municipal 
de Ocosingo por el embargo y remate de una parte del terreno 
Santo Tomás

Al igual que el juicio anterior, el que presentó Manuel Sánchez, en 1909, 
por el embargo de una parte del terreno mancomunado Santo Tomás, del 
municipio de Ocosingo, fue también sobreseído, pero esta vez, al pare-
cer, por desistimiento, después de que la propiedad fuera vendida en su-
basta pública. En 1900, Manuel Sánchez, nombrado albacea de Ignacio 
Sánchez, su primo y cuñado, tomó posesión de un caudal hereditario 
en el que se incluía la propiedad de 515.7 hectáreas del terreno denomi-
nado Santo Tomás. En su demanda, Sánchez aseguró que había pagado 
el impuesto por fincas proindivisas desde 1903 hasta 1907, pero que en 
ese último año la propiedad se dividió entre los condueños, por lo que 
cada uno tomó posesión de su parte. Después, en ese mismo año, y de 
conformidad con el artículo 12 del decreto del 28 de diciembre de 1895 
—que establecía la obligación de los copropietarios de dar aviso por es-
crito al presidente municipal respectivo para que suspendiera el cobro 
del impuesto de mancomunidades—, los propietarios manifestaron ante 
el presidente municipal la parte de terreno que cada quien tomaba en 
posesión. El problema se presentó cuando las constancias de esas ma-
nifestaciones no se encontraron en la tesorería municipal, no se sabe si 
porque el tesorero en turno las había extraviado o porque las autoridades 
no querían tomarlas en cuenta, a decir del demandante. Por tal razón, la 
tesorería pretendía cobrarle a Manuel Sánchez 340 pesos por el adeudo 
de la contribución a las fincas mancomunadas, pero como este se negó a 
pagar, el tesorero procedió a embargar y a poner en remate 179.1 hectá-
reas del terreno Santo Tomás. Ese procedimiento, alegó el quejoso, viola-
ba las garantías expresadas en los artículos 14 y 16 de la Constitución fe-
deral de 1857 y, en consecuencia, pidió el amparo de la justicia federal.30 

30 Amparo promovido por Manuel Sánchez en contra del tesorero municipal de 
Ocosingo, Ocosingo, 29 de septiembre de 1910, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1910, caja 
94, exp. 141.
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El tesorero municipal logró precisar en su declaración que las con-
tribuciones por fincas mancomunadas del terreno Santo Tomás habían 
dejado de pagarse a partir del primer tercio del año 1908 y que, debi-
do a ello y a que no se localizaron evidencias de que el juicio suceso-
rio hubiera concluido ni pruebas de las manifestaciones protocolizadas 
de la subdivisión y adjudicación del terreno, la oficina a su cargo aplicó 
la facultad económico-coactiva y ordenó embargar y poner a remate la 
propiedad. De esa manera, el terreno fue subastado en tres ocasiones, y 
en el último remate fue vendido a un particular, Francisco R. Burguete, 
quien la adquirió por la suma de 513 pesos. El ministerio público, por su 
parte, trató de impedir que se entregara la posesión del terreno al nue-
vo propietario y solicitó el permiso necesario a las autoridades judiciales 
para que el demandante pagara a la tesorería municipal la cantidad que 
adeudaba por la contribución a las mancomunidades, en carácter de de-
pósito y en tanto la scj emitía su resolución. La petición del ministerio 
público se fundaba en el artículo 717 del Código de Procedimientos Fe-
derales, aunque no se sabe si finalmente le fue concedida al demandan-
te o si el nuevo propietario tomó posesión del terreno. Lo cierto es que, 
después de la petición del ministerio público, el señor Sánchez no realizó 
ninguna otra gestión ante las autoridades judiciales durante un lapso de 
20 días. Como consecuencia, la scj sobreseyó el litigio presumiendo el 
desistimiento del quejoso.31

En este juicio, como en los anteriores, el principal obstáculo que en-
frentó el demandante fue también la falta de conclusión del juicio he-
reditario, en este caso de los bienes de Ignacio Sánchez, además de las 
constancias protocolizadas de la subdivisión del terreno Santo Tomás. 
Dicha situación puso en plena desventaja al señor Manuel Sánchez fren-
te a las autoridades municipales, quienes cumplieron con la obligación 
de hacer efectivo el cobro de la contribución a las mancomunidades, 
so pena de ser ellas mismas multadas por irresponsabilidad pecuniaria, 

31 Amparo promovido por Manuel Sánchez en contra del tesorero municipal de 
Ocosingo, Ocosingo, 29 de septiembre de 1910, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1910, caja 
94, exp. 141.
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como prevenía el decreto del 28 de diciembre de 1895. Inclusive, y aun 
cuando las manifestaciones de la subdivisión del terreno se hubieran ex-
traviado en la tesorería municipal de Ocosingo, el hecho de que el jui-
cio sucesorio estuviera inconcluso dificultó la defensa que realizó Manuel 
Sánchez de la parte del terreno que le correspondía. Quizás esa fue la ra-
zón por la que, finalmente, el quejoso desistió de continuar con el juicio 
de amparo y que, para intentar recuperar su propiedad, decidiera reali-
zar el pago del adeudo. De la misma manera, este caso demuestra que el 
tránsito del régimen de mancomunidad a propiedad individual no estuvo 
exento de inconvenientes debido a los procedimientos que debían seguir-
se para la manifestación de las propiedades.

El juicio de amparo por el terreno Santo Tomás representa también 
un ejemplo de cómo algunos copropietarios optaron por deshacer las 
mancomunidades y registrarlas como fincas rústicas en el catastro del 
estado, tal como lo hicieron los condueños del terreno Santo Tomás en 
1907, incluido el demandante, y como parece haber sido el espíritu del 
decreto del 28 de diciembre de 1895 al fijar una tasa alta al gravamen de 
las propiedades de dominio común. Lo anterior fue señalado por el mis-
mo Manuel Sánchez al asegurar que el total de impuestos que pagaban 
las fincas proindivisas ascendía a una tasa de 36 al millar, incluido el 12 
al millar que pagaban al municipio, monto con el que difícilmente esas 
posesiones podían ser rentables: 

El tesorero municipal de esta villa cobró las excesivas contribuciones por fin-
cas proindivisas que impone el artículo 9º de la ley de 28 de diciembre de 
1895, y digo excesivas porque si las contribuciones del estado es el 6 al mi-
llar al año, estas son del 12 al millar al municipio, quince al millar al hospi-
tal y de allí la contribución federal, esto es al tercio, de donde resulta que se 
paga el 36 al millar, contribución que en poco (tiempo) arruina a una finca 
proindivisa.32

32 Amparo promovido por Manuel Sánchez en contra del tesorero municipal de 
Ocosingo, Ocosingo, 29 de septiembre de 1910, ahpjf/ccjch, Fondo Amparos, 1910, caja 
94, exp. 141.
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El juicio promovido por Blas Palacios en contra del ayuntamiento 
de Tuxtla Gutiérrez y su tesorero por el embargo de la finca San 
Pedro Muñiz

El último caso que se analizará corresponde al amparo que tramitó el se-
ñor Blas Palacios, el 21 de octubre de 1908, por el embargo de la finca 
San Pedro Muñiz, localizada en el municipio de San Fernando del en-
tonces departamento de Tuxtla. Después de un largo proceso judicial, el 
quejoso logró que la scj amparara una parte de su demanda, pero otra 
parte no recibió la protección de la justicia federal. Blas Palacios fungía 
como albacea de su madre, Timotea Zenteno de Palacios, desde el año 
1900. La señora Zenteno había fallecido en julio de 1872 y, de acuerdo 
con la versión del demandante, la finca San Pedro Muñiz no formaba 
parte del caudal hereditario de su madre, sino que uno de sus hermanos, 
José Eugenio Palacios, la había vendido a Pioquinto Palacios en abril de 
1900, por lo que pasó a ser propiedad individual. Después, con la fina-
lidad de recuperar la finca, el señor Blas Palacios llevó a cabo un juicio 
reivindicatorio gracias al cual rescató la propiedad y la incorporó a la he-
rencia de su madre en 1904. Antes de ese año, la finca había sido embar-
gada porque el anterior dueño, Pioquinto Palacios, no había pagado el 
gravamen a fincas rústicas, pero en octubre de 1903 el denunciante liqui-
dó el adeudo y reivindicó la finca. 

El ayuntamiento, por su lado, declaró la finca San Pedro Muñiz 
como parte de la herencia indivisa de la señora Zenteno y sujeta al im-
puesto de 12 al millar, desde 1898 hasta 1908, razón por la cual el señor 
Blas Palacios se hacía acreedor de una deuda de 3 161.44 pesos. Como 
este manifestó su inconformidad por el pago de dicha cantidad, el teso-
rero municipal procedió a embargar un total de 1 000 hectáreas del te-
rreno de la finca. El demandante alegó la aplicación retroactiva de la ley, 
pues las autoridades partieron de considerar que la finca había pertene-
cido a la herencia desde enero de 1896, cuando en realidad la propiedad 
fue vendida a un particular, y rescatada en 1904 para ser reintegrada a la 
herencia. Por todo ello, Blas Palacios consideraba que se habían violado 
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las garantías expresadas en los artículos 16, 17 y 27 de la Constitución fe-
deral de 1857. En primer lugar, porque el procedimiento empleado por 
las autoridades municipales significaba una molestia a su persona; en se-
gundo, porque las mismas autoridades ejercían violencia para reclamar 
un derecho, y, por último, porque se pretendía ocupar su propiedad sin 
su consentimiento.33

La scj, por su parte, en una primera revisión del caso y en tanto los 
ministros lo resolvían, ordenó suspender el embargo de la finca Muñiz 
con la condición de que el quejoso pagara, en calidad de depósito, la 
cantidad que adeudaba. Para el dictamen final del juicio, los ministros 
tomaron en cuenta la versión del ministerio público. Este funcionario ha-
bía cuestionado la actuación del ayuntamiento, al afirmar que el decreto 
del 28 de diciembre de 1895, que había entrado en vigor en 1896, preten-
día ser aplicado por los munícipes de manera retroactiva, como asegura-
ba el demandante, ya que se consideró que la finca Muñiz formaba parte 
de la herencia desde enero de 1896, cuando en realidad había estado en 
posesión de Pioquinto Palacios como propietario único a partir de 1900. 
Asimismo, aseguró que había sido en marzo de 1904 cuando Blas Pala-
cios había recuperado la propiedad e integrado a la herencia de la señora 
Timotea Zenteno. A partir de entonces, la finca habría empezado a ser 
mancomunada y quedado sujeta al pago del gravamen. En consecuencia, 
el ministerio público afirmó que Blas Palacios debía pagar la contribu-
ción a las mancomunidades solamente desde marzo de 1906 hasta 1908.

Durante los alegatos, las autoridades municipales sostuvieron que la 
reivindicación de la finca por parte del demandante no significaba que 
la propiedad hubiera dejado de pertenecer a la sucesión indivisa de la 
señora Zenteno porque, según constaba en un documento del Juzgado 
de Primera Instancia, la finca Muñiz estaba registrada en el inventario 
de la segunda sección de la herencia de la señora Zenteno. Por lo mis-
mo, desde la muerte de esta —argumentaron los munícipes— no se ha-
bía realizado la división y adjudicación de los bienes, por lo que la finca 

33 Amparo promovido por Blas Palacios en contra del ayuntamiento y tesorero mu-
nicipal de Tuxtla Gutiérrez, Tuxtla Gutiérrez, 17 de febrero de 1909, ahpjf/ccjch, Fondo 
Amparos, 1908, caja 86, exp. 175.
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estaba en calidad de dominio común o mancomunidad. En rigor, la con-
tribución citada debía exigirse, según los ediles, a partir de los dos años 
siguientes al fallecimiento de la señora Zenteno, pero por razones de 
«estricta justicia y de alta equidad» exigieron el pago a partir de 1898.34

El juez de distrito, por su parte, a pesar de los argumentos de Blas 
Palacios, quien insistió en que era indebido el cobro de los años en que 
la finca Muñiz no había formado parte de la herencia, resolvió no ampa-
rar al quejoso. Partió de considerar que la finca aparecía en el inventa-
rio de la sección segunda de la herencia de bienes de la señora Timotea 
Zenteno, como efectivamente había comprobado el ayuntamiento, por 
lo que, desde antes de la promulgación de la ley de 28 de diciembre de 
1895, la citada finca formaba parte de la herencia, sin que se hubiera lle-
vado a cabo la división y adjudicación de los bienes. El ministerio pú-
blico también tomó en cuenta un informe del juez civil que hacía cons-
tar la existencia de los comprobantes de pago de las contribuciones de la 
finca Muñiz por el concepto de fincas rústicas desde el segundo tercio 
de 1900 al último de 1904, cuando la propiedad estaba en posesión de 
Pioquinto Palacios, además de otro informe en que constaba que dicha 
finca había sido vendida por Eugenio Palacios a Pioquinto Palacios en 
abril de 1900. El juez de distrito advirtió que los copropietarios de la fin-
ca debieron manifestar la propiedad desde que estuvo vigente el decreto 
de 28 de diciembre de 1895, pero no lo hicieron y, en esa medida, es-
tuvieron disfrutando los bienes de la herencia sin pagar la contribución 
de fincas indivisas desde 1896 hasta 1900, año en que Eugenio Palacios 
y su esposa vendieron la propiedad. Otro punto más en contra del que-
joso, según el mismo juez, era que la venta de la finca Muñiz a Pioquin-
to Palacios en 1900 no fue denunciada ante el ayuntamiento para que la 
propiedad fuera eliminada de los bienes de mancomunidad, por lo que 
la venta en realidad había sido ilegal. En consecuencia, el ayuntamiento 
tenía el derecho de exigir el pago de la contribución a las fincas de do-
minio común, sin que por ello se estuvieran atropellando las garantías 

34 Amparo promovido por Blas Palacios en contra del ayuntamiento y tesorero mu-
nicipal de Tuxtla Gutiérrez, Tuxtla Gutiérrez, 17 de febrero de 1909, ahpjf/ccjch, Fondo 
Amparos, 1908, caja 86, exp. 175.
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individuales del señor Blas Palacios. Asimismo, refirió que, aunque se 
había pagado el impuesto a fincas rústicas por la finca Muñiz desde 1900 
a 1904, ello no eximía al quejoso de realizar el pago del impuesto a las 
fincas mancomunadas. Por tales razones, en su resolución el juez se pro-
nunció en contra de la opinión del ministerio público y rechazó amparar 
al quejoso contra los procedimientos seguidos por el ayuntamiento y su 
tesorero. Por lo mismo, debía hacerse efectivo el pago de las contribucio-
nes que adeudaba Blas Palacios.

Aunque los argumentos del juez de distrito resultaron convincen-
tes, en su resolución final del 4 de junio de 1909, los ministros de la scj 
decidieron amparar, en parte, a Blas Palacios. Consideraron que la finca 
Muñiz había estado en posesión de Eugenio Palacios desde mayo de 1898 
hasta abril de 1900, y que, a partir de esa fecha hasta el 23 de marzo de 
1904, estuvo en posesión de Pioquinto Palacios a título individual, y en 
consecuencia, la propiedad no podía ser gravada con el impuesto a las 
mancomunidades. En cambio, el cobro de ese gravamen desde el 23 de 
marzo de 1904 hasta junio de 1909 sí estaba justificado porque, para en-
tonces, la finca había sido reivindicada y reintegrada a la herencia indivi-
sa. Por tales razones, resolvieron amparar al quejoso frente a los procedi-
mientos del ayuntamiento, que pretendía cobrarle el impuesto a las fincas 
proindivisas desde el 1 de enero de 1898 hasta el 23 de marzo de 1904. 
Pero, en cambio, no ampararon el cobro del mismo impuesto corres-
pondiente al periodo desde el 23 de marzo de 1904 en adelante. Es decir, 
Blas Palacios quedó obligado a pagar el impuesto a las mancomunida-
des, además de los recargos y multas, correspondiente a los cuatro años 
anteriores a la fecha en que se llevó a cabo el juicio de amparo. En ese 
sentido, es muy probable que el propio Blas Palacios decidiera efectuar el 
pago del adeudo que ordenaron los ministros de la scj, puesto que era la 
única forma de evitar que su finca fuera embargada y rematada. 

En el amparo promovido por Blas Palacios se manifestaron de ma-
nera más clara los problemas que enfrentaron las mancomunidades y 
las dificultades para su fiscalización. El hecho de que los herederos de 
la señora Timotea Zenteno no tramitaran el juicio testamentario impidió 
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que se realizara la adjudicación de los bienes hereditarios y que se evita-
ra la venta indebida de la finca Muñiz. Esta propiedad, de acuerdo con 
las evidencias que presentaron los ediles, en realidad sí pertenecía inicial-
mente al caudal hereditario de la señora Zenteno y, por lo mismo, no 
podía ser enajenada. Lo anterior fue precisamente lo que motivó al ayun-
tamiento de Tuxtla Gutiérrez y a su tesorero para realizar el cobro del 
impuesto a las fincas proindivisas, pues, en la medida en que la propie-
dad no había sido adjudicada, formaba parte de los bienes indivisos de la 
herencia y estaba sujeta al gravamen de mancomunidades. La irregulari-
dad en la que se encontraban los bienes de la señora Zenteno, tanto por 
la falta del juicio sucesorio como por la compraventa de la finca Muñiz, 
aun formando parte de la herencia, dieron pie a la confusión que ori-
ginó la solicitud de amparo por parte de Blas Palacios e impidió que el 
ayuntamiento cobrara la totalidad del impuesto a las mancomunidades. 
En ese sentido, los munícipes debieron enfrentarse a la justicia federal, la  
cual concedió mayor peso a los derechos de propiedad originados por  
la compraventa de la finca Muñiz, que a la facultad de los integrantes del 
ayuntamiento y su tesorero de cobrar el impuesto a las fincas proindivi-
sas sobre una propiedad que podía haber sido considerada como parte 
de la herencia indivisa de la señora Zenteno.35 

Conclusiones

Los casos revisados en este trabajo ejemplifican algunas de las dificul-
tades que enfrentaron los ayuntamientos y las tesorerías municipales 
de Ocosingo, Tapachula y Tuxtla Gutiérrez en la recaudación del im-
puesto a las mancomunidades decretado por el gobierno de Chiapas 
el 28 de diciembre de 1895. Una de ellas fue la inexistencia de juicios 
sucesorios de las herencias, que imposibilitaba realizar la subdivisión y 

35 Amparo promovido por Blas Palacios en contra del ayuntamiento y tesorero mu-
nicipal de Tuxtla Gutiérrez, Tuxtla Gutiérrez, 17 de febrero de 1909, ahpjf/ccjch, Fondo 
Amparos, 1908, caja 86, exp. 175.



340

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

adjudicación de los terrenos o bienes heredados, ya fuera para mante-
ner el carácter de dominio común, y por ende quedar sujetos al pago 
del gravamen, o bien para deshacer la mancomunidad y transformar los 
terrenos o fincas en propiedades individuales y, en consecuencia, que-
dar exentos del pago de la contribución a las mancomunidades. Dicha 
dilación para efectuar los juicios testamentarios pudo deberse, en parte, 
a la morosidad de los copropietarios, pero también a la lentitud de los 
juzgados locales para llevar a cabo dichos juicios. Otro obstáculo que 
impidió realizar el cobro de la contribución a las mancomunidades fue-
ron las transacciones de compraventa que los mismos condueños efec-
tuaron sin antes realizar la adjudicación de los bienes hereditarios, tal 
como ocurrió con las fincas Muñiz y Santa Rosa en los municipios de 
Tuxtla y Ocosingo, respectivamente. Esa situación ocasionó confusiones 
entre los copropietarios, quienes manifestaban sus propiedades como 
fincas rústicas sin deshacer los condueñazgos, pero también entre los 
munícipes y sus tesoreros, quienes consideraban las propiedades enaje-
nadas como parte del caudal hereditario y, por lo tanto, sujetas al pago 
del impuesto a las propiedades de dominio común. Finalmente, la re-
caudación del impuesto a las mancomunidades se dificultó debido a que 
algunos copropietarios realizaban la manifestación de los terrenos o fin-
cas proindivisas sin haber interpuesto previamente los juicios sucesorios, 
como ocurrió con los condueños del terreno Santo Tomás.

Por otra parte, en las demandas presentadas ante la scj los quejo-
sos cuestionaron tanto el cobro del impuesto a las mancomunidades y 
la irretroactividad de la ley, como los procedimientos que las autorida-
des municipales emplearon para embargar sus propiedades. De los cua-
tro demandantes, solamente uno logró obtener la protección de la jus-
ticia federal, otro fue amparado en una parte de la demanda y los otros 
dos no recibieron un fallo favorable porque los casos fueron sobreseídos, 
uno al parecer por desistimiento y el otro por haber presentado la de-
nuncia fuera del periodo establecido por la ley. En los tres últimos casos, 
los argumentos de los demandantes no resultaron suficientes para defen-
der sus posturas, principalmente debido a las anomalías que presentaban 
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sus posesiones —por la falta de juicios sucesorios y venta de propieda-
des de forma ilegítima—. En suma, es posible afirmar que en esos ca-
sos la justicia federal no se constituyó en un instrumento de defensa de 
las garantías individuales de los contribuyentes, pues claramente se tra-
taba de intentos de evasión fiscal, aunque derivados de las confusiones 
e irregularidades en las que se encontraban las fincas proindivisas. En 
esas situaciones, resulta claro también que la scj concedió la razón a los 
munícipes y al juez de distrito, quienes mediante evidencias y argumen-
tos legales demostraron la forma en la que los contribuyentes buscaban 
eludir el pago de la contribución a las mancomunidades. Por consiguien-
te, la scj no ejerció un centralismo judicial ni fiscal, pues no pasó por 
alto el decreto que el estado chiapaneco ordenó para el cobro del gra-
vamen a las fincas de dominio común. Finalmente, a partir de los casos 
estudiados, es claro que el decreto del 28 de diciembre de 1895 motivó 
reacciones diversas en cuanto a la permanencia o desaparición de las 
mancomunidades. En algunas circunstancias, los copropietarios decidie-
ron mantener el carácter de dominio común de sus bienes, como ocurrió 
con El Guamuchal, mientras que otros optaron por dividir las propieda-
des y poseerlas de forma individual, tal como hicieron los dueños del te-
rreno Santo Tomás. 
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Introducción

En las vísperas de la primavera de 2020 realizamos una estancia de in-
vestigación en el Archivo Judicial Regional del Soconusco, Chiapas, 

en la ciudad de Tapachula. Entre el polvo, el calor y múltiples papeles 
antiguos sin clasificar, encontramos un documento que nos llamó de ma-
nera importante la atención. Se trata de un oficio que dirigió un comer-
ciante, Carlos Tetens, al Juzgado de Primera Instancia de Tapachula. En 
el documento se lee que, en noviembre de 1889, esta persona, de origen 
alemán, solicitaba al juez del ramo penal de Tapachula que se sirviera 

1 Agradecemos los comentarios que los integrantes del seminario «Corporaciones, co-
mercio y defraudación, siglos xvii a xix», realizado el 25 de octubre de 2024. Sus valiosas 
observaciones contribuyeron a la revisión y fortalecimiento del presente trabajo. Para la 
elaboración de este capítulo se utilizó la IA ChatGPT 4º, con el prompt «revisar redacción 
en español estándar, respetando estilo de escritura». 
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recibirle cierta información para conformar pruebas, a partir de los tes-
timonios que debían ser recabados a los señores Rafael Ortega, Juan B. 
Cerdio, Esteban Ortiz, Isaac de J. Salas y Ricardo Riaño. Esto con la fina-
lidad de comprobar «los grandes perjuicios que he sufrido con el juicio 
que por contrabando se siguió contra mí en el Juzgado de Distrito de 
este departamento».2

El documento aporta indicios sobre una serie de circunstancias que 
llevaron a prisión a Carlos Tetens, por lo cual estuvo impedido para 
atender como debía su casa de comercio y una empresa de lanchas en 
San Benito, puerto de embarque de la región. En el testiminio, el ciu-
dadano explica que se vio «obligado a dar punto [final] a mis negocios 
porque no podía estar al frente de mi casa, ni podía usar del crédito 
mercantil, lo que dio por resultado mi ruina total».3

Nos costaba dar crédito a lo que leíamos: un ciudadano alemán re-
sidente en el Soconusco había experimentado un fracaso. Este hecho 
contradecía de manera categórica la creencia generalizada de que los in-
migrantes extranjeros que llegaron a esta región lograron un éxito con-
sistente, hasta convertirse en un motor clave del desarrollo económico 
local.4

Este caso nos hizo recordar una entrevista con el historiador Michel 
Bertrand, que había circulado un año antes en las redes sociales del Ins-
tituto de Investigaciones Históricas de la Universidad Nacional Autónoma 
de México (iih-unam), en la cual explicaba los trabajos desarrollados en 
el marco de un proyecto internacional de investigación en historia social 
enfocado en el estudio del fracaso. En la conversación, Bertrand llama a 

2 Información adperpetúan [sic] solicitada por el señor Carlos Tetens, Archivo 
Histórico Judicial de Tapachula, Juzgado de lo Penal, año 1889, núm. 18 (en adelante ahjt, 
Juzgado de lo Penal, año 1889, núm. 18).

3 ahjt, Juzgado de lo Penal, año 1889, núm. 18.
4 Existen varias historias de éxito. Por ejemplo, la de Erwin Paul Dieseldorff en 

Guatemala o la de Luis Huller como deslindador de tierras en México. Véase Christiane 
Berth, Biografías y redes en el comercio del café entre Alemania y América Central 1920-1959 
(México: cimsur-unam, 2018), 79; Justus Fenner, La llegada al sur. La controvertida histo-
ria de los deslindes de terrenos baldíos en Chiapas, en su contexto internacional y nacional, 
1881-1917 (México: cimsur-unam, 2015), 117-133. 
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profundizar en los casos en los que los actores no tienen éxito y lanza una 
serie de interrogantes: ¿qué impacto tiene el fracaso en los procesos histó-
ricos?, ¿por qué los actores sociales fracasan?, ¿por qué las redes sociales 
del sujeto no son capaces de ayudarlo a no fracasar en el proceso?5

En ese momento no encontramos otras fuentes que nos dieran pis-
tas de quién había sido Carlos Tetens, sin embargo, decidimos fotogra-
fiar el documento y buscar su nombre en otros acervos. Pasaron un par 
de años antes de que diéramos nuevamente con este personaje, pues los 
archivos estuvieron cerrados a causa de la pandemia. Afortunadamente, 
encontramos documentación relacionada con su caso en el archivo de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores y en el archivo histórico del Juzgado 
de Distrito de Chiapas, resguardado en la Casa de la Cultura Jurídica de 
Tuxtla Gutiérrez.

Gracias a los documentos que hallamos pudimos entender cómo un 
comerciante alemán se vio inculpado del delito de contrabando y cuáles 
fueron las circunstancias adversas que tuvo que enfrentar ante la justicia en 
Tapachula, pero ¿por qué fracasó? Esta es la pregunta eje de este capítulo.

Para ello, primero explicaremos quién era Carlos Tetens y el contexto 
en el que se desenvolvió. Posteriormente, abordaremos cómo fue incul-
pado por el delito de contrabando a finales de 1887, para luego referirnos 
a un juicio en el que se había visto implicado dos años antes. A conti-
nuación, daremos un salto en el tiempo a 1888 y, para finalizar, haremos 
una reflexión de por qué Tetens no salió avante del asunto judicial en su 
contra.

Carlos Tetens en Tapachula: a manera de contexto

Carl Friedrich Tetens, mejor conocido en el Soconusco como Carlos Te-
tens, nació, con su hermano gemelo Emil Ferdinand, el 29 de agosto de 
1851 en Tönning, Alemania. En ese año, su madre, Margaretha Magdalena 

5 unam-Históricas, El impacto del «fracaso» en la historia [video] (YouTube, 5 de no-
viembre de 2019).
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Japsen, contaba con 35 años, y su padre, Hermann Tetens, terrateniente, 
con 41 años.6

Cuando los gemelos tenían siete años, su padre falleció, el 20 de no-
viembre de 1858, y tan solo dos meses después murió su madre. Fue así 
como los gemelos, en compañía de su hermana Augusta Catarina, dos 
años menor, se mudaron a vivir con el arquitecto Johann Christ-Friedr 
Bül y con su esposa Agnes Sopie Dorothea Bül a Dinamarca.7

No tenemos más datos sobre su niñez o sus años de juventud. Sin 
embargo, sabemos que el 3 de septiembre de 1875, con 24 años, salió del 
puerto de Hamburgo, Alemania, con destino a Veracruz en la embarca-
ción San Luis. En ese momento fue registrado como comerciante resi-
dente en Tönning. Cuatro años más tarde residía en Tapachula y fungía 
como apoderado general de la casa de comercio A. Horín de México.8

Tras ocho años de residencia en México,9 a sus 33 años, contrajo 
nupcias con Emma Haase, el 6 de septiembre de 1884 en Reinbek, Ale-
mania.10 Emma era hija del comerciante Teodoro Hasse11 y de Augusta 

6 Ancestry.com, Chiapas, México, Registro Civil, Nacimientos, 1861-1947 [database on-li-
ne] (Lehi, ut: Ancestry.com Operations, Inc., 2014), https://www.ancestry.mx/imageviewer/
collections/60393/images/004925299_01183?treeid=&personid=&rc=&usePUB=true&_phs-
rc=CIh3&_phstart=successSource&pId=153233837

7 Ancestry.com, Censos, Schleswig-Holstein, Dinamarca, 1769-1860 [database on-li-
ne] (Lehi, ut: Ancestry.com Operations, Inc., 2021) (datos originales: Schleswig-Holstein 
Folketælling, The Danish National Archives-Rigsarkivet, København, Danmark), https://
www.ancestry.mx/discoveryui-content/view/1328001:61772?tid=&pid=&queryId=365bd-
95241fba953d6ddc5d0c191bbf0&_phsrc=uan58&_phstart=successSource

8 Diligencias practicadas a solicitud del C. Carlos Tetens apoderado general de la 
casa A. Horín de México, 16 de octubre de 1879, ahjt, Juzgado de Primera Instancia de 
Soconusco, 1879, núm. 122. No hemos encontrado hasta el momento información de cuál 
era el giro de la casa de comercio A. Horín de México ni quiénes eran sus propietarios, lo 
que puede dar visos de que se trataba de una casa de comercio menor.

9 En 1888 Carlos Tetens declaró que llevaba 12 años residiendo en la República mexi-
cana. Véase Casa de la Cultura Jurídica de Tuxtla Gutiérrez (en adelante ccj), Penal, caja 
9, 1888, exp. 105, Diligencias de excarcelación bajo de fianza del procesado por el delito de 
contrabando señor Carlos Tetens.

10 Información recopilada por Jochen Deertz en ancestry.com, https://www.ancestry.
mx/family-tree/person/tree/181536063/person/432359085460/story?tab=0

11 En agosto de 1893 Teodoro Hasse tenía 60 años, era viudo, comerciante y residente en la 
ciudad de Londres. Véase ancestry.com, Chiapas, México, Registro Civil, Nacimientos, 1861-1947, 
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Berenberg. Un mes después, la pareja salió de Hamburgo con destino a 
México en la embarcación Wieland, haciendo escala en Nueva York.12

El matrimonio tuvo tres hijos: Augusta Carlota Bertha, nacida en Ta-
pachula el 27 de mayo de 1885; Margarita Elisa Cristina, que nació el 25 
de mayo de 1887 también en Tapachula, y Lorenzo Jorge, nacido el 16 de 
noviembre de 1891 en la Ciudad de Guatemala.13

Para 1884, Carlos Tetens, en sociedad con el comerciante Luis R. 
Brewer, originario de Tennessee, Estados Unidos, obtuvo el contrato de 
la empresa de lanchas de San Benito,14 en la costa del Pacífico del Soco-
nusco. Las fuentes indican también que un año después su casa comer-
cial contaba con mercancías con valor mayor a $2 805 pesos mexicanos.15

¿Cómo explicar la presencia de Tetens en el Soconusco? Al revisar la 
historiografía sobre la comunidad alemana en México no se encontró un 
indicio claro.16 Un aspecto clave para comprenderlo era la producción y 

https://www.ancestry.mx/imageviewer/collections/60393/images/004925299_01183?treeid=&per-
sonid=&rc=&usePUB=true&_phsrc=CIh3&_phstart=successSource&pId=153233837

12 Ancestry.com, Listas de pasajeros y tripulantes entrantes, Nueva York (incluyen 
Castle Garden y la isla Ellis), Estados Unidos, 1820-1957 [database on-line] (Lehi, ut: 
Ancestry.com, Operations, Inc., 2010), https://www.ancestry.mx/discoveryui-content/
view/10050693:7488?tid=&pid=&queryId=4878c98c6f2146b85226866c42ece706&_phsr-
c=uan26&_phstart=successSource; Staatsarchiv Hamburg, Listas de pasajeros de Hamburgo, 
1850-1934 [database on-line] (Provo, ut: Ancestry.com Operations, Inc., 2008) (datos origi-
nales: Staatsarchiv Hamburg, Bestand: 373-7 I, viii, Auswanderungsamt I, Mikrofilmrollen 
K 1701-K 2008, S 17363-S 17383, 13116-13183), https://www.ancestry.mx/discoveryui-content/
view/4159944:1068?tid=&pid=&queryId=4878c98c6f2146b85226866c42ece706&_phsr-
c=uan31&_phstart=successSource

13 Ancestry.com, Operations, «Chiapas», 2014; Ancestry.com, Operations, 
«Matrimonios», 2014.

14 Víctor Manuel Martínez Sumuano, Soconusco: una región entre el separatismo y el 
cacicazgo (1856-1893) (tesis de maestría en Historia, Tuxtla Gutiérrez, unach-unicach, 
2016), 53.

15 Factura de los siguientes efectos que el que suscribe remite en el buque «Astrea» su 
capitán Lindeman a la consignación del señor don Carlos Tetens puerto de San Benito 
República mexicana para donde se dirigió el buque, en Criminal contra Ricardo Jordán, 
Nicolás Bejarano y Eliseo Marín por el delito de Fraude al erario federal, ccj, Ramo Penal, 
exp. 732/1855, ff. 30-33.

16 Para un botón de muestra véase Brígida von Mentz, Verena Radkau, Beatriz Scharrer 
y Guillermo Turner, Los pioneros del imperialismo alemán en México (México: ciesas, 
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comercialización del café en la región, y la respuesta se halla en la histo-
ria de Centroamérica relacionada con la producción del café que impulsó 
la emigración alemana.

De acuerdo con Christiane Berth, la inmigración alemana en Cen-
troamérica, desde mediados del siglo xix, puede comprenderse gracias 
a dos inventos tecnológicos: el telegrama y la máquina de vapor. La te-
legrafía permitió la comunicación internacional, mientras que los ferro-
carriles y los barcos de vapor disminuyeron los costos del traslado de 
mercancías. Además, destaca la demanda en los mercados europeos y 
norteamericanos, que hicieron del café una industria agrícola de ganan-
cias jugosas. Esto tuvo repercusiones importantes en el incremento de las 
transacciones financieras internacionales y, por lo tanto, del comercio a 
escala mundial. En suma, lo anterior facilitó el crecimiento de las impor-
taciones de café a Europa y el surgimiento de redes comerciales entre los 
países consumidores y los productores.17 La llegada de alemanes a Cen-
troamérica coincidió con las primeras exportaciones de café a Europa, 
por lo que un fenómeno no puede ser explicado sin el otro.

No por ello se puede asegurar que la producción de café en América 
Central haya sido consecuencia de la llegada de los germanos. En Costa 
Rica, para 1832 la producción de este grano con fines de exportación fue 
efectuada por los costarricenses, y a ese país le siguió Guatemala un par 
de décadas más tarde como consecuencia de la crisis comercial de los 
tintes que producía: la grana cochinilla y el añil.18 En el occidente de este 
último país, el inicio y el despegue de la caficultura, entre 1852 y 1872, 

1982); Walther L. Bernecker, «Las relaciones germano-mexicanas en los siglos xix y xx: de 
la cultura al comercio», Cuadernos Americanos 1, núm. 97 (2003): Walther L. Bernecker, 
«Los alemanes en el México decimonónico: cuantificación, estructura socioprofesional, 
posturas político-ideológicas», Jahrbuch für Geschichte, núm. 25 (1988).

17 Berth, Biografías y redes, 53.
18 Iván Molina Jiménez, «Los pequeños y medianos caficultores, la historia y la nación. 

Costa Rica (1890-1950)», Caravelle, núm. 61 (1993), 62; Julio Castellanos Cambranes, Café 
y campesinos. Los orígenes de la economía de plantación moderna en Guatemala, 1853-1897 
(Guatemala: Catriel, 1996), 37; Mario Samper, «Los paisajes sociales del café. Reflexiones 
comparadas», Caravelle, núm. 61 (1993), 53.



351

Capítulo 9. La historia de un comerciante en apuros: el alemán Carlos Tetens

fue obra de agricultores nacionales ladinos.19 Ambos países se convirtie-
ron en productores de café con altos estándares de calidad en poco tiem-
po debido a las condiciones climáticas de sus territorios.

En un primer momento, estas exportaciones se realizaban a través de 
Chile debido a que no existía una conexión directa entre la costa del Pa-
cífico y la del Atlántico, por lo que era necesario desviar la ruta marítima 
por el Cabo de Hornos. El comercio de los países centroamericanos con 
Chile y Perú era activo, al punto que las monedas sudamericanas eran 
de curso común en Guatemala y El Salvador, incluso en Chiapas, donde 
los pagos se aceptaban en monedas provenientes del sur del continente.20 
Las casas comerciales establecidas en Chile recibían el café a consigna-
ción y lo enviaban al Reino Unido, y una comisión como intermediarias. 
Por esta circunstancia, las casas comerciales británicas eran en un inicio 
piezas claves para la exportación de café a Europa.21

Esta situación cambió en 1855 con la apertura del ferrocarril en Pa-
namá y con la inauguración, un año después, de la línea de barcos de 
vapor Pacific Mail Steamship Company. De esta forma, los productores 
centroamericanos tuvieron la posibilidad de embarcar el café por alguno 
de sus puertos al de Panamá, desde donde se trasladaba al Atlántico por 
ferrocarril, y de ahí era fletado a Europa. Esto disminuyó la distancia en-
tre los centros de producción y los mercados de desembarque europeo, a 
la vez que permitió la llegada de café al puerto de Hamburgo de manera 
directa.22 

En Guatemala la emergencia del comercio del café incentivó la inver-
sión en infraestructura portuaria. Así, fueron reacondicionados los mue-
lles en Champerico (1877) y Ocós (1884) en la costa del Pacífico, y el de 
Livingston (1878) en las playas del Atlántico. Esa nueva infraestructura 

19 Arturo Taracena Arriola, «Caficultura y regiones en Guatemala: la Bocacosta, 1852-
1902», Ariadna Histórica. Lenguajes, Conceptos y Metáforas, núm. 11 (2022), 95.

20 Ralph Lee Woodward, Rafael Carrera and the Emergence of the Republic of 
Guatemala, 1821-1871 (Athens, Georgia: University of Georgia Press, 2012), 398.

21 Berth, Biografías y redes, 55.
22 Stefanía Gallini, Una historia ambiental del café en Guatemala. La Costa Cuca entre 

1830 y 1902 (Guatemala: avancso, 2009), 161-162.
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permitió agilizar el traslado del grano cultivado en distintas zonas del 
país. Mientras en Costa Rica la producción de café se concentró en las 
tierras aledañas a San José, en Guatemala se establecieron grandes plan-
taciones en Alta Verapaz y San Marcos, en la frontera con México.23

Mapa 9.1. Ubicación de los puertos y ciudades principales de Chiapas

Fuente: ESRI Shaded Relief; puntos localidad Google Earth. Elaborado por Armando Méndez Zárate, 2024.

Como mencionamos líneas arriba, la emigración alemana a esta re-
gión inició a la par de las primeras exportaciones de café. Las historia-
doras Regina Wagner y Christiane Berth han dividido este fenómeno 
en etapas. La primera comenzó en la década de 1830 y terminó con la 
fundación del Imperio alemán en 1871 —que coincidió con el arranque 
de los proyectos políticos económicos liberales en Guatemala y El Sal-
vador— y se caracterizó por el inicio del cultivo intensivo de café para 

23 Berth, Biografías y redes, 68-69; Castellanos Cambranes, Café y campesinos, 264.
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su exportación en las repúblicas centroamericanas, además del estableci-
miento de relaciones económicas y diplomáticas entre esta región y las 
ciudades hanseáticas. La segunda etapa comenzó en 1871, cuando el co-
mercio del café alemán experimentó un empuje importante gracias a la 
incorporación de Hamburgo a la Unión Aduanera en 1881 y a la creación 
de la Bolsa del Café en 1887. Este segundo periodo estuvo marcado por 
una aceleración del comercio internacional y la integración de los países 
centroamericanos en el mercado global.24

La llegada de estos extranjeros también fue favorecida por las políti-
cas liberales que se implementaron tanto en México como en Guatemala, 
las cuales buscaban la privatización de la tierra y motivaron la llegada de 
colonos europeos, lo que, supuestamente, aceleraría el desarrollo econó-
mico.25 Guatemala fue el país de la región con mayor presencia alemana 
y, conforme las tierras se fueron encareciendo, parte de los emigrantes 
cruzaron la frontera rumbo al Soconusco. Esta zona del estado de Chia-
pas se convirtió para la década de 1890 en «una suerte de sucursal de las 
propiedades alemanas en Guatemala», como afirma Christiane Berth.26

La producción de café en el Soconusco no inició en esas fechas, sino 
que había empezado dos décadas antes gracias al empuje y la promoción 
de este producto que hizo un hombre clave, Matías Romero, de tal modo 
que, en general, la caficultura en México no puede entenderse sin su fi-
gura. Los cargos públicos que desempeñó —ministro de Hacienda y de 
Relaciones— y sus ideas sobre el desarrollo económico en el país le per-
mitieron echar a andar el proyecto de producción y exportación de este 
grano.27 

24 Berth, Biografías y redes, 53-54; Regina Wagner, «Actividades empresariales de los 
alemanes en Guatemala, 1850-1920», Mesoamérica 8, núm. 13 (1987), 87-123.

25 Armando Méndez Zárate, «Las reformas liberales en Guatemala y El Salvador, 
1824-1900», en Expresiones políticas, materiales y simbólicas de los procesos reformistas «li-
berales en Iberoamérica» durante el siglo xix, editado por Antonio Escobar Ohmstede y 
Guillermo Quinteros, 241-272 (La Plata: Universidad Nacional de La Plata / Universidad de 
Cantabria, 2024), 250-254.

26 Berth, Biografías y redes, 76-77.
27 Mabel M. Rodríguez Centeno, «Fiscalidad y café mexicano. El porfiriato y sus es-

trategias de fomento económico para la producción y comercialización del grano 
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En un primer momento, a partir de 1862, Romero trabajó desde la 
Secretaría de Hacienda para gestionar reformas legislativas que permitie-
ran el desarrollo de las regiones con potencial cafetalero, como el Soco-
nusco, Veracruz y Oaxaca.28 Posteriormente, fundó la Sociedad Agrícola 
Mexicana y, desde ahí, a partir de la publicación de múltiples artículos 
en la revista de dicha sociedad, promovió la actividad cafetalera mos-
trando las ventajas y beneficios de la exportación de este grano. Para tal 
fin, difundió información sobre el cultivo y las regiones idóneas para su 
producción, con lo que logró persuadir a inversionistas, nacionales y ex-
tranjeros, acerca de las bondades del proyecto.29

En esos años, él mismo decidió incursionar como cosechero de café 
y eligió Chiapas para echar a andar su plan;30 desde su punto de vista, la 
región gozaba de grandes riquezas naturales y el clima propicio para el 
cultivo, además de contar con acceso al Pacífico, lo que garantizaba faci-
lidades para la exportación.31 La llegada de Romero facilitó el arribo de 
una numerosa burocracia federal a la región: funcionarios de aduanas, 
agrimensores, empleados postales, recaudadores fiscales, ingenieros y un 
juez federal de distrito. Esta presencia del gobierno federal permitió, por 
ejemplo, que se materializara la añeja demanda chiapaneca de la apertura  
del puerto de San Benito, en una playa relativamente plana, la mejor vía 
para enlazar el Soconusco con los mercados internacionales.32 

Matías Romero no estaba equivocado sobre el potencial económi-
co del Soconusco. Si bien él fracasó en su propósito empresarial —aun-
que más por razones políticas—, la región se convirtió en la segunda 
(1870-1910)», Historia Mexicana 54, núm. 1 (julio-septiembre 2004), 103-104.

28 Matías Romero, Cultivo del café en la costa meridional de Chiapas (México: Oficina 
Tipográfica de la Secretaría de Fomento, 1893).

29 Sandra Kuntz Ficker, Las exportaciones mexicanas durante la primera globalización 
(1870-1929) (México: Colmex, 2010), 292, Rodríguez Centeno, «Fiscalidad y café», 105; 
Casey Marina Lurtz, Desde las raíces. Actores locales y la creación de una economía de ex-
portación en el sur de México (México: cimsur-unam, 2022), 67.

30 Para conocer ampliamente la participación de Matías Romero en el cultivo del café 
en el Soconusco, véase Lutz, Desde las raíces.

31 Romero, Cultivo de café.
32 Lurtz, Desde las raíces, 76, 93-94.
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productora de café a finales del siglo xix. Para 1895, contaba con más de 
2 000 000 de cafetos en producción.33

Gracias a nuestras fuentes, disponemos de información sobre la im-
portante actividad económica que tenía el lugar en la región, atribuida 
también a la apertura del puerto de San Benito (véase mapa 9.1). El So-
conusco se convirtió en una zona de tránsito y exportación de café gua-
temalteco con destino a Londres y El Havre. 34 Por medio de los regis-
tros de Movimientos Marítimos sabemos que, por lo menos en 1884 y 
1885, arribaban al puerto dos vapores al mes de la empresa Pacific Mail 
Steamship Company,35 uno procedente de Panamá y otro de California. 

33 Rodríguez Centeno, «Fiscalidad y café», 113.
34 Cabe señalar que ninguno de los autores en la historiografía revisada ha registrado 

este aspecto.
35 Entre estos se encontraban el vapor South Carolina, el San José, el City of Panamá y 

el Clyde.

Mapa 9.2. El Soconusco, Chiapas

Fuente: esri Shaded Relief; puntos localidad Google Earth. Elaborado por Armando Méndez Zárate, 
2024.



356

De la fiscalidad imperial a la estatal en Chiapas, México y Centroamérica

En algunas ocasiones llegaba también un pailebot mexicano, el Astrea 
o el Cometa, de menor tamaño. Mediante estas embarcaciones los tapa-
chultecos exportaban principalmente cacao y café, e importaban produc-
tos manufacturados para el consumo local.36

En 1888 se reportaba que cada año se embarcaban en el puerto entre 
5 000 y 10 000 quintales de café procedentes de la república vecina, ya 
que el tránsito por este punto estaba libre de impuestos.37 Este aspecto 
había dado vida y pujanza al departamento chiapaneco debido a los pa-
gos por el embarque y a los gastos que generaba el transporte del café, 
pues para ello se requerían alrededor de 500 mulas, así como pastos y 
granos para su alimentación. Esto dejaba una derrama económica en la 
región de alrededor de 12 000 pesos anuales.38

El conflicto entre Carlos Tetens 
y el administrador José María Caraza

El guatemalteco Escolástico Ortega, dueño de la finca cafetalera Buena 
Vista, envió al puerto de San Benito 340 bultos de café en pergamino el 20 
de diciembre de 1887 con la intención de ser embarcados con destino a El 
Havre y Londres. Sin embargo, dicho cargamento carecía de documentos 
que lo respaldaran. Ante esta situación, el cónsul mexicano en El Rodeo, 
Manuel Bejarano, entregó una carta al arriero Francisco Ochoa dirigida al 
jefe de la sección del resguardo de Tuxtla Chico que tenía como propósito 
permitir el paso del cargamento a la aduana fronteriza de Tapachula.39

36 Cabotaje-Salida. Soconusco, 1884-1885, Archivo General de la Nación (en adelante 
agn), Hacienda Pública, Archivo Central, carpetas azules, caja 8, carpeta 61.

37 Se refiere a que, en años anteriores, cuando este café en tránsito pagaba impuestos, 
ingresaba entre 4 000 y 5 000 pesos al erario mexicano.

38 Archivo Histórico Genaro Estrada, Secretaría de Relaciones Exteriores (en adelan-
te ahge-sre), Centroamérica. Reclamaciones guatemaltecas. Queja del guatemalteco Don 
Escolástico Ortega por penas que le impuso la aduana de Tapachula con motivo de la in-
troducción de una partida de café consignada a Don Carlos Tetens, años 1888-1889, exp. 
13-10-35, ff. 33v-34.

39 ahge-ser, exp. 13-10-35, ff. 7-7v, 47. 



357

Capítulo 9. La historia de un comerciante en apuros: el alemán Carlos Tetens

Tres días más tarde, Escolástico Ortega certificó en el consulado de 
El Rodeo un manifiesto y factura por 486 bultos de café. En los días 24 
y 25, gestionó los mismos documentos consulares para otros 132 y 126 
bultos de café, respectivamente. Todos esos envíos estaban destinados al 
puerto de San Benito y serían llevados al extranjero bajo la consignación 
del comerciante Carlos Tetens, residente en la ciudad de Tapachula.

La aduana de Soconusco autorizó el ingreso en sus almacenes de 340 
bultos de café el 20 de diciembre —sin documentos consulares—, 270 
más ingresaron ​​el día 24 y 132 bultos el día 25, estos dos últimos carga-
mentos acompañados de los respectivos manifiestos consulares. En total, 
se aceptaron 742 bultos de café remitidos por Escolástico Ortega.40

Aunque, aparentemente, en ocasiones anteriores los responsables de 
la aduana de Soconusco habían permitido a los transportistas el ingreso 
de mulas conforme a las jornadas realizadas por sus diversos propieta-
rios, el administrador en funciones, José María Caraza, decidió conceder 
la aplicación de las partidas correspondientes a la factura de 486 bultos 
a los envíos de 340 y 270 bultos, recibidos los días 20 y 24 de diciembre. 
Esto generó una discrepancia de 124 bultos con respecto a lo declarado 
por el remitente, lo cual fue considerado como contrabando y sujeto a 
la pena de comiso, con la incautación de las mulas transportadoras y la 
imposición de una sanción corporal al transportista Ochoa.

Ante la evolución desfavorable de la situación, y al percatarse de la 
dirección que tomaba el asunto, Ochoa decidió fugarse con sus mulas 
con destino a Guatemala. En consecuencia, la aduana procedió a la de-
tención del alemán Carlos Tetens, quien figuraba como consignatario en 
la operación.41 Tetens, además, era empresario de embarque y desembar-
que de mercancías, y contaba con lanchas de su propiedad en el puerto 
de San Benito.42

El 28 de diciembre, el administrador Caraza citó a Carlos Tetens a su 
oficina a las tres de la tarde. Según el relato del comerciante alemán, el 

40 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 47v.
41 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 47v-48.
42 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 26.
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funcionario público, «sin haber llevado a cabo ninguna explicación, dili-
gencia o proceso legal, motivado por razones completamente personales 
y abusando de su autoridad», dio la orden a dos celadores armados para 
que lo trasladaran a la cárcel pública, señalándolo como presunto infrac-
tor de contrabando.43

Esto último no fue lo peor que le ocurrió al empresario alemán. 
Gracias a un acta levantada por Francisco Ruiz, apoderado legal de Te-
tens, sabemos que un día después el comandante interino del resguardo, 
Próspero Jaime, impidió el embarque de 587 sacos de café en tránsito 
que se encontraban en los almacenes de la aduana en el puerto de San 
Benito, por orden verbal del administrador de la aduana. Esos sacos es-
taban destinados a ser embarcados hacia El Havre y Londres en el vapor 
estadounidense Present City con destino a Panamá.44

Ante la insistencia de Francisco Ruiz para el embarque del café, Jai-
me «se opuso no solo con sus enérgicas disposiciones sino armado con 
la presencia de la fuerza federal perteneciente al 14 batallón»,45 bajo las 
órdenes del teniente Ignacio Monterde. Según el interesado, este proce-
der constituía una arbitrariedad, dado que el café en cuestión estaba res-
paldado por documentos que habían sido entregados oportunamente a 
la contaduría de la aduana debido a la ausencia del administrador. Este 
acto tendría importantes repercusiones económicas tanto para el propie-
tario de la carga como para el consignatario.

La respuesta a los actos del administrador José María Caraza

La detención del comerciante no pasó inadvertida y las acciones del ad-
ministrador de la aduana tuvieron una respuesta inmediata. El día 31 de 
diciembre, el secretario de Hacienda, Manuel Dublán, recibió tres te-
legramas. Uno de ellos fue enviado por Carlos Tetens, quien comunicó 

43 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 30.
44 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 32v-33.
45 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 29-30.
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que el administrador de la aduana había prohibido el embarque de unas 
cargas de café en tránsito, lo cual estaba causando grandes perjuicios a 
intereses nacionales y extranjeros. El segundo telegrama fue enviado por 
el contador de la aduana, Nicolás Bejarano, quien señaló que el admi-
nistrador estaba cometiendo violaciones al comercio con documentos 
legales y había arrestado a una persona involucrada, lo que tendría con-
secuencias de índole internacional. El tercero fue enviado por el cónsul 
de México en El Rodeo, Manuel Bejarano, quien informó que se estaban 
cometiendo arbitrariedades fuera de la ley por parte del administrador. 
Nicolás y Manuel Bejarano, quienes eran hermanos, prometieron en sus 
avisos brindar informes detallados por correo.46

El primero en enviar el informe prometido fue Nicolás, el mismo día 
que envió el telegrama. El objetivo de este era poner en conocimiento de 
Dublán los «muchos y muy continuos abusos» cometidos por el admi-
nistrador Caraza, quien se había excedido en el ejercicio de sus funcio-
nes. Según el contador, sus actos ponían en riesgo a los demás emplea-
dos de la aduana, quienes «venimos a velar por los intereses del fisco y 
de ninguna manera [a] arruinar al comercio de buena fe como está ocu-
rriendo actualmente».47 Bejarano hizo hincapié en la importancia que el 
café en tránsito, procedente de Guatemala, tenía para la economía de la 
región, ya que «produce movimiento y da vida a este puerto de San Be-
nito». A continuación, relató lo ocurrido con el café de Escolástico Orte-
ga y la forma en que el administrador impidió el embarque de café con 
destino a Londres y El Havre, consignado a Tetens, el 29 de diciembre. 
En tal sentido, aclaró que este último café no tenía relación con los 126 
bultos, pertenecientes a Ortega, que el administrador había declarado 
que se trataba de contrabando. Además, advirtió que José Caraza había 
iniciado, el 24 de diciembre,48 un juicio por contrabando contra Carlos 

46 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 24-25v.
47 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 33v.
48 Cabe señalar que indagamos sobre la existencia de dicho juicio, pero no encon-

tramos ningún expediente al respecto en el Archivo de la Casa de la Cultura Jurídica de 
Tuxtla Gutiérrez.
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Tetens, por el cual había ordenado su prisión el día 28 «sin otros moti-
vos que asuntos muy personales entre ellos».49

Posteriormente, el guatemalteco Escolástico Ortega, propietario del 
café consignado a Carlos Tetens a finales de diciembre de 1887, presentó 
un recurso al cónsul de Guatemala en Tapachula el 3 de enero de 1888, 
en el que explicaba lo sucedido con los bultos de café y los documentos 
consulares que había olvidado tramitar. Afirmó categóricamente que no 
había sido su intención «defraudar a la hacienda pública de este país» ni 
causar molestias, y que estaba dispuesto a aceptar la pena establecida por 
la ley para la carga introducida el 21 de diciembre debido a la falta de 
documentación consular.

Lo que consideraba inaceptable era que las autoridades aduanales 
aplicaran «documentos intervenidos con posterioridad» a dicho café, ya 
que eso no estaba contemplado en la legislación arancelaria mexicana. 
En este sentido, reclamaba por los daños y perjuicios derivados de las 
arbitrariedades cometidas por la oficina federal, como la «orden de sus-
pensión de embarque de todo el café de mi propiedad», que se realizó 
de acuerdo con la ley, y la indebida orden de prisión dictada contra su 
consignatario, el señor Tetens.50 Solicitaba que se iniciaran los trámites 
legales correspondientes al recurso presentado para evitar la imposición 
de penas que afectaban no solo sus intereses, sino también los de indivi-
duos ajenos al caso, además de su dignidad personal.

Mientras Ortega llevaba a cabo sus gestiones, el secretario de Ha-
cienda ordenó mediante un telegrama al administrador, José María Ca-
raza, que suspendiera cualquier acción en contra del comerciante Tetens 
y que enviara un informe por correo de manera inmediata. Caraza cum-
plió la orden, asumiendo la responsabilidad del ministro, ya que indicó 
que Tetens se había negado a pagar la fianza correspondiente. Además, 
mencionó que había arrestado 15 mulas propiedad del contador Nicolás 
Bejarano, en quien no confiaba debido a sus antecedentes problemáticos.

49 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 35.
50 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 9-9v.
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Cinco días después, y con conocimiento de la queja de Ortega, el 
cónsul Manuel Bejarano, quien además era el encargado de tramitar los 
documentos para el tránsito del café guatemalteco destinado a ser em-
barcado en el puerto de San Benito, envió el informe prometido al se-
cretario de Estado y del Despacho de Relaciones Exteriores, Ignacio Ma-
riscal. En ese informe, además de relatar lo sucedido con los bultos y los 
documentos consulares, resaltó dos aspectos importantes: primero, que el 
administrador de la aduana había impedido el embarque del café de Or-
tega, que había ingresado en territorio mexicano con documentos en re-
gla, y, segundo, las penas corporales que estaba sufriendo el comerciante 
alemán.

El cónsul afirmó que esos eventos habían causado una desagradable 
impresión entre los comerciantes guatemaltecos, quienes, al ser conscien-
tes de la inocencia del señor Tetens, lamentaban su prisión y los trastor-
nos que todos estaban experimentando. Además, mencionó que Tetens 
era el único empresario de lanchas en el puerto de San Benito, lo que 
implicaba que los finqueros cafetaleros seguirían enviando su café a tra-
vés de él debido a contratos ya establecidos para el embarque de sus gra-
nos en esa temporada, pero que, lamentablemente, se verían obligados a 
renunciar a hacerlo en el futuro.51

Bejarano expresó su profundo pesar por el hecho de que un asunto 
de «tan poca importancia» tuviera como consecuencia inmediata el des-
crédito nacional y la ruina del puerto de San Benito. Explicó que, dado 
que el comercio del departamento de Soconusco era insignificante para 
sostener por sí mismo la empresa de lanchas, los propietarios de estas 
habían recurrido siempre a la remisión de productos guatemaltecos para 
equilibrar sus gastos.52

El 12 de enero, Carlos Tetens permanecía aún en prisión y las accio-
nes del administrador de la aduana continuaban afectando sus intereses 
económicos. Un día antes habían llegado desde Guatemala 144 bultos de 
café en tránsito, con toda su documentación en regla. A pesar de ello, en 

51 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 16.
52 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 16v.
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lugar de almacenar la mercancía adecuadamente, el funcionario decidió 
ordenar que fuera colocada al aire libre en el patio de la aduana. Durante 
la noche, se desencadenó un fuerte chubasco que provocó que toda la 
mercancía se mojara, lo que ocasionó daños considerables. La queja fue 
enviada al secretario de Hacienda, quien nuevamente amonestó a Caraza 
y le solicitó que actuara con prudencia, pues sus acciones podían crear 
dificultades al gobierno mexicano.53

Un día después, el administrador, con fundamento en el artículo 299 
de la ordenanza de Hacienda, impidió el embarque del café amparado en 
documentos legales para su tránsito, mientras que, en cambio, permitió 
el embarque de café en tránsito del señor Luis Brewer,54 que no conta-
ba con la documentación requerida. El artículo citado se refería a este 
producto en su fracción quinta, en la que prevenía que el café extranje-
ro que transitara por territorio nacional no estaba obligado a pagar nin-
gún impuesto, a diferencia de los de importación, que pagaban 2 % de su 
valor.55 

Estos incidentes llevaron al ministro de Hacienda, nuevamente, a 
llamar la atención al administrador a través de un mensaje telegráfico. 
Se le instruyó, una vez más, para que actuara con prudencia y, de ser 
necesario, permitiera el embarque del café que llevaba retenido desde el 
24 de diciembre. Esa comunicación también fue transmitida a Tetens, 
quien expresó de inmediato su solicitud de permiso al ministerio para 
embarcar los 587 sacos de café que estaban retenidos, el día 17 de ene-
ro. No está claro si se le concedió dicho permiso, pero lo que sí ocurrió 
ese mismo día fue que, por orden de José María Caraza, se suspendió 
de sus funciones a Nicolás Bejarano, quien interpretó ese acto como una 
represalia por haber protestado contra la actuación del administrador en 
contra de Tetens.56

53 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 3v-4.
54 Quien como vimos líneas arriba era socio de Carlos Tetens en la empresa de lanchas 

de San Benito.
55 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 27v-28.
56 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 43-43v.
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El encargado de llevar el juicio del comerciante alemán fue el juez de 
distrito propietario Francisco Espinosa, quien había recibido el expedien-
te del administrador de la aduana el 31 de diciembre. Tras haber inicia-
do este juez las diligencias en contra de Tetens y haber determinado su 
formal prisión, tanto el comerciante alemán como su defensor «vertieron 
ciertas ofensas que ofendieron» su delicadeza, por lo que en el acto se 
excusó de llevar el caso, pasando la causa al juez primero suplente.57

Carlos Tetens echó mano de todas las herramientas legales a su al-
cance para salir a flote. En un escrito dirigido al juez primero suplen-
te de distrito, Víctor Tangier, expresó que la formal prisión decretada en 
su contra en el marco de un juicio por contrabando había afectado su 
reputación como comerciante y consignatario, especialmente en lo que 
respectaba al café procedente de Guatemala que transitaba para ser em-
barcado en San Benito con destino a Europa. Esta situación tuvo un im-
pacto directo en «su moral», ya que nunca había sido encarcelado du-
rante los 12 años que llevaba viviendo en México. Además, su estado de 
salud se había visto agravado debido a que padecía ictericia. Conside-
rando que la vida de un individuo debe ser preservada, «así sea el más 
criminal», solicitaba la libertad bajo fianza, al estimar que dicha medida 
estaba respaldada por el derecho y las leyes del país.58

Para apoyar su solicitud, propuso que médicos locales realizaran un 
examen de su estado de salud. Una vez confirmada su enfermedad, soli-
citaba al juez que le concediera la libertad bajo fianza, y ofrecía a Rafael 
Ortega como garante del monto de la fianza. El fiscal Narciso de la Rosa, 
en representación del ministerio público, manifestó su conformidad con 
la solicitud de libertad presentada por Tetens y expresó que no adver-
tía impedimento alguno para su concesión. Propuso que la fianza corres-
pondiente a los intereses fiscales fuera equivalente a dos terceras partes 
más del monto por el cual se le responsabilizaba. Dado que en la ciudad 

57 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 50v.
58 Diligencias de excarcelación bajo fianza del procesado por el delito de contrabando 

señor Carlos Tetens, Archivo de la Casa de la Cultura Jurídica de Tuxtla Gutiérrez (en ade-
lante ccj), Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, ff. 1-1v.
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de Tapachula no había un hospital civil al que Tetens pudiera ser remi-
tido, consideró adecuado que fuera examinado por los médicos peritos 
designados por el juez.59

Este último decidió designar a Esteban Ortiz y Juan Cerdio para lle-
var a cabo el examen correspondiente. Ambos médicos cirujanos, resi-
dentes en la ciudad de Tapachula, confirmaron que Carlos Tetens sufría 
de ictericia y que previamente habían tratado al paciente.60 En virtud 
de la enfermedad del acusado, Víctor Tangier dictaminó la libertad bajo 
fianza que había sido requerida, al considerar justificada la condición de 
salud del acusado. Para proceder con esto, solicitó al encargado del Re-
gistro Público que informara sobre la solvencia del fiador propuesto, y 
pidió al colector de rentas que proporcionara información sobre los bie-
nes de este último, ya que la cantidad que debía garantizarse ascendía a 
1 500 pesos.61

Rafael Ortega, propuesto como fiador por Tetens, no cumplió con 
los requisitos legales, por lo que Bernardo Mallen, propietario de la finca 
San Jerónimo y con los recursos necesarios, se convirtió en fiador car-
celero. Se comprometió a presentarlo ante el juzgado todas las veces que 
fuera requerido, y asumió la responsabilidad de pagar el valor y monto 
de la fianza en caso de incumplimiento. Gracias a este compromiso de 
Mallen, el acusado fue liberado bajo fianza el 13 de enero.62

Este suceso no pasó inadvertido. El administrador de la aduana, José 
María Caraza, envió un oficio el 4 de febrero del año en curso en el que 
expresaba su desconcierto por la liberación bajo fianza de Carlos Tetens. 
Tenía conocimiento de que el alemán estaba detenido y que solo se le 
permitía «pasar a curarse a su casa por haber comprobado el quebranto 
de su salud y no existir en la ciudad un hospital en que verificarlo». Sin 
embargo, desde su punto de vista, esto no justificaba la excarcelación del 
reo y mucho menos su libertad, de la cual gozaba «auspiciosamente con 

59 ccj, Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, ff. 2-2v.
60 ccj, Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, ff. 3-4v.
61 ccj, Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, ff. 4v-5.
62 ccj, Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, ff. 10v-11.
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menoscabo y burla de las autoridades».63 Como prueba de ello, señalaba 
los actos publicados en el periódico local El Dardo, que informaba, en su 
número 3, sobre cómo este había agredido «de obra a bordo del vapor 
americano ‘City of Topeka’ al licenciado Francisco Espinosa, juez de dis-
trito propietario». Este acontecimiento evidenciaba que Tetens, abusando 
de la concesión del juzgado suplente de distrito que «le otorgó para cu-
rarse en su casa, sin respeto de la autoridad y con el mayor descaro del 
mundo va y viene a San Benito y a otros puntos de la localidad, lo que 
prueba evidentemente que su salud no está en estado deplorable, ni mu-
cho menos que lo releve de seguir la prisión formal a la que por cons-
tancia de autos ha sido destinado».64

Ante dicha acusación, el juez Tangier se vio obligado, nuevamente, 
a verificar el estado de salud del acusado, para lo cual solicitó que los 
médicos Esteban Ortiz y Juan Cerdio se presentaran en el juzgado a 
fin de verificar su declaración. Los dos médicos confirmaron su crítica 
situación. 

¿Por qué se estaban tomando medidas tan extremas en contra del 
comerciante alemán? El día 20 de enero de 1888, el licenciado Francis-
co Espinosa, juez de distrito, informó al secretario de relaciones que la 
detención de Tetens se debía a una causa seguida en su contra por inves-
tigación de contrabando iniciada el 16 de diciembre de 1885. Es decir, los 
acontecimientos recientes no eran la causa de su detención.65

La acusación de 1885

El 12 de agosto de 1885, Salvador Vázquez, ciudadano mexicano y veci-
no de Tapachula, envió una comunicación al ministro de Hacienda en 
la que le exponía una denuncia sobre un escandaloso atentado come-
tido contra la tesorería de la federación, el cual se había convertido de 

63 ccj, Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, f. 13.
64 ccj, Ramo Penal, año 1888, caja 9, exp. 105, f. 13v.
65 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 5, 27-27v.
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«publica notoriedad en este vecindario [y que] me ponen en el caso en 
ejercicio de la acción popular que concede la ley de denunciar en toda 
forma la conducta inmoral de los empleados principales de la aduana 
marítima de Soconusco».66

Mencionaba que en marzo de 1885 había fondeado en el puerto de San 
Benito, procedente de Alemania, el bergantín Astrea, con un gran carga-
mento de mercancías consignadas al comerciante Carlos Tetens, residente 
en Tapachula. Según sus cálculos, el valor total de las mercancías era de 
350 000 pesos, pues los efectos desembarcados eran tantos que, a pesar  
de haber abastecido todas las plazas del Soconusco, Tetens tuvo que enviar 
productos a los puertos de Tonalá, Acapulco y Mazatlán debido a que el 
consumo local no era suficiente para absorber todo el cargamento.

A pesar del gran valor de las mercancías, Vázquez señalaba que úni-
camente se habían registrado los derechos de importación por 16 400 pe-
sos, cifra inferior a la que se debía haber pagado, hecho que implicaba 
un fraude al erario nacional. Se sospechaba, además, que más de 1 000 
bultos fueron tramitados por los empleados de la aduana sin la docu-
mentación correspondiente. Por este proceder, el administrador de la 
aduana, Ricardo Jordán, recibió 12 000 pesos como soborno, al tiempo 
que Nicolás Bejarano y Eliseo Marín, vista y comandante de celadores, 
habían recibido 8 000 pesos cada uno.

¿Cómo podía Vázquez afirmar este hecho? Ricardo Jordán pudo sal-
dar un gran número de deudas tras recibir el soborno, para finalmente 
irse de la plaza en julio del mismo año, «llevándose consigo su improvi-
sada fortuna, para huir sin duda de la pública censura o reprobación».67 
Nicolás Bejarano, «que por vía de juego y disipación que llevaba estaba 
en un estado de completa penuria»68 antes del contrabando, se convirtió 
en propietario de 38 mulas y de unas salinas. Finalmente, el comandante 
Marín, quien tenía un gran déficit económico, pasó a ser dueño de una 

66 Criminal contra Ricardo Jordán, Nicolás Bejarano y Eliseo Marín por el delito de 
Fraude al erario federal, ccj, Ramo Penal, año 1855, caja 7, exp. 732, f. 2.

67 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, f. 2.
68 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, f. 3.
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hacienda de ganado, al tiempo que compró alrededor de 300 reses a los 
ganaderos de Tonalá.

Aunado a lo anterior, informó que los empleados de la aduana, con 
excepción de las pocas horas que estaban en su oficina, pasaban la ma-
yor parte del día y la noche consumiendo alcohol en establecimientos 
públicos sin mostrar respeto por la investidura de sus puestos. A causa 
de esos desvíos, dejaban de asistir a sus obligaciones laborales, lo que 
causaba grandes daños a la hacienda pública.

Vázquez sugirió que se confrontaran los documentos aduanales con 
los libros comerciales de Carlos Tetens para que de esa forma pudiera des-
cubrirse el contrabando. Solicitó, además, que se designara un visitador 
para esclarecer los hechos y se castigara a los culpables, para lo cual ofrecía 
prestar más pruebas documentales y testimoniales en su debido momento.

Meses después, el 16 de diciembre del mismo año, el ocurso fue reci-
bido en el Juzgado de Distrito a cargo de Francisco Espinosa, quien citó a 
Salvador Vázquez para la toma de su declaración. El denunciante confirmó 
los dichos de su oficio y solicitó la toma de testimonios a varios sujetos 
que, según él, tenían conocimiento del contrabando realizado por Tetens.

El juzgado puso manos a la obra y citó a declarar a un buen núme-
ro de personas que podían tener conocimiento de lo acontecido, a la vez 
que revisó los documentos y mercancías del comerciante alemán. El día 
21 del mismo mes se confrontaron los documentos aduanales con los re-
gistros de la casa comercial de Carlos Tetens —compuestos por los libros 
mayor, de caja, de cuenta corriente, de ventas, de deudores, de proceden-
cias, de cálculos y el diario—, pero esta documentación no arrojó prue-
bas contundentes de que el comerciante hubiera defraudado al erario.69 

En el acto, el implicado dejó sentado en el acta levantada al momen-
to de la revisión que le sorprendía sobremanera la diligencia practicada 
por el juzgado, puesto que no había mostrado indicios de haber que-
brantado la ley. Manifestó lo anterior porque había escuchado rumores 
de que se le había denunciado por introducir mercancías de manera ilí-
cita, y como tal acusación era falsa, se encontraba en total disposición de 

69 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, ff. 38, 41.
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proporcionar los datos y documentos necesarios para esclarecer la ver-
dad. Declaró su intención de iniciar un juicio en contra de su acusador 
debido a que la denuncia falsa le había ocasionado daños y perjuicios, 
tanto en sus intereses como en su reputación. Ejemplo de ello era que 
uno de sus acreedores, a quien debía pagar una suma de 10 000 pesos 
en un plazo de seis meses, había exigido de manera violenta el pago del 
préstamo, esto derivado de que había escuchado lo que estaba ocurrien-
do de personas involucradas en el caso, y eso naturalmente le había ge-
nerado desconfianza. Tetens afirmó que, puesto que Vázquez no poseía 
bienes que pudieran responder a los daños que le estaba generando su 
denuncia, deseaba que la justicia indagara cuál era el objetivo de este al 
iniciar la causa.70

El juzgado solicitó en múltiples ocasiones a Vázquez que presentara 
pruebas contundentes sobre la implicación de Tetens y las autoridades de 
la aduana en el caso de contrabando. Sin embargo, Vázquez se limitó a 
solicitar al juzgado el comparecimiento de testigos y a presentar un pe-
riódico en el que se mencionaba que los empleados de la aduana eran 
corruptos. También pidió al juez que se revisaran los libros de registro 
del señor Luis Brewer, quien, como vimos con antelación, era comer-
ciante y subvencionario de la empresa de lanchas en San Benito, pues en 
ellos claramente se podría probar el fraude al erario. Por otra parte, era 
también claro, afirmó, que dada la íntima amistad que tenía Brewer con 
Tetens, poca información se podría obtener del primero. Finalmente, se-
guía sosteniendo su declaración por lo «público y notorio en Tapachula y 
todo el departamento [que había sido el contrabando]».71

A lo largo de poco más de ocho meses, de diciembre de 1885 a agos-
to de 1886, el juzgado tomó declaración a 31 testigos, entre los que se 
encontraban militares, comerciantes, labradores, exceladores y funcio-
narios de la aduana marítima de Tapachula. La información contenida 
en el cuadro 9.1, en el que se plasmaron las declaraciones sobre Carlos 
Tetens, nos da visos de que existió una clara tensión entre la legalidad 

70 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, ff. 16, 20.
71 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, f. 46.
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formal, que defendían los empleados de la aduana, y la percepción públi-
ca de irregularidades vinculadas al arribo del buque Astrea a Tapachula 
en 1885. 

La mayoría de los testigos negaron tener información directa del 
contrabando en cuestión. Como se puede observar, muchos de ellos eran 
empleados de la aduana —como Antonio Rodríguez, Cristóbal Salas, 
Ignacio González o Marciano Rubio— y afirmaron que la mercancía a 
consignación de Tetens había sido introducida conforme a la ley, con la 
documentación correspondiente. Otros testigos aseguraron no haber es-
tado presentes en el momento del arribo del buque o no haber tenido 
conocimiento sobre el cargamento, como fue el caso de Roberto Haack, 
Juan Wilt y Francisco Gamboa, quienes declararon ignorar lo que había 
sucedido.

Por otra parte, podemos observar que un conjunto de declaraciones 
despertó sospechas en el expediente debido a la circulación de rumores 
en el ámbito público sobre el supuesto contrabando. Félix María Peña-
losa y José María Adriano mencionaron haber escuchado en la cantina 
de Rosalío Narváez que los empleados de la aduana habían recibido so-
bornos a cambio de autorizar el ingreso irregular de la mercancía. Esos 
rumores se fundaban en la salida del administrador de la aduana y en 
el repentino enriquecimiento de Marín y Bejarano. Sebastián Escobar 
y Telésforo Merodio insistieron en que se hablaba en la ciudad sobre el 
contrabando del buque Astrea, aunque ambos mencionaron que no les 
constaba de primera mano. Mariano Macías Gutiérrez, en el mismo sen-
tido, afirmó que era de voz pública que el comerciante alemán había in-
troducido el contrabando y que Marín había incrementado sus caudales 
sin justificación aparente.
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Sebastián Escobar no era un ciudadano cualquiera de Tapachula, 
ya que gozaba de considerable influencia política y económica en la re-
gión,72 de modo que su declaración en contra de Tetens no puede ser 
considerada un hecho menor. Este aspecto permite entender, en cierta 
medida, por qué las autoridades locales fueron persistentes en su ofensi-
va contra el súbdito alemán.

Como hemos mencionado, en contraste con estas últimas declara-
ciones, los testimonios de los empleados directamente involucrados en la 
recepción y custodia del cargamento subrayaron que no se cometió nin-
gún acto ilegal y que todo se realizó bajo las normas marcadas por el 
arancel vigente. El contraste entre ambos grupos de declaraciones, entre 
la defensa de la pulcritud institucional de la aduana y las versiones que 
circulaban en lugares públicos, hace evidente una ruptura entre la legali-
dad documentada y la percepción popular del caso. Aunque la acusación 
contra Carlos Tetens careció de pruebas materiales, se sostuvo en una 
atmósfera de sospecha colectiva que asociaba su práctica comercial con 
operaciones de contrabando, esto en un contexto en el que la legalidad 
de las operaciones de la aduana estaba siendo cuestionada.

En el mes de noviembre de 1886 se entregó el expediente al promo-
tor fiscal Heriberto Olivera Toro, quien se excusó de darle seguimiento, 
pues se separaría de su cargo durante dos meses. Transcurrido ese tiem-
po, el juzgado retomó las diligencias y solicitó al denunciante que entre-
gara los timbres correspondientes para dar continuidad al juicio. Fueron 
frecuentes las solicitudes a Vázquez,73 pero este nunca se presentó en el 
juzgado, al grado que en marzo de 1887 el entonces juez, Luis Espino-
sa, libró una orden para que «por medio de la fuerza pública»74 se le hi-
ciera comparecer. A pesar de ello, el denunciante nunca presentó las 47 
estampillas, de tal modo que el expediente quedó rezagado hasta el 14 
de febrero de 1889, cuando el juez, Joaquín Anistaín, decidió que debía 
seguirse de oficio, aun sin la exhibición de los timbres.

72 Martínez Sumuano, «Soconusco: una región»; Lurtz, Desde las raíces.
73 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, ff. 73, 76.
74 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, f. 76.
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De vuelta a 1888

Como pudimos leer en líneas anteriores, el 20 de enero de 1888 el juez 
de distrito, Francisco Espinosa, informó al secretario de relaciones que la 
detención de Tetens se debía a la causa abierta en su contra por la inves-
tigación del contrabando efectuado en 1885. A pesar de ello, el Juzgado 
de Distrito a su cargo no hizo absolutamente nada por concluir las dili-
gencias del caso y determinar una sentencia al respecto. 

Aunque Espinosa se excusó de llevar los juicios relacionados con Te-
tens en enero de 1888, dado el desencuentro que había tenido con el acu-
sado, su argumento fue denegado por el juzgado de circuito y el 29 de 
abril se le ordenó que retomara el caso.75

Ante esa situación, y debido a la presión que recibía de las autorida-
des federales para tratar bien al comerciante alemán, el 21 de agosto de 
1888 el juez envió al secretario de relaciones un informe detallado sobre 
el caso en el que refirió que, cuando en diciembre del año anterior dic-
tó la orden de aprehensión contra Tetens, este fue retenido «en una casa 
de altos al cuidado de la fuerza federal». Nunca estuvo incomunicado y 
lo custodiaba tan solo un cabo que en la práctica había fungido como su 
asistente. Tan cómodo se encontraba el prisionero, que recibía visitas de 
sus amigos durante todo el día, entre ellos el cónsul Manuel Bejarano y 
su hermano Nicolás, contador de la aduana; «los banquetes no escaseaban 
y mucho menos la embriaguez, bajo cuya influencia permanecían diaria-
mente detenidos acompañantes [de Tetens]».76 Tal era el grado del escán-
dalo, que el jefe de la fuerza federal se había visto obligado a expulsar a 
los visitantes. Espinosa aseveró que fue en una de esas noches de diver-
sión cuando surgió la idea de Manuel Bejarano de que llevara a cabo una 
reclamación diplomática, pues de esa forma el gobierno mexicano se vería 
obligado a indemnizar a Tetens y él podría cubrir sus numerosas deudas.

El juez ofreció una explicación clara sobre las causas que motivaron 
la aprehensión del implicado por el delito cometido en 1887, al tiempo 

75 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 56v.
76 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 51v.
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que avisó del caso por contrabando que se seguía en el juzgado contra 
Tetens y Nicolás Bejarano desde 1885, así como del conocimiento que se 
tenía de que «por los años 79 u 80 [Carlos Tetens] hizo aparecer como 
nacional una gran cantidad de café guatemalteco que envió para su ven-
ta a Mazatlán». En conclusión, el germano se había caracterizado desde 
hacía varios años por ser un defraudador del erario nacional, esto gracias 
a la colaboración y complicidad de autoridades federales, entre ellas los 
hermanos Bejarano, con quienes tenía relaciones comerciales.77

En torno a las afirmaciones de Carlos Tetens, quien aseguraba que el 
juez había actuado por venganza, Espinosa comentó que quedaba «pro-
bado lo contrario con la conducta observada por mí con desprenderme 
del conocimiento de su causa y las consideraciones inmerecidas de que 
fue objeto cuando estuvo bajo mi jurisdicción». Hasta ese momento no 
había sido posible dictar sentencia del caso, pues el comerciante alemán 
se encontraba prófugo y «no pretende encubrir su maliciosa conducta 
haciéndose aparecer como víctima, cuando su ocupación ha sido la de 
contrabandista».78

Efectivamente, tenemos conocimiento de que, tras haber salido bajo 
fianza, Tetens viajó a la Ciudad de México con el objetivo de «salvar» 
sus intereses. Sin embargo, a pesar de que, según él mismo afirmó, había 
dado aviso al juzgado, fue declarado prófugo de la justicia, por lo que se 
le impuso una multa de 15 000 pesos.79

Suponemos que fue sobre las mismas fechas, el 12 de octubre de 
1888, cuando Isaac Salas, en calidad de representante de Carlos Tetens, 
presentó un juicio de amparo en contra del licenciado Francisco Espino-
sa. De acuerdo con el documento, este último «sin llevar a cabo todas las 
investigaciones necesarias para determinar si se trataba de un delito, un 
acuerdo o una falta, ordenó formalmente la prisión» a Tetens, a raíz de 
la solicitud realizada por el administrador de la aduana, motivada por el 
ingreso de café en tránsito el 24 de diciembre de 1887. Según Salas, dado 

77 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 54-54v.
78 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 55.
79 ahjt, Juzgado de lo Penal, año 1889, núm. 18, f. 3.
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que el caso en cuestión no se trataba de contrabando, sino más bien de 
una infracción, y debido a que el alemán no había sido el importador del 
café en cuestión, sino el consignatario, se deducía que la detención se ha-
bía llevado a cabo sin fundamentos legales. Por lo tanto, solicitaba que el 
tribunal otorgara amparo y protección de la justicia federal a Tetens con-
tra las acciones del juez de distrito titular, al mismo tiempo que pedía la 
suspensión del acto impugnado.80 A pesar de haber iniciado el trámite, a 
los 10 días Salas renunció al recurso sin ofrecer una razón para ello.

A su regreso de la Ciudad de México,81 Carlos Tetens fue apresado 
en el cuartel el 5 de enero de 1889, situación que complicó su estado de 
salud, por lo que se le concedió libertad bajo fianza con la condición, 
establecida por el promotor fiscal, de no «exigir indemnización alguna al 
gobierno mexicano»82 y de permanecer en Tapachula hasta que se dictara 
sentencia.

¿Qué sucedió con la red de apoyo de Carlos Tetens? Esta se vio de-
bilitada. Tras el informe enviado por Espinosa al secretario de relacio-
nes, la dependencia inició una averiguación sobre el comportamiento del 
cónsul Manuel Bejarano, en concreto acerca de su relación con Carlos 
Tetens y de si, efectivamente, había sido el autor de la reclamación di-
plomática del Imperio alemán al gobierno mexicano relacionada con las 
supuestas noches de fiesta. 

El oficial mayor del ministerio de relaciones, José T. de Cuellar, co-
menzó la indagatoria sobre el proceder del cónsul de El Rodeo en oc-
tubre de 1888. Manuel Bejarano, por su parte, para defenderse de los 
cargos en su contra aportó pruebas de que había permanecido en el con-
sulado durante los días que Tetens había estado en prisión. Envió copia 
de las operaciones practicadas en su oficina, así como una «información» 
recabada por el juzgado primero municipal de El Rodeo, en la que se 

80 Amparo promovido por Don Isaac Salas como representante del Sr. Carlos Tetens 
contra actos del Juez de Distrito Don Francisco Espinosa, ccj, Amparos, caja 17, exp. 140, 
año 1888, ff. 1-1v.

81 Desconocemos la fecha exacta en que esto sucedió.
82 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 64, 79.
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ofrecen testimonios de cinco sujetos de mérito de la localidad que decla-
raron que el acusado se encontraba en el lugar.83 A pesar de haber com-
probado su inocencia, Bejarano entregó su renuncia al cargo en el mes 
de noviembre. Por su parte, Nicolás, como mencionamos anteriormente, 
en enero había sido suspendido de su puesto en la aduana.84 Esto dejó a 
Tetens sin una red de ayuda bien posicionada.

¿Cuáles fueron las resoluciones de los juicios que se siguieron en 
contra de Carlos Tetens? La sentencia del juicio por contrabando de 
188785 fue dictada, finalmente, el 4 de febrero de 1889; en ella, Carlos Te-
tens fue condenado a seis meses de prisión, pero, en «atención a su de-
licada salud fue puesto en libertad bajo fianza».86 Por otro lado, el caso 
de 1885 fue resuelto el 21 de marzo del mismo año por el juez de distrito 
Joaquín Anistaín, quien decidió sobreseer la averiguación iniciada en su 
contra. Esta resolución se fundamentó en dos aspectos: 1) el examen de 
los libros y documentos de la casa comercial de Tetens mostró comple-
ta concordancia con las constancias aduanales en cuanto al número y la 
calidad de las mercancías importadas, y 2) las diligencias practicadas no 
aportaron pruebas contundentes que respaldaran los hechos denuncia-
dos. Debido a que la comprobación del delito era necesaria para estable-
cer la responsabilidad de un presunto infractor y que, en ese caso, no se 
justificó ningún hecho que quebrantara la ley, se declaró el sobreseimien-
to87 de la averiguación.88

83 ahge-sre, exp. 13-10-35, ff. 67-71v.
84 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 36.
85 Lamentablemente, aunque hicimos una búsqueda exhaustiva en el archivo histórico 

de la Casa de la Cultura Jurídica de Tuxtla Gutiérrez, no encontramos el expediente del 
juicio. La información que tenemos proviene del expediente de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores. Por ello, no sabemos cuáles fueron las razones del juez para dictar la sentencia.

86 ahge-sre, exp. 13-10-35, f. 84.
87 Esta resolución se tomó «teniendo presentes las doctrinas entre ellos a Eoriche Rio 

de Legis y Luis Voz ‘juicio criminal’ párrafo 15 que enseña que el sobrecimiento procede 
«cuando principiada la sumaria no resulta la persistencia del delito, pues falta la base del 
procedimiento criminal», el ministerio fiscal pidió a usted sobresea en la presente causa 
por falta de méritos para continuada y con apoyo de la doctrina citada y de la ley 26 título 
1º parte 7ª». Véase ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, f. 83.

88 ccj, Ramo Penal, año 1885, caja 7, exp. 732, ff. 77-79.
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El fracaso de Carlos Tetens: a manera de consideraciones finales

¿Por qué fracasó Carlos Tetens?, ¿qué le faltó para salir avante de las acu-
saciones por contrabando? Uno de los puntos para entender tal situación 
es que no siguió la tendencia de los emigrantes alemanes avecindados en 
México. Como ha demostrado Wernecker, los comerciantes germanos 
solían hacer negocios con otros paisanos avecindados en el país, de ahí 
que sus principales redes de apoyo fueran sus connacionales. A diferen-
cia de ellos, Tetens construyó vínculos sólidos con actores locales, como 
los hermanos Bejarano, quienes ocupaban puestos en la aduana y en el 
consulado de El Rodeo.

Además, su caso demuestra cómo las relaciones interpersonales eran 
de suma importancia. La mala relación con el administrador de la adua-
na, José María Caraza, no solo fue el motivo de la acusación por con-
trabando en 1887; Caraza también jugó un papel importante en su caí-
da, pues las decisiones «arbitrarias» de este en contra de Tetens fueron 
minando las relaciones comerciales de este con los productores de café 
en Guatemala. Asimismo, al impedir que el alemán, como consignatario, 
embarcara los quintales de café que le eran enviados desde el país vecino, 
propició que sus socios comerciales lo abandonaran, pues enviarle mer-
cancías podía acarrearles costos significativos. 

Tampoco ayudó al alemán haber agredido al juez de distrito propie-
tario Francisco Espinosa. Por otra parte, las continuas órdenes de apren-
sión en su contra, así como la tardanza en la resolución de sus casos ju-
diciales,89 afectaron severamente su salud, su economía y su reputación.

A pesar de que, al final, la sentencia judicial del caso de 1885 dic-
taminó el sobreseimiento debido a que los documentos comerciales y 
aduanales no mostraron irregularidades y a que las acusaciones no pu-
dieron ser probadas por los testigos, el daño estaba hecho. Tetens no 
fue capaz de revertir la desconfianza que se había generado en torno a 
su figura, de tal modo que sus negocios, la casa comercial y la empresa 

89 Recordemos que en el expediente de 1885 no aparece ninguna diligencia practicada 
por Espinosa después de 1887.
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de lanchas se vieron severamente afectados por el deterioro de su 
credibilidad.

Al no contar con la protección y el apoyo de una comunidad de in-
migrantes alemanes bien posicionada, su capacidad para enfrentar adver-
sidades comerciales y legales era limitada. Esto puede observarse en el 
expediente de Relaciones Exteriores, pues las solicitudes e intervenciones 
del cónsul alemán a su favor fueron escasas y poco contundentes, lo que 
probablemente habría sido diferente si Tetens hubiera sido representante 
de una de las grandes casas comerciales o de algún banco de su país.90

Uno de los aspectos más reveladores del caso Tetens es la evidente 
tensión entre el poder central y las autoridades locales de Tapachula. A 
lo largo del capítulo se ha hecho evidente que, a pesar de las intervencio-
nes de altos funcionarios del gobierno federal, el conflicto en contra del 
comerciante alemán no pudo ser resuelto con rapidez. El apoyo de las 
autoridades de alto nivel, como los secretarios de Hacienda y de Justicia, 
quienes en múltiples ocasiones amonestaron a sus subordinados en Ta-
pachula, no fue suficiente para que el súbdito alemán hallara una salida 
al conflicto. Este aspecto evidencia los límites del control que el gobierno 
ejercía sobre los funcionarios ubicados en los estados, aun cuando estos 
dependieran de la federación.

La falta de alineación entre el centro del país y la periferia da cuenta 
de la relativa autonomía con que operaban los agentes locales del gobier-
no federal. A pesar de las órdenes y comunicaciones enviadas desde la 
capital de manera expedita, gracias al telégrafo, los funcionarios locales 
continuaron el proceso contra Tetens sin quitar el dedo del renglón. Este 
aspecto da cuenta de las redes de poder local que actuaban en defensa 
de intereses específicos.

Otro elemento destacado es el valor documental de los expedientes 
judiciales, los cuales no solo ofrecen un registro detallado de los proce-
dimientos legales, sino que también sirven como una ventana a las diná-
micas sociales y económicas de la época. En el caso de Tetens, podemos 

90 Agradecemos los comentarios al respecto del Dr. Justus Fenner, especialista conoce-
dor de la comunidad alemana avecindada en Chiapas en el siglo xix.
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observar cómo sus interacciones y conflictos reflejan las tensiones y 
oportunidades presentes en un territorio transfronterizo como el Soco-
nusco. A través de estos expedientes, se puede captar la complejidad de 
las relaciones comerciales, los intereses de diferentes actores políticos y 
económicos, y cómo estos se entrelazan en un contexto marcado por la 
movilidad entre Chiapas y Guatemala, además de la diversidad cultural 
que representaba la presencia de los migrantes alemanes.

Es necesario examinar otros casos para establecer parámetros en las 
prácticas judiciales y la resolución de conflictos. La revisión de diferen-
tes expedientes judiciales permitirá identificar patrones y discrepancias 
sobre cómo se aplicaban las leyes y se resolvían las disputas. Asimismo, 
al comparar casos, se podrá vislumbrar la influencia de factores como la 
nacionalidad, la clase social y el capital cultural en la administración de 
justicia. Esto no solo enriquecerá nuestra comprensión de las prácticas 
judiciales, sino que también evidenciará cómo las decisiones tomadas en 
los tribunales eran, en muchos casos, reflejo de las tensiones sociales que 
atravesaban la vida cotidiana.

Finalmente, es fundamental observar cómo los actores sociales en-
frentaban y resolvían las problemáticas que surgían en la vida cotidiana, 
en regiones que a menudo se consideraban periféricas en los Estados na-
cionales, y cómo las dinámicas locales, las redes de apoyo y la capacidad 
de negociación de los individuos influían notablemente en la forma en 
que se llevaban a cabo las interacciones judiciales. Al explorar estos ele-
mentos, se podrá apreciar cómo las comunidades, a pesar de sus limita-
ciones, encontraban formas de adaptarse y resistir ante las adversidades, 
lo que generará una comprensión más rica y matizada de la historia so-
cial y económica en contextos transfronterizos.
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en la construcción de la fiscalidad liberal

veracruzana, 1870-1890
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Introducción 

En el estudio de los procesos que conllevaron la construcción del Es-
tado-nación en el siglo xix, la fiscalidad como expresión de la tra-

yectoria política y económica se ha constituido en un campo historio-
gráfico que posibilita el análisis desde distintas escalas territoriales o 
jurisdiccionales. La potestad fiscal, es decir, la capacidad de cobrar im-
puestos, se sustenta en el reconocimiento de un territorio de gobierno 
—federación, estado o municipio— e implica referentes políticos que 
permiten explicar los mecanismos institucionales, jurídicos, políticos 
y económicos involucrados en el diseño y cobro de gravámenes. En la 
historiografía mexicana, las políticas fiscales federales, en el marco del li-
beralismo posterior a la Constitución de 1857, se han identificado como 
puntos de quiebre de una reforma fiscal que tuvo vigencia hasta el se-
gundo decenio del siglo xx.

Desde la perspectiva de la reforma, la federación suele asumirse 
como el eje rector del proyecto para eliminar los impuestos indirectos, 
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particularmente los alcabalatorios, que eran de potestad estatal. El pro-
yecto federal generó una tensión entre la federación y los estados, en la 
medida en que las haciendas estatales reclamaron los impuestos al con-
sumo como parte de su jurisdicción fiscal. Además del debate consti-
tucional y político entre la federación y los estados por los impuestos 
indirectos, se desarrollaron otros diálogos en el campo del gobierno de 
la fiscalidad, es decir, en lo que se refería a las formas, los recursos y las 
estrategias para recaudar tales impuestos. Sin negar la importancia del 
debate político y económico en el diseño de los impuestos, la federación 
y los estados también tuvieron que dialogar sobre cómo hacer operativo 
el cobro de las contribuciones de acuerdo con los principios del libera-
lismo, un debate que involucraba aspectos jurídicos, pero también ad-
ministrativos y de gobierno de los impuestos. Este capítulo se ocupa de 
analizar la trayectoria de la fiscalidad en el estado de Veracruz desde la 
estructura del gobierno recaudatorio de impuestos directos.

El objetivo es estudiar la naturaleza política del diseño de un aparato 
recaudatorio de la Hacienda estatal, en el que ciudadanos y municipios 
actuaron como intermediarios para construir una nueva relación con el 
fisco. Para ello se examina cómo en el debate sobre la naturaleza directa 
o indirecta de la fiscalidad veracruzana fue necesario incorporar y resol-
ver el problema de la cobranza. El texto parte del supuesto de que, en el 
contexto político de reforma orientada a suprimir las alcabalas, el gobier-
no estatal recurrió a la participación ciudadana en las tareas de registro y 
control de los contribuyentes como estrategia de legitimación del cobro. 
Desde 1886, esta ciudadanía-contribuyente hubo de reconocer y aceptar 
nuevas formas de fiscalización ejercidas por la jurisdicción estatal. La 
participación de los municipios, si bien se justificaba por su condición de 
instancia de gobierno, descansó sobre todo en su capacidad para mediar 
entre los contribuyentes y las juntas cuotizadoras,1 en cuya organización 
participaban guardas y tesoreros municipales.

1 Se utiliza el término cuotizadora porque así figura en la documentación, pero tam-
bién porque el objetivo de la junta era definir las cuotas a pagar por cada contribuyente.
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Las juntas cuotizadoras y revisoras intervinieron en el sistema de re-
gistro y recaudación de impuestos directos, y se establecieron y fueron 
convocadas por los poderes municipales. Asimismo, estaban integradas 
por vecinos notables y se convirtieron en recursos institucionales para 
fiscalizar a los actores económicos. Aunque la presencia de estas juntas 
no significó que la Hacienda estatal abandonara un diseño de adminis-
tración basado en funcionarios públicos, sí permitió que en la reforma 
fiscal liberal veracruzana se estableciera una nueva forma de relación po-
lítica y social con los contribuyentes. En este sentido, las juntas actuaron 
como parte de un proceso dirigido a institucionalizar prácticas políticas 
y sociales para la recaudación de impuestos directos. 

En la historiografía sobre la fiscalidad del siglo xix es posible identi-
ficar al menos cinco ejes analíticos que han permitido un mejor conoci-
miento de los procesos de construcción de las potestades recaudatorias y 
de gasto.2 Estos ejes que aquí se identifican no son únicos o excluyentes, 
sino que se proponen como vertientes de una agenda de investigación 
que, al menos desde finales del siglo xx, ha consolidado al fisco como 
objeto de estudio. Esta discusión historiográfica también permite analizar 
el peso que tuvo la federación sobre las reformas fiscales liberales. 

Un primer eje de estudio de la fiscalidad, orientado a comprender 
la naturaleza del Estado-nación y, por lo tanto, el diseño de mecanismos 
de exacción y gasto, requirió códigos institucionales, políticos y sociales 
que permitieron la conformación de una Hacienda pública al servicio de 
la economía y del fortalecimiento del Estado. En esta línea se ubican los 
trabajos de Marcello Carmagnani, quien presentó marcos analíticos sobre 
el diseño político que impulsó la federación para transformar la naturale-
za de las finanzas públicas en respuesta a las necesidades de la economía, 
pero también de una sociedad que, bajo los principios del liberalismo, 
exigía un nuevo orden económico, social y político. 

2 No es intención presentar un debate historiográfico exhaustivo, lo que interesa es ubi-
car referentes analíticos claves para el objeto de estudio de este texto. Un análisis histo-
riográfico sugerente puede verse en Luis Jáuregui, «Vino viejo y odres nuevos. La historia 
fiscal en México», Historia Mexicana 52, núm. 3 (2003). 
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Este nuevo orden se expresó en la formulación de un presupuesto 
que, al tiempo que regulaba las finanzas federales, incidía también en la 
economía pública. La propuesta analítica de Carmagnani permitió com-
prender el fortalecimiento de los poderes integrantes del Estado — eje-
cutivo y Congreso—, así como de otros órganos constitucionales que 
participaban en la elaboración del presupuesto y sus modificaciones pos-
teriores en respuesta a la oferta de bienes públicos. El debate inicial plan-
teado por el autor desde el ámbito federal ofreció nuevos referentes para 
comprender la naturaleza de las relaciones en el campo de la economía 
pública, entendida como una articulación entre economía y Estado, en la 
que los individuos debían decidir qué parte de sus ingresos se asignaba 
al Estado para la provisión de bienes y servicios de valor colectivo para 
todos los miembros de la comunidad nacional.3 

La fiscalidad liberal después de 1870 también fue objeto de interés de 
Javier Pérez Siller, quien, en su propuesta historiográfica, analiza el régi-
men político a la luz del papel de la fiscalidad como una expresión del 
Estado, así como de su vínculo con el éxito económico, la consolidación 
institucional, su longevidad, fracturas y contradicciones. En tanto que su 
objetivo es explicar el porfirismo desde la óptica fiscal, el autor ubica el 
Estado en el desarrollo de la economía, en el fortalecimiento institucio-
nal y en los mercados interno y externo, pero también destaca los costos 
sociales de su política modernizadora. Desde su perspectiva analítica, Si-
ller considera que la fiscalidad —en su diseño, trayectoria, consolidación 
y crisis— constituye la expresión de un régimen político, cuyas distintas 
fases permiten, a su vez, explicar el modelo político. Para este autor, sin la 
fiscalidad como agente en la producción y distribución de la riqueza di-
fícilmente se puede comprender la estabilidad y modernidad porfiriana.4 

3 Marcello Carmagnani, Estado y mercado. La economía pública del liberalismo mexica-
no, 1850-1911 (México: Colmex / Fideicomiso Historia de las Américas / fce, 1994). 

4 Javier Pérez Siller, Instauración de un régimen fiscal base la oligarquía porfirista 
(México: Secretaría de Cultura / inehrm / Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, 
2020); Javier Pérez Siller, Fiscalidad y «milagro» porfirista. Crecimiento sin desarrollo 
(México: Secretaría de Cultura / inehrm / Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, 
2023).
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Un segundo eje historiográfico se centra en la importancia de com-
prender la relación entre los estados y la federación, con especial énfasis 
en los recursos institucionales, políticos, económicos y sociales que han 
diseñado los gobiernos estatales para la construcción de sus finanzas pú-
blicas. En esta agenda se discute la respuesta de los estados a los distin-
tos proyectos federales, las transformaciones de la economía y el papel 
que cumplió la fiscalidad como incentivo de los diversos sectores eco-
nómicos para la inversión de capitales. Como parte de estas transforma-
ciones, Hernández Jaimes sitúa en el debate sobre la fiscalidad la legiti-
midad política vinculada al diseño de la Hacienda pública nacional, una 
legitimidad que debió negociarse con las partes integrantes de la nación, 
pero también con la sociedad. Este autor recupera en su investigación la 
necesidad de comprender la naturaleza política del diseño de los impues-
tos en la construcción del Estado mexicano. Desde la perspectiva política 
de la fiscalidad, analiza la tensión entre las políticas de fomento econó-
mico y la necesidad de recursos para el sostenimiento del Estado-nación; 
un debate que estará presente a lo largo del siglo xix, y en el que las ne-
cesidades de gasto se impondrán sobre cualquier política de presupuesto 
y de ingresos.5

Sobre la importancia del estudio de la fiscalidad a la luz de las trans-
formaciones políticas, Javier Torres Medina analiza la naturaleza de la 
Hacienda pública durante el régimen político conocido como centralis-
mo. Para este autor, el cambio en el sistema de gobierno no implicó el 
abandono del debate sobre los mecanismos de financiamiento del Estado. 
En este contexto, en el centralismo se manifestó el espíritu de una re-
forma fiscal como reflejo del cambio político, mientras que la fiscalidad, 
desde los marcos constitucionales, permite al autor centrar la atención 
en el debate teórico, político e ideológico sobre su papel en la construc-
ción del Estado-nación. Del estudio de Medina interesa destacar cómo 
la reforma fiscal se concibió como un mecanismo político en el diseño 

5 Jesús Hernández Jaimes, La formación de la Hacienda pública mexicana y las tensio-
nes centro-periferia, 1821-1835 (México: Colmex / Instituto Mora / iih-unam, 2013).
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institucional y legal de la Hacienda pública. En ese sentido, la reforma 
fiscal fue una constante en la agenda política del siglo xix.6 

En cuanto a la perspectiva historiográfica de los proyectos de refor-
ma, un tercer eje toma como punto de partida el debate entre imposicio-
nes directas e indirectas como un recurso analítico para comprender la 
trayectoria de la fiscalidad en el siglo xix. Los trabajos de Luis Jáuregui, 
Graciela Márquez y Luz María Uhthoff,7 María José Rhi Sausi y María 
del Ángel Molina8 participan de este debate. Destaca, por otro lado, la 
investigación de José Antonio Serrano, quien se ocupa de explicar la re-
lación entre reforma y contribuciones directas. Detalla cómo la fiscaliza-
ción directa se introdujo en la estructura de la Hacienda pública en mo-
mentos de emergencia bélica y se mantuvo a lo largo del siglo xix como 
una respuesta a la baja recaudación y, en general, al recurrente déficit de 
la Hacienda federal, al menos hasta antes de la consolidación del régi-
men porfiriano.9 El atractivo de las contribuciones directas residió en la 
posibilidad que ofrecía para ampliar la base de contribuyentes conforme 
a los principios de la ciudadanía liberal y de adaptarse a las transforma-
ciones de la economía que se incorporarían a la fiscalización. Aunque la 
fiscalización directa representaba beneficios para los estados y la federa-
ción, su establecimiento enfrentó una resistencia constante que persistió 
hasta muy avanzado el siglo xix.

En el que podemos considerar un cuarto eje figuran los trabajos 
de Cecilia Zuleta, Carlos Marichal, Paolo Riguzzi, Manuel Miño, Jorge 

6 Javier Torres Medina, Centralismo y reorganización durante la primera república cen-
tral de México, 1835-1842 (México: Instituto Mora, 2013). 

7 Una representación de los trabajos de estos autores puede verse en: Luis Aboites 
Aguilar y Luis Jáuregui, coords., Penuria sin fin. Historia de los impuestos en México, siglos 
xviii-xx (México: Instituto Mora, 2005).

8 María José Rhi Sausi y María del Ángel Molina Armenta, El mal necesario. Gobierno 
y contribuyentes ante el dilema de las alcabalas, siglos xix y xx (México: uam-Azcapotzalco, 
División de Ciencias Sociales y Humanidades, 2014).

9 José Antonio Serrano Ortega, Igualdad, uniformidad, proporcionalidad. Contribuciones 
directas y reformas fiscales en México, 1810-1846 (México: Instituto Mora / Colmich, 2007).
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Silva10 y Yovana Celaya Nández,11 quienes toman como punto de parti-
da la jurisdicción estatal. Si bien estos autores y autoras coinciden en el 
punto de partida de la territorialidad y el gobierno de los estados, no ne-
cesariamente concuerdan en las perspectivas. Destaca el trabajo de Zule-
ta, que desarrolló un análisis comparativo entre Morelos y Yucatán como 
un ejercicio analítico para comprender la relación entre la fiscalidad y la 
formación de una economía agroindustrial entre 1870 y 1910; una econo-
mía agroindustrial que definió las relaciones entre la economía y el esta-
do y, por consiguiente, incidió en las relaciones sociales locales. En otras 
palabras, en la investigación de Zuleta el análisis de la construcción de 
las haciendas públicas permite explicar la naturaleza de las relaciones po-
líticas, sociales y culturales entre economía, mercado y contribuyentes.12 

Desde el Estado de México, los trabajos de Marichal, Miño y Ri-
guzzi participaron de un debate historiográfico que demandaba prestar 
atención a la jurisdicción estatal, ya que sus trayectorias permitirían pon-
derar o relativizar la idea de que entre 1821 y 1870 el caos había domi-
nado el fisco público.13 Las haciendas locales podían contar una historia 
con ritmos distintos a la trayectoria federal y, por lo tanto, reconocer en 
lo local procesos de reforma o transformación fiscal en respuesta a los 
proyectos políticos y económicos de cada entidad federativa. Esta línea 

10 Jorge Silva Riquer, «La construcción de la Hacienda pública en Michoacán, 1821-
1896», en Historia de la Hacienda pública en Michoacán, 1786-1951. Una historia larga, coor-
dinado por Jorge Silva Riquer, 85-183 (Morelia: Universidad Michoacana de San Nicolás de 
Hidalgo / Colsan, 2015).

11 Yovana Celaya Nández, «La revolución económica en las ideas y los intereses. 
La hacienda veracruzana y la reforma liberal, 1870-1890», Memorias. Revista Digital de 
Arqueología e Historia desde el Caribe, núm. 34 (2018); Yovana Celaya Nández, «El im-
puesto a fincas rústicas y urbanas en el siglo xix veracruzano: reformas, contribuyentes y 
catastro», en Legislación fiscal y conflicto: actores, entornos y administración hacendaria en 
México, siglos xix y xx, coordinado por María Eugenia Romero y María del Ángel Molina, 
107-163 (México: unam, 2020). 

12 María Cecilia Zuleta, De cultivos y contribuciones. Agricultura, Hacienda estatal en 
México en la «época de la prosperidad». Morelos y Yucatán, 1870-1910 (México: uam-Iztapa-
lapa, Departamento de Filosofía, 2006). 

13 Carlos Marichal, Manuel Miño Grijalva y Paolo Riguzzi, eds., El primer siglo de 
la Hacienda pública del Estado de México, 1824-1923. Historia de la Hacienda pública del 
Estado de México 1 (México: El Colegio Mexiquense, 1994).
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coincide con la propuesta de Celaya Nández, quien decide construir tem-
poralidades y marcos analíticos que, si bien no estaban en conflicto con 
la federación, seguían ritmos temporales y utilizaban recursos políticos 
distintos. Desde los casos locales también ha sido ilustrativo estudiar la 
relación entre impuestos y economía, particularmente en lugares donde 
se desarrollaron sectores económicos con alta demanda en el mercado 
internacional.

Un último eje presente en la historiografía se centra en la relación 
entre fiscalidad y sociedad, abordada desde enfoques como el avan-
ce de los impuestos directos, la continuidad de formas de exacción in-
directa sostenidas en estamentos sociales, la oferta de bienes públicos y 
los mecanismos civiles o judiciales de inconformidad frente a las formas 
de fiscalización.14 En esta línea destacan los trabajos de Aaron Pollack 
y Lorgio Cobá. En el caso de Pollack, es sugerente su planteamiento de 
analizar la fiscalidad entendida como un aspecto de dominación política 
y social, en el contexto de una sociedad estamental. Un segundo plan-
teamiento relevante del trabajo de Pollack es que reconoce las medidas 
fiscales como procesos negociables, resultado no solo del diseño de po-
líticas,15 sino también de la administración, los cambios demográficos, 
y las disrupciones naturales, sociales y políticas que pueden explicar las 
respuestas a las formas de fiscalización.16 

Estos ejes en la producción historiográfica dan cuenta del fortaleci-
miento de una visión analítica en la que la fiscalidad se concibe como 

14 Lorgio Cobá Noh, El «indio ciudadano». La tributación y la contribución personal di-
recta en Yucatán, 1786-1825 (México: Universidad Autónoma de Yucatán / Instituto Mora, 
2009).

15 El aspecto de la fiscalidad negociada como recurso del Estado para lograr consenso en 
las formas de recaudación se ha explorado en el caso veracruzano, particularmente en cuan-
to a los recursos civiles de reconsideración de rebajas en el pago de impuestos presentados 
por los ciudadanos, como puede observarse en Celaya Nández, «El derecho de patente en 
Veracruz: un nuevo impuesto para viejos y nuevos contribuyentes, 1906-1908», en De con-
tribuyentes y contribuciones en la fiscalidad mexicana, siglos xviii-xx, editado por Yovana 
Celaya y Graciela Márquez, 191-239 (México: Colmex / Universidad Veracruzana, 2018).

16 Aaron Pollack, Dividir y cobrar, unir y cobrar. Categorías fiscales y sociales en Chiapas 
y Guatemala, 1800-1850 (San Cristóbal de Las Casas: cimsur-unam, 2021). 
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un recurso para entender el Estado, la economía o la sociedad, o bien 
como un objeto de estudio que explica los mecanismos de exacción y 
distribución de los excedentes de los ciudadanos.17 Este debate ha permi-
tido explorar nuevas preguntas y reconocer que, más allá de los datos de 
ingreso y gasto, la fiscalidad conlleva un proceso político y social en el 
que el Estado no es el único protagonista. Este texto participa en un de-
bate que busca explicar la fiscalidad liberal de jurisdicción estatal a partir 
del diseño de recursos institucionales y sociales para recaudar impuestos 
directos. Desde el punto de vista estatal, también interesa construir mar-
cos analíticos y temporales que, sin entrar en conflicto con el proyecto 
federal, permitieron desarrollar intereses propios en el diseño de la refor-
ma fiscal. Si, como ha señalado la historiografía reciente, el Estado no es 
el único protagonista en el diseño de la política fiscal, entonces interesa 
explicar cómo y con qué fines se incorporaron otros actores en la Ha-
cienda pública veracruzana. 

Los impuestos directos en la fiscalidad veracruzana 

En la generación de políticos liberales que participaron en el proyec-
to constitucional de 1857 existió un consenso de que lo expresado en la 
nueva Constitución debía establecer marcos de negociación política entre 

17 La identificación de estos ejes historiográficos revela la riqueza y diversidad de fuen-
tes para estudiar la fiscalidad liberal, lo cual contrasta notablemente con el periodo de la 
monarquía hispánica, caracterizado por una mayor uniformidad en las fuentes, al menos 
en lo que respecta a la fiscalidad regia y eclesiástica. En el análisis de las facultades fisca-
les del siglo xix en México debe considerarse la coexistencia de tres jurisdicciones fiscales: 
municipal, estatal y federal, que mantuvieron y defendieron sus potestades amparadas en 
derechos constitucionales, en necesidades de gobierno o en condiciones de excepcionali-
dad durante la guerra. Estas continuidades o coexistencias en ocasiones dificultan el tra-
bajo con las fuentes, pues su existencia debe interpretarse a la luz de la naturaleza directa 
o indirecta de la fiscalización, los cambios constitucionales o las recurrentes contingencias 
políticas y militares del siglo xix. Esto explica que el estudio de la fiscalidad liberal después 
de 1870, cuando se produjo un largo periodo de estabilidad política, constituya un campo 
privilegiado para comprender los mecanismos, recursos, estrategias, discursos e institucio-
nes que dieron forma a la Hacienda pública.
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las partes integrantes del Estado-nación. El financiamiento del Estado 
mediante una política fiscal que reconociera las necesidades de gasto tan-
to de la federación como de los estados fue un tema que generó amplia 
controversia, especialmente en cuanto a la reglamentación de las leyes 
secundarias después de 1870. Leonardo Lomelí sostiene que el problema 
fundamental del liberalismo fue el difícil tránsito de ser una ideología 
combativa a convertirse en una ideología del Estado mexicano. De ahí 
que sea posible identificar, en la presidencia de Juárez y las subsecuentes 
de Porfirio Díaz y Manuel González, sus esfuerzos por garantizar el or-
den para consolidar las instituciones liberales.18

En la jurisdicción veracruzana, gobernadores y legislatura desplega-
ron un intenso debate político, jurídico y económico dirigido a garanti-
zar el orden en el gobierno, pero, sobre todo, a participar en los nuevos 
proyectos de la economía liberal. Si bien es cierto que la década de los 
setenta resulta una época temprana para hablar de estabilidad política y 
de proyectos de transformación económica, en el territorio veracruzano 
es posible identificar las bases de un debate sobre reforma fiscal que al-
canzó su culmen en 1886. Tanto en la legislatura como en los informes 
anuales presentados por los gobernadores, la Hacienda era considerada 
como «un conjunto de partidas»19 de ingreso y gasto, un registro con-
table de las necesidades de recursos y de las fuentes de financiamiento. 
Esta visión también debe entenderse como parte de una fiscalidad ex-
traordinaria construida como respuesta al gasto militar que, según el pre-
supuesto de 1870, mantenía los derechos de consumo como la principal 
fuente de ingresos. La importancia de la alcabala se refleja en las distin-
tas reformas a su tasa y a los bienes gravados, entre las que destacan las 
de 1851, 1859 y 1868. 

18 Leonardo Lomelí Vanegas, Liberalismo oligárquico y política económica. Positivismo y 
economía política del Porfiriato (México: fce / unam, 2018), 39-40. 

19 Francisco Hernández Hernández, «Informe que la Comisión de Junta de 
Hacendados de Jalapa y Coatepec presenta…», en Estado de Veracruz. Informes de sus 
gobernadores, 1826-1986, vol. 3, 1533-1545 (Veracruz: Gobierno del Estado de Veracruz, 
1986). 
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En la memoria de gobierno de 1873 presentada por el entonces titu-
lar del estado, Francisco Landero y Cos (1872-1875), se explicaba que la 
Hacienda estatal estaba estructurada por un sistema mixto de contribu-
ciones directas e indirectas. Las primeras eran breves partidas que grava-
ban valores muebles e inmuebles, el trabajo personal o el capital, y activi-
dades como juegos, diversiones públicas, multas y ganado. Sin embargo, 
el gasto estatal se sostenía en los múltiples derechos de consumo que, se-
gún las partidas de registro, se subdividían en seis tipos distintos de gra-
vámenes.20 En el mismo informe, el gobernador reconocía que, si bien 
el debate acerca de la naturaleza de las imposiciones debía considerar en 
su definición la equidad y la justicia, y que las de carácter directo eran 
las que mejor se ajustaban a estos principios, el problema para cobrar los 
impuestos era precisamente la resistencia de la población a transitar de 
una fiscalización indirecta a una directa. 

En el debate político local, la reforma hacendaria había establecido 
como punto de partida tres ejes: primero, las necesidades de gasto en el 
contexto de una economía que, en palabras del gobernador Hernández, 
«raya en miseria»; segundo, las condiciones de esa economía y los ra-
mos susceptibles de ser gravados, de cuya fiscalización se sostuviera el 
gobierno, pero que, sobre todo, «dejara algún sobrante»; y, tercero, la ad-
ministración de la Hacienda, la cual, de acuerdo con los gobernadores 
Francisco Hernández y Landero y Cos, resultaba ineficiente para el cobro 
de los impuestos, tanto de los viejos como de los nuevos —por ejemplo, 
sobre el proyecto de catastro el gobernador Hernández dijo que «espiró 
en su cuna» porque el recurso destinado a costearlo había sido retirado 
del presupuesto anual—.21 

20 Francisco Landero y Cos, «Memoria presentada a la H. Legislatura del Estado 
Libre y Soberano de Veracruz-Llave, por el gobernador constitucional C. el día 17 de sep-
tiembre», en Estado de Veracruz. Informes de sus gobernadores, 1826-1986, compilado por 
Carmen Blázquez (Veracruz: Gobierno del Estado de Veracruz, 1986), 1226-1227. 

21 Francisco Hernández Hernández, «Memoria presentada por el C. Gobernador del 
Estado Libre y Soberano de Veracruz-Llave a la H. Legislatura del mismo en noviem-
bre 30», en Estado de Veracruz. Informes de sus gobernadores, 1826-1986, vol. 2 (Veracruz: 
Gobierno del Estado de Veracruz, 1986).
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En el contexto de una frágil administración fiscal estatal, antes de 
proponer cualquier reforma impositiva había que considerar la necesidad 
de recursos para el pago, incluso, de los empleados públicos. Si bien es 
cierto que la falta de pago a los empleados del gobierno estatal no era un 
problema exclusivo de los funcionarios fiscales, estos debían ser tomados 
en cuenta dentro de un proyecto que pretendía implementar el cobro de 
imposiciones directas sobre la propiedad, el comercio y el ingreso, y para 
cuya recaudación era fundamental contar con un mayor número de em-
pleados fiscales en los cantones del Estado. En la estructura de aduanas 
internas, la Hacienda estatal se sostenía en 13 oficinas, de las que Vera-
cruz, Xalapa, Orizaba y Córdoba eran las más importantes por el nú-
mero de funcionarios adscritos, pero sobre todo por los montos que re-
caudaban. Con el proyecto de eliminar los derechos de consumo, estas 
aduanas desaparecerían, por lo que se esperaba que sus funcionarios se 
incorporaran a una nueva estructura con sede en los cantones. 

En este diseño, que al gobernador Hernández aún le parecía una 
utopía, el gasto en la administración fiscal era un tema que no podía de-
jarse de lado en el debate de la política de la Hacienda estatal. Para los 
gobernadores Hernández y Landero y Cos, la fiscalidad que resultara de 
la reforma debía también reflejar las necesidades de gobernabilidad, un 
proceso que solo se materializaría con la presencia de los funcionarios 
del Estado en el territorio. Dos ejemplos son ilustrativos de los proble-
mas de gobernabilidad; el primero fue un conflicto en la región de la 
Huasteca, donde los funcionarios cantonales recurrían al uso de la fuerza 
y al encarcelamiento de los deudores al fisco. Para la autoridad estatal, el 
principal problema de las acciones de este tipo era que los funcionarios 
de Hacienda carecían de autoridad legal para encarcelar a los deudores, 
pero también porque, eventualmente, estos actos terminaban en una res-
puesta igual de violenta por parte de la población. El segundo ejemplo 
se relaciona con la frecuente interrupción de las comunicaciones entre 
los funcionarios y el gobierno. En noviembre de 1872, se informó al go-
bernador Landero y Cos que las arcas estatales estaban vacías y que el 
gobierno no lograba obtener crédito para costear el servicio de telégrafo, 



399

Capítulo 10. Juntas cuotizadoras y revisoras en la construcción de la fiscalidad liberal

por lo que los telegramas con sus instrucciones —o las de la legislatu-
ra— se habían suspendido a lo largo del año. En este escenario, la gober-
nabilidad del Estado no podría garantizarse mientras sus empleados no 
recibieran sus salarios en tiempo y forma. 

Además de los salarios de los funcionarios estatales, el debate sobre 
la reforma fiscal también debía considerar otro aspecto de la administra-
ción de la Hacienda: el diseño de una contabilidad

clara, sencilla y uniforme [que lograse] relacionar exactamente todas las ope-
raciones de las unas con las otras, que presente a toda hora el cuadro fiel que 
guarden las rentas y por último que permita obtener en cualquier momento 
dado la liquidación de todos los ramos de ingresos y egresos.22 

Este nuevo diseño contable debía, por un lado, garantizar la unifor-
midad y simplificación de las finanzas estatales, y, por otro —más im-
portante aún—, asegurar la buena inversión de los fondos públicos y, en 
consecuencia, «hacer efectiva la responsabilidad de los encargados de ad-
ministrarlos».23 Como parte de un debate legislativo que estableciera im-
puestos de carácter directo, no podía dejarse de lado la administración 
de las nuevas figuras impositivas, y en general de una nueva estructura 
hacendaria, pues la experiencia había demostrado que toda innovación y 
cambio en el fisco dependía de la capacidad y disponibilidad de los fun-
cionarios para cumplir las nuevas disposiciones. Los funcionarios debían 
asumir su carácter de representantes del fisco y, desde esta condición, es-
tablecer una relación con los contribuyentes; es decir, eran un rostro del 
Estado. En el informe del gobernador Landero y Cos de 1873, el proyecto 
—o la implementación— de una fiscalización sostenida en impuestos di-
rectos dependía de una estructura de funcionarios distribuidos en las 18 
jurisdicciones cantonales y en un promedio de 210 municipios. 

En lo que se refiere a los impuestos al consumo bajo jurisdicción 
estatal, estos se sostenían en una estructura de jurisdicciones aduanales 

22 Landero y Cos, «Memoria presentada», 1229.
23 Landero y Cos, «Memoria presentada», 1229.
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en municipios y puertos. No era un sistema exclusivo de Veracruz, pues 
la federación y los estados vecinos también dependían de impuestos de 
esta naturaleza. Por sus características, este sistema generaba confusiones 
y traslapes en términos de potestad, lo que dificultaba el control que los 
funcionarios aduanales podían ejercer sobre el tráfico de mercancías. A 
este debate se sumaba el derecho constitucional que tenía la federación 
para controlar las aduanas, y el estado veracruzano albergaba una de las 
más importantes para el comercio atlántico. Para el gobernador Landero 
y Cos esto suponía que la Hacienda estatal debía «abdicar» a cualquier 
ingreso por la introducción de mercancías que se registraban en el puer-
to, por ejemplo, el impuesto a efectos extranjeros. El mismo gobernador 
sostenía que, incluso si se lograse un acuerdo entre la federación y el es-
tado para mantener ese derecho, la administración de la aduana porteña 
hacía difícil calcular «en globo las ventas de efectos extranjeros que se 
verifican en la plaza de Veracruz», pero también era imposible realizar 
«ese cómputo para todas y cada una de las poblaciones del estado».24 En 
este sentido, conviene recordar que la Constitución de 1857 sancionó la 
eliminación de las aduanas interiores, por lo que no había condiciones 
para la continuidad de los derechos de consumo. 

Para los gobernadores, la legislatura y los funcionarios era evidente 
la necesidad de alcanzar una reforma fiscal que privilegiara los impues-
tos de carácter directo. Sin embargo, las condiciones de la administra-
ción de la Hacienda eran deficientes para llevar a cabo una reforma a 
los impuestos directos, y también existían los problemas para registrar, 
controlar y lograr que los contribuyentes aceptaran las nuevas formas 
de fiscalización. En 1873, a solicitud del gobernador se formó una comi-
sión de propietarios de las jurisdicciones de Xalapa y Coatepec que pre-
paró un informe con el propósito de «ensayar la contribución directa». 
Los integrantes de la comisión, además de su condición de propietarios 
agrícolas, se asumían como ciudadanos comprometidos con el gobier-
no del estado. Esta aclaración no resulta un asunto menor, en el sentido 
de que antes que expresar su opinión como propietarios contrarios a los 

24 Landero y Cos, «Memoria presentada», 1230. 
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impuestos sobre la propiedad, como era de suponerse, presentaban sus 
argumentos como una voz de aquellos «que viven de la explotación y 
adelanto de nuestras negociaciones de campo, que son al mismo tiempo 
que agrícolas e industriales».25 La economía veracruzana seguía teniendo 
un carácter agrícola, y la producción de bienes como caña, café, vainilla 
y cítricos, por señalar algunos, constituía la base de la comercialización e 
industrialización. De esta forma, gravar la base de la economía era «bus-
car la producción y gravarla ahogándola al nacer, volviéndose realidad en 
el mundo la fábula de la gallina de los huevos de oro».26

Los representantes de la junta también abordaron el tema de la ad-
ministración hacendaria y reconocieron que los impuestos indirectos se 
prestaban a un alto nivel de evasión, pues incluso en una ciudad amu-
rallada como Veracruz eludir el pago de la alcabala era una práctica re-
currente entre los contribuyentes. Un segundo problema era que los im-
puestos indirectos se sostenían en «una legislación fiscal llena de trabas, 
documentos, procedimientos aduanales, multas, confiscaciones y delitos 
que pueden llamarse imaginarios». Por último, otro problema adicional 
era que los impuestos al consumo exigían «un número extraordinario 
de empleados, brazos quitados a la producción». Sin embargo, la misma 
junta concluía que, a pesar de estos problemas, no podían ser los únicos 
argumentos para abandonar los impuestos indirectos.27 En otras palabras, 
una reforma fiscal debía, en primer lugar, partir del principio de equidad 
y justicia, un aspecto que, según su evaluación, cumplían los impues-
tos indirectos porque incidían en toda la población. Por el contrario, los 

25 Francisco Landero y Cos, «Informe que la Comisión de Junta presenta según lo dis-
puesto en la comunicación del superior del gobierno del estado», en Estado de Veracruz. 
Informes de sus gobernadores, 1826-1986, compilado por Carmen Blázquez (Veracruz: 
Gobierno del Estado de Veracruz, 1986), 1533-1542. 

26 Landero y Cos, «Informe que la Comisión», 1540.
27 Otro argumento común en contra de los impuestos al consumo era el siguiente: «la 

gran razón aparentemente fundada contra las contribuciones indirectas es que siendo so-
bre los consumos el rico económico pagará lo mismo que el pobre, lo cual es injustísimo. 
Pero que esta razón es más espaciosa que sólida y no resiste al examen que la mayoría de 
los ricos gasta más dinero que los pobres y que en consecuencia consumen más». Landero 
y Cos, «Informe que la Comisión», 1533.
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impuestos directos significaban «una insoportable» autoridad del estado 
sobre los individuos y sus bienes. Esta intervención del estado sobre los 
capitales de los contribuyentes —inversión, producción y rendimiento de 
haciendas, fábricas o comercio— requería una legislación y un número 
considerable de funcionarios capaces de comprender las nuevas formas 
de fiscalización. 

En este sentido, la junta sostenía que no existía un modelo perfec-
to en materia impositiva y se inclinaba por mantener un sistema mixto 
mientras se definía un nuevo proyecto de fiscalización general. Es decir, 
para los hacendados, la propiedad no podía ser la única fuente imposi-
tiva, por lo que era evidente la necesidad de una reforma fiscal debido 
a que el estado se encontraba en «una verdadera crisis hacendaria». Sin 
embargo, no se podía arriesgar el interés público cambiando el sistema 
de rentas sin un análisis profundo de la economía, de las necesidades 
del gasto público y, por supuesto, de las condiciones del gobierno estatal 
para llevar a cabo una reforma hacendaria. De no considerar la realidad 
económica y las necesidades de gasto, la junta concluía que lo único que 
podía esperarse era la oposición de los contribuyentes. 

En los informes de los gobernadores y en las evaluaciones que se pu-
dieron consultar de algunos contribuyentes, la abolición de los impuestos 
al consumo estaba lejos de concretarse, ya que un decreto que la imple-
mentara volvería inviable la recaudación y, por lo tanto, la atención de 
las necesidades del estado, una experiencia que se venía intentando al 
menos desde 1850. Por este motivo, en su primer informe, el goberna-
dor Mier y Terán sostuvo que una reforma fiscal debía partir de que los 
ciudadanos reconocieran que sus contribuciones se destinaban al finan-
ciamiento del estado. En el debate hasta ahora explicado, el gobernador 
Mier y Terán fue el primero en incorporar la relación entre impuestos y 
bienes públicos y, por lo tanto, en diseñar una reforma fiscal «capaz de 
gravitar sobre todas las clases sociales», pues todas «gozan de iguales de-
rechos y beneficios».28

28 Luis Mier y Terán, «Memoria del Gobernador del Estado, 17 de septiembre», en 
Estado de Veracruz. Informes de sus gobernadores, 1826-1986, compilado por Carmen 
Blázquez, vol. 4, 1911-2067 (Veracruz: Gobierno del Estado de Veracruz, 1986), 1935.
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El ciudadano al que se refería Mier y Terán era aquel que las consti-
tuciones de 1871 y 1873 definieron como nacido en el estado, o acciden-
talmente fuera de él y de padres avecindados. Este ciudadano debía ins-
cribirse en el padrón de su municipio y estaba obligado al pago de las 
contribuciones establecidas por la federación, su estado y su municipio. 
En el debate sobre la definición de los atributos de la ciudadanía, dentro 
del ámbito de las obligaciones, el pago de impuestos aseguraba el ejerci-
cio de sus derechos, mientras que la suspensión de estos se aplicaba por 
«morosidad en el pago de deudas a la hacienda pública o municipal».29

Si bien en 1873 aún estaba lejos de concretarse una reforma fiscal 
que eliminara los múltiples derechos de consumo, el estado veracruzano 
había logrado dos avances significativos: el primero, la incorporación del 
fisco como un atributo del ejercicio de los derechos del ciudadano y, el 
segundo, el reconocimiento de que, más allá del carácter directo o indi-
recto de los impuestos, una reforma solo podría lograrse en la medida 
en que la fiscalidad se entendiera como una expresión más del control y 
gobierno de las actividades económicas y de los contribuyentes sujetos a 
fiscalización. En este debate resulta particularmente interesante el infor-
me presentado por el tesorero de la Hacienda estatal. 

En 1882, como parte del informe del gobernador, el tesorero presen-
tó una evaluación del ingreso y del gasto, así como de las dificultades 
para transitar hacia un sistema de fiscalización directa, en un contexto 
en el que el fisco estatal carecía de información sobre los capitales de los 
ciudadanos. En ese año, las imposiciones directas apenas representaban 
28 % del ingreso anual, por lo que eliminar las indirectas significaría una 
grave crisis de ingresos para el fisco estatal. Por otra parte, al igual que 
lo habían hecho los integrantes de la junta, el tesorero coincidía en que 
el principal problema de los impuestos indirectos era que «no se pres-
ta[n] a reglamentación alguna». Este hecho no solo facilitaba la evasión 
de los contribuyentes, sino que también daba cuenta de las diferencias 

29 «Artículo 29. Los derechos de ciudadanos se suspenden: 5º Por morosidad en el 
pago de deudas a la Hacienda pública o municipal, previa la declaración judicial», 1873, 
en Textos históricos de la Constitución política de Veracruz, 1825-2000 (Veracruz: segob / 
Gobierno del Estado de Veracruz).
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en la administración fiscal del territorio, pues mientras en algunas ju-
risdicciones las oficinas cantonales recaudaban recursos suficientes para 
contribuir al gasto del estado, en otras se solicitaban fondos incluso para 
cubrir los salarios de los funcionarios de las oficinas.

La propuesta del tesorero consistía en mantener el sistema mixto de 
la fiscalidad estatal y que la reforma fiscal, antes de cambiar el sistema 
impositivo, se centrara en nuevos mecanismos para controlar a los con-
tribuyentes. En su conclusión, el problema del fisco no residía en definir 
impuestos directos e indirectos, sino en el registro y control de las activi-
dades económicas y de los contribuyentes. Para el tesorero, la economía 
veracruzana transitaba de un sistema productivo a uno de transforma-
ción, y en muchos de los casos los mismos actores económicos participa-
ban en ambos sistemas. El mejor ejemplo de este debate lo constituía la 
producción de caña de azúcar, pues si bien los hacendados pagaban im-
puestos por la propiedad rural, no lo hacían por la producción de azúcar, 
panela y aguardiente.30 El tesorero solicitaba que el diseño de una nue-
va política fiscal tomara en cuenta las transformaciones de la economía, 
pero también los cambios de los sujetos contribuyentes, que además de 
hacendados podían ser industriales y comerciantes. 

En una segunda etapa del debate sostenido entre la legislatura y los 
gobernadores se establecieron las tres imposiciones directas que defini-
rían la reforma fiscal veracruzana. Los impuestos a la propiedad y el im-
puesto personal, que se habían ensayado desde la primera mitad del siglo 
xix, sufrieron importantes adecuaciones en el contexto de la reforma li-
beral.31 El tercer impuesto que definió la reforma fue la introducción del 

30 J. N. César, «Memoria sobre el estado del Tesoro público» [1882], en Estado de 
Veracruz. Informes de sus gobernadores, 1826-1986, compilado por Carmen Blázquez, vol. 3, 
2205-2224 (Veracruz: Gobierno del Estado de Veracruz, 1986), 2210.

31 Los causantes del impuesto se dividieron en cuatro categorías y en todos los casos 
los pagos eran bimestrales: a) profesores de cualquier ciencia, capitalistas y empleados 
particulares cuyas rentas o emolumentos se estimaran en más de 100 pesos mensuales, 
causarían un impuesto de uno o dos pesos; b) artesanos con taller abierto, propietarios y 
empleados particulares cuyas utilidades, rentas o sueldos se estimaran en menos de 100 
pesos mensuales pagarían entre 25 centavos y un peso; c) artesanos que no tuvieran taller 
abierto, conductores de carruajes, cargadores, peones, guadañeros, pescadores y marineros 
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derecho de patente para establecimientos mercantiles e industriales, el 
cual logró eliminar los impuestos al consumo en 1886. 

Los tres impuestos gravaban sobre el capital de los contribuyentes. 
Las últimas reformas al gravamen a la propiedad y al impuesto personal 
se llevaron a cabo precisamente en 1885, un año antes de que se decre-
tara la desaparición de la alcabala. En el caso de la propiedad urbana y 
rural, los cambios significaron que el hecho generador del impuesto fue-
ra la tenencia de la propiedad, sin importar su productividad. En lo que 
respecta al impuesto personal, desde 1875 se había establecido que este 
se causaba sobre sueldos y provechos, fijándose cuotas para jornaleros, 
propietarios y arrendatarios de bienes inmuebles. Esta primera etapa am-
plió la base de los causantes, al mismo tiempo que condicionó el ejerci-
cio de los derechos políticos de los ciudadanos. A partir de 1876, «estar 
al corriente del impuesto personal» otorgó a los ciudadanos personali-
dad jurídica y política para desempeñar cargos o empleos públicos, para 
acreditar su participación en juicios, para gestionar ante las autoridades, 
corporaciones u oficinas administrativas y para otorgar o realizar instru-
mentos públicos o privados en negocios de compraventa. A esta impor-
tante reforma se sumaron la de 1877, que estableció un reglamento para 
registrar los honorarios en las actividades urbanas y, finalmente, la de 
1885, mediante la cual se definieron cuatro categorías de contribuyentes 
en las que se agruparon los hombres en edad productiva.32

causarían un pago de 15 a 25 centavos, y, por último, d) los jornaleros y mozos de servicio 
doméstico pagarían de 10 a 15 centavos. Decreto núm. 12, Orizaba, 30 de mayo de 1885, 
Colección de leyes y decretos de Veracruz, 1824-1919 (Xalapa: Universidad Veracruzana, 
1997), 283-295..

32 Los causantes del impuesto se dividieron en cuatro categorías: a) profesores de cual-
quier ciencia, capitalistas y empleados particulares cuyas rentas o emolumentos se estima-
ran en más de 100 pesos mensuales, causarían un impuesto de uno o dos pesos; b) ar-
tesanos con taller abierto, propietarios y empleados particulares cuyas utilidades, rentas o 
sueldos se estimaran en menos de 100 pesos mensuales pagarían entre 25 centavos y un 
peso; c) artesanos que no tuvieran taller abierto, conductores de carruajes, cargadores, peo-
nes, guadañeros, pescadores y marineros causarían un pago de 15 a 25 centavos anuales, y, 
por último, d) los jornaleros y mozos de servicio doméstico pagarían de 10 a 15 centavos 
mensuales. Decreto núm. 12, Orizaba, 30 de mayo de 1885, Colección de leyes y decretos de 
Veracruz, 1824-1919 (Xalapa: Universidad Veracruzana, 1997), 283-295.
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El tercer impuesto sobre el que se sostenía la reforma, el de patente, 
que se aplicaba a establecimientos comerciales e industriales, recayó so-
bre el comercio y la industria considerando el monto del capital inverti-
do, la producción y la mano de obra empleada. Este impuesto inició en 
el municipio de Orizaba y se cobraba a los establecimientos de licores, 
pulque, mercantiles y casas de empeño. Es posible que durante el perio-
do en que la capital del estado se estableció en Orizaba (1880-1885) los 
funcionarios estatales se informaran del funcionamiento del impuesto y 
de su capacidad para gravar los capitales dedicados al comercio y a la 
industria. Por un decreto de diciembre de 1886, el gobernador comuni-
có a los poderes del estado, y particularmente de los municipios, que se 
eliminaban los derechos de consumo y que, a partir de marzo de 1887, se 
iniciaba el cobro del impuesto de patente.33 El nuevo impuesto gravaba 
el capital invertido en el comercio, los talleres y la industria, y se esta-
blecía bajo jurisdicción estatal.34 La legislatura reconoció que la supresión 
de derechos de consumo en las jurisdicciones municipales tendría efectos 
negativos en sus presupuestos, por lo que estableció un sistema de parti-
cipaciones entre Hacienda estatal y haciendas municipales. 

El sistema de participación de impuestos directos de jurisdicción es-
tatal a las haciendas municipales fue un recurso de negociación política 

33 Además de las tres imposiciones directas, la hacienda estatal mantuvo fiscalización a: 
minería; vendutas; giros bancarios; impuesto a fábricas de hilados de algodón u otra ma-
teria textil; derecho de matrícula; bienes concursados en juicios mercantiles; diversiones 
públicas y juegos permitidos; espectáculos públicos en teatros; consumo de carnes; títulos 
profesionales; impuesto a notarías y testamentos.

34 Este tipo de impuestos también se ensayaron en el Distrito Federal, Guanajuato y 
Puebla. Al respecto véase los trabajos de Iliana Quintanar Zárate, «El derecho de patente 
sobre giros mercantiles ¿Una alternativa fiscal?, 1836-1896», Documentos de Trabajo ielat, 
núm. 40 (2012); Amor Mildred Escalante, «Impuestos, gastos y cambios fiscales para el fo-
mento económico en Guanajuato, 1868-1893», en La fiscalidad en la construcción del Estado 
nacional. Guanajuato, San Luis Potosí y Tamaulipas, 1824-1910, coordinado por Moisés 
Gámez y Javier Pérez Siller, 95-123 (México: Colsan, 2012); Humberto Morales Moreno, 
«Los empresarios y la política fiscal de fomento industrial en Puebla del porfiriato a la 
revolución, 1880-1930», en Formación empresarial, fomento industrial y compañías agríco-
las en el México del siglo xix, editado por Mario Trujillo Bolio y Mario Contreras, 93-123 
(México: ciesas, 2003). 
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dirigido a lograr la eliminación de los impuestos al consumo y a afianzar 
la fiscalidad de naturaleza directa. De los tres impuestos que consolidó la 
reforma liberal —propiedad, personal y patente—, un porcentaje de su 
recaudación se incorporaría a las haciendas municipales. En un princi-
pio, el porcentaje se fijó según el monto de los derechos de consumo que 
dejarían de percibirse; sin embargo, debido a la resistencia de algunos 
municipios, un año después se autorizó que hasta 50 % del monto de los 
impuestos recaudados permaneciera en la jurisdicción municipal. 

La negociación política entre el estado y los municipios para lograr 
un sistema de participaciones entre las distintas haciendas también debe 
entenderse en el contexto de un gobierno estatal cuya estructura funcio-
narial resultaba débil. Aunque las oficinas cantonales representaban al es-
tado en materia de justicia y fiscalidad, el control municipal distaba mu-
cho de garantizar una gobernabilidad efectiva desde los jefes de cantones, 
tal como había evidenciado el debate político sobre la reforma fiscal. En 
ese marco, la estructura municipal representó para el fisco estatal la po-
sibilidad de recabar información de los capitales de sus ciudadanos y de 
efectuar un registro de las actividades mercantiles e industriales, pero 
también de que los funcionarios municipales establecieran oficinas de re-
caudación. De ese modo, la reforma lograba una fiscalización directa de 
la economía veracruzana, cuyo gobierno y administración se sostenían 
en la estructura municipal a través de las juntas cuotizadoras y revisoras, 
que asumirían el papel de mediadoras entre la Hacienda y los contribu-
yentes con el objetivo de alcanzar la tan anhelada reforma fiscal.

Juntas cuotizadoras y revisoras: el diseño institucional 
y la participación de los ciudadanos

El uso de la estructura municipal por parte de la administración de la 
fiscalidad estatal no fue exclusivo de la reforma liberal. Desde principios 
del siglo xix, en las condiciones de una fiscalidad de carácter extraordi-
nario para responder a las emergencias bélicas, la estructura de gobierno 
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municipal, y en menor medida las aduanas, constituyeron una red de 
registro, control y recaudación para cobrar distintas imposiciones que el 
fisco estatal había establecido para financiar su gasto en la defensa del 
territorio. La participación de los municipios se explica porque contaban 
con funcionarios capaces de desplazarse para realizar el cobro en su ju-
risdicción —alcaldes de barrio y regidores—, pero también porque co-
nocían a los vecinos y, por lo tanto, sus negocios, capitales, actividades 
económicas y disponibilidad para responder a las necesidades de la Ha-
cienda estatal. Con la reforma fiscal y, por lo tanto, con la eliminación de 
los impuestos alcabalatorios, las oficinas de aduanas interiores se supri-
mieron y la estructura fiscal se organizó con oficinas subalternas en las 
cabeceras cantonales (véase mapa 10.1).

El cantón organizaba entonces la administración del fisco estatal.35 
En su cabecera se instalarían las nuevas oficinas de la Hacienda, que se 
encargarían de ejecutar las disposiciones para la recaudación de los im-
puestos bajo jurisdicción estatal, por lo que sus funcionarios se encar-
garían de vigilar la instalación de las juntas cuotizadoras y revisoras, de 
formar los padrones de contribuyentes para los tres impuestos directos 
y de atender las inconformidades que los integrantes de las juntas y los 
contribuyentes presentaran por las nuevas modalidades de fiscalización. 
Es importante distinguir el trabajo que realizaban las oficinas de Hacien-
da de las atribuciones del jefe político en materia fiscal. Como señaló 
el gobernador Landero y Cos en su memoria de gobierno de 1873, los 
jefes políticos debían sumarse al buen gobierno del territorio: «nuestras 
autoridades reclaman el concurso de todas las autoridades para obtener 
un fin, el beneficio del pueblo». Los jefes políticos eran los representan-
tes del ejecutivo en sus cantones y, por lo tanto, debían ocuparse de la 
tranquilidad pública, del buen orden, de la seguridad de las personas y 
de los intereses de los habitantes. En materia fiscal, sus atribuciones de 
gobierno y vigilancia correspondían a las haciendas municipales, y con-
sistían particularmente en verificar que las contribuciones se emplearan 

35 En la Constitución de 1873, la división interna se mantuvo en cantones, que a su vez 
estaban integrados por un conjunto de municipalidades.
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en bienes y obras públicas, en supervisar las cuentas de ingreso y en pre-
sentarlas a la oficina del fisco cantonal o de la cabecera estatal.36 A partir 
de 1890, los jefes políticos asumieron la inspección y evaluación del co-
bro del impuesto personal, en tanto que la legislatura estatal trasladó la 
potestad de este impuesto a la jurisdicción municipal. Otra función del 
jefe político consistió en inspeccionar que los alcaldes municipales reali-
zaran los padrones de contribuyentes; el registro se haría con el apoyo de 
los jefes de manzana habilitados en el espacio urbano, mientras que en 
las rancherías serían los subregidores quienes tendrían la responsabilidad 
del registro de los causantes.37 De esta forma, el jefe político se limitaba 
a ejercer como inspector y transmisor de las circulares emitidas por el 
gobierno estatal. En la estructura del gobierno cantonal y en el contexto 
de una reforma fiscal que exigía una administración propia, el fisco esta-
tal estableció receptorías cantonales que evaluaban el reporte del trabajo 
de las juntas y, más importante aún, eran las depositarias de los recursos 
fiscales recaudados en las jurisdicciones municipales. 

El problema de las cabeceras cantonales, por ser la base de los fun-
cionarios fiscales, consistía en los limitados recursos humanos y de in-
fraestructura para conocer y registrar a los contribuyentes y sus activi-
dades económicas, tanto para los nuevos impuestos como para los que 
continuaron bajo la reforma. Es decir, si bien la Hacienda estatal había 
simplificado sus figuras fiscales, aún mantenía impuestos indirectos que 
requerían una infraestructura administrativa de la que carecía el fisco es-
tatal en 1887. Los impuestos directos también representaban un proble-
ma debido al limitado acceso a la información sobre los contribuyentes 
y sobre su disponibilidad para declarar propiedades y capitales. Este pri-
mer reto fue solventado mediante las disposiciones constitucionales que 

36 «Ley orgánica de administración interior del Estado, 1873», Colección de leyes y de-
cretos de Veracruz, t. v, 681-706. Una práctica similar la encontró Romana Falcón en el 
Estado de México. Al respecto, véase Romana Falcón, El jefe político. Un dominio negociado 
en el mundo rural del Estado de México, 1856-1911 (México: Colmex / Colmich / ciesas, 
2015).

37 Circular núm. 53, «Secretaría de gobierno del estado libre y soberano de Veracruz 
Llave», Colección de leyes y decretos de Veracruz, t. viii, 1884-1886, 556-557.
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establecían la obligación de los ciudadanos veracruzanos para ejercer sus 
derechos, es decir, mediante el registro en el padrón municipal. Así, todo 
vecino debía presentarse ante su municipalidad para declarar su edad, di-
rección y oficio. Esta declaración constituyó la base para que las oficinas 
cantonales pudieran llevar a cabo la recaudación de impuestos directos e 
indirectos. 

Mapa 10.1. Organización política y condiciones de la economía veracruzana en 1880. 

Fuente: mapa elaborado por Paulo César López Romero a partir de datos vectoriales del INEGI, año 
2010; Sergio Florescano, Las divisiones territoriales del Estado de Veracruz, 1824-1917 (Xalapa: Instituto 
de Investigaciones Histórico-Sociales, Universidad Veracruzana, 1979), e información recopilada y ana-
lizada por Luis A. Montero García y Yovana Celaya Nández.

Durante la primera gubernatura de Juan de la Luz Enríquez (1884), 
además de promulgar el decreto que abolió los derechos alcabalatorios, 
junto con la legislatura se ocupó de reglamentar la administración de la 
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Hacienda estatal. Aquí conviene detenerse en la reglamentación estatal, 
pues, junto con la eliminación de los impuestos sobre bienes de consu-
mo, las haciendas municipales también se incorporaron a un proceso de 
reforma que incluyó la eliminación de impuestos indirectos y la incorpo-
ración de los tres nuevos impuestos directos. El sistema de participación 
diseñado por la Hacienda estatal significó que la estructura hacendaria 
municipal —tesorero, regidores y guardas— se sumara al cobro de los 
nuevos impuestos. 

La participación de los municipios en el registro y control de los 
causantes no era un recurso extraordinario en la jurisdicción veracruza-
na liberal, pues desde la época de la guerra de Independencia, los mu-
nicipios se encargaban de recaudar las contribuciones extraordinarias 
solicitadas por intendentes y capitanes militares para el sostenimiento de 
la guerra. Esta práctica continuó bajo los modelos federalista y centra-
lista para la recaudación de imposiciones extraordinarias en situaciones 
de emergencia. Estas imposiciones podían adoptar la forma de donativos 
o capitaciones, pero también los primeros avances en la fiscalización de 
la propiedad urbana y el impuesto personal, determinados por sueldos, 
descansaron sobre la base de la participación municipal. Ahí donde exis-
tiera una estructura de gobierno local, la Hacienda estatal sabía que po-
día disponer de un alcalde, un tesorero, un regidor y un guarda capaces 
de organizar las listas de vecinos, convocarlos a la plaza o acudir a sus 
domicilios para recaudar las contribuciones. Esta práctica inicialmente se 
había considerado para aquellos territorios donde no hubiera una ofici-
na representante del fisco estatal, pero también porque, en condiciones 
extraordinarias, el sistema tributario del estado siempre apeló a que las 
haciendas municipales cubrieran los recursos que eventualmente recau-
darían de sus vecinos. 

Además de la participación de los municipios para cobrar impues-
tos en condiciones de guerra, la Hacienda estatal también recurrió a la 
colaboración de los vecinos para generar confianza en el manejo de los 
recursos. En los primeros ensayos de impuestos sobre la propiedad, con 
el fin de registrar la utilidad de las fincas, el decreto extraordinario de 
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septiembre de 1847 contemplaba la instalación de juntas en cada cabece-
ra de departamento, integradas por individuos de «respetabilidad, acre-
ditado patriotismo e intachable probidad» nombrados por el ejecutivo 
del estado.38 En cuanto a sus integrantes, las juntas debían elegir a un 
presidente, un secretario y un tesorero, y en lo relativo a sus atribucio-
nes, estaban encargadas de destinar los recursos recaudados a la com-
pra de armamento para la defensa del territorio. Si bien el momento era 
extraordinario, en el contexto del conflicto con Estados Unidos, resulta 
relevante este primer ejercicio en la medida en que las juntas las con-
formaron ciudadanos que asumieron la difícil tarea de administrar los 
recursos del impuesto a la propiedad. Las juntas departamentales se en-
cargaban de la tarea de ejercer el gasto, mientras que se exigía a los re-
caudadores contar con facultades económico-coactivas para exigir a los 
vecinos el pago del impuesto. En condiciones extraordinarias de guerra, 
los ciudadanos participaron en la administración del fisco estatal, proba-
blemente como una forma de generar confianza entre los contribuyentes 
forzosos de que sus aportaciones serían destinadas a expulsar al invasor. 

La política de organización de juntas integradas por ciudadanos 
se mantuvo una vez restablecida la paz, particularmente con la Ley de 
Hacienda de 1849, que mantenía las contribuciones extraordinarias a la 
propiedad y el impuesto personal. El decreto 96 estableció que las muni-
cipalidades realizaran los padrones de contribuyentes para, en un segun-
do momento, instalar las juntas de clasificación y, finalmente, las juntas 

38 Decreto 28 de 27 de septiembre de 1847, Colección de leyes y decretos de Veracruz, 
t.  iii (1840-1860), 82-85. En la Constitución federal de 1825, el estado se partió en cuatro 
departamentos dependientes del poder ejecutivo; a su vez, cada uno de ellos estaba divi-
dido en cantones, y estos en ayuntamientos. Los jefes de departamento eran nombrados 
directamente por el gobernador con la aprobación del Congreso y su duración en el cargo 
era de cinco años con posibilidad de prórroga hasta por dos años más. Los jefes cantonales 
eran nombrados por el gobernador y la legislatura, de una terna propuesta por el jefe de 
departamento. Ambas autoridades eran las encargadas de ejecutar las disposiciones emiti-
das por los gobernadores y las legislaturas. En la Constitución de 1857 desapareció la terri-
torialidad departamental y se fortaleció la figura de los cantones.
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revisoras.39 Si bien el decreto de junio contemplaba las juntas dentro 
de la estructura de la administración fiscal del Estado, estas debían or-
ganizarse en la sede de los departamentos y cantones, mientras que los 
municipios tenían la responsabilidad de remitirles la información de los 
contribuyentes. Este sistema de distribución en el territorio dificultaba la 
capacidad de acción de las juntas para incidir en la fiscalización de los 
vecinos, pues eran los municipios los encargados del registro de las pro-
piedades y de sus ingresos para, a su vez, presentarlos a las juntas. Aun-
que las juntas estaban integradas por ciudadanos, la administración del 
fisco estatal conservaba funcionarios con atribuciones coactivas para el 
control y registro de los contribuyentes. Por su parte, las juntas estable-
cían los montos de contribución basándose en la información que apor-
taban las instancias de gobierno, sin capacidad para cambiar el padrón 
inicial.

La incorporación de las juntas al ámbito municipal se estableció en 
1851 como un mecanismo para el cobro del impuesto sobre fincas rús-
ticas y urbanas. Este cambio fue significativo porque se definió el papel 
de las juntas como expresión de una ciudadanía responsable de fiscalizar 
su propio sector económico. Las nuevas juntas encargadas de la fiscali-
zación a propietarios urbanos y rurales debían estar integradas por tres 
individuos propietarios representantes de los contribuyentes y un inte-
grante del municipio, quien ejercería el papel de presidente de la junta 
de clasificación y de la revisora. La instalación de estas juntas se ajustaba 
al decreto de mayo de 1851 que eliminaba los impuestos al consumo; sin 
embargo, como ya se ha mencionado, este decreto no tuvo impacto, pues 
las alcabalas continuaron siendo recaudadas por las haciendas estatal y 
municipales hasta la reforma de 1886. 

Al menos desde 1850, la hacienda veracruzana contempló la parti-
cipación de los ciudadanos en la fiscalización de los impuestos directos, 
aunque siempre bajo la supervisión de un funcionario municipal. En esta 
trayectoria y en el contexto de la reforma, aunque es posible reconocer 

39 Decreto 96 de 21 de junio de 1849, Colección de leyes y decretos de Veracruz, t. iii 
(1840-1860), 216-217. 
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la presencia de juntas en la Hacienda estatal, el cambio fundamental 
con respecto a la reforma liberal fue su multiplicación en los munici-
pios, la regulación de sus atribuciones y alcances, y, sobre todo, la incor-
poración de la ciudadanía en la asignación de cuotas impositivas a los 
contribuyentes. 

El trabajo de las juntas respondió a la naturaleza de las imposiciones, 
a la complejidad del registro de los contribuyentes y al espacio territo-
rial en el que actuaron sus integrantes. En su organización, el impuesto 
de patente a establecimientos comerciales e industriales fue inicialmente 
el más problemático dado que no se contaba con antecedentes, salvo la 
experiencia en el municipio de Orizaba, respecto a las nuevas formas de 
organización de los contribuyentes. Para el funcionamiento de las juntas 
con sede en los municipios, la legislatura emitió un decreto en diciembre 
en 1886 con un reglamento que serviría de base para su trabajo. En prin-
cipio, el decreto establecía las actividades económicas sujetas al impuesto 
de patente: «giros mercantiles, establecimientos industriales y talleres de 
artes y oficios establecidos en el estado y que en lo sucesivo se establez-
can».40 Los establecimientos sujetos al gravamen eran los ubicados en la 
ciudad o en los pueblos, ya estuvieran ubicados en la calle o en el mer-
cado, así como los situados en fincas y haciendas. Además del comercio 
establecido, también se fiscalizaba a los comerciantes ambulantes. El im-
puesto de patente estaba basado en el hecho económico y, por lo tanto, 
gravaba el capital invertido y el tipo de producción o comercialización 
al que se dedicaba el causante, lo que permitió a la Hacienda estatal am-
pliar su base gravable en el espacio urbano y rural. Además de definir a 
los sujetos del nuevo gravamen, el decreto presentaba un registro de 158 
categorías para clasificar a los contribuyentes y establecía cuotas máxi-
mas y mínimas. Por ejemplo, en la categoría de almacenes de abarrotes 
nacionales y extranjeros, un causante podía pagar entre cinco y 75 pesos 
mensuales. Las 158 categorías de establecimientos y sus respectivas cuotas 

40 Decreto núm. 77, 17 de diciembre de 1886, Colección de leyes y decretos de Veracruz, 
t. viii (1884-1886), 558-573. 
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guiaban a los integrantes de las juntas para determinar el establecimiento 
y el monto del impuesto. 

Como señalaba el decreto 77, el capital y la naturaleza del hecho eco-
nómico del establecimiento eran los primeros indicadores para ubicar a 
los propietarios en la categoría impositiva que les correspondía: almacén, 
abarrotes, hoteles, agencias de transportes, alquileres, cafés, cantinas, cur-
tidurías, talleres, fábricas, molinos, panaderías, sastrerías, sombrererías, 
zapaterías, entre otros. Aunque las categorías de establecimientos y los 
rangos máximos y mínimos predefinidos marcaban los parámetros del 
impuesto, eran finalmente las juntas las encargadas de fijar las cuotas 
mensuales correspondientes.

En lo relativo al impuesto de patente, el decreto dejó claro que las 
juntas serían las encargadas de fijar las cuotas a pagar por cada estable-
cimiento, ya fuera comercial, fabril o ambulante. El monto de los pagos 
debía fijarse dentro de unos márgenes máximos y mínimos establecidos, 
pero para ubicar a los causantes en esos rangos era indispensable contar 
con información detallada sobre ellos. Justamente en ese punto la labor 
de los integrantes de las juntas resultó fundamental para construir un 
padrón confiable de causantes sujetos al impuesto de patente. 

En la reforma fiscal de 1886, las juntas actuaron como órganos de 
control de los contribuyentes al evaluar los padrones que los municipios 
habían realizado de los establecimientos mercantiles y fabriles. De ahí la 
importancia de que en las juntas estuvieran representados los distintos 
sectores sujetos al impuesto de patente. De acuerdo con la legislatura, las 
juntas calificadoras y revisoras estaban integradas por el alcalde, el re-
caudador de rentas —en el caso de las cabeceras de cantón—, el tesore-
ro municipal —cuando no fuera cabecera de cantón— y dos individuos 
«pertenecientes a cada una de las clases [categorías] a que debe referirse 
la calificación». Considerando las 158 categorías en las que se distribuían 
los causantes, la representación de solo dos ciudadanos en las juntas re-
sultaba claramente insuficiente, por lo cual en 1888 se sumó un tercer 
integrante ciudadano, aunque sin duda este número continuó siendo li-
mitado. Una vez instaladas las juntas y con la información del padrón 
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de causantes elaborado, se procedía a establecer los montos del impues-
to correspondientes a cada establecimiento. Los ciudadanos convocados 
para integrar las juntas, ya fueran cuotizadoras o revisoras, no podían 
excusarse de sus obligaciones con el Estado y debían desempeñar el car-
go durante un periodo de dos años, tiempo en el que las cuotas eran ac-
tualizadas. Cabe también señalar que la participación de los ciudadanos 
en las juntas no los eximía de sus obligaciones fiscales, como sí ocurría, 
por ejemplo, con los funcionarios del gobierno municipal, quienes esta-
ban exentos del pago del impuesto personal durante el tiempo que dura-
ba su mandato.

La participación de los ciudadanos, en su carácter de representantes 
de comerciantes, industriales y ambulantes, se justificaba porque eran 
ellos quienes podían aportar información sobre el comportamiento del 
sector económico, las formas de comercialización, las necesidades de 
producción o el empleo de mano de obra. En este sentido, si bien los 
causantes debían notificar los montos de inversión, las condiciones de 
sus locales, el tipo de maquinaria, el número de empleados, el horario 
de trabajo, las condiciones del taller o del local, la infraestructura y su 
ubicación, la valoración de todos esos elementos estaba sujeta a escru-
tinio por los integrantes de las juntas para ubicar al causante entre los 
máximos y mínimos. Las juntas también tenían facultad para valorar las 
categorías en las que debía situarse el contribuyente, e incluso determi-
nar si su establecimiento podía estar en más de una categoría. Tal era 
el caso, por ejemplo, de los almacenes dedicados a la comercialización y 
acopio se semillas, o de los talleres que se dedicaban a la confección de 
ropa y sombreros que, además, comerciaban sus productos en el mismo 
establecimiento. En esos casos, los causantes estaban obligados a pagar 
el impuesto en la categoría que más reportara al fisco; es decir, si eran 
fabricantes de escobas y también las comercializaban en el mismo esta-
blecimiento, la junta los registraba como industriales. 

La organización de las juntas cuotizadoras para el impuesto perso-
nal seguía el mismo principio: se instalaba en las cabeceras municipales 
y comenzaban sus labores a partir de los padrones que les entregaba el 
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alcalde. Para la organización del padrón, los causantes declaraban su ofi-
cio y emolumentos, y eran asignados a una de las cuatro categorías dise-
ñadas por la Hacienda pública estatal. El trabajo de la junta cuotizado-
ra consistía en hacer una «escrupulosa confronta de las manifestaciones 
recibidas», cruzar información con contribuyentes por otros impuestos, 
sobre todo el de propiedad y averiguar «qué individuos han dejado de 
presentarse debiendo ser contribuyentes».41

A diferencia de la actuación de las juntas en los impuestos a la pro-
piedad y patente, en el caso del impuesto personal, debido a la naturale-
za de la imposición, lo que realmente importaba era asegurar que en el 
padrón estuvieran inscritos todos los varones de entre 16 y 60 años. Para 
la revisión y conformación de los padrones, las juntas también recibían 
información de los empleadores sobre los ingresos de sus empleados, así 
como sobre cambios o bajas. Si bien los causantes estaban obligados a 
registrarse en el municipio y a comunicar su ocupación y sus ingresos, 
es posible que, al tratarse de una fiscalización sobre ingresos y salarios, 
resultara más difícil contar con evidencia clara, a diferencia de un esta-
blecimiento mercantil o un bien inmueble. Esto explicaría el hecho de 
que las juntas tuvieran que esforzarse en verificar que todos los vecinos 
estuvieran inscritos en el padrón y que en sus inscripciones no existiera 
duda sobre el «ejercicio» que daba origen al impuesto. 

Otra característica del funcionamiento de las juntas en relación con 
el impuesto personal era la intervención directa de los jefes políticos en 
los padrones elaborados por el alcalde y ratificados por los integrantes de 
las juntas, pues los jefes políticos evaluaban que las cuotas asignadas co-
rrespondieran realmente al ingreso de los causantes. La intervención de 
estos funcionarios se explica por dos razones: primero, porque su salario 
—un 3 %— estaba anclado a este impuesto y, segundo, porque existía una 

41 «Juan Enríquez, gobernador constitucional del Estado libre y Soberano de Veracruz-
Llave a sus habitantes sabed: que en uso de la facultad que le concede la fracción 1ª del 
artículo 82 de la Constitución política del mismo, y para el mejor cumplimiento de la ley 
número 12 de 30 de mayo de 1885, sobre impuesto personal, ha tenido a bien reformar la 
parte reglamentaria de dicha ley quedando en los términos que siguen», en Colección de 
leyes y decretos de Veracruz, t. viii, 1884-1886, 483. 
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estrecha vinculación política y de derechos de ciudadano entre los veci-
nos y el pago de este gravamen. La condición de «estar al corriente del 
impuesto personal» aseguraba el ejercicio de los derechos políticos, como 
participar en las elecciones, votar, ser votado y desempeñar algún cargo 
municipal como alcalde o regidor. 

En su diseño administrativo y reglamentación, la instalación de las 
juntas no presentaba diferencias significativas entre el espacio rural y el 
urbano, con la excepción del tipo de funcionario municipal que las inte-
graba. Sin embargo, tanto en áreas urbanas como rurales, los causantes 
estaban representados por tres ciudadanos. A pesar de la reglamentación 
general que normaba el funcionamiento de las juntas en relación con los 
impuestos directos, la naturaleza específica de cada imposición también 
condicionó el trabajo de los ciudadanos que las integraban. En particular, 
el impuesto a las fincas urbanas y rústicas representó una aspiración de 
larga data por parte de la Hacienda estatal. Antes de las reformas libera-
les de la segunda mitad del siglo xix, algunos municipios habían avanza-
do en el registro de propiedades y en el cobro de impuestos en el ámbito 
urbano, pero recaudar contribuciones sobre la propiedad en el espacio 
rural era complejo por las dificultades que implicaba recabar informa-
ción sobre propiedades y propietarios. El principal problema en este caso 
era la ausencia de un catastro que, al igual que el impuesto por patente, 
permitiera establecer márgenes de valor de la propiedad. 

La fiscalización a propietarios urbanos y rurales fue de tal comple-
jidad para la Hacienda estatal que la legislatura se vio en la necesidad 
de emitir dos decretos para un mismo impuesto. Fue en el ámbito rural 
donde la participación de las juntas cobró mayor relevancia, ya que su 
intervención fue decisiva para conformar el padrón de propietarios. El 
proyecto de elaborar un catastro —al menos según las últimas disposi-
ciones de 1885 emitidas por el gobernador Juan de la Luz Enríquez— se 
concibió como parte de un proceso que solo se podría construir con in-
formación proporcionada por los propietarios. Así, al iniciarse el cobro 
del impuesto, se recabarían datos sobre la ubicación, la extensión, la in-
fraestructura y la producción de las propiedades. El objetivo era, a partir 
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del cobro del impuesto, construir un censo de la propiedad, para en un 
segundo momento establecer el valor de la tierra. 

De nueva cuenta, en la fiscalización de la propiedad rural, la Hacien-
da estatal tomó como punto de partida las obligaciones que tenían los 
ciudadanos con el Estado y estableció que el primer paso era «manifes-
tar» en la receptoría de rentas de su demarcación fiscal todo lo referente 
a sus propiedades: ubicación, extensión, régimen de explotación —indi-
vidual, mancomunada, arrendada—, producción, valor de la infraestruc-
tura —casa, edificios, oficinas—, objeto de explotación — agrícola o 
pecuaria— y número y clase de ganados. Esta manifestación inicial del 
propietario era la base del censo con la que trabajaría la junta cuotizado-
ra. En ella, las manifestaciones realizadas por los propietarios debían ca-
lificarse bajo «una escrupulosa confronta de las manifestaciones» y «de-
más datos que puedan adquirir». En iguales condiciones que el impuesto 
personal, el papel de la junta en la fiscalización de la propiedad rural 
resultaba fundamental para la conformación del padrón de propietarios, 
pero también para ofrecer datos sobre la valorización de las fincas. Esto 
porque la valorización de las propiedades era fundamental en el contex-
to de un mercado de tierras inmerso en procesos de desamortización, al 
mismo tiempo que los elementos que se consideraban en la valorización 
permitían nuevas formas de clasificación de la propiedad rural, con par-
ticular interés en las fincas dedicadas a caña y café. 

En el caso del impuesto a la propiedad rural, solo se estableció una 
junta calificadora que realizaba su trabajo en sesión pública, «a la vista 
de los interesados en el local de las sesiones».42 Esto hizo innecesario el 
establecimiento de la junta revisora, pues la calificación se hacía en pre-
sencia de los propietarios, lo que sin duda ofrecía oportunidades de ne-
gociación entre los integrantes de la junta y los propietarios. Los casos de 
inconformidad que no se resolvieran en la primera sesión pública debían 
ser atendidos de nuevo por la junta calificadora, que revisaba individual-
mente la razón de la inconformidad y, en última instancia, los quejosos 

42 «Decreto núm. 81, 21 de diciembre de 1886», Colección de leyes y decretos de 
Veracruz, t. viii, 586. 
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podían recurrir al gobernador del Estado para que la contribución dicta-
da por la junta fuera corregida o ratificada.

Como parte de un proyecto de reforma fiscal y de participación de 
los ciudadanos en la fiscalización de impuestos directos, la Hacienda es-
tatal diseñó un espacio para escuchar a los ciudadanos inconformes con 
la actuación de las juntas calificadoras. En el impuesto de patente y en el 
personal, al concluir los trabajos de evaluación y asignación del impuesto 
se procedía a instalar las juntas revisoras. El trabajo de los ciudadanos 
que integraban estas juntas fortalecía una nueva relación entre el esta-
do y los contribuyentes, pues se trataba de un espacio de mediación y 
de negociación en torno al pago de los impuestos. Los causantes podían 
presentar sus apelaciones ante ellas para aportar información que no hu-
biera sido considerada, aclarar dudas, corregir omisiones e incluir cual-
quier otro elemento que justificara el pago de una cuota más baja. 

Por último, la tesorería general de la Hacienda estatal reconocía el 
papel de las juntas como parte de la administración fiscal y considera-
ba el modelo de cuotización como el mejor sistema para reconocer las 
profundas diferencias de riqueza y la importancia de los establecimientos 
mercantiles e industriales, así como de las propiedades.43 En el debate de 
la eliminación de las alcabalas, entre otros problemas estaba el cómo lo-
grar una fiscalización que reflejara la riqueza de los contribuyentes sin 
importar la residencia donde se generara. Lo que resulta interesante de la 
posición de la tesorería es que reconocía a las juntas como un brazo para 
el trabajo de la Hacienda estatal, pero, por otra parte, como una valiosa 
fuente de información sobre los causantes. Esto se debía a que los regis-
tros de los contribuyentes debían presentarse en las oficinas cantonales, 
lo que se convertía en un banco de datos para conocer la riqueza de la 
economía veracruzana y, por lo tanto, para lograr una fiscalización que 
respondiera al comportamiento de los sectores agrícola e industrial, así 
como de la riqueza personal. 

43 «Tesorería General del Estado, Circular no. 53», Colección de leyes y decretos de 
Veracruz, t. viii, 1886, 593. 
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En materia de gasto en salarios, las juntas significaron un ahorro, 
pues su organización no representaba gastos para la Hacienda estatal ni 
para las municipales. Esto se debía a que los ciudadanos que participa-
ban de ellas lo hacían como parte de sus obligaciones ciudadanas con el 
estado. La existencia de estas juntas también permitió que los funciona-
rios fiscales tomaran distancia de una población que hasta ese momento 
los consideraba como agentes con capacidad de coacción y sin legitimi-
dad. Por el contrario, en las juntas los contribuyentes eran fiscalizados 
por sus propios vecinos, de quienes se esperaba una mayor comprensión 
sobre las condiciones de la economía en sus jurisdicciones, las necesida-
des de la agricultura, las dificultades del comercio y los problemas de la 
mano de obra, entre otros factores. En el citado decreto de la tesorería, 
su posición frente a las juntas consistía en ofrecer los criterios de cuoti-
zación que sirvieran como punto de partida para el desarrollo de su tra-
bajo. Sin embargo, la fiscalización la realizaban los representantes de los 
contribuyentes. En este sentido, la reforma fiscal veracruzana logró intro-
ducir tres imposiciones directas como base de sus ingresos, una trans-
formación que solo puede entenderse a partir de que resolvió de manera 
clara quién debía cobrar los impuestos y cómo. 

Conclusiones 

Las juntas de cuotización y revisión fueron concebidas como un instru-
mento para gestionar los impuestos establecidos por la reforma fiscal a 
partir de 1887. Ahí donde las oficinas de Hacienda no pudieran instalar-
se o resultaran insuficientes para el registro de los causantes o el cobro 
de los impuestos, las juntas actuaban como representantes del estado. La 
ciudadanización de la fiscalidad veracruzana con la reforma de 1886 tam-
bién debe leerse a partir del papel que desempeñaron los contribuyentes 
en el cumplimiento de sus obligaciones ante la Hacienda pública. De esta 
forma, en los tres impuestos directos las juntas recibían el padrón reali-
zado por el municipio, pero eran los causantes quienes estaban obligados 
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a presentar anualmente la información sobre sus negocios o propieda-
des. El carácter anual del registro también permitía que los cambios en 
el monto de inversión, producción, tecnología, infraestructura, tipo de 
negociación o ubicación que sufrieran los negocios, fábricas o talleres se 
reflejaran en el pago de sus contribuciones. Con este diseño, los impues-
tos directos reafirmaban su carácter maleable, capaz de actualizarse en 
respuesta a la riqueza de los causantes, por lo que cumplían el principio 
de la reforma liberal: alcanzar una fiscalización fiel y directa de los ciu- 
dadanos. En este sistema, la autoridad municipal registraba lo que los 
causantes declaraban. Ni los integrantes de la junta, ni el alcalde ni nin-
guna otra autoridad política tenían la obligación de buscar información 
adicional de los contribuyentes o de notificarles en sus domicilios o es-
tablecimientos acerca de sus obligaciones fiscales. Este diseño se sostenía 
en una lógica de contraprestación entre los ciudadanos y la Hacienda 
pública, que aseguraba libertad para ejercer las actividades económicas, 
libertad para reconocer sus obligaciones tributarias, y la responsabilidad 
de proporcionar información a las juntas cuotizadoras y revisoras sobre 
sus bienes y capitales. 

En la estructura de la conformación de las juntas, la participación 
de las autoridades de gobierno o de representantes del fisco estatal debía 
limitarse a presentar el padrón de causantes y a vigilar el trabajo de los 
integrantes de las juntas, pero la responsabilidad de la fiscalización a los 
causantes era de competencia exclusiva de los ciudadanos. En los meses 
de enero y febrero de cada año, los ciudadanos participantes en las jun-
tas encargadas de la fiscalización por patente, propiedad urbana y rural, 
así como por el impuesto personal, organizaban y definían los ingresos 
anuales de la Hacienda pública estatal y de las haciendas municipales. La 
labor de estos ciudadanos en la fiscalización contribuía a la definición 
del presupuesto y, por lo tanto, a sostener los proyectos de gasto público. 
Como es de suponer, el proceso no resultó fácil y, aunque varios decre-
tos intentaron normar la actuación de las juntas, las autoridades encon-
traron dificultades para dar seguimiento a su organización y asegurar el 
cumplimiento de las disposiciones en los espacios rurales. Un análisis de 
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la reforma fiscal liberal desde el campo normativo de la administración 
fiscal permite profundizar en los aspectos operativos de dichas reformas 
y de los nuevos impuestos, los cuales aspiraban a cumplir con los princi-
pios de equidad y justicia que promovía el liberalismo. El análisis desde el 
ámbito normativo también permite observar que, si bien la documenta-
ción hacendaria en las oficinas cantonales no se resguardó, eso no impide 
reconocer que la consolidación de la Hacienda estatal veracruzana en el 
último tercio del siglo xix solo fue posible en la medida en que las juntas 
integradas por ciudadanos se instalaron en todos los municipios y, de esa 
forma, fueron fundamentales en el gobierno de la fiscalidad liberal vera-
cruzana. Como reflexión final, se subraya la importancia de analizar la 
trayectoria y las características de la reforma liberal desde la experiencia y 
las condiciones de los propios estados, sin negar el debate de la fiscalidad 
federal ni los proyectos para eliminar los impuestos alcabalatorios, pues 
la política fiscal de los estados también buscó construir proyectos propios 
para lograr una reforma fiscal acorde a los principios liberales. Desde la 
experiencia veracruzana, interesa abrir un debate sobre las formas, recur-
sos y estrategias fiscales construidas desde los estados que supere la vi-
sión de la federación como el único autor preponderante en la reforma 
fiscal. Esto permite explicar el liberalismo desde las múltiples experien-
cias institucionales, políticas, sociales y económicas entre 1870 y 1910.
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